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1. Disposiciones generales

CONSEJERIA DE ECONOMIA Y HACIENDA

ORDEN de 11 de junio de 2002, por la que se
establecen las normas reguladoras de la concesión de
becas de formación e investigación y se convocan becas
para el ejercicio 2002.

La Consejería de Economía y Hacienda ha venido efec-
tuando periódicamente convocatorias de determinadas becas
de formación e investigación en materias de la competencia de
la Consejería, que se encuentran actualmente reguladas en la
Orden de 4 de febrero de 2000.

El Decreto 254/2001, de 20 de noviembre, por el que
se aprueba el Reglamento por el que se regulan los proce-
dimientos para la concesión de subvenciones y ayudas públi-
cas por la Administración de la Junta de Andalucía y sus
Organismos Autónomos y su régimen jurídico, establece en
su Disposición transitoria segunda que en el plazo de seis
meses, a partir de su entrada en vigor, las bases reguladoras
de las subvenciones incluidas en su ámbito de aplicación que
permanezcan vigentes deberán adaptarse a sus disposiciones,
en lo que contradigan o se opongan al mismo.

En cumplimiento de la citada disposición transitoria, la
presente Orden adecua las determinaciones contenidas en la
Orden de 4 de febrero de 2000 al Reglamento aprobado por
el Decreto 254/2001, a la vez que introduce algunas inno-
vaciones que aconseja la experiencia adquirida en su apli-
cación. De otro lado, la presente Orden contiene la regulación
completa de la materia derogando la Orden de 4 de febrero
de 2000.

Finalmente, debe significarse que, sin perjuicio de la
vigencia indefinida de la regulación que se establece en la
presente Orden, en su Disposición adicional única se incluye
también la convocatoria de becas para el año 2002, lo que
en sucesivos ejercicios deberá efectuarse en disposición inde-
pendiente de la normativa reguladora contenida en la presente
Orden.

En su virtud, y en uso de las atribuciones que me han
sido conferidas por el artículo 107 de la Ley 5/1983, de 19
de julio, General de la Hacienda Pública de la Comunidad
Autónoma de Andalucía,

D I S P O N G O

Artículo 1. Objeto y ámbito de aplicación.
1. La presente Orden tiene por objeto establecer las nor-

mas reguladoras de la concesión y ejecución de las becas
de formación e investigación de la Consejería de Economía
y Hacienda.

2. Quedan excluidas de esta Orden las becas para la
formación de expertos en comercio interior así como las becas
para la formación de expertos en comercio exterior, que se
concederán y ejecutarán conforme a lo dispuesto en las Orde-
nes de la Consejería de Economía y Hacienda de 2 de agosto
de 2001 y de 13 de septiembre de 2001, respectivamente.

Artículo 2. Finalidad y materia.
Las becas que se regulan en la presente Orden tendrán

como finalidad la formación de personal o la realización de
estudios y trabajos de investigación en materias de la com-
petencia de la Consejería de Economía y Hacienda.

Artículo 3. Beneficiarios.
1. Podrán solicitar las becas objeto de la presente Orden

las personas físicas que, en la fecha de finalización del plazo
de presentación de solicitudes, reúnan los siguientes requisitos:

a) Tener la nacionalidad española o de algún Estado
miembro de la Unión Europea y ser vecino de cualesquiera
de los municipios de la Comunidad Autónoma de Andalucía.

b) Tener la titulación universitaria requerida en la con-
vocatoria.

c) No haber sido separado del servicio de cualesquiera
de las Administraciones Públicas mediante expediente dis-
ciplinario.

2. Además de los requisitos anteriores, la convocatoria
de las becas podrá exigir otros requisitos específicos que resul-
ten adecuados a la finalidad y materia de la beca.

3. Los requisitos deberán mantenerse hasta la finalización
de la beca, incluidas, en su caso, las prórrogas de que pueda
ser objeto, excepto el de no haber transcurrido un número
determinado de años desde la finalización de los estudios uni-
versitarios, cuando se exija como requisito específico.

4. El disfrute de una beca al amparo de la presente Orden
es incompatible con cualquier otra beca procedente de cua-
lesquiera otras Administraciones o entes públicos o privados,
nacionales o internacionales.

Artículo 4. Número y dotación de las becas.
1. El número de las becas se determinará en la corres-

pondiente convocatoria, de acuerdo con las disponibilidades
presupuestarias existentes.

2. Cada beca comprenderá:

a) Una asignación mensual cuya cuantía bruta se espe-
cificará en la correspondiente convocatoria y que se abonará
durante todo el período de disfrute de la misma por men-
sualidades vencidas.

b) Un seguro combinado de accidentes individuales, inter-
vención quirúrgica, hospitalización y asistencia médica.

Asimismo, podrá comprender gastos de carácter extra-
ordinario ocasionados por la actividad, que deberá ser auto-
rizada de forma expresa por el titular del Centro Directivo corres-
pondiente al que figure adscrito el becario.

3. La asignación mensual bruta de las becas que sean
objeto de prórroga experimentará durante la misma la corres-
pondiente revisión con arreglo al Indice de Precios al Consumo
(IPC).

No obstante, convocatorias posteriores de becas que
deban ejecutarse concurriendo con las becas prorrogadas,
podrán establecer para estas prórrogas la misma asignación
mensual.

Artículo 5. Duración de las becas.
1. Las becas tendrán una duración inicial máxima de

doce meses, pudiendo prorrogarse, en su caso, por otros doce
meses, como máximo, con la limitación establecida en el apar-
tado 3 de este artículo, siempre que lo permitan las dispo-
nibilidades presupuestarias y con arreglo a lo dispuesto en
el Decreto 44/1993, de 20 de abril, por el que se regulan
los gastos de anualidades futuras.

Antes de transcurrir el período inicial de las becas, el
titular del Centro Directivo correspondiente al que se encuentre
adscrito el becario podrá, teniendo en cuenta la memoria ela-
borada por los becarios y el informe del director del trabajo
o, en su caso, tutor, prorrogar el disfrute de las mismas median-
te resolución que deberá dictarse al efecto, por delegación
del titular de la Consejería de Economía y Hacienda.

2. El período de duración se contará desde la fecha de
iniciación de las actividades becadas, la cual se determinará
en la respectiva resolución de concesión, debiendo tener lugar
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su iniciación necesariamente dentro del ejercicio en que se
efectúa la convocatoria.

3. Si se hubieran disfrutado con anterioridad becas de
la misma finalidad y materia que la convocada, en ningún
caso la acumulación máxima entre ésta y las anteriores podrá
exceder de treinta y seis meses.

Artículo 6. Normas generales del procedimiento de
concesión.

1. Las becas a que se refiere la presente Orden se otor-
garán con arreglo a los principios de publicidad, libre con-
currencia y objetividad, de acuerdo con lo establecido en el
Título VIII de la Ley General de la Hacienda Pública de la
Comunidad Autónoma de Andalucía.

2. El procedimiento de concesión se realizará en régimen
de concurrencia competitiva ajustándose a lo dispuesto en
la presente Orden, en la Ley 9/2001, de 12 de julio, por
la que se establece el sentido del silencio administrativo y
los plazos de determinados procedimientos como garantías
procedimentales para los ciudadano; en el Decreto 254/2001,
de 20 de noviembre, por el que se aprueba el Reglamento
por el que se regulan los procedimientos para la concesión
de subvenciones y ayudas públicas por la Administración de
la Junta de Andalucía y sus Organismos Autónomos y su régi-
men jurídico; en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Pro-
cedimiento Administrativo Común, y en la demás normativa
de aplicación.

3. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 3 de la
citada Ley 9/2001 y en el artículo 9 del referido Reglamento
aprobado por Decreto 254/2001, se entenderá como proce-
dimiento de concesión en régimen de concurrencia competitiva
aquél en que la concesión, imputada a un mismo crédito pre-
supuestario y conforme a los criterios establecidos en la pre-
sente Orden, requiere la comparación en un único procedi-
miento de una eventual pluralidad de solicitudes entre sí, a
fin de resolver sobre la concesión.

A tal efecto, las solicitudes se presentarán dentro de un
plazo determinado e igual para todos los interesados, que se
fijará en la correspondiente convocatoria, conforme se esta-
blece en el artículo 8.1 de la presente Orden, debiendo tra-
mitarse, valorarse y resolverse de forma conjunta todas las
solicitudes presentadas. Las becas se concederán, dentro de
las disponibilidades presupuestarias existentes, a las solici-
tudes que, reuniendo los requisitos exigidos en la presente
Orden, hayan obtenido mayor valoración conforme a lo dis-
puesto en el artículo 10 de esta Orden.

4. Los actos que deban notificarse de forma conjunta
a todos los interesados se publicarán en el tablón o tablones
de anuncios que se señalen en la correspondiente convoca-
toria, en los términos del artículo 59.5.b) de la Ley 30/1992,
sustituyendo dicha publicación a la notificación personal y
surtiendo sus mismos efectos.

Cuando se trate de los requerimientos de subsanación
y de la resolución que pone fin al procedimiento, previstos
en los artículos 8.5 y 11, respectivamente, de la presente
Orden, se publicará simultáneamente en el Boletín Oficial de
la Junta de Andalucía un extracto del contenido de la resolución
o acto, indicando el tablón o los tablones de anuncios donde
se encuentre expuesto su contenido íntegro y, en su caso,
el comienzo del cómputo del plazo de que se trate, que se
computará a partir del día siguiente a aquél en que tenga
lugar la publicación en dicho Boletín Oficial.

La exposición en los tablones de anuncios se mantendrá
durante el plazo de cumplimentación del trámite de que se
trate.

Artículo 7. Convocatorias.
1. La convocatoria de las becas para la formación e inves-

tigación se podrá efectuar anualmente, siempre que lo per-
mitan las disponibilidades presupuestarias, preferiblemente en

una única convocatoria en la que se incluirán todas las becas
de los distintos Centros Directivos que se regulen por la pre-
sente Orden, y se realizará mediante Orden de la Consejería
de Economía y Hacienda.

2. Las convocatorias habrán de especificar la aplicación
de la presente Orden a la concesión y ejecución de las becas,
con expresión del Boletín Oficial de la Junta de Andalucía
en que se publicó, como normativa específica reguladora de
las mismas, sin perjuicio de la aplicación de la Ley General
de la Hacienda Pública de la Comunidad Autónoma de Anda-
lucía y demás normas que procedan, así como los siguientes
extremos:

a) Número de becas que se convocan.
b) Cuantía bruta de la asignación mensual de las becas.
c) Duración de las becas.
d) Distribución de becas por Centros Directivos y su ads-

cripción a los mismos.
e) Finalidad y materia de las becas.
f) Plazo de presentación de las solicitudes.
g) Indicación del tablón o tablones de anuncios donde

se efectuarán las sucesivas publicaciones.
h) Titulación y otros requisitos específicos exigidos a los

beneficiarios, conforme a lo previsto en el artículo 3 de la
presente Orden.

i) Méritos específicos para la concesión, conforme a lo
previsto en el artículo 10.1.e) de la presente Orden.

j) Las determinaciones que deban especificarse en la con-
vocatoria del ejercicio en cumplimiento de lo que establezca
la Ley del Presupuesto de la Comunidad Autónoma de Anda-
lucía u otra disposición de aplicación, así como aquellas otras
que se considere necesario especificar.

3. La Orden de convocatoria se publicará en el Boletín
Oficial de la Junta de Andalucía.

Artículo 8. Solicitudes, plazo, documentación y sub-
sanación.

1. El plazo de presentación de solicitudes se fijará en
la correspondiente convocatoria y no podrá ser inferior a quince
días hábiles, contados a partir del día siguiente a aquél en
que tenga lugar la publicación de la convocatoria en el Boletín
Oficial de la Junta de Andalucía.

2. Las solicitudes para participar en el proceso de selec-
ción para la adjudicación de las becas reguladas en la presente
Orden, dirigidas al titular del Centro Directivo que corresponda
de la Consejería de Economía y Hacienda, se formularán con-
forme al modelo establecido en el Anexo 1 de esta Orden,
y se presentarán, preferentemente, en el Registro General de
la referida Consejería, sito en Sevilla, C/ Juan Antonio de
Vizarrón, s/n, Edificio Torretriana, planta baja, sin perjuicio
de lo dispuesto en el artículo 38.4 de la Ley 30/1992.

3. La solicitud deberá acompañarse de la siguiente
documentación:

a) Fotocopia autenticada del Documento Nacional de
Identidad y de la Tarjeta del Número de Identificación Fiscal
(NIF). Este último documento sólo se exigirá cuando no figure
en el Documento Nacional de Identidad el código o carácter
de verificación, constituido por una letra mayúscula (artículo
14 en relación con los artículos 4º y 2º b) del Real Decreto
338/1990, de 9 de marzo). Los nacionales de un Estado
miembro de la Unión Europea aportarán la documentación
equivalente.

b) Copia autenticada del título universitario exigido en
la convocatoria y, en el supuesto de no disponer del mismo,
copia autenticada de la certificación acreditativa de haberlo
solicitado y tener abonados los derechos, expedida de acuerdo
con la Resolución de 26 de junio de 1989, de la Secretaría
de Estado de Universidades e Investigación.
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c) Copia autenticada de la certificación del expediente
académico del solicitante con las calificaciones obtenidas, así
como la fecha de finalización de los estudios en la titulación
requerida en la convocatoria.

d) Currículum vitae del solicitante, en el que se espe-
cificará la formación recibida y la experiencia que, en su caso,
pudiera tener en la materia objeto de la beca, acompañándose
copia autenticada de los documentos que acrediten los méritos
alegados. No se valorarán aquellos méritos que no se acrediten
documentalmente.

e) Declaración expresa responsable de ser vecino de cua-
lesquiera de los municipios de la Comunidad Autónoma de
Andalucía, con el compromiso de presentar la correspondiente
certificación de empadronamiento en el supuesto de resultar
adjudicatario.

f) Declaración expresa responsable de no haber sido sepa-
rado del servicio de cualesquiera de las Administraciones Públi-
cas mediante expediente disciplinario.

g) Declaración expresa responsable de otras becas soli-
citadas y/o concedidas, para la misma u otra finalidad, por
otras Administraciones o entes públicos o privados, nacionales
o internacionales y, en su caso, el compromiso de renunciar
a las concedidas en el supuesto de resultar adjudicatario.

h) Otras declaraciones o documentación que se exijan
en cada convocatoria en cumplimiento de lo que establezca
la Ley del Presupuesto de la Comunidad Autónoma de Anda-
lucía u otra disposición de aplicación.

4. Las declaraciones referidas en las letras e), f), g) y
h) del apartado anterior se ajustarán al modelo de impreso
que figura como Anexo 2 de la presente Orden.

5. Si las solicitudes no reunieran los requisitos exigidos
o no se acompañasen los documentos preceptivos, se requerirá
a los interesados, conforme a lo dispuesto en el artículo 6.4
de la presente Orden, para que, de conformidad con lo esta-
blecido en el artículo 71 de la Ley 30/1992, en el plazo de
diez días subsanen la falta o acompañen los documentos pre-
ceptivos, con la indicación de que, si así no lo hicieran, se
les tendrá por desistidos de su petición, previa resolución,
que deberá ser dictada en los términos previstos en el artícu-
lo 42.1 de la referida Ley.

Artículo 9. Comisiones de Selección.
1. Para llevar a cabo la valoración de las solicitudes y

la selección de los candidatos, se constituirá una Comisión
de Selección por cada Centro Directivo que deba otorgar las
becas.

2. Cada Comisión de Selección tendrá la siguiente
composición:

Presidente: Será el titular del Centro Directivo correspon-
diente al que se adscriban los becarios, o persona que le
sustituya.

Tres vocales designados por el titular del Centro Directivo
respectivo, preferiblemente entre el personal adscrito al mismo.

Un secretario, con voz y sin voto, designado, asimismo,
por el titular del Centro Directivo respectivo entre el personal
adscrito al mismo.

3. Las Comisiones de Selección se regirán por las normas
contenidas en el Capítulo II del Título II de la Ley 30/1992.

Artículo 10. Criterios y procedimiento de selección.
1. La selección de los candidatos se efectuará en dos

fases:

En la primera fase se valorarán los méritos que se señalan
a continuación y en el porcentaje máximo que, asimismo,
se indica:

a) Expediente académico en su conjunto: Hasta el 35%.
b) Nivel previo de formación en las materias objeto de

las becas convocadas, derivado del expediente académico:
Hasta el 25%.

c) Participación en estudios, trabajos o proyectos direc-
tamente relacionados con la materia de la beca: Hasta el 15%.

d) Cursos y seminarios impartidos o recibidos, directa-
mente relacionados con la materia objeto de las becas: Hasta
el 10%.

e) Otros méritos específicos previstos en la convocatoria:
Hasta el 15%.

Tras la valoración de las solicitudes con arreglo al baremo,
la Comisión de Selección elaborará una relación de candidatos
por el orden de puntuación obtenida y determinará el número
de los mismos que accederá a la segunda fase.

En la segunda fase los candidatos seleccionados serán
convocados a una entrevista personal con la Comisión de
Selección.

2. En función a los méritos específicos que se prevean
en la convocatoria, podrá exigirse en la misma un examen
o prueba a realizar por los candidatos, previo a la entrevista
personal que tendrá carácter eliminatorio.

Artículo 11. Relación de seleccionados, resolución y
publicación.

1. Concluido el proceso selectivo, la Comisión de Selec-
ción respectiva elaborará una relación de los candidatos selec-
cionados por orden de puntuación, que se publicará en el
tablón o tablones de anuncios que se indiquen en la corres-
pondiente convocatoria, al objeto de que en el plazo de diez
días, contados desde el día siguiente a aquél en que tenga
lugar la publicación referida, los interesados puedan examinar
el expediente y formular las alegaciones que estimen per-
tinentes.

Transcurrido dicho plazo y resueltas las alegaciones, en
su caso, presentadas, la Comisión de Selección respectiva ele-
vará la relación definitiva al titular del Centro Directivo corres-
pondiente que dictará la resolución procedente, por delegación
del titular de la Consejería de Economía y Hacienda, adju-
dicando las becas por el orden de la puntuación obtenida.

2. La resolución que ponga fin al procedimiento deberá
expresar el solicitante o relación de solicitantes a los que se
conceden las becas, así como las circunstancias que indi-
vidualicen los efectos del acto para cada beneficiario, indi-
cando, como mínimo, los siguientes extremos:

a) La identificación del beneficiario.
b) El objeto de la beca debidamente detallado.
c) El plazo de ejecución de la beca.
d) La fecha de incorporación del becario al Centro Directivo

correspondiente al que figure adscrita la beca, que no será
superior a un mes, contado desde el día siguiente a aquél
en que tenga lugar la publicación de la resolución de concesión.

e) La cuantía de la beca.
f) La aplicación presupuestaria del gasto y, si procede,

su distribución plurianual atendiendo a las limitaciones esta-
blecidas en el artículo 39 de la Ley General de la Hacienda
Pública de la Comunidad Autónoma de Andalucía, y en el
Decreto 44/1993, de 20 de abril.

g) La forma y secuencia del pago, conforme al artículo
4.2.a) de la presente Orden.

h) Las condiciones que se impongan al beneficiario.
i) El plazo y forma de justificación del cumplimiento de

la finalidad para la que se le concede la beca.

La referida resolución será motivada, fundamentándose
la adjudicación de las becas en el orden de la relación de
beneficiarios, debiendo, en todo caso, quedar acreditados en
el expediente los fundamentos de la decisión que se adopte,
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y podrá hacer constar expresamente que la resolución es con-
traria a la estimación del resto de las solicitudes.

3. El plazo máximo para resolver y publicar la resolución
será de tres meses. Transcurrido el citado plazo sin que se
hubiere dictado y publicado resolución expresa, las solicitudes
podrán entenderse desestimadas por silencio administrativo
conforme a lo establecido en el artículo 2 de la Ley 9/2001,
de 12 de julio, por la que se establece el sentido del silencio
administrativo y los plazos de determinados procedimientos
como garantías procedimentales para los ciudadanos.

4. La resolución se publicará en el tablón o tablones de
anuncios señalados en la convocatoria y en el Boletín Oficial
de la Junta de Andalucía, conforme se establece en el artículo
6.4 de la presente Orden, con indicación de los recursos que
procedan, órgano ante el que hubieran de presentarse y plazo
para interponerlos.

5. Dentro de los cinco días siguientes a la publicación
de la resolución de concesión, los adjudicatarios deberán pro-
ceder a aceptar la beca, así como cuantas obligaciones se
deriven de la presente Orden, declarando expresamente que
no están incursos en la incompatibilidad establecida en el
apartado 4 del artículo 3 de la misma, y presentarán la renuncia
a otras becas, en su caso. Asimismo deberán presentar, dentro
del referido plazo, copia autenticada del certificado de empa-
dronamiento expedido por el Ayuntamiento correspondiente.

Transcurrido el citado plazo sin haberse efectuado la acep-
tación y declaración referidas o sin haberse aportado la cer-
tificación de empadronamiento y, en su caso, la renuncia a
otras becas, quedará sin efecto la adjudicación efectuada pre-
via resolución dictada en los términos del artículo 42.1 de
la Ley 30/1992.

Asimismo, quedará sin efecto la adjudicación si el selec-
cionado no se incorporase en el plazo establecido en la reso-
lución de concesión, salvo que medie causa justificada.

En los supuestos referidos en los que quede sin efecto
la adjudicación de la beca, se resolverá la misma a favor del
candidato que figure en la relación ordenada elaborada por
la Comisión de Selección respectiva, según el orden de
puntuación.

6. Sin perjuicio de la publicación exigida en el apartado
4 del presente artículo, las becas concedidas serán publicadas
en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía, a efectos de
general conocimiento, de acuerdo con lo dispuesto en el
artículo 109 de la Ley General de la Hacienda Pública de
la Comunidad Autónoma de Andalucía.

Artículo 12. Condiciones del disfrute de la beca.
1. La concesión y disfrute de las becas no implicará ningún

tipo de relación laboral entre el beneficiario y la Junta de
Andalucía.

2. El disfrute de la beca comenzará al incorporarse el
becario al Centro Directivo correspondiente de la Consejería
de Economía y Hacienda.

3. Los trabajos, estudios e informes realizados por el beca-
rio serán propiedad de la Consejería de Economía y Hacienda.
Sólo podrá procederse a su publicación o difusión previa auto-
rización expresa de la citada Consejería, en cuyo caso el becario
deberá hacer constar que la actividad se ha realizado mediante
una beca de la Consejería de Economía y Hacienda.

4. El becario deberá cumplir el régimen de formación
o de investigación que se establezca por el Centro Directivo
correspondiente, y sus actividades se desarrollarán en el Centro
administrativo y en el horario que se determine por aquéllos.

Artículo 13. Obligaciones del becario.
Son obligaciones de los becarios:

a) Realizar las actividades que determine el director del
trabajo o tutor, ejecutándose en la forma y plazo establecidos
de acuerdo con el programa elaborado y contando con su

asesoramiento y orientación. A dicho director o tutor corres-
ponderá el seguimiento del trabajo desarrollado por el becario.

b) Acreditar con periodicidad mensual la ejecución del
programa de formación e investigación, que deberá ser cer-
tificado por el director del trabajo o tutor.

c) Presentar al director o tutor, en el último mes de dura-
ción de la beca, una memoria como justificación de las acti-
vidades desarrolladas.

d) Facilitar cuanta información les sea requerida por el
Tribunal de Cuentas, la Cámara de Cuentas de Andalucía y
la Intervención General de la Junta de Andalucía.

e) El sometimiento a las actuaciones de comprobación
a efectuar por el Centro Directivo correspondiente al que se
encuentre adscrito el becario, y a las de control financiero
que corresponden a la Intervención General de la Junta de
Andalucía, en relación con las subvenciones y ayudas con-
cedidas, y a las previstas en la legislación del Tribunal de
Cuentas y de la Cámara de Cuentas de Andalucía.

f) Comunicar al Centro Directivo correspondiente la obten-
ción de otras becas o ayudas para la misma o distinta finalidad
procedentes de cualesquiera Administraciones o entes públicos
o privados, nacionales o internacionales, y de cualesquiera
otras, así como cualquier alteración de las condiciones tenidas
en cuenta para la adjudicación de la beca.

g) Aquellas otras exigidas en la Ley del Presupuesto de
la Comunidad Autónoma u otra disposición de aplicación.

Artículo 14. Incidencias, renuncias y reintegro de can-
tidades.

1. De conformidad con el artículo 110 de la Ley General
de la Hacienda Pública de la Comunidad Autónoma de Anda-
lucía, toda alteración de las condiciones tenidas en cuenta
para la concesión de la beca y, en todo caso, la obtención
concurrente de subvenciones o ayudas otorgadas por otras
Administraciones o entes públicos o privados, nacionales o
internacionales, podrá dar lugar a la modificación de la reso-
lución de concesión, siendo competente para resolver dichas
incidencias así como cualesquiera otras el titular del Centro
Directivo correspondiente, por delegación del titular de la Con-
sejería de Economía y Hacienda.

2. La renuncia a la beca por parte del beneficiario, una
vez iniciado el disfrute de la misma, deberá ser comunicada
por escrito al titular del Centro Directivo correspondiente al
que figure adscrito, al menos con siete días de antelación
a la fecha en que solicite sea aceptada su renuncia. La beca
a la que se renuncia podrá ser adjudicada, por el período
restante, al candidato siguiente por orden de puntuación, siem-
pre que este período permita cumplir con la finalidad de la
beca. En todo caso, el becario deberá presentar una memoria
con las actividades realizadas hasta el momento de su
renuncia.

La renuncia a la beca dará lugar a la pérdida de los dere-
chos económicos que se prevén en el apartado 2 del artículo 4,
para la parte de la beca no disfrutada.

3. El titular del Centro Directivo correspondiente de la
Consejería de Economía y Hacienda podrá declarar la pérdida
de la beca, en su caso, con reintegro de las cantidades per-
cibidas, si el beneficiario no realizase en plazo y forma las
tareas que le sean asignadas o si aquéllas no reunieran los
requisitos de calidad exigibles. En tal caso, se podrá proceder
a adjudicar la beca al candidato siguiente por orden de pun-
tuación, siempre que durante el período restante permita cum-
plir con la finalidad de la beca.

4. Procederá el reintegro de las cantidades percibidas y
la exigencia del interés de demora desde el momento del pago
de la beca hasta la fecha en la que se dicte la resolución
de reintegro, en los siguientes casos:

a) Obtener la beca sin reunir las condiciones requeridas
para ello.
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b) Incumplimiento de la finalidad para la que la beca
fue concedida.

c) Incumplimiento de la obligación de justificación.
d) Incumplimiento de las condiciones impuestas al bene-

ficiario con motivo de la concesión de la beca.
e) La negativa u obstrucción a las actuaciones de control

establecidas en el artículo 85 bis de la Ley General de la
Hacienda Pública de la Comunidad Autónoma de Andalucía.

5. Igualmente, en el supuesto contemplado en el artícu-
lo 111 de la Ley General de la Hacienda Pública de la Comu-
nidad Autónoma de Andalucía, procederá el reintegro del exce-
so obtenido sobre el coste de la actividad desarrollada.

Disposición adicional única. Convocatoria de becas para
el año 2002.

1. Se convoca beca para el desarrollo de la investigación
en el área de Biblioteca y Edición de publicaciones, con arreglo
a las siguientes condiciones:

a) Número de becas que se convocan: Una.
b) Cuantía bruta de la asignación mensual de la beca:

932 euros.
c) Duración de la beca: Doce meses.
d) Centro de adscripción: Viceconsejería.
e) Finalidad y materia de la beca: Desarrollo de la inves-

tigación en el área de Biblioteca y Edición de publicaciones.
f) Titulación y otros requisitos específicos exigidos a los

beneficiarios, conforme a lo establecido en el artículo 3 de
la presente Orden:

- Titulación universitaria: Licenciatura en Documentación.
- Licenciatura en Filosofía, Filología, Historia, Historia del

Arte o Geografía u homologadas.

g) Méritos específicos para la concesión, conforme a lo
previsto en el artículo 10.1.e) de la presente Orden:

Formación, perfeccionamiento o experiencia directamente
relacionada con las áreas de Biblioteconomía o Edición.

2. Se convocan becas de formación o investigación en
el área económica, con arreglo a las siguientes condiciones:

a) Número de becas que se convocan: Tres.
b) Cuantía bruta de la asignación mensual de las becas:

932 euros.
c) Duración de las becas: Doce meses.
d) Centro de adscripción: Secretaría General de Economía.
e) Finalidad y materia de las becas: La preparación y

capacitación de personal cualificado en economía aplicada
sobre temas andaluces relacionados con las siguientes áreas:
Política Económica Regional, Previsión y Coyuntura, Plani-
ficación Económica y Evaluación de Políticas Públicas.

f) Titulación y otros requisitos específicos exigidos a los
beneficiarios, conforme a lo establecido en el artículo 3 de
la presente Orden:

- Titulación universitaria: Licenciatura en Economía u
homologadas.

- No haber transcurrido más de cinco años desde la fecha
de obtención del título.

g) Méritos específicos para la concesión, conforme a lo
previsto en el artículo 10.1.e) de la presente Orden:

- Manejo de programas de ofimática.
- Conocimiento de inglés y/u otras lenguas.

3. Se convocan becas de formación en el Area de Coor-
dinación y Control de la Hacienda de la Comunidad Autónoma,
con arreglo a las siguientes condiciones:

a) Número de becas que se convocan: Dos.
b) Cuantía bruta de la asignación mensual de las becas:

932 euros.
c) Duración de las becas: Doce meses.
d) Centro de adscripción: Secretaría General de Hacienda.
e) Finalidad y materia de las becas: Desarrollo de trabajos

de investigación y estudio en distintos proyectos correspon-
dientes a las áreas presupuestarias, tributarias y patrimonial.

f) Titulación y otros requisitos específicos exigidos a los
beneficiarios, conforme a lo establecido en el artículo 3 de
la presente Orden:

- Titulación universitaria: Licenciatura en Derecho y/o Eco-
nomía u homologadas a ésta.

- No haber transcurrido más de cinco años desde la fecha
de obtención del título.

g) Méritos específicos para la concesión, conforme a lo
previsto en el artículo 10.1.e) de la presente Orden:

- Trayectoria investigadora o de trabajo en el campo del
Derecho presupuestario, tributario y patrimonial.

- Trayectoria investigadora o de trabajo en materia de
Hacienda Pública, estadística o econometría.

- Formación y experiencia en materia de la Informática
y en especial en procesador de texto, hoja de cálculo y base
de datos.

- Conocimiento de inglés y francés.

4. Se convocan becas de formación e investigación en
las áreas de gestión presupuestaria, económica y de contra-
tación, así como en la de Legislación, Recursos y Documen-
tación, con arreglo a las siguientes condiciones:

a) Número de becas que se convocan: Dos, distribuidas
de la siguiente forma:

- Una, para el área de gestión presupuestaria, económica
y de contratación.

- Una, para el área de Legislación, Recursos y Docu-
mentación.

b) Cuantía bruta de la asignación mensual de las becas:
932 euros.

c) Duración de las becas: Doce meses.
d) Centro de adscripción: Secretaría General Técnica.
e) Finalidad y materia de las becas:

1. Area de gestión presupuestaria, económica y de
contratación.

Realización y desarrollo de actividades relacionadas con
la gestión presupuestaria, económica y de contratación.

2. Area de Legislación, Recursos y Documentación.
Realización de estudios y recopilación de documentación

en el área del Servicio de Legislación, Recursos y Docu-
mentación.

f) Titulación y otros requisitos específicos exigidos a los
beneficiarios, conforme a lo establecido en el artículo 3 de
la presente Orden:

1. En el área de gestión presupuestaria, económica y
de contratación:

- Titulación universitaria: Licenciatura en Economía o en
Administración y Dirección de Empresas u homologadas.
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- No haber transcurrido más de cinco años desde la fecha
de obtención del título.

2. En el área de Legislación, Recursos y Documentación.

- Titulación universitaria: Licenciatura en Derecho.
- No haber transcurrido más de cinco años desde la fecha

de obtención del título.

5. Se convocan becas de investigación en el área de infor-
mática, con arreglo a las siguientes condiciones:

a) Número de becas que se convocan: Quince.
b) Cuantía bruta de la asignación mensual de las becas:

932 euros.
c) Duración de las becas: Doce meses.
d) Centro de adscripción: Dirección General de Sistemas

de Información Económico-Financiera.
e) Finalidad y materia de las becas: Facilitar la inves-

tigación en el área de informática tanto en el Sistema de Con-
tabilidad Presupuestaria de Gastos y Gestión de Tesorería (Sis-
tema JUPITER) como en el Sistema Unificado de Recursos
(Sistema SUR) y en el Servicio de Producción de la Dirección
General de Sistemas de Información Económico-Financiera.

f) Titulación y otros requisitos específicos exigidos a los
beneficiarios, conforme a lo establecido en el artículo 3 de
la presente Orden: Los solicitantes deberán poseer en grado
superior o medio una de las siguientes titulaciones u homo-
logadas, en su caso:

- Ingeniería en Informática.
- Ingeniería de Telecomunicación.
- Ingeniería Industrial.
- Licenciatura en Física, Matemáticas o en Ciencias y

Técnicas Estadísticas.
- Ingeniería Técnica en Informática de Gestión.
- Ingeniería Técnica en Informática de Sistemas.
- Ingeniería Técnica de Telecomunicación.
- Ingeniería Técnica Industrial.
- Diplomado en Estadística.
- No haber transcurrido más de cinco años desde la fecha

de obtención del título.

g) Méritos específicos para la concesión, conforme a lo
previsto en el artículo 10.1.e) de la presente Orden:

- Formación directamente relacionada con la informática.
- Tesis.
- Tesinas/proyecto fin de carrera.
- Artículos publicados en revistas especializadas.
- Trabajos de investigación.
- Otras titulaciones universitarias.

6. Se convoca beca de investigación sobre el régimen
jurídico-patrimonial, con arreglo a las siguientes condiciones:

a) Número de becas que se convocan: Una.
b) Cuantía bruta de la asignación mensual de la beca:

932 euros.
c) Duración de la beca: Doce meses.
d) Centro de adscripción: Dirección General de Patrimonio.
e) Finalidad y materia de la beca: Investigación y estudio

sobre el régimen jurídico-patrimonial estatal, autonómico y
extranjero.

f) Titulación y otros requisitos específicos exigidos a los
beneficiarios, conforme a lo establecido en el artículo 3 de
la presente Orden: Licenciatura en Derecho.

7. Se convocan becas de formación en el área de Gestión
Tributaria, con arreglo a las siguientes condiciones:

a) Número de becas que se convocan: Cinco.

b) Cuantía bruta de la asignación mensual de las becas:
932 euros.

c) Duración de las becas: Doce meses.
d) Centro de adscripción: Dirección General de Tributos

e Inspección Tributaria.
e) Finalidad y materia de las becas: Formación en el área

de gestión, liquidación y recaudación, tanto en vía voluntaria
como ejecutiva, de los tributos e ingresos propios de derecho
público de la Comunidad Autónoma de Andalucía.

f) Titulación y otros requisitos específicos exigidos a los
beneficiarios, conforme a lo establecido en el artículo 3 de
la presente Orden:

1. Titulación universitaria:

- Licenciatura en Derecho: Cuatro becas.
- No haber transcurrido más de siete años desde la fecha

de obtención del título.
- Trayectoria investigadora o de trabajo en el campo del

Derecho Financiero.

2. Titulación universitaria:

- Licenciatura en Economía o en Administración y Direc-
ción de Empresas u homologadas: Una beca.

- No haber transcurrido más de cinco años desde la fecha
de obtención del título.

- Formación y experiencia en materia de Informática y
en especial en procesador de textos, hojas de cálculos y bases
de datos.

g) Méritos específicos para la concesión conforme a lo
previsto en el artículo 10.1.e) de la presente Orden:

- Conocimiento de inglés y francés.
- Curso de post-graduado.

8. Se convocan becas de investigación y formación en
las áreas de Tesorería y Política Financiera, con arreglo a las
siguientes condiciones:

a) Número de becas que se convocan: Tres, distribuidas
de la siguiente forma:

- Dos, para el área de Tesorería.
- Una, para el área de Política Financiera.

b) Cuantía bruta de la asignación mensual de las becas:
932 euros.

c) Duración de las becas: Doce meses.
d) Centro de adscripción: Dirección General de Tesorería

y Política Financiera.
e) Finalidad y materia de las becas:

1. Area de Tesorería.
1.1. Recopilación, estudio y sistematización de la nor-

mativa reguladora de las funciones encomendadas a la Teso-
rería de la Comunidad Autónoma, así como de la normativa
financiera con incidencia directa en sus actuaciones. Elabo-
ración, mantenimiento y coordinación de una base de datos
documental.

1.2. Estudio y colaboración en el control del seguimiento
de los ingresos y pagos realizados por la Tesorería de la Comu-
nidad Autónoma de Andalucía.

2. Area de Política Financiera.
2.1. Análisis de las posibilidades y funciones del nuevo

Sistema de Gestión de Endeudamiento (SAGE), desarrollando
labores de estudio en particular en el área de elaboración



BOJA núm. 77Sevilla, 2 de julio 2002 Página núm. 11.813

y presentación de informes de situación y de seguimiento del
endeudamiento de la Comunidad Autónoma de Andalucía.

2.2. Desarrollo e implantación del nuevo sistema de segui-
miento del endeudamiento de Empresas Públicas y Avales
de la Comunidad Autónoma de Andalucía.

f) Titulación y otros requisitos específicos exigidos a los
beneficiarios, conforme a lo establecido en el artículo 3 de
la presente Orden:

1. En el área de Tesorería.
1.1. Para el punto 1.1. de la letra e):

- Titulación: Licenciatura en Derecho.
- No haber transcurrido más de cinco años desde la fecha

de obtención del título.

1.2. Para el punto 2.1. de la letra e).
Titulación:

- Licenciatura en Física o Matemáticas u homologadas.
- Ingeniería Técnica en Informática de Gestión u homo-

logada.
- Ingeniería Técnica de Telecomunicación (especialidad

en Telemática).
- No haber transcurrido más de cinco años desde la fecha

de obtención del título.

2. En el área de Política Financiera.

- Titulación: Licenciatura en Administración y Dirección
de Empresas, Ciencias Actuariales y Financieras o Economía
u homologadas.

- No haber transcurrido más de cinco años desde la fecha
de obtención del título.

g) Méritos específicos para la concesión, conforme a lo
previsto en el artículo 10.1.e) de la presente Orden:

- Formación en el área económico-financiera.
- Conocimiento de inglés.
- Formación y experiencia como usuario, profesional o

experto en informática, en especial en la aplicación Office de
Microsoft.

- Amplios conocimientos en Matemáticas Financieras (Li-
cenciatura en Administración y Dirección de Empresas, Cien-
cias Actuariales y Financiera o Economía u homologadas).

9. Se convocan becas de investigación en el área de la
planificación y evaluación de políticas, con arreglo a las
siguientes condiciones:

a) Número de becas que se convocan: Cuatro.
b) Cuantía bruta de la asignación mensual de las becas:

932 euros.
c) Duración de las becas: Doce meses.
d) Centro de adscripción: Dirección General de Pla-

nificación.
e) Finalidad y materia de las becas:

- Desarrollo de la investigación en el área de la plani-
ficación económica dirigida tanto al mejor conocimiento de
la economía andaluza como a la evaluación de las políticas
públicas.

- Desarrollo de la investigación dedicada a la mejora de
los procesos de planificación, seguimiento y evaluación de
políticas y planes.

f) Titulación y otros requisitos específicos exigidos a los
beneficiarios, conforme a lo establecido en el artículo 3 de
la presente Orden: Preferentemente Licenciatura en Economía
u homologadas o, en su defecto, formación acreditada de post-
grado en áreas de economía o evaluación de políticas públicas.

g) Méritos específicos para la concesión, conforme a lo
previsto en el artículo 10.1.e) de la presente Orden:

- Manejo de programas de ofimática (en especial bases
de datos).

- Conocimiento de inglés y/u otras lenguas comunitarias.

10. Se convoca beca de formación e investigación en
materia de precios autorizados, con arreglo a las siguientes
condiciones:

a) Número de becas que se convocan: Una.
b) Cuantía bruta de la asignación mensual de la beca:

932 euros.
c) Duración de la beca: Doce meses.
d) Centro de adscripción: Dirección General de Relaciones

Financieras con otras Administraciones.
e) Finalidad y materia de la beca: Preparación de personal

cualificado en la materia de precios autorizados.
f) Titulación y otros requisitos específicos exigidos a los

beneficiarios, conforme a lo establecido en el artículo 3 de
la presente Orden:

Titulación universitaria: Licenciatura en Economía, Admi-
nistración y Dirección de Empresas u homologadas o en
Derecho.

g) Méritos específicos para la concesión, conforme a lo
previsto en el artículo 10.1.e) de la presente Orden:

- Otras titulaciones universitarias.
- Masters relacionados con la materia de precios auto-

rizados.
- Trabajos de investigación realizados.

11. Se convocan becas de formación e investigación en
las áreas de control económico-financiero, y de contabilidad,
con arreglo a las siguientes condiciones:

a) Número de becas que se convocan: Cinco.
b) Cuantía bruta de la asignación mensual de las becas:

932 euros.
c) Duración de las becas: Doce meses.
d) Centro de adscripción: Intervención General de la Junta

de Andalucía.
e) Finalidad y materia de las becas: Preparación de per-

sonal cualificado en las áreas contables, económico-financiero,
y en las de control financiero de las subvenciones y ayudas,
entidades públicas y sociedades mercantiles.

f) Titulación y otros requisitos exigidos a los beneficiarios,
conforme a lo establecido en el artículo 3 de la presente Orden:

- Licenciatura en Administración y Dirección de Empresas
u homologadas.

- No haber transcurrido más de cinco años desde la fecha
de obtención del título.

g) Méritos específicos para la concesión, conforme al artícu-
lo 10.1.e) de la presente Orden:

- Otras titulaciones universitarias a nivel de licenciatura
en áreas relacionadas con el objeto de las becas.

- Masters relacionados con la materia de la beca.
- Tesis, tesinas y artículos publicados en revistas espe-

cializadas.
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- Trabajos de investigación que no se hayan realizado
en cumplimiento de la/s licenciatura/s cursada/s.

12. Plazo de presentación de solicitudes correspondiente
a la convocatoria del año 2002.

El plazo de presentación de solicitudes será de 20 días
hábiles a contar desde el siguiente al de la publicación de
la presente Orden en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía.

13. Publicación de actos y resoluciones comunes a la
convocatoria del año 2002.

Los actos que deban notificarse de forma conjunta a todos
los interesados se publicarán en el tablón de anuncios de
la Consejería de Economía y Hacienda, sito en calle Juan
Antonio de Vizarrón, s/n, Edificio Torretriana, planta baja, de
Sevilla, así como en el de sus Delegaciones Provinciales, en
los términos del artículo 59.5.b) de la Ley 30/1992, de 26
de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, sustitu-
yendo dicha publicación a la notificación personal y surtiendo
sus mismos efectos.

14. Otras determinaciones exigibles en la convocatoria
del año 2002:

a) Conforme a lo previsto en el artículo 7.2.j) de la presente
Orden y en el artículo 18.2 de la Ley 14/2001, de 26 de
diciembre, del Presupuesto de la Comunidad Autónoma de
Andalucía para el año 2002, la solicitud deberá acompañarse
también de una declaración expresa responsable relativa a
que sobre el solicitante no ha recaído resolución administrativa
o judicial firme de reintegro o, en su caso, acreditarse su
ingreso.

b) Información o publicidad.
De conformidad con lo establecido en el artículo 18.11

de la Ley 14/2001, de 26 de diciembre, del Presupuesto
de la Comunidad Autónoma de Andalucía para el año 2002,
los becarios deberán hacer constar en toda información o publi-
cidad que se efectúe de la actividad objeto de la beca que
dicha actividad está subvencionada por la Consejería de Eco-
nomía y Hacienda.

Disposición transitoria única. Becas en ejecución.
Las becas con la misma finalidad que las previstas en

la presente Orden que se estén realizando a la fecha de la
entrada en vigor de la misma continuarán rigiéndose por la
normativa reguladora anterior.

Disposición derogatoria única.
A la entrada en vigor de la presente Orden queda derogada

la Orden de 4 de febrero de 2000, por la que se establecen
las normas reguladoras de la concesión de becas de formación
e investigación y se convocan becas para el ejercicio 2000,
y cuantas disposiciones de igual o inferior rango se oponga
a lo establecido en esta Orden, sin perjuicio de lo dispuesto
en la Disposición transitoria única.

Disposición final única. Entrada en vigor.
La presente Orden entrará en vigor el día siguiente al

de su publicación en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía.

Sevilla, 11 de junio de 2002

MAGDALENA ALVAREZ ARZA
Consejera de Economía y Hacienda
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ORDEN de 12 de junio de 2002, por la que se
convocan premios a los mejores expedientes acadé-
micos para los alumnos que hayan finalizado sus estu-
dios de la Licenciatura en Economía o de la Licenciatura
en Administración y Dirección de Empresas por las
respectivas Universidades Andaluzas.

El Decreto 137/2000, de 16 de mayo, por el que se
regula la estructura orgánica de la Consejería de Economía
y Hacienda, le asigna, entre otras, las competencias de ela-
boración de las directrices de la política económica de la Comu-
nidad Autónoma de Andalucía, así como la coordinación de
su ejecución y cumplimiento. A tal efecto, en la Secretaría
General de Economía se realizan de forma continuada una
serie de trabajos y estudios sobre la realidad socioeconómica
andaluza.

Bajo esta normativa, la Consejería de Economía y Hacien-
da ha considerado de interés incentivar la formación académica
especializada que contribuya a mejorar el conocimiento de
la economía andaluza y la aplicación de la política económica
regional, premiando los mejores expedientes académicos de
los alumnos licenciados en Economía y Administración y Direc-
ción de Empresas en las Universidades andaluzas.

A través de la convocatoria de estos premios se intenta,
asimismo, profundizar en la línea de colaboración ya existente
entre la Consejería de Economía y Hacienda y las Univer-
sidades andaluzas. Sobre esta base se conseguirá un adecuado
estímulo al esfuerzo y dedicación de los estudiantes de Anda-
lucía y con ello la consecución, en un futuro inmediato, de
profesionales altamente cualificados en el ámbito económico.

En su virtud, y en uso de las atribuciones que me han
sido conferidas,

D I S P O N G O

Primero. Objeto.
Se convocan nueve premios a los mejores expedientes

académicos para los alumnos que hayan finalizado sus estu-
dios de la Licenciatura en Administración y Dirección de
Empresas, así como tres premios a los mejores expedientes
académicos para los alumnos que hayan finalizado sus estu-
dios de la Licenciatura en Economía por las respectivas Uni-
versidades andaluzas.

Segundo. Beneficiarios.
Podrán ser beneficiarios de estos premios los alumnos

que hayan obtenido la correspondiente Licenciatura en el Curso
Académico 2001/2002 por las respectivas Universidades
andaluzas.

Tercero. Participación.
Tendrán acceso a estos premios aquellos alumnos cuyos

expedientes, evaluados por las Juntas del Centro respectivo
con arreglo a los criterios relacionados en el apartado 2 del
punto Quinto de la presente Orden, resulten los más destacados
de cada Universidad, de entre los que hayan finalizado sus
estudios en el Curso Académico 2001/2002.

Cuarto. Dotación de los premios.
La cuantía de los premios será de 1.600 euros para cada

uno de los especificados.

Quinto. Organo y criterios de selección.
1. Los Decanos de las distintas Facultades Universitarias

propondrán, de acuerdo con las Juntas del Centro respectivo,
el nombre del candidato, en función de los criterios de selección
que se recogen en el apartado 2 de este punto.

2. La propuesta recaerá en el alumno que con mejor
aprovechamiento haya superado todas las pruebas que facul-
tan para la obtención del título de Licenciado en Administración
y Dirección de Empresas y en el alumno que con mejor apro-
vechamiento haya superado todas las pruebas que facultan
para la obtención del título de Licenciado en Economía, y

tengan mejor expediente académico de acuerdo con las
siguientes reglas:

a) Sólo serán computables las calificaciones obtenidas
en las asignaturas comunes y optativas correspondientes al
Plan de Estudios vigente en cada centro, quedando excluidas
de cómputo en este primer momento las asignaturas de libre
configuración.

b) La valoración del expediente se realizará con la nota
media de las asignaturas, ponderada con el número de con-
vocatorias correspondientes a cada una de ellas, y de acuerdo
con la siguiente puntuación:

Matrícula de Honor: 4 puntos.
Sobresaliente: 3 puntos.
Notable: 2 puntos.
Aprobado: 1 punto.
Suspenso: 0 puntos.

Cada una de las convocatorias no utilizadas se puntuarán
con 0 puntos y se ponderarán con los créditos correspon-
dientes.

c) En los Centros en los que las puntuaciones sean numé-
ricas, se sumarán las puntuaciones y se dividirán por el número
de exámenes realizados.

d) El mejor expediente será aquél cuyo coeficiente, una
vez aplicadas las reglas anteriores, sea superior.

e) En caso de existir varios alumnos con igual puntuación,
se valorarán las asignaturas de libre configuración, siguiendo
el mismo baremo indicado en la letra b). Si continuara la
igualdad, la elección se realizará por sorteo en la sesión de
selección.

Sexto. Documentación y plazos.
1. Los Decanos de los distintos Centros remitirán a la

Secretaría General de Economía la propuesta de las Juntas
de cada Centro antes del día 30 de octubre de 2002.

2. La propuesta irá acompañada de la siguiente docu-
mentación:

a) Relación de los candidatos cuyos expedientes hayan
sido objeto de valoración.

b) Nombre y apellidos, NIF, dirección y teléfono del can-
didato propuesto, así como la documentación referente a su
expediente académico.

c) Acta de la selección firmada por el Secretario de la
misma en la que consten los diferentes trámites realizados
hasta formalizar la propuesta.

Séptimo. Resolución.
El Secretario General de Economía dictará la resolución

procedente por delegación del titular de la Consejería de Eco-
nomía y Hacienda en base a las propuestas de los Decanos,
en el plazo de quince días a contar desde la remisión de
la última propuesta. Dicha resolución será objeto de publi-
cación en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía.

Octavo. Incidencias.
Todas las incidencias no previstas en la presente Orden

serán resueltas por el Secretario General de Economía, que
resolverá lo procedente por delegación del titular de la Con-
sejería de Economía y Hacienda.

Noveno. Efectos.
La presente Orden surtirá efectos el día siguiente al de

su publicación en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía.

Sevilla, 12 de junio de 2002

MAGDALENA ALVAREZ ARZA
Consejera de Economía y Hacienda
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RESOLUCION de 17 de junio de 2002, de la Direc-
ción General de Tesorería y Política Financiera, por
la que se realiza una convocatoria de subasta de carác-
ter ordinario dentro del Programa de Emisión de Bonos
y Obligaciones de la Junta de Andalucía.

La Disposición Adicional Primera del Decreto 133/2002,
de 23 de abril, autoriza al Director General de Tesorería y
Política Financiera a emitir Deuda de la Comunidad Autónoma
de Andalucía dentro del Programa de Emisión de Bonos y
Obligaciones de la Junta de Andalucía, de conformidad con
las condiciones y características fundamentales que se fijan
en el mismo.

En virtud de dicha autorización se va a proceder a realizar
una emisión de Bonos y Obligaciones de la Junta de Andalucía
mediante el procedimiento de subasta competitiva, de con-
formidad con los mecanismos recogidos en la Orden de 2 de
agosto de 2001, de la Consejería de Economía y Hacienda,
por la que se regula el Programa de Emisión de Bonos y
Obligaciones de la Junta de Andalucía.

Asimismo, el artículo 6.2 de la referida Orden faculta al
Director General de Tesorería y Política Financiera a convocar
las subastas de carácter ordinario que se realicen al amparo
del citado Programa de Emisión, dentro del calendario de
subastas para el año 2002 hecho público mediante Resolución
de esta Dirección General de Tesorería y Política Financiera,
de 18 de enero de 2002.

En cumplimiento del citado calendario, se procede a la
convocatoria de subasta, que se celebrará en el próximo mes
de julio, fijando las características de los Bonos y Obligaciones
que se pondrán en circulación.

En consecuencia, en uso de las atribuciones conferidas
por el Decreto 133/2002, de 23 de abril, y de conformidad
con la Orden de 2 de agosto de 2001, esta Dirección General

R E S U E L V E

1. Proceder a la realización de una convocatoria de subas-
ta de Bonos a tres (3) y cinco (5) años y Obligaciones a
diez (10) años, dentro del Programa de Emisión de Bonos
y Obligaciones, en virtud de la autorización contenida en el
Decreto 133/2002, de 23 de abril, la cual habrá de celebrarse
de acuerdo con la Orden de 2 de agosto de 2001, de la
Consejería de Economía y Hacienda, y de conformidad con
el calendario de subastas aprobado por la Resolución de 18
de enero de 2002 de esta Dirección General de Tesorería
y Política Financiera.

2. Características de los Bonos y Obligaciones que se
emiten:

a) Emisión de Bonos a tres años: El tipo de interés nominal
y las fechas de emisión, amortización y vencimiento de cupo-
nes serán los mismos que se establecieron en la Resolución
de 18 de octubre de 2001, para la emisión de fecha 22
de octubre de 2001, de Bonos a tres años, cupón 3,75%
anual y amortización el día 15 de noviembre de 2004. El
pago del primer cupón de los valores que se emitan se efec-
tuará, por su importe completo, el 15 de noviembre de 2002.
Los Bonos que se emitan se agregarán a la citada emisión
y tendrán la consideración de ampliación de aquélla, con la
que se gestionará como una única emisión a partir de su
puesta en circulación.

b) Emisión de Bonos a cinco años: El tipo de interés
nominal y las fechas de emisión, amortización y vencimiento
de cupones serán los mismos que se establecieron en la Reso-
lución de 22 de enero de 2001 para la emisión de fecha
20 de febrero de 2001, de Bonos a cinco años, cupón 5%
anual, y amortización el día 17 de julio de 2006. El pago
del primer cupón de los valores que se emitan se efectuará,
por su importe completo, el 17 de julio de 2002. Los Bonos
que se emitan se agregarán a la citada emisión y tendrán

la consideración de ampliación de aquélla, con la que se ges-
tionará como una única emisión a partir de su puesta en
circulación.

c) Emisión de Obligaciones a diez años: El tipo de interés
nominal y las fechas de emisión, amortización y vencimiento
de cupones serán los mismos que se establecieron en la Orden
de 23 de mayo de 2002, por la que se concretan determinadas
condiciones de la Emisión de Deuda Pública Anotada auto-
rizada mediante Decreto 133/2002, de 23 de abril,
cupón 5,375 % anual y amortización el día 30 de mayo de
2012. El pago del primer cupón de los valores que se emitan
se efectuará, por su importe completo, el día 30 de mayo
de 2003. Las Obligaciones que se emitan se agregarán a
la citada emisión y tendrán la consideración de ampliación
de aquélla, con la que se gestionará como una única emisión
a partir de su puesta en circulación.

3. En la presente subasta las peticiones deberán formu-
larse en términos de diferencial respecto al tipo de oferta del
Swap del Euribor de los plazos de las referencias que se emiten.

4. El valor nominal mínimo de las ofertas será de 1.000
euros.

5. La presentación de ofertas será efectuada por los miem-
bros del Mercado de Deuda Pública en Anotaciones, entre
las 8,30 y las 10,30 horas del día 11 de julio de 2002,
en el Banco de España. Las ofertas se formularán a través
de la red informática de comunicaciones del Servicio de Liqui-
dación del Banco de España. En caso de no disponer de
conexión con la citada red, deberán efectuar la comunicación
de sus peticiones por teléfono entre las 8,30 y 10,00 horas
de dicho día.

6. La celebración y resolución de la subasta se realizará
el día 11 de julio de 2002 antes de las 11,30 horas, ajus-
tándose a lo previsto en la Orden de 2 de agosto de 2001,
de la Consejería de Economía y Hacienda.

7. Para la determinación de las condiciones de la emisión
se tomarán las cotizaciones del tipo de oferta del Swap del
Euribor al plazo correspondiente, publicadas en la pantalla
ICAPEURO o en su defecto CCMTE, de Reuters, a las
12,00 horas del día de celebración de la subasta. En caso
de no existir cotización en ninguna de estas dos pantallas,
se tomará nueva referencia cada 30 minutos hasta que exista
cotización en alguna de estas pantallas, adoptándose la publi-
cada en ICAPEURO de existir cotización en ambas, fijando
como hora límite las 13,00 horas del día de la subasta. De
persistir dicha situación, el emisor, de común acuerdo con
las Entidades adjudicatarias que representen al menos el 50%
del volumen adjudicado en la subasta, determinará el pro-
cedimiento a seguir para la fijación de condiciones. En cual-
quier caso, el tipo que se determine se ajustará en función
del plazo exacto del vencimiento de la Deuda que se emite
de acuerdo con lo dispuesto en el Anexo de esta Resolución.

8. No existirá período de suscripción pública posterior
a la subasta.

9. Fecha de desembolso de la Deuda: 16 de julio de
2002.

10. De acuerdo con lo establecido en la Resolución de
22 de enero de 2001, y en la Orden de 23 de mayo de
2002, los Bonos a cinco años, cupón 5% anual y las Obli-
gaciones a diez años, cupón 5,375% anual, cuya emisión
se dispone tendrán la calificación de segregables, y las ope-
raciones de segregación y reconstitución se podrán realizar
a partir de la fecha que se fije mediante Resolución de esta
Dirección General.

11. El resto de las condiciones aplicables a la presente
convocatoria de subasta serán las establecidas en la Orden
de 2 de agosto de 2001, de la Consejería de Economía y
Hacienda.

Sevilla, 17 de junio de 2002.- El Director General,
Antonio González Marín.
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A N E X O

FIJACION DE LAS CONDICIONES DE EMISION FORMULA
DE INTERPOLACION LINEAL DE TIPOS PARA EL AJUSTE

EN PLAZOS

La fórmula que se expone a continuación determina la
interpolación lineal que ha de realizarse entre los tipos de
oferta del Swap del Euribor de referencia (en adelante IRS)
de los plazos inmediatamente anterior y posterior de los valores
que se emiten, de acuerdo con la siguiente fórmula:

donde:

TIRR = Tasa de rendimiento interno de referencia.
IRS1 = Tipo de oferta del Swap del Euribor de plazo

inmediatamente inferior al plazo de vencimiento del valor que
se emite.

IRS2 = Tipo de oferta del Swap del Euribor de plazo
inmediatamente superior al plazo de vencimiento del valor
que se emite.

Dv-D1 = Número de días que transcurren desde la fecha
de emisión hasta la fecha de vencimiento del próximo cupón
del valor que se emite.

La interpolación en la subasta de bonos y obligaciones
convocada mediante esta Resolución, calculada de acuerdo
con la fórmula anterior, se concreta de la siguiente manera:

CONSEJERIA DE AGRICULTURA Y PESCA

ORDEN de 12 de junio de 2002, por la que se
aprueba el Reglamento de la Denominación de Origen
Sierra de Cádiz y de su Consejo Regulador.

Visto el proyecto de Reglamento elaborado por el Consejo
Regulador de la Denominación de Origen «Sierra de Cádiz»,
de acuerdo con lo establecido en el artículo 13.16 del Estatuto
de Autonomía para Andalucía; en la Ley 25/1970, de 2 diciem-
bre, Estatuto de la Viña, del Vino y de los Alcoholes (BOE
núm. 291, de 5 de diciembre de 1970), y su Reglamento,
aprobado por Decreto 835/1972, de 23 de marzo (BOE

núm. 87, de 11 de abril de 1972); el R.D. 2766/1983, de
5 de octubre, sobre traspaso de funciones y servicios del Estado
a la Comunidad Autónoma de Andalucía en materia de agri-
cultura (BOE núm. 265, de 5 de noviembre de 1983); del
R.D. 728/1988, de 8 de julio, por el que se establece la
normativa a que deben ajustarse las Denominaciones de Ori-
gen, Específicas y Genéricas de los productos agroalimentarios
no vínicos (BOE núm. 166, de 12 de julio de 1988), y el
Reglamento 2081/92 del Consejo, de 14 de julio de 1992
(DOCE núm. L 208, de 24 de julio de 1992), relativo a la
protección de las indicaciones geográficas y de las denomi-
naciones de origen de los productos agrícolas y alimenticios,
y el R.D. 1643/1999, de 22 de octubre, por el que se regula
el procedimiento para las solicitudes de inscripción en el Regis-
tro Comunitario de las Denominaciones de Origen protegidas
y de las Indicaciones Geográficas (BOE núm. 265, de 5 de
noviembre de 1999).

En virtud de las facultades conferidas,

D I S P O N G O

Artículo único. Queda aprobado el Reglamento de la Deno-
minación de Origen «Sierra de Cádiz» y de su Consejo Regu-
lador, cuyo texto articulado aparece como Anexo a la presente
Orden.

Disposición transitoria primera. Conforme se establece en
el artículo 5.5 del Reglamento (CEE) núm. 2081/92 del Con-
sejo, de 14 de julio, así como el artículo 5 del Real Decre-
to 1643/1999, de 22 de octubre, la aprobación del Regla-
mento de la Denominación de Origen «Sierra de Cádiz» se
realiza a los efectos de la concesión de la protección transitoria
que se prevé en los citados artículos, la cual cesará a partir
de la fecha en que se adopte por la Comisión una decisión
sobre su inscripción en el Registro Comunitario de las Deno-
minaciones de Origen Protegidas y de las Indicaciones Geo-
gráficas Protegidas.

Disposición transitoria segunda. El actual Consejo Regu-
lador Provisional de la Denominación de Origen «Sierra de
Cádiz» asumirá la totalidad de funciones que corresponden
al Consejo Regulador al que se refiere el Capítulo VII, con-
tinuando sus actuales Vocales en el desempeño de los cargos
hasta que el Consejo Regulador quede constituido de acuerdo
con lo que prevé el artículo 28 de este Reglamento.

Disposición final única. La presente Orden entrará en vigor
el día siguiente al de su publicación en el Boletín Oficial de
la Junta de Andalucía.

Sevilla, 12 de junio de 2002

PAULINO PLATA CANOVAS
Consejero de Agricultura y Pesca

ANEXO I

REGLAMENTO DE LA DENOMINACION DE ORIGEN «SIERRA
DE CADIZ» Y DE SU CONSEJO REGULADOR

CAPITULO I

DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1. Producto protegido.
Quedan protegidos con la Denominación de Origen «Sierra

de Cádiz» los aceites de oliva virgen extra que, reuniendo
las características definidas en este Reglamento, hayan cum-
plido en su producción y elaboración todos los requisitos exi-
gidos en el mismo y en la legislación vigente.
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Artículo 2. Extensión de la protección.
1. La protección otorgada se extiende al nombre de la

Denominación de Origen y al nombre geográfico «Sierra de
Cádiz» aplicado a aceites.

2. El nombre de la Denominación de Origen se empleará
en su integridad, es decir, con las tres palabras que lo com-
ponen en el mismo orden y con idénticos caracteres.

3. Queda prohibida la utilización en otros aceites de nom-
bres, marcas, términos, expresiones y signos, que por similitud
fonética o gráfica con los protegidos puedan inducir a con-
fundirlos con los que son objetos de esta reglamentación, aun
en el caso de que vayan precedidos de los términos «tipo»,
«estilo», «variedad», «envasado en», con «almazara en» u
otros análogos.

Artículo 3. Organos competentes.
1. La defensa de la Denominación de Origen, la aplicación

de su Reglamento, la vigilancia del cumplimiento del mismo,
así como el fomento y control de la calidad de los aceites
amparados quedan encomendados al Consejo Regulador de
la Denominación de Origen, a la Consejería de Agricultura
y Pesca de la Junta de Andalucía y al Ministerio de Agricultura,
Pesca y Alimentación, en el ámbito de sus respectivas
competencias.

2. La Consejería de Agricultura y Pesca de la Junta de
Andalucía aprobará el Manual de Calidad y Procedimientos
elaborado por el Consejo Regulador en aplicación a la Norma
EN 45.011: «Criterios generales relativos a organismos de
certificación de productos», y que será puesto a disposición
de los inscritos.

3. El Consejo Regulador elevará a la Consejería de Agri-
cultura y Pesca de la Junta de Andalucía los acuerdos que
afecten a los deberes y derechos de los inscritos, para su
aprobación.

CAPITULO II

DE LA PRODUCCION

Artículo 4. Zona de producción.
1. La zona de producción de los aceites de oliva ampa-

rados por la Denominación de Origen «Sierra de Cádiz» está
constituida por los terrenos ubicados en los términos muni-
cipales de Setenil de las Bodegas, Alcalá del Valle, Torreal-
haquime, Algodonales, Olvera, El Gastor, Zahara de la Sierra,
de la provincia de Cádiz, y Coripe y Pruna, de la provincia
de Sevilla.

2. La calificación de los terrenos y los olivares a efectos
de su inclusión en la zona de producción la realizará el Consejo
Regulador, debiendo quedar delimitados en la documentación
cartográfica correspondiente que obre en el Consejo Regulador
y en su Manual de Calidad y Procedimientos.

3. En caso de que el titular del terreno o del olivar esté
en desacuerdo con la resolución del Consejo, sobre la cali-
ficación del mismo, podrá recurrir ante el Consejero de Agri-
cultura y Pesca de la Junta de Andalucía que resolverá, previo
informe del Organismo competente de la Junta de Andalucía
y de los organismos técnicos que estime necesarios.

Artículo 5. Variedades aptas.
1. Para la elaboración de los aceites protegidos bajo la

Denominación de Origen «Sierra de Cádiz» se empleará exclu-
sivamente las variedades de aceitunas: Lechín de Sevilla, Man-
zanilla, Verdial de Huévar, Verdial de Cádiz, Hojiblanca, Picual,
Alameña de Montilla y Arbequina.

2. De estas variedades de aceituna se considera principal
la Lechín, por ser la más representativa de las características
específicas del aceite de la Denominación de Origen y la que
aporta con su participación muchas de sus cualidades dife-
renciales.

3. En caso de aumento o renuevo de las plantaciones
de olivar en la zona de producción, el Consejo Regulador
fomentará la de la variedad principal.

4. El Consejo Regulador podrá proponer a la Consejería
de Agricultura y Pesca de la Junta de Andalucía que sean
autorizadas nuevas variedades que, previos los ensayos y expe-
riencias convenientes, se compruebe producen aceites de cali-
dad, que puedan ser asimilados a los aceites tradicionales
de la zona.

Artículo 6. Prácticas culturales.
1. Las prácticas de cultivo serán las tradicionales que

tiendan a conseguir la mejor calidad del aceite, para lo cual
el Consejo Regulador propondrá que se dicten las normas que
estime oportunas de acuerdo con lo establecido en el artícu-
lo 3.3.

2. El Consejo Regulador podrá autorizar la aplicación de
nuevas prácticas culturales, tratamientos o labores que, cons-
tituyendo un avance en la técnica agrícola, se compruebe no
afectan desfavorablemente a la calidad de la aceituna y del
aceite producido, de cuyos acuerdos dará conocimiento a la
Consejería de Agricultura y Pesca de la Junta de Andalucía.

Artículo 7. Recolección.
1. La recolección se realizará con el mayor esmero, dedi-

cando exclusivamente a la elaboración de aceites protegidos
la aceituna sana recogida directamente del árbol, con el grado
de madurez que permita la obtención de aceites característicos
de la Denominación.

2. El fruto que no esté sano, y así como el que por con-
diciones climáticas o de producción específicas del fruto no
reúna las características exigidas para producir los aceites
representativos de la Denominación, no podrá emplearse para
la elaboración de aceites vírgenes protegidos. Queda termi-
nantemente prohibido el uso de aceituna de soleo.

3. El Consejo Regulador podrá determinar la fecha de
comienzo y finalización de la recolección que garanticen el
adecuado grado de madurez del fruto. También podrá adoptar
acuerdos sobre las prácticas de recolección, especialmente
las relacionadas con el ritmo de recogida de la aceituna por
zonas, que deberán estar en consonancia con la capacidad
de molturación de las almazaras. Asimismo podrá adoptar
acuerdos sobre el transporte de las aceitunas a las almazaras,
apoyadas en ensayos y experiencias convenientes que dete-
rioren en la menor medida el fruto.

CAPITULO III

DE LA ELABORACION

Artículo 8. Zona de elaboración.
La zona de elaboración de la Denominación de Origen

coincide con la de producción definida en el artículo 4.

Artículo 9. Plazo de extracción.
El Consejo regulador establecerá cada año el plazo máxi-

mo de tiempo que puede mediar entre la recolección de cada
partida de aceituna y la extracción de su aceite, teniendo en
cuenta las características de la cosecha y condiciones ambien-
tales. Este plazo nunca superará las 48 horas.

Artículo 10. Molturación.
Los aceites amparados por la Denominación «Sierra de

Cádiz» serán elaborados en almazaras situadas en la zona
de producción con aceitunas de las variedades autorizadas.

Artículo 11. Técnicas de elaboración.
Las técnicas empleadas en la manipulación y molturación

de la aceituna y en la extracción y conservación de los aceites
serán las adecuadas para obtener productos de la máxima
calidad, manteniendo los caracteres tradicionales de los aceites
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de la zona de producción y siempre de acuerdo a la legislación
vigente. Se admitirán las modernas prácticas que aconseje
el avance de la elaiotecnia, suficientemente experimentadas,
que no produzcan demérito de la calidad de los aceites. Para
ello las almazaras:

a) Dispondrán de instalaciones para la limpieza y lavado
del fruto.

b) Emplearán técnicas correctas de extracción.
c) Se vigilará que en el proceso de extracción los aceites

y las masas se mantengan a temperatura moderada, que no
perjudique las características biológicas y sensoriales del pro-
ducto. Igual prevención en cuanto a temperatura se adoptará
con el agua que se adicione a los sistemas continuos, ter-
mofiltros, centrifugado o lavado de aceites en fase de decan-
tación.

d) El aceite de oliva virgen extra se almacenará en bodega
con aislamiento térmico suficiente. Los trujales y depósitos
se construirán o revestirán de material inerte y estarán cerrados.

CAPITULO IV

CARACTERISTICAS DE LOS ACEITES

Artículo 12. Características.
1. Los aceites protegidos por la Denominación de Origen

«Sierra de Cádiz» serán necesariamente aceites de oliva virgen
extra, que respondan a las características definidas por la legis-
lación vigente y a las específicas definidas en este Reglamento.
Dichos aceites presentarán las siguientes características quí-
micas y organolépticas:

Acidez máxima: 0,6º.
Indice de peróxidos: 18 m.eq. de oxígeno activo por kg

de aceite.
Absorvancia al ultravioleta (K270): Máx. 0,20.
Humedad: Máx. 0,1%.
Impurezas: Máx. 0,1%.
Puntuación organoléptica: Mín. 6.7.

2. El aceite debe presentar características de olor y sabor
irreprochables propios de la comarca «Sierra de Cádiz» que
podríamos calificar como de aroma frutado medio a intenso
de aceituna verde o madura, que recuerda a frutas y aromas
silvestres con sabor ligeramente amargo y picante, resultando
equilibrados al paladar.

CAPITULO V

REGISTROS

Artículo 13. Registros.
1. Por el Consejo Regulador, se llevarán los siguientes

Registros:

a) Registro de Olivares.
b) Registros de Almazaras.
c) Registros de Plantas envasadoras-comercializadoras.

2. Las peticiones de inscripción se dirigirán al Consejo
Regulador acompañando los datos, documentos y compro-
bantes que en cada caso se requieran por las disposiciones
y normas vigentes, en los impresos que disponga el Consejo
Regulador.

3. El Consejo Regulador denegará, de forma motivada,
las inscripciones que no se ajusten a los preceptos de este
Reglamento, o a las condiciones de carácter técnico que deban
reunir los cultivos, las almazaras y plantas envasadoras-co-
mercializadoras, contenidas en el Manual de Calidad y
Procedimientos.

4. La inscripción en estos Registros no exime a los inte-
resados de la obligación de inscribirse en aquéllos que, con
carácter general, estén establecidos y, en especial, en el Regis-
tro de Industrias Agrarias de la Consejería de Agricultura y
Pesca de la Junta de Andalucía, cuya certificación deberá
acompañarse a la solicitud de inscripción.

Artículo 14. Registro de olivares.
1. En el Registro de olivares podrán inscribirse todas aque-

llas parcelas plantadas con las variedades de olivo incluidas
en el apartado 1 del artículo 5, situadas en la zona de pro-
ducción, cuya aceituna sea destinada a la elaboración de acei-
tes protegidos por la Denominación de Origen.

2. En la inscripción figurará: El nombre del propietario o,
en su caso, el del colono, aparcero, arrendatario, censatario
o cualquier otro titular de propiedad útil; su documento nacio-
nal de identidad o el número de identificación fiscal, el nombre
de la parcela o finca o el del paraje en que esté situada,
el del término o términos municipales a que pertenezca y
los números de polígonos y parcelas catastrales, año de plan-
tación, superficie total plantada y en producción, variedades
existentes y número de olivos de cada una, así como cuantos
datos se precisen para su localización y clasificación.

3. El Consejo Regulador podrá entregar a los propietarios
de olivares inscritos, a petición de los mismos, una credencial
de dicha inscripción.

4. Las inscripciones en este Registro serán voluntarias
al igual que la correspondiente baja del mismo. Una vez pro-
ducida ésta, deberá transcurrir un tiempo mínimo de un año
antes de proceder a una nueva inscripción, salvo cambio de
titularidad.

Artículo 15. Registro de almazaras.
1. En el registro de almazaras se inscribirán todas aquellas

situadas en la zona de producción que molturen aceituna pro-
cedente de los olivares inscritos y que el Consejo Regulador
compruebe que son aptas para elaborar aceites que puedan
optar a ser protegidos por la Denominación de Origen, tal
y como está descrito en el Manual de Calidad y de Proce-
dimientos del Consejo Regulador.

2. En la inscripción figurará:

- El nombre de la empresa y su número o código de
identificación fiscal.

- El número provincial de almazara autorizada.
- La localidad, lugar o zona de emplazamiento.
- El número, características y capacidad de la maquinaria

y envases.
- El sistema o sistemas de elaboración.
- Y cuantos datos sean necesarios para la perfecta iden-

tificación y catalogación de la almazara.

En el caso de que la empresa elaboradora no sea pro-
pietaria de los locales e instalaciones, se hará constar esta
circunstancia, indicando el nombre del propietario.

3. Se acompañará a la petición de inscripción un plano
a escala conveniente donde queden reflejados todos lo detalles
de construcción e instalaciones.

4. Será condición necesaria para la inscripción de una
almazara de entidad asociativa (Cooperativa o SAT), en el
Registro de almazaras, que los olivares de todos los socios
cuya aceituna pueda destinarse a la elaboración de aceites
protegidos estén inscritos en el Registro de olivares. La Co-
operativa o SAT podrá solicitar esta inscripción en nombre
de todos sus socios.

Artículo 16. Registro de plantas envasadoras-comercia-
lizadoras.

1. En el Registro de Plantas envasadoras-comercializa-
doras se inscribirán todas las situadas en la zona de producción
que se dediquen al envasado o comercialización de aceite
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protegido por la Denominación. En la inscripción figurarán
los datos a que se refiere el apartado 2 del artículo 15.

2. Las plantas envasadoras-comercializadoras deberán
reunir las condiciones establecidas en el Manual de Calidad
y Procedimientos para garantizar la perfecta conservación del
producto y su posterior envasado.

3. Para que una envasadora pueda ser inscrita en el Regis-
tro de plantas envasadoras-comercializadoras deberá envasar
al menos el 30% de aceite con derecho a Denominación.

Artículo 17. Vigencia de las inscripciones.
Para la vigencia de las inscripciones en los respectivos

Registros será indispensable cumplir, en todo momento, con
los requisitos que impone el presente Capítulo, debiendo comu-
nicarse al Consejo Regulador cualquier variación que afecte
a los datos suministrados en la inscripción, cuando ésta se
produzca.

En consecuencia, el Consejo Regulador podrá revocar las
inscripciones cuando los titulares de las mismas no se atengan
a tales prescripciones.

El Consejo Regulador efectuará inspecciones periódicas
para comprobar la efectividad de cuanto se dispone en el párra-
fo anterior.

CAPITULO VI

DERECHOS Y OBLIGACIONES

Artículo 18. Titulares de los derechos.
1. Sólo las personas físicas o jurídicas que tengan sus

olivares, almazaras o plantas envasadoras inscritos en los
Registros a que se refiere el artículo 13 podrán, respectiva-
mente, producir aceituna con destino a la elaboración de acei-
tes vírgenes extra protegidos o molturar dicha aceituna y obte-
ner aceite virgen extra con derecho a la Denominación de
Origen o envasar aceites protegidos por la Denominación.

2. Unicamente puede aplicarse la Denominación de Ori-
gen «Sierra de Cádiz» a los aceites vírgenes extra procedentes
de las almazaras inscritas en el Registro correspondiente del
Consejo Regulador que hayan sido producidos y elaborados
conforme a las normas exigidas por este Reglamento, por el
Manual de Calidad y Procedimientos y que reúnan las carac-
terísticas o índices a que se refiere el artículo 12.

3. El derecho al uso de la Denominación de Origen en
documentación, etiquetas, contraetiquetas, precintos, publi-
cidad o propaganda es exclusivo de las firmas que, una vez
inscritas y registradas en el Consejo Regulador, han obtenido
la certificación del producto.

4. Las personas físicas o jurídicas inscritas en los corres-
pondientes Registros quedan obligadas al cumplimiento de
las disposiciones de este Reglamento, del Manual de Calidad
y Procedimientos y de los acuerdos que, en el ámbito de sus
competencias, dicten el Ministerio de Agricultura, Pesca y Ali-
mentación, la Consejería de Agricultura y Pesca de la Junta
de Andalucía, así como a satisfacer las tasas que les corres-
pondan.

Artículo 19. Separación de materias primas y productos.
1. En las parcelas de olivares inscritas y en sus cons-

trucciones anejas no podrá entrar ni haber existencia de acei-
tuna o aceite no acogidos a la Denominación, a excepción
de la aceituna no sana o de soleo de la propia parcela.

2. En las almazaras y plantas envasadoras-comerciali-
zadoras inscritas en los correspondientes Registros deberá exis-
tir una neta separación entre materias primas, elaboración,
almacenamiento o manipulación de los productos destinados
a ser amparados por la Denominación de Origen de los que
no están destinados a este fin.

Artículo 20. Reserva de nombres y marcas.
Las marcas, símbolos, emblemas, leyendas publicitarias

o cualquier otro tipo de propaganda que se utilicen en los
aceites protegidos por la Denominación de Origen no podrán
emplearse ni siquiera por los propios titulares, en la comer-
cialización de otros aceites.

Artículo 21. Normas particulares de identificación.
1. El Consejo Regulador adoptará y registrará un emblema

como símbolo de la Denominación de Origen.
2. En las etiquetas y precintos de los aceites envasados,

bajo protección, figurará obligatoriamente y de forma destacada
el nombre de la Denominación de Origen «Sierra de Cádiz»,
además de los datos que, con carácter general, se determinen
en la legislación aplicable.

3. Antes de la puesta en circulación de etiquetas, éstas
deberán ser autorizadas por el Consejo Regulador de acuerdo
a lo establecido en el Manual de Calidad y Procedimientos.
Será denegada la aprobación de aquellas etiquetas que por
cualquier causa puedan dar lugar a confusión en el consu-
midor, así como podrá ser revocada la autorización de una
ya concedida anteriormente, cuando hayan variado las cir-
cunstancias a que se aludía en la etiqueta de la firma pro-
pietaria de la misma.

4. Los envases serán, exclusivamente, de vidrio o metá-
licos y de las capacidades previstas en el Reglamento Téc-
nico-Sanitario de Aceites Vegetales Comestibles.

El Consejo Regulador podrá autorizar cualquier otro mate-
rial para envase siempre que sea inerte y no haga desmerecer
el color y aspecto visual del contenido, o para cumplir las
exigencias comerciales y/o normativas de terceros países.

Cualquiera que sea el tipo de envase en que se expida
el aceite virgen extra protegido irá provisto de precinto, etiqueta
o contraetiquetas numeradas expedidas por el Consejo Regu-
lador, que serán colocadas en las plantas envasadoras ins-
critas, y siempre de forma que no permita una nueva utilización
de las mismas.

Artículo 22. Volante de circulación.
El aceite de oliva virgen extra protegido por la Denomi-

nación de Origen «Sierra de Cádiz» podrá expedirse a granel
en bidones o cisternas sin límite de capacidad, siempre que
su tránsito se produzca entre firmas inscritas.

En todo caso, los envases deberán precintarse y acom-
pañará al transporte un volante de circulación o conduce expe-
dido por el Consejo Regulador, en la forma que por el mismo
se determina en el Manual de Calidad y Procedimientos.

Artículo 23. Envasado.
1. El envasado de aceite virgen extra amparado por la

Denominación de Origen deberá realizarse, exclusivamente,
en las plantas envasadoras inscritas en el correspondiente
Registro, perdiendo el aceite en otro caso el derecho a la
Denominación.

2. Los aceites amparados por la Denominación de Origen
«Sierra de Cádiz» podrán circular y ser expedidos por las alma-
zaras y plantas envasadoras inscritas, en los tipos de envases
que no perjudiquen su calidad y prestigio aprobados por el
Consejo Regulador, de acuerdo con las normas establecidas
en el Manual de Calidad y Procedimientos.

Artículo 24. Declaraciones.
Con objeto de poder controlar la producción, elaboración

y existencias, así como las calidades, tipos y cuanto sea nece-
sario para acreditar el origen de los aceites vírgenes extras
protegidos, las personas físicas o jurídicas titulares de plan-
taciones de olivar, almazaras o plantas envasadoras-comer-
cializadoras inscritas vendrán obligadas a presentar al Consejo
Regulador las declaraciones siguientes:
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a) Las personas físicas o jurídicas con plantaciones ins-
critas en el Registro de Olivares presentarán, una vez terminada
la recolección y en todo caso antes del 31 de mayo de cada
año, declaración de la cosecha total. Las entidades asociativas
podrán realizar la declaración en nombre de sus socios.

b) Las personas físicas o jurídicas, con almazaras inscritas
en el Registro de almazaras deberán declarar antes del 31 de
mayo de cada año la cantidad de aceite obtenido procedente
de las variedades autorizadas por este Reglamento.

Asimismo declararán antes del final de campaña, 31 de
octubre, el destino de los aceites que venda, indicando el
comprador y cantidad.

En tanto dispongan de existencias de aceite deberán decla-
rar dentro de los diez primeros días de cada mes, el movimiento
de mercancías habido durante el mes anterior y las existencias
referidas al día primero del mes en curso.

c) Las personas físicas o jurídicas con plantas envasa-
doras-comercializadoras inscritas en el Registro de envasa-
doras-comercializadoras presentarán, dentro de los diez pri-
meros días de cada mes, declaración de entradas y salidas
de aceites habidas en el mes anterior, indicando la procedencia
o destino de los aceites y declaración de existencias referidas
al día 1 del mes en curso.

d) Todas las personas físicas o jurídicas inscritas cum-
plimentarán, además, los formularios que con carácter par-
ticular establezca el Consejo Regulador, o bien los que con
carácter general pueda establecer la Consejería de Agricultura
y Pesca de la Junta de Andalucía, sobre producción, elabo-
ración, existencias en almacenes, comercialización y demás
aspectos tendentes al control del cumplimiento de las pres-
cripciones del Reglamento.

Las declaraciones a que se refiere este artículo tienen
efectos meramente estadísticos, por lo que no podrán facilitarse
ni publicarse más que datos numéricos, sin referencia alguna
de carácter individual.

Artículo 25. Certificación.
1. Para que los aceites de oliva virgen extra puedan ser

certificados deberán cumplir con las características e índices
a que se refiere el artículo 12.

2. Todas las personas físicas o jurídicas titulares de bienes
inscritos en los Registros, las explotaciones, instalaciones y
sus productos estarán sometidas al control realizado por el
Consejo Regulador, a través del órgano de control, con objeto
de verificar que los aceites que ostentan la Denominación de
Origen «Sierra de Cádiz» cumplen los requisitos de este
Reglamento.

3. Los controles se basarán en inspecciones de las plan-
taciones, almazaras y plantas envasadoras-comercializadoras,
revisión de la documentación y análisis de los aceites.

Cuando se compruebe que los aceites no se han obtenido
de acuerdo a los requisitos de este Reglamento o presenten
defectos o alteraciones sensibles, éstos no podrán comercia-
lizarse bajo el amparo de la Denominación de Origen, sin
perjuicio de la aplicación del régimen sancionador recogido
en el Capítulo VIII de este Reglamento.

4. El aceite que no haya obtenido la certificación deberá
permanecer en envases independientes que se rotularán con
signos que adviertan claramente tal circunstancia.

El Consejo Regulador vigilará en todo momento el destino
de dichos aceites que, en ningún caso, podrán ser con Deno-
minación de Origen.

CAPITULO VII

DEL CONSEJO REGULADOR

Artículo 26. Definición.
1. El Consejo Regulador de la Denominación de Origen

«Sierra de Cádiz» es un organismo dependiente de la Con-
sejería de Agricultura y Pesca de la Junta de Andalucía, con

el carácter de órgano desconcentrado, con capacidad para
obligarse, con plena responsabilidad y atribuciones decisorias
en cuantas funciones le encomiende este Reglamento, de
acuerdo con lo que determinan las disposiciones vigentes en
esta materia.

2. Su ámbito de competencia estará determinado:

a) En lo territorial, por la zona de producción.
b) En razón de los productos, por los protegidos por la

Denominación.
c) En razón de las personas, por aquéllas inscritas en

los diferentes Registros.

3. El Consejo Regulador será el organismo de control y
certificación que, de acuerdo con el artículo 10 del Reglamento
(CEE) 2081/92, se encargará de garantizar que los productos
protegidos por la Denominación cumplan los requisitos esta-
blecidos en el presente Reglamento.

El Consejo Regulador debe cumplir la norma EN- 45.011.
El Consejo Regulador tiene capacidad para delegar las

funciones que considere necesarias en personas o comités
que estime adecuados para llevarlas a cabo.

Artículo 27. Funciones.
Es misión principal del Consejo Regulador aplicar los pre-

ceptos de este Reglamento y velar por su cumplimiento, para
lo cual ejercerá las funciones que se encomiendan en el art. 87
de la Ley 25/1970 (BOE 291, de 5 de diciembre de 1970)
y disposiciones complementarias, así como las que expresa-
mente se indican en el articulado de este Reglamento.

El Consejo Regulador velará especialmente por la pro-
moción del producto amparado, para la expansión de sus mer-
cados, recabando la cooperación de la Consejería de Agri-
cultura y Pesca de la Junta de Andalucía.

Artículo 28. Composición.
1. El Consejo Regulador estará constituido por:

a) Un Presidente, propuesto por el Consejo Regulador
y nombrado por el Consejero de Agricultura y Pesca, que tendrá
voto de calidad. En el caso de que el Presidente sea elegido
de entre los vocales, para mantener la paridad perderá su
voto de calidad, no siendo necesario cubrir su puesto de vocal.

b) Un Vicepresidente, superior autoridad del Consejo
Regulador en ausencia del Presidente, elegido de entre los
vocales por el Consejo Regulador y nombrado por el Consejero
de Agricultura y Pesca, no pudiendo en su caso estar inscrito
en el mismo Registro del Presidente. El Vicepresidente man-
tendrá su condición de vocal.

c) Diez vocales, 5 de ellos del sector olivarero elegidos
por y de entre las personas inscritas en el Registro de olivares
y los otros 5 representantes del sector elaborador y comer-
cializador, elegido por y de entre los inscritos en los restantes
Registros.

2. Por cada uno de los vocales del Consejo Regulador
se designará un suplente, elegido de la misma forma que
el titular y perteneciente al mismo sector del vocal que va
a suplir.

3. Los cargos de vocales serán renovados cada cuatro
años pudiendo ser reelegidos. Las normas reguladoras de las
elecciones serán aprobadas por la Consejería de Agricultura
y Pesca de la Junta de Andalucía.

4. En caso de cese de un vocal por cualquier causa,
se procederá a designar sustituto de la forma establecida, si
bien el mandato de cada vocal sólo durará hasta que se celebre
la primera renovación del Consejo.

5. El plazo para la toma de posesión de los vocales será
como máximo de un mes, a contar desde la fecha de su
designación.
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6. Causará baja cualquier miembro del Consejo Regulador
que durante el período de vigencia de su cargo sea sancionado
por infracción grave en materias que regula este Reglamento.
Igualmente causará baja por ausencia injustificada a tres sesio-
nes consecutivas o a cinco alternas, por causar baja en los
Registros de la Denominación de Origen o dejar de estar
vinculado al sector que representa.

7. Asistirá a las reuniones del Consejo Regulador un repre-
sentante de la Consejería de Agricultura y Pesca de la Junta
de Andalucía, con voz pero sin voto.

Artículo 29. Vinculación de los vocales.
Los vocales deberán estar vinculados a los sectores que

representan, bien directamente o por ser directivos de Socie-
dades que se dediquen a las actividades que han de repre-
sentar. No obstante, una misma persona física o jurídica ins-
crita en varios Registros del Consejo Regulador no podrá tener
en el Consejo representación doble, ni directamente ni a través
de firmas filiales o socios de las mismas. Los vocales elegidos,
por pertenecer en calidad de directivos a una firma inscrita,
cesarán en su cargo al cesar como directivos de dicha firma
aunque siguieran vinculados al sector por haber pasado a
otra empresa, procediéndose a designar a su sustituto en la
forma establecida.

Artículo 30. Funciones del Presidente.
1. Al Presidente le corresponde:

a) Representar al Consejo Regulador. Esta representación
podrá delegarla en el Vicepresidente de manera expresa en
los casos en que sea necesario.

b) Cumplir y hacer cumplir las disposiciones legales y
reglamentarias.

c) De conformidad con los acuerdos del Consejo Regu-
lador, recabar la percepción de los ingresos y gestionar los
fondos ordenando los pagos correspondientes.

d) Convocar y presidir las sesiones del Consejo, señalando
el Orden del Día, sometiendo a la decisión del mismo los
asuntos de su competencia y ejecutar los acuerdos adoptados.

e) Organizar el régimen interior del Consejo.
f) Proponer al Consejo Regulador la contratación, sus-

pensión o renovación de su personal.
g) Organizar y dirigir los servicios.
h) Informar a los organismos superiores de las incidencias

que en la producción y mercado se produzcan.
i) Remitir a la Consejería de Agricultura y Pesca de la

Junta de Andalucía aquellos acuerdos que para cumplimiento
general adopte el Consejo, en virtud de las atribuciones que
le confiere este Reglamento y aquéllos que por su importancia
estime que deben ser reconocidos por la misma.

j) Asegurar la adecuación y eficacia del sistema de calidad.
k) Establecer y mantener relaciones exteriores.
l) Aprobación de las Inscripciones en los correspondientes

Registros.
m) Aquellas otras funciones que el Consejo acuerde o

que le encomiende la Consejería de Agricultura Pesca de la
Junta de Andalucía.

2. La duración del mandato del Presidente será de cuatro
años, pudiendo ser reelegido.

3. El Presidente cesará:

a) Al expirar el término de su mandato.
b) A petición propia, una vez aceptada su dimisión.
c) Por decisión de la Consejería de Agricultura y Pesca

de la Junta de Andalucía, previa instrucción y resolución del
correspondiente expediente, con la audiencia del interesado,
por causa de mala gestión de los intereses de la Corporación
o incumplimiento de sus obligaciones o incapacidad. Este
expediente podrá ser iniciado de oficio o a petición de más
de un tercio de los miembros del Consejo Regulador.

4. En caso de cese o fallecimiento, el Consejo Regulador
en el plazo de un mes, propondrá a la Consejería de Agricultura
y Pesca de la Junta de Andalucía un candidato.

5. Las sesiones del Consejo Regulador en que se estudie
la propuesta del candidato para nuevo Presidente serán pre-
sididas por el funcionario que designe la Consejería de Agri-
cultura y Pesca de la Junta de Andalucía.

Artículo 31. Funciones del Vicepresidente.
1. Al Vicepresidente le corresponde:

a) Colaborar en las funciones del Presidente.
b) Ejercer las funciones que el Presidente expresamente

le delegue.
c) Sustituir al Presidente en el caso de vacante, ausencia

o enfermedad de éste.

2. La duración del mandato del Vicepresidente será el
del período del mandato de los vocales, salvo que se den
algunas de las circunstancias previstas en el punto siguiente.

3. El Vicepresidente cesará:

a) Al expirar el término de su mandato.
b) A petición propia, una vez aceptada su dimisión.
d) Por decisión de la Consejería de Agricultura y Pesca

de la Junta de Andalucía, previa instrucción y resolución del
correspondiente expediente, con la audiencia del interesado,
por causa de mala gestión de los intereses de la Corporación
o incumplimiento de sus obligaciones o incapacidad. Este
expediente podrá ser iniciado de oficio o a petición de más
de un tercio de los miembros del Consejo Regulador.

La pérdida de la condición de vocal conllevará su cese
como Vicepresidente.

4. Si por cualquier causa se produjese vacante de la Vice-
presidencia, se procederá a la nueva elección por el Consejo
Regulador y nombramiento por parte de la Consejería de Agri-
cultura y Pesca de la Junta de Andalucía, si bien el mandato
del nuevo Vicepresidente sólo durará hasta que se celebre
la primera renovación del Consejo Regulador.

Artículo 32. Convocatoria de las reuniones.
1. El Consejo se reunirá cuando lo convoque el Presidente,

bien por propia iniciativa o a petición de un tercio de los
vocales, siendo obligatorio celebrar sesión ordinaria por lo
menos una vez al trimestre.

2. La convocatoria de las sesiones del Consejo Regulador
se comunicarán con cinco días de antelación al menos, debien-
do acompañar, a la citación el orden del día para la reunión,
en la que no se podrán aprobar más asuntos que los pre-
viamente señalados. La documentación correspondiente se
hallará a disposición de los miembros del Consejo Regulador
en la sede del mismo y con la misma antelación.

3. En caso de necesidad, cuando así lo requiera la urgen-
cia del asunto a juicio del Presidente, se citará a los vocales
por cualquier medio que asegure la constancia de la recepción
con 24 horas de anticipación, como mínimo.

4. Cuando un titular no pueda asistir lo notificará al Con-
sejo Regulador y a su suplente para que lo sustituya.

Artículo 33. Constitución y quórum.
1. El Consejo Regulador quedará válidamente constituido,

en primera convocatoria, cuando estén presentes el Presidente
y, al menos, la mitad de los vocales que componen el Consejo.

2. No alcanzado el quórum establecido en el apartado
anterior, el Consejo Regulador quedará constituido, en segunda
convocatoria, transcurrida media hora de la citación en pri-
mera, cuando estén presentes el Presidente y, al menos, dos
vocales, uno de cada sector o sus respectivos sustitutos.
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Artículo 34. Adopción de acuerdos.
1. Los acuerdos del Consejo Regulador se adoptarán por

mayoría de los miembros presentes.
2. No podrá ser objeto de deliberación o acuerdo ningún

asunto que no figure en el orden del día de la sesión, salvo
que estén presentes todos los miembros del Consejo Regulador
y sea declarada la urgencia del asunto por el voto favorable
de la mayoría.

3. De cada sesión que se celebre se levantará un acta
por el Secretario, que especificará necesariamente los asis-
tentes, el orden del día de la reunión, las circunstancias del
lugar y tiempo en que se ha celebrado, los puntos principales
de las deliberaciones, así como el contenido de los acuerdos
adoptados y los demás supuestos contemplados en el artículo
27 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Común.

Artículo 35. Comisión Permanente.
Para resolver cuestiones de trámite, o en aquellos casos

en que se estime necesario, podrá constituirse una Comisión
Permanente que estará constituida por el Presidente, Vice-
presidente y dos Vocales titulares, uno del sector productor
y otro del sector elaborador, designados por el Pleno del Orga-
nismo, actuando como Secretario el del Consejo Regulador.
En la sesión en que se acuerde la constitución de dicha Comi-
sión Permanente se acordará también las misiones específicas
que le competen y funciones que ejercerá. Todas las reso-
luciones que tome la Comisión Permanente serán comunicadas
al Pleno del Consejo en la primera reunión que se celebre.

Artículo 36. El Secretario y los servicios del Consejo.
1. Para el cumplimiento de sus fines el Consejo Regulador

contará con la plantilla de personal necesario, que figurará
dotada en el presupuesto propio del Consejo.

2. El Consejo Regulador tendrá un Secretario General,
perteneciente a la plantilla del Consejo, encargado de realizar
las funciones administrativas, técnicas y financieras del mismo,
y que desarrollará los contenidos siguientes:

a) Preparar los trabajos del Pleno del Consejo y tramitar
la ejecución de sus acuerdos y los tomados por la Comisión
Permanente.

b) Asistir a las sesiones con voz, pero sin voto, cursar
las convocatorias, levantar Actas de la Sesión, custodiar los
libros y documentos del Consejo.

c) Los asuntos relativos al régimen interior del Organismo,
tanto del personal como administrativo.

d) Organización y dirección, siguiendo las directrices mar-
cadas por el Consejo, de los servicios administrativos, finan-
cieros, técnicos y de promoción.

e) Confección de la información técnica solicitada por el
Consejo, la Comisión Permanente, el Comité de Calificación
y el Comité Consultivo.

f) Evaluar sistemáticamente el desarrollo de las campañas.
g) Las funciones propias de su trabajo y cometidos espe-

cíficos que se le encomienden por el Presidente y el Consejo
Regulador.

h) Recibir los actos de comunicación de los vocales por
el Consejo y, por tanto, las notificaciones, peticiones de datos,
rectificaciones o cualquiera otra clase de escritos de los que
deba tener conocimiento.

j) Expedir certificaciones, dictámenes y acuerdos apro-
bados.

3. El Consejo Regulador tendrá un Servicio de Control
y Vigilancia que contará con Veedores propios, que serán desig-
nados por el Consejo Regulador y habilitados por la Consejería
de Agricultura y Pesca de la Junta de Andalucía, con las
siguientes atribuciones inspectoras:

a) Sobre los olivares inscritos en los Registros del Consejo
Regulador.

b) Sobre las almazaras y plantas envasadoras-comercia-
lizadoras inscritas en los correspondientes Registros del Con-
sejo Regulador.

c) Sobre los aceites amparados por la Denominación de
Origen.

4. El Consejo Regulador podrá contratar, para realizar
trabajos puntuales, el personal necesario, o bien encargar la
realización de éste a una entidad que estime competente, siem-
pre que tenga aprobada en el presupuesto dotación para este
concepto.

5. A todo el personal del Consejo Regulador, tanto con
carácter fijo como temporal, le será de aplicación la legislación
laboral vigente.

Artículo 37. Comité de Calificación.
1. El Consejo Regulador dispondrá de un Comité de Cali-

ficación de los aceites formado por los expertos necesarios,
que tendrá como cometido informar sobre la calidad de los
mismos.

Este informe constituirá un ensayo más del producto y
será puesto a disposición del órgano de control.

2. El Consejo Regulador establecerá en el Manual de Cali-
dad las normas de la constitución y funciones del Comité de
Calificación.

Artículo 38. Comité Consultivo.
Se creará un Comité Consultivo encargado de asegurar

la adecuada imparcialidad en la certificación, cuya compo-
sición y funcionamiento se contempla en el Manual de Calidad.

Artículo 39. Régimen interno, publicidad de acuerdos y
recursos.

1. El pleno del Consejo Regulador podrá aprobar circu-
lares, que serán expuestas en el tablón de anuncios del Consejo
Regulador o en aquellos que considere adecuados por las
características de la información.

2. Los acuerdos de carácter particular que adopte el Con-
sejo se notificarán en legal forma a los inscritos.

3. Los acuerdos de carácter particular, las circulares y
resoluciones que adopte el Consejo Regulador serán recurribles
ante la Dirección General competente de la Consejería de Agri-
cultura y Pesca de la Junta de Andalucía.

Artículo 40. Financiación.
1. La financiación de las obligaciones del Consejo Regu-

lador se efectuará con los siguientes recursos:

a) La cantidad recaudada de la aplicación de las tasas
que establece el Capítulo I del Título VI de la Ley 4/1988,
de 5 de julio (BOJA núm. 55, de 14 de julio), de Tasas
y Precios Públicos de la Comunidad Autónoma de Andalucía.

b) Los bienes que constituya su patrimonio y los pro-
ductos, rentas y ventas del mismo.

c) Las subvenciones, legados y donativos que reciban.
d) Las cantidades que pudieran percibirse en concepto

de indemnizaciones por daños o perjuicios ocasionados al Con-
sejo o a los intereses que representa.

e) Cualquier otro recurso que proceda.

2. Las tasas se establecen:

a) Tasa anual sobre las plantaciones inscritas.
b) Tasa sobre los productos amparados.
c) Tasa por derecho de expedición de cada certificado

de origen, visado de factura, compulsa y venta de precintos
y contraetiquetas.
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3. Las bases de las tasas a cobrar por el Consejo Regulador
serán, respectivamente:

a) El producto del número de hectáreas de olivar inscritas
a nombre de cada interesado por el valor medio en pesetas
de la producción de una hectárea en la zona y campaña
precedente.

b) El valor resultante de multiplicar el precio medio de
la unidad de productos amparados por la venta de aceite
protegido.

c) El Valor documentado.

4. Los tipos a aplicar sobre la base de la tasa serán,
respectivamente:

a) El 0,3% en caso de árboles diseminados o de plan-
taciones en bordes, se considerará el marco medio de la zona,
a fin de determinar la superficie sujeta de tasa.

b) El tipo a aplicar será de 0,8% de los productos ampa-
rados y vendidos.

c) 1,80 euros, por derecho de expedición de cada cer-
tificado de Origen y hasta el doble del precio de los precintos
o contraetiquetas por su utilización.

Estos tipos podrán variarse por el Consejo Regulador cuan-
do las necesidades presupuestarias así lo exijan, ajustándose
a los límites establecidos por la Ley 4/1988, de 5 de julio,
de Tasas y Precios Públicos de Andalucía, mediante la modi-
ficación del presente Reglamento.

Artículo 41. Gestión y control económico. Sujetos pasivos.
1. La gestión de los ingresos y gastos que figuran en

los presupuestos corresponden al Consejo Regulador.
2. El sujeto pasivo de cada tasa será la persona física

o jurídica a cuyo nombre esté inscrito el bien objeto de cada
tasa, la solicitante de cualquier acto administrativo y la adqui-
riente de cualquier documento, precintos y contraetiquetas.

3. El control de las operaciones económicas del Consejo
Regulador y su régimen de contabilidad se someterán a lo
dispuesto en la Ley General de la Hacienda Pública de la
Comunidad Autónoma de Andalucía y sus normas de desarro-
llo, así como a las instrucciones que dicte la Intervención Gene-
ral de la Junta de Andalucía, en uso de sus competencias.

CAPITULO VIII

DE LAS INFRACCIONES, SANCIONES Y PROCEDIMIENTOS

Artículo 42. Legislación aplicable.
1. Todas las actuaciones que sea preciso desarrollar en

materia de expedientes sancionadores se ajustarán a las nor-
mas de este Reglamento y a la Ley 25/1970, de 2 de diciem-
bre, «Estatuto de la Viña del Vino y de los Alcoholes»; al
Decreto 835/1972, de 23 de marzo, por el que se aprueba
su Reglamento; al Real Decreto 1945/1983, de 22 de junio
(BOE núm. 168, de 15 de julio de 1983), que regula las
infracciones y sanciones en materia de defensa del consumidor
y de la producción agroalimentaria; a la Ley 30/1992, de
26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, y al Real
Decreto 1398/1993, de 4 de agosto, por el que se aprueba
el Reglamento del procedimiento para el ejercicio de la potestad
sancionadora, y a cuantas disposiciones generales estén vigen-
tes en el momento sobre la materia.

2. Para la aplicación de la normativa anterior se tendrá
en cuenta lo establecido el Real Decreto 2766/1983, de 5
de octubre (BOE núm. 265, de 5 de noviembre de 1983),
sobre traspaso de funciones y servicios del Estado a la Comu-
nidad Autónoma de Andalucía en materia de denominaciones
de origen.

Artículo 43. Tipo de sanciones.
1. Las infracciones a lo dispuesto en este Reglamento

y a los acuerdos del Consejo Regulador serán sancionadas
con apercibimiento, multa, decomiso de la mercancía, sus-
pensión temporal o baja en el Registro o Registros de la misma,
sin perjuicio de las sanciones que por contravenir la legislación
general sobre la materia puedan ser impuestas.

2. Las bases para la imposición de multas se determinará
conforme dispone el artículo 120 del Decreto 835/1972, de
23 de marzo.

Artículo 44. Clasificación de las infracciones.
Según dispone el artículo 129.2 del Decreto 835/1972,

de 23 de marzo, las infracciones cometidas por personas ins-
critas en los Registros de la Denominación se clasifican, a
efectos de su sanción, en la forma siguiente:

1. Faltas administrativas. Se sancionarán con apercibi-
miento o con multa de 1 al 10% de la base por cada hectárea,
en el caso de olivares, o del valor de las mercancías afectadas.

Estas faltas son, en general, las inexactitudes en las decla-
raciones, libros de registro, volantes de circulación, y demás
documentos de control que garantizan la calidad y origen de
los productos y, especialmente los siguientes:

a) Falsear u omitir los datos y comprobantes que en cada
caso sean precisos en los diferentes Registros.

b) No comunicar inmediatamente al Consejo Regulador
cualquier variación que afecte a los datos suministrados en
el momento de la inscripción en el Registro.

c) Omitir o falsear datos relativos a producción o a movi-
mientos de productos.

d) Las restantes infracciones al Reglamento o los acuerdos
del Consejo Regulador, en la materia a que se refiere este
apartado 1.

2. Infracciones a lo establecido en el Reglamento sobre
producción, elaboración, almacenamiento y características de
los aceites protegidos. Se sancionarán con multas del 2 al
20% del valor de los productos afectados, pudiendo en el
caso de productos terminados, aplicarse además el decomiso.

Estas infracciones son las siguientes:

a) El incumplimiento de las normas vigentes sobre prác-
ticas higiénicas de elaboración, conservación y transporte.

b) El incumplimiento de las normas específicas relativas
a la producción, manipulación y conservación establecidas
en el Reglamento o sus disposiciones complementarias y a
los acuerdos del Consejo Regulador sobre esta materia.

c) Las restantes infracciones al Reglamento y sus dis-
posiciones complementarias y a los acuerdos del Consejo
Regulador en la materia en que se refiere este apartado 2.

3. Infracciones por uso indebido de la Denominación o
por actos que puedan causarle perjuicio o desprestigio. Se
sancionarán con multas de 120,2 euros al doble del valor
de la mercancía o productos afectados, cuando aquél supere
dicha cantidad, y con su decomiso.

Estas infracciones son las siguientes:

a) La utilización de razones sociales, nombres comer-
ciales, marcas, símbolos o emblemas, que hagan referencia
a la Denominación o a los nombres protegidos por ella, en
la comercialización de otros no protegidos.

b) El uso de la Denominación en aceites que no hayan
sido elaborados, producidos, almacenados, o envasados de
acuerdo a las normas establecidas por la legislación vigente
y por este Reglamento, o que no reúnan las características
y condiciones organolépticas que han de caracterizarlos.

c) El uso de nombres comerciales, marcas o etiquetas
no aprobados por el Consejo Regulador, en los casos a que
se refiere este apartado 3.
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d) La indebida tenencia, negociación o utilización de los
documentos, etiquetas, sellos y demás distintivos, propios de
la Denominación, así como la falsificación de los mismos.

e) La expedición de aceites que no correspondan a las
características de calidad mencionadas en sus medios de
comercialización.

f) La expedición, circulación o comercialización de aceites
protegidos en tipos de envases no aprobados por el Consejo
Regulador.

g) La expedición, circulación o comercialización de aceites
de la Denominación desprovistos de las etiquetas numeradas
o carentes del medio de control establecido por el Consejo
Regulador.

h) Efectuar la elaboración, envasado o etiquetado en loca-
les que no sean las instalaciones inscritas autorizadas por
el Consejo Regulador.

i) El impago de las tasas que se establecen en este Regla-
mento, por parte del sujeto pasivo de cada una de dichas
tasas.

j) En general, cualquier acto que contravenga lo dispuesto
en este Reglamento o los acuerdos del Consejo, y que per-
judique o desprestigie la Denominación, o suponga un uso
indebido de la misma.

Artículo 45. Infracciones de los no inscritos.
1. Las infracciones cometidas por personas no inscritas

en los Registros del Consejo Regulador son, entre otras:

a) Usar indebidamente la Denominación de Origen.
b) Utilizar nombres comerciales, marcas, expresiones, sig-

nos y emblemas que por su identidad o similitud gráfica o
fonética con los nombres protegidos por la Denominación de
Origen, o con los signos o emblemas característicos de la mis-
ma, puedan inducir a confusión sobre la naturaleza o el origen
de los productos, sin perjuicios de los derechos adquiridos
que están debidamente reconocidos por los Organismos
competentes.

c) Emplear los nombres protegidos por la Denominación
de Origen, en etiquetas o propagandas de productos, aunque
vayan precedidos por el término «tipo» u otros análogos.

d) Cualquier acción que cause perjuicio o desprestigio
a la Denominación de Origen o tienda a producir confusión
respecto a la misma.

2. Estas infracciones se sancionará con multa de 120,21
euros, hasta el doble del valor de las mercancías cuando éste
supere dicha cantidad y, además, con su decomiso.

Artículo 46. Gradación de las sanciones.
Para la aplicación de las sanciones previstas en los

artículos anteriores, se tendrá en cuenta las siguientes normas:

1. Se aplicarán en su grado mínimo:

a) Cuando se trate de simples irregularidades en la obser-
vación de las reglamentaciones, sin trascendencia directa para
los consumidores, o que no suponga beneficio especial para
el infractor.

b) Cuando se subsanen los defectos en el plazo señalado
para ello por el Consejo Regulador.

2. Se aplicarán en su grado medio:

a) Cuando la infracción tenga trascendencia directa sobre
los consumidores o suponga un beneficio especial para el
infractor.

b) Cuando no se subsanen los defectos en el plazo seña-
lado por el Consejo Regulador.

c) Cuando la infracción se produzca por una actuación
negligente, con inobservancia de las normas de actuación
expresamente acordadas por el Consejo Regulador.

d) En Todos los casos en que no proceda la aplicación
de los grados mínimo y máximo.

3. Se aplicarán en su grado máximo:

a) Cuando se produzca reiteración en la negativa a facilitar
información, prestar colaboración o permitir el acceso a la
documentación exigida por este Reglamento o por los acuerdos
del Consejo Regulador.

b) Cuando se pruebe manifiesta mala fe.
c) Cuando de la infracción se deriven graves perjuicios

para la Denominación de Origen, sus inscritos o los con-
sumidores.

4. En los casos de infracciones graves, además de las
sanciones establecidas, podrá aplicarse al infractor la suspen-
sión temporal del uso de la Denominación o la baja en los
Registros de la misma.

Artículo 47. Decomiso y abono de las multas.
1. Podrá ser aplicado el decomiso de las mercancías como

sanción única o como accesoria, en su caso, o el pago del
importe de su valor en el caso de que el decomiso no sea
factible.

2. En caso de desaparición, cambio o cualquier mani-
pulación efectuada sobre la mercancía retenida, intervenida
o decomisada, se estará a lo dispuesto en el artículo 435
del Código Penal.

Artículo 48. Reincidencia.
En caso de reincidencia las multas serán superiores en

un 50% a las señaladas en este Reglamento, sin perjuicio
de las sanciones que puedan corresponder en virtud de la
legislación vigente.

En el caso de que el reincidente cometa nueva infracción,
las multas podrán elevarse hasta el triple de las mismas. Se
considerará reincidente al infractor sancionado mediante reso-
lución firme por una infracción de las comprendidas en el
presente Reglamento en el año anterior.

Artículo 49. Publicidad de las sanciones.
Se podrá publicar en el Boletín Oficial de la Junta de

Andalucía, las sanciones impuestas a efecto de ejemplaridad.

Artículo 50. Incoación e instrucción de expedientes.
1. La incoación de los expedientes sancionadores corres-

ponderá al Consejo Regulador cuando el infractor esté inscrito
en algunos de sus Registros.

El Consejo Regulador designará de entre sus miembros
o de entre el personal del mismo un instructor para cada uno
de estos expedientes sancionadores.

2. En los casos de infracciones cometidas sobre lo dis-
puesto en este Reglamento por empresas ubicadas en el terri-
torio de la Comunidad Autónoma de Andalucía y no inscritas
en los Registros del Consejo Regulador, será el órgano com-
petente de la Administración de la Junta de Andalucía el encar-
gado de incoar e instruir el expediente.

3. La instrucción de expedientes por infracciones contra
lo dispuesto en este Reglamento realizadas por empresas ubi-
cadas fuera de la Comunidad Autónoma de Andalucía es com-
petencia del Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación.

Artículo 51. Resolución de expedientes.
1. La resolución de expedientes sancionadores incoados

por el Consejo Regulador, corresponde al propio Consejo cuan-
do la multa señalada no exceda de 300,54 euros. En todo
caso, deberá quedar garantizada la debida separación entre
la fase instructora y la sancionadora.

Si la multa excediera de 300,54 euros, se elevará la pro-
puesta al órgano competente de la Consejería de Agricultura
y Pesca de la Junta de Andalucía.
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2. La resolución de los expedientes por infracciones come-
tidas contra esta Denominación de Origen por empresas ubi-
cadas en el territorio de la Comunidad Autónoma de Andalucía
y no inscritas en los Registros del Consejo Regulador corres-
ponderá al órgano competente de la Administración de la Junta
de Andalucía.

3. La resolución de los expedientes por infracciones come-
tidas por empresas ubicadas fuera de la Comunidad Autónoma
de Andalucía, contra esta Denominación de Origen corres-
ponderá a la Administración General del Estado.

4. A efectos de determinar la cuantía a que se refiere
el apartado 1 se adicionará al importe de la multa el valor
de la mercancía decomisada.

5. La decisión sobre el decomiso de la mercancía o su
destino corresponderá a quien tenga la facultad de resolver
el expediente.

6. En los casos en que la infracción concierna al uso
indebido de la Denominación de Origen y ello implique una
falsa indicación de procedencia, el Consejo Regulador, sin
perjuicio de las actuaciones y sanciones administrativas per-
tinentes, podrá acudir a los Tribunales ejerciendo las acciones
civiles y penales reconocidas en la legislación sobre propiedad
industrial.

7. En todos los casos en que la resolución del expediente
sea con multa, el infractor deberá abonar los gastos originados
por las tomas y análisis de muestras, o por el reconocimiento
que se hubiera realizado y demás gastos que ocasionen la
tramitación y resolución de expedientes, de acuerdo con lo
dispuesto en la Ley 4/1988, de 5 de julio, de Tasas y Precios
Públicos de la Comunidad Autónoma de Andalucía.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Primera. Con el objeto de adaptar el régimen actual de
funcionamiento de la Denominación de Origen y las obliga-
ciones de las personas inscritas a cuanto determina este Regla-
mento, queda facultada la Consejería de Agricultura y Pesca
de la Junta de Andalucía para dictar, a petición del Consejo
Regulador, las normas convenientes a fin de que dicha evo-
lución pueda efectuarse de forma gradual, quedando finalizada
a los tres años, contados a partir de la fecha de publicación
de este Reglamento en el Diario Oficial de la Junta de
Andalucía.

Segunda. El actual Consejo Regulador de la Denominación
de Origen «Sierra de Cádiz» asumirá la totalidad de funciones
que corresponden al Consejo Regulador a que se refiere el
Capítulo VII, continuando sus actuales Vocales en el desem-
peño de los cargos hasta que el Consejo Regulador quede
constituido de acuerdo con lo que prevé el artículo 28.1 de
este Reglamento.

ORDEN de 19 de junio de 2002, por la que se
dictan normas sobre limitación y aplicación de her-
bicidas en el cultivo del arroz en la provincia de Sevilla.

La aplicación de herbicidas en el cultivo del arroz en la
provincia de Sevilla ha venido siendo regulada por la Orden
de 6 de julio de 1989, por la que se dictan normas sobre
limitación y aplicación de herbicidas en el cultivo del arroz
en la provincia de Sevilla, con el fin de evitar daños en los
cultivos sensibles colindantes con el cultivo del arroz.

La experiencia adquirida y la entrada en el mercado de
nuevas materias activas para el control de malas hierbas en

el arrozal, debidamente inscritas en el Registro Oficial de Pro-
ductos Fitosanitarios, aconsejan actualizar la citada Orden.

Por todo ello, en su virtud, en el ejercicio de las atri-
buciones que me confiere el artículo 39 de la Ley 6/1983,
de 21 de julio, del Gobierno y Administración de la Comunidad
Autónoma,

D I S P O N G O

Artículo 1. Objeto.

El objeto de la presente Orden es la regulación del uso
de herbicidas en el cultivo del arroz en la provincia de Sevilla
para evitar daños en los cultivos limítrofes sensibles.

Artículo 2. Productos autorizados.

Para el control de malas hierbas en el cultivo del arroz
sólo podrán utilizarse las formulaciones debidamente inscritas
en el Registro Oficial de Productos Fitosanitarios para tal fin,
con las limitaciones establecidas en el Anexo de la presente
Orden.

Artículo 3. Zona de influencia del Parque Nacional de
Doñana.

En la zona de influencia del Parque Nacional de Doñana
será de aplicación la Orden de 6 de mayo de 1997, por la
que se regula el uso de productos fitosanitarios en el cultivo
del arroz en la zona de influencia del Parque Nacional de
Doñana, modificada por la Orden de 7 de noviembre de 2001,
en la que sólo podrán utilizarse las materias activas autorizadas
en dicha Orden.

Artículo 4. Zona de influencia del Paraje Natural del Brazo
del Este.

Todas las parcelas cultivadas de arroz comprendidas en
el Paraje Natural del Brazo del Este se regirán por la Orden
de 15 de septiembre de 1992 (BOJA núm. 115, de 10 de
noviembre), por la que se regula el uso de productos fito-
sanitarios en dicho paraje.

Artículo 5. Obligaciones de los agricultores de arroz.

Los agricultores arroceros que deseen realizar cualquier
tipo de tratamientos herbicidas estarán obligados a:

a) Notificar por escrito, con una semana de antelación
como mínimo, al Departamento de Sanidad Vegetal de la Dele-
gación Provincial de la Consejería de Agricultura y Pesca en
Sevilla su intención de efectuar el tratamiento, en la forma
que se determine por la misma, indicando la finca, superficie
a tratar, producto, dosis, medios de aplicación y fecha aproxi-
mada de la ejecución del tratamiento.

b) Tener a disposición, para su inspección y toma de
muestra correspondiente, los envases debidamente precinta-
dos de los productos que vaya a utilizar.

c) Disponer en todo momento, durante la ejecución del
tratamiento, por parte del responsable de la explotación arro-
cera, de la copia de la notificación que se hace referencia,
de forma que puedan presentarlo a requerimiento de cualquier
agente de la autoridad.

Artículo 6. Condiciones técnicas de los tratamientos.

1. El Delegado Provincial de Agricultura y Pesca en Sevilla,
a propuesta del Departamento de Sanidad Vegetal de esa Dele-
gación, dictará Resolución, que será notificada a los intere-
sados, en la que establecerá las limitaciones en la aplicación
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de herbicidas en función de las condiciones meteorológicas
generales, las de los equipos a emplear (boquillas, presión
de trabajo, etc.), así como el horario para efectuar los
tratamientos.

2. Contra dicha Resolución, los interesados podrán for-
mular recurso de alzada ante el Consejero de Agricultura y
Pesca en el plazo de un mes a contar desde el día siguiente
al de la notificación, de conformidad con lo establecido en
los artículos 114 y 115 de la Ley 30/1992, de 26 de noviem-
bre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas
y del Procedimiento Administrativo Común.

Artículo 7. Régimen sancionador.

El incumplimiento de lo dispuesto en esta Orden podrá
dar lugar a la aplicación de las sanciones administrativas pre-
vistas en la legislación vigente, con independencia de las res-
ponsabilidades civiles o penales que pudieran derivarse.

Disposición derogatoria única. Quedan derogadas cuantas
disposiciones de igual o inferior rango se opongan a lo esta-
blecido en la presente Orden y expresamente la Orden de

6 de julio de 1989, por la que se dictan normas sobre limitación
y aplicación de herbicidas en el cultivo del arroz en la provincia
de Sevilla.

Disposición final primera. Desarrollo y ejecución.
Se faculta al titular de la Dirección General de la Pro-

ducción Agraria para dictar las disposiciones necesarias para
el desarrollo y ejecución de lo dispuesto en esta Orden.

Disposición final segunda. Concurrencia de competencias.
El régimen establecido en la presente Orden se aplicará

sin perjuicio de lo que puedan establecer otras Administra-
ciones en el ámbito de sus competencias.

Disposición final tercera. Entrada en vigor.
La presente Orden entrará en vigor el día siguiente al

de su publicación en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía.

Sevilla, 19 de junio de 2002

PAULINO PLATA CANOVAS
Consejero de Agricultura y Pesca
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CONSEJERIA DE EDUCACION Y CIENCIA

DECRETO 159/2002, de 28 de mayo, por el que
se aprueba el Reglamento Orgánico de los Institutos
Provinciales de Formación de Adultos.

Ver esta disposición en fascículo 2 de 2
de este mismo número

CONSEJERIA DE MEDIO AMBIENTE

RESOLUCION de 29 de mayo de 2002, de la
Dirección General de la Red de Espacios Naturales
Protegidos y Servicios Ambientales, por la que se dis-
pone la publicación del Reglamento de Régimen Inte-
rior de la Junta Rectora del Parque Natural de Doñana.

Mediante la Ley 6/1996, de 18 de julio, relativa a la
modificación del artículo 20 de la Ley 2/1989, de 18 de julio,
por la que se aprueba el Inventario de Espacios Naturales
Protegidos de Andalucía y se establecen medidas adicionales
para su protección, se han modificado determinados aspectos
de las Juntas Rectoras de los Parques Naturales, delimitando
sus funciones, ampliando su composición y regulando su cons-
titución, con el fin de que, desde esa óptica, se procurase
la aportación de criterios de uniformidad en la constitución
de las Juntas Rectoras, para mejor cumplimiento de su labor
de apoyo a la Consejería de Medio Ambiente.

Por Decreto 239/1997, de 15 de octubre, se regula la
constitución, composición y funciones de las Juntas Rectoras
de los Parques Naturales. En la Disposición Final Segunda,
del citado Decreto, se faculta al Consejero de Medio Ambiente
para dictar cuantas disposiciones sean necesarias para el
desarrollo y ejecución del mismo, y especialmente para aprobar
el Reglamento Tipo a que habrán de adaptarse todos los Regla-
mentos de Régimen Interno de las Juntas Rectoras de los
Parques Naturales.

Habiéndose reunido la correspondiente comisión de tra-
bajo, ha presentado la propuesta de este Reglamento de Régi-
men Interior al Pleno, que la ha aprobado por mayoría de
dos tercios.

Por ello, y teniendo en cuenta la Orden de 23 de noviem-
bre de 1998, por la que se aprueba el Reglamento Tipo de
Régimen Interior de las Juntas Rectoras de los Parques Natu-
rales de Andalucía,

R E S U E L V O

Unico: Disponer la publicación en el Boletín Oficial de
la Junta de Andalucía del Reglamento de Régimen Interior
de la Junta Rectora del Parque Natural de Doñana, que figura
como Anexo a la presente Resolución.

Sevilla, 29 de mayo de 2002.- El Director General, Her-
melindo Castro Nogueira.

A N E X O

REGLAMENTO DE REGIMEN INTERIOR DE LA JUNTA REC-
TORA DEL PARQUE NATURAL DE DOÑANA

CAPITULO I

Organización

Artículo 1. La Junta Rectora del Parque Natural de Doñana
es un órgano colegiado de carácter consultivo y de participación

social de la Consejería de Medio Ambiente en los términos
previstos en el Decreto 239/1997, de 15 de octubre, y ajustará
su funcionamiento a lo dispuesto en el citado Decreto y en
el presente Reglamento.

Artículo 2. Funcionamiento de la Junta Rectora.
1. La Junta Rectora podrá funcionar en Pleno, en Comi-

siones y en Grupos de Trabajo.
2. Para el cumplimiento de las funciones que le son pro-

pias, y cuando la materia a tratar lo requiera, la Junta Rectora
en Pleno podrá establecer en su seno cuantos Grupos de Tra-
bajo, compuestos por representantes de distintas Comisiones
de Trabajo, estime pertinentes.

3. Constituirán el Pleno de la Junta Rectora el Presidente
y/o el Vicepresidente, el Secretario y el total de los miembros
de la misma.

Artículo 3. Régimen Jurídico.
La Junta Rectora se regirá, en cuanto a sus convocatorias,

deliberaciones y adopción de acuerdos, por lo dispuesto en
el Capítulo II del Título II de la Ley 30/1992, de 26 de noviem-
bre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas
y del Procedimiento Administrativo Común, modificada por
la Ley 4/1999, de 13 de enero, así como por lo dispuesto
en el presente Reglamento.

CAPITULO II

Presidente y Vicepresidente

Artículo 4. Atribuciones del Presidente.
Le corresponde al Presidente:
1. Ostentar la representación de la Junta Rectora.
2. Acordar la convocatoria de las sesiones y fijar el orden

del día.
3. Presidir las sesiones del Pleno, así como la de las

Comisiones y Grupos de Trabajo cuando asista a las mismas,
asegurando el cumplimiento de las leyes y la regularidad de
las deliberaciones, que podrá suspender en cualquier momento
por causa justificada.

4. Dirimir con su voto los empates, a fin de adoptar
acuerdos.

5. Autorizar con su firma los acuerdos e informes y visar
las actas del Pleno, así como las comunicaciones que afecten
o se relacionen con la Junta Rectora como unidad orgánica.

6. Requerir, en las reuniones de la Junta Rectora o Comi-
siones, la presencia, con voz pero sin voto, de aquellas per-
sonas que a su juicio puedan contribuir al mejor análisis de
los temas incluidos en el orden del día, pudiendo hacerlo
además a petición de cualquiera de los miembros de la Junta
Rectora.

7. Solicitar de los organismos competentes en cada caso
la remisión de los antecedentes precisos para pronunciarse.

8. Calificar de urgente los asuntos que se sometan a estu-
dio e informe de las Comisiones de Trabajo. Dicha calificación
podrá realizarse también a petición de los asistentes a la sesión
del Pleno.

9. Someter al Pleno los estudios e informes de las Comi-
siones de Trabajo, así como las propuestas de acuerdos, si
se estimase su carácter de urgentes.

10. Someter al Pleno, para su aprobación, el Reglamento
de Régimen Interior y las modificaciones del mismo, así como
velar por su cumplimiento.

11. Proponer la declaración de urgencia para tratar asun-
tos que no figuren en el orden del día.

12. Velar por la ejecución de los acuerdos adoptados por
la Junta Rectora en Pleno.

13. Ejercer las demás funciones que le atribuyan las leyes
y otras disposiciones vigentes.
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Artículo 5. Delegación de atribuciones del Presidente. El
Presidente podrá delegar, por escrito, en el Vicepresidente cual-
quiera de las atribuciones señaladas en el artículo anterior.

Artículo 6. Atribuciones del Vicepresidente. Corresponden
al Vicepresidente:

1. Sustituir al Presidente en caso de ausencia, vacante
o enfermedad u otra causa legal.

2. Auxiliar al Presidente en el desempeño de sus fun-
ciones.

3. En los supuestos del apartado 1.º del presente artículo,
promover e impulsar ante los organismos competentes por
razón de la materia, el mejor cumplimiento de los acuerdos
adoptados por la Junta Rectora.

4. Ejercer las funciones que el Presidente le delegue.

CAPITULO III

Miembros

Artículo 7. Régimen de asistencia a las sesiones.
Los miembros deberán asistir a las sesiones del Pleno

y, en su caso, a las de la Comisión Permanente, Comisiones
de Trabajo o Grupos de Trabajo correspondientes. Si no les
fuera posible asistir con normalidad, deberán comunicarlo al
Secretario y al organismo o entidad que representan a los
efectos de que pueda promoverse su sustitución cuando pro-
ceda. Para facilitar la asistencia a todos sus componentes,
las convocatorias a las comisiones o grupos de trabajo serán
notificadas y recibidas con 15 días de antelación.

Artículo 8. Facultades de los miembros. Los miembros
de las Juntas Rectoras tendrán las siguientes facultades:

1. Participar en los debates y deliberaciones de los infor-
mes y demás asuntos incluidos en el orden del día y plantear
las modificaciones que estimen oportunas en las propuestas
de informes y acuerdos presentados.

2. Obtener la información precisa para el cumplimiento
de sus funciones, así como solicitar la ampliación sobre los
datos o antecedentes de los informes o acuerdos y de otros
asuntos del orden del día con carácter previo a su aprobación.

3. Ejercer su derecho al voto, que, sin perjuicio de lo
que este Reglamento de Régimen Interior disponga, será per-
sonal y delegable sólo a otro miembro de la Junta Rectora,
previa justificación ante el Presidente, para una sesión concreta
o tema especial. Asimismo, podrán formular en la forma pre-
vista en el presente Reglamento voto particular razonado cuan-
do discrepen del parecer de la mayoría.

4. Formular Ruegos y Preguntas.
5. Participar, cuando se estime de interés en el Pleno,

en una o varias de las Comisiones de Trabajo que se
constituyan.

6. Solicitar copia certificada de aquellos documentos que
juzguen deben poner en conocimiento del departamento, enti-
dad u organismo al que representen.

7. Solicitar la inclusión de algún asunto en el orden del
día con una antelación de 30 días.

8. Cumplimentar las gestiones aceptadas que le sean
encomendadas, sin perjuicio de la competencia o capacidad
de la entidad y organismo al que representan o del que sean
titulares.

9. Todos los asuntos que vayan a ser objeto de deli-
beración en las Comisiones o Plenos tendrán carácter público.
No obstante, los Presidentes podrán proponer a las Comisiones
o Plenos que los mismos puedan ser declarados de carácter
no público, para lo cual se someterá a votación, que requerirá,
para su aprobación, el voto favorable por unanimidad de los
asistentes.

Artículo 9. Asistencia a las Comisiones en supuestos
especiales.

Cualquier miembro no perteneciente a las Comisiones de
Trabajo, podrá solicitar del Presidente o responsable de la
misma su asistencia a las sesiones, con voz y sin voto, cuando
se sometan a deliberación propuestas presentadas por el órga-
no o entidad que el miembro represente en la Junta Rectora
y tuviera un interés manifiesto en una sesión de las Comisiones
antes citadas.

Artículo 10. Incumplimiento de deberes.
El incumplimiento de deberes por un miembro dará lugar

a que el Presidente, previa audiencia del interesado, lo ponga
en conocimiento de la autoridad de la que aquél dependa,
sin perjuicio de que se establezcan las medidas oportunas
para evitar esos incumplimientos.

CAPITULO IV

Secretario

Artículo 11. Naturaleza y funciones.
El Secretario de la Junta Rectora actuará con voz y sin

voto en las reuniones de la misma, ejerciendo de Secretario
del Pleno, de la Comisión Permanente y de las Comisiones
de Trabajo, teniendo encomendadas las siguientes funciones:

1. En relación a los demás miembros de la Junta Rectora:

a) Asistir a la Junta Rectora en el ejercicio de sus
funciones.

b) Preparar y cursar el orden del día, de acuerdo con
las instrucciones del Presidente.

c) Expedir certificaciones de acuerdos, actas y copias de
documentos, con el visto bueno del Presidente.

d) Levantar las actas, firmarlas y llevar los libros de actas
debidamente foliados y visados por el Presidente.

e) Recibir los actos de comunicación de los miembros
y las notificaciones o cualquier clase de escrito de los que
deba tener conocimiento.

f) Efectuar, por orden del Presidente, la convocatoria de
las sesiones de la Junta Rectora, de acuerdo con lo establecido
en el Artículo 15 del presente Reglamento de Régimen Interior,
así como las citaciones a los miembros del mismo.

g) Custodiar y conservar el registro, archivo, documen-
tación y demás servicios similares que sean precisos para el
normal desenvolvimiento de las tareas de la Junta Rectora.

2. Como responsable de la Secretaría:

a) Distribuir las funciones del personal adscrito, en su
caso, a la Secretaría y velar por el cumplimiento de sus
obligaciones.

3. Como responsable del régimen interno de los servicios
de la Junta Rectora:

a) Despachar la correspondencia que no sea competencia
del Presidente y Vicepresidente.

b) Preparar la propuesta de gastos de funcionamiento
de la Junta Rectora a incluir en el anteproyecto de presupuesto
de la Consejería de Medio Ambiente.

c) Efectuar el seguimiento de la tramitación realizada por
la Consejería de Medio Ambiente en relación con la aprobación
de los gastos autorizados de los compromisos y propuestas
de ordenación de los pagos que deban efectuarse por la Junta
Rectora.

d) Realizar el pago material con cargo a aquellos fondos
librados en concepto de «a justificar».
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En la Secretaría de la Junta Rectora podrá existir un 2.º
Secretario, que estará adscrito a la misma y entre cuyas fun-
ciones se incluye la de suplir al Secretario en los casos de
ausencia, vacante o enfermedad y asistir al Secretario desde
el punto de vista jurídico, cuando el volumen de trabajo así
lo requiera a estimación del Delegado Provincial de Medio
Ambiente.

CAPITULO V

Juntas Rectoras en Pleno

Artículo 12. Atribuciones de la Junta Rectora en Pleno.
A la Junta Rectora en Pleno le corresponde las siguientes

atribuciones:

1. Informar el Plan de Ordenación de los Recursos Natu-
rales del Parque Natural de Doñana.

2. Aprobar provisionalmente el Plan Rector de Uso y Ges-
tión del Parque Natural de Doñana y sus revisiones.

3. Colaborar en el cumplimiento de los objetivos que,
para el Parque Natural de Doñana, se fijen en el Plan de
Ordenación de Recursos Naturales y el Plan Rector de Uso
y Gestión.

4. Promover el conocimiento y difusión de los valores
del espacio protegido.

5. Facilitar la participación de los habitantes del Parque
Natural, como garantía de preservación y desarrollo del espacio
protegido.

6. Emitir informe sobre los planes que afecten a los recur-
sos naturales del Parque y a la conservación de sus valores
singulares.

7. Conocer y aprobar los informes emitidos, las propuestas
formuladas y los acuerdos adoptados por la Comisión Per-
manente y las Comisiones de Trabajo, así como los informes
o proyectos de acuerdo que, habiendo sido calificados de
urgentes, sean elevados por cada Grupo de Trabajo al Pleno.

8. Requerir información de las actuaciones y actividades
que se desarrollen en el Parque Natural, y estén relacionadas
con la gestión y conservación de los recursos naturales, el
uso público y la administración del espacio.

9. Proponer ampliaciones de los límites del Parque Natural
e informar las propuestas que, al respecto, provengan de la
Consejería de Medio Ambiente.

10. Informar el Programa Anual de Actuaciones, así como
conocer y aprobar la memoria anual de actividades y resultados
del Parque Natural.

11. Aprobar, y, en su caso, modificar, por mayoría abso-
luta del Pleno este Reglamento de Régimen Interior, así como
velar por su cumplimiento.

12. Acordar la creación de las Comisiones y Grupos de
trabajo que se estimen pertinentes, designando a sus com-
ponentes, no pudiendo el número de los miembros de cada
Comisión superar un cuarto del total de los miembros del
Pleno.

13. Someter a la Consejera de Medio Ambiente la pro-
puesta de gastos de funcionamiento de la Junta Rectora y
supervisar su correcta ejecución. Todo ello dentro de los límites
establecidos anualmente en el estado de gastos de la corres-
pondiente Ley de Presupuestos.

14. Proponer a la Consejera de Medio Ambiente la des-
titución del Presidente, por mayoría absoluta y acuerdo
motivado.

15. Proponer, por mayoría absoluta en primera votación
o mayoría simple en segunda, a tres personas de reconocido
prestigio y competencia en materia territorial y ambiental como
candidatos al nombramiento de Presidente, cuya propuesta
efectuará la Consejera de Medio Ambiente al Consejo de
Gobierno de la Junta de Andalucía, así como la designación
de los tres nuevos miembros previstos en el art. 3.2 del Decreto
239/1997, de 15 de octubre, por el que se regula la cons-

titución, composición y funciones de las Juntas Rectoras de
los Parques Naturales.

16. Ser oída, previamente al nombramiento del Director
Conservador del Parque Natural.

17. Las atribuciones referidas en los apartados 1, 2, 9,
10, 11, 12, 13 y 16 se aprobarán por mayoría absoluta de
los asistentes.

Artículo 13. Periodicidad de sus reuniones.
1. El Pleno se reunirá con carácter ordinario al menos

tres veces al año, pudiendo convocarse otras con carácter
extraordinario.

2. En la primera o segunda sesión anual, el Pleno conocerá
y, si procede, aprobará provisionalmente la Memoria Anual
de Actividades y Resultados del Parque Natural, presentada
por su Director-Conservador.

3. En su última sesión anual, a propuesta del Direc-
tor-Conservador, el Pleno conocerá y, si procede, aprobará
provisionalmente el Programa Anual de Objetivos para el
siguiente año.

Artículo 14. Creación de Comisiones de Trabajo.
A la vista del Programa de Objetivos, y agrupados por

áreas especializadas, el Pleno, a propuesta de su Presidente,
podrá acordar en la misma sesión la creación de Comisiones
de Trabajo necesarias para el estudio y evaluación de aquéllos,
pudiendo crearse también Grupos de Trabajo cuando las mate-
rias a tratar vinculen a más de una Comisión de Trabajo.

Artículo 15. Convocatorias y orden del día.
1. Las convocatorias del Pleno, tanto ordinarias como

extraordinarias, competen a su Presidente, por sí o a petición
de al menos un tercio de los miembros. En este último caso
la petición habrá de acompañarse de la correspondiente pro-
puesta de orden del día, que podrá ser ampliada por el Pre-
sidente a los efectos de su convocatoria en el plazo de diez
días.

2. Los Delegados Provinciales de Sevilla, Huelva y Cádiz
de la Consejería de Medio Ambiente podrán instar al Presidente
de la Junta Rectora la inclusión en el orden del día de los
puntos que consideren de interés para el espacio natural. En
tal caso la Junta Rectora deberá ser convocada en un plazo
no superior a 30 días naturales.

3. Las convocatorias serán notificadas a los miembros
por el Secretario con quince días de antelación a la fecha
de celebración de las sesiones y se acompañarán de la docu-
mentación que haya de servir de base para los acuerdos y
del acta de la sesión anterior.

4. Será facultad del Presidente apreciar la urgencia de
la convocatoria, en cuyo caso será suficiente la notificación
con 24 horas de antelación.

5. En el orden del día de todas las sesiones se recogerá
un punto de «Ruegos y Preguntas»: Para la contestación de
las preguntas, las mismas deberán ser presentadas por escrito
previamente a la sesión de que se trate, con una antelación
de 9 días. No obstante y en el caso de que la Presidencia
disponga de la información correspondiente, podrá dar con-
testación a las mismas verbalmente en el Pleno.

Artículo 16. Asuntos no incluidos en el orden del día.
No podrá ser objeto de deliberación o acuerdo ningún

asunto que no figure incluido en el orden del día, salvo que
estén presentes todos los miembros del órgano colegiado y
sea declarada la urgencia del asunto por el voto favorable
de la mayoría.

Artículo 17. Constitución del Pleno.
1. La convocatoria de la reunión deberá contener su carác-

ter de ordinaria, extraordinaria o urgente, así como el lugar
y tiempo de su celebración. Para la válida constitución del
Pleno de la Junta Rectora, a efectos de celebración de sesiones,
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deliberaciones y adopción de acuerdos, se requerirá la pre-
sencia del Presidente y el Secretario o, en su caso, de quienes
les sustituyan y de la mitad al menos de sus miembros.

2. Si no se alcanzara «quórum» se constituirá en segunda
convocatoria de acuerdo con lo dispuesto en el Artículo 26
de la Ley 30/1992, de Régimen Jurídico de las Administra-
ciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

3. Ambas convocatorias podrán ser hechas a la vez y
para el mismo día, reuniéndose el Pleno en segunda con-
vocatoria si no pudiese hacerlo en primera por no estar presente
el número exigido de miembros. En este supuesto se requerirá
la presencia del Presidente y el Secretario, o quienes les sus-
tituyan, y la de la tercera parte, al menos, de sus miembros.
La reunión en segunda convocatoria no podrá celebrarse hasta
transcurrida media hora desde la fijada para el comienzo de
la reunión en primera convocatoria.

Artículo 18. Inicio de las sesiones.
1. El Presidente dará cuenta de las sustituciones y de

las excusas de asistencia, así como de la revocación de miem-
bros que, en su caso, se hubieren producido desde la última
sesión.

2. Abierta la sesión por el Presidente, se someterá a apro-
bación el acta de la reunión anterior, que será leída por el
Secretario en caso necesario.

3. Aprobada el acta, si procede, se entrará en los siguien-
tes asuntos incluidos en el orden del día.

Artículo 19. Exposición de acuerdos, propuestas e infor-
mes.

La relación detallada de los acuerdos adoptados en las
Comisiones de Trabajo desde la sesión anterior y, en su caso,
las propuestas de acuerdo o informes emitidos por aquéllas
serán expuestos ante el Pleno por el ponente o portavoz que
designe la Comisión o Grupo de Trabajo correspondiente.

Los ponentes y los miembros de las Comisiones de Trabajo
podrán exponer al Pleno las razones u observaciones que con-
sideren convenientes, y, si no pidiera la palabra ningún miem-
bro, se someterán directamente a la votación del Pleno los
informes, acuerdos o propuestas.

Artículo 20. Régimen de Debates.
1. Pedida la palabra por algún miembro, se abrirá el deba-

te sobre los informes y propuestas de acuerdo presentados
ante el Pleno.

2. Los miembros intervendrán en las discusiones sin más
limitaciones que las que el Presidente señale para el buen
orden del debate.

3. El Secretario intervendrá siempre que sea requerido
para ello por el Presidente o cuando sea preciso asesorar acerca
del funcionamiento del órgano.

Artículo 21. Presentación de votos particulares.
Cualquier miembro podrá presentar voto particular dis-

crepante con el acuerdo mayoritario o anunciarlo, siempre que
sea antes de levantar la sesión. En este último supuesto, lo
remitirá por escrito a la Secretaría de la Junta Rectora dentro
de un plazo no superior a 5 días. Al voto particular discrepante
podrán adherirse los miembros que estuvieran de acuerdo con
él y hubiesen votado en contra del acuerdo.

Transcurrido el plazo señalado sin que el miembro o
miembros discrepantes formulen su voto particular, se enten-
derá éste renunciado.

Artículo 22. Votación.
1. Cuando el Presidente considere bastante debatidos los

informes, acuerdos o propuestas de acuerdo, presentados ante
el Pleno, preguntará si se aprueba, y en caso de que no exista
unanimidad se procederá a la votación, que podrá ser a mano
alzada o nominal, por acuerdo del Presidente. A juicio de

éste y en casos excepcionales, o por acuerdo de la mayoría,
la votación podrá ser secreta.

2. Los acuerdos del Pleno se tomarán de conformidad
con lo establecido en el presente Reglamento.

3. En caso de empate, decidirá el voto del Presidente,
que votará en último lugar.

Artículo 23. Prolongación de la sesión.
Si no fuera posible tratar todos los asuntos relacionados

en el orden del día en una sesión, el Presidente podrá acordar
la celebración de otra inmediata, en el mismo día o en los
sucesivos, sin necesidad de una nueva citación por escrito
y previa consulta al pleno para designar la fecha a celebrar.

Artículo 24. Acta de la sesión.
1. De cada sesión se levantará acta por el Secretario,

que contendrá los extremos que establece el artículo 27 de
la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común, expresándose en relación a los asistentes,
el departamento, entidad u órgano al que representen.

2. El acta de la sesión será remitida a sus miembros
en el plazo de 25 días a partir de la fecha de celebración
de aquél.

3. Las actas se redactarán de forma sucinta y serán fir-
madas por el Secretario con el visto bueno del Presidente.

Artículo 25. Director-Conservador.
La Administración del Parque Natural se relaciona con

la Junta Rectora a través del Director-Conservador, quien le
prestará la asistencia y asesoramiento necesarios para el ejer-
cicio de sus funciones.

CAPITULO VI

Comisiones de Trabajo

Artículo 26. Comisiones de Trabajo y Grupos de Trabajo.
La Junta Rectora, para conocer y realizar un adecuado

seguimiento de las distintas áreas de funcionamiento del Par-
que, podrá estructurarse en Comisiones de Trabajo y, en su
caso, en Grupos de Trabajo.

Artículo 27. Atribuciones generales de las Comisiones de
Trabajo.

Corresponde a las Comisiones de Trabajo la preparación
y estudio de los asuntos que, en razón de su especialidad,
les sean encomendados por el Pleno para el cumplimiento
de sus funciones.

La actividad de las Comisiones de Trabajo agota su eficacia
con la elaboración de los estudios o propuestas que deban
llevar al Pleno.

Artículo 28. Las Comisiones de Trabajo que se crean son:

- Comisión de Coordinación Administrativa y Comisión
Permanente.

- Comisión de Socioeconomía y Desarrollo Sostenible.
- Comisión de Educación Ambiental y Participación Social.
- Comisión de Conservación e Investigación.

Artículo 29. Comisión de Coordinación Administrativa y
Comisión permanente.

Corresponde a la Comisión de Coordinación Administrativa
y Comisión Permanente:

1. La función de gestionar los asuntos generales y de
carácter relevante de la Junta Rectora que sean competencia
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exclusiva de la Junta de Andalucía. Para ello integrarán la
misma los representantes de las Consejerías y Organismos
de la Junta de Andalucía presentes en el Pleno.

2. Todos los asuntos que sean pertenecientes a la Junta
Rectora cuando se den circunstancias que impidan la normal
convocatoria ordinaria o extraordinaria del Pleno.

Artículo 30. Comisión Socioeconómica y Desarrollo Sos-
tenible.

Corresponde a la Comisión Socioeconómica y Desarrollo
Sostenible:

1. La promoción y seguimiento de las intervenciones de
carácter social, económico y turístico localizadas en el Parque
Natural de Doñana y su entorno, en cuanto tiene su origen
en la implantación del espacio protegido y guardan relación
directa con el cumplimiento de su normativa reguladora.

2. El estudio y seguimiento de las funciones de vigilancia,
transportes, infraestructuras, obras, etc. y en definitiva todo
el apoyo logístico necesario para el normal funcionamiento
y cumplimiento de las finalidades que la normativa vigente
establece en el Parque Natural.

3. Fomentar y velar por el estricto cumplimiento de las
normas en materia de los Planes de Ordenación como son
el Plan de Ordenación de los Recursos Naturales, Plan Rector
de Uso y Gestión, Plan de Uso Público, Plan de Desarrollo
Integral, Planes de Desarrollo Sostenible, Planes de Ordenación
Urbana de su territorio y todos aquellos planes que afecten
a su territorio y área de influencia siempre que versen sobre
materias que sean competencia de esa Junta Rectora.

Artículo 31. Comisión de Educación Ambiental y Parti-
cipación Social.

1. A esta comisión le corresponde colaborar en la ense-
ñanza de los ciudadanos sobre la conservación de la natu-
raleza, mediante la organización de actos, visitas, concursos,
publicaciones, etc. Asimismo, procurará la garantía de la con-
servación y mejora del patrimonio histórico-artístico vinculado
al espacio protegido y participará en la difusión de la imagen
del mismo y sus relaciones públicas.

2. Su actividad se orientará a la integración de los valores
representativos del Parque en las diversas colectividades
humanas, y especialmente, entre las poblaciones asentadas
en su interior y su entorno.

Artículo 32. Comisión de Conservación e Investigación.

1. A esta comisión le corresponde el estudio y aseso-
ramiento de aquellas medidas de prevención y corrección de
cuantas influencias sean susceptibles de degradar el Parque
Natural, así como de las necesarias para restaurar sus sistemas
naturales y aseguren el mantenimiento de sus dinámicas.

2. Las funciones de recogida y recopilación de información
teórica y práctica como impulso y coordinación de la actividad
investigadora, de modo que permita una gestión de los recursos
naturales del territorio acorde con los objetivos del espacio
protegido, así como de una evaluación posterior de la gestión
del medio natural.

3. Asumir las funciones de informar los planes técnicos
de aprovechamiento de caza y aquellos otros que pudieran
serle asignados en el futuro.

Disposición Final. Entrada en vigor.

El presente Reglamento de Régimen Interior entrará en
vigor el día siguiente al de su publicación en el Boletín Oficial
de la Junta de Andalucía.

UNIVERSIDADES

RESOLUCION de 7 de junio de 2002, de la Uni-
versidad de Almería, por la que se convocan a concurso
público dos becas de investigación financiadas con los
fondos de contratos, grupos y proyectos.

RESOLUCION DEL RECTORADO

La Universidad de Almería convoca a concurso público
dos becas de investigación financiadas con los fondos de con-
tratos, grupos y proyectos relacionados en el Anexo a esta
convocatoria.

Solicitantes: Poseer la nacionalidad española, ser nacional
de un país miembro de la Unión Europea, o extranjero residente
en España en el momento de solicitar la beca. El resto de
requisitos se contemplan en Anexo.

Dotación de las becas: La beca comprende una asignación
mensual indica en el Anexo y un seguro combinado de acci-
dentes individuales y asistencia sanitaria. Serán incompatibles
con la percepción de cualquier otra retribución, beca o ayuda
no autorizadas expresamente por el Vicerrectorado de Inves-
tigación y Desarrollo Tecnológico, en el caso de becas a tiempo
completo.

Duración de las becas: Ver Anexo.
Carácter de las becas: La concesión de estas becas no

supone ningún tipo de vinculación laboral entre el beneficiario
y la Universidad de Almería y su disfrute exige dedicación
exclusiva.

Solicitudes: Las solicitudes se formalizarán en el impreso
normalizado cuyo modelo se encuentra en la Unidad Gestión
de Investigación de la Universidad de Almería y se acompañará
de la siguiente documentación:

- Fotocopia del DNI, pasaporte o tarjeta de residente del
solicitante.

- Título o resguardo de haberlo solicitado y certificación
académica oficial, en original o fotocopia compulsada, en la
que figuren, de forma detallada, las calificaciones obtenidas,
fechas de las mismas y constancia expresa de que las materias
constituyen el programa completo de la titulación corres-
pondiente.

- Currículum vitae. Se deberá acreditar que se posee la
experiencia y/o el conocimiento requerido en el perfil de la
beca. No se valorará aquello que no esté debidamente
justificado.

Las solicitudes dirigidas al Vicerrector de Investigación
y Desarrollo Tecnológico podrán presentarse en el Registro
General de la Universidad, o por cualquiera de los medios
establecidos en el art. 38 de la Ley 30/92, de 26 de noviembre,
de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del
Procedimiento Administrativo Común.

Plazo de presentación de solicitudes: Diez días hábiles,
contados a partir del día siguiente de la publicación de esta
Resolución en el BOJA. Si el último día de presentación de
solicitudes coincidiera con el sábado, el plazo se prorrogaría
automáticamente al siguiente día hábil.

Criterios de selección: La resolución de la presente con-
vocatoria la realizará la Comisión Evaluadora de Solicitudes
que estará compuesta por:

- Excmo. Sr. Vicerrector de Investigación y Desarrollo Tec-
nológico, que actuará como Presidente.

- Ilmo. Sr. Secretario General.
- El tutor/a del becario/a.
- Dos miembros de la Comisión de Investigación a pro-

puesta de ésta.
- La Jefa de la Unidad Gestión de Investigación, que actua-

rá como Secretaria.
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La Comisión seleccionará y valorará prioritariamente la
preparación académica y experiencia de los candidatos,
siguiendo el baremo que figura como Anexo II a esta con-
vocatoria, pudiendo citar a los candidatos a una entrevista
personal. La Resolución de las becas se publicará en el citado
tablón de anuncios.

Las plazas podrán quedar desiertas si, a juicio de la Comi-
sión Evaluadora de Solicitudes, los admitidos no reuniesen
los requisitos necesarios para poder desarrollar el trabajo de
investigación objeto de la convocatoria de esta beca.

Si se produjera la vacante o renuncia de una beca, se
podrá sustituir por el correspondiente suplente según el orden
de prelación establecido en la Comisión Evaluadora de Becas.

Obligaciones del becario/a:

1. La aceptación de la beca por parte del beneficiario/a
implica la de las normas fijadas en esta convocatoria y las
determinadas por el tutor/a de la beca, quien fijará el horario,
el lugar de desarrollo de su formación y demás circunstancias
de su trabajo, dentro de la normativa vigente en la Universidad
de Almería y resoluciones emanadas de los órganos de gobierno
de ésta.

2. Será obligación del becario/a solicitar autorización del
Vicerrector de Investigación y Desarrollo Tecnológico para cual-
quier cambio de centro, director, proyecto de investigación
o interrupción razonada de la beca, previo informe del tutor/a,
así como informar de la renuncia de la misma.

3. La no observancia de estas normas supondrá la anu-
lación de la beca concedida.

Almería, 7 de junio de 2002.- El Rector, Alfredo Martínez
Almécija.

ANEXO I

Una beca de investigación financiada con los fondos del con-
venio suscrito con la empresa Bionostra

Cuantía y duración de la beca: 662 E mensuales, durante
6 meses (con posibilidad de prórroga).

Directores de la beca: Dr. don Antonio Vargas Berenguel
y don Amadeo Rodríguez Fernández-Alba.

Solicitantes: Licenciados/as en Ciencias Químicas, a partir
del año 2000.

Se valorarán las buenas notas obtenidas en el expediente
académico en las asignaturas de Química Orgánica y Química
Analítica.

Una beca de investigación financiada con los fondos del pro-
yecto con referencia SEC2001-3776

Cuantía y duración de la beca: 961,62 E mensuales,
durante 6 meses (sin prórroga automática).

Director de la beca: Dr. don Andrés García Lorca.
Solicitantes: Licenciados/as en Ciencias Ambientales,

Geografía o Ingenieros Agrónomos.
Se valorará: Los conocimiento y experiencia en manejo

de SIG y Teledetección.
Se realizará una prueba práctica de los conocimientos

requeridos.

Una beca de investigación financiada con los fondos del con-
trato con referencia 400334

Cuantía y duración de la beca: 871,47 E mensuales,
durante 6 meses (sin prórroga automática).

Director de la beca: Dr. don Ignacio Rodríguez García.
Solicitantes: Licenciados/as en Ciencias Químicas o

Farmacia.
Se valorará la experiencia en:

- Síntesis Orgánica.
- Aislamiento y purificación de Sustancias Orgánicas

mediante Técnicas Cromatográficas; uso de HPLC, CG.
- Determinación estructural mediante Técnicas Espectros-

cópicas, principalmente RMN, IR, EM.

ANEXO II

BAREMO

1. Expediente académico: (1-4) x 7.
2. Becas: (0-0,6).
2.1. Si ha disfrutado de una beca de investigación del

MEC, Junta u homologada: 0,4.
2.2. Si ha disfrutado de una beca de colaboración del

MEC: 0,2.
3. Programa de doctorado (máximo 32 créditos compu-

tables): (0-0,59).
3.1. Por crédito ordinario realizado: 0,01.
3.2. Por crédito convalidado por trabajo de investigación

o tesina: 0,04.
4. Estancias de investigación en otros centros1: (0-0,6).
4.1. En España: 0,2 x mes.
4.2. En el extranjero: 0,3 x mes.
5. Actividad investigadora: (0-4,2).
5.1. Libros publicados2 de carácter internacional: Hasta

2 puntos por cada uno.
5.2. Libros publicados2 de carácter nacional: Hasta 1

punto por cada uno.
5.3. Libros publicados2 de carácter regional: Hasta 0,4

puntos por cada uno.
5.4. Capítulos de libros y artículos2 de carácter interna-

cional: Hasta 1 punto por cada uno.
5.5. Capítulos de libros y artículos2 de carácter nacional:

Hasta 0,5 puntos por cada uno.
5.6. Capítulos de libros y artículos2 de carácter regional:

Hasta 0,2 puntos por cada uno.
5.7. Actas de congresos internacionales: Hasta 0,6 puntos

por cada uno.
5.8. Actas de congresos nacionales: Hasta 0,3 puntos

por cada uno.
5.9. Actas de congresos regionales: Hasta 0,12 puntos

por cada uno.
5.10. Comunicaciones a congresos internacionales: Hasta

0,2 puntos por cada uno.
5.11. Comunicaciones a congresos nacionales: Hasta 0,1

punto por cada uno.
5.12. Comunicaciones a congresos regionales: Hasta

0,04 puntos por cada uno.
6. Experiencia relacionada con los requisitos de la con-

vocatoria: (0-6).

1 Realizadas en todo caso tras la obtención de la titulación
académica superior.

2 Se excluyen publicaciones docentes y de divulgación
y también aquéllas que no realicen procesos de revisión por
expertos.
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2. Autoridades y personal

2.1. Nombramientos, situaciones e incidencias

CONSEJERIA DE JUSTICIA Y ADMINISTRACION PUBLICA

RESOLUCION de 29 de mayo de 2002, de la
Secretaría General Técnica, por la que se le concede
destino a don Santiago Domínguez Meca a la plaza
de oficial, en el Juzgado de Paz de Conil de la Frontera
(Cádiz), en cumplimiento de sentencia judicial de 21
de septiembre de 2001, dictada por la Sección Cuarta
de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal
Superior de Justicia de Andalucía.

Habiendo sido estimado el recurso contencioso-adminis-
trativo interpuesto por don Santiago Domínguez Meca contra
la Resolución de la Dirección General de Recursos Humanos
y Medios Materiales de la Consejería de Gobernación y Justicia
de la Junta de Andalucía de fecha 24 de marzo de 1999,
publicada en el BOE de fecha 31 de marzo siguiente, por
la que se acordó otorgar destinos definitivos en resolución
del concurso de traslados de fecha 21 de septiembre de 1998
para cubrir plazas de Secretarías de Juzgados de Paz de más
de 7.000 habitantes entre Secretarios de Paz a extinguir y
Oficiales de la Administración de Justicia, del que quedó recha-
zado el Sr. Domínguez Meca, y que se anula dicha resolución
y se ordena retrotraer el expediente administrativo a la fase
de resolución del referido concurso de traslado, a fin de que,
con admisión del Sr. Domínguez Meca a participar en el mis-
mo, se resuelva con arreglo a Derecho.

Resultando que se ha procedido a la ejecución de la refe-
rida sentencia acordándose en resolución de 16 de mayo de
2002 el cumplimiento de la misma, a tal efecto se ha com-
probado que el número de escalafón de don Santiago Domín-
guez Meca era de 1.501 y el de don Miguel Angel Gambin
Molina era el 8.903 actual titular del puesto obtenido en el
referido concurso, y ambos funcionarios han presentado en
el referido concurso su acreditación de Licenciatura de
Derecho.

En base a lo anterior, procede conceder destino a don
Santiago Domínguez Meca en el puesto de Secretario del Juz-
gado de Paz de Conil de la Frontera. Los plazos de cese y
toma de posesión empezarán a contarse a partir del día siguien-
te al de la publicación de esta Resolución en el «Boletín Oficial
del Estado». El cese deberá efectuarse dentro de los 3 días
hábiles siguientes a la publicación de la presente Resolución
y el plazo de toma de posesión será el que establecía la reso-
lución del concurso de traslado de fecha de 21 de septiembre
de 1998, Novena. 4, esto es ocho días naturales al cese
si tiene lugar dentro de la misma población y dentro de los
veinte días naturales siguientes si se produce en localidad
distinta a la del cese.

En virtud de las atribuciones que me confiere el Decreto
121/2002, de 9 de abril, en su artículo 7.2.p),

R E S U E L V O

Conceder a don Santiago Domínguez Meca destino en
la plaza de Secretario en el Juzgado de Paz de Conil de la
Frontera (Cádiz), en el concurso convocado con fecha 21 de
septiembre de 1998 para cubrir plazas de Secretarios de Juz-
gados de Paz de más de 7.000 habitantes, y resuelto por
resolución de 24 de marzo de 1999 publicada en el BOE
de 31 de marzo siguiente, dándose cumplimiento a la referida
sentencia.

Contra esta Resolución, que pone fin a la vía adminis-
trativa, podrá interponerse recurso de reposición ante este órga-
no en el plazo de un mes o ser impugnada directamente ante
el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo competente en
el plazo de dos meses, ambos a contar desde el día siguiente
a la fecha de la recepción de su notificación, todo ello de
acuerdo con lo establecido en el artículo 116 y 117 de la
Ley 30/1992, de RJAP y PAC, y 46 de la Ley 29/1998,
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.

Sevilla, 29 de mayo de 2002.- El Secretario General
Técnico, José Antonio Muriel Romero.

RESOLUCION de 11 de junio de 2002, de la Direc-
ción General de la Función Pública, por la que se auto-
riza a don José Hernández Navarrete, Secretario-In-
terventor del Ayuntamiento de Fuente Tójar (Córdoba),
a desempeñar las funciones del puesto de trabajo de
Secretaría-Intervención en la Entidad Local Autónoma
de Castil de Campos (Córdoba) en régimen de acu-
mulación.

La Entidad Local Autónoma de Castil de Campos (Cór-
doba) acordó solicitar de esta Comunidad Autónoma, con fecha
22 de mayo de 2002, la autorización para la acumulación
de las funciones de Secretaría-Intervención a favor de don
José Hernández Navarrete, Secretario-Interventor del Ayun-
tamiento de Fuente Tójar (Córdoba).

El Ayuntamiento de Fuente Tójar (Córdoba), mediante
Acuerdo de fecha 24 de mayo de 2002, no pone reparos
a que el indicado funcionario se haga cargo en forma acu-
mulada de las funciones de Secretaría-Intervención de la Enti-
dad Local Autónoma de Castil de Campos (Córdoba).

La petición formulada por la Entidad Local Autónoma de
Castil de Campos (Córdoba) para que se autorice dicha acu-
mulación de funciones está fundamentada en la necesidad
de asistencia profesional para los asuntos que afecten a la
buena marcha de la Corporación, funciones éstas de carácter
público y necesarias en todas las Corporaciones Locales, tal
y como dispone el artículo 92.3 de la Ley 7/1985, de 2 de
abril, reguladora de las Bases del Régimen Local.

Con este propósito se ha instruido el preceptivo expe-
diente, que ha sido tramitado de conformidad con lo esta-
blecido en el artículo 31 del Real Decreto 1732/1994, de
29 de julio, sobre provisión de puestos de trabajo reservados
a funcionarios de Administración Local con habilitación de
carácter nacional.

Por todo ello, al amparo de la legislación invocada, y de
conformidad con lo establecido en el Decreto 467/1994, de
13 de diciembre, por el que se asignan a la Consejería de
Gobernación las competencias atribuidas por la Disposición
Adicional Novena de la Ley 22/1993, de 29 de diciembre,
en relación con lo dispuesto en el artículo 11.1.e) del Decreto
139/2000, de 16 de mayo, por el que se establece la estructura
orgánica de la Consejería de Justicia y Administración Pública.

Esta Dirección General ha tenido a bien disponer lo
siguiente:

Primero. Autorizar la acumulación de las funciones del
puesto de trabajo de Secretaría-Intervención de la Entidad Local
Autónoma de Castil de Campos (Córdoba) a don José Her-
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nández Navarrete, DNI 30.398.319, Secretario-Interventor del
Ayuntamiento de Fuente Tójar (Córdoba).

Segundo. Contra la presente Resolución, que pone fin
a la vía administrativa, se podrá interponer recurso de repo-
sición ante este órgano en el plazo de un mes, contado a
partir del día siguiente a aquél en que tenga lugar la notificación
del presente acto, o interponer directamente el recurso con-
tencioso-administrativo ante los correspondientes órganos judi-
ciales de este orden en el plazo de dos meses, contados desde
el día siguiente al de la notificación de este acto, todo ello
de conformidad con lo establecido en los artículos 116 y 117
de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas
y del Procedimiento Administrativo Común, y en el artícu-
lo 46.1 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de
la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.

Sevilla, 11 de junio de 2002.- El Director General, José
Taboada Castiñeiras.

RESOLUCION de 12 de junio de 2002, de la Direc-
ción General de la Función Pública, por la que se nom-
bra a doña M.ª Antonia Moreno Rodríguez como fun-
cionaria interina para el desempeño del puesto de tra-
bajo de Secretaría-Intervención en el Ayuntamiento de
Sorbas (Almería).

Vista la propuesta formulada por el Ayuntamiento de Sor-
bas (Almería) a favor de doña M.ª Antonia Moreno Rodríguez
para que se efectúe nombramiento a su favor como funcionaria
interina para el desempeño del puesto de trabajo de Secre-
taría-Intervención, y habiendo quedado acreditado que se han
observado los principios de igualdad, mérito, capacidad y
publicidad, de conformidad con lo establecido en el artícu-
lo 34 del Real Decreto 1732/1994, de 29 de julio, sobre
provisión de puestos de trabajo reservados a funcionarios de
Administración Local con habilitación de carácter nacional;
en el artículo 64 de la Ley 42/1994, de 30 de diciembre,
de Medidas Fiscales, Administrativas y del Orden Social, modi-
ficado en su apartado primero por el artículo 52 de la Ley
24/2001, de 27 de diciembre, de Medidas Fiscales, Admi-
nistrativas y del Orden Social, y en el Decreto 467/1994,
de 13 de diciembre, por el que se asignan a la entonces
Consejería de Gobernación las competencias atribuidas por
la Disposición Adicional Novena de la Ley 22/1993, de 29
de diciembre, en relación con el artículo 11.1.e) del Decreto
139/2000, de 16 de mayo, por el que se establece la estructura
orgánica de la Consejería de Justicia y Administración Pública.

Esta Dirección General ha resuelto:

Primero. Nombrar a doña M.ª Antonia Moreno Rodríguez,
con DNI 52.526.781, como funcionaria interina para el
desempeño del puesto de Secretaría-Intervención del Ayun-
tamiento de Sorbas (Almería). El presente nombramiento de
funcionaria interina se autoriza hasta la cobertura del puesto
de Secretaría-Intervención de este Ayuntamiento por los pro-
cedimientos ordinarios de provisión de carácter definitivo o
hasta la designación de funcionario con habilitación de carácter
nacional mediante nombramiento provisional, acumulación o
comisión de servicios.

Segundo. Contra la presente Resolución, que pone fin
a la vía administrativa, se podrá interponer recurso de repo-
sición ante este órgano en el plazo de un mes, contado a
partir del día siguiente a aquél en que tenga lugar la notificación
del presente acto, o interponer directamente el recurso con-
tencioso-administrativo ante los correspondientes órganos judi-
ciales de este orden en el plazo de dos meses, contados desde
el día siguiente al de la notificación de este acto, de con-
formidad con lo establecido en los artículos 116 y 117 de

la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común, y en el artículo 46.1 de la Ley 29/1998,
de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencio-
so-Administrativa.

Sevilla, 12 de junio de 2002.- El Director General, José
Taboada Castiñeiras.

CONSEJERIA DE EDUCACION Y CIENCIA

RESOLUCION de 27 de junio de 2002, de la Direc-
ción General de Gestión de Recursos Humanos, por
la que se adjudica puesto de libre designación, con-
vocado por Resolución que se cita.

De conformidad con lo previsto en el artículo 25.1 de
la Ley 6/1985, de 28 de noviembre, de Ordenación de la
Función Pública de la Junta de Andalucía, consideradas las
prescripciones establecidas en el Real Decreto 364/1995, de
10 de marzo, y teniendo en cuenta la competencia que me
delega la Orden de 21 de mayo de 1996 (BOJA núm. 67,
de junio), se adjudica el puesto que a continuación se indica,
convocado por Resolución de esta Dirección General de 14
de mayo de 2002 (BOJA núm. 67, de 8 de junio), para el
que se nombra a la funcionaria que figura en el Anexo I.

La toma de posesión se efectuará en los plazos esta-
blecidos en el artículo 48, punto 1, del Real Decreto
364/1995, de 10 de marzo, remitiéndose la documentación
correspondiente para su inscripción en el Registro General de
Personal, mediante la aplicación informática SIRhUS.

Contra la presente Resolución, que pone fin a la vía admi-
nistrativa, cabe interponer en el plazo dos meses, a contar
desde el día siguiente a su notificación, recurso contencio-
so-administrativo ante el Juzgado de lo Contencioso-Adminis-
trativo competente, conforme a lo establecido en los artícu-
los 8.2.a), 14 y 46.1 de la Ley 29/98, de 13 de julio, regu-
ladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, o, potes-
tativamente, recurso de reposición en el plazo de un mes,
a contar desde el día siguiente a su notificación, ante esta
Dirección General, de conformidad con los artículos 107.1,
116 y 117 de la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común.

Sevilla, 27 de junio de 2002.- El Director General, Carlos
Gómez Oliver.

ANEXO I

DNI: 34.013.072.

Primer apellido: Torres.

Segundo apellido: Ruiz.

Nombre: Francisco.

Código puesto: 1750010.

Puesto de trabajo adjudicado: Coordinador General de Pla-
nificación y Control Presupuestario.

Consejería: Educación y Ciencia.

Centro directivo: Secretaría General Técnica.

Localidad: Sevilla.
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UNIVERSIDADES

RESOLUCION de 5 de junio de 2002, de la Uni-
versidad de Granada, por la que se nombra a don
Miguel Angel Muñoz Martínez Profesor Titular de esta
Universidad.

Vista la propuesta formulada por la Comisión correspon-
diente que ha juzgado el concurso para proveer la plaza del
Cuerpo de Profesores Titulares de Universidad en el Area de
Conocimiento de Física de la Materia Condensada, convocada
por Resolución de la Universidad de Granada de fecha
30.7.2001 (Boletín Oficial del Estado de 7.9.2001), y tenien-
do en cuenta que se han cumplido los trámites reglamentarios.

Este Rectorado, de conformidad con lo establecido en
el artículo 13 del Real Decreto 1888/1984, de 26 de sep-
tiembre (Boletín Oficial del Estado de 26 de octubre); artículo
4 del Real Decreto 898/1985, de 30 de abril (BOE de 19
de junio), y artículos 139 a 143 de los Estatutos de esta
Universidad, ha resuelto aprobar el expediente del referido
concurso y, en su virtud, nombrar a don Miguel Angel Muñoz
Martínez Profesor Titular de esta Universidad, adscrito al Area
de Conocimiento de Física de la Materia Condensada.

El citado Profesor ha quedado adscrito al Departamento
de Electromagnetismo y Física de la materia.

Granada, 5 de junio de 2002.- El Rector, David Aguilar
Peña.

2.2. Oposiciones y concursos

CONSEJERIA DE JUSTICIA Y ADMINISTRACION PUBLICA

RESOLUCION de 12 de junio de 2002, de la Direc-
ción General de la Función Pública, por la que se da
publicidad a las bases y convocatoria para la provisión
del puesto de trabajo de Interventor Adjunto de la Dipu-
tación Provincial de Málaga, mediante el sistema de
libre designación.

Vacante el puesto de trabajo de Interventor Adjunto, reser-
vado a funcionarios de Administración Local con habilitación
de carácter nacional, de la Diputación Provincial de Málaga,
aprobadas por la Diputación las bases de selección, mediante
Acuerdo adoptado por la Comisión de Gobierno el día 28 de
mayo de 2002, y acordada asimismo su convocatoria para
su provisión mediante el sistema de libre designación, de con-
formidad con lo previsto en el artículo 28.2 del Real Decreto
1732/1994, de 29 de julio, sobre provisión de puestos de
trabajo reservados a funcionarios de Administración Local, y
en el Decreto 467/1994, de 13 de diciembre, por el que
se asignan a la entonces Consejería de Gobernación las com-
petencias atribuidas por las Disposiciones Adicionales Novena
de la Ley 22/1993, de 29 de diciembre, y Tercera del Real
Decreto 1732/1994, de 29 de julio, relativas al régimen jurí-
dico de funcionarios de Administración Local con habilitación
de carácter nacional, en relación con el artículo 11.1.e) del
Decreto 139/2000, de 16 de mayo, por el que se establece
la estructura orgánica de la Consejería de Justicia y Admi-
nistración Pública.

Esta Dirección General ha resuelto:

Primero. Dar publicidad a las bases y convocatoria para
la provisión mediante el sistema de libre designación del puesto
de trabajo de Interventor Adjunto, vacante en la plantilla de
funcionarios de Administración Local con habilitación de carác-
ter nacional de la Diputación Provincial de Málaga.

BASES PARA LA COBERTURA DEL PUESTO DE TRABAJO
DE INTERVENTOR ADJUNTO DE LA DIPUTACION PROVIN-
CIAL DE MALAGA, MEDIANTE EL SISTEMA DE LIBRE

DESIGNACION

1. Objeto.
Es objeto de las presentes bases:

1.1. La provisión por el sistema de libre designación del
puesto de trabajo de Interventor Adjunto de la Diputación Pro-
vincial de Málaga.

1.2. El puesto tiene nivel 30 de complemento de destino
y un complemento específico anual de 33.665,75 E.

2. Participación.
2.1. Podrán solicitar el puesto de trabajo los funcionarios

de Administración Local con Habilitación de carácter nacional
pertenecientes a la Subescala de Intervención-Tesorería, cate-
goría Superior.

2.2. No podrán participar:

- Los funcionarios inhabilitados y los suspensos en virtud
de Sentencia o Resolución Administrativa firme, si no hubiera
transcurrido el tiempo señalado en ellas.

- Los funcionarios destituidos a que se refiere el artículo
148.5 del Texto refundido de las disposiciones legales vigentes
en materia de Régimen Local, aprobado por Real Decreto Legis-
lativo 781/1986, de 18 de abril.

- Los funcionarios en las situaciones de excedencia volun-
taria a que se refiere el artículo 29.3.c) y d) de la Ley de
Medidas para la Reforma de la Función Pública, si no hubiera
transcurrido el plazo de dos años desde el pase a las mismas.

3. Méritos específicos:

- Haber desempeñado funciones de Intervención categoría
Superior en Diputaciones u otros Organismos de carácter
provincial.

- Haber ocupado puesto de trabajo perteneciente a fun-
cionario con habilitación de carácter nacional en Diputaciones
u otros Organismos de carácter provincial en cualquier otra
subescala distinta a la anterior.

- Haber desempeñado funciones de asesoramiento a
Municipios en materia jurídico económica en servicios depen-
dientes de Diputaciones Provinciales.

- Haber ocupado puesto de trabajo como funcionario de
habilitación nacional en Ayuntamientos cuya Secretaría esté
catalogada de 1.ª categoría, según lo establecido en el artículo
12 del Real Decreto 1174/1987.

Los requisitos y méritos alegados deberán reunirse en
la fecha de la resolución de la convocatoria.

4. Documentación.
Para tomar parte en la convocatoria, los participantes pre-

sentarán la siguiente documentación:

- Instancia dirigida a la Presidencia de la Diputación Pro-
vincial de Málaga solicitando tomar parte en la convocatoria
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y expresando reunir todos y cada uno de los requisitos de
la convocatoria.

- Relación de méritos profesionales y académicos en el
que consten los títulos académicos, años de servicios, puesto
de trabajo desempeñados en las Administraciones Públicas,
estudios y cursos realizados, así como cualquier otro mérito
que se estime oportuno poner de manifiesto.

5. Plazo de presentación de la documentación.

La documentación prevista en la base anterior habrá de
presentarse dentro del plazo de 15 días naturales siguientes
a la publicación del extracto de la convocatoria en el Boletín
Oficial del Estado.

6. Resolución definitiva.

La Presidencia de la Diputación Provincial de Málaga
resolverá la convocatoria a favor de quien considere más idóneo
para el puesto de trabajo objeto de esta convocatoria en relación
a la naturaleza de sus funciones.

7. Legislación supletoria.

En lo no previsto en las presentes bases será de aplicación,
en lo que proceda, el Real Decreto 1732/1994, de 29 de
julio, sobre provisión de puestos reservados a funcionarios
con habilitación de carácter nacional.

Segundo: Contra la presente Resolución, que pone fin
a la vía administrativa, se podrá interponer recurso de repo-
sición ante este órgano en el plazo de un mes, contado a
partir del día siguiente a aquél en que tenga lugar la notificación
del presente acto, o interponer directamente el recurso con-
tencioso-administrativo ante los correspondientes órganos judi-
ciales de este orden, en el plazo de dos meses, contados
desde el día siguiente a la notificación de este acto, todo ello
de conformidad con lo establecido en los artículos 116 y 117
de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas
y del Procedimiento Administrativo Común, y en el artículo
46.1 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, Reguladora de la
Jurisdicción Contencioso-Administrativa.

Sevilla, 12 de junio de 2002.- El Director General, José
Taboada Castiñeiras.

RESOLUCION de 12 de junio de 2002, del Ins-
tituto Andaluz de Administración Pública, por la que
se aprueba la relación definitiva de aspirantes admi-
tidos y excluidos y se anuncia la fecha, hora y lugar
de celebración del primer ejercicio de las pruebas selec-
tivas, por el sistema de acceso libre, para ingreso en
el Cuerpo de Técnicos de Grado Medio, opción Trabajo
Social (B.2010), correspondiente a la Oferta de Empleo
Público de 2001.

De conformidad con lo establecido en la base 4.3 de
la Orden de 25 de octubre de 2001, de la Consejería de
Justicia y Administración Pública por la que se convocan prue-
bas selectivas para el ingreso en el Cuerpo de Técnicos de
Grado Medio, opción Trabajo Social (BOJA núm. 144, de 15
de diciembre de 2001), por el sistema de acceso libre, este
Instituto, por delegación de la Excma. Sra. Consejera de Justicia
y Administración Pública,

HA RESUELTO

Primero. Aprobar las listas definitivas de aspirantes admi-
tidos y excluidos a las mencionadas pruebas. En el caso de
los aspirantes excluidos, se expresan las causas de exclusión
conforme se indica en el Anexo de esta Resolución.

Segundo. Las listas quedarán expuestas al público en
la sede del Instituto Andaluz de Administración Pública, calle
Muñoz Torrero, s/n, de Sevilla, en la Consejería de Justicia
y Administración Pública, sita en Plaza Nueva, núm. 4, de
Sevilla, y en las sedes de las Delegaciones de Justicia y Admi-
nistración Pública de la Junta de Andalucía en cada una de
las provincias andaluzas, y en la Subdelegación del Gobierno
del Campo de Gibraltar.

Tercero. Se convoca a los aspirantes admitidos para la
realización del primer ejercicio que, de acuerdo con el Tribunal
Calificador de estas pruebas, se celebrará el día 20 de julio
de 2002, a las 10,30 horas, en Sevilla, en la Facultad de
Matemáticas, sita en la Avda. de Reina Mercedes, s/n.

Los opositores deberán acudir al examen provistos nece-
sariamente del DNI u otro documento que acredite de forma
indudable su personalidad (carné de conducir o pasaporte),
así como de bolígrafo.

Cuarto. Contra la presente Resolución, que agota la vía
administrativa, cabe interponer recurso de reposición ante la
Excma. Sra. Consejera de Justicia y Administración Pública,
con carácter potestativo, en el plazo de un mes a contar desde
el día siguiente al de su publicación, de acuerdo con los ar-
tículos 116 y 117 de la Ley 30/92, de 26 de noviembre,
de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del
Procedimiento Administrativo Común, modificada por la Ley
4/99, de 13 de enero, o recurso contencioso-administrativo
ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo de Sevilla, del
Tribunal Superior de Justicia de Andalucía, en el plazo de
dos meses desde el día siguiente al de su publicación, de
acuerdo con lo previsto en el artículo 46 de la Ley 29/1998,
de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencio-
so-Administrativa.

Sevilla, 12 de junio de 2002.- El Director, Joaquín
Castillo Sempere.

A N E X O

Código Descripción de la causa de exclusión

03 Apellidos y/o nombre no consignado
04 DNI o pasaporte no consignado
05 Fecha de nacimiento no correcta o no consignada
06 No cumple requisito de edad
07 No cumple requisito nacionalidad
10 No cumple requisito de titulación
11 Fecha presentación instancia fuera de plazo
12 Instancia sin firmar
15 Falta compulsa documentación minusvalía
16 Falta certificado de minusvalía
17 Falta revisión certificado minusvalía
18 Pago parcial de la tasa
19 No acredita pago de la tasa
20 Paga fuera de plazo
21 No consta pago de la tasa al IAAP
26 No consta fecha de pago
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3. Otras disposiciones

CONSEJERIA DE ECONOMIA Y HACIENDA

RESOLUCION de 4 de junio de 2002, de la Dele-
gación Provincial de Almería, por la que se hace pública
la relación de solicitantes de ayudas al amparo de la
Orden de 27 de febrero de 2002, por la que se esta-
blecen las normas reguladoras de la concesión de ayu-
das en materia de promoción comercial, cuyas soli-
citudes están incompletas y documentación a aportar.

Examinadas las solicitudes presentadas al amparo de la
Orden que se cita, esta Delegación Provincial

R E S U E L V E

Primero. Publicar la relación de peticionarios de ayudas
en materia de promoción comercial cuyas solicitudes están
incompletas, con indicación de la documentación a aportar,
que estará expuesta en los tablones de anuncios de esta Dele-
gación Provincial, sita en la calle Trajano, núm. 13, en Almería.

Segundo. Requerir a los interesados para que, de con-
formidad con lo establecido en el artículo 71 de la Ley
30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo
Común, en el plazo de diez días, contados a partir del siguiente
al de la publicación de esta Resolución en el Boletín Oficial
de la Junta de Andalucía, subsanen la falta y/o acompañen
los documentos preceptivos, teniéndoles por desistidos de su
petición si así no lo hicieran.

Almería, 4 de junio de 2002.- El Delegado, Juan Carlos
Usero López.

RESOLUCION de 4 de junio de 2002, de la Dele-
gación Provincial de Almería, por la que se hace pública
la relación de solicitantes de ayudas al amparo de la
Orden de 27 de febrero de 2002, por la que se esta-
blecen las normas reguladoras de la concesión de ayu-
das en materia de modernización y fomento de la arte-
sanía andaluza, cuyas solicitudes están incompletas
y documentación a aportar.

Examinadas las solicitudes presentadas al amparo de la
Orden que se cita, esta Delegación Provincial

R E S U E L V E

Primero. Publicar la relación de peticionarios de ayudas
en materia de modernización y fomento de la artesanía anda-
luza cuyas solicitudes están incompletas, con indicación de
la documentación a aportar, que estará expuesta en los tablo-
nes de anuncios de esta Delegación Provincial, sita en la calle
Trajano, núm. 13, en Almería.

Segundo. Requerir a los interesados para que, de con-
formidad con lo establecido en el artículo 71 de la Ley
30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo
Común, en el plazo de diez días, contados a partir del siguiente
al de la publicación de esta Resolución en el Boletín Oficial
de la Junta de Andalucía, subsanen la falta y/o acompañen

los documentos preceptivos, teniéndoles por desistidos de su
petición si así no lo hicieran.

Almería, 4 de junio de 2002.- El Delegado, Juan Carlos
Usero López.

RESOLUCION de 6 de junio de 2002, de la Dele-
gación Provincial de Jaén, por la que se publica la
relación de peticionarios de ayudas para la moderni-
zación y el fomento de la artesanía andaluza corres-
pondientes al ejercicio 2002 cuya solicitud está incom-
pleta y de los documentos que deben aportar, así como
la relación de los que han sido excluidos por no reunir
los requisitos exigidos en la convocatoria.

Resolución de 6 de junio de 2002, de la Delegación Pro-
vincial de la Consejería de Economía y Hacienda en Jaén,
por la que se publica la relación de peticionarios de ayudas
para la modernización y fomento de la artesanía andaluza
correspondientes al ejercicio 2002 cuya solicitud está incom-
pleta y de los documentos que deben aportar, así como la
relación de los que han sido excluidos por no reunir los requi-
sitos exigidos en la convocatoria.

En cumplimiento del art. 6 de la Orden de 27 de febrero
de 2002 (BOJA núm. 29, de 9.3.02) por la que se establecen
las normas reguladoras de ayudas para la modernización y
fomento de la artesanía andaluza, en relación con el art.
59.5.b) de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común (Ley
30/92) y del art. 9.2.e) del Decreto 254/01, de 20 de noviem-
bre, por el que se aprueba el Reglamento que regula los pro-
cedimientos para la concesión de subvenciones y ayudas públi-
cas por la Administración de la Junta de Andalucía y sus
Organismos Autónomos y una vez revisadas las solicitudes
presentadas, esta Delegación Provincial

HA RESUELTO

Primero. Anunciar la publicación del listado de peticio-
narios cuya solicitud ha sido excluida con indicación del motivo
de la misma, advirtiéndoles que la presente Resolución pone
fin a la vía administrativa, pudiéndose interponer por los inte-
resados recurso contencioso-administrativo ante la Sala de lo
Contencioso-Administrativo competente del Tribunal Superior
de Justicia de Andalucía en el plazo de dos meses, contados
desde el día siguiente al de su notificación, de conformidad
con lo establecido en los artículos 46.1 de la Ley 29/98,
de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Ad-
ministrativa, o potestativo recurso de reposición ante este órga-
no en el plazo de un mes, contado desde el día siguiente
al de su notificación, de conformidad con lo dispuesto en el
artículo 117.1 de la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Pro-
cedimiento Administrativo Común.

Segundo. Anunciar la publicación del listado de peticio-
narios cuya solicitud está incompleta junto con la documen-
tación que deben aportar, concediendo a los interesados un
plazo de 10 días hábiles, a contar desde el siguiente al de
la publicación de esta Resolución, para subsanar la falta o
acompañen los documentos preceptivos que se señalan, previa
resolución que se dictará en los términos del artículo 42.1
de la LRJAP y PAC, Ley 30/92, de 26 de noviembre, y todo
ello en cumplimiento del art. 71 de la antedicha Ley 30/92,
así como el art. 3.1 de la Orden de la convocatoria de 27.2.02.
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Tercero. Tanto el listado de peticionarios con documen-
tación incompleta como el listado de peticionarios cuya soli-
citud ha sido excluida podrá ser consultada en el tablón de
anuncios de esta Delegación, sita en Paseo de la Estación,
19-1.ª planta, de Jaén.

Jaén, 6 de junio de 2002.- El Delegado, Fernando Calahorro
Téllez.

CONSEJERIA DE GOBERNACION

RESOLUCION de 3 de junio de 2002, por la que
se concede una subvención a la Escuela Taurina de
Ronda para financiar parcialmente el Programa de
Entrenamiento con ganado bravo en el campo.

Mediante Orden de esta Consejería de fecha 8 de marzo
de 2000 se aprobaron las normas por las que se establecen
las bases reguladoras de concesión de subvenciones y ayuda
en materia taurina.

Una vez evaluada la solicitud formulada por la Escuela
Taurina de Ronda y cumplidos los requisitos de tramitación
conforme al procedimiento dispuesto por dicha normativa,
mediante Resolución se procede a conceder subvención a la
citada Escuela para la financiación parcial del «Programa de
Entrenamiento con ganado bravo en el campo» en régimen
de clases prácticas.

En su virtud, en uso de las facultades y competencias
que me confieren el art. 44.4 de la Ley 6/1983, de 21 de
julio, del Gobierno y Administración de la Comunidad Autó-
noma de Andalucía, y el art. 104 de la Ley General de Hacienda
Pública, y de conformidad con lo dispuesto en la Ley 14/2001,
de 26 de diciembre, del Presupuesto de la Comunidad Autó-
noma de Andalucía para el año 2002, y en la Orden de 8
de marzo de 2000,

D I S P O N G O

Primero. Se concede a la Escuela Taurina de Ronda una
subvención por importe de cuatro mil ochocientos ocho
(4.808) euros para financiación parcial del «Programa de
Entrenamiento con ganado bravo en el campo, en régimen
de clases prácticas», con cargo a la aplicación presupuestaria
01.11.00.01.00.485.00.22C.5.

Segundo. La subvención concedida deberá ser aplicada
a financiación de los gastos de compra de bravura y des-
plazamiento del personal.

El plazo de ejecución de la actividad será hasta el 31
de diciembre de 2002.

Tercero. El importe de la subvención será abonado en
un solo pago por el total asignado y la justificación del mismo
deberá hacerse en un plazo de 3 meses.

Cuarto. La justificación se realizará ante la Consejería de
Gobernación, Dirección General de Espectáculos Públicos,
Juego y Actividades Recreativas, en la forma establecida por
el art. 9 de la Orden de 8 de marzo de 2000, por la que
se establecen las bases reguladoras de concesión de subven-
ciones y ayuda en materia taurina.

Quinto. Las obligaciones del beneficiario de la subvención
concedida por la presente Resolución así como, en su caso,
el reintegro de las cantidades percibidas se regularán por lo
dispuesto en los artículos 10 y 11 de la citada Orden.

Sexto. De la presente Resolución se dará conocimiento
a la Entidad beneficiaria y será publicada en el Boletín Oficial
de la Junta de Andalucía.

Sevilla, 3 de junio de 2002

ALFONSO PERALES PIZARRO
Consejero de Gobernación

RESOLUCION de 3 de junio de 2002, por la que
se concede una subvención al Ayuntamiento de Ecija
para financiar parcialmente la organización y celebra-
ción del III Encuentro Taurino Comarcal de Jóvenes
Valores de la Comarca Taurina de Ecija.

Mediante Orden de esta Consejería de fecha 8 de marzo
de 2000 se aprobaron las normas por las que se establecen
las bases reguladoras de concesión de subvenciones y ayuda
en materia taurina.

Una vez evaluada la solicitud formulada por el Ayunta-
miento de Ecija, y cumplidos los requisitos de tramitación con-
forme al procedimiento dispuesto por dicha normativa, median-
te Resolución se procede a conceder subvención al citado
Ayuntamiento para financiar la compra de erales y gastos de
celebración de un festejo incluido en el programa del III
Encuentro Taurino Comarcal de Jóvenes Valores de la Comarca
Taurina de Ecija.

Todo ello de acuerdo con las disponibilidades presupues-
tarias y atendiendo a los criterios de valoración establecidos
en el artículo 5 de la citada Orden de 8 de marzo de 2000.

En su virtud, en uso de las facultades y competencias
que me confieren el art. 44.4 de la Ley 6/1983, de 21 de
julio, del Gobierno y Administración de la Comunidad Autó-
noma de Andalucía, y el art. 104 de la Ley General de Hacienda
Pública, y de conformidad con lo dispuesto en la Ley 14/2001,
de 26 de diciembre, del Presupuesto de la Comunidad Autó-
noma de Andalucía para el año 2002, y en la Orden de 8
de marzo de 2000,

D I S P O N G O

Primero. Se concede al Ayuntamiento de Ecija una sub-
vención por importe de diez mil ochenta euros (10.080) para
financiación parcial de III Encuentro Taurino Comarcal de Jóve-
nes Valores de la Comarca Taurina de Ecija, con cargo a la
aplicación presupuestaria 01.11.00.01.00. 460.02.22C.4.

Segundo. La subvención concedida deberá ser aplicada
para financiar, dentro del proyecto «III Encuentro Taurino
Comarcal de Jóvenes Valores de la Comarca Taurina de Ecija»,
a los gastos de:

- Compra de erales y gastos de celebración de un festejo.

El plazo de ejecución de la actividad será hasta el 31
de diciembre de 2002.

Tercero. El importe de la subvención será abonado en
dos pagos. El primero, por cuantía del 75% del total asignado
y tras la justificación del mismo en un plazo de 3 meses,
se procederá a efectuar un segundo pago por una cuantía
del 25% restante, que será igualmente justificado en los mis-
mos términos que el primero.

Cuarto. La justificación se realizará ante la Consejería de
Gobernación, Dirección General de Espectáculos Públicos,
Juego y Actividades Recreativas, en la forma establecida por
el art. 9 de la Orden de 8 de marzo de 2000, por la que
se establecen las bases reguladoras de concesión de subven-
ciones y ayuda en materia taurina.
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Quinto. Las obligaciones del beneficiario de la subvención
concedida por la presente Resolución así como, en su caso,
el reintegro de las cantidades percibidas se regularán por lo
dispuesto en los artículos 10 y 11 de la citada Orden.

Sexto. De la presente Resolución se dará conocimiento
a la Entidad beneficiaria y será publicada en el Boletín Oficial
de la Junta de Andalucía.

Sevilla, 3 de junio de 2002

ALFONSO PERALES PIZARRO
Consejero de Gobernación

RESOLUCION de 4 de junio de 2002, de la Secre-
taría General Técnica, por la que se notifica la adoptada
por la Consejería de Gobernación al recurso de alzada
interpuesto por don Jesús Fernández Peralta contra
otra dictada por el Delegado del Gobierno de Cádiz
recaída en el Expte. núm. 72/01-BO.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.4 de
la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común, e intentada sin efecto la notificación personal
al recurrente don Jesús Fernández Peralta de la Resolución
adoptada por el Excmo. Sr. Consejero de Gobernación al recur-
so administrativo interpuesto contra la dictada por el Ilmo.
Sr. Delegado del Gobierno en Cádiz, por la presente se procede
a hacer pública la misma, al no haberse podido practicar en
su domicilio, reproduciéndose a continuación el texto íntegro.

Se le comunica que el expediente administrativo se
encuentra en las dependencias del Servicio de Legislación de
esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4, Sevilla),
pudiendo acceder al mismo previa acreditación de su iden-
tidad.

«En Sevilla, diecisiete de abril de dos mil dos.

Visto el recurso interpuesto y con base en los siguientes

A N T E C E D E N T E S

Primero. El día 4 de abril de 2001 fue formulada acta
de denuncia contra don Jesús Fernández Peralta por vender
boletos no autorizados.

Segundo. Tramitado el expediente en la forma legalmente
prevista, el Ilmo. Sr. Delegado del Gobierno de la Junta de
Andalucía en Cádiz dictó Resolución el 19 de julio de 2001
por la que se le imponía una sanción consistente en multa
de 25.000 pesetas (150,25 E) por infracción a los artícu-
los 6.1 y 7.1 de la Ley del Juego y Apuestas de la Comunidad
Autónoma de Andalucía, calificada leve en su artículo 30.4.

Tercero. Notificada dicha Resolución, el interesado inter-
pone recurso de alzada en tiempo y forma, en el que alega
incompetencia de la Junta de Andalucía para sancionar.

A estas alegaciones, son de aplicación los siguientes

FUNDAMENTOS JURIDICOS

I

El Consejero de Gobernación es competente para resolver
los recursos de alzada interpuestos contra las Resoluciones
de los Delegados del Gobierno de la Junta de Andalucía, de
acuerdo con lo dispuesto en el artículo 39.8 de la Ley del
Gobierno y la Administración de la Comunidad Autónoma (Ley
6/1983, de 21 de julio).

Por Orden de 18 de junio de 2001, y de acuerdo con
lo previsto en el artículo 13 de la Ley de Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común (en adelante, LRJAP-PAC), esta competencia
de resolución de recursos administrativos ha sido delegada
en la Secretaría General Técnica.

I I

Alega el recurrente la incompetencia de la Junta de Anda-
lucía para sancionar, acompañando fotocopias de diversos
escritos de las Comunidades Autónomas de Cantabria, Navarra
y Canarias en ese sentido. En el caso de nuestra Comunidad
Autónoma, nada más claro que la sentencia de la Sala en
Sevilla del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía de 26
de noviembre de 1999, referida a la misma entidad para la
que vende cupones el recurrente: No hay incompetencia de
la Comunidad Autonómica aunque el cupón OID tenga un
ámbito superior a aquélla, pues una cosa es la competencia
para autorizar el juego y otra el ejercicio de la potestad san-
cionadora que tiene encomendada la Junta de Andalucía con
carácter exclusivo en el apartado B.1.i) del Anexo 1 del R.D.
1710/1984, de 18 de julio, para el control, inspección y,
en su caso, sanción administrativa de las actividades del juego
dentro de su ámbito territorial.

Por cuanto antecede, vistas la Ley 2/86, de 19 de abril,
del Juego y Apuestas de la Comunidad Autónoma de Anda-
lucía, y demás normas de general y especial aplicación, resuel-
vo desestimar el recurso interpuesto, confirmando la Reso-
lución recurrida.

Contra la presente Resolución, que agota la vía admi-
nistrativa, se podrá interponer recurso contencioso-adminis-
trativo en el plazo de dos meses, a contar desde el día siguiente
al de su notificación o publicación, ante los correspondientes
órganos judiciales de este orden, todo ello de conformidad
con lo dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley reguladora de
la Jurisdicción Contencioso-Administrativa. (Ley 29/1998,
de 13 de julio). El Secretario General Técnico, P.D. (Orden
de 18.6.01). Fdo.: Sergio Moreno Monrové.»

Sevilla, 4 de junio de 2002.- El Secretario General
Técnico, Sergio Moreno Monrové.

RESOLUCION de 4 de junio de 2002, de la Secre-
taría General Técnica, por la que se notifica la adoptada
por el Consejero de Gobernación al recurso de alzada
interpuesto por don Joaquín Lesmes Hinojosa, en repre-
sentación de Ralesto, SL, contra otra dictada por el
Delegado del Gobierno de Córdoba recaída en el expte.
núm. CO-90/2000-MR.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.4 de
la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común, e intentada sin efecto la notificación personal
al recurrente «Ralesto, S.L.», de la Resolución adoptada por
el Excmo. Sr. Consejero de Gobernación al recurso adminis-
trativo interpuesto contra la dictada por el Ilmo. Sr. Delegado
del Gobierno en Córdoba, por la presente se procede a hacer
pública la misma, al no haberse podido practicar en su domi-
cilio, reproduciéndose a continuación el texto íntegro.

Se le comunica que el expediente administrativo se
encuentra en las dependencias del Servicio de Legislación de
esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4, Sevilla),
pudiendo acceder al mismo previa acreditación de su iden-
tidad.

«En la ciudad de Sevilla, a dos de abril de dos mil dos.
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Visto el recurso de alzada interpuesto y en base a los
siguientes

A N T E C E D E N T E S

Primero. Por el Ilmo. Sr. Delegado del Gobierno de la
Junta de Andalucía en Córdoba se dictó Resolución en el expe-
diente arriba referenciado.

Segundo. Notificada la misma, se interpuso por el inte-
resado recurso de alzada, al que faltaba la firma del recurrente.

Tercero. El 22 de febrero de 2001 se notificó a la entidad
recurrente la falta de la firma, dándole un plazo de diez días
para subsanar el error.

FUNDAMENTOS JURIDICOS

I

El Consejero de Gobernación es competente para resolver
los recursos de alzada interpuestos contra las Resoluciones
de los Delegados del Gobierno de la Junta de Andalucía, de
acuerdo con lo dispuesto en el artículo 39.8 de la Ley del
Gobierno y la Administración de la Comunidad Autónoma (Ley
6/1983, de 21 de julio).

Por Orden de 18 de junio de 2001, y de acuerdo con
lo previsto en el artículo 13 de la Ley de Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común (en adelante, LRJAP-PAC), esta competencia
de resolución de recursos administrativos ha sido delegada
en la Secretaría General Técnica.

I I

El artículo 110.1.c) de la LRJAP-PAC establece que en
el recurso deben constar lugar, fecha, firma del recurrente,
identificación del medio y, en su caso, del lugar que se señale
a efectos de notificaciones. Por su parte, su artículo 71.1
dispone que si la solicitud de iniciación no reúne los requisitos
que señala el artículo anterior y los exigidos, en su caso, por
la legislación específica aplicable, se requerirá al interesado
para que, en un plazo de diez días, subsane la falta o acompañe
los documentos preceptivos, con indicación de que, si así no
lo hiciera, se le tendrá por desistido de su petición, previa
resolución, que deberá ser dictada en los términos previstos
en el artículo 42.

El escrito para subsanación del defecto se notificó a la
entidad recurrente el 22 de febrero, no habiendo sido cum-
plimentado, por lo que procede el archivo por desistimiento
del recurso interpuesto.

Vistos los preceptos citados, concordantes y demás de
general y especial aplicación, resuelvo archivar por desisti-
miento el recurso de alzada interpuesto.

Contra la presente Resolución, que agota la vía admi-
nistrativa, se podrá interponer recurso contencioso-adminis-
trativo en el plazo de dos meses, a contar desde el día siguiente
al de su notificación o publicación, ante los correspondientes
órganos judiciales de este orden, todo ello de conformidad
con lo dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley reguladora de
la Jurisdicción Contencioso-Administrativa (Ley 29/1998,
de 13 de julio). El Secretario General Técnico, P.D. (Orden
de 18.6.01), Fdo.: Sergio Moreno Monrové.»

Sevilla, 4 de junio de 2002.- El Secretario General
Técnico, Sergio Moreno Monrové.

RESOLUCION de 4 de junio de 2002, de la Secre-
taría General Técnica, por la que se notifica la adoptada
por el Consejero de Gobernación al recurso de alzada
interpuesto por don Juan González Hidalgo, en repre-
sentación de Macoda, SL, contra otra dictada por el
Delegado Provincial de la Consejería de Trabajo e
Industria en Málaga recaída en el expediente núm.
PC-374/99.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.4 de
la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común, e intentada sin efecto la notificación personal
al recurrente «Macoda, S.L.», de la Resolución adoptada por
el Excmo. Sr. Consejero de Gobernación al recurso adminis-
trativo interpuesto contra la dictada por el Ilmo. Sr. Delegado
de la Consejería de Trabajo e Industria en Málaga, por la
presente se procede a hacer pública la misma, al no haberse
podido practicar en su domicilio, reproduciéndose a continua-
ción el texto íntegro.

Se le comunica que el expediente administrativo se
encuentra en las dependencias del Servicio de Legislación de
esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4, Sevilla),
pudiendo acceder al mismo previa acreditación de su iden-
tidad.

«En la ciudad de Sevilla, a 23 de abril de 2002.

Visto el recurso de alzada interpuesto por don Juan Gon-
zález Hidalgo, en nombre y representación de la entidad Maco-
da, S.L., contra la Resolución de 7 de febrero de 2000, del
Delgado Provincial de Trabajo e Industria de la Junta de Anda-
lucía en Málaga, a los oportunos efectos se consignan los
siguientes

ANTECEDENTES DE HECHO

Primero. Por Resolución del Delegado Provincial de Tra-
bajo e Industria de Málaga de fecha 7 de febrero de 2000
se resuelve el expediente sancionador número PC-374/99,
incoado como consecuencia del Acta levantada por los Agentes
de la Policía Local del Ilmo. Ayuntamiento de Estepona a reque-
rimiento de doña Ana Arantzazu González Vázquez, en la que
se puso de manifiesto la inexistencia en dicho establecimiento
del libro de hojas de quejas y reclamaciones, y en su virtud
se impone a “Macoda S.L.” “la sanción económica de setenta
mil pesetas (70.000 ptas.) como responsable de los hechos
imputados y que han quedado probados en el presente
expediente”.

Consta en la propuesta de resolución del expediente ins-
truido que el artículo 2 del Decreto 171/89, de 11 de julio
(BOJA de 3.8) “establece la obligación de que todos los esta-
blecimientos o centros que comercialicen bienes o productos
o presten servicios en Andalucía tengan a disposición de los
consumidores y usuarios que lo soliciten un libro de Hojas
de quejas y reclamaciones”. A la vista de los hechos expuestos,
recoge y concluye la Resolución recurrida que el sancionado
es autor de una infracción “prevista y calificada de falta leve
sancionable en los artículos 34, apartados 6 y 9 (este último
convertido en el apartado 10 por la Ley 7/98), y 35 de la
Ley 26/1984, de 19 de julio, (BOE de 24.7), General para la
Defensa de los Consumidores y Usuarios, modificada por la
Ley 7/98, de 13 de abril (BOE de 14.4), y artículos 3.3.6
y 6.4 del R.D. 1945/83, de 22 de junio (BOE de 15.7), y
ello en relación a lo dispuesto en el artículo 2.º del Decreto
171/89. de 11 de julio (BOJA de 3.8)” -artículo 89.5,
LRJ-PAC-.

Segundo. La Resolución citada fue notificada al recurrente
mediante carta con acuse de recibo, siendo recepcionada el
15 de febrero de 2000.
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Tercero. Contra la misma se interpone, el 23 de marzo
de 2000 (Fax de Registro de Entrada en la Consejería de
Trabajo e Industria, núm. 107), por don Juan González Hidal-
go, recurso de alzada en el que manifiesta su disconformidad
con la Resolución dictada por la Administración. Funda su
reclamación de la forma que sigue:

Primera. Se ha conculcado la legalidad vigente produ-
ciéndole indefensión. Alega al respecto la falta de contestación
a las alegaciones formuladas a la propuesta de resolución -la
Administración le contesta con un modelo marco “... aceptando
los hechos y fundamentos de derecho contenidos en la pro-
puesta de resolución formulada..., toda vez que las alegaciones
presentadas a la misma no desvirtúan la naturaleza infractora
de los hechos imputados ni alteran su calificación jurídica...”y
la infracción del primer párrafo del artículo 19 del Real Decreto
1398/93, de 4 de agosto -no se aporta a la notificación de
la propuesta de resolución la relación de los documentos obran-
tes al expediente.

Segundo. Que no le es de aplicación el artículo 2 del
Decreto 171/89, de 11 de julio. Alega para ello que se trata
“de una entidad societaria bien distinta de aquellos estable-
cimientos mercantiles para los que está pensado el citado
precepto”, por lo que nunca hubiesen sospechado que tenían
obligación de tener Hojas de reclamaciones en los locales de
su tipo.

Tercero. Que la cantidad impuesta es desproporcionada,
teniendo en cuenta los hechos y circunstancias que la rodean
-se remite a las alegaciones ya realizadas y a que actualmente
disponen del Libro de reclamaciones pese a que consideran
que no tienen obligación de tenerlo.

En virtud de lo expuesto, solicita que se acuerde por la
Administración el archivo del expediente sancionador y, sub-
sidiariamente, que se le rebaje el importe de la multa a 25.000
ptas.

Cuarto. En el dictado de la presente disposición se han
observado todas las prescripciones legales, salvo el plazo para
su dictado debido al trabajo que pende de este órgano.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

Primero. Es competente esta Consejería de Gobernación
en el ejercicio de las competencias que le vienen atribuidas
en materia de consumo -antes correspondían a la Consejería
de Trabajo e Industria- para conocer y resolver los recursos
de alzada que se interpongan contra las Resoluciones dictadas
por los Delegados del Gobierno. Así resulta de lo dispuesto
en el artículo 114.1 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre,
de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del
Procedimiento Administrativo Común, y del artículo 39.8 de
la Ley 6/1983, de 21 de julio, del Gobierno y la Administración
de la Comunidad Autónoma de Andalucía, en relación con
el Decreto del Presidente 6/2000, de 28 de abril, sobre rees-
tructuración de Consejerías, con el Decreto 138/2000, de 16
de mayo, por el que se aprueba la Estructura Orgánica de
la Consejería de Gobernación, modificado por Decreto
373/2000, de 16 de mayo, y con la Orden de 18 de junio
de 2001, por la que se delegan competencias en diversas
materias en distintos órganos de la Consejería (BOJA núm.
79, de 12 de julio de 2001).

Segundo. El artículo 114.1 de la Ley 30/92, de 26 de
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públi-
cas y del Procedimiento Administrativo Común, establece que
“Las resoluciones y actos a que se refiere el artículo 107.1,
cuando no pongan fin a la vía administrativa, podrán ser
recurridos en alzada ante el órgano superior que los dictó”.

Por otro lado, el artículo 115.1, primer párrafo, de la
Ley citada establece que “El plazo para la interposición del
recurso de alzada será de un mes si el acto fuera expreso”.

Tercero. Consta acreditado en el expediente que la Reso-
lución recurrida fue notificada al representante de Maco-
da, S.L., el 15 de febrero de 2000 -fecha que figura en el
acuse de recibo-, y que como figura en el pie de recurso
de la misma se podrá interponer recurso de alzada “en el
plazo de un mes, a contar desde el día siguiente al de su
notificación”.

El recurso interpuesto tuvo entrada, vía Fax de la Dele-
gación Provincial de Málaga (Servicio de Consumo) de la Con-
sejería de Trabajo e Industria de la Junta de Andalucía, el
22 de marzo de 2000 -fecha que figura estampada en el
sello de Registro de entrada-, siendo, por ello, patente y notorio
que se ha sobrepasado el plazo de un mes establecido para
recurrir en alzada, la sanción impuesta por la Resolución
impugnada -apartado b) del punto primero del Informe de
18 de agosto de 2000 del Delegado Provincial de Málaga.

Cuarto. En virtud de lo expuesto en los fundamentos ante-
riores y a la vista del informe emitido -art. 89.5, LRJ-PAC-,
de la normativa citada y de los documentos que obran en
el expediente, se dicta al amparo del artículo 113 de la
LRJ-PAC la presente disposición por la que se declara que
procede la inadmisión del recurso de alzada formulado al
haberse sobrepasado el plazo legalmente establecido al efecto,
procediéndose a su archivo sin más trámite.

Por lo expuesto y vistas la Ley 26/1984, de 19 de julio,
General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios; el
R.D. 1945/83, de 22 de junio, por el que se regulan las
infracciones y sanciones en materia del consumidor; la Ley
5/1985, de 8 de julio, de los Consumidores y Usuarios en
Andalucía; la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común, y demás disposiciones concordantes
de especial y general aplicación,

D I S P O N G O

Que procede declarar la inadmisión del recurso de alzada
presentado por don Juan González Hidalgo, en nombre y repre-
sentación de Macoda, S.L., al haberse presentado fuera del
plazo, de un mes, legalmente establecido para la interposición;
por lo que no procede entrar a conocer de la pretensión con-
tenida en el mismo.

Contra la presente disposición, que agota la vía admi-
nistrativa, se podrá interponer recurso contencioso-adminis-
trativo en el plazo de dos meses, a contar desde el día siguiente
al de su notificación o publicación, ante los correspondientes
órganos judiciales de este orden, todo ello de conformidad
con lo dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 29/1998, de
13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Admi-
nistrativa. El Secretario General Técnico, P.D. (Orden de
18.6.01), Fdo.: Sergio Moreno Monrové.»

Sevilla, 4 de junio de 2002.- El Secretario General
Técnico, Sergio Moreno Monrové.

RESOLUCION de 4 de junio de 2002, de la Secre-
taría General Técnica, por la que se notifica la adoptada
por el Consejero de Gobernación al recurso de alzada
interpuesto por don Angel Rodríguez García contra otra
dictada por el Delegado del Gobierno de Cádiz recaída
en el Expte. núm. 3/01-BO.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.4 de
la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de
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las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común, e intentada sin efecto la notificación personal
al recurrente don Angel Rodríguez García de la Resolución
adoptada por el Excmo. Sr. Consejero de Gobernación al recur-
so administrativo interpuesto contra la dictada por el Ilmo.
Sr. Delegado del Gobierno en Cádiz, por la presente se procede
a hacer pública la misma, al no haberse podido practicar en
su domicilio, reproduciéndose a continuación el texto íntegro.

Se le comunica que el expediente administrativo se
encuentra en las dependencias del Servicio de Legislación de
esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4, Sevilla),
pudiendo acceder al mismo previa acreditación de su iden-
tidad.

«En la ciudad de Sevilla, a dos de abril de dos mil dos.

Visto el recurso de alzada interpuesto y con base a los
siguientes

A N T E C E D E N T E S

Primero. El procedimiento sancionador núm. 3/01-BO,
tramitado en instancia, se fundamenta en el acta levantada
por miembros de la Unidad del Cuerpo Nacional de Policía,
adscrita a la Comunidad Autónoma de Andalucía, por com-
probación de los agentes, el día 19 de diciembre de 2000,
de la tenencia y venta de 48 boletos de los denominados
OID, no habiendo sido homologados los mismos por el órgano
competente de la Junta de Andalucía. Dichos cupones sirven
de soporte material para la práctica de un juego, carente de
la correspondiente autorización administrativa, y, por tanto,
existiendo una supuesta infracción a la vigente normativa en
materia de Juego y Apuestas de la Comunidad Autónoma de
Andalucía.

Segundo. Tramitado el expediente en la forma legalmente
prevista, fue dictada Resolución por el Ilmo. Sr. Delegado del
Gobierno de la Junta de Andalucía en Cádiz, por la que se
imponía a la expedientada la sanción consistente en una multa
de 5.000 ptas. (30,05 E) como responsable de una infracción
a lo establecido en los artículos 6.1 y 7.1 de la Ley 2/86,
de 19 de abril, que regula el Juego y Apuestas en la Comunidad
Autónoma de Andalucía, tipificada como falta leve en el artícu-
lo 30.4 de la citada Ley.

Tercero. Notificada oportunamente la resolución sancio-
nadora, el interesado interpone recurso de alzada, cuyas argu-
mentaciones se dan por reproducidas, al constar en el corres-
pondiente expediente administrativo.

FUNDAMENTOS JURIDICOS

I

A tenor de lo dispuesto en el art. 39.8 de la Ley 6/1983,
de 21 de julio, del Gobierno y la Administración de la Comu-
nidad Autónoma, resulta competente para la resolución del
presente recurso el Excmo. Sr. Consejero de Gobernación. La
Orden de 18 de junio de 2001 delega la competencia para
la resolución de los recursos administrativos en el Ilmo. Sr.
Secretario General Técnico de la Consejería de Gobernación
de la Junta de Andalucía.

I I

En cuanto al fondo del recurso, debemos expresar que
los planteamientos que establece en su recurso deben ser
desestimados en su conjunto, ya que con su conducta o com-
portamiento se determina que se dedicaba a la venta de unos
boletos que no se encontraban debidamente autorizados y,
consecuentemente, homologados por los órganos de la Junta

de Andalucía. Así, el artículo 4 de la Ley 2/86 señala qué
tipo de juego requerirá autorización administrativa previa, esta-
bleciendo claramente en el apartado d) el juego de boletos,
refiriéndose en particular el artículo 7 de la Ley 2/86, que
“La realización de todas las actividades necesarias para la
práctica de los juegos permitidos a que se refiere esta Ley
requerirá la correspondiente autorización administrativa”.

Asimismo, el artículo 6.1 de la Ley 2/86 señala que:
“La práctica de los juegos y apuestas a los que se refiere
la presente Ley sólo podrá efectuarse con el material ajustado
a los modelos homologados, que tendrá la consideración de
material de comercio restringido”.

Alega el recurrente la incompetencia de la Junta de Anda-
lucía para sancionar. En el caso de nuestra Comunidad Autó-
noma, nada más claro que la sentencia de la Sala de lo Con-
tencioso-Administrativo en Sevilla del Tribunal Superior de Jus-
ticia de Andalucía de 26 de noviembre de 1999, referida a
la misma entidad para la que vende cupones el recurrente,
que señala que “No hay incompetencia de la Comunidad Auto-
nómica aunque el cupón OID tenga un ámbito superior a aqué-
lla, pues una cosa es la competencia para autorizar el juego
y otra el ejercicio de la potestad sancionadora que tiene enco-
mendada la Junta de Andalucía con carácter exclusivo en el
apartado B.1.i) del Anexo 1 del R.D. 1710/1984, de 18 de
julio, para el control, inspección y, en su caso, sanción admi-
nistrativa de las actividades del juego dentro de su ámbito
territorial”.

I I I

No es ésta la primera vez que en la Comunidad Autónoma
de Andalucía se realiza un juego de boletos conectado con
el de la ONCE, existiendo precedentes como los de PRODIECU,
FAMA, etc., en los que la Junta de Andalucía ha ejercido
su competencia sancionadora. Ello hace que sean numerosas
las sentencias de la Sala de lo Contencioso-Administrativo en
Sevilla del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía, como
las de 13 y 20 de noviembre de 1991, 4 de junio de 1992,
25 de mayo, 19 y 20 de julio y 5 de octubre de 1993 ó 25
de mayo de 1995, que califican la actividad de venta de cupo-
nes como infracción leve. En cuanto a la cuantía de la sanción,
la de 25 de mayo de 1993, tras entender ilegal y sancionable
el juego practicado, decía en su fundamento jurídico quinto:

“El principio de proporcionalidad exigible en las sanciones
administrativas como consecuencia de la aplicación de los
principios inspiradores del Derecho Penal, y la exigencia legal
de que la multa se imponga apreciando las circunstancias
concurrentes y la intensidad de la emisión, aconsejan la esti-
mación parcial del recurso y la imposición de multa de cin-
cuenta mil pesetas”.

Por tanto, la sanción de 30,05 E, equivalente a 5.000
ptas., es correcta de acuerdo con el principio de propor-
cionalidad.

Por cuanto antecede, vistos la Ley 2/86, de 19 de abril,
del Juego y Apuestas de la Comunidad Autónoma de Anda-
lucía; el Reglamento de máquinas recreativas y de azar, apro-
bado por Decreto 491/96, de 19 de noviembre, y demás nor-
mas de general y especial aplicación, resuelvo desestimar el
recurso interpuesto, confirmando la Resolución recurrida.

Contra la presente Resolución, que agota la vía admi-
nistrativa, se podrá interponer recurso contencioso-adminis-
trativo en el plazo de dos meses, a contar desde el día siguiente
al de su notificación o publicación, ante los correspondientes
órganos judiciales de este orden, todo ello de conformidad
con lo dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley reguladora de
la Jurisdicción Contencioso-Administrativa (Ley 29/1998,
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de 13 de julio). El Secretario General Técnico, P.D. (Orden
de 18.6.01). Fdo.: Sergio Moreno Monrové.»

Sevilla, 4 de junio de 2002.- El Secretario General
Técnico, Sergio Moreno Monrové.

RESOLUCION de 4 de junio de 2002, de la Secre-
taría General Técnica, por la que se notifica la adoptada
por el Consejero de Gobernación al recurso de alzada
interpuesto por Francisco Baena García, en represen-
tación de Versus y Compañía, SC, contra otra dictada
por el Delegado Provincial de la Consejería de Trabajo
e Industria en Granada, recaída en el expediente
núm. 192/99.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.4 de
la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común, e intentada sin efecto la notificación personal
al recurrente «Versus y Compañía, S.C.» de la resolución adop-
tada por el Excmo. Sr. Consejero de Gobernación al recurso
administrativo interpuesto contra la dictada por el Ilmo. Sr.
Delegado de la Consejería de Trabajo e Industria en Granada,
por la presente se procede a hacer pública la misma, al no
haberse podido practicar en su domicilio, reproduciéndose a
continuación el texto íntegro.

Se le comunica que el expediente administrativo se
encuentra en las dependencias del Servicio de Legislación de
esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4, Sevilla),
pudiendo acceder al mismo previa acreditación de su iden-
tidad.

«Visto el recurso de alzada interpuesto por don Francisco
Baena García, en nombre y representación de la mercantil
“Versus y Compañía, S.C.”, contra Resolución de la Delegación
Provincial de la Consejería de Trabajo e Industria en Granada,
de fecha 24 de marzo de 2000, recaída en expediente 192/99.

ANTECEDENTES DE HECHO

Primero. Como consecuencia de visita efectuada por los
Servicios de Inspección de Consumo, se levantó acta
núm. 591/99, de fecha 19 de febrero, al establecimiento “Ver-
sus”, incoándose expediente sancionador y dictándose reso-
lución en base a los siguientes hechos constatados:

1. Presenta cartel anunciando los precios de las consu-
miciones, si bien en el momento de la visita se encuentra
descolgado debiéndose requerir la presencia de un empleado
para consultarlo.

2. No exhibe cartel informativo de que dispone de Hojas
de Reclamaciones.

Segundo. Los expresados hechos fueron considerados
como constitutivos de infracción administrativa en materia de
consumo tipificada en los artículos 3.3.4 y 3.3.6 del
R.D. 1945/83, de 22 de junio, en relación con el 4 del Decre-
to 171/89, de 11 de julio, y con el art. 4.4 del Decreto 198/87,
de 26 de agosto, que aprueba las medidas en defensa de
los Consumidores y Usuarios para establecimientos de res-
tauración y similares, considerándose responsable de dicha
infracción a la parte recurrente, imponiéndosele, de acuerdo
con la calificación de leve, la sanción económica de trescientos
euros con cincuenta céntimos/300,50 euros/50.000 ptas.

Tercero. Contra dicha resolución se interpuso recurso de
alzada en el que la parte recurrente, en síntesis, alega:

- Sanción excesiva por cuanto en el centro de trabajo
ya existía cartel anunciador de los precios que se cobran por
las consumiciones, como así lo afirma la propia resolución
recibida, así como también existe el cartel anunciador de la
existencia de las hojas de reclamaciones. Lo que ocurre es
que el Inspector actuante no lo vio.

- Nulidad del expediente o reducción de la sanción al
ser muy elevada para el daño cometido.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

Primero. Esta Secretaría General Técnica es competente,
por delegación del Excmo. Sr. Consejero, para conocer y resol-
ver el presente recurso, a tenor de lo dispuesto en los artícu-
los 114.1 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común, y 39.8 de la Ley 6/1983, de 21 de
julio, del Gobierno y la Administración de la Comunidad Autó-
noma de Andalucía, en relación con el Decreto del Presidente
6/2000, de 28 de abril, sobre reestructuración de Consejerías;
el Decreto 138/2000, de 16 de mayo, por el que se aprueba
la Estructura Orgánica de la Consejería de Gobernación, modi-
ficado por Decreto 373/2000, de 16 de mayo, y la Orden
de 18 de junio de 2001, por la que se delegan competencias
en diversas materias en los órganos de la Consejería.

Segundo. El plazo para la interposición del recurso de
alzada es de un mes, según establece el artículo 115 de la
Ley 30/92, de 26 de noviembre, según redacción dada por
la Ley 4/99, de 13 de enero, efectuándose el cómputo con-
forme se recoge en el artículo 48, apartados 2 y 3 de la
misma Ley (Instrucción 6/99, de 22 de julio).

La resolución recurrida se notificó a la interesada con
fecha 28.4.00, según consta en copia del acuse de recibo
obrante en el expediente, presentándose el escrito de recurso
el día 1.6.00 en el Registro de la Delegación Provincial de
Trabajo e Industria. Por consiguiente, puede comprobarse que
dicho plazo ha sido rebasado en este caso, por lo que el recurso
es extemporáneo y debe declararse su inadmisión por tal moti-
vo, lo que impide a entrar a conocer el fondo del asunto.

Vistos los preceptos legales citados y demás de general apli-
cación, esta Secretaría General Técnica,

R E S U E L V E

Inadmitir a trámite el recurso de alzada interpuesto por
don Francisco Baena García, en nombre y representación de
la mercantil “Versus y Compañía, S.C.”, contra Resolución
de la Delegación Provincial de la Consejería de Trabajo e Indus-
tria en Granada, de fecha referenciada, por haberse presentado
fuera de plazo, confirmando la misma en todos sus términos.

Contra la presente Resolución, que agota la vía admi-
nistrativa, se podrá interponer recurso contencioso-adminis-
trativo en el plazo de dos meses, a contar desde el día siguiente
al de su notificación o publicación, ante los correspondientes
órganos judiciales de este orden, todo ello de conformidad
con lo dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 29/1998, de
13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Admi-
nistrativa. Sevilla, 8 de mayo de 2002. El Secretario General
Técnico, P.D. (Orden de 18.6.01). Fdo.: Sergio Moreno
Monrové.»

Sevilla, 4 de junio de 2002.- El Secretario General
Técnico, Sergio Moreno Monrové.
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RESOLUCION de 4 de junio de 2002, de la Secre-
taría General Técnica, por la que se notifica la adoptada
por el Consejero de Gobernación al recurso de alzada
interpuesto por doña María Angeles Correa Ulloa, en
representación de Modas Irfa, SL, contra otra dictada
por el Delegado Provincial de la Consejería de Trabajo
e Industria en Sevilla, recaída en el expediente
núm. 33/00 IR.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.4 de
la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común, e intentada sin efecto la notificación personal
al recurrente «Modas Irfa, S.L.», de la resolución adoptada
por el Excmo. Sr. Consejero de Gobernación al recurso admi-
nistrativo interpuesto contra la dictada por el Ilmo. Sr. Delegado
de la Consejería de Trabajo e Industria en Sevilla, por la pre-
sente se procede a hacer pública la misma, al no haberse
podido practicar en su domicilio, reproduciéndose a continua-
ción el texto íntegro.

Se le comunica que el expediente administrativo se
encuentra en las dependencias del Servicio de Legislación de
esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4, Sevilla),
pudiendo acceder al mismo previa acreditación de su iden-
tidad.

«Visto el recurso de alzada interpuesto por doña M.ª Ange-
les Correa Ulloa, actuando en nombre y representación de
Modas Irfa, S.L., contra la Resolución de la Delegación Pro-
vincial de la Consejería de Trabajo e Industria de Sevilla de
fecha 26 de abril de 2000, recaída en el expediente san-
cionador 33/00 IR, instruido por infracción en materia de pro-
tección al consumidor, resultan los siguientes

ANTECEDENTES DE HECHO

Primero. La Delegada Provincial de la Consejería de Tra-
bajo e Industria de Sevilla dictó la Resolución de referencia,
por la que se impone a Modas Irfa, S.L., una sanción de
cuatrocientos cincuenta euros con setenta y seis céntimos
(450,76 euros), es decir, setenta y cinco mil pesetas (75.000
ptas.) como responsable de infracción administrativa calificada
de leve de conformidad con los artículos 6 del Real Decre-
to 1945/83, de 22 de junio, por el que se regulan las infrac-
ciones y sanciones en materia de defensa del consumidor
y de la producción agro-alimentaria, y 36 de la Ley 26/1984,
de 19 de julio, General de Defensa de los Consumidores y
Usuarios, y tipificada en el artículo 3.3.6 del R.D. 1945/83,
de 22 de junio citado, en relación con los preceptos contenidos
en los artículos 2 y 4 del Decreto 171/1989, de 11 de julio
(BOJA núm. 63, de 3 de agosto de 1989), por los siguientes
hechos: “El 8 de octubre de 1999 se gira visita de inspección
a la tienda Modas KARI,N, sito en la calle Las Hilanderas,
núm. 17, esquina C/ Córdoba, en relación con la denuncia
núm. 1992/98, de 17 de septiembre de 1998, formulada
por una consumidora contra esta empresa, por carecer de
hojas de reclamaciones, manifestando que en ese momento
no lo tiene en este establecimiento y se comprueba que no
exhibe el cartel anunciador del libro de hojas de quejas/re-
clamaciones a disposición del consumidor”.

Dicha resolución fue debidamente notificada al interesado
el 19 de mayo de 2000, según aviso de recibo del Servicio
de Correos obrante en el expediente.

Segundo. Contra la anterior Resolución, el interesado
interpone escrito al que ha de darse la forma de recurso de
alzada, que es de contenido idéntico al presentado en la fase
anterior. En síntesis, alega:

- Realmente sí existían tanto el cartel anunciador de la
existencia del libro de hojas de reclamaciones, así como las
hojas de reclamaciones, no estando a la vista en el momento
de la inspección por arreglos del local.

- Desproporcionalidad de la sanción.

A los anteriores hechos, les son de aplicación los
siguientes

FUNDAMENTOS JURIDICOS

Primero. Esta Secretaría General Técnica es competente,
por delegación del Consejero, para conocer y resolver el pre-
sente recurso, a tenor de lo dispuesto en los artículos 114.1
de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común, y 39.8 de la Ley 6/1983, de 21 de julio,
del Gobierno y la Administración de la Comunidad Autónoma
de Andalucía, en relación con el Decreto del Presidente
6/2000, de 28 de abril, sobre reestructuración de Consejerías;
el Decreto 138/2000, de 16 de mayo, por el que se aprueba
la Estructura Orgánica de la Consejería de Gobernación, modi-
ficado por Decreto 373/2000, de 16 de mayo, y la Orden
de 18 de junio de 2001, por la que se delegan competencias
en diversas materias en los órganos de la Consejería.

Segundo. El recurrente está legitimado para la interpo-
sición del presente recurso, conforme a lo dispuesto en el
artículo 32 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régi-
men Jurídico de las Administraciones Públicas y del Proce-
dimiento Administrativo Común.

Tercero. Notificada la Resolución recurrida al interesado
con fecha 19 de mayo de 2000, venciendo el plazo el 19
de junio de 2000, día hábil, interpone recurso de alzada con
sello de entrada en Registro de la Delegación de 20 de junio
de 2000, por tanto, fuera del plazo de un mes establecido
para la interposición del recurso de alzada en el artículo 115
de la Ley 30/92, de 26 de noviembre, en su redacción dada
conforme a la Ley 4/1999, de 13 de enero. Este criterio es
el seguido por constante Jurisprudencia, mencionándose a
título de ejemplo la reciente Sentencia de 29 de mayo de
2000 del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía.

Con ello no se pretende limitar el derecho del administrado
a la tutela efectiva y precisa, ya que este derecho, tal y como
regula el art. 24 de la Constitución Española, deberá efectuarse
en la forma y con los efectos que determina la Ley, no pro-
duciéndose en ningún caso indefensión para el interesado.

Teniendo en cuenta el carácter extemporáneo del recurso
presentado, no se entra a conocer del fondo del asunto.

Vistos la Ley 26/1984, de 19 de julio, General para la
Defensa de los Consumidores y Usuarios; la Ley 5/1985, de
8 de julio, de los Consumidores y Usuarios en Andalucía;
el R.D. 1945/83, de 22 de junio, por el que se regulan las
infracciones y sanciones en materia de defensa del consumidor
y de la producción agro-alimentaria; el Decreto 171/1989,
de 11 de julio, por el que se regulan las hojas de quejas
y reclamaciones de los consumidores y usuarios en Andalucía;
la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común; el Real Decreto 1398/1993, de 4 de agosto,
Reglamento del Procedimiento para el ejercicio de la Potestad
Sancionadora, y demás disposiciones concordantes y de gene-
ral aplicación, esta Secretaría General Técnica

R E S U E L V E

No admitir a trámite, por extemporáneo, el recurso de
alzada interpuesto por doña M.ª Angeles Correa Ulloa, actuan-
do en nombre y representación de Modas Irfa, S.L., contra
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la Resolución de la Delegación Provincial de la Consejería
de Trabajo e Industria de Sevilla, de fecha 26 de abril de
2000, recaída en el expediente sancionador 33/00 IR, ins-
truido por infracción en materia de protección al consumidor,
confirmando la resolución recurrida en todos sus términos.

Contra la presente Resolución, que agota la vía admi-
nistrativa, se podrá interponer recurso contencioso-adminis-
trativo en el plazo de dos meses, a contar desde el día siguiente
al de su notificación o publicación, ante los correspondientes
órganos judiciales de este orden, todo ello de conformidad
con lo dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 29/1998, de
13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Admi-
nistrativa. Sevilla, 22 de abril de 2002. El Secretario General
Técnico, P.D. (Orden de 18.6.01). Fdo.: Sergio Moreno
Monrové.»

Sevilla, 4 de junio de 2002.- El Secretario General
Técnico, Sergio Moreno Monrové.

RESOLUCION de 4 de junio de 2002, de la Secre-
taría General Técnica, por la que se notifica la Reso-
lución adoptada por el Consejero de Gobernación al
recurso de alzada interpuesto por don Carmelo Vizuete
Vitorio, en representación de Vulcanizados Los Colegas,
SL, contra otra dictada por el Delegado Provincial de
la Consejería de Trabajo e Industria de Granada, recaí-
da en expediente núm. 737/97.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.4 de
la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común, e intentada sin efecto la notificación personal
al recurrente «Vulcanizados Los Colegas, S.L.», de la Reso-
lución adoptada por el Excmo. Sr. Consejero de Gobernación
al recurso administrativo interpuesto contra la dictada por el
Ilmo. Sr. Delegado de la Consejería de Trabajo e Industria
en Granada, por la presente se procede a hacer pública la
misma, al no haberse podido practicar en su domicilio, repro-
duciéndose a continuación el texto íntegro.

Se le comunica que el expediente administrativo se
encuentra en las dependencias del Servicio de Legislación de
esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4, Sevilla),
pudiendo acceder al mismo previa acreditación de su iden-
tidad.

«Visto el recurso de alzada interpuesto por don Carmelo
Vizuete Vitorio, en nombre y representación de la mercantil
“Vulcanizados Los Colegas, S.L.” contra Resolución de la Dele-
gación Provincial de la Consejería de Trabajo e Industria en
Granada, de fecha 28 de septiembre de 1998, recaída en
expediente 737/97.

ANTECEDENTES DE HECHO

Primero. A raíz de visita inspectora girada por los Servicios
de Consumo de la Delegación Provincial con fecha 9.5.1997
(Acta núm. 01148/97) al establecimiento “Ricardo Fernández
García (Guadix)”, se constata que se encuentran dispuestas
para su venta zapatillas de caballero: “De Caramelo”, Vul-
canizados los Colegas, modelo 6.500, que carecen del pre-
ceptivo etiquetado. Comprobándose que el calzado sólo hace
referencia de su composición en el cartonaje del envase y
con textos anteriores al R.D. 1718/95.

Requerida factura de compra en origen presenta la
núm. 16, de fecha 1.4.97, expedida por Vulcanizados los
Colegas, S.L., Ctra. Matota, km 3,800 de Elche (Alicante).

Segundo. Los expresados hechos fueron considerados
como constitutivos de infracción administrativa en materia de
consumo prevista en el artículo 3.3.4 del R.D. 1945/83, de
22 de junio, en relación con los artículos 4 y 5 del
R.D. 1718/95, de 27 de octubre, considerándose responsable
de dicha infracción a la parte recurrente e imponiéndosele,
de acuerdo con la calificación de leve, una sanción de tres-
cientos euros con cincuenta céntimos/300,50 euros/50.000
ptas.

Tercero. A pesar de no quedar constancia en la docu-
mentación obrante de la copia del acuse de recibo de noti-
ficación de la resolución final al interesado, puede considerarse
interpuesto el recurso en plazo sobre la base de que el mismo
tiene fecha de giro nacional urgente el 4.11.98, y la Resolución
recurrida tuvo salida el día 8.10.98. En síntesis, la parte
recurrente alega:

- Reiteración de las alegaciones ya presentadas en los
trámites anteriores.

- Es ilógico no poner las etiquetas por las que se le ha
sancionado, ya que cuestan 0,20 ptas. el par, con lo cual
el coste de las mismas resulta muy reducido.

- Al probarse las zapatillas, las etiquetas que nos ocupan
se caen.

- De la fábrica a la que represento no ha salido ningún
par de zapatillas sin etiquetas, con lo cual no es prueba sufi-
ciente para sancionar a esta empresa el encontrar zapatillas
fuera de este establecimiento sin etiquetas, ya que una vez
que salen de él pueden ser manipuladas.

- No sabe el motivo por el que las zapatillas fabricadas
por la empresa a la que representa no tenían etiquetas, pero
lo que sí les puede asegurar es que se está sancionando a
una empresa inocente, mediante unas pruebas que no per-
miten saber si tenían o no etiquetas al salir de la empresa
que las ha fabricado.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

Primero. Esta Secretaría General Técnica es competente,
por delegación del Ilmo. Sr. Consejero para conocer y resolver
el presente recurso, a tenor de lo dispuesto en los artícu-
los 114.1 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común, y 39.8 de la Ley 6/1983, de 21 de
julio, del Gobierno y la Administración de la Comunidad Autó-
noma de Andalucía, en relación con el Decreto del Presidente
6/2000, de 28 de abril, sobre reestructuración de Consejerías;
el Decreto 138/2000, de 16 de mayo, por el que se aprueba
la Estructura Orgánica de la Consejería de Gobernación, modi-
ficado por Decreto 373/2000, de 16 de mayo, y la Orden
de 18 de junio de 2001, por la que se delegan competencias
en diversas materias en los órganos de la Consejería.

Segundo. Entraremos primero a discernir si la caducidad
debe apreciarse en el presente expediente por cuanto, si esto
fuere así, no procedería entrar en el fondo del asunto.

La norma básica en materia de caducidad de expedientes
iniciados de oficio, dentro de los que se encuentran todos
los procedimientos sancionadores, viene dada por el art. 43.4
de la LRJAP-PAC, el cual establece un plazo de caducidad
que opera de forma automática una vez transcurra un término
adicional de treinta días naturales que en la misma norma
se dispone, el cual se inicia a contar desde el momento en
que termine el plazo en que la resolución debió de ser dictada.

Dicho plazo viene establecido ciertamente en el REPS
en seis meses para el procedimiento ordinario y un mes para
el abreviado (artículos 20.6 y 24.4), al cual se adiciona un
plazo específico bimensual por razón de inactividad en la ini-
ciación del expediente (art. 6.2). Sin embargo, en el
R.D. 1945/83, de 22 de junio, por el que se regulan las
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infracciones y sanciones en materia de defensa del Consumidor
y de la Producción Agroalimentaria (norma que según SSTS,
Sala 3.ª, de 19.2.88 y 31.10.91, siguiendo el criterio man-
tenido por el Pleno del Tribunal Constitucional en su STC
29/1989, de 6 de febrero, ha sido elevada a la categoría
de Ley por la Disposición Final Segunda de la Ley 26/84,
de 19 de julio, General para la Defensa de los Consumidores
y Usuarios), se establece un régimen específico de la caducidad
diverso al del REPS, toda vez que se regula un plazo de cadu-
cidad semestral que se inicia desde el momento de la infrac-
ción, una vez finalizadas en su caso las correspondientes dili-
gencias de esclarecimiento de hechos, y en su caso practicadas
las oportunas pruebas y analíticas (art. 18.2) y se hace un
amplio bagaje de modalidades de caducidades intraprocesales
en el párrafo tercero de dicho precepto, según el cual: “Iniciado
el procedimiento sancionador previsto en los artículos 133
a 137 de la Ley de Procedimiento Administrativo y trans-
curridos seis meses desde la notificación al interesado de cada
uno de los trámites previstos en dicha Ley, sin que se impulse
el trámite siguiente, se producirá la caducidad del mismo,
con archivo de las actuaciones, salvo en el caso de la reso-
lución, en que podrá transcurrir un año desde que se notificó
la propuesta”.

Conforme al Decreto de la Junta de Andalucía 139/93,
de 7 de septiembre, sobre adecuación de procedimientos admi-
nistrativos de aplicación en el ámbito de la Consejería, dictado
al amparo de lo prevenido en la Disposición Adicional Tercera
de la LRJAP-PAC, se establece en el párrafo segundo de su
artículo Unico que: “Cuando se trate de procedimientos rela-
cionados en el Anexo II de este Decreto iniciados de oficio
y no susceptibles de producir efectos favorables para el inte-
resado, se entenderán caducados a solicitud de aquél o de
oficio, en el plazo de treinta días desde el vencimiento del
plazo establecido para resolver cada uno de ellos...”. Pues
bien, en el ordinal 9 del referido Anexo, y bajo el epígrafe
“expedientes sancionadores en materia Agro-Alimentaria”, se
cita en el casillero correspondiente a la “normativa de refe-
rencia” precisamente al R.D. 1945/83, disponiéndose un plazo
máximo de resolución de un año, y como efecto por el trans-
curso de dicho plazo el de la caducidad del expediente.

Si tenemos en cuenta que el Acuerdo de Iniciación data
de fecha 17.10.1997, y que la resolución final del expediente
se notificó al interesado en el mes de octubre de 1998, se
observa que el plazo de un año y treinta días establecido
en el Decreto 139/93 no ha transcurrido, por lo que la cadu-
cidad del procedimiento en este sentido no ha llegado a pro-
ducirse. Sin embargo, entre la fecha de notificación del Acuerdo
(27 de octubre de 1997) y la de la Propuesta de Resolución
(4 de junio de 1998) se observa el transcurso del plazo reco-
gido en el Real Decreto, artículo 18.3. En este sentido existe
reiterada jurisprudencia respecto de la caducidad sobrevenida
por el transcurso de más de seis meses conforme al referido
precepto. Así, en la Sentencia del Juzgado de lo Contencio-
so-Administrativo núm. Cinco de Sevilla, de fecha 22 de mayo
de 2000 (recurso contencioso-administrativo 357/99), se
recoge cómo el Tribunal Supremo viene aplicando sin reserva
alguna el régimen de prescripción y caducidad establecido
en el Real Decreto 1945/83 (SS. 2.3.87, que fue la primera
de la serie, por todas), pronunciándose en el mismo sentido
el Tribunal Constitucional en su Sentencia 29/89, de 6 de
febrero, al establecer que del artículo 25.1 de la Constitución
no se deriva inequívocamente una reserva de ley para la regu-
lación del plazo de prescripción de las sanciones adminis-
trativas, limitándose en todo caso a refundir normas contenidas
en disposiciones reglamentarias anteriores a la Constitución.
En todo caso parece que la cobertura legal de dicho Real
Decreto debe entenderse que se la proporciona la Ley 26/84,
General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios.

En el mismo sentido se expresa la Sentencia del Tribunal
Superior de Justicia de Aragón de 3 de diciembre de 1997,
número 772/1997 (Sala de lo Contencioso-Administrativo,

Sección 2.ª) al establecer en su Fundamento de Derecho Cuar-
to que “... en el art. 18.3 del Real Decreto 1945/83, de 22
de junio, que es el ámbito regulador del procedimiento espe-
cífico en materia de inspección y vigilancia de actividades
alimentarias... En su virtud, la caducidad del expediente ope-
rará en los supuestos en los que, una vez iniciado aquél,
transcurre un plazo de seis meses desde la notificación, sin
que haya sido impulsado el trámite siguiente, salvo en los
supuestos en que se dicte resolución, en cuyo caso el plazo
se amplía a un año desde la notificación de la propuesta”.

En el mismo tenor, respecto de la aplicación del régimen
de caducidades en materia de Consumo, expedientes san-
cionadores, se expresa el Tribunal Supremo, Sala de lo Con-
tencioso-Administrativo, en Sentencias de fecha 2 de junio
de 1998 y 5 de octubre de 1998.

Tercero. En base a lo expuesto no procede entrar en el
fondo del asunto, teniendo en cuenta que al apreciarse la
caducidad del expediente no ha lugar a ello.

Vistos los preceptos legales citados y demás de general
aplicación, esta Secretaría General Técnica

R E S U E L V E

Estimar el recurso de alzada interpuesto por don Carmelo
Vizuete Vitorio en nombre y representación de la mercantil
“Vulcanizados Los Colegas, S.L.”, contra Resolución de la Dele-
gación Provincial de la Consejería de Trabajo e Industria en
Granada, de fecha referenciada, revocando la misma en todos
sus términos.

Contra la presente Resolución, que agota la vía admi-
nistrativa, se podrá interponer recurso contencioso-adminis-
trativo en el plazo de dos meses, a contar desde el día siguiente
al de su notificación o publicación, ante los correspondientes
órganos judiciales de este Orden, todo ello de conformidad
con lo dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 29/1998, de
13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Admi-
nistrativa. Sevilla, 1 de abril de 2002. El Secretario General
Técnico, P.D. (Orden de 18.6.01), Fdo.: Sergio Moreno
Monrové.»

Sevilla, 4 de junio de 2002.- El Secretario General
Técnico, Sergio Moreno Monrové.

RESOLUCION de 4 de junio de 2002, de la Secre-
taría General Técnica, por la que se notifica la adoptada
por el Consejero de Gobernación al recurso de alzada
interpuesto por don Jorge Mariner Rande, en repre-
sentación de Mariner, SA, contra otra dictada por el
Delegado Provincial de la Consejería de Trabajo e
Industria en Huelva, recaída en el expediente
núm. H-71/99.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.4 de
la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común, e intentada sin efecto la notificación personal
al recurrente «Mariner, S.A.», de la resolución adoptada por
el Excmo. Sr. Consejero de Gobernación al recurso adminis-
trativo interpuesto contra la dictada por el Ilmo. Sr. Delegado
de la Consejería de Trabajo e Industria en Huelva, por la pre-
sente se procede a hacer pública la misma, al no haberse
podido practicar en su domicilio reproduciéndose a continua-
ción el texto íntegro:

Se le comunica que el expediente administrativo se
encuentra en las dependencias del Servicio de Legislación de
esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4, Sevilla),
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pudiendo acceder al mismo previa acreditación de su iden-
tidad.

«Visto el recurso de alzada interpuesto por don Jorge Mari-
ner Rande, en nombre y representación de la entidad “Mariner,
S.A.”, contra Resolución de la Delegación Provincial de la Con-
sejería de Trabajo e Industria en Huelva, de fecha 1 de marzo
de 2000, recaída en expediente núm. 71/99,

ANTECEDENTES DE HECHO

Primero. El Delegado Provincial de la Consejería de Tra-
bajo e Industria en Huelva dictó la Resolución de referencia,
por la que se impone a la citada entidad una sanción de
setenta y cinco mil pesetas (75.000 ptas.) o cuatrocientos
cincuenta euros con setenta y cinco céntimos (450,75 E),
de conformidad con los antecedentes de hecho y fundamentos
de derecho contenidos en la misma, a la que nos remitimos
íntegramente.

Segundo. Contra la anterior Resolución, la interesada
interpone en tiempo y forma recurso de alzada, en el que,
en síntesis, alega:

- Del examen de la etiqueta se deduce la inexistencia
de infracción alguna.

- La libertad de formas en la cumplimentación de los
requisitos del etiquetado informativo al amparo del de los
arts. 6.1, 7.1, 2 y 7 del Real Decreto 1468/1988, de 2 de
diciembre, impide considerar los hechos como una infracción.

- Errónea interpretación de los arts. 6.1 y 7 del Real
Decreto 1468/1988, así como 13 de la Ley de los Consu-
midores, y 7.2 del Real Decreto antes citado.

- Falta de tipicidad de los hechos.
- Ausencia de culpabilidad.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

Primero. Esta Secretaría General Técnica es competente,
por delegación del Consejero, para conocer y resolver el pre-
sente recurso, a tenor de lo dispuesto en los artículos 114.1
de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común, y 39.8 de la Ley 6/1983, de 21 de julio,
del Gobierno y la Administración de la Comunidad Autónoma
de Andalucía, en relación con el Decreto del Presidente
6/2000, de 28 de abril, sobre reestructuración de Consejerías;
el Decreto 138/2000, de 16 de mayo, por el que se aprueba
la Estructura Orgánica de la Consejería de Gobernación, modi-
ficado por Decreto 373/2000, de 16 de mayo, y la Orden
de 18 de junio de 2001, por la que se delegan competencias
en diversas materias en los órganos de la Consejería.

Segundo. El asunto se circunscribe básicamente a deter-
minar si el tipo legal aplicado, los arts. 6.1, 7.2 y 7.7 del
Real Decreto 1468/1988, de 2 de diciembre, se ha infringido
o no por la entidad, habida cuenta de que el hecho sancionado
consiste en la disposición para la venta de un mueble librero
(Ref. 2797.pvp 173360-MARINER en el establecimiento visi-
tado, que lleva dos etiquetas, una del establecimiento y otra
del fabricante, en la de ésta se constató que no constaba
la “composición” del librero.

El art. 7.2 del Real Decreto 1468/1988, de 2 de diciem-
bre, en cuanto a la composición, dispone que “Este dato debe
hacerse figurar en la etiqueta cuando la aptitud para el con-
sumo o utilización del producto dependa de los materiales
empleados en su fabricación, o bien sea una característica
de su pureza, riqueza, calidad, eficacia o seguridad”.

El acta de inspección recoge que el producto en cuestión
en la etiqueta carecía de ese dato de la composición; la apli-
cación del hecho al tipo legal se hace inexcusable y evidente.

La aplicación de la potestad sancionadora exige, sobre
la base del principio de tipicidad, que a un hecho se impute,
con concreción, un precepto, en el presente caso queda sal-
vaguardado el citado principio.

Tercero. En el derecho administrativo sancionador rige
el principio de culpabilidad, recogido como uno de los ins-
piradores de la potestad sancionadora por el artículo 130.1
de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común, si bien hay que matizar respecto a dicha
afirmación que para responder de las infracciones adminis-
trativas basta que las personas que sean responsables de las
mismas lo sean aun a título de simple inobservancia (además
de por dolo, culpa o negligencia): “Sólo podrán ser sancionados
por hechos constitutivos de infracción administrativa las per-
sonas físicas y jurídicas que resulten responsables de los mis-
mos aun a título de simple inobservancia”.

Cuarto. Vistos la Ley 26/1984, de 19 de julio, General
para la Defensa de los Consumidores y Usuarios; la
Ley 5/1985, de 8 de julio, de los Consumidores y Usuarios
en Andalucía; el R.D. 1945/83, de 22 de junio, por el que
se regulan las infracciones y sanciones en materia de defensa
del consumidor y de la producción agro-alimentaria; la
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común, y demás disposiciones concordantes y de gene-
ral aplicación, esta Secretaría General Técnica

R E S U E L V E

Desestimar el recurso de alzada interpuesto por don Jorge
Mariner Rande, en nombre y representación de la entidad
“Mariner, S.A.”, contra Resolución de la Delegación Provincial
de la Consejería de Trabajo e Industria en Huelva, de fecha
referenciada, confirmando la misma en todos sus términos.

Contra la presente Resolución, que agota la vía admi-
nistrativa, se podrá interponer recurso contencioso-adminis-
trativo en el plazo de dos meses, a contar desde el día siguiente
al de su notificación o publicación, ante los correspondientes
órganos judiciales de este Orden, todo ello de conformidad
con lo dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 29/1998, de
13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Admi-
nistrativa. Sevilla, 11 de marzo de 2002. El Secretario General
Técnico, P.D. (Orden de 18.6.01), Fdo.: Sergio Moreno
Monrové.»

Sevilla, 4 de junio de 2002.- El Secretario General
Técnico, Sergio Moreno Monrové.

RESOLUCION de 4 de junio de 2002, de la Secre-
taría General Técnica, por la que se notifica la reso-
lución adoptada por el Consejero de Gobernación al
recurso de alzada interpuesto por doña Rosalía Bona-
chera Villegas, en representación de Alarcón y Nep-
tuno, SL, contra otra dictada por el Delegado Provincial
de la Consejería de Trabajo e Industria en Almería,
recaída en el expediente núm. 24/99.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.4 de
la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común, e intentada sin efecto la notificación personal
al recurrente «Alarcón y Neptuno, S.L.», de la resolución adop-
tada por el Excmo. Sr. Consejero de Gobernación al recurso
administrativo interpuesto contra la dictada por el Ilmo. Sr.
Delegado de la Consejería de Trabajo e Industria en Almería,
por la presente se procede a hacer pública la misma, al no
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haberse podido practicar en su domicilio reproduciéndose a
continuación el texto íntegro:

Se le comunica que el expediente administrativo se
encuentra en las dependencias del Servicio de Legislación de
esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4, Sevilla),
pudiendo acceder al mismo previa acreditación de su iden-
tidad.

«Visto el recurso de alzada interpuesto por doña Rosalía
Bonachera Villegas, en nombre y representación de la mercantil
“Alarcón y Neptuno, S.L.”, contra Resolución de la Delegación
Provincial de la Consejería de Trabajo e Industria en Almería,
de fecha 10 de febrero de 2000, recaída en expediente
núm. 24/99,

ANTECEDENTES DE HECHO

Primero. El Delegado Provincial de la Consejería de Tra-
bajo e Industria en Almería dictó la Resolución de referencia,
por la que se impone a la citada entidad una sanción de
quinientas mil pesetas (500.000 ptas.) o tres mil cinco euros
con seis céntimos (3005,06 E), de conformidad con los ante-
cedentes de hecho y fundamentos de derecho contenidos en
la misma, a la que nos remitimos íntegramente.

Segundo. Contra la anterior Resolución, la interesada
interpone en tiempo y forma recurso de alzada, en el que,
en síntesis, alega, lo que a su derecho convino.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

Primero. Esta Secretaría General Técnica es competente,
por delegación del Consejero, para conocer y resolver el pre-
sente recurso, a tenor de lo dispuesto en los artículos 114.1
de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común, y 39.8 de la Ley 6/1983, de 21 de julio,
del Gobierno y la Administración de la Comunidad Autónoma
de Andalucía, en relación con el Decreto del Presidente
6/2000, de 28 de abril, sobre reestructuración de Consejerías;
el Decreto 138/2000, de 16 de mayo, por el que se aprueba
la Estructura Orgánica de la Consejería de Gobernación, modi-
ficado por Decreto 373/2000, de 16 de mayo, y la Orden
de 18 de junio de 2001, por la que se delegan competencias
en diversas materias en los órganos de la Consejería.

Segundo. Se considera necesario el análisis acerca de
la caducidad del expediente. En el artículo 18 del
R.D. 1945/1983, por el se regulan las infracciones y sanciones
en materia de defensa del consumidor y de producción agro-
alimentaria, se contemplan dos tipos de caducidad que se
corresponden a las previstas en los apartados 2 y 3 del citado
artículo. Este último dispone: “Iniciado el procedimiento pre-
visto en los artículos 133 a 137 de la Ley de Procedimiento
Administrativo (debe entenderse actualmente la referencia
hecha a la Ley 30/1992, de 26 de noviembre), y transcurrido
seis meses desde la notificación al interesado de cada uno
de los trámites previstos en dicha Ley, sin que se impulse
el trámite siguiente, se producirá la caducidad del mismo,
con archivo de las actuaciones, salvo en el caso de la reso-
lución, en que podrá transcurrir un año desde que se notificó
la propuesta.”

Teniéndose en cuenta que el objetivo de la caducidad
no es otro que intentar evitar la inactividad administrativa,
y con el objeto de averiguar si en este expediente ésta se
ha producido, habrá de computarse el plazo transcurrido entre
la notificación del Acuerdo de Iniciación y el siguiente trámite,
la notificación de la Propuesta de Resolución.

Si tenemos en cuenta que la notificación del Acuerdo
de Iniciación se realizó el 19 de febrero de 1999 y la noti-

ficación de la Propuesta de Resolución es de fecha 3 de
noviembre de 1999, resulta un plazo superior a los 6 meses
previstos para la caducidad en el ya mencionado art. 18.3
del R.D. 1945/1983, de 22 de junio.

Tercero. Sobre la base de lo expuesto no procede entrar
en el fondo del asunto, teniendo en cuenta que al apreciarse
la caducidad del expediente, no ha lugar a ello.

En consecuencia, vistos los preceptos legales citados y
demás de general aplicación, esta Secretaría General Técnica

R E S U E L V E

Estimar el recurso de alzada interpuesto por doña Rosalía
Bonachera Villegas, en nombre y representación de la mercantil
“Alarcón y Neptuno, S.L.”, contra resolución de la Delegación
Provincial de la Consejería de Trabajo e Industria en Almería,
de fecha referenciada, revocando la misma en todos sus
términos.

Contra la presente resolución, que agota la vía adminis-
trativa, se podrá interponer recurso contencioso-administrativo
en el plazo de dos meses, a contar desde el día siguiente
al de su notificación o publicación, ante los correspondientes
órganos judiciales de este Orden, todo ello de conformidad
con lo dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 29/1998, de
13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Admi-
nistrativa. Sevilla, 25 de marzo de 2002. El Secretario General
Técnico, P.D. (Orden de 18.6.01), Fdo.: Sergio Moreno
Monrové.»

Sevilla, 4 de junio de 2002.- El Secretario General Téc-
nico, Sergio Moreno Monrové.

RESOLUCION de 6 de junio de 2002, de la Direc-
ción General de Administración Local, por la que se
acuerda la publicación de los Estatutos del Consorcio
para la Unidad Territorial de Empleo y Desarrollo Local
y Tecnológico de Campillo de Arenas, La Guardia de
Jaén, Pegalajar, Cárcheles y Noalejo.

El Capítulo II del Título III de la Ley 7/1993, de 27 de
julio, reguladora de la Demarcación Municipal de Andalucía,
establece la facultad que ostentan las Entidades Locales para
constituir Consorcios con otra Administración Pública o entidades
privadas sin ánimo de lucro que persigan fines de interés público
concurrentes con los de otras Administraciones Públicas.

La Consejería de Empleo y Desarrollo Tecnológico de la
Junta de Andalucía ha tramitado expediente para la aprobación
de los Estatutos reguladores del Consorcio para la Unidad Terri-
torial de Empleo y Desarrollo Tecnológico de Campillo de Are-
nas, La Guardia de Jaén, Pegalajar, Cárcheles y Noalejo, sien-
do objeto de aprobación por la Consejería de Empleo y Desarro-
llo Tecnológico y el Consorcio de Campillo de Arenas, La Guar-
dia de Jaén, Pegalajar, Cárcheles y Noalejo.

Por todo ello, esta Dirección General, a tenor de lo esta-
blecido en el artículo 36.2 de la Ley 7/1993, de 27 de julio,

R E S U E L V E

Primero. Disponer la publicación en el Boletín Oficial de
la Junta de Andalucía de los Estatutos reguladores del Con-
sorcio para la Unidad Territorial de Empleo y Desarrollo Local
y Tecnológico de Campillo de Arenas, La Guardia de Jaén,
Pegalajar, Cárcheles y Noalejo, que se adjuntan como Anexo
de esta Resolución.

Segundo. Contra la presente Resolución, que no pone
fin a la vía administrativa, se podrá interponer recurso de alzada
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ante el Excmo. Sr. Consejero de Gobernación en el plazo de
un mes, contado a partir del día siguiente a aquél en que
tenga lugar la notificación del presente acto, de conformidad
con lo establecido en los artículos 114 y 115 de la Ley
30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo
Común.

Sevilla, 6 de junio de 2002.- El Director General, Alfonso
Yerga Cobos.

A N E X O

ESTATUTOS DEL CONSORCIO PARA LA UNIDAD TERRITO-
RIAL DE EMPLEO Y DESARROLLO LOCAL Y TECNOLOGICO
DE CAMPILLO DE ARENAS, LA GUARDIA DE JAEN, PEGA-

LAJAR, CARCHELES Y NOALEJO

TITULO I

NATURALEZA, OBJETO Y DOMICILIO

Artículo 1. La Junta de Andalucía, a través de la Consejería
de Empleo y Desarrollo Tecnológico, y los municipios de Cam-
pillo de Arenas, La Guardia de Jaén, Pegalajar, Cárcheles y
Noalejo, de conformidad con las atribuciones que tienen con-
feridas dichos Organismos y al amparo y con arreglo a lo
previsto en los arts. 57 y 87 de la Ley 7/85, de 2 de abril,
reguladora de las Bases de Régimen Local, y del artículo 110
del Real Decreto Legislativo 781/86, de 18 de abril, por el
que se aprueba el Texto Refundido de las disposiciones legales
vigentes en materia de Régimen Local; el art. 33 de la Ley
7/1993, de 27 de julio, reguladora de la Demarcación Muni-
cipal de Andalucía, y el artículo 7 de la Ley 30/1992, de
26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, crean el
Consorcio de la Unidad Territorial de Empleo y Desarrollo Local
y Tecnológico de Campillo de Arenas, La Guardia de Jaén,
Pegalajar, Cárcheles y Noalejo.

Artículo 2. El Consorcio de la Unidad Territorial de Empleo
y Desarrollo Local y Tecnológico de Campillo de Arenas, La
Guardia de Jaén, Pegalajar, Cárcheles y Noalejo es una Cor-
poración de Derecho Público que goza de personalidad jurídica
propia y, en consecuencia, poseerá patrimonio propio afecto
a sus fines específicos, y capacidad para adquirir y poseer
toda clase de bienes y derechos, ejercitar acciones y recursos
ordinarios y extraordinarios ante autoridades, Juzgados y Tri-
bunales, aceptar legados y donaciones, tomar dinero a prés-
tamo y, en general, realizar cuantos actos y contratos sean
necesarios para su correcto funcionamiento, todo ello dentro
de los límites y con sujeción a los presentes Estatutos y al
ordenamiento jurídico de Régimen Local vigentes.

Artículo 3. La Unidad Territorial de Empleo y Desarrollo
Local y Tecnológico se configura, adoptando la formulación
administrativa de un Consorcio, como un instrumento de
impulso y gestión de la Consejería de Empleo y Desarrollo
Tecnológico y de las Entidades Locales que lo integran, dirigida
a conseguir un mayor desarrollo endógeno del territorio con-
sorciado y a lograr un acercamiento al ciudadano de la gestión
de sus asuntos administrativos.

Artículo 4. El Consorcio de la Unidad Territorial de Empleo
y Desarrollo Local y Tecnológico de Campillo de Arenas, La
Guardia de Jaén, Pegalajar, Cárcheles y Noalejo se constituye
con el objetivo de contribuir a un desarrollo equilibrado y sos-
tenido del territorio que conforman todos los municipios inte-
grantes del mismo, mediante la promoción de medidas para
aprovechar plenamente las posibilidades que ofrece la creación
de puestos de trabajo a nivel local, en la economía social

y en las nuevas actividades ligadas a las necesidades aún
no satisfechas por el mercado y, a la vez, posibilitar el acer-
camiento a los ciudadanos de las políticas y competencias
de la Consejería de Empleo y Desarrollo Tecnológico, así como
reforzar la eficacia de los servicios que las Entidades Locales
prestan a los/as ciudadanos/as en el territorio que constituye
el Consorcio.

Artículo 5. Para la consecución de sus objetivos se esta-
blecen como funciones básicas del Consorcio las siguientes:

1. Información y asesoramiento. Información pública
general sobre los programas y servicios de la Consejería de
Empleo y Desarrollo Tecnológico. Esta información irá desde
la más genérica hasta la más específica. Facilitar todo tipo
de impresos y solicitudes. Información sobre plazos y requisitos
a cumplir en las distintas convocatorias. Identificación de los
órganos responsables de la tramitación de los asuntos.

2. Recepción y entrega de documentación. Recepción
fechada y registrada de toda la documentación para los dife-
rentes servicios de la Consejería.

3. Apoyo a la tramitación administrativa. Apoyo a la tra-
mitación, ordenación y despacho de expedientes ante la Dele-
gación Provincial. Subsanación de deficiencias y falta de docu-
mentación. Envío a los diferentes servicios de la Delegación
Provincial para su resolución.

4. Estudios y trabajos técnicos. Estudio preliminar de los
expedientes. Asesoramiento sobre su contenido y documen-
tación.

5. Promoción de proyectos y otras iniciativas de desarrollo
local. Propuestas e iniciativas relacionadas con la zona de
influencia del Consorcio de Empleo y Desarrollo que den lugar
a nuevos proyectos de emprendedores/as.

6. Prospección y estudio de necesidades de la zona.
Acción basada en un análisis de la situación local y cuyo
objetivo será el establecimiento de una estrategia común y
de medidas innovadoras para la creación de puestos de trabajo.

7. Análisis del entorno socioeconómico. Análisis perió-
dicos, cuantitativos y cualitativos de su ámbito de influencia,
que permita conocer debilidades, amenazas, fortalezas y opor-
tunidades, y en última instancia la información necesaria para
el posterior diseño de las líneas que habrán de marcar las
nuevas políticas de desarrollo local y empleo.

8. Promoción del autoempleo. Ofreciendo servicio de aten-
ción personalizada.

9. Creación de Empresas. Mediante la divulgación de los
programas existentes y, en especial, los de la Consejería de
Empleo y Desarrollo Tecnológico, destinados a dicho fin, así
como la captación de emprendedores/as beneficiarios/as de
las acciones de formación profesional ocupacional que hayan
presentado proyectos viables para trabajar por cuenta propia.

10. Dinamización y mejora de la competitividad de las
Pymes en el territorio. Adaptación a las nuevas condiciones
de la economía en un mercado más amplio de carácter
globalizador.

Artículo 6. La competencia consorcial podrá extenderse
a otras finalidades que interesen en común a la pluralidad
de los miembros consorciados, mediante resolución o acuerdo
favorable de la mayoría de las Administraciones Públicas que
integran el Consorcio y la adecuada modificación de estos
Estatutos.

Artículo 7. La adhesión al Consorcio de otros municipios
u otras Entidades deberá hacerse mediante solicitud, que habrá
de ser aprobada por mayoría simple de los Entes que forman
el Consorcio, sin que ello suponga modificación de los pre-
sentes Estatutos, cuyas disposiciones serán de obligatorio cum-
plimiento para los municipios incorporados.

Artículo 8. El Consorcio fijará su sede y domicilio en la
ciudad de Campillo de Arenas, sin perjuicio de que su actua-
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ción y ámbito de influencia se extenderá necesariamente a
todo el territorio integrado por los municipios participantes en
el mismo.

En función del tamaño y ámbito de actuación del Con-
sorcio, se podrán establecer diferentes oficinas de dicho Con-
sorcio en otros tantos municipios.

Artículo 9. El Consorcio se constituye con una duración
indefinida y en tanto subsistan las competencias legales de
los Entes consorciados y los fines de interés común enco-
mendados a aquél.

TITULO II

ORGANIZACION Y REGIMEN JURIDICO

Capítulo primero

Organización

Artículo 10. La estructura organizativa del Consorcio la
constituyen los siguientes órganos:

El Consejo Rector.
La Presidencia del Consejo Rector.
La Vicepresidencia.
El/La Director/a del Consorcio.

Artículo 11. El Consejo Rector estará integrado por los
siguientes miembros:

Presidencia: El/La Delegado/a en la provincia de la Con-
sejería de Empleo y Desarrollo Tecnológico.

Vicepresidencia: Será un/a Alcalde/sa de los Ayuntamien-
tos consorciados a propuesta de los mismos.

Vocales:

- Los/as Alcaldes/sas de los Ayuntamientos que formen
parte de la Unidad, o miembro de la Corporación en quien
deleguen.

- Dos Vocales designados por las Organizaciones Sin-
dicales más representativas en Andalucía, de acuerdo con lo
establecido en el artículo 7.1 de la Ley Orgánica 11/85, de
2 de agosto, de Libertad Sindical. Con voz y sin voto.

- Dos Vocales designados por las Organizaciones Empre-
sariales de carácter intersectorial más representativas en Anda-
lucía, de acuerdo con lo dispuesto en la Disposición Adicional
Sexta del Estatuto de los Trabajadores. Con voz y sin voto.

Secretario/a: El/La Secretario/a General de la Entidad Local
que se designe.

El/La Director/a del Consorcio, con voz y sin voto.

El número de Vocales podrá aumentar conforme se vaya
produciendo la incorporación de nuevos miembros al Consorcio
sin necesidad de modificación de estos Estatutos.

Artículo 12. Las atribuciones del Consejo Rector son las
siguientes:

1. El gobierno del Consorcio.
2. Aprobar las modificaciones de los Estatutos del Con-

sorcio y su propuesta a las instituciones consorciadas.
3. Aprobar la incorporación de nuevos miembros al

Consorcio.
4. Aprobar la disolución del Consorcio.
5. Aprobar el Plan de Actuación y Presupuesto Anual

del Consorcio.
6. Aprobar las cuentas anuales de liquidación del Pre-

supuesto, de valores independientes y auxiliares del Presu-
puesto, de caudales y de administración del patrimonio.

7. Aprobar la estructura organizativa de los diferentes
servicios del Consorcio.

8. Aprobar la plantilla de puestos de trabajo para los dife-
rentes servicios del Consorcio.

9. Aprobar los Reglamentos de funcionamiento de los
diferentes servicios del Consorcio.

10. Aprobar los convenios colectivos con el personal labo-
ral contratado por el Consorcio.

11. Recibir, hacerse cargo y administrar con las limi-
taciones que establezca la legislación vigente, los bienes del
Consorcio y los que procedan de donativos, subvenciones o
legados.

12. Adquirir y enajenar toda clase de bienes muebles
e inmuebles.

13. Aprobar la modificación de las aportaciones sociales.
14. Delegar en la Presidencia del Consejo Rector cuantas

atribuciones estime convenientes para el logro de la mayor
eficacia en la gestión del Consorcio.

Artículo 13. La Presidencia del Consejo Rector.
El/La Presidente/a del Consejo Rector será el/la Delegado/a

de la Consejería de Empleo y Desarrollo Tecnológico en la
provincia donde se ubique el Consorcio y le corresponderá
presidir el Consejo Rector y cualquier otro órgano del Consorcio
de carácter colegiado que pudiera crearse en función de las
necesidades de gestión de éste.

Artículo 14. A la Presidencia del Consejo Rector le corres-
ponden las siguientes atribuciones:

1. Dirigir y dictar las instrucciones para el cumplimiento
de la normativa legal de aplicación a la actividad y gestión
del Consorcio.

2. Representar al Consorcio y ejercitar las acciones jurí-
dicas que procedan ante toda clase de entidades y personas
públicas y privadas, y conferir mandatos y poderes para ejer-
citar dicha representación.

3. Convocar, presidir, suspender y levantar las sesiones
del Consejo Rector, dirigir las deliberaciones y decidir los empa-
tes con votos de calidad en las sesiones de la misma.

4. Vigilar el cumplimiento de los acuerdos del Consejo
Rector.

5. Nombrar al/la Director/a del Consorcio a propuesta del
Consejo Rector.

6. Ordenar los gastos corrientes incluidos en el Presu-
puesto hasta el límite máximo que se determine en las bases
de ejecución del Presupuesto de cada ejercicio, incluso los
correspondientes a las Cuentas de Valores independientes y
auxiliares del Presupuesto.

7. Ordenar los pagos que se determinen en las Bases
de ejecución del Presupuesto Anual.

8. Otorgar los contratos que sean necesarios en repre-
sentación del Consorcio.

9. Autorizar las actas y certificaciones.
10. Adoptar las medidas de carácter urgente que sean

precisas, dando cuenta de las mismas al Consejo Rector en
la sesión más inmediata que celebre ésta.

11. Delegar en el/la Vicepresidente/a o Director/a cuantas
atribuciones estime conveniente para el logro de la mayor efi-
cacia en la gestión del Consorcio.

12. Elaborar el anteproyecto de Plan de actuación y
Presupuesto.

13. Elevar al Consejo Rector las propuestas sobre asuntos
cuyas resoluciones finales correspondan a éste.

14. Aquéllas no expresamente atribuidas a otros órganos.
15. Concesión de subvenciones previamente sometidas

al Consejo Rector, u órgano que tenga delegada la com-
petencia.

Artículo 15. La Vicepresidencia del Consejo Rector asu-
mirá las atribuciones de la Presidencia enumeradas en el ar-
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tículo 14 de los presentes Estatutos que le sean delegadas
expresamente por ésta.

Artículo 16. La Vicepresidencia del Consejo Rector sus-
tituirá a la Presidencia en la totalidad de sus funciones en
caso de ausencia, enfermedad o situación que imposibilite
a ésta para el ejercicio de sus atribuciones.

Artículo 17. El/La Director/a dirige la gestión y adminis-
tración del Consorcio en base a las directrices establecidas
por el Consejo Rector y su Presidente/a. Tiene atribuidas las
siguientes competencias:

1. Ejecutar y hacer cumplir los acuerdos del Consejo Rec-
tor y las Resoluciones de la Presidencia del mismo.

2. Organizar y dirigir al personal de los diferentes servicios
del Consorcio.

3. Ordenar gastos en la cuantía máxima que determinen
las Bases de ejecución del Presupuesto Anual, así como todos
aquéllos que el/la Presidente/a le delegue.

4. Ordenar pagos en la cuantía máxima que determinen
las bases de ejecución del Presupuesto Anual, así como aqué-
llos que el/la Presidente/a le delegue.

5. Custodiar los archivos y documentación del Consorcio.
6. Vigilar el cumplimiento de las disposiciones legales

vigentes que afecten al ámbito de gestión del Consorcio.
7. Ejercer las funciones de Tesorero/a determinadas en

las disposiciones de las Corporaciones Locales.
8. Elaborar la propuesta del Plan de actuación Anual del

Consorcio.
9. Elaborar la Memoria Anual de las actividades desarro-

lladas.
10. Todas aquellas otras atribuciones que le confiera el/la

Presidente/a del Consejo Rector.

Artículo 18. La funciones públicas necesarias para la ges-
tión del Consorcio, como institución vinculada a las Admi-
nistraciones Públicas, con responsabilidad jurídico-adminis-
trativa, referentes a la fe pública, el asesoramiento legal y
control de la gestión económico-financiera serán ejercidas por
los técnicos de las distintas Administraciones Públicas par-
ticipantes, designados al efecto.

Capítulo Segundo

Funcionamiento de los Organos Colegiados

Artículo 19. El régimen de las sesiones y acuerdos del
Consorcio, y en general su funcionamiento, se acomodará a
los dispuesto en la Legislación de Régimen Local, en cuanto
le sea de aplicación, sin perjuicio de las particularidades deri-
vadas de la organización propia del Consorcio.

Artículo 20. Las convocatorias para las reuniones ordi-
narias y extraordinarias del Consejo Rector del Consorcio se
cursarán por orden de la Presidencia, con antelación mínima
de dos días hábiles, e irán acompañados del Orden del día,
donde se relacionarán los asuntos a tratar en cada reunión.

Artículo 21. Para que el Consejo Rector quede válidamente
constituido en sesión ordinaria o extraordinaria será necesaria
la presencia del 70% de los votos representados en el Consejo
Rector, el/la Presidente/a y el/la Secretario/a, o quienes legal-
mente sustituyan a éstos/as.

Artículo 22. Cuando un miembro del Consejo Rector desee
que recaiga acuerdo sobre un tema que no figura en el orden
del día, deberá justificar su urgencia y ser ésta aceptada por
acuerdo favorable de la mayoría de los miembros del órgano
colegiado.

Artículo 23. Se llevará un Libro de actas de las sesiones,
donde se consignará, en cada acta, el lugar, el día y hora
en que comience la sesión, los nombres y apellidos del/la
Presidente/a y asistentes, los asuntos sometidos a deliberación,
las opiniones emitidas cuando así lo requiera el/la interesado/a
y los acuerdos adoptados.

Las actas serán autorizadas con la firma del/la Secretario/a
y el visto bueno del/la Presidente/a.

Artículo 24. En función de la naturaleza y composición
del Consorcio, a los efectos de la toma de decisiones, el total
de votos del Consejo Rector se establece en 20, atribuyéndose
a cada uno de los miembros los siguientes votos:

- Consejería de Empleo y Desarrollo Tecnológico: 50%
del total de los votos del Consejo Rector.

- Municipios integrantes del Consorcio: 50% del total de
los votos del Consejo Rector, asignados de la siguiente manera:

25% de los votos del Consejo Rector repartidos a razón
de uno por municipio.

25% de los votos del Consejo Rector repartidos en función
del número de habitantes de cada Entidad Local.

Si se produjera un aumento de los miembros del Con-
sorcio, se recalcularía el número de votos de cada uno de
los integrantes sin necesidad de modificar los Estatutos.

Artículo 25. El Consejo Rector se reunirá con carácter
ordinario cada seis meses y lo hará en forma extraordinaria
cuando la Presidencia del mismo lo crea necesario o se solicite
por Vocales que representen al menos el 25% de los votos
del Consorcio.

Artículo 26. Los acuerdos se adoptarán por mayoría simple
de los votos emitidos. La modificación de los Estatutos será
adoptada por mayoría de un quórum de dos tercios.

Artículo 27. El régimen jurídico de los actos del Consorcio
será el establecido con carácter general por las disposiciones
que regulan el procedimiento administrativo de las Corpora-
ciones Locales.

Artículo 28. Contra los actos y acuerdos del Consorcio
que pongan fin a la vía administrativa, los/as interesados/as
podrán, previo recurso de reposición en los casos que proceda,
interponer recurso contencioso-administrativo ante la jurisdic-
ción o Tribunal competente.

Artículo 29. La reclamación previa a la vía judicial civil
y la reclamación previa a la vía judicial laboral se dirigirán
a la Presidencia del Consejo Rector del Consorcio, a quien
corresponderá la resolución de la misma.

TITULO III

GESTION ECONOMICA

Capítulo primero

Patrimonio

Artículo 30. El patrimonio del Consorcio estará constituido
por el conjunto de bienes, derechos y acciones que le
pertenezcan.

Este patrimonio podrá ser incrementado por los bienes
y derechos que pueden ser adquiridos por las Entidades con-
sorciadas, afectándolos a los fines del Consorcio, por los adqui-
ridos por el propio Consorcio de cualquier otra persona o enti-
dad pública o privada. Estos incrementos serán calificados
como patrimonio de afectación o propio, según corresponda.
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Artículo 31. Las Entidades consorciadas podrán afectar,
en su caso, al cumplimiento de los fines del Consorcio otros
bienes y derechos. Este patrimonio continuará siendo de la
propiedad de aquéllas con la misma calificación jurídica con
que consta en los respectivos inventarios donde figuren.

Capítulo segundo

Hacienda

Artículo 32. La Hacienda del Consorcio estará constituida:

a) Por la renta, productos e intereses de los bienes mue-
bles, inmuebles, derechos reales, créditos y demás derechos
integrantes del Patrimonio del Consorcio.

b) Por las aportaciones que destine para tal fin la Con-
sejería de Empleo y Desarrollo Tecnológico y las Corporaciones
Locales con cargo a sus respectivos presupuestos. La Con-
sejería de Empleo y Desarrollo Tecnológico sufragará el 100%
de los gastos del personal del Consorcio que conformen la
estructura básica y el 80%, 75% y 70% de los costes de
personal de la estructura complementaria de los Agentes de
Desarrollo Local del Consorcio en función del número de habi-
tantes de los municipios en los que se encuentren localizados.
El Ayuntamiento en el que resida la oficina de la Unidad Terri-
torial sufragará los costes de mantenimiento del inmueble,
y los municipios que conformen la Unidad aportarán al pre-
supuesto de la misma las cantidades necesarias para sufragar
los gastos de funcionamiento de dicha Unidad en proporción
al número de habitantes de cada uno de ellos. La incorporación
de otras entidades, órganos u organizaciones determinará la
modificación de la anterior aportación por el solo acuerdo del
Consejo Rector sin necesidad de modificación de los Estatutos.

c) Por las subvenciones procedentes de los organismos
públicos y privados.

d) Por los donativos y legados de personas físicas o
jurídicas.

e) Por los rendimientos que pueda obtener por sus
servicios.

f) Por el importe de los anticipos o préstamos que obtenga.
g) Por cualquier otro recurso que pudiera serle atribuido.

Artículo 33. La Hacienda del Consorcio responderá de
las obligaciones y deudas contraídas por el mismo. Será apli-
cable a los tributos que establezca el Consorcio el régimen
de infracciones y sanciones regulado en la Ley General Tri-
butaria y en las disposiciones dictadas para su desarrollo.

Artículo 34. El Consorcio podrá establecer y exigir tasas,
contribuciones especiales y precios públicos de conformidad
con lo previsto en los presentes Estatutos y en la Ley de Hacien-
das Locales, en la Ley General Tributaria, Ley de Tasas y
Precios Públicos y demás leyes aplicables.

Artículo 35. En la imposición de contribuciones especiales
con motivo de la realización de obras o del establecimiento
o ampliación de servicios, podrá distinguirse entre el interés
directo de los contribuyentes y el que sea común de un término
municipal o en varios, según los casos, ateniéndose a lo pre-
visto por el artículo 132 de la Ley de Haciendas Locales.

Artículo 36. La gestión, liquidación, inspección y recau-
dación de los tributos que establezca el consorcio se realizará
de acuerdo con lo previsto en la Ley General Tributaria y en
las demás leyes del Estado reguladoras de la materia, así como
en las disposiciones dictadas para su desarrollo.

Artículo 37. Los beneficios y rentas que produzca el Con-
sorcio, una vez cubiertos los gastos, se destinarán, en primer
lugar, a constituir fondos de reservas en la cuantía que esta-

blezcan las disposiciones de Régimen Local, y el resto a mejorar
y ampliar las instalaciones y edificios afectos al Consorcio.

Artículo 38. El Consorcio llevará el mismo sistema de
contabilidad que rige para las Corporaciones Locales, con inde-
pendencia de que por el Consejo Rector pudiera establecerse
otras formas complementarias para el estudio del rendimiento
y productividad.

Artículo 39. La ejecución de las Cuentas de Liquidación
del Presupuesto, del Patrimonio, de Caudales y de Valores
independientes y Auxiliares del Presupuesto se sujetarán a
las normas establecidas para las Corporaciones Locales y debe-
rán ser aprobadas por el Consejo Rector.

Artículo 40. En caso de disolución del Consorcio, el haber
resultante de la liquidación se repartirá entre los miembros
del mismo en proporción al importe de sus aportaciones.

Artículo 41. El presente Consorcio tiene la naturaleza jurí-
dica de Corporación de Derecho Público promovida y par-
ticipada por Entidades Locales, siéndole de aplicación las exen-
ciones fiscales previstas en la legislación de Haciendas Locales
para las Entidades de tal naturaleza.

Capítulo tercero

Presupuesto

Artículo 42. El Consorcio dispondrá anualmente de un
Presupuesto propio elaborado en base a la misma normativa
de aplicación para las Corporaciones Locales.

El Estado de Ingresos de dicho Presupuesto se nutrirá
con los siguientes recursos:

a) Productos de actividad de los diferentes servicios del
Consorcio.

b) Donativos y auxilios.
c) Rentas del Patrimonio.
d) Subvenciones.
e) Aportaciones de la Consejería de Empleo y Desarrollo

Tecnológico y de los municipios de Campillo de Arenas, La
Guardia de Jaén, Pegalajar, Cárcheles y Noalejo, en las cuan-
tías señaladas anteriormente y en su caso de los órganos y
Entidades que lo compongan en la cuantía señalada por el
Consejo Rector.

El Estado de Gastos de dicho Presupuesto comprenderá
las cantidades precisas para la ejecución del Plan de Actuación
anual correspondiente.

TITULO IV

GESTION DE PERSONAL

Artículo 43. El personal contratado para atender los dife-
rentes servicios establecidos en el Consorcio se regirá por la
legislación laboral vigente. Igualmente, las distintas Adminis-
traciones Públicas podrán adscribir personal al servicio del
Consorcio en la forma permitida en la legislación vigente.

Artículo 44. Las condiciones de trabajo y salariales se
desarrollarán en el marco de lo establecido en el Estatuto de
los Trabajadores y demás disposiciones laborales vigentes.

TITULO V

FISCALIZACION Y CONTROL

Artículo 45. A la Junta de Andalucía y a los municipios
consorciados les corresponde la inspección superior de la ges-
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tión desarrollada por el Consorcio de la Unidad Territorial de
Empleo y Desarrollo Local y Tecnológico de Campillo de Are-
nas, La Guardia de Jaén, Pegalajar, Cárcheles y Noalejo.

Artículo 46. La Presidencia del Consejo Rector presentará
anualmente en el primer trimestre del año, al Consejo Rector
Memoria de la Gestión Económica y del Balance de Actividad
correspondiente al ejercicio del año anterior, comprendiendo
dicha Memoria las Cuentas de Liquidación del Presupuesto,
de Valores Independientes y Auxiliares, de Caudales y de Admi-
nistración del Patrimonio, así como Balance del Desarrollo
de cada uno de los Programas de Actividades.

El Consejo Rector, una vez aprobada la Memoria de la
Gestión Económica y del Balance de Actividad, dará cono-
cimiento de ésta a la Consejería de Empleo y Desarrollo Tec-
nológico y a las Corporaciones Locales componentes del
Consorcio.

TITULO VI

MODIFICACIONES Y DISOLUCION

Artículo 47. La modificación de estos Estatutos, mediante
acuerdo del Consejo Rector adoptado con el quórum de las
dos terceras partes, habrá de ser ratificada por la totalidad
de los Entes Consorciados, con las mismas formalidades segui-
das para la aprobación de aquéllos.

Artículo 48.1. La separación de un Ente del Consorcio
precisará los siguientes requisitos:

a) Preaviso de un año dirigido a la Presidencia del
Consorcio.

b) Estar al corriente en el cumplimiento de las obligaciones
y compromisos anteriores respecto del Consorcio y garantizar
el cumplimiento de las obligaciones pendientes con el mismo.

2. La separación no podrá comportar perturbación, per-
juicio o riesgo evidente para la realización inmediata de cual-
quiera de los servicios o actividades del Consorcio, ni perjuicio
para los intereses públicos al mismo encomendados.

Artículo 49.1. El Consorcio podrá disolverse por alguna
de las causas siguientes:

a) Por la transformación del Consorcio en otra Entidad,
mediante acuerdo del Consejo Rector, con el quórum de las
dos terceras partes, ratificado por los dos tercios de las enti-
dades consorciales.

b) Por acuerdo unánime de todos los Entes Territoriales
consorciados.

2. El acuerdo de disolución determinará la forma que
haya de procederse a la liquidación de los bienes del Consorcio
y la reversión a los Entes consorciados de las obras, insta-
laciones y, en general, de los bienes propios y de los que
el Consorcio administrase en régimen de cesión de uso, cuya
titularidad correspondiese a otras Entidades o Administraciones
Públicas.

DISPOSICIONES FINALES

Primera. La entrada en vigor de los presentes Estatutos
se producirá, una vez aprobados definitivamente por los Entes
consorciados, al día siguiente de su publicación en el Boletín
Oficial de la Junta de Andalucía, conteniéndose en los referidos
Estatutos su objeto, fines y miembros que lo integran.

Segunda. La reunión constitutiva del Consejo Rector del
Consorcio tendrá lugar dentro de los diez días siguientes a
la fecha de la publicación a que se refiere la disposición
anterior.

En dicha reunión constitutiva se procederá a la desig-
nación y constitución de los órganos de gestión, gobierno y
representación y a la fijación de la fecha y hora de celebración
de las reuniones ordinarias de los indicados órganos con-
sorciales.

RESOLUCION de 7 de junio de 2002, de la Direc-
ción General de Administración Local, por la que se
acuerda la publicación de los Estatutos del Consorcio
para la Unidad Territorial de Empleo y Desarrollo Local
y Tecnológico de Andújar, Arjona, Arjonilla, Cazalilla,
Escañuela, Espelúy, Lopera, Marmolejo, Villanueva de
la Reina y Porcuna.

El Capítulo II del Título III de la Ley 7/1993, de 27 de
julio, reguladora de la Demarcación Municipal de Andalucía,
establece la facultad que ostentan las Entidades Locales para
constituir Consorcios con otra Administración Pública o entidades
privadas sin ánimo de lucro que persigan fines de interés público
concurrentes con los de otras Administraciones Públicas.

La Consejería de Empleo y Desarrollo Tecnológico, de
la Junta de Andalucía ha tramitado expediente para la apro-
bación de los Estatutos reguladores del Consorcio para la Uni-
dad Territorial de Empleo y Desarrollo Local y Tecnológico
de Andújar, Arjona, Arjonilla, Cazalilla, Escañuela, Espelúy,
Marmolejo, Villanueva de la Reina y Porcuna, siendo objeto
de aprobación por la Consejería de Empleo y Desarrollo Tec-
nológico y el Consorcio de Andújar, Arjona, Arjonilla, Cazalilla,
Escañuela, Espelúy, Marmolejo, Villanueva de la Reina y
Porcuna.

Por todo ello, esta Dirección General, a tenor de lo esta-
blecido en el artículo 36.2 de la Ley 7/1993, de 27 de julio,

R E S U E L V E

Primero. Disponer la publicación en el Boletín Oficial de
la Junta de Andalucía de los Estatutos reguladores del Con-
sorcio para la Unidad Territorial de Empleo y Desarrollo Local
y Tecnológico de Andújar, Arjona, Arjonilla, Cazalilla, Esca-
ñuela, Espelúy, Marmolejo, Villanueva de la Reina y Porcuna,
que se adjuntan como Anexo de esta Resolución.

Segundo. Contra la presente Resolución, que no pone
fin a la vía administrativa, se podrá interponer recurso de alzada
ante el Excmo. Sr. Consejero de Gobernación en el plazo de
un mes, contado a partir del día siguiente a aquél en que
tenga lugar la notificación del presente acto, de conformidad
con lo establecido en los artículos 114 y 115 de la Ley
30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo
Común.

Sevilla, 7 de junio de 2002.- El Director General, Alfonso
Yerga Cobos.

A N E X O

ESTATUTOS DEL CONSORCIO PARA LA UNIDAD TERRITO-
RIAL DE EMPLEO Y DESARROLLO LOCAL Y TECNOLOGICO
DE ANDUJAR, ARJONA, ARJONILLA, CAZALILLA, ESCAÑUE-
LA, ESPELUY, LOPERA, MARMOLEJO, VILLANUEVA DE LA

REINA Y PORCUNA

TITULO I

NATURALEZA, OBJETO Y DOMICILIO

Artículo 1. La Junta de Andalucía, a través de la Consejería
de Empleo y Desarrollo Tecnológico, y los municipios de Andú-
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jar, Arjona, Arjonilla, Cazalilla, Escañuela, Espelúy, Lopera,
Marmolejo, Villanueva de la Reina y Porcuna, de conformidad
con las atribuciones que tienen conferidas dichos Organismos
y al amparo y con arreglo a lo previsto en los arts. 57 y
87 de la Ley 7/85, de 2 de abril, reguladora de las Bases
de Régimen Local; y del artículo 110 del Real Decreto Legis-
lativo 781/86, de 18 de abril, por el que se aprueba el Texto
Refundido de las disposiciones legales vigentes en materia
de Régimen Local; el art. 33 de la Ley 7/1993, de 27 de
julio, reguladora de la Demarcación Municipal de Andalucía,
y el artículo 7 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Pro-
cedimiento Administrativo Común, crean el Consorcio de la
Unidad Territorial de Empleo y Desarrollo Local y Tecnológico
de Andújar, Arjona, Arjonilla, Cazalilla, Escañuela, Espelúy,
Lopera, Marmolejo, Villanueva de la Reina y Porcuna.

Artículo 2. El Consorcio de la Unidad Territorial de Empleo
y Desarrollo Local y Tecnológico de Andújar, Arjona, Arjonilla,
Cazalilla, Escañuela, Espelúy, Lopera, Marmolejo, Villanueva
de la Reina y Porcuna es una Corporación de Derecho Público,
que goza de personalidad jurídica propia y, en consecuencia,
poseerá patrimonio propio afecto a sus fines específicos, y
capacidad para adquirir y poseer toda clase de bienes y dere-
chos, ejercitar acciones y recursos ordinarios y extraordinarios
ante autoridades, juzgados y tribunales, aceptar legados y
donaciones, tomar dinero a préstamo y, en general, realizar
cuantos actos y contratos sean necesarios para su correcto
funcionamiento, todo ello dentro de los límites y con sujeción
a los presentes Estatutos y al ordenamiento jurídico de Régimen
Local vigentes.

Artículo 3. La Unidad Territorial de Empleo y Desarrollo
Local y Tecnológico se configura, adoptando la formulación
administrativa de un Consorcio, como un instrumento de
impulso y gestión de la Consejería de Empleo y Desarrollo
Tecnológico y de las Entidades Locales que lo integran, dirigida
a conseguir un mayor desarrollo endógeno del territorio con-
sorciado y a lograr un acercamiento al ciudadano de la gestión
de sus asuntos administrativos.

Artículo 4. El Consorcio de la Unidad Territorial de Empleo
y Desarrollo Local y Tecnológico de Andújar, Arjona, Arjonilla,
Cazalilla, Escañuela, Espelúy, Lopera, Marmolejo, Villanueva
de la Reina y Porcuna se constituye con el objetivo de contribuir
a un desarrollo equilibrado y sostenido del territorio que con-
forman todos los municipios integrantes del mismo, mediante
la promoción de medidas para aprovechar plenamente las posi-
bilidades que ofrece la creación de puestos de trabajo a nivel
local, en la economía social y en las nuevas actividades ligadas
a las necesidades aún no satisfechas por el mercado y, a
la vez, posibilitar el acercamiento a los ciudadanos de las
políticas y competencias de la Consejería de Empleo y Desarro-
llo Tecnológico, así como reforzar la eficacia de los servicios
que las Entidades Locales prestan a los/as ciudadanos/as en
el territorio que constituye el Consorcio.

Artículo 5. Para la consecución de sus objetivos, se esta-
blecen como funciones básicas del Consorcio las siguientes:

1. Información y asesoramiento. Información pública
general sobre los programas y servicios de la Consejería de
Empleo y Desarrollo Tecnológico. Esta información irá desde
la más genérica hasta la más específica. Facilitar todo tipo
de impresos y solicitudes. Información sobre plazos y requisitos
a cumplir en las distintas convocatorias. Identificación de los
órganos responsables de la tramitación de los asuntos.

2. Recepción y entrega de documentación. Recepción
fechada y registrada de toda la documentación para los dife-
rentes servicios de la Consejería.

3. Apoyo a la tramitación administrativa. Apoyo a la tra-
mitación, ordenación y despacho de expedientes ante la Dele-

gación Provincial. Subsanación de deficiencias y falta de docu-
mentación. Envío a los diferentes servicios de la Delegación
Provincial para su resolución.

4. Estudios y trabajos técnicos. Estudio preliminar de los
expedientes. Asesoramiento sobre su contenido y documen-
tación.

5. Promoción de proyectos y otras iniciativas de desarrollo
local. Propuestas e iniciativas relacionadas con la zona de
influencia del Consorcio de Empleo y Desarrollo, que den lugar
a nuevos proyectos de emprendedores/as.

6. Prospección y estudio de necesidades de la zona.
Acción basada en un análisis de la situación local y cuyo
objetivo será el establecimiento de una estrategia común y
de medidas innovadoras para la creación de puestos de trabajo.

7. Análisis del entorno socioeconómico. Análisis perió-
dicos, cuantitativos y cualitativos de su ámbito de influencia,
que permita conocer debilidades, amenazas, fortalezas y opor-
tunidades y, en última instancia, la información necesaria para
el posterior diseño de las líneas que habrán de marcar las
nuevas políticas de desarrollo local y empleo.

8. Promoción del autoempleo. Ofreciendo servicio de aten-
ción personalizada.

9. Creación de Empresas. Mediante la divulgación de los
programas existentes y, en especial, los de la Consejería de
Empleo y Desarrollo Tecnológico, destinados a dicho fin, así
como la captación de emprendedores/as beneficiarios/as de
las acciones de formación profesional ocupacional que hayan
presentado proyectos viables para trabajar por cuenta propia.

10. Dinamización y mejora de la competitividad de las
Pymes en el territorio. Adaptación a las nuevas condiciones
de la economía en un mercado más amplio de carácter
globalizador.

Artículo 6. La competencia consorcial podrá extenderse
a otras finalidades que interesen en común a la pluralidad
de los miembros consorciados, mediante resolución o acuerdo
favorable de la mayoría de las Administraciones Públicas que
integran el Consorcio y la adecuada modificación de estos
Estatutos.

Artículo 7. La adhesión al Consorcio de otros municipios
u otras Entidades deberá hacerse mediante solicitud, que habrá
de ser aprobada por mayoría simple de los Entes que forman
el Consorcio, sin que ello suponga modificación de los pre-
sentes Estatutos, cuyas disposiciones serán de obligatorio cum-
plimiento para los municipios incorporados.

Artículo 8. El Consorcio fijará su sede y domicilio en la
ciudad de Andújar, sin perjuicio de que su actuación y ámbito
de influencia se extenderá necesariamente a todo el territorio
integrado por los municipios participantes en el mismo.

En función del tamaño y ámbito de actuación del Con-
sorcio se podrán establecer diferentes oficinas de dicho Con-
sorcio en otros tantos municipios.

Artículo 9. El Consorcio se constituye con una duración
indefinida y en tanto subsistan las competencias legales de
los Entes consorciados y los fines de interés común enco-
mendados a aquél.

TITULO II

ORGANIZACION Y REGIMEN JURIDICO

CAPITULO PRIMERO

Organización

Artículo 10. La estructura organizativa del Consorcio la
constituyen los siguientes órganos:



BOJA núm. 77Página núm. 11.858 Sevilla, 2 de julio 2002

El Consejo Rector.
La Presidencia del Consejo Rector.
La Vicepresidencia.
El/La Director/a del Consorcio.

Artículo 11. El Consejo Rector estará integrado por los
siguientes miembros:

Presidencia: El/La Delegado/a en la provincia de la Con-
sejería de Empleo y Desarrollo Tecnológico.

Vicepresidencia: Será un/a Alcalde/sa de los Ayuntamien-
tos consorciados a propuesta de los mismos.

Vocales:

- Los/as Alcaldes/sas de los Ayuntamientos que formen
parte de la Unidad, o miembro de la Corporación en quien
deleguen.

- Dos Vocales designados por las Organizaciones Sindi-
cales más representativas en Andalucía de acuerdo con lo
establecido en el artículo 7.1. de la Ley Orgánica 11/85, de
2 de agosto, de Libertad Sindical. Con voz y sin voto.

- Dos Vocales designados por las Organizaciones Empre-
sariales de carácter intersectorial más representativas en Anda-
lucía, de acuerdo con lo dispuesto en la Disposición Adicional
Sexta del Estatuto de los Trabajadores. Con voz y sin voto.

Secretario/a: El/La Secretario/a General de la Entidad Local
que se designe.

El/La Director/a del Consorcio con voz y sin voto.
El número de Vocales podrá aumentar conforme se vaya

produciendo la incorporación de nuevos miembros al Consorcio
sin necesidad de modificación de estos Estatutos.

Artículo 12. Las atribuciones del Consejo Rector son las
siguientes:

1. El gobierno del Consorcio.
2. Aprobar las modificaciones de los Estatutos del Con-

sorcio y su propuesta a las instituciones consorciadas.
3. Aprobar la incorporación de nuevos miembros al

Consorcio.
4. Aprobar la disolución del Consorcio.
5. Aprobar el Plan de Actuación y Presupuesto Anual

del Consorcio.
6. Aprobar las cuentas anuales de liquidación del Pre-

supuesto, de valores independientes y auxiliares del Presu-
puesto, de caudales y de administración del Patrimonio.

7. Aprobar la estructura organizativa de los diferentes
servicios del Consorcio.

8. Aprobar la plantilla de puestos de trabajo para los dife-
rentes servicios del Consorcio.

9. Aprobar los Reglamentos de funcionamiento de los
diferentes servicios del Consorcio.

10. Aprobar los convenios colectivos con el personal labo-
ral contratado por el Consorcio.

11. Recibir, hacerse cargo y administrar, con las limi-
taciones que establezca la legislación vigente, los bienes del
Consorcio y los que procedan de donativos, subvenciones o
legados.

12. Adquirir y enajenar toda clase de bienes muebles
e inmuebles.

13. Aprobar la modificación de las aportaciones sociales.
14. Delegar en la Presidencia del Consejo Rector cuantas

atribuciones estime convenientes para el logro de la mayor
eficacia en la gestión del Consorcio.

Artículo 13. La Presidencia del Consejo Rector.
El/La Presidente/a del Consejo Rector será el/la Delegado/a

de la Consejería de Empleo y Desarrollo Tecnológico en la
provincia donde se ubique el Consorcio y le corresponderá
presidir el Consejo Rector y cualquier otro órgano del Consorcio
de carácter colegiado que pudiera crearse en función de las
necesidades de gestión de éste.

Artículo 14. A la Presidencia del Consejo Rector le corres-
ponden las siguientes atribuciones:

1. Dirigir y dictar las instrucciones para el cumplimiento
de la normativa legal de aplicación a la actividad y gestión
del Consorcio.

2. Representar al Consorcio y ejercitar las acciones jurí-
dicas que procedan ante toda clase de entidades y personas
públicas y privadas, y conferir mandatos y poderes para ejer-
citar dicha representación.

3. Convocar, presidir, suspender y levantar las sesiones
del Consejo Rector, dirigir las deliberaciones y decidir los empa-
tes con votos de calidad en las sesiones de la misma.

4. Vigilar el cumplimiento de los acuerdos del Consejo
Rector.

5. Nombrar al/la director/a del Consorcio a propuesta del
Consejo Rector.

6. Ordenar los gastos corrientes incluidos en el Presu-
puesto hasta el límite máximo que se determine en las bases
de ejecución del Presupuesto de cada ejercicio, incluso los
correspondientes a las Cuentas de Valores independientes y
auxiliares del Presupuesto.

7. Ordenar los pagos que se determinen en las bases
de ejecución del presupuesto anual.

8. Otorgar los contratos que sean necesarios en repre-
sentación del Consorcio.

9. Autorizar las actas y certificaciones.
10. Adoptar las medidas de carácter urgente que sean

precisas, dando cuenta de las mismas al Consejo Rector en
la sesión más inmediata que celebre ésta.

11. Delegar en el/la Vicepresidente/a o Director/a cuantas
atribuciones estime convenientes para el logro de la mayor
eficacia en la gestión del Consorcio.

12. Elaborar el anteproyecto de Plan de actuación y
Presupuesto.

13. Elevar al Consejo Rector las propuestas sobre asuntos
cuyas resoluciones finales correspondan a éste.

14. Aquéllas no expresamente atribuidas a otros órganos.
15. Concesión de subvenciones previamente sometidas

al Consejo Rector u órgano que tenga delegada la competencia.

Artículo 15. La Vicepresidencia del Consejo Rector asu-
mirá las atribuciones de la Presidencia enumeradas en el ar-
tículo 14 de los presentes Estatutos que le sean delegadas
expresamente por ésta.

Artículo 16. La Vicepresidencia del Consejo Rector sus-
tituirá a la Presidencia en la totalidad de sus funciones en
caso de ausencia, enfermedad o situación que imposibilite
a ésta para el ejercicio de sus atribuciones.

Artículo 17. El/La Director/a dirige la gestión y adminis-
tración del Consorcio en base a las directrices establecidas
por el Consejo Rector y su Presidente/a. Tiene atribuidas las
siguientes competencias:

1. Ejecutar y hacer cumplir los acuerdos del Consejo Rec-
tor y las Resoluciones de la Presidencia del mismo.

2. Organizar y dirigir al personal de los diferentes servicios
del Consorcio.

3. Ordenar gastos en la cuantía máxima que determinen
las Bases de ejecución del Presupuesto Anual, así como todos
aquéllos que el/la Presidente/a le delegue.
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4. Ordenar pagos en la cuantía máxima que determinen
las bases de ejecución del Presupuesto Anual, así como aqué-
llos que el/la Presidente/a le delegue.

5. Custodiar los archivos y documentación del Consorcio.
6. Vigilar el cumplimiento de las disposiciones legales

vigentes que afecten al ámbito de gestión del Consorcio.
7. Ejercer las funciones de Tesorero/a determinadas en

las disposiciones de las Corporaciones Locales.
8. Elaborar la propuesta del Plan de actuación Anual del

Consorcio.
9. Elaborar la Memoria Anual de las actividades desarro-

lladas.
10. Todas aquellas otras atribuciones que le confiera el/la

Presidente/a del Consejo Rector.

Artículo 18. La funciones públicas necesarias para la ges-
tión del Consorcio, como institución vinculada a las Admi-
nistraciones Públicas, con responsabilidad jurídico-adminis-
trativa, referentes a la fe pública, el asesoramiento legal y
control de la gestión económica-financiera serán ejercidas por
los técnicos de las distintas Administraciones Públicas par-
ticipantes, designados al efecto.

CAPITULO II

Funcionamiento de los órganos colegiados

Artículo 19. El régimen de las sesiones y acuerdos del
Consorcio, y en general su funcionamiento, se acomodará a
los dispuesto en la Legislación de Régimen Local, en cuanto
le sea de aplicación, sin perjuicio de las particularidades deri-
vadas de la organización propia del Consorcio.

Artículo 20. Las convocatorias para las reuniones ordi-
narias y extraordinarias del Consejo Rector del Consorcio se
cursarán por orden de la Presidencia, con antelación mínima
de dos días hábiles, e irán acompañados del orden del día,
donde se relacionarán los asuntos a tratar en cada reunión.

Artículo 21. Para que el Consejo Rector quede válidamente
constituido en sesión ordinaria o extraordinaria será necesaria
la presencia del 70% de los votos representados en el Consejo
Rector, el/la Presidente/a y el/la Secretario/a o quienes legal-
mente sustituyan a éstos/as.

Artículo 22. Cuando un miembro del Consejo Rector desee
que recaiga acuerdo sobre un tema que no figura en el orden
del día, deberá justificar su urgencia y ser ésta aceptada por
acuerdo favorable de la mayoría de los miembros del órgano
colegiado.

Artículo 23. Se llevará un Libro de actas de las sesiones,
donde se consignarán, en cada acta, el lugar, el día y hora
en que comience la sesión, los nombres y apellidos del/la
Presidente/a y asistentes, los asuntos sometidos a deliberación,
las opiniones emitidas cuando así lo requiera el/la interesado/a
y los acuerdos adoptados.

Las actas serán autorizadas con la firma del/la Secretario/a
y el Visto Bueno del/la Presidente/a.

Artículo 24. En función de la naturaleza y composición
del Consorcio, a los efectos de la toma de decisiones, el total
de votos del Consejo Rector se establece en 40, atribuyéndose
a cada uno de los miembros los siguientes votos:

Consejería de Empleo y Desarrollo Tecnológico: 50% del
total de los votos del Consejo Rector.

Municipios integrantes del Consorcio: 50% del total de
los votos del Consejo Rector asignados de la siguiente manera:

- 25% de los votos del Consejo Rector repartidos a razón
de uno por municipio.

- 25% de los votos del Consejo Rector repartidos en fun-
ción del número de habitantes de cada Entidad Local.

Si se produjera un aumento de los miembros del Consorcio
se recalcularía el número de votos de cada uno de los inte-
grantes sin necesidad de modificar los Estatutos.

Artículo 25. El Consejo Rector se reunirá con carácter
ordinario cada seis meses y lo hará en forma extraordinaria
cuando la Presidencia del mismo lo crea necesario o se solicite
por vocales que representen al menos el 25% de los votos
del Consorcio.

Artículo 26. Los acuerdos se adoptarán por mayoría simple
de los votos emitidos. La modificación de los Estatutos será
adoptada por mayoría de un quórum de dos tercios.

Artículo 27. El régimen jurídico de los actos del Consorcio
será el establecido con carácter general por las disposiciones
que regulan el procedimiento administrativo de las Corpora-
ciones Locales.

Artículo 28. Contra los actos y acuerdos del Consorcio
que pongan fin a la vía administrativa, los/as interesados/as
podrán, previo recurso de reposición en los casos que proceda,
interponer recurso contencioso-administrativo ante la jurisdic-
ción o Tribunal competente.

Artículo 29. La reclamación previa a la vía judicial civil
y la reclamación previa a la vía judicial laboral se dirigirán
a la Presidencia del Consejo Rector del Consorcio, a quien
corresponderá la resolución de la misma.

TITULO III

GESTION ECONOMICA

CAPITULO PRIMERO

Patrimonio

Artículo 30. El Patrimonio del Consorcio estará constituido
por el conjunto de bienes, derechos y acciones que le
pertenezcan.

Este patrimonio podrá ser incrementado por los bienes
y derechos que pueden ser adquiridos por las Entidades con-
sorciadas, afectándolos a los fines del Consorcio, por los adqui-
ridos por el propio Consorcio de cualquier otra persona o enti-
dad pública o privada. Estos incrementos serán calificados
como patrimonio de afectación o propio según corresponda.

Artículo 31. Las Entidades consorciadas podrán afectar,
en su caso, al cumplimiento de los fines del Consorcio otros
bienes y derechos. Este patrimonio continuará siendo de la
propiedad de aquéllas con la misma calificación jurídica con
que consta en los respectivos inventarios donde figuren.

CAPITULO SEGUNDO

Hacienda

Artículo 32. La Hacienda del Consorcio estará constituida:

a) Por la renta, productos e intereses de los bienes mue-
bles, inmuebles, derechos reales, créditos y demás derechos
integrantes del Patrimonio del Consorcio.

b) Por las aportaciones que destine para tal fin la Con-
sejería de Empleo y Desarrollo Tecnológico y las Corporaciones
Locales con cargo a sus respectivos presupuestos. La Con-
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sejería de Empleo y Desarrollo Tecnológico sufragará el 100%
de los gastos del personal del Consorcio que conformen la
estructura básica y el 80%, 75% y 70% de los costes de
personal de la estructura complementaria de los Agentes de
Desarrollo Local del Consorcio en función del número de habi-
tantes de los municipios en los que se encuentren localizados.
El Ayuntamiento en el que resida la oficina de la Unidad Terri-
torial sufragará los costes de mantenimiento del inmueble,
y los municipios que conformen la Unidad aportarán al pre-
supuesto de la misma las cantidades necesarias para sufragar
los gastos de funcionamiento de dicha Unidad en proporción
al número de habitantes de cada uno de ellos. La incorporación
de otras entidades, órganos u organizaciones determinará la
modificación de la anterior aportación por el solo acuerdo del
Consejo Rector sin necesidad de modificación de los Estatutos.

c) Por las subvenciones procedentes de los organismos
públicos y privados.

d) Por los donativos y legados de personas físicas o
jurídicas.

e) Por los rendimientos que pueda obtener por sus
servicios.

f) Por el importe de los anticipos o préstamos que obtenga.
g) Por cualquier otro recurso que pudiera serle atribuido.

Artículo 33. La Hacienda del Consorcio responderá de
las obligaciones y deudas contraídas por el mismo. Será apli-
cable a los tributos que establezca el Consorcio el régimen
de infracciones y sanciones regulado en la Ley General Tri-
butaria y en las disposiciones dictadas para su desarrollo.

Artículo 34. El Consorcio podrá establecer y exigir tasas,
contribuciones especiales y precios públicos de conformidad
con lo previsto en los presentes Estatutos y en la Ley de Hacien-
das Locales, en la Ley General Tributaria, Ley de Tasas y
Precios Públicos y demás Leyes aplicables.

Artículo 35. En la imposición de contribuciones especiales
con motivo de la realización de obras o del establecimiento
o ampliación de servicios, podrá distinguirse entre el interés
directo de los contribuyentes y el que sea común de un término
municipal o en varios, según los casos, ateniéndose a lo pre-
visto por el artículo 132 de la Ley de Haciendas Locales.

Artículo 36. La gestión, liquidación, inspección y recau-
dación de los tributos que establezca el Consorcio se realizará
de acuerdo con lo previsto en la Ley General Tributaria y en
las demás Leyes del Estado reguladoras de la materia, así
como en las disposiciones dictadas para su desarrollo.

Artículo 37. Los beneficios y rentas que produzca el Con-
sorcio, una vez cubiertos los gastos, se destinarán, en primer
lugar, a constituir fondos de reservas en la cuantía que esta-
blezcan las disposiciones de Régimen Local, y el resto a mejorar
y ampliar las instalaciones y edificios afectos al Consorcio.

Artículo 38. El Consorcio llevará el mismo sistema de
contabilidad que rige para las Corporaciones Locales, con inde-
pendencia de que por el Consejo Rector pudiera establecerse
otras formas complementarias para el estudio del rendimiento
y productividad.

Artículo 39. La ejecución de las Cuentas de Liquidación
del Presupuesto, del Patrimonio, de Caudales y de Valores
independientes y Auxiliares del Presupuesto se sujetarán a
las normas establecidas para las Corporaciones Locales y debe-
rán ser aprobadas por el Consejo Rector.

Artículo 40. En caso de disolución del Consorcio, el haber
resultante de la liquidación se repartirá entre los miembros
del mismo en proporción al importe de sus aportaciones.

Artículo 41. El presente Consorcio tiene la naturaleza jurí-
dica de Corporación de Derecho Público promovida y par-
ticipada por Entidades Locales, siéndole de aplicación las exen-
ciones fiscales previstas en la legislación de Haciendas Locales
para las Entidades de tal naturaleza.

CAPITULO TERCERO

Presupuesto

Artículo 42. El Consorcio dispondrá anualmente de un
Presupuesto propio elaborado en base a la misma normativa
de aplicación para las Corporaciones Locales.

El Estado de Ingresos de dicho Presupuesto se nutrirá
con los siguientes recursos:

a) Productos de actividad de los diferentes servicios del
Consorcio.

b) Donativos y auxilios.
c) Rentas del Patrimonio.
d) Subvenciones.
e) Aportaciones de la Consejería de Empleo y Desarrollo

Tecnológico y los municipios de Andújar, Arjona, Arjonilla,
Cazalilla, Escañuela, Espelúy, Lopera, Marmolejo, Villanueva
de la Reina y Porcuna, en las cuantías señaladas anteriormente
y en su caso de los órganos y Entidades que lo compongan
en la cuantía señalada por el Consejo Rector.

El Estado de Gastos de dicho Presupuesto comprenderá
las cantidades precisas para la ejecución del Plan de Actuación
anual correspondiente.

TITULO IV

GESTION DE PERSONAL

Artículo 43. El personal contratado para atender los dife-
rentes servicios establecidos en el Consorcio se regirá por la
legislación laboral vigente. Igualmente las distintas Adminis-
traciones Públicas podrán adscribir personal al servicio del
Consorcio en la forma permitida en la legislación vigente.

Artículo 44. Las condiciones de trabajo y salariales se
desarrollarán en el marco de lo establecido en el Estatuto de
los Trabajadores y demás disposiciones laborales vigentes.

TITULO V

FISCALIZACION Y CONTROL

Artículo 45. A la Junta de Andalucía y a los municipios
consorciados les corresponde la inspección superior de la ges-
tión desarrollada por el Consorcio de la Unidad Territorial de
Empleo y Desarrollo Local y Tecnológico de Andújar, Arjona,
Arjonilla, Cazalilla, Escañuela, Espelúy, Lopera, Marmolejo,
Villanueva de la Reina y Porcuna.

Artículo 46. La Presidencia del Consejo Rector presentará
anualmente, en el primer trimestre del año, al Consejo Rector
Memoria de la Gestión Económica y del Balance de Actividad
correspondiente al ejercicio del año anterior, comprendiendo
dicha Memoria las Cuentas de Liquidación del Presupuesto,
de Valores Independientes y Auxiliares, de Caudales y de Admi-
nistración del Patrimonio, así como Balance del Desarrollo
de cada uno de los Programas de Actividades.

El Consejo Rector, una vez aprobada la Memoria de la
Gestión Económica y del Balance de Actividad dará cono-
cimiento de ésta a la Consejería de Empleo y Desarrollo Tec-
nológico y a las Corporaciones Locales componentes del
Consorcio.
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TITULO VI

MODIFICACIONES Y DISOLUCION

Artículo 47. La modificación de estos Estatutos, mediante
acuerdo del Consejo Rector adoptado con el quórum de las
dos terceras partes, habrá de ser ratificada por la totalidad
de los Entes Consorciados, con las mismas formalidades segui-
das para la aprobación de aquéllos.

Artículo 48. 1. La separación de un Ente del Consorcio
precisará los siguientes requisitos:

a) Preaviso de un año dirigido a la Presidencia del
Consorcio.

b) Estar al corriente en el cumplimiento de las obligaciones
y compromisos anteriores respecto del Consorcio y garantizar
el cumplimiento de las obligaciones pendientes con el mismo.

2. La separación no podrá comportar perturbación, per-
juicio o riesgo evidente para la realización inmediata de cual-
quiera de los servicios o actividades del Consorcio, ni perjuicio
para los intereses públicos al mismo encomendados.

Artículo 49. 1. El Consorcio podrá disolverse por alguna
de las causas siguientes:

a) Por la transformación del Consorcio en otra Entidad,
mediante acuerdo del Consejo Rector, con el quórum de las
dos terceras partes, ratificado por los dos tercios de las enti-
dades consorciales.

b) Por acuerdo unánime de todos los Entes Territoriales
consorciados.

2. El acuerdo de disolución determinará la forma que
haya de procederse a la liquidación de los bienes del Consorcio
y la reversión a los Entes Consorciados de las obras, insta-
laciones y, en general, de los bienes propios y de los que
el Consorcio administrase en régimen de cesión de uso, cuya
titularidad correspondiese a otras Entidades o Administraciones
Públicas.

DISPOSICIONES FINALES

Primera. La entrada en vigor de los presentes Estatutos
se producirá, una vez aprobados definitivamente por los Entes
Consorciados, al día siguiente de su publicación en el Boletín
Oficial de la Junta de Andalucía, conteniéndose en los referidos
Estatutos su objeto, fines y miembros que lo integran.

Segunda. La reunión constitutiva del Consejo Rector del
Consorcio tendrá lugar dentro de los diez días siguientes a
la fecha de la publicación a que se refiere la disposición
anterior.

En dicha reunión constitutiva se procederá a la desig-
nación y constitución de los órganos de gestión, gobierno y
representación y a la fijación de la fecha y hora de celebración
de las reuniones ordinarias de los indicados órganos con-
sorciales.

RESOLUCION de 7 de junio de 2002, de la Direc-
ción General de Administración Local, por la que se
acuerda la publicación de los Estatutos del Consorcio
para la Unidad Territorial de Empleo y Desarrollo Local
y Tecnológico de Bailén, Baños de la Encina, Guarro-
mán, Jabalquinto, Mengíbar, Torreblascopedro y Villa-
torres.

El Capítulo II del Título III de la Ley 7/1993, de 27 de
julio, reguladora de la Demarcación Municipal de Andalucía,

establece la facultad que ostentan las Entidades Locales para
constituir Consorcios con otra Administración Pública o entidades
privadas sin ánimo de lucro que persigan fines de interés público
concurrentes con los de otras Administraciones Públicas.

La Consejería de Empleo y Desarrollo Tecnológico de la
Junta de Andalucía ha tramitado expediente para la aprobación
de los Estatutos reguladores del Consorcio para la Unidad Terri-
torial de Empleo y Desarrollo Tecnológico de Bailén, Baños
de la Encina, Guarromán, Jabalquinto, Mengíbar, Torreblas-
copedro y Villatorres, siendo objeto de aprobación por la Con-
sejería de Empleo y Desarrollo Tecnológico y el Consorcio de
Bailén, Baños de la Encina, Guarromán, Jabalquinto, Men-
gíbar, Torreblascopedro y Villatorres.

Por todo ello, esta Dirección General, a tenor de lo esta-
blecido en el artículo 36.2 de la Ley 7/1993, de 27 de julio,

R E S U E L V E

Primero. Disponer la publicación en el Boletín Oficial de
la Junta de Andalucía de los Estatutos reguladores del Con-
sorcio para la Unidad Territorial de Empleo y Desarrollo Local
y Tecnológico de Bailén, Baños de la Encina, Guarromán,
Jabalquinto, Mengíbar, Torreblascopedro y Villatorres, que se
adjuntan como Anexo de esta Resolución.

Segundo. Contra la presente Resolución, que no pone
fin a la vía administrativa, se podrá interponer recurso de alzada
ante el Excmo. Sr. Consejero de Gobernación en el plazo de
un mes, contado a partir del día siguiente a aquél en que
tenga lugar la notificación del presente acto, de conformidad
con lo establecido en los artículos 114 y 115 de la
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común.

Sevilla, 7 de junio de 2002.- El Director General, Alfonso
Yerga Cobos.

A N E X O

ESTATUTOS DEL CONSORCIO PARA LA UNIDAD TERRITORIAL
DE EMPLEO Y DESARROLLO LOCAL Y TECNOLOGICO DE BAI-
LEN, BAÑOS DE LA ENCINA, GUARROMAN, JABALQUINTO,

MENGIBAR, TORREBLASCOPEDRO Y VILLATORRES

TITULO I

NATURALEZA, OBJETO Y DOMICILIO

Artículo 1. La Junta de Andalucía, a través de la Consejería
de Empleo y Desarrollo Tecnológico, y los municipios de Bailén,
Baños de la Encina, Guarromán, Jabalquinto, Mengíbar, Torre-
blascopedro y Villatorres, de conformidad con las atribuciones
que tienen conferidas dichos Organismos y al amparo y con
arreglo a lo previsto en los arts. 57 y 87 de la Ley 7/85,
de 2 de abril, reguladora de las Bases de Régimen Local,
y del artículo 110 del Real Decreto Legislativo 781/86, de
18 de abril, por el que se aprueba el Texto Refundido de
las disposiciones legales vigentes en materia de Régimen Local;
el art. 33 de la Ley 7/1993, de 27 de julio, reguladora de
la Demarcación Municipal de Andalucía, y el artículo 7 de
la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común, crean el Consorcio de la Unidad Territorial
de Empleo y Desarrollo Local y Tecnológico de Bailén, Baños
de la Encina, Guarromán, Jabalquinto, Mengíbar, Torreblas-
copedro y Villatorres.

Artículo 2. El Consorcio de la Unidad Territorial de Empleo
y Desarrollo Local y Tecnológico de Bailén, Baños de la Encina,
Guarromán, Jabalquinto, Mengíbar, Torreblascopedro y Villa-
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torres es una Corporación de Derecho Público, que goza de
personalidad jurídica propia y, en consecuencia, poseerá patri-
monio propio afecto a sus fines específicos, y capacidad para
adquirir y poseer toda clase de bienes y derechos, ejercitar
acciones y recursos ordinarios y extraordinarios ante autori-
dades, Juzgados y Tribunales, aceptar legados y donaciones,
tomar dinero a préstamo y, en general, realizar cuantos actos
y contratos sean necesarios para su correcto funcionamiento,
todo ello dentro de los límites y con sujeción a los presentes
Estatutos y al ordenamiento jurídico de Régimen Local
vigentes.

Artículo 3. La Unidad Territorial de Empleo y Desarrollo
Local y Tecnológico se configura, adoptando la formulación
administrativa de un Consorcio, como un instrumento de
impulso y gestión de la Consejería de Empleo y Desarrollo
Tecnológico y de las Entidades Locales que lo integran, dirigida
a conseguir un mayor desarrollo endógeno del territorio con-
sorciado y a lograr un acercamiento al ciudadano de la gestión
de sus asuntos administrativos.

Artículo 4. El Consorcio de la Unidad Territorial de Empleo
y Desarrollo Local y Tecnológico de Bailén, Baños de la Encina,
Guarromán, Jabalquinto, Mengíbar, Torreblascopedro y Villa-
torres, se constituye con el objetivo de contribuir a un desarrollo
equilibrado y sostenido del territorio que conforman todos los
municipios integrantes del mismo, mediante la promoción de
medidas para aprovechar plenamente las posibilidades que
ofrece la creación de puestos de trabajo a nivel local, en la
economía social y en las nuevas actividades ligadas a las nece-
sidades aún no satisfechas por el mercado y, a la vez, posibilitar
el acercamiento a los ciudadanos de las políticas y compe-
tencias de la Consejería de Empleo y Desarrollo Tecnológico,
así como reforzar la eficacia de los servicios que las Entidades
Locales prestan a los/as ciudadanos/as en el territorio que
constituye el Consorcio.

Artículo 5. Para la consecución de sus objetivos se esta-
blecen como funciones básicas del Consorcio las siguientes:

1. Información y asesoramiento. Información pública
general sobre los programas y servicios de la Consejería de
Empleo y Desarrollo Tecnológico. Esta información irá desde
la más genérica hasta la más específica. Facilitar todo tipo
de impresos y solicitudes. Información sobre plazos y requisitos
a cumplir en las distintas convocatorias. Identificación de los
órganos responsables de la tramitación de los asuntos.

2. Recepción y entrega de documentación. Recepción
fechada y registrada de toda la documentación para los dife-
rentes servicios de la Consejería.

3. Apoyo a la tramitación administrativa. Apoyo a la tra-
mitación, ordenación y despacho de expedientes ante la Dele-
gación Provincial. Subsanación de deficiencias y falta de docu-
mentación. Envío a los diferentes servicios de la Delegación
Provincial para su resolución.

4. Estudios y trabajos técnicos. Estudio preliminar de los
expedientes. Asesoramiento sobre su contenido y documen-
tación.

5. Promoción de proyectos y otras iniciativas de desarrollo
local. Propuestas e iniciativas relacionadas con la zona de
influencia del Consorcio de Empleo y Desarrollo que den lugar
a nuevos proyectos de emprendedores/as.

6. Prospección y estudio de necesidades de la zona.
Acción basada en un análisis de la situación local y cuyo
objetivo será el establecimiento de una estrategia común y
de medidas innovadoras para la creación de puestos de trabajo.

7. Análisis del entorno socioeconómico. Análisis perió-
dicos, cuantitativos y cualitativos de su ámbito de influencia,
que permita conocer debilidades, amenazas, fortalezas y opor-
tunidades, y en última instancia la información necesaria para

el posterior diseño de las líneas que habrán de marcar las
nuevas políticas de desarrollo local y empleo.

8. Promoción del autoempleo. Ofreciendo servicio de aten-
ción personalizada.

9. Creación de Empresas. Mediante la divulgación de los
programas existentes y, en especial, los de la Consejería de
Empleo y Desarrollo Tecnológico, destinados a dicho fin, así
como la captación de emprendedores/as beneficiarios/as de
las acciones de formación profesional ocupacional que hayan
presentado proyectos viables para trabajar por cuenta propia.

10. Dinamización y mejora de la competitividad de las
Pymes en el territorio. Adaptación a las nuevas condiciones
de la economía en un mercado más amplio de carácter
globalizador.

Artículo 6. La competencia consorcial podrá extenderse
a otras finalidades que interesen en común a la pluralidad
de los miembros consorciados, mediante resolución o acuerdo
favorable de la mayoría de las Administraciones Públicas que
integran el Consorcio y la adecuada modificación de estos
Estatutos.

Artículo 7. La adhesión al Consorcio de otros municipios
u otras Entidades deberá hacerse mediante solicitud, que habrá
de ser aprobada por mayoría simple de los Entes que forman
el Consorcio, sin que ello suponga modificación de los pre-
sentes Estatutos, cuyas disposiciones serán de obligatorio cum-
plimiento para los municipios incorporados.

Artículo 8. El Consorcio fijará su sede y domicilio en la
ciudad de Bailén, sin perjuicio de que su actuación y ámbito
de influencia se extenderá necesariamente a todo el territorio
integrado por los municipios participantes en el mismo.

En función del tamaño y ámbito de actuación del Con-
sorcio, se podrán establecer diferentes oficinas de dicho Con-
sorcio en otros tantos municipios.

Artículo 9. El Consorcio se constituye con una duración
indefinida y en tanto subsistan las competencias legales de
los Entes consorciados y los fines de interés común enco-
mendados a aquél.

TITULO II

ORGANIZACION Y REGIMEN JURIDICO

Capítulo primero

Organización

Artículo 10. La estructura organizativa del Consorcio la
constituyen los siguientes órganos:

El Consejo Rector.
La Presidencia del Consejo Rector.
La Vicepresidencia.
El/La Director/a del Consorcio.

Artículo 11. El Consejo Rector estará integrado por los
siguientes miembros:

Presidencia: El/La Delegado/a en la provincia de la Con-
sejería de Empleo y Desarrollo Tecnológico.

Vicepresidencia: Será un/a Alcalde/sa de los Ayuntamien-
tos consorciados a propuesta de los mismos.

Vocales:

- Los/as Alcaldes/sas de los Ayuntamientos.
- 3 que formen parte de la Unidad, o miembro de la

Corporación en quien deleguen.
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- Dos Vocales designados por las Organizaciones Sin-
dicales más representativas en Andalucía, de acuerdo con lo
establecido en el artículo 7.1 de la Ley Orgánica 11/85, de
2 de agosto, de Libertad Sindical. Con voz y sin voto.

- Dos Vocales designados por las Organizaciones Empre-
sariales de carácter intersectorial más representativas en Anda-
lucía, de acuerdo con lo dispuesto en la Disposición Adicional
Sexta del Estatuto de los Trabajadores. Con voz y sin voto.

Secretario/a: El/La Secretario/a General de la Entidad Local
que se designe.

El/La Director/a del Consorcio, con voz y sin voto.

El número de Vocales podrá aumentar conforme se vaya
produciendo la incorporación de nuevos miembros al Consorcio
sin necesidad de modificación de estos Estatutos.

Artículo 12. Las atribuciones del Consejo Rector son las
siguientes:

1. El gobierno del Consorcio.
2. Aprobar las modificaciones de los Estatutos del Con-

sorcio y su propuesta a las instituciones consorciadas.
3. Aprobar la incorporación de nuevos miembros al

Consorcio.
4. Aprobar la disolución del Consorcio.
5. Aprobar el Plan de Actuación y Presupuesto Anual

del Consorcio.
6. Aprobar las cuentas anuales de liquidación del Pre-

supuesto, de valores independientes y auxiliares del Presu-
puesto, de caudales y de administración del patrimonio.

7. Aprobar la estructura organizativa de los diferentes
servicios del Consorcio.

8. Aprobar la plantilla de puestos de trabajo para los dife-
rentes servicios del Consorcio.

9. Aprobar los Reglamentos de funcionamiento de los
diferentes servicios del Consorcio.

10. Aprobar los convenios colectivos con el personal labo-
ral contratado por el Consorcio.

11. Recibir, hacerse cargo y administrar con las limi-
taciones que establezca la legislación vigente, los bienes del
Consorcio y los que procedan de donativos, subvenciones o
legados.

12. Adquirir y enajenar toda clase de bienes muebles
e inmuebles.

13. Aprobar la modificación de las aportaciones sociales.
14. Delegar en la Presidencia del Consejo Rector cuantas

atribuciones estime convenientes para el logro de la mayor
eficacia en la gestión del Consorcio.

Artículo 13. La Presidencia del Consejo Rector.
El/La Presidente/a del Consejo Rector será el/la Delegado/a

de la Consejería de Empleo y Desarrollo Tecnológico en la
provincia donde se ubique el Consorcio y le corresponderá
presidir el Consejo Rector y cualquier otro órgano del Consorcio
de carácter colegiado que pudiera crearse en función de las
necesidades de gestión de éste.

Artículo 14. A la Presidencia del Consejo Rector le corres-
ponden las siguientes atribuciones:

1. Dirigir y dictar las instrucciones para el cumplimiento
de la normativa legal de aplicación a la actividad y gestión
del Consorcio.

2. Representar al Consorcio y ejercitar las acciones jurí-
dicas que procedan ante toda clase de entidades y personas
públicas y privadas, y conferir mandatos y poderes para ejer-
citar dicha representación.

3. Convocar, presidir, suspender y levantar las sesiones
del Consejo Rector, dirigir las deliberaciones y decidir los empa-
tes con votos de calidad en las sesiones de la misma.

4. Vigilar el cumplimiento de los acuerdos del Consejo
Rector.

5. Nombrar al/la Director/a del Consorcio a propuesta del
Consejo Rector.

6. Ordenar los gastos corrientes incluidos en el Presu-
puesto hasta el límite máximo que se determine en las Bases
de ejecución del Presupuesto de cada ejercicio, incluso los
correspondientes a las Cuentas de Valores independientes y
auxiliares del Presupuesto.

7. Ordenar los pagos que se determinen en las Bases
de ejecución del Presupuesto Anual.

8. Otorgar los contratos que sean necesarios en repre-
sentación del Consorcio.

9. Autorizar las actas y certificaciones.
10. Adoptar las medidas de carácter urgente que sean

precisas, dando cuenta de las mismas al Consejo Rector en
la sesión más inmediata que celebre ésta.

11. Delegar en el/la Vicepresidente/a o Director/a cuantas
atribuciones estime conveniente para el logro de la mayor efi-
cacia en la gestión del Consorcio.

12. Elaborar el anteproyecto de Plan de actuación y
Presupuesto.

13. Elevar al Consejo Rector las propuestas sobre asuntos
cuyas resoluciones finales correspondan a éste.

14. Aquéllas no expresamente atribuidas a otros órganos.
15. Concesión de subvenciones previamente sometidas

al Consejo Rector, u órgano que tenga delegada la com-
petencia.

Artículo 15. La Vicepresidencia del Consejo Rector asu-
mirá las atribuciones de la Presidencia enumeradas en el ar-
tículo 14 de los presentes Estatutos que le sean delegadas
expresamente por ésta.

Artículo 16. La Vicepresidencia del Consejo Rector sus-
tituirá a la Presidencia en la totalidad de sus funciones en
caso de ausencia, enfermedad o situación que imposibilite
a ésta para el ejercicio de sus atribuciones.

Artículo 17. El/La Director/a dirige la gestión y adminis-
tración del Consorcio en base a las directrices establecidas
por el Consejo Rector y su Presidente/a. Tiene atribuidas las
siguientes competencias:

1. Ejecutar y hacer cumplir los acuerdos del Consejo Rec-
tor y las Resoluciones de la Presidencia del mismo.

2. Organizar y dirigir al personal de los diferentes servicios
del Consorcio.

3. Ordenar gastos en la cuantía máxima que determinen
las Bases de ejecución del Presupuesto Anual, así como todos
aquéllos que el/la Presidente/a le delegue.

4. Ordenar pagos en la cuantía máxima que determinen
las Bases de ejecución del Presupuesto Anual, así como aqué-
llos que el/la Presidente/a le delegue.

5. Custodiar los archivos y documentación del Consorcio.
6. Vigilar el cumplimiento de las disposiciones legales

vigentes que afecten al ámbito de gestión del Consorcio.
7. Ejercer las funciones de Tesorero/a determinadas en

las disposiciones de las Corporaciones Locales.
8. Elaborar la propuesta del Plan de actuación Anual del

Consorcio.
9. Elaborar la Memoria Anual de las actividades desarro-

lladas.
10. Todas aquellas otras atribuciones que le confiera el/la

Presidente/a del Consejo Rector.

Artículo 18. La funciones públicas necesarias para la ges-
tión del Consorcio, como institución vinculada a las Admi-
nistraciones Públicas, con responsabilidad jurídico-adminis-
trativa, referentes a la fe pública, el asesoramiento legal y
control de la gestión económico-financiera serán ejercidas por
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los técnicos de las distintas Administraciones Públicas par-
ticipantes, designados al efecto.

Capítulo Segundo

Funcionamiento de los Organos Colegiados

Artículo 19. El régimen de las sesiones y acuerdos del
Consorcio, y en general su funcionamiento, se acomodará a
lo dispuesto en la Legislación de Régimen Local, en cuanto
le sea de aplicación, sin perjuicio de las particularidades deri-
vadas de la organización propia del Consorcio.

Artículo 20. Las convocatorias para las reuniones ordi-
narias y extraordinarias del Consejo Rector del Consorcio se
cursarán por orden de la Presidencia, con antelación mínima
de dos días hábiles, e irán acompañados del Orden del día,
donde se relacionarán los asuntos a tratar en cada reunión.

Artículo 21. Para que el Consejo Rector quede válidamente
constituido en sesión ordinaria o extraordinaria será necesaria
la presencia del 70% de los votos representados en el Consejo
Rector, el/la Presidente/a y el/la Secretario/a, o quienes legal-
mente sustituyan a éstos/as.

Artículo 22. Cuando un miembro del Consejo Rector desee
que recaiga acuerdo sobre un tema que no figura en el orden
del día, deberá justificar su urgencia y ser ésta aceptada por
acuerdo favorable de la mayoría de los miembros del órgano
colegiado.

Artículo 23. Se llevará un Libro de actas de las sesiones,
donde se consignará, en cada acta, el lugar, el día y hora
en que comience la sesión, los nombres y apellidos del/la
Presidente/a y asistentes, los asuntos sometidos a deliberación,
las opiniones emitidas cuando así lo requiera el/la interesado/a
y los acuerdos adoptados.

Las actas serán autorizadas con la firma del/la Secretario/a
y el visto bueno del/la Presidente/a.

Artículo 24. En función de la naturaleza y composición
del Consorcio, a los efectos de la toma de decisiones, el total
de votos del Consejo Rector se establece en 28, atribuyéndose
a cada uno de los miembros los siguientes votos:

- Consejería de Empleo y Desarrollo Tecnológico: 50%
del total de los votos del Consejo Rector.

- Municipios integrantes del Consorcio: 50% del total de
los votos del Consejo Rector, asignados de la siguiente manera:

25% de los votos del Consejo Rector repartidos a razón
de uno por municipio.

25% de los votos del Consejo Rector repartidos en función
del número de habitantes de cada Entidad Local.

Si se produjera un aumento de los miembros del Con-
sorcio, se recalcularía el número de votos de cada uno de
los integrantes sin necesidad de modificar los Estatutos.

Artículo 25. El Consejo Rector se reunirá con carácter
ordinario cada seis meses y lo hará en forma extraordinaria
cuando la Presidencia del mismo lo crea necesario o se solicite
por Vocales que representen al menos el 25% de los votos
del Consorcio.

Artículo 26. Los acuerdos se adoptarán por mayoría simple
de los votos emitidos. La modificación de los Estatutos será
adoptada por mayoría de un quórum de dos tercios.

Artículo 27. El régimen jurídico de los actos del Consorcio
será el establecido con carácter general por las disposiciones

que regulan el procedimiento administrativo de las Corpora-
ciones Locales.

Artículo 28. Contra los actos y acuerdos del Consorcio
que pongan fin a la vía administrativa, los/as interesados/as
podrán, previo recurso de reposición en los casos que proceda,
interponer recurso contencioso-administrativo ante la jurisdic-
ción o Tribunal competente.

Artículo 29. La reclamación previa a la vía judicial civil
y la reclamación previa a la vía judicial laboral se dirigirán
a la Presidencia del Consejo Rector del Consorcio, a quien
corresponderá la resolución de la misma.

TITULO III

GESTION ECONOMICA

Capítulo primero

Patrimonio

Artículo 30. El patrimonio del Consorcio estará constituido
por el conjunto de bienes, derechos y acciones que le
pertenezcan.

Este patrimonio podrá ser incrementado por los bienes
y derechos que pueden ser adquiridos por las Entidades con-
sorciadas, afectándolos a los fines del Consorcio, por los adqui-
ridos por el propio Consorcio de cualquier otra persona o enti-
dad pública o privada. Estos incrementos serán calificados
como patrimonio de afectación o propio, según corresponda.

Artículo 31. Las Entidades consorciadas podrán afectar,
en su caso, al cumplimiento de los fines del Consorcio otros
bienes y derechos. Este patrimonio continuará siendo de la
propiedad de aquéllas con la misma calificación jurídica con
que consta en los respectivos inventarios donde figuren.

Capítulo segundo

Hacienda

Artículo 32. La Hacienda del Consorcio estará constituida:

a) Por la renta, productos e intereses de los bienes mue-
bles, inmuebles, derechos reales, créditos y demás derechos
integrantes del Patrimonio del Consorcio.

b) Por las aportaciones que destine para tal fin la Con-
sejería de Empleo y Desarrollo Tecnológico y las Corporaciones
Locales con cargo a sus respectivos presupuestos. La Con-
sejería de Empleo y Desarrollo Tecnológico sufragará el 100%
de los gastos del personal del Consorcio que conformen la
estructura básica y el 80%, 75% y 70% de los costes de
personal de la estructura complementaria de los Agentes de
Desarrollo Local del Consorcio en función del número de habi-
tantes de los municipios en los que se encuentren localizados.
El Ayuntamiento en el que resida la oficina de la Unidad Terri-
torial sufragará los costes de mantenimiento del inmueble,
y los municipios que conformen la Unidad aportarán al pre-
supuesto de la misma las cantidades necesarias para sufragar
los gastos de funcionamiento de dicha Unidad en proporción
al número de habitantes de cada uno de ellos. La incorporación
de otras entidades, órganos u organizaciones determinará la
modificación de la anterior aportación por el solo acuerdo del
Consejo Rector sin necesidad de modificación de los Estatutos.

c) Por las subvenciones procedentes de los organismos
públicos y privados.

d) Por los donativos y legados de personas físicas o
jurídicas.

e) Por los rendimientos que pueda obtener por sus
servicios.
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f) Por el importe de los anticipos o préstamos que obtenga.
g) Por cualquier otro recurso que pudiera serle atribuido.

Artículo 33. La Hacienda del Consorcio responderá de
las obligaciones y deudas contraídas por el mismo. Será apli-
cable a los tributos que establezca el Consorcio el régimen
de infracciones y sanciones regulado en la Ley General Tri-
butaria y en las disposiciones dictadas para su desarrollo.

Artículo 34. El Consorcio podrá establecer y exigir tasas,
contribuciones especiales y precios públicos de conformidad
con lo previsto en los presentes Estatutos y en la Ley de Hacien-
das Locales, en la Ley General Tributaria, Ley de Tasas y
Precios Públicos y demás leyes aplicables.

Artículo 35. En la imposición de contribuciones especiales
con motivo de la realización de obras o del establecimiento
o ampliación de servicios, podrá distinguirse entre el interés
directo de los contribuyentes y el que sea común de un término
municipal o en varios, según los casos, ateniéndose a lo pre-
visto por el artículo 132 de la Ley de Haciendas Locales.

Artículo 36. La gestión, liquidación, inspección y recau-
dación de los tributos que establezca el consorcio se realizará
de acuerdo con lo previsto en la Ley General Tributaria y en
las demás leyes del Estado reguladoras de la materia, así como
en las disposiciones dictadas para su desarrollo.

Artículo 37. Los beneficios y rentas que produzca el Con-
sorcio, una vez cubiertos los gastos, se destinarán, en primer
lugar, a constituir fondos de reservas en la cuantía que esta-
blezcan las disposiciones de Régimen Local, y el resto a mejorar
y ampliar las instalaciones y edificios afectos al Consorcio.

Artículo 38. El Consorcio llevará el mismo sistema de
contabilidad que rige para las Corporaciones Locales, con inde-
pendencia de que por el Consejo Rector pudiera establecerse
otras formas complementarias para el estudio del rendimiento
y productividad.

Artículo 39. La ejecución de las Cuentas de Liquidación
del Presupuesto, del Patrimonio, de Caudales y de Valores
independientes y Auxiliares del Presupuesto se sujetarán a
las normas establecidas para las Corporaciones Locales y debe-
rán ser aprobadas por el Consejo Rector.

Artículo 40. En caso de disolución del Consorcio, el haber
resultante de la liquidación se repartirá entre los miembros
del mismo en proporción al importe de sus aportaciones.

Artículo 41. El presente Consorcio tiene la naturaleza jurí-
dica de Corporación de Derecho Público promovida y par-
ticipada por Entidades Locales, siéndole de aplicación las exen-
ciones fiscales previstas en la legislación de Haciendas Locales
para las Entidades de tal naturaleza.

Capítulo tercero

Presupuesto

Artículo 42. El Consorcio dispondrá anualmente de un
Presupuesto propio elaborado en base a la misma normativa
de aplicación para las Corporaciones Locales.

El Estado de Ingresos de dicho Presupuesto se nutrirá
con los siguientes recursos:

a) Productos de actividad de los diferentes servicios del
Consorcio.

b) Donativos y auxilios.
c) Rentas del Patrimonio.
d) Subvenciones.

e) Aportaciones de la Consejería de Empleo y Desarrollo
Tecnológico y los municipios de Bailén, Baños de la Encina,
Guarromán, Jabalquinto, Mengíbar, Torreblascopedro y Villa-
torres, en las cuantías señaladas anteriormente y en su caso
de los órganos y Entidades que lo compongan en la cuantía
señalada por el Consejo Rector.

El Estado de Gastos de dicho Presupuesto comprenderá
las cantidades precisas para la ejecución del Plan de Actuación
anual correspondiente.

TITULO IV

GESTION DE PERSONAL

Artículo 43. El personal contratado para atender los dife-
rentes servicios establecidos en el Consorcio se regirá por la
legislación laboral vigente. Igualmente, las distintas Adminis-
traciones Públicas podrán adscribir personal al servicio del
Consorcio en la forma permitida en la legislación vigente.

Artículo 44. Las condiciones de trabajo y salariales se
desarrollarán en el marco de lo establecido en el Estatuto de
los Trabajadores y demás disposiciones laborales vigentes.

TITULO V

FISCALIZACION Y CONTROL

Artículo 45. A la Junta de Andalucía y a los municipios
consorciados les corresponde la inspección superior de la ges-
tión desarrollada por el Consorcio de la Unidad Territorial de
Empleo y Desarrollo Local y Tecnológico de Bailén, Baños
de la Encina, Guarromán, Jabalquinto, Mengíbar, Torreblas-
copedro y Villatorres.

Artículo 46. La Presidencia del Consejo Rector presentará
anualmente en el primer trimestre del año, al Consejo Rector
Memoria de la Gestión Económica y del Balance de Actividad
correspondiente al ejercicio del año anterior, comprendiendo
dicha Memoria las Cuentas de Liquidación del Presupuesto,
de Valores Independientes y Auxiliares, de Caudales y de Admi-
nistración del Patrimonio, así como Balance del Desarrollo
de cada uno de los Programas de Actividades.

El Consejo Rector, una vez aprobada la Memoria de la
Gestión Económica y del Balance de Actividad, dará cono-
cimiento de ésta a la Consejería de Empleo y Desarrollo Tec-
nológico y a las Corporaciones Locales componentes del
Consorcio.

TITULO VI

MODIFICACIONES Y DISOLUCION

Artículo 47. La modificación de estos Estatutos, mediante
acuerdo del Consejo Rector adoptado con el quórum de las
dos terceras partes, habrá de ser ratificada por la totalidad
de los Entes Consorciados, con las mismas formalidades segui-
das para la aprobación de aquéllos.

Artículo 48.1. La separación de un Ente del Consorcio
precisará los siguientes requisitos:

a) Preaviso de un año dirigido a la Presidencia del
Consorcio.

b) Estar al corriente en el cumplimiento de las obligaciones
y compromisos anteriores respecto del Consorcio y garantizar
el cumplimiento de las obligaciones pendientes con el mismo.

2. La separación no podrá comportar perturbación, per-
juicio o riesgo evidente para la realización inmediata de cual-
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quiera de los servicios o actividades del Consorcio, ni perjuicio
para los intereses públicos al mismo encomendados.

Artículo 49.1. El Consorcio podrá disolverse por alguna
de las causas siguientes:

a) Por la transformación del Consorcio en otra Entidad,
mediante acuerdo del Consejo Rector, con el quórum de las
dos terceras partes, ratificado por los dos tercios de las enti-
dades consorciales.

b) Por acuerdo unánime de todos los Entes Territoriales
consorciados.

2. El acuerdo de disolución determinará la forma que
haya de procederse a la liquidación de los bienes del Consorcio
y la reversión a los Entes consorciados de las obras, insta-
laciones y, en general, de los bienes propios y de los que
el Consorcio administrase en régimen de cesión de uso, cuya
titularidad correspondiese a otras Entidades o Administraciones
Públicas.

DISPOSICIONES FINALES

Primera. La entrada en vigor de los presentes Estatutos
se producirá, una vez aprobados definitivamente por los Entes
Consorciados, al día siguiente de su publicación en el Boletín
Oficial de la Junta de Andalucía, conteniéndose en los referidos
Estatutos su objeto, fines y miembros que lo integran.

Segunda. La reunión constitutiva del Consejo Rector del
Consorcio tendrá lugar dentro de los diez días siguientes a
la fecha de la publicación a que se refiere la disposición
anterior.

En dicha reunión constitutiva se procederá a la desig-
nación y constitución de los órganos de gestión, gobierno y
representación y a la fijación de la fecha y hora de celebración
de las reuniones ordinarias de los indicados órganos con-
sorciales.

CONSEJERIA DE JUSTICIA Y ADMINISTRACION PUBLICA

RESOLUCION de 11 de junio de 2002, de la Direc-
ción General de la Función Pública, por la que se crea
el puesto de Secretaría-Intervención en la Entidad Local
Autónoma de Castil de Campos (Córdoba).

Vista la solicitud formulada por la Entidad Local Autónoma
de Castil de Campos (Córdoba), relativa a la creación en la
plantilla de esta Entidad Local Autónoma de una plaza de
funcionario de Administración Local con habilitación de carác-
ter nacional, perteneciente a la subescala de Secretaría-In-
tervención, en base al Acuerdo adoptado por la Junta Vecinal
de la citada Entidad en sesión extraordinaria celebrada el día
18 de abril de 2002.

Tramitado expediente de conformidad con lo previsto en
el artículo 63.4 de la Ley 7/1993, de 27 de julio, reguladora
de la Demarcación Municipal de Andalucía en el artículo
92.3 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases
de Régimen Local; en los artículos 159 y 161.1 del Real
Decreto Legislativo 781/1986, de 18 de abril, aprobatorio del
Texto Refundido de las disposiciones legales vigentes en mate-
ria de Régimen Local; en los artículos 2, 8 y 9 del Real Decreto
1732/1994, de 29 de julio, sobre provisión de puestos de
trabajo reservados a funcionarios de Administración Local con
habilitación de carácter nacional; en el Decreto 467/1994,
de 13 de diciembre, por el que se asignan a la entonces
Consejería de Gobernación las competencias atribuidas por
las Disposiciones Adicionales Novena de la Ley 22/1993, de

29 de diciembre, y Tercera del Real Decreto 1732/1994, de 29
de julio, relativas al régimen jurídico de funcionarios de Admi-
nistración Local con habilitación de carácter nacional, y de
conformidad con el artículo 11.1.e) del Decreto 139/2000,
de 16 de mayo, por el que se establece la estructura orgánica de
la Consejería de Justicia y Administración Pública.

Esta Dirección General ha resuelto:

Primero. Crear en la plantilla de la Entidad Local Autónoma
de Castil de Campos (Córdoba) el puesto de Secretaría de
clase tercera para su desempeño por funcionario de Admi-
nistración Local con habilitación de carácter nacional, per-
teneciente a la subescala de Secretaría-Intervención.

Segundo. Contra la presente Resolución, que pone fin
a la vía administrativa, se podrá interponer recurso de repo-
sición ante este órgano en el plazo de un mes, contado a
partir del día siguiente a aquél en que tenga lugar la notificación
del presente acto, o interponer directamente el recurso con-
tencioso-administrativo, ante los correspondientes órganos
judiciales de este orden, en el plazo de dos meses, contados
desde el día siguiente a la notificación de este acto, todo ello
de conformidad con lo establecido en los artículos 116 y 117
de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas
y del Procedimiento Administrativo Común, y en el artícu-
lo 46.1 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de
la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.

Sevilla, 11 de junio de 2002.- El Director General, José
Taboada Castiñeiras.

RESOLUCION de 24 de junio de 2002, del Ins-
tituto Andaluz de Administración Pública, por la que
se conceden subvenciones a las Organizaciones Sin-
dicales CC.OO-FSAP, UGT-FSP y CSI-CSIF para la rea-
lización de actividades formativas destinadas al per-
sonal al servicio de la Administración General de la
Junta de Andalucía con cargo a los fondos de For-
mación Continua.

El III Acuerdo de Formación Continua en las Adminis-
traciones Públicas de 11 de enero de 2001, suscrito por la
Administración General del Estado, las Administraciones de
las Comunidades Autónomas, la Federación Española de Muni-
cipios y Provincias y las Organizaciones Sindicales UGT, CC.OO
y CSI-CSIF, ha supuesto la consolidación de un sistema de
gestión de la formación de los empleados públicos caracte-
rizado fundamentalmente por la activa participación de los
agentes sociales.

Por su parte, en el ámbito de la Comunidad Autónoma
de Andalucía, el Acuerdo sobre condiciones de trabajo en la
Administración General de la Junta de Andalucía, firmado el
26 de febrero de 1996, con las Organizaciones Sindicales
presentes en la Mesa Sectorial de Administración General de
la Junta de Andalucía, UGT, CC.OO y CSI-CSIF, aprobado
por acuerdo del Consejo de Gobierno de 12 de marzo de
1996 (publicado en BOJA núm. 53, de 7 de mayo), preveía,
en su apartado número 6, dedicado a la Formación, Acción
Social y Salud Laboral, la participación de las organizaciones
Sindicales firmantes «en la gestión del 10% de los fondos
de Formación Continua para la Administración General que
anualmente correspondan a la Junta de Andalucía».

El citado Acuerdo, prorrogado en el año 1999, mediante
Acuerdo del Consejo de Gobierno de 23 de febrero de 1999
(BOJA núm. 39, de 3 de abril), continúa vigente actualmente,
por lo que, en ejecución de los compromisos contenidos en
el mismo, resulta procedente instrumentar la distribución entre
las Organizaciones Sindicales que forman parte de la Comisión
de Formación Continua de la Comunidad Autónoma, de las
subvenciones correspondientes al porcentaje acordado de los
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créditos asignados para Formación Continua en el ejercicio
de 2002, destinados a financiar las Acciones formativas del
sector de empleados públicos de la Administración General
de la Junta de Andalucía y que gestionarán directamente las
citadas Organizaciones.

En sesión del Consejo Rector del Instituto Andaluz de
Administración Pública celebrada el 23 de enero de 2002,
se aprobó la distribución de los fondos de Formación Continua
entre las Organizaciones Sindicales integrantes de la Comisión
Nacional de la Formación Continua y de la Comisión de For-
mación Continua de la Comunidad Autónoma de Andalucía.

Vista la certificación de la Secretaria del Consejo Rector
de la sesión celebrada el 23 de enero de 2002, estudiadas
las propuestas de las acciones formativas de Formación Con-
tinua presentadas por las organizaciones sindicales UGT,
CCOO y CSI-CSIF, para su realización en el ejercicio 2002,
de conformidad con el Decreto 254/2001, de 20 de noviem-
bre, por el que se regulan los procedimientos para la concesión
de subvenciones y ayudas públicas por la Administración de
la Junta de Andalucía y sus Organismos Autónomos y su régi-
men jurídico, en uso de las facultades conferidas,

HE RESUELTO

Primero. Conceder a las Organizaciones Sindicales rela-
cionadas a continuación subvenciones por los importes que
se indican, aprobadas en el seno de la Comisión de Formación
Continua de la Comunidad Autónoma de Andalucía, para la
ejecución de acciones formativas en el ejercicio de 2002:

CCOO-FSAP: 35.346,67 euros. CIF: G-78300480.
UGT-FSP: 45.178,33 euros. CIF: G-78085149.
CSI-CSIF: 21.887,00 euros. CIF: G-79514378.

Segundo. Declarar las subvenciones recogidas en la pre-
sente Resolución de carácter excepcional, conforme disponen
el párrafo tercero del artículo 107 de la Ley 5/1983, de 19
de julio, General de la Hacienda Pública de la Comunidad
Autónoma de Andalucía, así como el artículo 15 del Decreto
254/2001, de 20 de noviembre, por el que se regulan los
procedimientos para la concesión de subvenciones y ayudas
públicas por la Administración de la Junta de Andalucía y
sus Organismos Autónomos y su régimen jurídico.

Tercero. Las subvenciones tienen por finalidad financiar
el coste de las actividades formativas dirigidas al personal al
servicio de la Administración General de la Junta de Andalucía,
que realicen las Organizaciones Sindicales integrantes de la
Comisión de Formación Continua de la Comunidad Autónoma
de Andalucía, conforme a las propuestas presentadas y apro-
badas en el seno de la misma. Dichas acciones formativas
deberán necesariamente ejecutarse dentro del ejercicio eco-
nómico de 2002.

Cuarto. Las subvenciones se abonarán con cargo a la
aplicación presupuestaria 01.12.31. 18.00.482.00.12B. del
Presupuesto de gastos de este Instituto para 2002, haciéndose
efectivas mediante el abono de un primer pago a cada uno
de los beneficiarios correspondiente al 75% del importe total
concedido y el 25% restante, una vez justificado el anterior
pago.

Quinto. La justificación del primer pago por el importe
del 75% del total concedido a cada una de la Organizaciones
Sindicales beneficiarias, se realizará mediante la aportación
a este Instituto dentro del plazo de tres meses a contar desde
su pago efectivo, de la siguiente documentación:

a) Certificado de haber registrado en su contabilidad el
ingreso recibido, con expresión del asiento practicado.

b) Los documentos justificativos (facturas pagadas o
documentos con valor probatorio equivalente) de los gastos
originados por la realización de las actividades formativas sub-
vencionadas, por el importe correspondiente a dicho primer
pago.

Sexto. Para la justificación del segundo pago, por importe
del 25% restante del total de la subvención, las Organizaciones
Sindicales beneficiarias presentarán ante el Instituto, en el pla-
zo de los dos meses siguientes a su pago efectivo, la misma
documentación indicada en el apartado anterior, pero referida
a la aplicación de este segundo pago. En todo caso la jus-
tificación vendrá referida a los gastos generados por las accio-
nes formativas desarrolladas efectivamente en el año 2002,
de conformidad con lo previsto en el apartado Tercero de la
presente Resolución.

Séptimo. Las acciones formativas desarrolladas al amparo
de la presente Resolución tienen la consideración de acciones
formativas homologadas por el Instituto Andaluz de Adminis-
tración Pública, debiendo las Organizaciones Sindicales bene-
ficiarias de las subvenciones cumplimentar la documentación
relativa a dichas acciones, a excepción de la solicitud, conforme
al procedimiento establecido en la Resolución de 10 de enero
de 2002 del Instituto Andaluz de Administración Pública, por
la que se determina el procedimiento de homologación de
acciones formativas realizadas por promotores externos (BOJA
núm. 14, de 2 de febrero de 2002).

Octavo. Las Organizaciones sindicales beneficiarias de las
subvenciones quedan sujetas a las siguientes obligaciones:

a) Sometimiento a las actuaciones de comprobación y
a las de control que correspondan a la Intervención General
de la Junta de Andalucía y a las previstas en la legislación
del Tribunal de Cuentas y de la Cámara de Cuentas de
Andalucía.

b) Sometimiento a las actuaciones de comprobación a
efectuar por parte del Instituto Andaluz de Administración
Pública, y a remitir cuanta documentación les sea requerida
por éste, en relación con la aplicación de los fondos percibidos.

Noveno. Con arreglo a lo dispuesto por el apartado 11
del artículo 18 de la Ley 14/2001, de 26 de diciembre, del
Presupuesto de la Comunidad Autónoma de Andalucía para
el año 2002, las Organizaciones Sindicales beneficiarias de
las presentes subvenciones, han de hacer constar en toda
información o publicidad que se efectúe de la actividad u objeto
de la subvención que la misma está subvencionada por la
Junta de Andalucía, precisando que el concedente ha sido
el Instituto Andaluz de Administración Pública.

Décimo. Toda alteración de las condiciones tenidas en
cuenta para la concesión de las presentes subvenciones, y,
en todo caso, la obtención concurrente de subvenciones o
ayudas otorgadas por otras Administraciones o entes públicos
o privados, nacionales o internacionales, podrá dar lugar a
la modificación de la presente Resolución, en virtud de lo
dispuesto, respectivamente, en los artículos 110 de la Ley
General de la Hacienda Pública de la Comunidad Autónoma
de Andalucía y 19 del anteriormente citado Reglamento por
el que se regulan los procedimientos para la concesión de
subvenciones y ayudas públicas por la Administración de la
Junta de Andalucía y sus Organismos Autónomos y su régimen
jurídico.

Undécimo. Procederá el reintegro de las subvenciones
concedidas en la forma y los casos establecidos en el artícu-
lo 112 de la mencionada Ley General de la Hacienda Pública
de la Comunidad Autónoma de Andalucía, así como los ar-
tículos 21 a 23 del antes citado Decreto 254/2001, de 20
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de noviembre. Asimismo, será procedente el reintegro del
importe de las cantidades obtenidas, tanto considerada ais-
ladamente, o en concurrencia con subvenciones o ayudas de
otras Administraciones Públicas, o de otros entes públicos o
privados, nacionales o internacionales, en cuanto exceda del
coste de las actividades desarrolladas, en virtud del segundo
inciso del artículo 112 de la Ley General de la Hacienda Pública
de la Comunidad Autónoma de Andalucía y del 21.2 del ya
citado Decreto 254/2001, de 20 de noviembre, ambos en
relación con el artículo 111 de aquélla.

Duodécimo. La presente Resolución pone fin a la vía admi-
nistrativa y frente a la misma podrá interponerse recurso con-
tencioso-administrativo, en el plazo de dos meses, contados
desde el día siguiente a la notificación de la misma, de acuerdo
con lo previsto en la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora
de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, previa comu-
nicación a este Instituto, de conformidad con lo establecido
en el artículo 110.3 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre,
de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del
Procedimiento Administrativo Común, sin perjuicio de la inter-
posición del recurso potestativo de reposición en el plazo de
un mes, conforme a lo dispuesto en el artículo 116 de la
Ley 4/1999, de 13 de enero, de modificación de la Ley
30/1992.

Sevilla, 24 de junio de 2002.- El Director, Joaquín Castillo
Sempere.

CONSEJERIA DE OBRAS PUBLICAS Y TRANSPORTES

ORDEN de 28 de mayo de 2002, de aprobación
de los Pliegos de Cláusulas Administrativas Particu-
lares, Modelo-Tipo, para la contratación de obras por
procedimiento abierto mediante la forma de subasta
y por procedimiento negociado sin publicidad.

Ver esta disposición en fascículo 2 de 2 de este mismo número

ORDEN de 10 junio de 2002, de aprobación de
los Pliegos de Cláusulas Administrativas Particulares,
Modelo-Tipo, para la contratación de Consultoría y Asis-
tencia por procedimiento abierto mediante la forma
de concurso con o sin variantes y por procedimiento
negociado sin publicidad.

Ver esta disposición en fascículo 2 de 2 de este mismo número

CONSEJERIA DE SALUD

ORDEN de 4 de junio de 2002, por la se emplaza
a terceros interesados en el recurso contencioso-ad-
ministrativo núm. 438/02, interpuesto ante la Sala de
lo Contencioso-Administrativo con sede en Granada del
Tribunal Superior de Justicia de Andalucía.

La Asociación Sindical de Trabajadores Interinos de la
Sanidad Andaluza de Málaga (ASTISA Málaga) ha interpuesto
ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo con sede en
Granada, Sección 1.ª/12, del Tribunal Superior de Justicia
de Andalucía, el recurso contencioso-administrativo número
438/02 contra el Decreto 260/2001, de 27 de noviembre,
por el que se adaptan las retribuciones de determinado per-
sonal de atención primaria a la tarjeta sanitaria individual y

a la libre elección de Médico (BOJA núm. 141, de 7 de diciem-
bre de 2001).

En consecuencia, de conformidad con lo dispuesto en
el artículo 48 de la Ley 29/1998, de 13 de junio, reguladora
de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa,

D I S P O N G O

Primero. Anunciar la interposición del citado recurso con-
tencioso-administrativo número 438/02.

Segundo. Ordenar la remisión del expediente adminis-
trativo a la Sala de lo Contencioso-Administrativo con sede
en Granada, Sección 1.ª/12, del Tribunal Superior de Justicia
de Andalucía.

Tercero. Publicar la presente Orden en el Boletín Oficial
de la Junta de Andalucía y emplazar a aquellas personas,
terceros interesados a cuyo favor hubieren derivado o derivaren
derechos por la disposición impugnada, para que comparezcan
y se personen como demandados en autos ante el referido
órgano jurisdiccional en el plazo de nueve días, contados a
partir del siguiente al de la publicación de la presente Orden.

Sevilla, 4 de junio de 2002

FRANCISCO VALLEJO SERRANO
Consejero de Salud

ORDEN de 4 de junio de 2002, por la que se
emplaza a terceros interesados en el recurso conten-
cioso-administrativo núm. 257/2002, interpuesto ante
la Sala de lo Contencioso-Administrativo con sede en
Granada del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía.

El Consejo Andaluz de Colegios Oficiales de Farmacéuticos
ha interpuesto ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo
con sede en Granada, Sección 1.ª/12, del Tribunal Superior
de Justicia de Andalucía, el recurso contencioso-administrativo
número 257/2002 contra el Decreto 245/2001, de 6 de
noviembre, por el que se crea la categoría de Técnico de Salud
de Atención Primaria en el Servicio Andaluz de Salud (BOJA
núm. 137, de 27 de noviembre de 2001).

En consecuencia, de conformidad con lo dispuesto en
el artículo 48 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora
de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa,

D I S P O N G O

Primero. Anunciar la interposición del citado recurso con-
tencioso-administrativo número 257/02.

Segundo. Ordenar la remisión del expediente adminis-
trativo a la Sala de lo Contencioso-Administrativo con sede
en Granada, Sección 1.ª/12, del Tribunal Superior de Justicia
de Andalucía.

Tercero. Publicar la presente Orden en el Boletín Oficial
de la Junta de Andalucía y emplazar a aquellas personas,
terceros interesados a cuyo favor hubieren derivado o derivaren
derechos por la disposición impugnada, para que comparezcan
y se personen como demandados en autos ante el referido
órgano jurisdiccional en el plazo de nueve días, contados a
partir del siguiente al de la publicación de la presente Orden.

Sevilla, 4 de junio de 2002

FRANCISCO VALLEJO SERRANO
Consejero de Salud
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CONSEJERIA DE MEDIO AMBIENTE

RESOLUCION de 21 de mayo de 2002, de la
Secretaría General Técnica, por la que se aprueba el
deslinde parcial de la vía pecuaria Colada de las Pla-
teras, en el término municipal de Dos Hermanas (Se-
villa) (VP 626/01).

Examinado el expediente de deslinde parcial de la vía
pecuaria denominada «Colada de las Plateras», en el tramo
que va desde la Colada de Los Palacios hasta la Vereda del
Arrecife, en el término municipal de Dos Hermanas (Sevilla),
instruido por la Delegación Provincial de la Consejería de Medio
Ambiente en Sevilla, se desprenden los siguientes

ANTECEDENTES DE HECHO

Primero. La vía pecuaria denominada «Colada de las Pla-
teras», en el término municipal de Dos Hermanas (Sevilla),
fue clasificada por Orden Ministerial de fecha 22 de febrero
de 1943.

Segundo. Mediante Resolución de la Viceconsejería de
Medio Ambiente de fecha 14 de diciembre de 2000, se acordó
el inicio del deslinde parcial de la vía pecuaria denominada
«Colada de las Plateras».

Tercero. Los trabajos materiales de deslinde, previos los
anuncios, avisos y comunicaciones reglamentarias, se inicia-
ron el 1 de marzo de 2001, notificándose dicha circunstancia
a todos los afectados conocidos, siendo, asimismo, publicado,
el citado extremo, en el Boletín Oficial de la Provincia de Sevilla
núm. 20, de fecha 25 de enero de 2001.

Cuarto. Redactada la Proposición de Deslinde, que se
realiza de conformidad con los trámites preceptivos, ésta se
somete a exposición pública, previamente anunciada en el
Boletín Oficial de la Provincia de Sevilla.

Quinto. A la dicha Proposición de Deslinde, en tiempo
y forma, se presentaron alegaciones de parte de don Miguel
Afán de Ribera Ibarra, Secretario General Técnico de
ASAJA-Sevilla y Renfe y don Felipe A. de Lama Santos, en
nombre y representación de la Delegación de Patrimonio de
Andalucía y Extremadura de Renfe.

Sexto. Los extremos alegados por los interesados ante-
dichos pueden resumirse tal como sigue:

El representante de ASAJA-Sevilla sostiene:

- Falta de motivación. Arbitrariedad. Nulidad.
- Existencia de numerosas irregularidades desde un punto

de vista técnico.
- Efectos y alcance del deslinde.
- Prescripción posesoria de los terrenos pecuarios, con

reclamación del posible amparo legal que pudiera otorgarle
la inscripción registral.

- Nulidad del procedimiento de deslinde al constituir una
vía de hecho.

- Nulidad de la clasificación origen del presente proce-
dimiento con fundamento en el art. 102 de la Ley de Pro-
cedimiento Administrativo Común.

- Falta de desarrollo reglamentario del art. 8 de la Ley
de Vías Pecuarias como competencia estatal.

- Indefensión y perjuicio económico y social.

Don Felipe A. de Lama Santos, en nombre y represen-
tación de la Delegación de Patrimonio de Andalucía y Extre-
madura de Renfe, manifiesta que se tenga en cuenta lo dis-

puesto en la normativa sectorial respecto a la delimitación
de los terrenos inmediatos al ferrocarril y la limitación de los
usos en los mismos, concretamente en la Ley 16/1987, de
30 de julio, de la Ordenación del Transporte Terrestre, y el
Reglamento aprobado por R.D. 1211/90, de 28 de septiembre.

Séptimo. Sobre las alegaciones previas, se solicitó el pre-
ceptivo informe del Gabinete Jurídico.

A la vista de tales antecedentes, son de aplicación los
siguientes

FUNDAMENTOS DE DERECHO

Primero. Compete a esta Secretaría General Técnica la
resolución del presente deslinde en virtud de lo preceptuado
en el artículo 21 del Decreto 155/1998, de 21 de julio, por
el que se aprueba el Reglamento de Vías Pecuarias de la
Comunidad Autónoma de Andalucía, así como el Decreto
179/2000, de 23 de mayo, por el que se aprueba la estructura
orgánica básica de la Consejería de Medio Ambiente.

Segundo. Al presente acto administrativo le es de apli-
cación lo regulado en la Ley 3/1995, de 23 de marzo, de
Vías Pecuarias; el Decreto 155/1998, de 21 de julio, antes
citado; la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, reguladora del
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Pro-
cedimiento Administrativo Común, y demás legislación apli-
cable al caso.

Tercero. La vía pecuaria denominada «Colada de las Pla-
teras» fue clasificada por Orden de fecha 22 de febrero de
1943, debiendo, por tanto, el Deslinde, como acto adminis-
trativo definitorio de los límites de cada vía pecuaria, ajustarse
a lo establecido en el acto de Clasificación.

Cuarto. En cuanto a las alegaciones presentadas, cabe
señalar:

En primer término, respecto a la alegación relativa a la
falta de motivación, nulidad y arbitrariedad, así como la refe-
rente a la nulidad del procedimiento de deslinde al constituir
una vía de hecho, sostener que el procedimiento de deslinde
tiene su fundamento en el acto de clasificación de la vía pecua-
ria, en la que se determina la existencia, anchura, trazado
y demás características físicas generales de la vía pecuaria.

Por otra parte, la Resolución de aprobación del deslinde
deriva de un expediente en el que consta una Proposición
de Deslinde realizada conforme a los trámites legalmente esta-
blecidos, sometida a información pública, y en la que se inclu-
yen todos los datos necesarios para el conocimiento del recorri-
do, características y lindes de la vía pecuaria, por lo que en
modo alguno puede hablarse de existencia de indefensión en
el presente procedimiento.

En segundo lugar, se hace referencia a una serie de irre-
gularidades detectadas desde un punto de vista técnico. Con
carácter previo se ha de señalar que las mismas no se refieren
al concreto procedimiento de deslinde que nos ocupa, sino
al procedimiento de clasificación de una vía pecuaria.
Así, se hace referencia a «clasificadores» y a la «clasificación»,
se establece que no se ha señalizado en el campo el eje de
la vía pecuaria, cuando en el acto de apeo de un procede
deslinde se realiza un estaquillado de todos y cada uno de
los puntos que conforman las líneas bases de la vía pecuaria;
se establece que se han tomado los datos desde un vehículo
en circulación o que no se ha tenido en cuenta la dimensión
Z o la cota de la supuesta vía pecuaria, para acto seguido
manifestar que «el deslinde se hace con mediciones a cinta
métrica por la superficie de suelo, por tanto, se tiene en cuenta
la Z».
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Hechos estos comentarios, se procede a la contestación
punto por punto a los extremos esgrimidos:

1. En primer lugar sostiene el alegante que el eje de
la vía pecuaria se determina de un modo aleatorio y caprichoso,
así como que el mismo no ha sido señalizado en el campo.

A este particular ha de sostenerse que para definir el tra-
zado de la vía pecuaria objeto del deslinde se desarrolla un
laborioso y delicado procedimiento, el cual se expone a
continuación:

Primero, se realiza una investigación de la documentación
cartográfica, histórica y administrativa existente al objeto de
recabar todos los posibles antecedentes que puedan facilitar
la identificación de las líneas bases que la definen (expediente
de Clasificación del término municipal de Dos Hermanas, bos-
quejo planimétrico, planos catastrales históricos y actuales
imágenes del vuelo americano del año 56, datos topográficos
actuales de la zona objeto de deslinde, así como otros docu-
mentos depositados en diferentes archivos y fondos docu-
mentales).

Seguidamente, se realiza el levantamiento del terreno con
receptor GPS en campo, y a continuación se procede al análisis
de la documentación recopilada y superposición de diferentes
cartografías e imágenes, obteniéndose las primeras conclu-
siones del estudio que se plasma en documento planimétrico
a escala 1:1.000, realizada expresamente para el deslinde.
A continuación, y acompañados por los prácticos del lugar
(agentes de medio ambiente, etc.) se realiza un minucioso
reconocimiento del terreno al objeto de validar o corregir las
conclusiones del estudio, pasando a confeccionar seguidamen-
te el plano desde deslinde, en él aparecen perfectamente defi-
nidos los límites de la vía pecuaria (aristas o eje en su caso).

Finalmente, se realiza el acto formal de apeo, en el que
se estaquillan todos y cada uno de los puntos que conforman
las líneas bases recogidas en el mencionado plano, levantando
acta de las actuaciones practicadas así como de las posibles
alegaciones al respecto.

Considerar también que no es el eje de la vía pecuaria
el que se replantea en el campo sino los vértices de las líneas
bases que definen la anchura de la misma y que se describen
en su mayoría literalmente, pudiéndose reconocer sobre el
terreno y, por tanto, posibilitando su replanteo. Una vez defi-
nidas en campo las líneas base de la vía pecuaria, se puede
obtener el eje de la misma.

Por tanto, podemos concluir que el eje de la vía pecuaria
no se determina de modo aleatorio y caprichoso.

2. El alegante manifiesta que el GPS (Global Position
System) es un recurso de apoyo, pero no un sistema básico
de captura de datos y que la ejecución de toma de datos
se ha realizado desde un vehículo en circulación.

A este respecto, manifestar que la técnica GPS, bien
empleada, sí que es un sistema básico de obtención de coor-
denadas y no sólo un recurso de apoyo a otras técnicas. El
sistema de posicionamiento global GPS, aunque concebido
como servicio de navegación continuo en tiempo real para
fines militares, rápidamente tuvo aplicaciones en el mundo
civil, tanto en navegación como en cartografía. La aplicación
de las técnicas GPS en topografía y geodesia es de particular
importancia debido a su rapidez y precisión, siendo adoptado
mundialmente por todos los organismos cartográficos desde
sus inicios (en España: Instituto Geográfico Nacional, Centro
Geográfico del Ejército, Centro Cartográfico y Fotográfico del
Ejército del Aire, Dirección General del Catastro, Instituto Car-
tográfico Catalán, etc.).

Los beneficios que sobre la sociedad ha reinvertido el
GPS son muy cuantiosos, tanto en desarrollo como a nivel
económico, mejorando la precisión de los sistemas clásicos
que introducían errores de propagación. Hasta tal punto que
Europa pretende tener su propio sistema de posicionamiento

global (Galileo), y que Rusia también dispone del suyo propio
(Glonass).

Los errores debidos a los retardos ionosféricos, que se
producen por la variación de la velocidad de las ondas que
emiten los satélites al atravesar la ionosfera, y que depende
básicamente del contenido de electrones en la misma, se tienen
en cuenta y se eliminan cuando se trabaja con receptores
bifrecuencia. Los retrasos troposféricos no dependen de la fre-
cuencia de la señal, sino de la refractividad del medio, que
es función de la presión y de la temperatura. La refracción
troposférica es un problema ya clásico en las medidas geo-
désicas, y existen muchos modelos para la determinación del
retraso troposférico (Saastamonien, Hopfield, etc.).

Las interferencias en el alineamiento, en el receptor y
el multipath se pueden, así mismo, eliminar en el proceso
de cálculo analizando las observaciones a cada uno de los
satélites y los resultados estadísticos que ofrece para cada
vector. Se pueden excluir del cálculo satélites que introduzcan
errores en la solución por efecto multipath o por mal fun-
cionamiento, definir franjas horarias de observación óptimas
en cada uno de ellos o máscaras de elevación que eliminen
satélites bajos con mucha influencia atmosférica. En el levan-
tamiento de los puntos de apoyo es posible eliminar todos
estos efectos, pues el tiempo de observación del que se dispone
para cada uno de ellos es lo suficientemente amplio como
para poder analizar los tramos de interferencias en las señales
y obtener datos correctos.

Además se trata de evitar en la medida de lo posible
realizar observaciones en zonas donde se puedan producir
interferencias, como tendidos eléctricos, y efectos multipath,
como superficies reflectantes (naves industriales)...

Si se empleara el sistema de observación que se expone
en el escrito de alegaciones presentado por ASAJA, utilizando
un único receptor y cualquiera de las tres estaciones de refe-
rencia que hay en Andalucía, se podrían llegar a obtener pre-
cisiones de un metro. La disponibilidad y precisión de las
posiciones calculadas están restringidas por el número de saté-
lites empleados y el valor del Position Dilution of Prescission
(PDOP), según su geometría. Este método, denominado Dif-
ferential Global Position System (DGPS) con suavizado, puede
llegar a alcanzar precisiones relativas centimétricas con algo-
ritmos de cálculo sofisticados, como el DGPS con super
suavizado.

Respecto a la disponibilidad selectiva que se hace, es
cierto que por temas militares, y con el fin de evitar tener
coordenadas correctas en tiempo real para usos bélicos de
otros ejércitos, las frecuencias L1 y L2 eran moduladas con
la señal de navegación que contiene la información precisa
de tiempo y la información orbital para el cálculo de efemérides,
y enviadas en forma de código binario generado por un algo-
ritmo matemático. Para la mayoría de los usuarios, sólo era
accesible el código C/A (L1), con una degradación producida
por un error intencionado en las efemérides y en el estado
del reloj, reservándose para usos militares el código P (L1
y L2), de mayor precisión. Desde mayo del año 2000, la
disponibilidad selectiva, como era llamada la accesibilidad res-
tringida de precisión, fue eliminada y hoy por hoy cualquier
usuario puede realizar navegación de precisión. Esto sólo suce-
día cuando se trabajaba en tiempo real y con un único receptor
(modo autónomo). En posicionamientos relativos, estas codi-
ficaciones no impedían el cálculo de las posiciones de manera
precisa al afectar por igual tanto a la estación de referencia
como a la móvil. Además podían conocerse las efemérides
de precisión a partir del día siguiente de la observación (pu-
blicadas en internet), con lo que en postproceso también se
eliminaba la influencia de la disponibilidad selectiva.

El proyecto RECORD tiene diversas aplicaciones, y a medi-
da que se amplíe la cobertura de emisoras tendrá una mayor
importancia, si bien de momento sólo son a nivel de navegación
de precisión y para proyectos en entorno SIG o que no deman-
den grandes precisiones. Para aplicaciones topográficas es un
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método que hoy por hoy no se emplea, aunque se está inves-
tigando cómo aumentar la precisión.

Por otro lado, indicar que no se toman medidas con un
vehículo en marcha.

3. El alegante manifiesta que en la Proposición de Des-
linde no aparece ningún certificado de calibración del receptor
GPS.

A este particular indicar que los GPS carecen de certificado
de calibración, pues sus componentes son puramente elec-
trónicos (placa base, reloj interno, sistema de almacenamiento,
sistema de alimentación, antena, amplificador...), los cuales
son sólo susceptibles de verificación, lo cual se realiza
periódicamente.

4. El alegante indica que la toma de datos se ha limitado
a la toma de datos en dos dimensiones «X» e «Y», sin tener
en cuenta la «Z», quedando esta circunstancia claramente
recogida en el Plan de Ordenación y Recuperación de Vías
Pecuarias de Andalucía.

En el citado Plan no se establece que hayan de tomarse
los datos de altitud en los procedimientos de clasificación y
deslinde de vías pecuarias. En el mismo únicamente se prevé
la toma de datos de latitud, longitud y altitud aproximados
de las vías pecuarias en los trabajos llevados a cabo para
definir la Red de vías pecuarias de Andalucía. Por otra parte,
el mismo constituye un instrumento de planificación, cuyo
objeto no es establecer las prescripciones técnicas que se han
de reflejar en los expedientes de clasificación y en los de des-
lindes de vías pecuarias.

Dicho lo anterior, y para mayor abundamiento, indicar
que con la toma de datos con GPS se están determinando
vectores de posición tridimensionales en un sistema de refe-
rencia global. Estas posiciones se reducen al elipsoide de refe-
rencia, determinando sus coordenadas geodésicas longitud y
latitud, además de la altura del punto respecto del mismo.
Los errores que pueden existir en la determinación final de
las coordenadas en el sistema de referencia cartográfico local,
aparte de los posibles errores propios del GPS, se producen
en la transformación entre sistemas geodésicos de referencia
o cambio de Datum, y están dentro de las precisiones de
la propia Red Geodésica Nacional.

Respecto a que el replanteo del deslinde se hace en campo
con cinta métrica y, por tanto, se tiene en cuenta la Z del
terreno, hay que decir que es cierto, y para evitar los errores
aducidos en su alegación y mantener la precisión de las medi-
das, se siguen los siguientes requisitos:

A la hora de tomar la medida con la cinta ésta debe
estar lo suficientemente tensa como para eliminar los posibles
errores producidos con la catenaria que forma la cinta al ser
extendida. Si no se tiene en cuenta este requisito, la medida
será errónea. La cinta ha de estar lo más horizontal que se
pueda a la hora de la medida para que la distancia que se
mida coincida con la distancia reducida. Para casos donde
la pendiente del terreno es alta, se fracciona el tramo total
en tramos más pequeños, para procurar que la distancia sea
la reducida y no la hipotenusa del triángulo rectángulo que
se forma.

Teniendo en cuenta estas observaciones, como se tiene,
las medidas con cintas son adecuadas. En otro orden de cosas,
los efectos y el alcance del deslinde aparecen determinados
en el art. 8 de la Ley de Vías Pecuarias, a cuyo tenor «3.
El deslinde aprobado declara la posesión y la titularidad dema-
nial a favor de la Comunidad Autónoma, dando lugar al amo-
jonamiento y sin que las inscripciones del Registro de Pro-
piedad puedan prevalecer frente a la naturaleza demanial de
los bienes deslindados. 4. La resolución de aprobación del
deslinde será título suficiente para rectificar, en forma y con-
diciones que se determinen reglamentariamente, las situacio-
nes jurídicas registrales contradictorias con el deslinde. Dicha
resolución será título suficiente para que la Comunidad Autó-
noma proceda a la inmatriculación de los bienes de dominio

público cuando lo estime conveniente. En todo caso, quienes
se consideren afectados por la resolución aprobatoria del des-
linde podrán ejercitar las acciones que estimen pertinentes
en defensa de sus derechos y solicitar la anotación preventiva
de la correspondiente reclamación judicial».

Sostiene el alegante la prescripción posesoria de los terre-
nos pecuarios, con reclamación del posible amparo legal que
pudiera otorgarle la inscripción registral. A este respecto
manifestar:

En cuanto a la adquisición del terreno mediante Escritura
Pública, inscrita además en el Registro de la Propiedad, hemos
de mantener que la protección del Registro no alcanza a los
datos de mero hecho de los bienes de dominio público, y
el hecho de señalar que limita con una vía pecuaria ni prejuzga
ni condiciona la extensión ni la anchura de ésta.

En este sentido se pronuncia la Jurisprudencia de nuestro
Tribunal Supremo y la Dirección General de Registros y del
Notariado en cuanto declaran que la fe pública registral no
comprende los datos físicos, ya que, según la Ley Hipotecaria,
los asientos del Registro no garantizan que el inmueble tenga
la cabida que consta en las respectivas inscripciones.

El Gabinete Jurídico de la Consejería de Medio Ambiente
de la Junta de Andalucía completa su argumentación enmar-
cándola en una consideración genérica sobre la posibilidad
abstracta del Registro de incidir en el dominio público.

Parten de la afirmación doctrinal de que el Registro le
es indiferente al dominio público, citando concretamente a
Beraud y Lezon, en cuanto entienden que los bienes de domi-
nio público carecen de potencialidad jurídica para ser sal-
vaguardados por la inscripción, ya que su adscripción a fines
de carácter público los sitúa fuera del comercio de los hombres,
haciéndoles inalienables e imprescriptibles, llevando en su des-
tino la propia garantía de inatacabilidad o inmunidad, de mane-
ra que en ellos la inscripción es superflua.

En lo que se refiere a la prescripción adquisitiva, aducida
de contrario, por el transcurso de los plazos legales, ha de
indicarse que, sin duda, corresponde a un estado de cosas
anterior en el tiempo a la promulgación de la Ley 3/1995,
de Vías Pecuarias.

Además, ya la Ley de Vías Pecuarias de 27 de junio
de 1974 intentaba conciliar la voluntad de demanializar con
el respeto de los derechos adquiridos.

De todo ello se deduce claramente que con posterioridad
a la entrada en vigor de la Ley de 1974 ni pueden entenderse
iniciables cómputos del plazo de prescripción, ni podrían com-
pletarse plazos de prescripción iniciados con anterioridad.

Por otra parte, con referencia a la pretendida nulidad del
procedimiento de clasificación, al amparo de lo establecido
en el art. 62.1 de la LRJAP y PAC, al considerarse vulnerado
el derecho a la defensa establecido en el art. 24 de la Cons-
titución Española, al no haber sido notificado de forma personal
del resultado del expediente de clasificación de las vías pecua-
rias del término municipal, se ha de manifestar que no es
procedente la apertura del procedimiento de revisión de oficio
de dicho acto por cuanto que no concurren los requisitos mate-
riales exigidos. Concretamente, los procedimientos de referen-
cia no incurren en la causa de nulidad alegada, por cuanto
que el Reglamento de Vías Pecuarias aprobado por el Decreto
de 23 de diciembre de 1944, entonces vigente, no exigía
tal notificación, estableciéndose en su art. 12:

«La Dirección General de Ganadería, previos los oportunos
informes sobre las reclamaciones y propuestas presentadas,
elevará el expediente a la resolución ministerial.

La Orden Ministerial aprobatoria se publicará en el Boletín
Oficial del Estado y en el Boletín Oficial de la Provincia a
la que afecte la clasificación.»

Por otra parte, respecto a la alegación articulada relativa
a la falta de desarrollo reglamentario del art. 8 de la Ley antes
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citada, así como a la competencia estatal de dicho desarrollo,
sostener que dicho artículo resulta de aplicación directa, al
establecer con claridad que las inscripciones del Registro de
la Propiedad no pueden prevalecer frente a la naturaleza dema-
nial de los bienes deslindados.

Así mismo, tampoco puede prosperar la alegación relativa
a la posible inconstitucionalidad de dicho precepto al no cons-
tituir una norma de carácter expropiatorio dado que no hay
privación de bienes a particulares, sino determinación de des-
lindar el dominio público.

En otro orden de cosas, sostiene el representante de
ASAJA-Sevilla el perjuicio económico y social que supondría
el deslinde para los numerosos titulares de las explotaciones
agrícolas afectadas, así como para los trabajadores de las mis-
mas. A este respecto, manifestar que el deslinde no es más
que la determinación de los límites de la vía pecuaria en bene-
ficio de todos. No obstante, las consecuencias del mismo en
cada caso podrían ser susceptibles de estudio en un momento
posterior.

Por último, con referencia a las alegaciones articuladas
por el representante de la Delegación de Patrimonio de Renfe
se ha de manifestar que el objeto del presente procedimiento
de deslinde es la determinación de los límites de la vía pecuaria
de conformidad con lo establecido en el procedimiento de
clasificación, por tanto, será en un momento posterior al des-
linde, a la hora de planificar las actuaciones a acometer en
dichos terrenos, cuando se ha de tener en cuenta lo dispuesto
en la normativa sectorial.

Considerando que el presente deslinde se ha realizado
conforme a la Clasificación aprobada, que se ha seguido el
procedimiento legalmente establecido en la Ley 30/1992, de
26 de noviembre, del Procedimiento Administrativo Común,
con sujeción a lo regulado en la Ley 3/1995, de 23 de marzo,
de Vías Pecuarias, y al Decreto 155/1998, de 21 de julio,
que aprueba el Reglamento de Vías Pecuarias de la Comunidad
Autónoma de Andalucía, y demás legislación aplicable al caso.

Vistos la propuesta favorable al deslinde, formulada por
la Delegación Provincial de la Consejería de Medio Ambiente
en Sevilla, con fecha 4 de septiembre de 2001, así como
el informe del Gabinete Jurídico de la Junta de Andalucía,
de fecha 27 de diciembre de 2001,

HE RESUELTO

Primero. Aprobar el deslinde parcial de la vía pecuaria
denominada «Colada de las Plateras», en su tramo que va
desde la Colada de Los Palacios hasta la Vereda del Arrecife,
en el término municipal de Dos Hermanas (Sevilla), a tenor
de la descripción que sigue, y en función a las coordenadas
que se anexan a la presente Resolución.

Descripción:

«Finca rústica, en el término municipal de Dos Hermanas
(provincia de Sevilla), de forma alargada, con una anchura
legal variable, la longitud deslindada es de 4.639 metros,
la superficie deslindada es de 7-32-82 ha, que en adelante
se conocerá como “Colada de las Plateras”, que linda al Norte
con fincas de Hermanos Ayala Sousa, S.L; al Sur, con fincas
de don Antonio Pérez Olivar, don José Palmero Godino, don
Antonio Palmero Rodríguez, don Manuel Durán Baquero, don
Antonio Durán González, don Francisco Bohórquez Benítez,
don Manuel Moreno Bustos, don Juan Sánchez Bucarat, don
Francisco Muñoz Láinez, don José Martín Calvo, don Francisco
Martín Calvo, don Juan Domínguez González, don Antonio
Gayango Parejo, don Manuel Amodeo Silvestre, don Maxi-
miliano Angel Nogález Aranda, don Francisco Begines Amo-
deo, don José Begines Amodeo, don Antonio Ayala González,
don José Delgado Fernández, don Antonio Delgado Fernández,
don Manuel González Pérez, don José Ramos Ramos, don
Antonio Romero Sánchez, don Manuel Romero Bejarano, don

Antonio Delgado Fernández, don Juan Martín García, don Anto-
nio Cabezuelo Caballero, don Juan Jiménez Monreai, doña
M.ª Blanca Alonso Pérez Tinao, don José Rubio Gutiérrez,
don Joaquín Muñoz Díaz, doña Ana Madueño Tejera y doña
María Claro Mejías; al Este, Colada de los Palacios y al Oeste
con Vereda del Arrecife.»

Segundo. Desestimar las alegaciones presentadas a la Pro-
posición de Deslinde, en función de los argumentos esgrimidos
en los puntos tercero y cuarto de los Fundamentos de Derecho
de la presente Resolución.

Contra la presente Resolución, que no agota la vía admi-
nistrativa, podrá interponerse recurso de alzada, conforme a
la Ley 4/1999, de modificación de la Ley 30/1992, de Régi-
men Jurídico de las Administraciones Públicas y del Proce-
dimiento Administrativo Común, en el plazo de un mes desde
la notificación de la presente, ante la Consejera de Medio
Ambiente de la Junta de Andalucía.

Lo que así acuerdo y firmo en Sevilla, 21 de mayo de
2002.- El Secretario General Técnico, Manuel Requena García.

A N E X O

REGISTRO DE COORDENADAS
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RESOLUCION de 22 de mayo de 2002, de la
Secretaría General Técnica, por la que se aprueba el
deslinde parcial de la vía pecuaria denominada Cordel
de las Palmillas, tramo comprendido entre la carretera
de San Calixto-Viña del Vicario-Mojón Gordo, a su paso
por la finca El Berro o Santa Cruz, en el término muni-
cipal de Hornachuelos, provincia de Córdoba (V.P.
509/99).

Examinado el expediente de deslinde de la vía pecuaria
denominada «Cordel de las Palmillas», en el tramo compren-
dido desde la Carretera de San Calixto-Mojón Gordo, a su
paso por la finca «El Berro o Santa Cruz», en el término muni-
cipal de Hornachuelos, provincia de Córdoba, instruido por
la Delegación Provincial de la Consejería de Medio Ambiente
en Córdoba, se desprenden los siguientes

ANTECEDENTES DE HECHO

Primero. La vía pecuaria denominada «Cordel de las Pal-
millas», en el término municipal de Hornachuelos (Córdoba),
fue clasificada por Orden Ministerial de fecha 5 de marzo
de 1956, modificada por Orden Ministerial de fecha 5 de
abril de 1961, con una anchura legal de 37,61 metros.

Segundo. Mediante Orden del Consejero de Medio
Ambiente de fecha 10 de septiembre de 1997, se acordó
el inicio del Deslinde parcial de la vía pecuaria «Cordel de
las Palmillas», en el tramo antes citado, en el término municipal
de Hornachuelos, provincia de Córdoba.

Tercero. Los trabajos materiales de deslinde, previos los
anuncios, avisos y comunicaciones reglamentarias, se reali-
zaron el 25 de noviembre de 1998, notificándose dicha cir-
cunstancia a todos los afectados conocidos, siendo asimismo
publicado en el Boletín Oficial de la Provincia de Córdoba
núm. 245, de fecha 23 de octubre de 1998.

En dicho acto se formularon las siguientes alegaciones:

- Don José Olmo Fernández, en representación de su
hermano don Miguel Olmo Fernández, manifiesta su desa-
cuerdo con la propuesta de trazado realizada.

- Don Joaquín Becerra Murillo también muestra su desa-
cuerdo con el trazado propuesto por la Administración.

- Don Miguel García Velasco alega su disconformidad con
el deslinde, no estando de acuerdo con el mismo, y aporta
Informe Técnico en el que basa su desacuerdo.

Cuarto. Redactada la Proposición de Deslinde, que se
realiza de conformidad con los trámites preceptivos, e inclu-
yéndose claramente la relación de ocupaciones, intrusiones
y colindancias, ésta se somete a exposición pública, previa-
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mente anunciada en el Boletín Oficial de la Provincia de Cór-
doba núm. 188, de fecha 14 de agosto de 1999.

Quinto. A la Proposición de Deslinde se han presentado
alegaciones por los siguientes interesados:

- Don Joaquín Becerra Murillo muestra su conformidad
con el deslinde.

- Don Angel de Cara Díaz, en representación de Telefónica
de España, S.A., expone que existe una línea aérea telefónica,
de la que 5 postes quedan dentro de la delimitación de la
vía pecuaria, solicitando la correspondiente autorización para
regularizar la situación, una vez se haya deslindado el Cordel.

Sexto. Las alegaciones formuladas por los antes citados
serán objeto de valoración en los Fundamentos de Derecho
de la presente Resolución.

Séptimo. Con fecha 13 de abril de 1999 se acuerda la
ampliación del plazo establecido para dictar Resolución en
el presente procedimiento de deslinde durante nueve meses
más.

A la vista de tales antecedentes, son de aplicación los
siguientes

FUNDAMENTOS DE DERECHO

Primero. Compete a esta Secretaría General Técnica la
Resolución del presente deslinde, en virtud de lo preceptuado
en el artículo 21 del Decreto 155/1998, de 21 de julio, por
el que se aprueba el Reglamento de Vías Pecuarias de la
Comunidad Autónoma de Andalucía, así como el Decreto
179/2000, de 23 de mayo, por el que se aprueba la Estructura
Orgánica Básica de la Consejería de Medio Ambiente.

Segundo. Al presente acto administrativo le es de apli-
cación lo regulado en la Ley 3/1995, de 23 de marzo, de
Vías Pecuarias; el Decreto 155/1998, de 21 de julio, antes
citado; la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, reguladora del
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Pro-
cedimiento Administrativo Común, y demás legislación apli-
cable.

Tercero. La vía pecuaria denominada «Cordel de las Pal-
millas», en el término municipal de Hornachuelos, fue cla-
sificada por Orden Ministerial de fecha 5 de marzo de 1956,
modificada por Orden Ministerial de fecha 5 de abril de 1961,
debiendo, por tanto, el Deslinde, como acto administrativo
definitorio de los límites de cada vía pecuaria, ajustarse a
lo establecido en el acto de la Clasificación.

Cuarto. En cuanto a las alegaciones formuladas en el
acto de deslinde, se informa lo siguiente:

Respecto a la disconformidad con parte del trazado pro-
puesto de la vía pecuaria alegado por don José Olmo Fernández
y don Joaquín Becerra Murillo, no estando de acuerdo con
la ubicación del mojón gordo, manifestar que, tras una revisión,
se ha constatado que el trazado de la vía pecuaria entre los
mojones 7 (I y D) y 8 (I y D), se desplaza hacia la derecha
de la propuesta inicialmente considerada, dando lugar a la
rectificación del trazado del Cordel.

Por otra parte, señalar que no se ha estimado lo alegado
por don Miguel García Velasco, ya que se ha comprobado
que el Informe Técnico aportado en el que basa su desacuerdo
con el trazado del Cordel no se ajusta a la descripción del
Proyecto de Clasificación; en este sentido, informar que el
deslinde se ha realizado de conformidad a lo establecido en
el acto de clasificación, y el Proyecto de Deslinde se ha llevado
a cabo de acuerdo a los trámites legalmente establecidos, inclu-

yéndose todos los datos necesarios para el conocimiento del
recorrido, características y límites de la vía pecuaria.

Por último, respecto a lo alegado por el representante
de Telefónica en la fase de exposición pública, indicar que
la línea aérea telefónica que menciona constituye una ocu-
pación en la vía pecuaria, y así aparece reflejado en la Pro-
posición y en los Planos de Deslinde; no obstante, siendo
éste un procedimiento de deslinde, que tiene por objeto definir
los límite de la vía pecuaria, será objeto de regularización
en un momento posterior.

Considerando que en el presente deslinde se ha seguido
el procedimiento legalmente establecido en la Ley 30/1992,
26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, con suje-
ción a lo regulado en la Ley 3/1995, de 23 de marzo, de
Vías Pecuarias, y al Decreto 155/1998, de 21 de julio, que
aprueba el Reglamento de Vías Pecuarias de la Comunidad
Autónoma de Andalucía, y demás legislación aplicable al caso.

Vistos la propuesta favorable al deslinde, formulada por
la Delegación Provincial de la Consejería de Medio Ambiente
en Córdoba con fecha 3 de diciembre de 1999, así como
el Informe del Gabinete Jurídico de la Junta de Andalucía,
emitido con fecha 7 de septiembre de 2000,

HE RESUELTO

Aprobar el deslinde de la vía pecuaria denominada «Cordel
de las Palmillas», en el tramo comprendido entre la Carretera
de San Calixto-Viña del Vicario-Mojón Gordo, a su paso por
la Finca «El Berro o Santa Cruz», con una longitud de 240
metros lineales y una anchura de 37,61 metros, en el término
municipal de Hornachuelos, en la provincia de Córdoba, con-
forme a los datos y descripción que siguen.

- Longitud deslindada: 240 metros.
- Anchura: 37,61 metros.
- Superficie: 9.026,4 m2.

Descripción:

«Finca rústica, en el término municipal de Hornachuelos,
provincia de Córdoba, con una anchura de 37,61 metros,
la longitud deslindada es de 240 metros, y la superficie des-
lindada de 9.026,4 m2, que en adelante se llamará “Cordel
de las Palmillas”, en el tramo comprendido entre la Carretera
de San Calixto-Viña del Vicario-Mojón Gordo, a su paso por
la finca “El Berro o Santa Cruz”, que linda:

- Al Norte: Con otros tramos de la vía pecuaria.
- Al Sur: Con otros tramos de la vía pecuaria.
- Al Este: Con terrenos de herederos de don Luis Hens

y don Miguel García Velasco.
- Al Oeste: Con terrenos de don Joaquín Becerra y Sres.

Olmo Fernández.»

Contra la presente Resolución, que no agota la vía admi-
nistrativa, podrá interponerse recurso de alzada ante la Con-
sejera de Medio Ambiente de la Junta de Andalucía, conforme
a la Ley 4/1999, de 13 de enero, de Modificación de la Ley
30/1992, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públi-
cas y del Procedimiento Administrativo Común, en el plazo
de un mes desde la notificación de la presente, así como
cualquier otro que pudiera corresponder de acuerdo con la
normativa aplicable.

Lo que así acuerdo y firmo en Sevilla, 22 de mayo de
2002.- El Secretario General Técnico, Manuel Requena
García.
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RESOLUCION de 5 de junio de 2002, de la Secre-
taría General Técnica, por la que se emplaza a los
terceros interesados en el recurso 1263/01.S.3.ª,
interpuesto por don Anselmo, don Rafael, don Javier
y doña Isabel Botello Pérez ante la Sala de lo Con-
tencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Jus-
ticia de Andalucía.

Ante la Sala de lo Contencioso Administrativo del Tribunal
Superior de Justicia de Andalucía con sede en Sevilla, se ha
interpuesto por Don Anselmo, don Rafael, don Javier y doña
Isabel Botello Pérez recurso contencioso-administrativo contra
la Resolución de la Consejera de Medio Ambiente de fecha
25.7.2001, por la que se desestiman los recursos de alzada
interpuestos contra la Resolución aprobatoria del deslinde de
la vía pecuaria denominada «Cañada Real de Ayamonte a
Sevilla» en el t.m. de San Silvestre de Guzmán, en la provincia
de Huelva, y a tenor de lo dispuesto en el artículo 49 de
la Ley reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Adminis-
trativa,

HE RESUELTO

Primero. Anunciar la interposición del recurso contencio-
so-administrativo núm. 1263/01.S.3.ª

Segundo. Publicar la presente Resolución en el Boletín
Oficial de la Junta de Andalucía y emplazar a aquellas per-
sonas, terceros interesados a cuyo favor hubieren derivado
o derivaren derechos por la Resolución impugnada, para que
comparezcan y se personen en autos ante la referida Sala
en el plazo de nueve días siguientes a la publicación de la
presente Resolución.

Lo que así acuerdo y firmo en Sevilla, 5 de junio de
2002.- El Secretario General Técnico, Manuel Requena García.

RESOLUCION de 5 de junio de 2002, de la Secre-
taría General Técnica, por la que se emplaza a los
t e r c e r o s i n t e r e sado s en e l r e cu r s o núm.
3904/01.S.1.ª, interpuesto por don Carlos Romero Sal-
vador ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo
del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía.

Ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal
Superior de Justicia de Andalucía, con sede en Granada, se
ha interpuesto por don Carlos Romero Salvador recurso con-
tencioso-administrativo núm. 3904/01-S.1.ª contra la Reso-
lución de la Consejera de Medio Ambiente de fecha 25.2.02,
desestimatoria de la Reclamación de Responsabilidad Patri-
monial por los daños sufridos en vehículo con motivo de acci-
dente de circulación ocurrido al colisionar contra una manada
de jabalíes, a tenor de lo dispuesto en el artículo 49 de la
Ley reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.

HE RESUELTO

Primero. Anunciar la interposición del recurso contencio-
so-administrativo núm. 3904.S.1.ª

Segundo. Publicar la presente Resolución en el Boletín
Oficial de la Junta de Andalucía y emplazar a aquellas per-
sonas, terceros interesados a cuyo favor hubieren derivado
o derivaren derechos por la Resolución impugnada, para que
comparezcan y se personen en autos ante la referida Sala
en el plazo de nueve días siguientes a la publicación de la
presente Resolución.

Lo que así acuerdo y firmo en Sevilla, 5 de junio de
2002.- El Secretario General Técnico, Manuel Requena García.

RESOLUCION de 6 de junio de 2002, de la Secre-
taría General Técnica, por la que se emplaza a los
terceros interesados en el recurso núm. 135/02, inter-
puesto por Inmobiliaria Sandi, SL, ante el Juzgado de
lo Contencioso-Administrativo núm. Uno de Jaén.

Ante el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo núm. 1
de Jaén, se ha interpuesto por Inmobiliaria Sandi, S.L., recurso
núm. 135/02 contra la Resolución de la Viceconsejera de
Medio Ambiente de fecha 25.3.02, desestimatoria del recurso
de alzada deducido contra Resolución de la Delegación Pro-
vincial de Medio Ambiente en Jaén de fecha 10.8.00, recaída
en el expediente sancionador C-167/00, instruido por infrac-
ción administrativa a la normativa vigente en materia de Caza,
y a tenor de lo dispuesto en el artículo 49 de la Ley reguladora
de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa,

HE RESUELTO

Primero. Anunciar la interposición del recurso contencio-
so-administrativo núm. 135/02.

Segundo. Publicar la presente Resolución en el Boletín
Oficial de la Junta de Andalucía y emplazar a aquellas per-
sonas, terceros interesados a cuyo favor hubieren derivado
o derivaren derechos por la Resolución impugnada, para que
comparezcan y se personen en autos ante el referido Juzgado
en el plazo de nueve días siguientes a la publicación de la
presente Resolución.

Lo que así acuerdo y firmo en Sevilla, 6 de junio de
2002.- El Secretario General Técnico, Manuel Requena
García.

RESOLUCION de 6 de junio de 2002, de la Secre-
taría General Técnica, por la que se emplaza a los
terceros interesados en el recurso núm. 189/02, inter-
puesto por Labradores de la Campiña, SC, ante el Juz-
gado de lo Contencioso-Administrativo núm. Cinco de
Sevilla.

Ante el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo número 5
de Sevilla, se ha interpuesto por Labradores de la Campiña,
S.C., recurso núm. 189/02, contra la desestimación presunta
del recurso de alzada interpuesto contra la Resolución de la
Delegación Provincial de Sevilla de fecha 23/05/01 en el expe-
diente SE-SAN/PAM/028/00, por la supuesta comisión de infrac-
ción administrativa a la normativa vigente en materia de Pre-
vención Ambiental, y a tenor de lo dispuesto en el artículo 49
de la Ley reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Admi-
nistrativa,

HE RESUELTO

Primero. Anunciar la interposición del recurso contencio-
so-administrativo núm. 189/02.

Segundo. Publicar la presente Resolución en el Boletín
Oficial de la Junta de Andalucía y emplazar a aquellas per-
sonas, terceros interesados a cuyo favor hubieren derivado
o derivaren derechos por la Resolución impugnada para que
comparezcan y se personen en autos ante el referido Juzgado,
en el plazo de nueve días siguientes a la publicación de la
presente Resolución.

Lo que así acuerdo y firmo en Sevilla, 6 de junio de
2002.- El Secretario General Técnico, Manuel Requena García.
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RESOLUCION de 8 junio de 2002, de la Secretaría
General Técnica, por la que se emplaza a los terceros
interesados en el recurso núm. 432/02, interpuesto
por don Antonio Canteros Herenas ante el Juzgado
de lo Contencioso-Administrativo núm. Uno de
Córdoba.

Ante el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo número
Uno de Córdoba se ha interpuesto por don Antonio Canteros
Herenas recurso contencioso-administrativo núm. 432/02
contra Resolución de la Viceconsejería de Medio Ambiente
de fecha 11.1.02, estimar del recurso de alzada interpuesto
contra la Resolución del Delegado Provincial de la Consejería
de Medio Ambiente en Córdoba, de fecha 23 de julio de 2001,
r e c a í d a e n e l E x p e d i e n t e S a n c i o n a d o r n ú m .
SE-SAN/FOR/67/00, instruido por infracción administrativa a
la Ley 4/89, de la Flora y Fauna Silvestres, y la Ley 2/1989,
de 18 de julio, por la que se aprueba el Inventario de Espacios
Naturales Protegidos de Andalucía y se establecen medidas
adicionales para su protección, al haberse producido la cadu-
cidad del Expediente Sancionador, y a tenar de lo dispuesto
en el artículo 49 de la Ley reguladora de la Jurisdicción
Contencioso-Administrativa,

HE RESUELTO

Primero. Anunciar la interposición del recurso contencio-
so-administrativo núm. 432/02.

Segundo. Publicar la presente Resolución en el Boletín
Oficial de la Junta de Andalucía y emplazar a aquellas per-
sonas, terceros interesados a cuyo favor hubieren derivado
o derivaren derechos por la Resolución impugnada, para que
comparezcan y se personen en autos ante el referido Juzgado
en el plazo de nueve días siguientes a la publicación de la
presente Resolución.

Lo que así acuerdo y firmo en Sevilla, 8 de junio de
2002.- El Secretario General Técnico, Manuel Requena García.

CORRECCION de errores a la Resolución de fecha
19 de febrero de 2002, de la Secretaría General Téc-
nica, por la que se aprueba el deslinde parcial de la
vía pecuaria denominada Vereda del Camino Viejo de
Paterna, tramo 2.º, en el término municipal de Puerto
Real (Cádiz) (VP 327/01).

Detectado varios errores materiales en la Resolución de
referencia, y en virtud del artículo 105.2 de la Ley 30/1992,
de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y Pro-
cedimiento Administrativo Común, conforme al artículo pri-
mero, punto 23, de la Ley 4/1999, de modificación de la
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, antes referida, pasamos
a las siguientes correcciones:

En la descripción del tramo donde dice: «tramo 2.º, desde
su encuentro con la Cañada Real de Arcos a San Fernando
hasta su encuentro con la Cañada Real del Higuerón»; debe
decir: «tramo 2.º, desde su encuentro con la Cañada Real
del Camino Ancho hasta su encuentro con la Cañada Real
de Arcos a San Fernando».

En los antecedentes de hecho, donde dice: «3 de abril»;
debe decir: «13 de abril», y donde dice: «27 de julio»; debe
decir: «21 de julio».

En la descripción registral donde dice: «109.900 metros
cuadrados»; debe decir: «109.902», y donde dice: «al Este,
con la Cañada Real del Camino Ancho y al Oeste con la Cañada
Real de Arcos a San Fernando»; debe decir: «al Este, con
la Cañada Real de Arcos a San Fernando y al Oeste con la
Cañada Real del Camino Ancho».

En el listado de coordenadas ha de incluirse:

Lo que así, acuerdo y firmo en Sevilla, 15 de abril de
2002.- El Secretario General Técnico, Manuel Requena García.

4. Administración de Justicia

MINISTERIO DE JUSTICIA

RESOLUCION de 12 de junio de 2002, de la
Gerencia Territorial de Justicia de Andalucía en Gra-
nada, por la que se confirman los nombramientos de
Secretarios en Régimen de Provisión Temporal para
los Juzgados de Primera Instancia e Instrucción de
las localidades que se citan.

De conformidad con lo previsto en el artículo 38.2 del
Reglamento Orgánico del Cuerpo de Secretarios Judiciales,
y en el artículo 3, apartado 2-f), de la Orden Ministerial de
16 de abril de 1991 (BOE del día 26) en relación con el
artículo 12 del Real Decreto 107/91, de 11 de enero, este
Gerente Territorial confirma el Acuerdo tomado por la Sala
de Gobierno del TSJA, reunida en Comisión, y en sesión cele-
brada el día 4 de junio de 2002, por el que se nombran

a los siguientes Secretarios en Régimen de Provisión Temporal
para los Juzgados que se dicen:

Para el Juzgado de PII núm. Dos de Berja núm. Uno
(Almería), a don Manuel Miguel Ocaña Gámez.

Para el Juzgado de PII núm. Dos de Arcos de la Frontera
(Cádiz), a doña María Dolores Moreno Romero.

Para el Juzgado de PII Unico de Baena (Córdoba), a doña
Angela Marina Courel Galán.

Para el Juzgado de PII núm. Dos de Aracena (Huelva),
a don Miguel Barroso Becerra.

Para el Juzgado de PII núm. Tres de Ayamonte (Huelva),
a doña Rosa María Pareja Aparicio.

Para el Juzgado de PII núm. Uno de La Palma del Condado
(Huelva), a don Manuel León Vidal.

Para el Juzgado de PII núm. Uno de La Carolina (Jaén),
a don Enrique José Jordá Ferri.

Para el Juzgado de PII núm. Uno de Cazorla (Jaén), a
doña Elena Jiménez Matías.
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Para el Juzgado de PII núm. Uno de Coín (Málaga), a
doña Rosario de Fátima García Ruiz.

Para el Juzgado de PII núm. Uno de Ecija (Sevilla), a
doña Aurora Vílchez Santiago.

Para el Juzgado de PII núm. Dos de Lora del Río (Sevilla),
a doña María Angeles Docavo Torres.

Granada, 12 de junio de 2002.- El Gerente Territorial,
Francisco de Paula Villegas Sánchez.

JUZGADO DE PRIMERA INSTANCIA NUM. NUEVE
DE SEVILLA

EDICTO dimanante del procedimiento de menor
cuantía num. 632/99. (PD. 1869/2002).

NIG: 4109142C19999000125.
Procedimiento: Menor Cuantía 632/1999. Negociado: 5.º
Sobre: Reclamación de cantidad.
De: Entidad Shell España, S.A.
Procurador: Sr. José Ignacio Díaz Valor.
Contra: Entidad Cuespi, S.L., y Entidad Consultora Urba-

nística y de Expansión, S.L. (C.U.E.)
Procuradora: Sra. Macarena Peña Camino.

E D I C T O

CEDULA DE NOTIFICACION

En el procedimiento Menor Cuantía 632/1999-5.º segui-
do en el Juzgado de Primera Instancia núm. Nueve de Sevilla
a instancia de Entidad Shell España, S.A., contra Entidad Cues-
pi, S.L., y Entidad Consultora Urbanística y de Expansión,
S.L. (C.U.E.), sobre reclamación de cantidad, se ha dictado
la sentencia que copiada en su encabezamiento y fallo es
como sigue:

«El Ilmo. Sr. don Manuel J. Hermosilla Sierra, Magis-
trado-Juez titular del Juzgado de Primera Instancia, ha visto
los autos de Menor Cuantía 632/99-5, seguidos a instancia
de Entidad Shell España, S.A., representado por el Procurador
de los Tribunales, Sr. don José Ignacio Díaz Valor, contra Enti-
dad Cuespi, S.L., y Entidad Consultora Urbanística y de Expan-
sión, S.L. (C.U.E., S.L.), sobre reclamación de cantidad.»

F A L L O

«Que estimando la demanda interpuesta por el Procurador
Sr. don José Ignacio Díaz Valor, en nombre y representación
de Shell España, S.A., contra CUESPI, S.L., y Consultora Urba-
nística y de Expansión, S.L. (C.U.E., S.L.), condeno a ambas
demandadas a abonar a la actora la cantidad de 120.202,42
euros más los intereses legales devengados por dicha suma
desde la fecha del emplazamiento, todo ello con expresa con-
dena en costas procesales a ambas demandadas.

Contra esta sentencia cabe interponer recurso de ape-
lación que se preparará por escrito ante este Juzgado en el
plazo de cinco días, conforme a lo dispuesto en el art. 457
y ss. de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento
Civil.»

Y con el fin de que sirva de notificación en forma a la
demandada Entidad Cuespi, S.L., extiendo y firmo la presente
en Sevilla a doce de junio de dos mil dos. El/La Secretario.

JUZGADO DE PRIMERA INSTANCIA E INSTRUCCION
NUM. UNO DE SANTA FE

EDICTO dimanante del procedimiento ordinario
núm. 242/2001. (PD. 1882/2002).

Negociado núm. 1.
NIG: 1817541C20011000440.
Procedimiento ordinario 242/2001.
Sobre: Privación de patria potestad.
De: Doña Silvestra Tovar Rodríguez.
Procurador: Sr. Manuel Alameda Ureña.
Contra: Don Francisco José Arbol Urbano.

E D I C T O

En los autos de procedimiento ordinario núm. 242/2001,
seguidos en el Juzgado de Primera Instancia e Instrucción
núm. 1 de Santa Fe (Granada) a instancia de doña Silvestra
Tovar Rodríguez contra don Francisco José Arbol Urbano, sien-
do parte el Ministerio Fiscal, sobre privación de patria potestad,
se ha dictado la sentencia que, copiada en su encabezamiento
y fallo, es como sigue:

S E N T E N C I A

En Santa Fe, a tres de mayo de dos mil dos.
Vistos por mí, don Miguel Angel Torres Segura, Juez Titular

del Juzgado de Primera Instancia e Instrucción núm. Uno
de los de esta Ciudad y su Partido, los autos de Juicio ordinario
seguidos por este Juzgado bajo el núm. 242/01, promovido
por el Sr. Procurador de los Tribunales don Manuel Alameda
Ureña, en nombre y representación de doña Silvestra Tovar
Rodríguez, bajo la dirección del Letrado don Enrique Labella
Onieva, contra don Francisco José Arbol Urbano, que per-
manece en rebeldía, y el Ministerio Fiscal (...)

F A L L O

Que debo estimar y estimo la demanda presentada por
el Sr. Procurador de los Tribunales don Manuel Alameda Ure-
ña, en nombre y representación de doña Silvestra Tovar Rodrí-
guez, contra don Francisco José Arbol Urbano, acordando que
éste quede privado de la patria potestad que ostentaba sobre
sus hijos Esperanza Arbol Viceira, Jacob Arbol Viceira, Melisa
Arbol Viceira y Francisco Arbol Viceira, que deberán ser some-
tidos a tutela, debiendo tramitarse en procedimiento de juris-
dicción voluntaria una vez firme la presente resolución, sin
que proceda especial pronunciamiento en cuanto a las costas
causadas.

Notifíquese esta resolución a las partes con la advertencia
de que la misma no es firme y que contra ella pueden interponer
recurso de apelacion por ante mí la Audiencia Provincial en
el plazo de cinco días.

Así, por esta mi Sentencia, lo pronuncio, mando y firmo.
Firmado y rubricado.

Y con el fin de que sirva de notificación en forma al deman-
dado don Francisco José Arbol Urbano, en estado legal de
rebeldía y en paradero desconocido, insértese el presente edicto
en el Boletín Oficial de la Comunidad Autónoma de Andalucía,
para lo cual extiendo y firmo la presente en Santa Fe, a die-
cisiete de mayo de dos mil dos.- La Secretario.
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5. Anuncios

5.1. Subastas y concursos de obras, suministros y servicios públicos

CONSEJERIA DE ECONOMIA Y HACIENDA

RESOLUCION de 3 de junio de 2002, de la Direc-
ción General de Patrimonio, por la que se hace pública
de declaración de concurso desierto.

De conformidad con lo previsto en el artículo 77 de la
Ley 4/1986, de 5 de mayo, del Patrimonio de la Comunidad
Autónoma de Andalucía, y en el artículo 156 del Reglamento
para su aplicación, aprobado por Decreto 276/1987, de 11
de noviembre, por Resolución de 7 de febrero de 2002 (BOJA
núm. 22, de 21 de febrero de 2002) se convocó concurso
público para la adquisición de un inmueble en Málaga y su
rehabilitación, con destino a albergar una sede administrativa
de la Junta de Andalucía.

Cumplidos los trámites procedimentales exigidos, con
arreglo a las prescripciones del artículo 157 y concordantes
del citado Reglamento para la aplicación de la Ley del Patri-
monio, con fecha 31 de mayo de 2002, la Consejera de Eco-
nomía y Hacienda ha declarado desierto el concurso público
para la adquisición del local citado, por la falta de presentación
de ofertas.

Lo que se hace público en cumplimiento de lo preceptuado
en el artículo 218 del Reglamento citado.

Sevilla, 3 de junio de 2002.- El Director General,
Fernando Ron Giménez.

CONSEJERIA DE JUSTICIA Y ADMINISTRACION PUBLICA

RESOLUCION de 11 de junio de 2002, de la Dele-
gación Provincial de Córdoba, por la que se declara
desierta la contratación del servicio que se indica.

Con fecha 14 de enero de 2002 se acordó por Resolución
de la Delegación de la Consejería de Justicia y Administración
Pública en Córdoba la iniciación de expediente para la con-
tratación del servicio de transporte público urbano e interur-
bano en automóviles de turismo, destinado al desplazamiento
de personal afecto a distintos órganos judiciales de Córdoba.

Se acordó, asimismo, que el expediente de contratación
sería ordinario y el procedimiento abierto mediante la forma
de concurso.

A tales efectos, con fecha 25 de abril del 2002 se publicó
en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía el anuncio de
licitación.

Transcurrido el plazo establecido de 15 días naturales
sin haberse formulado ninguna oferta, se reunió la Mesa de
Contratación, acordando, según consta en el Acta de fecha
15 de mayo del 2002, proponer se declarase desierto el
concurso.

Por todo ello, y en uso de las competencias legalmente
atribuidas a esta Delegación Provincial,

HE RESUELTO

Unico. Declarar desierto el concurso abierto para la con-
tratación del servicio de transporte urbano e interurbano en
automóviles de turismo destinados al desplazamiento del per-
sonal afecto a distintos Organos Judiciales de Córdoba.

Contra la presente Resolución, que pone fin a la vía admi-
nistrativa, podrá interponerse recurso contencioso-administra-
tivo en el plazo de dos meses, contados desde el día siguiente
a la publicación de esta Resolución, ante el Juzgado de lo
Contencioso-Administrativo donde tenga su domicilio el
demandante o se halle la sede del órgano autor del acto ori-
ginario impugnado, a elección de este último, de acuerdo con
lo previsto en los artículos 8, 14 y 46 de la Ley 29/1998,
de 13 de julio.

Córdoba 11 de junio del 2002.- La Delegada, Soledad
Pérez Rodríguez.

CONSEJERIA DE EMPLEO Y DESARROLLO TECNOLOGICO

RESOLUCION de 18 de junio de 2002, de la
Secretaría General Técnica, por la que se anuncia con-
curso abierto para la adjudicación de servicio de lim-
pieza de la Delegación de Sevilla. (PD. 1856/2002).

1. Entidad adjudicadora.
a) Organismo: Consejería de Empleo y Desarrollo Tec-

nológico.
b) Dependencia que tramita el expediente: Secretaría

General Técnica.
c) Número del expediente: 125/2002.
2. Objeto del contrato.
a) Descripción del objeto: Servicio de limpieza de la Dele-

gación de Sevilla.
b) Lugar de ejecución: Sevilla.
c) Plazo de ejecución: 12 meses.
3. Tramitación, procedimiento y forma de adjudicación.
a) Tramitación: Ordinaria.
b) Procedimiento: Abierto.
c) Forma: Concurso.
4. Presupuesto de licitación. Importe total: 98.240,81

euros (noventa y ocho mil doscientos cuarenta euros y ochenta
y un céntimos).

5. Garantía provisional: 1.964,82 euros, mil novecientos
sesenta y cuatro euros y ochenta y dos céntimos.

6. Obtención de documentación e información.
a) Entidad: Consejería de Empleo y Desarrollo Tecnoló-

gico, Secretaría General Técnica, Sección de Contratación e
Inversiones.

b) Domicilio: Avda. Hytasa (antigua Héroes de Toledo),
14, planta sótano 1.

c) Localidad y Código Postal: Sevilla, 41006.
d) Teléfono: 95/504.85.00.
e) Telefax: 95/504.84.91.
f) Fecha límite de obtención de documentos e información:

Durante el plazo de presentación de proposiciones.
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7. Presentación de ofertas.
a) Fecha límite de presentación: 15 días naturales, a con-

tar desde el siguiente al de publicación del presente anuncio
en el BOJA.

b) Documentación a presentar: La especificada en los
Pliegos Base de esta contratación.

c) Lugar de presentación: Registro General de la Consejería
de Empleo y Desarrollo Tecnológico, sito en la dirección arriba
citada.

d) Plazo durante el cual el licitador estará obligado a man-
tener su oferta: Tres meses.

9. Apertura de ofertas.
a) Entidad: Consejería de Empleo y Desarrollo Tecno-

lógico.
b) Domicilio: Avda. Hytasa, 14.
c) Localidad: Sevilla, 41006.
d) Fecha examen documentación administrativa: El miér-

coles 24 de julio.
e) Apertura de proposiciones: A las nueve horas del miér-

coles 31 de julio.
10. Gastos de anuncios: El pago del presente anuncio

será por cuenta del adjudicatario.
12. Página web de información: www.cedt.junta-

andalucia.es.

Sevilla, 18 de junio de 2002.- El Secretario General
Técnico, Juan Francisco Sánchez García.

RESOLUCION de 19 de junio de 2002, de la
Secretaría General Técnica, por la que se anuncia con-
curso abierto para la adjudicación de estudios y tra-
bajos técnicos en materia de seguridad de datos de
carácter personal de la Consejería. (PD. 1855/2002).

1. Entidad adjudicadora.
a) Organismo: Consejería de Empleo y Desarrollo Tec-

nológico.
b) Dependencia que tramita el expediente: Secretaría

General Técnica.
c) Número del expediente: 108/2002.
2. Objeto del contrato.
a) Descripción del objeto: Estudios y trabajos técnicos

en materia de seguridad de datos de carácter personal de
la Consejería de Empleo y Desarrollo Tecnológico.

b) Lugar de ejecución: Servicios Centrales.
c) Plazo de ejecución: Hasta 28.12.2002.
3. Tramitación, procedimiento y forma de adjudicación.
a) Tramitación: Ordinaria.
b) Procedimiento: Abierto.
c) Forma: Concurso.
4. Presupuesto de licitación. Importe total: 136.000,00

euros (ciento treinta y seis mil euros).
5. Garantía provisional: 2.720,00 euros, dos mil sete-

cientos veinte euros.
6. Obtención de documentación e información.
a) Entidad: Consejería de Empleo y Desarrollo Tecnoló-

gico, Secretaría General Técnica, Sección de Contratación e
Inversiones.

b) Domicilio: Avda. Hytasa (antigua Héroes de Toledo),
14, planta sótano 1.

c) Localidad y Código Postal: Sevilla, 41006.
d) Teléfono: 95/504.85.00.
e) Telefax: 95/504.84.91.
f) Fecha límite de obtención de documentos e información:

Durante el plazo de presentación de proposiciones.
7. Requisitos específicos del contratista.
a) Clasificación: Grupo V, Subgrupos 5 y 8, Categoría B.
8. Presentación de ofertas.
a) Fecha límite de presentación: 15 días naturales, a con-

tar desde el siguiente al de publicación del presente anuncio
en el BOJA.

b) Documentación a presentar: La especificada en los
Pliegos Base de esta contratación.

c) Lugar de presentación: Registro General de la Consejería
de Empleo y Desarrollo Tecnológico, sito en la dirección arriba
citada.

d) Plazo durante el cual el licitador estará obligado a man-
tener su oferta: Tres meses.

9. Apertura de ofertas.
a) Entidad: Consejería de Empleo y Desarrollo Tecno-

lógico.
b) Domicilio: Avda. Hytasa, 14.
c) Localidad: Sevilla, 41006.
d) Fecha examen documentación administrativa:

24.7.2002.
e) Apertura de proposiciones: A las nueve horas del

31.7.2002.
10. Gastos de anuncios: El pago del presente anuncio

será por cuenta del adjudicatario.
11. Página web de información: www.cedt.junta-

andalucia.es.

Sevilla, 19 de junio de 2002.- El Secretario General
Técnico, Juan Francisco Sánchez García.

CONSEJERIA DE OBRAS PUBLICAS Y TRANSPORTES

RESOLUCION de 10 de junio de 2002, de la Dele-
gación Provincial de Málaga, por la que se hace pública
la adjudicación de los contratos de obras que se indican
por el procedimiento abierto mediante la forma de
subasta.

1. Entidad adjudicadora.
a) Organismo: Consejería de Obras Públicas y Transportes.
b) Dependencia que tramita el expediente: Delegación

Provincial de Málaga.

Expte.: 2000-0150-01-15 (03-MA-1335-RH).
2. Objeto del contrato.
a) Tipo de contrato: Obras.
b) Descripción del contrato: Rehabilitación de firme en

la MA-402, p.k. 17 + 500 al p.k. 24 + 500.
tt.mm. Cártama y Pizarra.
c) Publicada la licitación en BOJA núm. 14, de fecha

2.2.2002.
3. Tramitación, procedimiento y forma de adjudicación.
a) Tramitación: Tramitación de urgencia.
b) Procedimiento: Abierto.
c) Forma: Subasta.
4. Presupuesto base de licitación. Importe máximo:

510.739,65 euros.
5. Adjudicación.
a) Fecha: 22 de mayo de 2002.
b) Contratista: Salvador Rus López Constr., S.A.
c) Nacionalidad:
d) Importe de adjudicación: 413.069,20 euros.

Expte.: 2001-2111-06-08 (03-MA-1392-RF).
2. Objeto del contrato.
a) Tipo de contrato: Obras.
b) Descripción del contrato: Refuerzo de firme en la

MA-113, p.k. 0 al 9 (Carretera de Olías).
c) Publicada la licitación en BOJA núm. 14, de fecha

2.2.2002.
3. Tramitación, procedimiento y forma de adjudicación.
a) Tramitación: Tramitación de urgencia.
b) Procedimiento: Abierto.
c) Forma: Subasta.
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4. Presupuesto base de licitación. Importe máximo:
510.955,68 euros.

5. Adjudicación.
a) Fecha: 22 de mayo de 2002.
b) Contratista: Masfalt, S.A.
c) Nacionalidad:
d) Importe de adjudicación: 446.551,99 euros.

Málaga, 10 de junio de 2002.- El Delegado, Angel Enrique
Salvo Tierra.

CONSEJERIA DE AGRICULTURA Y PESCA

RESOLUCION de 20 de junio de 2002, de la
Secretaría General Técnica, por la que se anuncia con-
curso, por el procedimiento abierto, para la contra-
tación del servicio que se cita (Sec. 16/2002). (PD.
1889/2002).

1. Entidad adjudicadora.
a) Organismo: Consejería de Agricultura y Pesca.
b) Dependencia que tramita el expediente: Secretaría

General Técnica.
c) Número de expediente: Sec. 16/2002.
2. Objeto del contrato.
a) Descripción del objeto: 8.000 horas de soporte técnico

informático.
b) Lugar de ejecución: Delegaciones Provinciales y Centros

Periféricos.
c) Plazo de ejecución: Quince meses.
3. Tramitación, procedimiento y forma de adjudicación.
a) Tramitación: Urgente.
b) Procedimiento: Abierto.
c) Forma: Concurso.
4. Presupuesto base de licitación: Trescientos sesenta mil

euros (360.000 euros).
5. Garantía provisional: Siete mil doscientos euros (7.200

euros).
6. Obtención de documentación e información.
a) Entidad: Consejería de Agricultura y Pesca. Servicio

de Contratación.
b) Domicilio: C/ Tabladilla, s/n.
c) Localidad y Código Postal: Sevilla, 41071.
d) Teléfono: 95/503.23.41.
e) Telefax: 95/503.23.65.
f) A través del web de la Consejería: www.cap.jun-

ta-andalucia.es
g) Fecha límite de obtención de documentos e informa-

ción: La del cierre de admisión de ofertas.
7. Requisitos específicos del contratista.
a) La acreditación de la solvencia económica, financiera

y técnica o profesional se hará efectiva en la forma indicada
en los Pliegos de este concurso.

8. Presentación de ofertas.
a) Fecha límite de presentación: Hasta las 14,00 horas

del octavo día natural, a contar del siguiente a la publicación
del anuncio de licitación en BOJA; si fuese sábado, se traslada
el cierre de admisión al siguiente día hábil. En el caso de
enviarse por correo, la empresa deberá justificar la fecha y
hora de imposición del envío en la Oficina de Correos y anunciar
a la Consejería de Agricultura y Pesca la remisión de la oferta,
mediante télex, fax o telegrama en el mismo día.

b) Documentación a presentar: La indicada en el Pliego
de Cláusulas Administrativas Particulares.

c) Lugar de presentación: Registro General de la Consejería
de Agricultura y Pesca, sita en Sevilla, C/ Tabladilla, s/n.

d) Plazo durante el cual el licitador estará obligado a man-
tener su oferta: Tres meses.

9. Apertura de ofertas.
a) Entidad, domicilio y localidad: Consejería de Agricultura

y Pesca, C/ Tabladilla, s/n, Sevilla.
b) Fecha: El tercer día hábil posterior al de cierre de admi-

sión de ofertas; si fuese sábado, se trasladaría al siguiente
hábil.

c) Hora: 12,00 horas.
10. Otras informaciones: Cada licitador presentará en

mano, o enviará por correo, dos sobres, identificados, en su
exterior, con indicación de la licitación a que concurren, el
nombre de la empresa y firmados por el licitador. El sobre
número 1 contendrá la documentación administrativa y el
sobre número 2 la proposición ajustada al modelo que figura
en el Pliego de Cláusulas Administrativas Particulares y demás
elementos que la integran.

En el supuesto de que la entrega se realice en mano,
deberá hacerse en las oficinas indicadas en el apartado 8.c)
de este anuncio, de 9 a 14 horas y en días hábiles.

11. Gastos de anuncios: El presente anuncio y demás
gastos de difusión del concurso serán por cuenta del adju-
dicatario.

Sevilla, 20 de junio de 2002.- La Secretaria General
Técnica, Claudia Zafra Mengual.

UNIVERSIDADES

RESOLUCION de 18 de junio de 2002, de la Uni-
versidad de Sevilla, por la que se convoca subasta
de obras. (PP. 1872/2002).

1. Entidad adjudicadora.
a) Organismo: Universidad de Sevilla.
b) Dependencia que tramita el expediente: Sección de

Contratación.
c) Número de expediente: 02/01839.
2. Objeto del contrato.
a) Descripción del objeto: Centro de seccionamiento y

transformación para ciclotrón en parcela TA-5.
b) División por lotes y número: Lote único.
c) Lugar de ejecución: Isla de la Cartuja-Sevilla.
e) Plazo de ejecución: Cuatro meses.
3. Tramitación, procedimiento y forma de adjudicación.
a) Tramitación: Ordinaria.
b) Procedimiento: Abierto.
c) Forma: Subasta.
4. Presupuesto base de licitación. Importe total:

112.997,62 euros.
5. Garantías. Provisional: No se exige.
6. Obtención de documentación e información.
a) Entidad: Universidad de Sevilla-Registro General.
b) Domicilio: C/ San Fernando, núm. 4.
c) Localidad y Código Postal: Sevilla, 41071.
d) Teléfono: 95/455.10.40.
e) Telefax: 95/455.10.13.
f) Fecha límite obtención documentos e información:

Durante el plazo de presentación de ofertas.
7. Requisitos específicos del contratista.
a) Clasificación: Grupo I, Subgrupos 01, 05, 06; Categoría C.
b) Solvencia económica y financiera, y solvencia técnica

y profesional: Ver Pliego.
8. Presentación de ofertas.
a) Fecha límite de presentación: Veintiséis días naturales,

a partir del siguiente a esta publicación.
b) Documentación a presentar: La especificada en el

Pliego.
c) Lugar de presentación: Registro General.
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1. Entidad: Universidad de Sevilla.
2. Domicilio: C/ San Fernando, núm. 4.
3. Localidad y Código Postal: Sevilla, 41071.

d) Plazo durante el cual el licitador estará obligado a man-
tener su oferta (concurso):

e) Admisión de variantes:
9. Apertura de las ofertas.
a) Entidad: Universidad de Sevilla-Rectorado.
b) Domicilio: C/ San Fernando, núm. 4.
c) Localidad: Sevilla.
d) Fecha: Al décimo día hábil, a partir del siguiente al

de finalización de presentación de ofertas (si fuera sábado,
se trasladaría al lunes).

e) Hora: 10 horas.
10. Otras informaciones: Si el último día de presentación

de ofertas fuera inhábil, se ampliaría el plazo al siguiente hábil.
11. Gastos de anuncios: Por cuenta del adjudicatario.

Sevilla, 18 de junio de 2002.- El Rector, Miguel Florencio
Lora.

AYUNTAMIENTO DE SEVILLA

ANUNCIO de concurso (Expte. 82/02). (PP.
1724/2002).

1. Ayuntamiento de Sevilla.
a) Servicio de Parques y Jardines.
b) Sección de Contratación.
2. Expte.: 82/02 de Contratación.
a) Objeto: Suministro e instalación de juegos infantiles

en el Parque de Los Príncipes.
b) Presupuesto de licitación: 130.857,43 euros.
c) Partida presupuestaria: 10100-43301-60100/02.
d) Fianza provisional: 2.617,15 euros.
e) Plazo de ejecución: 60 (sesenta) días.
3. Forma de contratación: Concurso.
a) Tramitación: Ordinaria.
b) Procedimiento: Abierto.
4. Obtención de la documentación.
a) Sección de Contratación. Avda. Moliní, núm. 4.

Tef. 95/459.29.95.
b) La documentación será facilitada durante el plazo de

presentación de ofertas.
5. Presentación de ofertas.
a) Plazo: 15 días naturales, a contar del siguiente a la

publicación de este anuncio en el BOJA.
b) Los documentos a presentar se encuentran detallados

en los Pliegos de Condiciones.
c) Lugar: Registro General del Ayuntamiento, C/ Paja-

ritos, 14, Sevilla, en horas de oficina.
6. Apertura de ofertas: La apertura del Sobre núm. 1,

de Documentación General, por la Mesa de Contratación, ten-
drá lugar el lunes siguiente a la fecha en que termine el plazo
de presentación de ofertas. La apertura de los Sobres 2 y
3, conteniendo las ofertas económicas y criterios de adjudi-
cación, respectivamente, se realizará en acto público, ante
la Mesa de Contratación Unica en la Sala de Fieles Ejecutores,
sita en Plaza Nueva, 1, el lunes siguiente al de la apertura
del Sobre núm. 1.

7. Los gastos de publicación serán de cuenta del
adjudicatario.

Sevilla, 27 de mayo de 2002.- El Secretario General.

ANUNCIO de subasta pública (Expte. 116/02).
(PP. 1804/2002).

1. Ayuntamiento de Sevilla.
a) Servicio de Patrimonio.
b) Sección de Contratación de Obras y Servicios.
2. Expte.: 116/02 de Contrat. de O. y S.
a) Obra: Obras de instalación de calefacción de gas natural

en el Colegio Público Menéndez Pidal, módulos Izdo. y Dcho.
b) Presupuesto de licitación: 107.378,88.
c) Partida presupuestaria: 12200-12125-62200.
d) Fianza provisional: 2% del presupuesto de contrata

(2.147,58).
e) Plazo de ejecución: Dos meses.
3. a) Forma de contratación: Subasta pública.
b) Tramitación: Ordinaria.
c) Procedimiento: Abierto.
4. Obtención de documentación.
a) Sección de Contratación de Obras y Servicios, sita en

C/ Pajaritos, 14. Tef.: 95/459.06.12 y 95/459.06.53.
b) La documentación será facilitada durante el plazo de

presentación de ofertas.
5. Presentación de ofertas.
a) Plazo: 26 días naturales, a contar del siguiente a la

publicación de este anuncio en el BOJA.
b) Los documentos a presentar se encuentran detallados

en los Pliegos de Condiciones.
c) Lugar: Registro General del Ayuntamiento, C/ Paja-

ritos, 14, Sevilla, en horas de oficina.
6. Apertura de ofertas: La apertura de los sobres núms. 1

de Documentación General tendrá lugar el lunes siguiente a
la fecha en que termine el plazo de presentación de ofertas,
a las 9,00 horas, en la Sala de Fieles Ejecutores del Ayun-
tamiento, sita en Plaza Nueva, 1. La apertura de los sobres
núms. 2, conteniendo ofertas económicas, se realizará en acto
público, el lunes siguiente al de la apertura del sobre núm. 1,
a la hora y lugar anteriormente indicado.

7. Los gastos de publicación será de cuenta del adju-
dicatario.

Sevilla, 11 de junio de 2002.- El Secretario General.

GESTION DE INFRAESTRUCTURAS DE ANDALUCIA, SA

ANUNCIO de licitación de concurso de consultoría.
(PD. 1890/2002).

1. Entidad contratante: Gestión de Infraestructuras de
Andalucía, S.A. (GIASA). Empresa Pública de la Junta de Anda-
lucía, adscrita a la Consejería de Obras Públicas y Transportes.

2. Objeto del contrato.
a) Descripción: G-GI0005/OCC0. Control de Calidad de

recepción y pruebas de funcionamiento de Obras Lineales I
en la provincia de Córdoba.

b) Lugar de ejecución: Provincia de Córdoba. Comunidad
Autónoma de Andalucía. España.

c) Plazo de ejecución: Veinticuatro (24) meses.
3. Procedimiento y forma de adjudicación.
a) Procedimiento: Abierto.
b) Forma: Concurso.
4. Presupuesto de licitación: Doscientos veinticinco mil

trescientos setenta y nueve euros con cincuenta y cuatro cén-
timos (225.379,54), IVA incluido.

5. Garantías: No.
6. Obtención de documentación e información: Gestión

de Infraestructuras de Andalucía, S.A. (GIASA).
a) Domicilio: C/ Rioja, 14-16, 2.ª pl.
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b) Localidad y Código Postal: Sevilla, 41001.
c) Teléfono: 95/500.74.00.
d) Fax: 95/500.74.77.
7. Presentación de las ofertas.
a) Fecha límite de presentación: Hasta las 12,00 h del

día 19 de julio de 2002.
b) Documentación a presentar: La indicada en el Pliego

de Cláusulas Particulares.
c) Lugar de presentación: Gestión de Infraestructuras de

Andalucía, S.A. (GIASA). Domicilio: C/Rioja, 14-16, 2.ª pl.,
Sevilla, 41001.

d) Plazo durante el cual el licitador estará obligado a man-
tener su oferta: Seis meses desde la fecha del acta de apertura
económica.

e) Admisión de variantes: No se admiten.
8. Apertura de la oferta económica: Tendrá lugar en la

dirección indicada en el apartado 6.
Fecha: Día 24 de julio de 2002, a las 10,00 h.
9. Otras informaciones: Para toda correspondencia rela-

cionada con dicha licitación debe mencionarse el expediente
siguiente: G-GI0005/OCC0.

Los ofertantes que presenten certificación de estar inscritos
en el Registro de Licitadores de la Comunidad Autónoma de
Andalucía quedarán exentos de aportar la documentación
administrativa que se incluye en el sobre núm. 1, a excepción,
en su caso, de las garantías, así como de compromiso de
constitución de UTE. Todo ello de conformidad con lo esta-
blecido en el Decreto 189/97, de 22 de julio, por el que
se crea el mencionado Registro, publicado en el BOJA núm.
94, de 14 de agosto.

10. Gastos de anuncios: Los gastos de los anuncios serán
satisfechos por el adjudicatario.

11. Fecha de envío del anuncio al DOCE: No se envía.

Sevilla, 24 de junio de 2002.- El Director de Secretaría
General, José Luis Nores Escobar.

CONSORCIO CENTRO ANDALUZ DE FORMACION
MEDIO AMBIENTAL PARA EL DESARROLLO
SOSTENIBLE

RESOLUCION de 4 de junio de 2002, por la que
se anuncia la contratación de la gestión indirecta del
servicio público para realizar actividades adecuadas
a la función y objetivos para el Desarrollo Sostenible,
por el procedimiento abierto, bajo la forma de concurso.
(PP. 1709/2002).

1. Entidad adjudicadora.
a) Organismo: Consorcio Centro Andaluz de Formación

Medioambiental para el Desarrollo Sostenible.
b) Dependencia que tramita el expediente: Secretaría del

Consorcio.
c) Número del expediente: 1-GIS./2002.
2. Objeto del Contrato.
a) Descripción del objeto: Gestión indirecta del servicio

público del Centro Andaluz de Formación Medioambiental para
el Desarrollo Sostenible.

b) Lugar de ejecución: El Rocío, Almonte (Huelva).
c) Plazo de ejecución: 2 años.
d) No se comprende ejecución de obras.
3. Tramitación, procedimiento y forma de adjudicación.
a) Tramitación: Ordinaria.
b) Procedimiento: Abierto.
c) Forma: Concurso.
4. Canon de explotación. 2,5% del Presupuesto anual

de gastos del Consorcio Centro Andaluz de Formación
Medioambiental para el Desarrollo Sostenible.

5. Garantía provisional: Seis mil diez con doce céntimos
de euros (6.010,12 euros).

6. Obtención de documentación e información.
a) Entidad: Secretaría del Consorcio Centro Andaluz de

Formación Medioambiental para el Desarrollo Sostenible. En
horario de 9:00 a 13:00 horas.

b) Domicilio: Avenida Canariega s/n.
c) Localidad y código postal: El Rocío - Almonte (Huelva),

21750.
d) Teléfono: 959/44.38.64.
e) Telefax: 959/44.38.64.
f) Correo Electrónico: comarcadonana*infonegocio.com.
g) Fecha límite de obtención de documentos e informa-

ción: Durante el plazo de presentación de proposiciones.
7. Requisitos específicos del contratista.
a) Acreditación de la solvencia económica y financiera

y técnica o profesional, conforme a lo establecido en los ar-
tículos 16 y 19 del Texto Refundido de la Ley de Contratos
de la Administración Pública y en los Pliegos Bases de esta
contratación.

8. Presentación de ofertas.
a) Fecha límite de presentación: 15 días hábiles a contar

a partir del día siguiente al de la publicación del correspon-
diente anuncio en el BOJA.

b) Documentación a presentar: La especificada en los
Pliegos Base de esta Contratación.

c) Lugar de presentación: Secretaría del Consorcio Centro
Andaluz de Formación Medioambiental para el Desarrollo Sos-
tenible, sita en la dirección arriba citada.

d) Plazo durante el cual el licitador estará obligado a man-
tener su oferta: Tres meses.

9. Apertura de ofertas.
a) Entidad: Consorcio Centro Andaluz de Formación

Medioambiental para el Desarrollo Sostenible.
b) Domicilio: Calle Muñoz y Pavón, s/n.
c) Localidad: El Rocío, Almonte (Huelva) - 21750.
d) Apertura de proposiciones (sobres núms. 1 y 2): La

Mesa de Contratación, el primer martes siguiente al segundo
día posterior al de finalización del plazo de presentación de
ofertas, trasladándose al siguiente día hábil si ese martes no
lo fuera, calificará la documentación presentada y publicará
a continuación en el tablón de anuncios de este Consorcio
el resultado de la misma a fin de que los licitadores afectados
conozcan y subsanen, dentro del plazo que se indique, los
defectos materiales que eventualmente puedan haberse obser-
vado en la documentación.

e) Apertura de proposiciones, fecha y hora (sobre núm.
3): Se realizará por la Mesa de Contratación en acto público,
a las once horas (11:00) del martes siguiente al del examen
de la documentación administrativa, trasladándose al siguiente
día hábil, si ese martes no lo fuera, en la sede de este Consorcio,
en la indicada dirección.

10. Gastos de anuncios: El pago del presente anuncio
será por cuenta del adjudicatario.

Almonte, 4 de junio de 2002.- El Presidente del Consejo
Rector, Rafael Herrera Gil.

FUNDACION ANDALUZA PARA LA INTEGRACION
SOCIAL DEL ENFERMO MENTAL

ANUNCIO para la licitación de obras de rehabi-
litación y reforma de casa forestal Los Peñoncillos, en
Huétor Santillán (Granada), para la Fundación Anda-
luza para la Integración Social del Enfermo Mental.
(PP. 1751/2002).

La Gerencia de la Fundación Andaluza para la Integración
Social del Enfermo Mental ha acordado la convocatoria de
concurso, procedimiento abierto, para la adjudicación de la
obra que a continuación se indica:
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1. Entidad convocante.
a) Denominación: Fundación Andaluza para la Integración

Social del Enfermo Mental (FAISEM).
b) Domicilio: Avda. de las Ciencias, 25, Acc. A, 41020,

Sevilla.
c) Dependencia que tramita el expediente: FAISEM.
d) Número de expediente: 03/2002.
2. Objeto del contrato.
a) Descripción del objeto: Rehabilitación y Reforma

Edificación.
b) Lugar de ejecución: «Los Peñoncillos», Huétor Santillán

(Granada).
c) Plazo de ejecución: 8 meses.
d) Modalidad: Por unidad de medida.
3. Tramitación, procedimiento y forma de adjudicación.
a) Tramitación: Ordinaria.
b) Procedimiento: Abierto.
c) Forma: Concurso.
4. Presupuesto base de licitación: Importe total:

243.674,38 euros (IVA incluido).
5. Obtención de documentación e información.
a) Entidad: Fundación Andaluza para la Integración Social

del Enfermo Mental. Delegación Provincial de Granada.

b) Domicilio: Calle Mesones, núm. 23, 3.º izquierda.
c) Localidad: 18001, Granada.
d) Teléfono/Fax: 958/26.21.09 y 958/26.21.12.
e) Fecha límite de obtención de documentos e informa-

ción: 30 días naturales a partir del siguiente a la publicación
en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía de este anuncio.

6. Presentación de las ofertas.
a) Fecha y hora límite de presentación: 5 días naturales,

a partir de la finalización del plazo, anterior a las 14 horas.
b) Documentos a presentar: Los establecidos en el Pliego

de Cláusulas que rigen la contratación.
c) Lugar de presentación: En la sede de la Fundación

en Granada anteriormente expresada. Horario de 9 a 14 horas,
de lunes a viernes.

d) Plazo durante el cual el licitador estará obligado a man-
tener su oferta: 3 meses siguientes a partir de la apertura
de proposiciones.

e) Admisión de variantes: No.
7. Gastos de anuncios: Correrán a cargo de la empresa

adjudicataria.

Sevilla, 12 de junio de 2002.- El Gerente, Ladislao Lara
Palma.

5.2. Otros anuncios

CONSEJERIA DE ECONOMIA Y HACIENDA

ANUNCIO de la Delegación Provincial de Almería,
por el que se cita para ser notificados por compa-
recencia en actos de gestión de tributos.

Por esta Delegación Provincial en Almería de la Consejería
de Economía y Hacienda de la Junta de Andalucía, intentada
por dos veces la notificación de actos de gestión tributaria
de conformidad y en los términos establecidos en el art. 105.3
y 4 de la Ley 230/1963, de 28 de diciembre, General Tri-
butaria, según redacción dada por el artículo 28 de la Ley
66/1997, de 30 de diciembre, de medidas fiscales, admi-
nistrativas y del orden social (BOE 313, de 31 de diciembre
de 1997), y no habiendo sido posible su realización por causas
no imputables a esta Administración Tributaria.

Se cita por medio de este anuncio, conforme establece
el art. 105.6 del citado texto legal, a los interesados que se
relacionan, o a sus representantes, para ser notificados por
comparecencia en las Oficinas Liquidadoras del Impuesto
sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Docu-
mentados, en el plazo de diez días, contados desde el siguiente
a la publicación de este anuncio en el BOJA.

Transcurrido dicho plazo, si no se hubiera comparecido,
la notificación se entenderá producida a todos los efectos lega-
les desde el día siguiente al del vencimiento señalado para
comparecer.

RELACION DE NOTIFICACIONES PENDIENTES

Oficina Liquidadora de Purchena.

Sujeto pasivo/Oblig. Tributario: Promociones Segur-88, S.A.

NIF: A43122175.

Expediente: 290/95.

Procedimiento: ITP y AJD.

Sujeto pasivo/Oblig. Tributario: Urich Angelica Inge.

NIF: 2177095889.

Expediente: 976/00.

Procedimiento: ITP y AJD.

Oficina Liquidadora de Cuevas del Almanzora.

Sujeto pasivo/Oblig. Tributario: Krause Belmar Max.

NIF: 1820152706.

Expediente: 1913/01.

Procedimiento: Tramite de audiencia, ITP y AJD.

Almería, 11 de junio de 2002.- El Delegado, Juan Carlos
Usero López.

CONSEJERIA DE EMPLEO Y DESARROLLO TECNOLOGICO

RESOLUCION de 4 de febrero de 2002, de la
Delegación Provincial de Málaga, sobre declaración de
agua mineral. (PP. 1134/2002).

La Delegación Provincial de la Consejería de Empleo y
Desarrollo Tecnológico en Málaga hace saber que mediante
Resolución del Consejero de Trabajo e Industria de fecha 17
de noviembre de 1998 se declaró como minerales las aguas
procedentes del mantial «Nacimiento de la Villa», sito en el
t.m. de Antequera.

Lo que se hace público para dar cumplimiento al art. 39.4
del Reglamento General para el Régimen de la Minería, de
25 de agosto de 1978.

Málaga, 4 de febrero de 2002.- La Delegada, Isabel
Muñoz Durán.
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RESOLUCION de 5 de junio de 2002, de la Dele-
gación Provincial de Sevilla, de solicitantes de los Pro-
gramas de Creación de Empleo Estable de la Junta
de Andalucía, a los que no ha sido posible notificar
un acto administrativo.

Expediente: 1119/99.
Entidad: Explotación Punto de Venta, S.L.
Contenido del acto: Declaración de desistimiento y orde-

nación de Archivo de expediente administrativo.

Expediente: 122/99.
Entidad: Frigoríficos del Sol, S.L.
Contenido del acto: Requerimiento de documentación

para la tramitación del correspondiente expediente admi-
nistrativo.

Expediente: 666/99.
Entidad: Aficolace, S.L.
Contenido del acto: Declaración de desistimiento y orde-

nación de Archivo del expediente administrativo.

Expediente: 223/99.
Entidad: Comercial Pérez y Jurado, S.L.
Contenido del acto: Declaración de desistimiento y orde-

nación de Archivo del expediente administrativo.

Expediente: 1071/99.
Entidad: Fadupan, S.L.
Contenido del acto: Declaración de desistimiento y orde-

nación de Archivo del expediente administrativo.

Expediente: 1079/99.
Entidad: Jiménez Bus Travel, S.L.
Contenido del acto: Declaración de desistimiento y orde-

nación de Archivo del expediente administrativo.

Expediente: 5488/99.
Entidad: Joaquín Pérez Jasse.
Contenido del acto: Requerimiento de documentación

para la tramitación del correspondiente expediente admi-
nistrativo.

Expediente: 5413/99.
Entidad:.Montralba, S.L.
Contenido del acto: Declaración de desistimiento y orde-

nación de Archivo del expediente administrativo.

Expediente: 590/99.
Entidad: La Plazuela 18, S.A.
Contenido del acto: Requerimiento de documentación

para la tramitación del correspondiente expediente admi-
nistrativo.

Expediente: 217/99.
Entidad: Tornillería Guadalquivir, S.L.
Contenido del acto: Declaración de desistimiento y orde-

nación de Archivo del expediente administrativo.

Expediente: 330/99.
Entidad: Tramitación de Desarrollo en Telecomunicacio-

nes I, S.L.
Contenido del acto: Requerimiento de documentación

para la tramitación del correspondiente expediente admi-
nistrativo.

Expediente: 860/99.
Entidad: Estudios Sevilla Tres, S.L.
Contenido del acto: Declaración de desistimiento y orde-

nación de Archivo del expediente administrativo.

Expediente: 1013/99.
Entidad: Hiper Alimentación Lojo, S.L.
Contenido del acto: Declaración de desistimiento y orde-

nación de Archivo del expediente administrativo.

Expediente: 1407/99.
Entidad: Serigrafía General, S.L.
Contenido del acto: Requerimiento de documentación

para la tramitación del correspondiente expediente admi-
nistrativo.

Expediente: 1190/99.
Entidad: Torre de Perafán, S.A.
Contenido del acto: Declaración de desistimiento y orde-

nación de Archivo del expediente administrativo.

Expediente: 1191/99.
Entidad: Doble Cero Sevilla, S.L.
Contenido del acto: Declaración de desistimiento y orde-

nación de Archivo del expediente administrativo.

Expediente: 1208/99.
Entidad: Corporacion Andaluza de Gestión y Distribución

Urgente, S.L.
Contenido del acto: Declarar tener por efectuado el trámite

de notificación del requerimiento, declarar desistido de su peti-
ción y ordenar el archivo del expediente administrativo.

Expediente: 1269/99.
Entidad: Técnicas y Asesoramiento Sevilla, S.L.
Contenido del acto: Declarar tener por efectuado el trámite

de notificación del requerimiento, declarar desistido de su peti-
ción y ordenar el archivo del expediente administrativo.

Expediente: 1275/99.
Entidad: Servisur Credit, S.L.
Contenido del acto: Declarar tener por efectuado el trámite

de notificación del requerimiento, declarar desistido de su peti-
ción y ordenar el archivo del expediente administrativo.

Expediente: 1512/99.
Entidad: Máquinas y Productos para el Veading, S.L.
Contenido del acto: Requerimiento de documentación

para la tramitación del correspondiente expediente admi-
nistrativo.

Expediente: 2402/99.
Entidad: Antenas Cano, S.L.
Contenido del acto: Resolución estimatoria de la subven-

ción solicitada.

Expediente: 5672/99.
Entidad: D.D.A. Contrataciones, S.L.
Contenido del acto: Requerimiento de documentación

para la tramitación del correspondiente expediente admi-
nistrativo.

Sevilla, 5 de junio de 2002.- El Delegado, Antonio Rivas
Sánchez.

RESOLUCION de 7 de junio de 2002, de la Dele-
gación Provincial de Sevilla, solicitantes de los Pro-
gramas de Creación de Empleo Estable de la Junta
de Andalucía a los que no ha sido posible notificar
un Acto Administrativo.

Expediente: 2729/99.
Entidad: Sevilla Información Ed. Digital, S.L.
Contenido del acto: Requerimiento de documentación

para la tramitación del correspondiente expediente admi-
nistrativo.
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Expediente: 2607/99.
Entidad: Ideas Constructivas Habitables, S.L.
Contenido del acto: Requerimiento de documentación

para la tramitación del correspondiente expediente admi-
nistrativo.

Expediente: 2554/99.
Entidad: Lappi Ind. Gráficas, S.A.
Contenido del acto: Requerimiento de documentación

para la tramitación del correspondiente expediente admi-
nistrativo.

Expediente: 2567/99.
Entidad: Fonsan Gestión y Construcción, S.L.
Contenido del acto: Requerimiento de documentación

para la tramitación del correspondiente expediente admi-
nistrativo.

Expediente: 2649/99.
Entidad: Informática Sta. Clara, S.L.
Contenido del acto: Requerimiento de documentación

para la tramitación del correspondiente expediente admi-
nistrativo.

Expediente: 2624/99.
Entidad: Benítez Bernal, S.L.
Contenido del acto: Requerimiento de documentación

para la tramitación del correspondiente expediente admi-
nistrativo.

Expediente: 2523/99.
Entidad: Spa. Comunicación, S.C.
Contenido del acto: Requerimiento de documentación

para la tramitación del correspondiente expediente admi-
nistrativo.

Expediente: 4200/99.
Entidad: Josefa Alcaide Escudero.
Contenido del acto: Requerimiento de documentación

para la tramitación del correspondiente expediente admi-
nistrativo.

Expediente: 4125/99.
Entidad: Aljamar Promoción y Gestión, S.L.
Contenido del acto: Requerimiento de documentación

para la tramitación del correspondiente expediente admi-
nistrativo.

Expediente: 2338/99.
Entidad: Rosas de Sevilla, S.L.
Contenido del acto: Requerimiento de documentación

para la tramitación del correspondiente expediente admi-
nistrativo.

Expediente: 3361/99.
Entidad: Miguel Angel Triguero Suárez.
Contenido del acto: Aceptación de desistimiento por parte

de la Delegación Provincial de Empleo y Desarrollo Tecnológico
de Sevilla y declaración de la conclusión del procedimiento.

Expediente: 3398/99.
Entidad: Dental Vázquez Benítez, S.L.
Contenido del acto: Requerimiento de documentación

para la tramitación del correspondiente expediente admi-
nistrativo.

Expediente: 3420/99.
Entidad: New Limp. S.L.
Contenido del acto: Requerimiento de documentación

para la tramitación del correspondiente expediente admi-
nistrativo.

Expediente: 3452/99.
Entidad: Instituto de Marketing y Comuniación, S.L.
Contenido del acto: Requerimiento de documentación

para la tramitación del correspondiente expediente admi-
nistrativo.

Expediente: 3563/99.
Entidad: PME Exclusivas Marketing, S.A.
Contenido del acto: Requerimiento de documentación

para la tramitación del correspondiente expediente admi-
nistrativo.

Expediente: 3311/99.
Entidad: Sicma, S.L.
Contenido del acto: Requerimiento de documentación

para la tramitación del correspondiente expediente admi-
nistrativo.

Expediente: 3181/99.
Entidad: Lappi Industrias Gráficas, S.A.
Contenido del acto: Requerimiento de documentación

para la tramitación del correspondiente expediente admi-
nistrativo.

Expediente: 3122/99.
Entidad: Viajes Carnaval, S.A.
Contenido del acto: Requerimiento de documentación

para la tramitación del correspondiente expediente admi-
nistrativo.

Expediente: 3095/99.
Entidad: Veintiocho Ochenta, S.L.
Contenido del acto: Requerimiento de documentación

para la tramitación del correspondiente expediente admi-
nistrativo.

Expediente: 3082/99.
Entidad: María Alejandra Ahumada Cortada.
Contenido del acto: Requerimiento de documentación

para la tramitación del correspondiente expediente admi-
nistrativo.

Expediente: 3816/99.
Entidad: Joltom Empresa Constructora, S.L.
Contenido del acto: Requerimiento de documentación

para la tramitación del correspondiente expediente admi-
nistrativo.

Expediente: 3832/99.
Entidad: Tramasa Sur, S.L.
Contenido del acto: Requerimiento de documentación

para la tramitación del correspondiente expediente admi-
nistrativo.

Expediente: 1765/99.
Entidad: Coesa Mantenimiento, S.L.
Contenido del acto: Resolución estimatoria de la subven-

ción solicitada.

Expediente: 1891/99.
Entidad: Pamboble, S.L.
Contenido del acto: Resolución estimatoria de la subven-

ción solicitada.

Expediente: 4088/99.
Entidad: Juan Manuel Cazama Moreno.
Contenido del acto: Requerimiento de documentación

para la tramitación del correspondiente expediente admi-
nistrativo.
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Expediente: 3241/99.
Entidad: Quindesur, S.L., Unipersonal.
Contenido del acto: Resolución estimatoria de la subven-

ción solicitada.

Expediente: 2869/99.
Entidad: Concepción Fernández Rivero.
Contenido del acto: Resolución estimatoria de la subven-

ción solicitada.

Expediente: 2018/99.
Entidad: Pastelería y Golosinas Navisa, S.C.
Contenido del acto: Requerimiento de documentación

para la tramitación del correspondiente expediente admi-
nistrativo.

Expediente: 2585/99.
Entidad: Andaluza de Reparaciones Limpieza y Servicios

Generales, S.L.
Contenido del acto: Requerimiento de documentación

para la tramitación del correspondiente expediente admi-
nistrativo.

Expediente: 4175/99.
Entidad: Hispalense, S.L.
Contenido del acto: Requerimiento de documentación

para la tramitación del correspondiente expediente admi-
nistrativo.

Expediente: 3519/99.
Entidad: Fco. Rivara Roldán.
Generales, S.L.
Contenido del acto: Requerimiento de documentación

para la tramitación del correspondiente expediente admi-
nistrativo.

Expediente: 3086/99.
Entidad: La Mar de Fresquita, S.L.
Contenido del acto: Requerimiento de documentación

para la tramitación del correspondiente expediente admi-
nistrativo.

Expediente: 3829/99.
Entidad: Nazarena de Escayolas, S.L.
Contenido del acto: Requerimiento de documentación

para la tramitación del correspondiente expediente admi-
nistrativo.

Expediente: 2908/99.
Entidad: Instalaciones Pisa, S.L.
Contenido del acto: Requerimiento de documentación

para la tramitación del correspondiente expediente admi-
nistrativo.

Expediente: 3793/99.
Entidad: Aljarafe de Negocios, S.L.
Contenido del acto: Requerimiento de documentación

para la tramitación del correspondiente expediente admi-
nistrativo.

Expediente: 3918/99.
Entidad: Francisco Torres Caballero.
Contenido del acto: Requerimiento de documentación

para la tramitación del correspondiente expediente admi-
nistrativo.

Sevilla, 7 de junio de 2002.- El Delegado, Antonio Rivas
Sánchez.

RESOLUCION de 7 de junio de 2002, de la Dele-
gación Provincial de Sevilla, por la que se publica rela-
ción de beneficiarios de los Programas de Creación
de Empleo Estable de la Junta de Andalucía a los que
no ha sido posible notificar un acto administrativo.

Expediente: 122/2000.
Entidad: Sevilla Superservice, S.L.
Contenido del acto: Resolución Denegatoria expediente

Subvención Empleo Estable.

Expediente: 357/2000.
Entidad: Marofish, S.L.
Contenido del acto: Resolución Archivo expediente Sub-

vención Empleo Estable.

Expediente: 477/2000.
Entidad: Margut Algodón, S.L.
Contenido del acto: Resolución Favorable Subvención

Empleo Estable.

Expediente: 498/2000.
Entidad: José María Garrido Pérez.
Contenido del acto: Resolución Favorable Subvención

Empleo Estable.

Expediente: 825/2000.
Entidad: Montajes Eléctricos Proymesur, S.L.
Contenido del acto: Requerimiento de documentación

para la tramitación del correspondiente expediente admi-
nistrativo.

Expediente: 840/2000.
Entidad: Almacenes Ternero, S.L.
Contenido del acto: Resolución Favorable Subvención

Empleo Estable.

Expediente: 873/2000.
Entidad: Manuel Delgado Expósito.
Contenido del acto: Requerimiento de documentación

para la tramitación del correspondiente expediente admi-
nistrativo.

Expediente: 875/2000.
Entidad: Electricidad Torreauto.
Contenido del acto: Resolución Favorable Subvención

Empleo Estable.

Expediente: 922/2000.
Entidad: Gestores Inmobiliarios del Aljarafe, S.L.
Contenido del acto: Requerimiento de documentación

para la tramitación del correspondiente expediente admi-
nistrativo.

Expediente: 958/2000.
Entidad: Tornillería Andaluza, S.L.
Contenido del acto: Resolución Archivo expediente Sub-

vención Empleo Estable.

Expediente: 975/2000.
Entidad: Tomás Artesanía, S.L.
Contenido del acto: Requerimiento de documentación

para la tramitación del correspondiente expediente admi-
nistrativo.

Expediente: 1126/2000.
Entidad: José Sarmiento Sarmiento.
Contenido del acto: Resolución Favorable Subvención

Empleo Estable.
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Expediente: 1139/2000.
Entidad: Hierros y Cubiertas del Sur, S.L.
Contenido del acto: Requerimiento de documentación

para la tramitación del correspondiente expediente admi-
nistrativo.

Expediente: 1157/2000.
Entidad: J.M. Fierrot, S.L.
Contenido del acto: Requerimiento de documentación

para la tramitación del correspondiente expediente admi-
nistrativo.

Expediente: 1262/2000.
Entidad: Excavaciones y Afirmados Bernal, S.L.
Contenido del acto: Requerimiento de documentación

para la tramitación del correspondiente expediente admi-
nistrativo.

Expediente: 1297/2000.
Entidad: Julio Duentes de Fuentes.
Contenido del acto: Requerimiento de documentación

para la tramitación del correspondiente expediente admi-
nistrativo.

Expediente: 1640/2000.
Entidad: E.B.C. Editorial, S.A.
Contenido del acto: Requerimiento de documentación

para la tramitación del correspondiente expediente admi-
nistrativo.

Expediente: 1652/2000.
Entidad: Ciberianet, S.C.
Contenido del acto: Requerimiento de documentación

para la tramitación del correspondiente expediente admi-
nistrativo.

Expediente: 1691/2000.
Entidad: Maquillarte, S.L.
Contenido del acto: Requerimiento de documentación

para la tramitación del correspondiente expediente admi-
nistrativo.

Expediente: 1699/2000.
Entidad: Rafael Muñoz Cazorla.
Contenido del acto: Requerimiento de documentación

para la tramitación del correspondiente expediente admi-
nistrativo.

Expediente: 1744/2000.
Entidad: Power Plant Rent, S.L.
Contenido del acto: Requerimiento de documentación

para la tramitación del correspondiente expediente admi-
nistrativo.

Expediente: 1754/2000.
Entidad: Ley 1963/2000.
Contenido del acto: Requerimiento de documentación

para la tramitación del correspondiente expediente admi-
nistrativo.

Expediente: 1776/2000.
Entidad: Alcaicería de Viajes, S.L.
Contenido del acto: Requerimiento de documentación

para la tramitación del correspondiente expediente admi-
nistrativo.

Expediente: 1792/2000.
Entidad: Busorcon, S.L.
Contenido del acto: Requerimiento de documentación

para la tramitación del correspondiente expediente admi-
nistrativo.

Expediente: 1842/2000.
Entidad: Logodis Centersur, S.L.
Contenido del acto: Requerimiento de documentación

para la tramitación del correspondiente expediente admi-
nistrativo.

Expediente: 1856/2000.
Entidad: Carpintería La Jarilla, S.L.
Contenido del acto: Requerimiento de documentación

para la tramitación del correspondiente expediente admi-
nistrativo.

Expediente: 1857/2000.
Entidad: José Rojas Pulido.
Contenido del acto: Requerimiento de documentación

para la tramitación del correspondiente expediente admi-
nistrativo.

Expediente: 1888/2000.
Entidad: Miguel Angel Ojeda Talanco.
Contenido del acto: Requerimiento de documentación

para la tramitación del correspondiente expediente admi-
nistrativo.

Expediente: 1898/2000.
Entidad: L.B.S. Informática, S.A.
Contenido del acto: Requerimiento de documentación

para la tramitación del correspondiente expediente admi-
nistrativo.

Expediente: 1904/2000.
Entidad: María del Carmen Vázquez Escobar.
Contenido del acto: Requerimiento de documentación

para la tramitación del correspondiente expediente admi-
nistrativo.

Expediente: 1918/2000.
Entidad: Eusebio Alvarez-Ossorio Rojas-Marcos.
Contenido del acto: Requerimiento de documentación

para la tramitación del correspondiente expediente admi-
nistrativo.

Expediente: 1924/2000.
Entidad: Antonio Aguilar Lara.
Contenido del acto: Requerimiento de documentación

para la tramitación del correspondiente expediente admi-
nistrativo.

Expediente: 1936/2000.
Entidad: Nueva Empresa Joven, S.L.
Contenido del acto: Requerimiento de documentación

para la tramitación del correspondiente expediente admi-
nistrativo.

Expediente: 1937/2000.
Entidad: Decyman, S.L.
Contenido del acto: Requerimiento de documentación

para la tramitación del correspondiente expediente admi-
nistrativo.

Expediente: 1946/2000.
Entidad: Diseño Aljarafe, S.L.
Contenido del acto: Requerimiento de documentación

para la tramitación del correspondiente expediente admi-
nistrativo.

Expediente: 1975/2000.
Entidad: Alguadaira Formación, S.L.
Contenido del acto: Requerimiento de documentación

para la tramitación del correspondiente expediente admi-
nistrativo.
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Expediente: 1976/2000.
Entidad: Buiza y Vázquez, S.L.
Contenido del acto: Requerimiento de documentación

para la tramitación del correspondiente expediente admi-
nistrativo.

Expediente: 1981/2000.
Entidad: Comunidad de Propietarios Feria de Muestras

II Fase.
Contenido del acto: Requerimiento de documentación

para la tramitación del correspondiente expediente admi-
nistrativo.

Expediente: 2001/2000.
Entidad: Deleg. Reunidas del Sur, S.A.
Contenido del acto: Requerimiento de documentación

para la tramitación del correspondiente expediente admi-
nistrativo.

Expediente: 2011/2000.
Entidad: Francisco Barbero Marín, S.L.
Contenido del acto: Requerimiento de documentación

para la tramitación del correspondiente expediente admi-
nistrativo.

Expediente: 2022/2000.
Entidad: Ansaro Cubas y Grúas, S.L.
Contenido del acto: Requerimiento de documentación

para la tramitación del correspondiente expediente admi-
nistrativo.

Expediente: 2027/2000.
Entidad: S.G. Informática Empresarial, S.L.
Contenido del acto: Requerimiento de documentación

para la tramitación del correspondiente expediente admi-
nistrativo.

Expediente: 2062/2000.
Entidad: M.D. Veterinaria, S.L.
Contenido del acto: Requerimiento de documentación

para la tramitación del correspondiente expediente admi-
nistrativo.

Expediente: 2063/2000.
Entidad: C y S Infantil, S.L.
Contenido del acto: Resolución archivo expediente Sub-

vención Empleo Estable.

Expediente: 2084/2000.
Entidad: Ernesto A. Vilches de la Paz.
Contenido del acto: Requerimiento de documentación

para la tramitación del correspondiente expediente admi-
nistrativo.

Expediente: 2122/2000.
Entidad: José Pedro Medina Espinosa.
Contenido del acto: Requerimiento de documentación

para la tramitación del correspondiente expediente admi-
nistrativo.

Expediente: 2135/2000.
Entidad: Julio Miguel Casielles Jiménez.
Contenido del acto: Resolución archivo expediente Sub-

vención Empleo Estable.

Expediente: 2184/2000.
Entidad: María Teresa Cano Navarrete.
Contenido del acto: Requerimiento de documentación

para la tramitación del correspondiente expediente admi-
nistrativo.

Expediente: 2192/2000.
Entidad: Dolores Carvajal Escobar.
Contenido del acto: Requerimiento de documentación

para la tramitación del correspondiente expediente admi-
nistrativo.

Expediente: 2198/2000.
Entidad: System Center, S.A.
Contenido del acto: Requerimiento de documentación

para la tramitación del correspondiente expediente admi-
nistrativo.

Expediente: 2223/2000.
Entidad: E.B.C. Editorial, S.A.
Contenido del acto: Requerimiento de documentación

para la tramitación del correspondiente expediente admi-
nistrativo.

Expediente: 2228/2000.
Entidad: Decorbaño, S.L.
Contenido del acto: Requerimiento de documentación

para la tramitación del correspondiente expediente admi-
nistrativo.

Expediente: 2257/2000.
Entidad: Gametrans Sur, S.L.
Contenido del acto: Requerimiento de documentación

para la tramitación del correspondiente expediente admi-
nistrativo.

Expediente: 2271/2000.
Entidad: M K Plan 21 Prov. Marketing, S.L.
Contenido del acto: Requerimiento de documentación

para la tramitación del correspondiente expediente admi-
nistrativo.

Expediente: 2300/2000.
Entidad: Rafael Bargueño Sánchez.
Contenido del acto: Requerimiento de documentación

para la tramitación del correspondiente expediente admi-
nistrativo.

Sevilla, 7 de junio de 2002.- El Delegado, Antonio Rivas
Sánchez.

RESOLUCION de 10 de junio de 2002, de la Dele-
gación Provincial de Sevilla, por la que se publica rela-
ción de beneficiarios de los Programas de Empleo Esta-
ble de la Junta de Andalucía a los que no ha sido
posible notificar un acto administrativo.

Expediente: 47/2001.
Entidad: Terma Climatización y Montajes Eléctricos, S.L.
Contenido del acto: Requerimiento de documentación

para la tramitación del correspondiente expediente admi-
nistrativo.

Expediente: 195/2001.
Entidad: María Teresa Cano Navarrete.
Contenido del acto: Requerimiento de documentación

para la tramitación del correspondiente expediente admi-
nistrativo.

Expediente: 289/2001.
Entidad: Grupo Empresarial Dovaro, S.A.
Contenido del acto: Requerimiento de documentación

para la tramitación del correspondiente expediente admi-
nistrativo.
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Expediente: 336/2001.
Entidad: Nahima Karoo España, S.L.
Contenido del acto: Requerimiento de documentación

para la tramitación del correspondiente expediente admi-
nistrativo.

Expediente: 342/2001.
Entidad: Centro Andaluz de Estudios Empresariales, S.A.
Contenido del acto: Requerimiento de documentación

para la tramitación del correspondiente expediente admi-
nistrativo.

Expediente: 406/2001.
Entidad: Francisco Alba Zarco.
Contenido del acto: Requerimiento de documentación

para la tramitación del correspondiente expediente admi-
nistrativo.

Expediente: 450/2001.
Entidad: Antonio Diego Rodríguez.
Contenido del acto: Requerimiento de documentación

para la tramitación del correspondiente expediente admi-
nistrativo.

Expediente: 532/2001.
Entidad: Sevillana de Azar, S.L.
Contenido del acto: Requerimiento de documentación

para la tramitación del correspondiente expediente admi-
nistrativo.

Expediente: 740/2001.
Entidad: Transastigi, S.L.
Contenido del acto: Requerimiento de documentación

para la tramitación del correspondiente expediente admi-
nistrativo.

Expediente: 810/2001.
Entidad: Curvados Occidental, S.L.
Contenido del acto: Requerimiento de documentación

para la tramitación del correspondiente expediente admi-
nistrativo.

Expediente: 848/2001.
Entidad: Antonio Durán Barragán.
Contenido del acto: Requerimiento de documentación

para la tramitación del correspondiente expediente admi-
nistrativo.

Expediente: 942/2001.
Entidad: Foro Noticias, S.L.
Contenido del acto: Requerimiento de documentación

para la tramitación del correspondiente expediente admi-
nistrativo.

Expediente: 944/2001.
Entidad: Manuel Carmona Ortega.
Contenido del acto: Requerimiento de documentación

para la tramitación del correspondiente expediente admi-
nistrativo.

Expediente: 992/2001.
Entidad: Porvenir 19, S.L.
Contenido del acto: Requerimiento de documentación

para la tramitación del correspondiente expediente admi-
nistrativo.

Expediente: 1034/2001.
Entidad: Francisco González Díaz-Guerra.
Contenido del acto: Requerimiento de documentación

para la tramitación del correspondiente expediente admi-
nistrativo.

Expediente: 1041/2001.
Entidad: David García Hueso.
Contenido del acto: Requerimiento de documentación

para la tramitación del correspondiente expediente admi-
nistrativo.

Expediente: 1053/2001.
Entidad: José Luis Bornez Barragán.
Contenido del acto: Requerimiento de documentación

para la tramitación del correspondiente expediente admi-
nistrativo.

Expediente: 1101/2001.
Entidad: Bética de Instalaciones Informáticas, S.L.
Contenido del acto: Requerimiento de documentación

para la tramitación del correspondiente expediente admi-
nistrativo.

Expediente: 1138/2001.
Entidad: Francisco Ortiz Pérez.
Contenido del acto: Requerimiento de documentación

para la tramitación del correspondiente expediente admi-
nistrativo.

Expediente: 1179/2001.
Entidad: Goymar, S.L.
Contenido del acto: Requerimiento de documentación

para la tramitación del correspondiente expediente admi-
nistrativo.

Expediente: 1184/2001.
Entidad: Guillermina González Vázquez.
Contenido del acto: Requerimiento de documentación

para la tramitación del correspondiente expediente admi-
nistrativo.

Expediente: 1204/2001.
Entidad: Apunto Audiovisual, S.L.L.L.
Contenido del acto: Requerimiento de documentación

para la tramitación del correspondiente expediente admi-
nistrativo.

Expediente: 1248/2001.
Entidad: Ana María Cortijo y Asociados, S.L.
Contenido del acto: Requerimiento de documentación

para la tramitación del correspondiente expediente admi-
nistrativo.

Expediente: 1253/2001.
Entidad: MTM Aceros, S.L.U.
Contenido del acto: Requerimiento de documentación

para la tramitación del correspondiente expediente admi-
nistrativo.

Expediente: 1320/2001.
Entidad: Víctor Muñoz León.
Contenido del acto: Requerimiento de documentación

para la tramitación del correspondiente expediente admi-
nistrativo.

Expediente: 1351/2001.
Entidad: Restauraciones Galván, S.L.
Contenido del acto: Requerimiento de documentación

para la tramitación del correspondiente expediente admi-
nistrativo.

Expediente: 1423/2001.
Entidad: Obras y Construcciones Luis González, S.L.
Contenido del acto: Requerimiento de documentación

para la tramitación del correspondiente expediente admi-
nistrativo.
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Expediente: 1429/2001.
Entidad: María Luz Rojas Sánchez.
Contenido del acto: Requerimiento de documentación

para la tramitación del correspondiente expediente admi-
nistrativo.

Expediente: 1453/2001.
Entidad: Fotografía Europea Técnica del Sur, S.L.
Contenido del acto: Requerimiento de documentación

para la tramitación del correspondiente expediente admi-
nistrativo.

Expediente: 1457/2001.
Entidad: Transformados Huévar, S.A.
Contenido del acto: Requerimiento de documentación

para la tramitación del correspondiente expediente admi-
nistrativo.

Expediente: 1462/2001.
Entidad: Emilio Sánchez Martos.
Contenido del acto: Requerimiento de documentación

para la tramitación del correspondiente expediente admi-
nistrativo.

Expediente: 1543/2001.
Entidad: José Luis Martín Lergo.
Contenido del acto: Requerimiento de documentación

para la tramitación del correspondiente expediente admi-
nistrativo.

Expediente: 1604/2001.
Entidad: Markeze Producciones, S.L.
Contenido del acto: Requerimiento de documentación

para la tramitación del correspondiente expediente admi-
nistrativo.

Expediente: 1622/2001.
Entidad: Clece, S.A.
Contenido del acto: Requerimiento de documentación

para la tramitación del correspondiente expediente admi-
nistrativo.

Expediente: 1641/2001.
Entidad: Lutahi Courier, S.L.
Contenido del acto: Requerimiento de documentación

para la tramitación del correspondiente expediente admi-
nistrativo.

Expediente: 1642/2001.
Entidad: Ardecres, S.L.
Contenido del acto: Requerimiento de documentación

para la tramitación del correspondiente expediente admi-
nistrativo.

Expediente: 1849/2001.
Entidad: M.P. Servicios Informáticos.
Contenido del acto: Requerimiento de documentación

para la tramitación del correspondiente expediente admi-
nistrativo.

Expediente: 1872/2001.
Entidad: Trabajo Frutería y Pescado, S.L.
Contenido del acto: Requerimiento de documentación

para la tramitación del correspondiente expediente admi-
nistrativo.

Sevilla, 10 de junio de 2002.- El Delegado, Antonio Rivas
Sánchez.

ANUNCIO de la Delegación Provincial de Almería,
de admisión definitiva de Permiso de Investigación.
(PP. 410/2002).

El Delegado Provincial de la Consejería de Empleo y
Desarrollo Tecnológico de la Junta de Andalucía en Almería
hace saber que ha sido definitivamente admitida la solicitud
del Permiso de Investigación que a continuación se indica:

Nombre: Cristina.
Expediente núm.: 40.469.
Recurso solicitado: Todos los de la Sección C) de la Ley

de Minas.
Superficie solicitada: 20 cuadrículas.
Término municipal afectado: Vélez Rubio.
Solicitante: Don Cristóbal Jordán Guirao.
Domicilio: 04820, Vélez Rubio. C/ Ramall, 8.

Lo que se hace público a fin de que todos aquéllos que
tengan la condición de interesados puedan personarse en el
expediente, dentro del plazo de quince días contados a partir
de la última de las publicaciones que del presente anuncio
han de efectuarse en el Boletín Oficial de la Provincia de Alme-
ría y del de la Junta de Andalucía (BOJA), de conformidad
con lo previsto en el artículo 70 de vigente Reglamento General
para el Régimen de la Minería, y con la advertencia de que
pasado esté plazo no se admitirá oposición alguna, conforme
a lo prescrito en el mismo artículo y normativa.

Almería, 6 de febrero de 2002.- El Delegado, Clemente
García Valera.

ANUNCIO de la Delegación Provincial de Cádiz,
de información pública para autorización administra-
tiva y declaración de impacto ambiental de instalación
eléctrica. (PP. 1868/2002).

De acuerdo con lo establecido en el Real Decreto
1955/2000, de 1 de diciembre, por el que se regula las acti-
vidades de transporte, distribución, comercialización, sumi-
nistro y procedimientos de autorización de instalaciones de
energía eléctrica; la Ley 54/1997, de 27 de noviembre, del
Sector Eléctrico, así como en el Decreto 292/1995, de 12
de diciembre, Reglamento de Evaluación de Impacto Ambiental
de la Comunidad Autónoma Andaluza, en desarrollo de la
Ley 7/1994, de 18 de mayo, de Protección Ambiental de
Andalucía, se somete a información pública el expediente
incoado en esta Delegación Provincial con objeto de autorizar
la instalación eléctrica siguiente:

Peticionario: P&T, Tecnología Iber, S.L.U.
Domicilio: Avda. de la Aeronáutica, s/n. Edif. Helios

2.º-3.º B, Sevilla, 41020.
Localidad: Sevilla.
Lugar donde se va a establecer la instalación: Parajes

Cortijo de la Zarza, Casilla de Postas y Cerro de la Tinaja.
Términos municipales afectados: Puerto Real (Cádiz).
Finalidad: Planta eólica para generación de energía

eléctrica.
Presupuesto: 16.988.834 E.
Características principales del anteproyecto.
Parque eólico denominado: La Zarza de 27 MW.
- 18 aerogeneradores Enron EW 1,5 o similares, con

motor asíncrono trifásico de 690 V y potencia nominal de
1.500 kW.

Rotor tripala de 77 m de diámetro, de eje horizontal y
con control de potencia por cambio de paso velocidad, de
giro variable, con una superficie de rotación de 4.657 m2,
sobre torre troncocónica de acero soldado. Cada aerogenerador
lleva incorporado un C.T. de 1.650 kVA y relación
690/20.000 V.
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- Red eléctrica subterránea de 20 kV desde los C.T. de
los aerogeneradores hasta la futura subestación «La Zarza»
en el t.m. de Puerto Real (Cádiz), compartida con el P.E.
Dehesa Yeguas, de 30+27 MVA, 20/66 kV.

Referencia A.T.: 6324/02.

Lo que se hace público para que pueda ser examinada
la documentación presentada en esta Delegación Provincial,
sita en Pza. de Asdrúbal, s/n, y formularse, al mismo tiempo
por duplicado, las alegaciones que se estimen oportunas, en
el plazo de veinte días, a partir del siguiente a la publicación
del presente anuncio.

Cádiz, 11 de junio de 2002.- El Delegado, Agustín Barberá
Salvador.

ANUNCIO de la Delegación Provincial de Granada,
sobre solicitud de permiso de investigación. (PP.
1586/2002).

La Delegación Provincial de Empleo y Desarrollo Tecno-
lógico en Granada hace saber que ha sido solicitado el siguiente
Permiso de Investigación, con expresión del número, nombre,
mineral, cuadrículas y términos municipales:

30.620, «Los Espadones» calizas y dolomias (áridos),
48, Baza, Zújar y Freila.

Lo que se hace público, a fin de que todos aquéllos que
tengan la condición de interesados puedan personarse en el
expediente dentro del plazo de quince días, contados a partir
de su publicación en el BOE, de conformidad con lo establecido
en el artículo 70 del Reglamento General para el Régimen
de la Minería, de 25 de agosto de 1978.

Granada, 15 de mayo de 2002.- El Delegado, Mariano
Gutiérrez Terrón.

ANUNCIO de la Delegación Provincial de Huelva,
sobre admisión definitiva de solicitud de Permiso de
Investigación. (PP. 1698/2002).

El Delegado Provincial de Empleo y Desarrollo Tecnológico
de la Junta de Andalucía en Huelva hace saber que ha sido
admitida definitivamente la solicitud del Permiso de Inves-
tigación que se cita a continuación:

Nombre: «El Patras»
Número: 14.790.
Recursos a investigar: Sección C).
Superficie: 191 cuadrículas mineras.
Términos municipales: Almonaster la Real, Aracena y El

Campillo.
Provincia: Huelva.
Titular: Riomín Ibérica, S.A.
Domicilio: Barrio Viejo, s/n. Valverde del Camino (Huelva).

Lo que se hace público a fin de que todos aquéllos que
tengan la condición de interesados puedan personarse en el
expediente dentro del plazo de quince días contados a partir
de la presente publicación en el Boletín Oficial de la Junta
de Andalucía de conformidad con lo dispuesto en el art. 70,
del vigente Reglamento General para el Régimen de la Minería,
Real Decreto 2857/1978, de 25 de agosto (BOE núms. 295
y 296, de 11 y 12 de diciembre de 1978).

Huelva, 28 de mayo de 2002.- El Delegado, Manuel
Alfonso Jiménez.

ANUNCIO de la Delegación Provincial de Huelva,
sobre admisión definitiva de solicitud de Permiso de
Investigación. (PP. 1697/2002).

El Delegado Provincial de Empleo y Desarrollo Tecno-
lógico, de la Junta de Andalucía en Huelva hace saber que
ha sido admitida definitivamente la solicitud del Permiso de
Investigación que se cita a continuación:

Nombre: «Majada»
Número: 14.826.
Recursos a investigar: Sección C).
Superficie: 42 cuadrículas mineras.
Términos municipales: El Campillo y Campofrío.
Provincia: Huelva.
Titular: Riomín Ibérica, S.A.
Domicilio: Barrio Viejo, s/n. Valverde del Camino (Huelva).

Lo que se hace público a fin de que todos aquéllos que
tengan la condición de interesados puedan personarse en el
expediente dentro del plazo de quince días, contados a partir
de la presente publicación en el Boletín Oficial de la Junta
de Andalucía, de conformidad con lo dispuesto en el art. 70
del vigente Reglamento General para el Régimen de la Minería,
Real Decreto 2857/1978, de 25 de agosto (BOE núms. 295
y 296, de 11 y 12 de diciembre de 1978).

Huelva, 28 de mayo de 2002.- El Delegado, Manuel
Alfonso Jiménez.

ANUNCIO de la Delegación Provincial de Huelva,
sobre admisión definitiva de solicitud de Permiso de
Investigación. (PP. 1795/2002).

El Delegado Provincial de Empleo y Desarrollo Tecnológico
de la Junta de Andalucía en Huelva hace saber que ha sido
admitida definitivamente la solicitud del Permiso de Inves-
tigación que se cita a continuación:

Nombre: «Toconal»
Número: 14.827.
Recursos a investigar: Sección C).
Superficie: 119 cuadrículas mineras.
Términos municipales: Cortegana, El Cerro de Andévalo

y Almonaster la Real.
Provincia: Huelva.
Titular: Riomín Ibérica, S.A.
Domicilio: Barrio Viejo, s/n. Valverde del Camino (Huelva).

Lo que se hace público a fin de que todos aquellos que
tengan la condición de interesados puedan personarse en el
expediente dentro del plazo de quince días, contados a partir
de la presente publicación en el Boletín Oficial de la Junta
de Andalucía, de conformidad con lo dispuesto en el art. 70
del vigente Reglamento General para el Régimen de la Minería,
Real Decreto 2857/1978, de 25 de agosto (BOE núms. 295
y 296, de 11 y 12 de diciembre de 1978).

Huelva, 10 de junio de 2002.- El Delegado, Manuel Alfon-
so Jiménez.

ANUNCIO de la Delegación Provincial de Sevilla,
sobre instalación eléctrica. (PP. 1801/2002).

A los efectos prevenidos en el art. 19 del Decreto 292/95,
de 12 de diciembre, por el que se aprueba el Reglamento
de Evaluación de Impacto Ambiental de la Comunidad Autó-
noma de Andalucía, y en el art. 125 del R.D. 1955/200,
de 1 de diciembre, por el que se regulan las actividades de
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transporte, distribución, comercialización, suministro y pro-
cedimientos de autorización de energía eléctrica, se somete
a información pública el estudio de impacto ambiental, así
como la petición de autorización de una instalación eléctrica,
cuyas características principales se señalan a continuación:

Peticionario: Gamesa Energía, S.A.
Domicilio: Avda. San Francisco Javier, núm. 15, 4.ª plan-

ta, 41005, Sevilla.
Características principales.
Parque Eólico denominado: Gomera de 22,10 MW.

- 26 Aerogeneradores (todos ellos localizados en la pro-
vincia de Sevilla) con generador asíncrono trifásico de 690 V
y potencia nominal de 850 KW.

Rotor tripala de 52/58 m de diámetro, de eje horizontal
y con control de potencia por cambio de paso y velocidad
de giro variable, con una superficie de rotación de
2.124/2.642 m2 sobre torre metálica tubular de acero formada
por tres cuerpos atornillados. Cada aerogenerador lleva incor-
porado un C.T. de relación 690/20.000 V.

- Red eléctrica subterránea de 20 kV desde los C.T. de
los aerogeneradores hasta la Subestación ubicadas en el mismo
parque, unidas por canalización subterránea de 20 kV, cuyas
características principales son:

Subestación Gomera.
Posiciones de M.T.:

Tipo: Cabina Interior.
Esquema: Simple barra.
Alcance:

- 2 Posiciones de línea.
- 1 Posición de secundario de trafo potencia.
- 1 Posición de medida.
- 1 Posición de trafo de S.A.

Posiciones de transformación:
Alcance:

- 1 Trafo de 24/30 MVA, 20/66 kV.

Posiciones de A.T.
Tipo: Exterior convencional.
Esquema: Simple barra.
Alcance:

- 1 Posición de línea.
- 1 Posición de primario de trafo.
- 1 Posición de barras.

Posición de Control.
Posición de S.A.
Alcance:

- 1 Trafo de 100 kVA, 20/0,4 kV.
- 1 Rectificador batería 125 V c/c, 125 Ah.
- 1 Rectificador batería 48 V c/c, 50 Ah.

Términos municipales afectados: Osuna (Sevilla).
Lugar de instalación: Parajes Gomerón, Cerro de los

Higuerones, La Ratera.
Finalidad de la instalación: Planta eólica para generación

de energía eléctrica.
Presupuesto: 2.812.626.700 ptas., o 16.901.226

euros.
Referencia: R.A.T.: 101786.
Expediente: 226453.

Lo que hace público para que pueda ser examinada la
documentación presentada en esta Delegación Provincial, sita
en Sevilla, Plaza de España, Puerta de Navarra (de lunes a
viernes en horario de 9,00 a 14,00), y formularse al mismo
tiempo las reclamaciones, por duplicado, en el plazo de
20 días, contados a partir del siguiente al de la publicación
de este anuncio.

Sevilla, 7 de febrero de 2002.- El Delegado, Antonio
Rivas Sánchez.

CONSEJERIA DE OBRAS PUBLICAS Y TRANSPORTES

RESOLUCION de 17 de junio de 2002, de la Direc-
ción General de Transportes, por la que se somete
a información pública la solicitud de Transportes Alsina
Graells Sur, SA, de autorización del servicio coordinado
Almería-Málaga-Sevilla. (PP. 1881/2002).

El representante de la empresa Transportes Alsina Graells
Sur, S.A., ha solicitado autorización para el establecimiento,
en forma definitiva, del Servicio Coordinado Almería-Mála-
ga-Sevilla.

Concesiones afectadas:

VJA-160 Sevilla-Granada por Antequera, Córdoba y Mála-
ga y VJA-167 Siles-Málaga-Almería por Córdoba, Granada y
Jaén con hijuelas ambas de titularidad de Transportes Alsina
Graells Sur, S.A.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 8.º de
la Ley 3/1985, de 22 de mayo, de Coordinación de Con-
cesiones de Servicios Regulares de Transporte de Viajeros por
Carretera en Andalucía, se somete a información pública la
solicitud de servicio coordinado de referencia, por un plazo
de veinte días hábiles, contados a partir del siguiente al de
esta publicación, a fin de que todos aquéllos que tengan interés
en el asunto puedan examinar el expediente y alegar lo que
a su derecho convenga.

Se convoca expresamente a:

- Las Excmas. Diputaciones Provinciales de Almería, Málaga
y Sevilla.

- Los Ayuntamientos siguientes: Almería, Aguadulce, Hor-
tichuelas, El Ejido, Balanegra, Adra, El Pozuelo, La Rábita,
Melicena, La Mamola, Castell F. Calahonda, Carchuna, Torre-
nueva, Motril, Salobreña, Caleta H., Almuñécar, Herradura,
Cantarriján, Maro, Nerja, Torre del Mar, Rincón de la Victoria,
Málaga, Antequera, Mollina, Humilladero, Fuente Piedra, La
Roda, Estepa, Aguadulce (SE), Osuna, La Puebla, El Arahal,
Alcalá de Guadaira y Sevilla.

- Asociaciones y Agrupaciones Empresariales que puedan
estar interesadas.

- Centrales Sindicales de las mencionadas provincias.
- Asociaciones de Usuarios y Consumidores de Andalucía.
- Concesionarios de servicios regulares de la misma clase

que exploten itinerarios con algún punto de contacto.

La solicitud y Memoria justificativa podrán ser examinadas
en los Servicios de Transportes de las Delegaciones Provin-
ciales de la Consejería de Obras Públicas y Transportes de
Almería, C/ Hermanos Machado, 4, Málaga; Plaza de San
Juan de la Cruz, 18, además de en la Dirección General de
Transportes, C/ Maese Rodrigo, núm. 1, 2.ª planta, Sevilla.

Sevilla, 17 de junio de 2002.- El Director General, Rafael
Candau Rámila.
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CONSEJERIA DE AGRICULTURA Y PESCA

ANUNCIO de la Delegación Provincial de Málaga,
por el que se publica el acto administrativo que se
cita, relativo a un procedimiento sancionador en mate-
ria de competencia de esta Consejería.

En cumplimiento con lo establecido en los artículos 59.4
y 61 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común, se notifica a los interesados en el pro-
cedimiento sancionador que se indica que el texto íntegro del
acto que se notifica, así como el expediente en su conjunto,
se encuentra a disposición de los interesados para su examen
y conocimiento en las dependencias de la Delegación Pro-
vincial de la Consejería de Agricultura y Pesca en Málaga,
Departamento de Recursos y Expedientes Sancionadores (Ave-
nida La Aurora, número 47. Edificio Administrativo de Servicios
Múltiples, planta 5, puerta 13), así como que disponen de
un plazo de quince días hábiles a contar desde el siguiente
a esta publicación para aportar cuantas alegaciones, docu-
mentos o informaciones estimen convenientes.

Expediente número: 182/PE/01.
Acto que se notifica: Trámite de Audiencia.
Interesado: Enrique Mellado Rueda.
Documen to Nac i ona l de Iden t i dad núme ro :

44.577.734-P.

Málaga, 10 de abril de 2002.- El Delegado, José María
Rodríguez Gómez.

ANUNCIO de la Delegación Provincial de Málaga,
por el que se publica el acto administrativo que se
cita, relativo a un procedimiento sancionador en mate-
ria de competencia de esta Consejería.

En cumplimiento con lo establecido en los artículos 59.4
y 61 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común, se notifica a los interesados en el pro-
cedimiento sancionador que se indica que el texto íntegro del
acto que se notifica, así como el expediente en su conjunto,
se encuentra a disposición de los interesados para su examen
y conocimiento en las dependencias de la Delegación Pro-
vincial de la Consejería de Agricultura y Pesca en Málaga,
Departamento de Recursos y Expedientes Sancionadores (Ave-
nida La Aurora, número 47. Edificio Administrativo de Servicios
Múltiples, planta 5, puerta 13), así como que disponen de
un plazo de quince días hábiles a contar desde el siguiente
a esta publicación para aportar cuantas alegaciones, docu-
mentos o informaciones estimen convenientes.

Expediente número: 208/PE/01.
Acto que se notifica: Propuesta de Resolución.
Contenido Propuesta: 901,52 euros.
Interesado: José María Díaz Rodríguez.
Documen to Nac i ona l de Iden t i dad núme ro :

24.796.711-C.

Málaga, 10 de abril de 2002.- El Delegado, José María
Rodríguez Gómez.

ANUNCIO de la Delegación Provincial de Málaga,
por el que se publica el acto administrativo que se
cita, relativo a un procedimiento sancionador en mate-
ria de competencia de esta Consejería.

En cumplimiento con lo establecido en los artículos 59.4
y 61 de la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen

Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común, se notifica a los interesados en el pro-
cedimiento sancionador que se indica que el texto íntegro del
acto que se notifica, así como el expediente en su conjunto,
se encuentra a disposición de los interesados para su examen
y conocimiento en las dependencias de la Delegación Pro-
vincial de la Consejería de Agricultura y Pesca en Málaga,
Departamento de Recursos y Expedientes Sancionadores (Ave-
nida La Aurora, númeo 47. Edificio Administrativo de Servicios
Múltiples, planta 5, puerta 13), así como que disponen de
un plazo de quince días hábiles a contar desde el siguiente
a esta publicación para aportar cuantas alegaciones, docu-
mentos o informaciones estimen convenientes.

Expediente número 188/PE/01.
Actoque se notifica: Propuesta de Resolución.
Contenido Propuesta: 2.104,04 euros.
Interesado: Manuel Morón Navarro.
Documen to Nac i ona l de Iden t i dad núme ro :

74.790.286-J.

Málaga, 10 de abril de 2002.- El Delegado, José María
Rodríguez Gómez.

ANUNCIO de la Delegación Provincial de Málaga,
por el que se publica el acto administrativo que se
cita, relativo a un procedimiento sancionador en mate-
ria de competencia de esta Consejería.

En cumplimiento con lo establecido en los artículos 59.4
y 61 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común, se notifica a los interesados en el pro-
cedimiento sancionador que se indica que el texto integro del
acto que se notifica, así como el expediente en su conjunto,
se encuentra a disposición de los interesados para su examen
y conocimiento en las dependencias de la Delegación Pro-
vincial de la Consejeria de Agricultura y Pesca en Málaga,
Departamento de Recursos y Expedientes Sancionadores (Ave-
nida La Aurora, número 47. Edificio Administrativo de Servicios
Múltiples, planta 5, puerta 13), así como que disponen de
un plazo de quince titas hábiles a contar desde el siguiente
a esta publicación para aportar cuantas alegaciones, docu-
mentos o informaciones estimen convenientes.

Expediente número: 037/PE/01.
Acto que se notifica: Propuesta de Resolución. Contenido

Propuesta: 7.888,28 euros.
Interesada: Leticia Castillo Reyes.
Documento Nacional de Identidad número: 29.690.815.

Málaga, 10 de abril de 2002.- El Delegado, José María
Rodríguez Gómez.

CONSEJERIA DE SALUD

ANUNCIO de la Delegación Provincial de Sevilla,
en el que se requiere a las empresas que se citan
para que presenten solicitudes de convalidación o baja
en el Registro Sanitario de Alimentos.

A los efectos del artículo 59.4 de la Ley 30/1992, de
26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, por la
presente, se requiere a las empresas que se citan a conti-
nuación para que, en el plazo de diez días, presenten solicitud
bien de convalidación, bien de baja, o para que formulen
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alegaciones en relación con sus inscripciones en el Registro
General Sanitario de Alimentos, indicándoles que, de no hacer-
lo en dicho plazo, se procederá a la retirada de la Autorización
Sanitaria de Funcionamiento y, en consecuencia, a la revo-
cación de la Inscripción correspondiente, sin cuyo requisito
sus actividades se reputarán clandestinas.

Empresas que se citan con sus correspondientes números
de Registro Sanitario:

Aroca Naranjo, Francisco. 25.0000591/SE.
Asencio Barreda, Antonio. 21.0009629/SE.
Cobo Romero, Isabel. 25.0000461/SE.
Femba, S.A. 39.0000305/SE.
Frigoríficos Delfín, S.A. 12.0000494/SE.
Frugasa, S.A. 21.0002879/SE.
García Carracedo, Francisco. 10.0008010/SE.
Industrial Cafetera, S.L. 25.0001165/SE.
Industrias Sevillana de Conservas, S.A. 21.0012333/SE.
Jiménez Jiménez, Evaristo. 20.0024782/SE.
José Caro Andadre y Hnos. 15.0001340/SE.
Laboratorios Microal, S. Cooperativa. 37.0000279/SE.
Mellado Montalt, Emilio. 21.0006689/SE.
Obrador Muñoz de Rivera, S.A. 20.0024056/SE.
Pradapan, S.L. 20.0025529/SE.
Procarne, S.L. 10.000122/SE.

Sevilla, 6 de junio de 2002.- El Delegado, Francisco J.
Cuberta Galdós.

AYUNTAMIENTO DE VELEZ-MALAGA

ANUNCIO de modificación de bases.

Visto el escrito remitido por la Delegación del Gobierno
de Málaga de la Junta de Andalucía de fecha 3.6.2002, y
número de registro de salida 70.691, relacionado con las bases
aprobadas por este Ayuntamiento mediante Decreto de la Alcal-
día núm. 753/02, de 20 de marzo, para la provisión de 2
plazas de Técnico de Administración General, Subescala Téc-
nica, pertenecientes al Grupo A, mediante el sistema de pro-
moción interna, informando que en el punto 1.3 del Anexo
no se ha tenido en cuenta el art. 22.1 de la Ley 30/84, de
2 de agosto, de Medidas para la Reforma de la Función Pública,
en su redacción dada por la Ley 23/88, de 28 de julio.

En base a lo establecido por el art. 169.2.a) del Real
Decreto Legislativo 781/1986, que contempla la posibilidad
de acceso a plazas de la Subescala Técnica mediante turno
de promoción interna para Administrativos de la propia Cor-
poración que posean la titulación indicada y cuente, como
mínimo con cinco años de servicios en la Subescala de pro-
cedencia y superen las pruebas correspondientes.

De conformidad con lo anteriormente expuesto y como
consecuencia del error de redacción dado, por el presente
y virtud de las atribuciones que me confiere la legislación
vigente,

R E S U E L V O

1. Modificar la redacción dada al apartado 1.3 letra B
apartado a) de las Bases aprobadas por Decreto de Alcaldía
núm. 753/2002, de 20 de marzo, publicadas en el Boletín
Oficial de la Junta de Andalucía núm. 57, de 16 de mayo
de 2002, y Boletín Oficial de la Provincia núm. 111, de 12
de junio de 2002, quedando ésta como sigue:

«Tener la condición de funcionario/a de carrera en el grupo
de titulación inmediatamente inferior a la plaza a que se opte
al servicio del Excmo. Ayuntamiento de Vélez-Málaga, con
una antigüedad mínima de 2 años. Para la plaza de Técnico

de Administración General, será necesario pertenecer al Gru-
po C de la escala de Administración General, o al Grupo B
de la escala de Administración Especial con la antigüedad
mínima de cinco años.»

2. Dar traslado de la presente modificación a la Dele-
gación del Gobierno de Málaga de la Junta de Andalucía.

3. Publicar la correspondiente modificación de bases en
el Boletín Oficial de la Provincia y Boletín Oficial de la Junta
de Andalucía.

4. Dar traslado del presente Decreto al Sr. Presidente
de la Junta de Personal para su conocimiento.

Dado en Vélez-Málaga, 12 de junio de 2002.- El
Alcalde-Presidente, Antonio Souviron Rodríguez.

AYUNTAMIENTO DE ZAHARA DE LA SIERRA

ANUNCIO de aprobación inicial de las Normas
Subsidiarias de Planeamiento Municipal. (PP.
1759/2002).

Habiendo sido aprobadas inicialmente por el Ayuntamien-
to Pleno, en Sesión Extraordinaria celebrada el día 12 de junio
de 2002, la revisión de las Normas Subsidiarias de Planea-
miento Municipal, redactadas por el Servicio de Asistencia
a municipios de la Excma. Diputación Provincial de Cádiz,
y su correspondiente Estudio de Impacto Ambiental, se expo-
nen al público por período de un mes, contado a partir del
siguiente a la publicación de este Anuncio en el Boletín Oficial
de la Junta de Andalucía, para que los interesados puedan
formular las alegaciones o reclamaciones que estimen per-
tinentes. Igualmente, se hace saber que se acordó simultá-
neamente la suspensión del otorgamiento de licencias de par-
celación, edificación y demolición para el suelo afectado por
la citada Revisión, en cuanto las nuevas determinaciones
supongan modificación de las Normas Subsidiarias actualmen-
te en vigor y se opongan o entren en contradicción con esta,
y hasta la aprobación definitiva de la revisión en trámite o
durante el plazo de un año como máximo.

Lo que se hace público en cumplimiento de lo dispuesto
en el artículo 114.1 del Real Decreto Legislativo 1/1992, de
26 de junio, por el que se aprueba el Texto Refundido de
la Ley sobre Régimen del Suelo y Ordenación Urbana, así
como en la Ley 7/1994, de 18 de mayo, de Protección Ambien-
tal, y el Decreto 292/1995, de 12 de diciembre, por el que
se aprueba el Reglamento de Evaluación de Impacto Ambiental
de Andalucía.

Zahara, 13 de junio de 2002.- El Alcalde, Juan M.ª Nieto
Sánchez.

CEIP JABEGA

ANUNCIO de extravío de título de Graduado Esco-
lar. (PP. 1579/2002).

C.E.I.P. Jábega.
Se hace público el extravío de título de Graduado Escolar

de don José Manuel Serrato Sedeño, expedido por el órgano
competente.

Cualquier comunicación sobre dicho documento deberá
efectuarse ante la Delegación Provincial de la Consejería de
Educación y Ciencia de Málaga en el plazo de 30 días.

Málaga, 21 de mayo de 2002.- La Directora, Isabel
Damián Márquez.
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IES AL-ANDALUS

ANUNCIO de extravío de título de Bachiller. (PP.
1699/2002).

I.E.S. Al-Andalus.
Se hace público el extravío de título de Bachiller (BUP)

de don José María Martínez Ibáñez, expedido el 20 de junio
de 1992.

Cualquier comunicación sobre dicho documento deberá
efectuarse ante la Delegación Provincial de la Consejería de
Educación y Ciencia de Almería en el plazo de 30 días.

Almería, 4 de junio de 2002.- El Director, Francisco Javier
López Cortiñas.

IES PEREZ DE GUZMAN

ANUNCIO de extravío de título de Bachiller Ele-
mental. (PP. 1636/2002).

I.E.S. Pérez de Guzmán.
Se hace público el extravío de título de Bachiller Elemental

de doña Cristobalina Burgos Aguilar, expedido el 21 de octubre
de 1975.

(Continúa en el fascículo 2 de 2)

FRANQUEO CONCERTADO núm. 41/63

BOLETIN OFICIAL DE LA JUNTA DE ANDALUCIA
Apartado Oficial Sucursal núm. 11. 41014 SEVILLA

Papel ecológico

Cualquier comunicación sobre dicho documento deberá
efectuarse ante la Delegación Provincial de la Consejería de
Educación y Ciencia de Málaga en el plazo de 30 días.

Ronda, 23 de mayo de 2002.- El Director, Joaquín Perea
Pérez.

IES SAN JERONIMO

ANUNCIO de extravío de título de Bachiller. (PP.
1344/2002).

I.E.S. San Jerónimo.

Se hace público el extravío del título de Bachiller de don
Tomás Martín Moreno, expedido el 14 de julio de 1998.

Cualquier comunicación sobre dicho documento deberá
efectuarse ante la Delegación Provincial de la Consejería de
Educación y Ciencia de Sevilla en el plazo de 30 días.

Sevilla, 25 de abril de 2002.- El Director Accidental,
Joaquín Díaz Rivera.
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CONSEJERIA DE EDUCACION Y CIENCIA

DECRETO 159/2002, de 28 de mayo, por el que
se aprueba el Reglamento Orgánico de los Institutos
Provinciales de Formación para Adultos.

El artículo 19 del Estatuto de Autonomía para Andalucía
establece que corresponde a la Comunidad Autónoma la regu-
lación y administración de la enseñanza en toda su extensión,
niveles y grados, modalidades y especialidades en el ámbito
de sus competencias, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo
27 de la Constitución y Leyes Orgánicas que, conforme al apar-
tado 1 del artículo 81 de la misma, lo desarrollen; de las facul-
tades que atribuye al Estado el número 30 del apartado 1 del
artículo 149 de la Constitución y de la alta inspección nece-
saria para su cumplimiento y garantía.

La Ley Orgánica 9/1995, de 20 de noviembre, de la par-
ticipación, la evaluación y el gobierno de los Centros docentes,
ha introducido importantes novedades en la organización, fun-
cionamiento y gobierno de los mismos, al mismo tiempo que
ha profundizado en lo dispuesto en la Ley Orgánica 8/1985,
de 3 de julio, reguladora del Derecho a la Educación, para ade-
cuar determinados preceptos de esta Ley como el plantea-
miento participativo y los aspectos referentes a organización y
funcionamiento a la nueva estructura del sistema educativo y
a sus etapas y enseñanzas, establecidas en la Ley Orgánica
1/1990, de 3 de octubre, de Ordenación General del Sistema
Educativo. 

La Ley 3/1990, de 27 de marzo, para la Educación de
Adultos en Andalucía, ha establecido el marco apropiado para
potenciar, estimular y desarrollar la diversidad de actuaciones
que requiere la educación de los ciudadanos y ciudadanas
andaluces. Así, ha establecido en su artículo 19 que los órga-
nos de gestión de los Centros para la Educación de Adultos se
regularán siguiendo las directrices fijadas en la Ley Orgánica
del Derecho a la Educación, teniendo en cuenta las caracte-
rísticas especiales del alumnado, y en la Disposición Adicional
considera los Centros para la Educación de Adultos como
Centros educativos ordinarios a los efectos de la constitución
de los Consejos Escolares.

El Decreto 257/1998, de 10 de diciembre, por el que se
crean y suprimen Centros Docentes Públicos en la Comunidad
Autónoma de Andalucía, en el apartado Tercero creó los
Institutos Provinciales de Formación de Adultos y suprimió los
Institutos de Bachillerato a Distancia y, en la Orden de 17 de
diciembre de 1998, se crean las Secciones de los Institutos
Provinciales de Formación de Adultos. Todo ello, con el fin de
adecuar la actual Red de Centros públicos a las necesidades
derivadas de la aplicación de la nueva ordenación del sistema
educativo y propiciar el derecho a la educación de los ciuda-
danos y ciudadanas andaluces.

La creación de estos Institutos Provinciales de Formación
de Adultos responde a la necesidad de adecuar la educación
de las personas adultas al actual Sistema Educativo, dentro
del marco de la Educación Permanente ampliando la oferta de
enseñanzas para personas adultas, garantizando la calidad de
las mismas, y dando la posibilidad de cursar estas enseñan-
zas tanto en la modalidad presencial como en la modalidad
semipresencial o a distancia, con un sistema más flexible y
abierto para adecuarse a las necesidades, demandas, contex-
tos y situaciones de la sociedad actual.

La multiplicidad de contextos y situaciones existentes deter-
mina que la realidad en la que estos Institutos Provinciales de
Formación de Adultos llevan a cabo sus funciones sea, asi-

mismo, diversa, lo que debe conducir a la elaboración de pro-
yectos educativos singularizados, coherentes con las necesi-
dades educativas de la población adulta y adecuados a las
características socioculturales de su entorno. 

Para hacer efectivos estos proyectos educativos es nece-
sario que cada Instituto Provincial, dentro del marco de auto-
nomía pedagógica que reconocen las mencionadas Leyes
Orgánicas, adopte un modelo propio de organización y fun-
cionamiento que permita dar respuesta a las demandas de for-
mación y a las características de las personas adultas y que,
al mismo tiempo, favorezca la participación de los distintos sec-
tores que constituyen su comunidad educativa, permitiendo
avanzar conforme a sus características en la consecución de
su proyecto educativo. 

Todo ello supone la necesidad de modificar determinados
aspectos en la organización, funcionamiento y gobierno de
estos Centros, de manera que, a partir de una misma regula-
ción normativa, se puedan poner en marcha dinámicas de fun-
cionamiento diferentes, que contextualicen tanto los aspectos
relacionados con la organización del gobierno y la administra-
ción, como los que se refieren a la del trabajo académico y a
la organización social del Instituto Provincial, sin perjuicio de
que por parte de la Administración educativa se dote a los
Institutos Provinciales, cuyo alumnado tenga especiales difi-
cultades para alcanzar los objetivos generales de la educación
debido a sus características personales y a sus condiciones
sociales, de los recursos humanos y materiales necesarios para
compensar esta situación.

En su virtud, a propuesta de la Consejera de Educación y
Ciencia, previo informe tanto de la Consejería de Economía y
Hacienda como de la Consejería de Justicia y Administración
Pública, de acuerdo con el Consejo Consultivo de Andalucía y
previa deliberación del Consejo de Gobierno en su reunión del
día 28 de mayo de 2002.

D I S P O N G O

Artículo único. Aprobación del Reglamento Orgánico de
los Institutos Provinciales de Formación de Adultos. 

Se aprueba el Reglamento Orgánico de los Institutos
Provinciales de Formación de Adultos de la Comunidad
Autónoma de Andalucía, cuyo texto, como Anexo, se inserta a
continuación. 

Disposición adicional primera. Secciones de los Institutos
Provinciales de Formación de Adultos.

1. Las actuales Secciones de los Institutos Provinciales de
Formación de Adultos dependerán del Instituto Provincial de
Formación de Adultos de su provincia.

2. En cada Sección se constituirá una Comisión Delegada
del Consejo Escolar del Instituto Provincial de Formación de
Adultos al que se encuentre adscrita, cuya composición y fun-
ciones se adecuarán a lo establecido en el presente Decreto.

3. Las Secciones de los Institutos Provinciales de Formación
de Adultos contarán con un Jefe o Jefa de Estudios Delegado,
que ejercerá las funciones del Jefe o Jefa de Estudios del
Instituto Provincial de Formación de Adultos en el ámbito de la
Sección por delegación del mismo y presidirá, por delegación
del Director, el Claustro de Profesores de la Sección que estará
integrado por la totalidad del profesorado que preste servicios
en la Sección.

4. Las Secciones contarán con un Secretario o Secretaria
Delegado que ejercerá las funciones del Secretario o Secretaria
o, en su caso, del Administrador o Administradora del Instituto
Provincial de Formación de Adultos por delegación de éste en
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el ámbito de la Sección. Asimismo, corresponderá al Secretario
o Secretaria Delegado promover, organizar, coordinar y gestio-
nar la distribución de los materiales y los recursos adecuados
para las enseñanzas en la modalidad semipresencial o a dis-
tancia que se impartan en la Sección del Instituto Provincial.

5. El Jefe o Jefa de Estudios Delegado y el Secretario o
Secretaria Delegado serán designados por el Director o Directora
del Instituto Provincial, oída la Comisión Delegada del Consejo
Escolar del Instituto Provincial de Formación de Adultos del
cual dependan, serán nombrados y cesados por el Delegado
Provincial y desempeñarán sus funciones durante el periodo
que corresponda al Director que los hubiera designado.

6. El Jefe o Jefa de Estudios Delegado y el Secretario o
Secretaria Delegado de la Sección cesarán en sus funciones
al término de su mandato o al producirse alguna de las cir-
cunstancias siguientes: 

a) Renuncia motivada aceptada por el Delegado Provincial,
previo informe razonado del Director, oído el Consejo Escolar. 

b) Cuando por cese del Director que los propuso, se pro-
duzca la elección del nuevo Director. 

c) Cuando dejen de prestar servicios efectivos en el Instituto
Provincial.

d) A propuesta del Director, mediante escrito razonado,
previa audiencia al interesado y comunicación al Consejo
Escolar. 

7. Asimismo, y de acuerdo con lo establecido en el artículo
23.3 de la Ley Orgánica 9/1995, de 20 de noviembre, el
Delegado Provincial cesará o suspenderá al Jefe o Jefa de
Estudios Delegado o al Secretario o Secretaria Delegado antes
del término de su mandato, cuando incumplan gravemente
sus funciones, previo informe razonado del Director, dando
audiencia al interesado y oído el Consejo Escolar. 

8. El Claustro de Profesores de la Sección del Instituto
Provincial de Formación de Adultos podrá optar entre elaborar
un Proyecto Curricular específico para la Sección, o realizarlo
de forma conjunta con el Instituto Provincial del que dependa.

9. El Profesorado adscrito a la Sección podrá incorporarse
al Claustro del Instituto Provincial de Formación de Adultos en
los siguientes casos: 

a) Reuniones en las que se informe al Claustro de Profe-
sores de las candidaturas a la dirección del Instituto Provincial
y de los programas presentados por los candidatos.

b) Reuniones del Claustro de Profesores para la aproba-
ción del Proyecto Curricular de Centro o sus modificaciones.

c) Reuniones del Claustro de Profesores para la aproba-
ción de los aspectos docentes del Plan Anual de Centro y de
la Memoria Final de Curso.

10. Para garantizar la coordinación académica y admi-
nistrativa entre la Sección y el Instituto Provincial de Formación
de Adultos del cual dependa, el profesorado de la Sección se
adscribirá a los Departamentos del Instituto Provincial y asis-
tirá, al menos, a las reuniones de los mismos en las que se
tomen decisiones sobre el Proyecto Curricular de Centro, las
programaciones didácticas, el Plan Anual de Centro y la
Memoria Final de Curso, así como en las que se elija al Jefe
de Departamento. Estas reuniones se celebrarán en horario
que permita la asistencia del profesorado de la Sección.

11. Las Secciones de los Institutos Provinciales de Formación
de Adultos podrán contar con plantilla orgánica propia.

Disposición adicional segunda. Régimen de funcionamiento
de las Secciones de los Institutos Provinciales de Formación
de Adultos.

1. La Comisión Delegada del Consejo Escolar del Instituto
Provincial de Formación de Adultos existente en cada Sección
estará compuesta por los siguientes miembros:

a) El Director o Directora del Instituto Provincial al que esté
adscrita la Sección, que será su presidente.

b) El Jefe o Jefa de Estudios Delegado.
c) Cinco profesores o profesoras elegidos por el Claustro

de la Sección entre sus miembros.
d) Cinco alumnos o alumnas de la Sección, establecién-

dose una proporción en función del número de alumnos o alum-
nas que cursan cada modalidad de enseñanza.

e) Un representante del personal de administración y ser-
vicios de la Sección.

f) Un representante del Ayuntamiento del municipio en
cuyo término se encuentre radicado el Centro.

g) El Secretario o Secretaria Delegado de la Sección, que
actuará como secretario de la Comisión Delegada del Consejo
Escolar, con voz y sin voto.

2. Sin perjuicio de las atribuciones que tiene asignadas el
Consejo Escolar del Instituto Provincial al que esté adscrita la
Sección, la Comisión Delegada de ésta asumirá, de acuerdo
con las directrices del Consejo Escolar del Instituto Provincial,
las siguientes funciones:

a) Decidir sobre la admisión de alumnos o alumnas, con
sujeción estricta a lo establecido en la normativa vigente.

b) Resolver los conflictos e imponer las correcciones con
finalidad pedagógica que correspondan a aquellas conductas
del alumnado que perjudiquen la convivencia en la Sección de
acuerdo con la normativa vigente, así como elevar al Consejo
Escolar del Instituto Provincial aquellos otros conflictos que por
su carácter sean competencia del mismo.

c) Promover la renovación de las instalaciones y equipa-
miento escolar, así como vigilar su conservación.

d) Aprobar y evaluar la programación de los Planes
Educativos que se desarrollen en la Sección, así como, en su
caso, de las actividades complementarias y de extensión
cultural.

e) Fijar las directrices para la colaboración de la Sección
con las entidades, organismos e instituciones de su ámbito
geográfico.

f) Analizar y evaluar el funcionamiento general de la
Sección, especialmente la eficacia en la gestión de los recur-
sos, así como la aplicación de las normas de convivencia y ela-
borar un informe de dicha aplicación que se incluirá en la
Memoria Final de Curso.

g) Analizar y evaluar la evolución del rendimiento escolar
general de la Sección.

h) Analizar y valorar los resultados de la evaluación que
de la Sección realice la Administración educativa o cualquier
informe referente a la marcha de la misma.

i) Cualesquiera otras que les sean atribuidas por el Consejo
Escolar del Instituto Provincial.

Disposición adicional tercera. Funcionamiento de los
Organos Colegiados.

En lo no previsto en el presente Decreto, el régimen de fun-
cionamiento de los órganos colegiados de los Centros docen-
tes públicos, será el establecido en el Capítulo II del Título II
de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común y demás normativa aplicable.

Disposición adicional cuarta. Coordinación de los Institutos
Provinciales de Formación de Adultos con otros Centros. 

1. Los Institutos Provinciales de Formación de Adultos y,
en su caso, las Secciones, podrán coordinarse con otros Centros
educativos que impartan enseñanzas para adultos y priorita-
riamente con los Centros de Educación de Adultos. 

2. Los Institutos Provinciales de Formación de Adultos y,
en su caso, las Secciones, se coordinarán con los Centros de
Educación de Adultos de su provincia autorizados a impartir

Sevilla, 2 de julio 2002 BOJA núm. 77 Página núm. 11.899



tutorías de apoyo al estudio a los alumnos o alumnas inscritos
en el nivel de Educación Secundaria Obligatoria para Adultos,
con el fin de garantizar una adecuada coordinación pedagó-
gica entre ambos Centros. Dicha coordinación quedará refle-
jada en el Proyecto Curricular de Centro, así como en la pro-
gramación de los Departamentos didácticos y del Departamento
de comunicación educativa y recursos.

3. La Consejería de Educación y Ciencia establecerá el
marco para la coordinación entre los Institutos Provinciales de
Formación de Adultos y el Consorcio para la enseñanza abierta
y a distancia de Andalucía «Fernando de los Ríos» en lo refe-
rente a la educación a distancia y al apoyo provincial a estas
acciones. 

Disposición adicional quinta. Modificación de la compo-
sición del Consejo Escolar.

1. En aquellos Institutos Provinciales que por alguna cir-
cunstancia procediera un aumento de la composición del
Consejo Escolar, según lo establecido en el artículo 36 del
Reglamento, los nuevos representantes de los distintos secto-
res que deban incorporarse a este órgano colegiado lo harán
de acuerdo con el procedimiento regulado en el artículo 39 del
Reglamento.

2. Si, por el contrario, se produjera una disminución en el
número de representantes de los distintos sectores en el Consejo
Escolar, perderán la condición de miembros de este órgano
colegiado, para ajustarse a la nueva composición, aquéllos a
los que correspondiera, en función del menor número de votos
obtenidos en el proceso electoral celebrado en su día.

Disposición transitoria única. Organos de gobierno.

1. Los actuales órganos unipersonales de gobierno y de
coordinación docente nombrados con anterioridad a la entrada
en vigor del presente Reglamento, continuarán desempeñando
sus funciones hasta la finalización del mandato para el que
fueron nombrados, salvo que se produzca antes alguna de las
causas de cese que contempla el propio Reglamento Orgánico. 

2. La Consejería de Educación y Ciencia establecerá el
calendario y el procedimiento de elección y nombramiento de
los nuevos órganos de gobierno que corresponda a estos
Institutos Provinciales, a partir de la publicación del presente
Decreto.

3. Hasta tanto se constituya el Consejo Escolar del Instituto
Provincial de acuerdo con el Reglamento Orgánico que se
aprueba mediante el presente Decreto, continuará funcionando
el que ya estuviera constituido, si bien adaptando su funcio-
namiento a lo establecido en el mencionado Reglamento.

Disposición derogatoria única. Derogación normativa.

Queda derogado el Decreto 7/1988, de 20 de enero, por
el que se crean cuatro Institutos de Bachillerato a Distancia en
la Comunidad Autónoma de Andalucía, y todas aquellas nor-
mas de igual o inferior rango, cuyo contenido se oponga a lo
establecido en el presente Decreto.

Disposición final primera. Desarrollo normativo.

Se faculta al titular de la Consejería de Educación y Ciencia
para dictar cuantas disposiciones sean necesarias para el desa-
rrollo y ejecución del presente Decreto. 

Disposición final segunda. Entrada en vigor.

El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente al de
su publicación en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía. 

Sevilla, 28 de mayo de 2002

MANUEL CHAVES GONZALEZ

Presidente de la Junta de Andalucía

CANDIDA MARTINEZ LOPEZ

Consejera de Educación y Ciencia

A N E X O

REGLAMENTO ORGANICO DE LOS INSTITUTOS
PROVINCIALES DE FORMACION DE ADULTOS

TITULO I

DISPOSICIONES DE CARACTER GENERAL 

Artículo 1. Carácter y enseñanzas de los Institutos Provin-
ciales de Formación de Adultos.

1. Los Institutos Provinciales de Formación de Adultos,
dependientes de la Consejería de Educación y Ciencia de la
Junta de Andalucía, son Centros docentes públicos que podrán
impartir enseñanzas de Educación Secundaria Obligatoria para
Adultos, Bachillerato para Adultos y Formación Profesional
Específica para Adultos. Estas enseñanzas se podrán ofertar
en la modalidad presencial y en la modalidad semipresencial
o a distancia.

2. Los Institutos Provinciales de Formación de Adultos
podrán impartir además las siguientes enseñanzas:

- Las incluidas en Planes Educativos para la Educación de
Adultos en Andalucía, según lo establecido en el artículo 4 de
la Ley 3/1990, de 27 de marzo, para la Educación de Adultos
en Andalucía.

- Programas de Garantía Social según lo establecido en la
normativa vigente.

- Otras enseñanzas que se puedan establecer.

3. La autorización para impartir dichas enseñanzas corres-
ponde a la Consejería de Educación y Ciencia. 

Artículo 2. Creación y supresión de los Institutos Provincia-
les de Formación de Adultos.

La creación y supresión de los Institutos Provinciales a que
se refiere el artículo 1 corresponde al Consejo de Gobierno de
la Junta de Andalucía, mediante Decreto, a propuesta del titu-
lar de la Consejería de Educación y Ciencia.

Artículo 3. Modificación de autorización de enseñanzas. 

La Consejería de Educación y Ciencia podrá modificar la
autorización de enseñanzas existentes en los Institutos Provin-
ciales de Formación de Adultos en función de la planificación
de las mismas.

Artículo 4. Denominación de los Institutos Provinciales.

1. Los Institutos Provinciales de Formación de Adultos
dependientes de la Consejería de Educación y Ciencia tendrán
la denominación específica que apruebe dicha Consejería a
propuesta del Consejo Escolar del mismo.

2. La denominación del Instituto Provincial figurará en la
fachada del edificio, en lugar visible.

TITULO II

REGIMEN DE FUNCIONAMIENTO

CAPITULO I

Régimen Académico

Artículo 5. Autonomía pedagógica y organizativa de los
Institutos Provinciales de Formación de Adultos.

1. De conformidad con el artículo 5 de la Ley Orgánica
9/1995, de 20 de noviembre, de la participación, la evalua-
ción y el gobierno de los Centros docentes, los Institutos
Provinciales de Formación de Adultos dispondrán de autono-
mía para definir el modelo de gestión organizativa y pedagó-
gica, que deberá concretarse, en cada caso, mediante los corres-

Página núm. 11.900 BOJA núm. 77 Sevilla, 2 de julio 2002



pondientes proyectos educativos, curriculares y, en su caso,
normas de funcionamiento.

2. Asimismo, y de acuerdo con lo establecido en el artículo
57 apartado 4 de la Ley Orgánica 1/1990, de 3 de octubre,
de Ordenación General del Sistema Educativo, la Administración
educativa fomentará la autonomía pedagógica y organizativa
de los Centros y favorecerá y estimulará el trabajo en equipo
del profesorado.

Artículo 6. El Proyecto de Centro.

1. El Proyecto de Centro es el instrumento para la planifi-
cación a medio plazo que enumera y define las notas de iden-
tidad del mismo, establece el marco de referencia global y los
planteamientos educativos que lo definen y distinguen, formula
las finalidades educativas que pretende conseguir y expresa la
estructura organizativa del Centro. Su objetivo es dotar de cohe-
rencia y personalidad propia a los Centros.

2. Los Institutos Provinciales de Formación de Adultos ela-
borarán su Proyecto de Centro. Corresponde al Equipo direc-
tivo coordinar su elaboración en la que deberán participar todos
los sectores de la comunidad educativa, de acuerdo con las
directrices del Consejo Escolar y las propuestas realizadas por
el Claustro de Profesores y las Asociaciones de Alumnos, que
deberán tener en cuenta las características del entorno y las
necesidades, demandas, contextos y situaciones educativas
del alumnado. En todo caso, se garantizarán los principios y
objetivos establecidos en la Ley Orgánica 8/1985, de 3 de julio,
reguladora del Derecho a la Educación y en la Ley 3/1990, de
27 de marzo, para la Educación de Adultos en Andalucía. 

3. El Proyecto de Centro incluirá las Finalidades Educativas
del Centro, el Proyecto Curricular de Centro y el Reglamento
de Organización y Funcionamiento. 

4. El Proyecto de Centro y sus modificaciones serán apro-
bados por el Consejo Escolar, sin perjuicio de las competen-
cias atribuidas al Claustro de Profesores en lo que se refiere al
Proyecto Curricular.

Artículo 7. Las Finalidades Educativas del Centro.

1. Las Finalidades Educativas del Centro constituyen la
opción que realiza la comunidad educativa, concretando y prio-
rizando los principios, los valores y las normas legitimadas por
el ordenamiento legal vigente, que dotan de identidad y estilo
propio a cada Centro. 

2. En aquellos Institutos Provinciales que por cualquier
motivo no tengan definidas sus Finalidades Educativas, durante
el mes de septiembre se procederá a constituir una comisión
en el seno del Consejo Escolar, con participación de repre-
sentantes de los distintos sectores de la comunidad educativa,
a fin de elaborar una propuesta sobre Finalidades Educativas
que será aprobada por el Consejo Escolar del Centro antes de
la finalización del segundo trimestre del correspondiente curso
académico.

Artículo 8. El Proyecto Curricular de Centro. 

1. El Proyecto Curricular de Centro constituye el instru-
mento pedagógico-didáctico que articula a medio y largo plazo
el conjunto de actuaciones del equipo docente de un Centro
educativo y tiene como finalidad alcanzar las capacidades pre-
vistas en los objetivos de cada una de las etapas, en coheren-
cia con las Finalidades Educativas del mismo. 

2. El Proyecto Curricular de Centro deberá incluir de
manera coordinada los proyectos curriculares de las distintas
etapas educativas que se impartan en el mismo, atendiendo
a las características propias de la modalidad presencial y de
la modalidad semipresencial o a distancia. 

3. Las etapas a las que se refiere el apartado anterior son
la Educación Secundaria Obligatoria para Adultos, el Bachillerato
para Adultos y los ciclos formativos de Formación Profesional
Específica para Adultos.

4. El Proyecto Curricular de cada etapa incluirá, al menos,
los siguientes apartados:

a) La adecuación de los objetivos generales de la etapa a
las características, necesidades, demandas, contextos y situa-
ciones educativas del alumnado. 

b) Las decisiones de carácter general sobre metodología
didáctica, teniendo en cuenta las características propias de la
modalidad presencial y de la modalidad semipresencial o a
distancia.

c) Los criterios, instrumentos y procedimientos de eva-
luación de los aprendizajes y de promoción de los alumnos y
alumnas.

d) Los criterios y procedimientos previstos para organizar
las medidas educativas complementarias en la Educación
Secundaria Obligatoria para Adultos encaminadas a conseguir
la adecuación del proceso educativo al ritmo de aprendizaje
del alumno o alumna.

e) Los criterios para evaluar y, en su caso, elaborar las
correspondientes propuestas de mejora en los procesos de
enseñanza y en la práctica docente del profesorado.

f) En el caso del Bachillerato para Adultos, la organización
de los itinerarios propuestos en cada una de las modalidades
impartidas en el Instituto Provincial y los criterios para deter-
minar la oferta de materias optativas, tanto en la modalidad
presencial como en la modalidad semipresencial o a distancia.

g) En el caso de la Formación Profesional Específica para
Adultos, la organización curricular y la programación de los
módulos profesionales de formación en Centros de trabajo y
el proyecto integrado de cada uno de los ciclos formativos que
se impartan en el Instituto Provincial.

h) Los criterios de coordinación pedagógica con los Centros
de Educación de Adultos autorizados a impartir tutorías de
apoyo al estudio.

i) En el caso de actuaciones derivadas de acuerdos o con-
venios de colaboración dirigidos a personas adultas con dis-
capacidades sensoriales o motoras, el conjunto de medidas
organizativas que den respuesta a sus peculiaridades.

j) El plan de orientación y de acción tutorial, con especial
mención a las medidas destinadas a la atención del alumnado
con discapacidad. 

k) El plan de formación del profesorado. 

l) Los criterios para elaborar las programaciones didácti-
cas por parte de los Departamentos, así como la organización
específica de cada modalidad de enseñanza.

m) Los criterios para elaborar programaciones de activi-
dades complementarias y de extensión cultural, así como la
evaluación de las mismas.

n) Los criterios para elaborar la programación de los Planes
Educativos que se desarrollen en el Instituto Provincial.

ñ) En su caso, las medidas pedagógicas previstas para el
desarrollo de las actividades en coordinación con el Consorcio
para la enseñanza abierta y a distancia de Andalucía «Fernando
de los Ríos».

o) Los mecanismos de evaluación del propio Proyecto
Curricular.

5. El Equipo Técnico de Coordinación Pedagógica, a que
se refieren los artículos 69 y 70 del presente Reglamento, coor-
dinará la elaboración del Proyecto Curricular de Centro y su
posible modificación. 

6. Sin perjuicio de que forme parte del Proyecto de Centro,
el Proyecto Curricular y sus modificaciones serán aprobados
por el Claustro de Profesores. 

7. El Instituto Provincial de Formación de Adultos y los
Centros de Educación de Adultos de una misma provincia
podrán elaborar un Proyecto Curricular conjunto para la for-
mación básica en educación de adultos, con el fin de facilitar
el proceso de aprendizaje de los alumnos y alumnas. En cual-
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quier caso, dicho Proyecto habrá de ser aprobado en cada uno
de los Centros.

8. El profesorado de cada Departamento didáctico pro-
gramará la actividad docente de acuerdo con el currículo y en
consonancia con el Proyecto Curricular de Centro y la progra-
mación didáctica, distinguiendo la modalidad presencial de la
modalidad semipresencial o a distancia.

Artículo 9. El Reglamento de Organización y Funcionamiento.
1. El Reglamento de Organización y Funcionamiento es el

instrumento que debe facilitar la consecución del clima orga-
nizativo y funcional adecuado para alcanzar las Finalidades
Educativas y el desarrollo y aplicación del Proyecto Curricular
de Centro.

2. Teniendo en cuenta los recursos y características pro-
pias del Instituto Provincial, el Reglamento de Organización y
Funcionamiento deberá concretar, como mínimo, los siguien-
tes aspectos: 

a) Los cauces de participación de los distintos sectores
de la comunidad educativa.

b) El funcionamiento de la Comisión económica, creada
en el seno del Consejo Escolar, de acuerdo con lo establecido
en el artículo 49 de este Reglamento.

c) El funcionamiento de la Comisión de Convivencia, cre-
ada en el seno del Consejo Escolar, de acuerdo con lo esta-
blecido en los artículos 4 y 5 del Decreto 85/1999, de 6 de
abril, por el que se regulan los derechos y deberes del alum-
nado y las correspondientes normas de convivencia en los cen-
tros docentes públicos y privados concertados no universitarios.

d) Las normas y el estilo de convivencia a impulsar, de
manera que se favorezcan las relaciones entre los distintos sec-
tores de la comunidad educativa, de acuerdo con lo estable-
cido en el Decreto 85/1999, de 6 de abril.

e) El funcionamiento, en su caso, de otras comisiones del
Consejo Escolar para asuntos específicos.

f) Los cauces de colaboración entre los distintos órganos
de gobierno y los de coordinación docente del Centro.

g) La organización de los espacios, instalaciones y recur-
sos materiales del Instituto Provincial, así como las normas
para su uso correcto.

h) La organización y distribución del horario que incluirá
el destinado a impulsar las relaciones del Instituto Provincial
con las Instituciones locales y provinciales.

i) Las actuaciones que fomenten y favorezcan la partici-
pación del alumnado, teniendo en cuenta las características
específicas de la persona adulta.

j) En general, todos aquellos aspectos relativos a la orga-
nización y funcionamiento del Centro no contemplados en la
normativa vigente a la que, en todo caso, deberán supeditarse. 

3. El Reglamento de Organización y Funcionamiento y sus
modificaciones será elaborado por el Equipo directivo, con-
tando con las aportaciones del Claustro de Profesores, de las
Asociaciones de Alumnos y de los restantes sectores de la comu-
nidad educativa, y aprobado por el Consejo Escolar.

Artículo 10. El Plan Anual de Centro.
1. El Plan Anual de Centro es la concreción para cada año

académico de los diversos elementos que integran el Proyecto
de Centro. 

2. El Plan Anual de Centro recogerá, al menos, los siguien-
tes aspectos:

a) Concreción de los objetivos generales del Instituto
Provincial para el curso académico, tomando como referencia
el Proyecto de Centro y la Memoria Final del curso anterior. 

b) Horario general del Instituto Provincial, del alumnado,
del personal docente y del personal de administración y servi-
cios, con especificación de los períodos dedicados a activida-

des lectivas, así como a las actividades complementarias y de
extensión cultural, de acuerdo con los criterios pedagógicos
que establezca el Claustro de Profesores y la normativa vigente.

c) Programación de las diferentes actividades docentes
del Instituto Provincial, con inclusión, en el caso del Bachillerato
para Adultos, de las materias optativas que impartirá el mismo
de acuerdo con las disponibilidades del profesorado y la nor-
mativa vigente y teniendo en cuenta los criterios recogidos en
el Proyecto Curricular de Centro.

d) Programación de las actividades específicas corres-
pondientes a las enseñanzas en la modalidad semipresencial
o a distancia. 

e) Programación de los Planes Educativos que se impar-
tan en el Instituto Provincial.

f) Programación de las actividades dirigidas a los alumnos
y alumnas.

g) Programación de la acción tutorial y de las actividades
de orientación. 

h) Programación de las actividades complementarias y de
extensión cultural.

i) Concreción de la coordinación con los Centros de
Educación de Adultos autorizados a impartir tutorías de apoyo
al estudio, así como otras coordinaciones establecidas con
otros Centros educativos.

j) Programación de las actividades de formación del pro-
fesorado. Esta programación incluirá, en su caso, medidas que
faciliten la formación del resto del personal.

k) Medidas que favorezcan el interés por la educación per-
manente. 

l) Previsión de convenios y acuerdos de colaboración con
otras Instituciones. 

m) Plan de reuniones de los órganos colegiados de
gobierno del Instituto Provincial. 

n) Actuaciones en relación con el proyecto del Plan de
Autoprotección elaborado por el Instituto Provincial. 

ñ) En su caso, la concreción de las acciones de coordi-
nación con el Consorcio para la enseñanza abierta y a distan-
cia de Andalucía «Fernando de los Ríos».

o) Instrumentos y procedimiento para realizar el segui-
miento y la evaluación del Plan Anual de Instituto Provincial. 

3. El Equipo directivo coordinará la elaboración del Plan
Anual de Centro teniendo en cuenta que los Departamentos y
el Claustro deberán elaborar y aprobar, respectivamente, los
aspectos docentes del mismo, de acuerdo con los criterios esta-
blecidos al respecto en el Proyecto Curricular de Centro. 

El personal de administración y servicios y las Asociaciones
de Alumnos, así como la Junta de Delegados de Alumnos,
podrán realizar sugerencias y aportaciones que, en su caso,
serán incorporadas al Plan Anual de Centro.

4. El Plan Anual de Centro será aprobado por el Consejo
Escolar, respetando, en todo caso, los aspectos docentes que
son competencia exclusiva del Claustro de Profesores. 

5. Una vez aprobado por el Consejo Escolar, el Director o
Directora del Instituto Provincial enviará, antes de la finalización
del mes de noviembre de cada año académico, una copia a la
correspondiente Delegación Provincial de la Consejería de
Educación y Ciencia. Asimismo, enviará una certificación del acta
de la reunión del Consejo Escolar en que se aprobó dicho Plan. 

6. Al menos una vez al trimestre se procederá al análisis,
evaluación y actualización del Plan Anual de Centro por el
Consejo Escolar. En estas revisiones se hará referencia a los
distintos apartados incluidos en él y de las mismas quedará
constancia expresa en el acta de la correspondiente sesión del
Consejo Escolar. 

Artículo 11. La Memoria Final de Curso.

1. La Memoria Final de Curso consistirá en un balance
que recogerá el resultado del proceso de evaluación interna
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que el Instituto Provincial deberá realizar sobre su propio fun-
cionamiento, previamente definido en el Plan Anual de Centro. 

2. Dicha evaluación tendrá como referentes los objetivos
establecidos en el Plan Anual de Centro y consistirá en una
valoración del cumplimiento de los diferentes apartados y actua-
ciones programados en el mismo, así como del funcionamiento
global del Centro, de sus órganos de gobierno y de coordina-
ción docente y del grado de utilización de los distintos servi-
cios externos y de las actuaciones de dichos servicios en el
Centro. Se valorará, independientemente, el funcionamiento
de cada una de las modalidades de enseñanza, e incluirá, asi-
mismo, las correspondientes propuestas de mejora.

3. El Equipo directivo coordinará la elaboración de la
Memoria Final de Curso, contando para ello con las aporta-
ciones que realice el Claustro, basándose en las valoraciones
realizadas por los distintos Departamentos del Instituto Pro-
vincial.

4. El personal de administración y servicios y las Asocia-
ciones de Alumnos, así como la Junta de Delegados de Alum-
nos, podrán realizar sugerencias y aportaciones que, en su
caso, serán incorporadas a la Memoria Final de Curso.

5. La Memoria Final de Curso será aprobada por el Consejo
Escolar del Instituto Provincial.

6. Asimismo, el Consejo Escolar determinará las conclu-
siones más relevantes de la Memoria Final de Curso para su
remisión a la correspondiente Delegación Provincial de la
Consejería de Educación y Ciencia en un plazo no superior, en
ningún caso, a diez días después de la sesión del Consejo
Escolar donde fue aprobada, junto con una certificación del
acta de la misma. 

Artículo 12. Las programaciones didácticas.

1. Cada Departamento didáctico elaborará, para su inclu-
sión en el Plan Anual de Centro, la programación didáctica de
las enseñanzas que tiene encomendadas, siguiendo las direc-
trices generales establecidas por el Equipo Técnico de Coordina-
ción Pedagógica.

2. La programación didáctica de los Departamentos
incluirá, necesariamente, los siguientes aspectos para cada
una de las áreas, materias o módulos profesionales asignados
al mismo y en la modalidad de enseñanza en que se imparten:

a) En el nivel de la Educación Secundaria Obligatoria para
Adultos, los objetivos y los contenidos para cada uno de los
ciclos y módulos que la integran, delimitando los de la moda-
lidad presencial de los de la modalidad semipresencial o a dis-
tancia.

b) En el caso del Bachillerato para Adultos y de los ciclos
formativos de Formación Profesional Específica para Adultos,
los objetivos y los contenidos para cada materia, curso, módulo
profesional o modalidad de enseñanza. 

c) La organización y secuenciación de los contenidos en
el ciclo o curso correspondiente. 

d) La metodología que se va a aplicar tanto en la modali-
dad presencial como en la modalidad semipresencial o a dis-
tancia, adaptándola a las características específicas de apren-
dizaje del alumnado adulto.

e) Los criterios, instrumentos y procedimientos de eva-
luación del aprendizaje del alumnado, de acuerdo con lo reco-
gido en el Proyecto Curricular de Centro. 

f) Las actividades de recuperación para los alumnos y
alumnas del Bachillerato para Adultos con materias pendien-
tes de evaluación positiva, así como las medidas de refuerzo
para lograr dicha recuperación.

g) Las actividades de recuperación para el alumnado de la
Formación Profesional Específica para Adultos con módulos pro-
fesionales pendientes de evaluación positiva y las fechas o momen-
tos en las que se llevará a cabo la evaluación de los mismos.

h) Actividades que faciliten el autoaprendizaje del alum-
nado adulto en la modalidad semipresencial o a distancia. 

i) Los materiales y recursos didácticos que se vayan a uti-
lizar, incluidos los materiales para uso de los alumnos y
alumnas. 

j) Las actividades complementarias y de extensión cultu-
ral que se propongan realizar desde el Departamento para su
inclusión en el Plan Anual de Centro.

k) Las medidas educativas complementarias encamina-
das a conseguir la adecuación del proceso educativo al ritmo
de aprendizaje del alumno y alumna y las medidas de refuerzo
necesarias.

l) El procedimiento para realizar el seguimiento y evalua-
ción de las diferentes actuaciones.

3. El profesorado desarrollará su actividad docente de
acuerdo con las programaciones didácticas de los Departa-
mentos a los que pertenezca. En caso de que algún profesor
o profesora decida incluir en su actividad docente alguna varia-
ción respecto de la programación del Departamento, consen-
suada por el conjunto de sus miembros, dicha variación y su
justificación deberán ser incluidas en la programación didác-
tica del Departamento y reflejadas en el acta de reunión de
dicho Departamento. En todo caso, las variaciones que se inclu-
yan deberán respetar la normativa vigente, así como las deci-
siones generales adoptadas en el Proyecto Curricular de Centro. 

4. La programación de las medidas educativas comple-
mentarias en la Educación Secundaría Obligatoria para Adultos
encaminadas a conseguir la adecuación del proceso educativo
al ritmo de aprendizaje del alumno o alumna será elaborada
y evaluada por los correspondientes Departamentos didácticos
en colaboración con el Departamento de Orientación. Serán
los Departamentos didácticos los encargados de realizar el
seguimiento de dicha programación durante el curso académico.

CAPITULO II 

Régimen Económico

Artículo 13. Autonomía en la gestión económica.

1. Los Institutos Provinciales de Formación de Adultos dis-
pondrán de autonomía en su gestión económica de acuerdo
con lo establecido en la Ley Orgánica 9/1995, de 20 de noviem-
bre, y en la Ley 7/1987, de 26 de junio, de gratuidad de los
estudios en los Centros públicos de Bachillerato, Formación
Profesional y Artes Aplicadas y Oficios Artísticos y la autono-
mía de gestión económica de los Centros docentes públicos
no universitarios.

2. Sin perjuicio de que todos los Institutos Provinciales de
Formación de Adultos reciban los recursos económicos nece-
sarios para cumplir sus objetivos con garantía de calidad, éstos,
de acuerdo con lo establecido en la normativa vigente y previa
aprobación del Consejo Escolar, podrán obtener ingresos deri-
vados de la prestación de servicios distintos de los gravados
por tasas, así como cualesquiera otros fondos procedentes de
Entes públicos, privados o particulares, los cuales se aplicarán
a los gastos de funcionamiento de dichos Centros. 

3. La Consejería de Educación y Ciencia podrá delegar en
los órganos de gobierno de los Centros públicos la adquisición
de bienes, contratación de obras, servicios y suministros, con
los límites que en la normativa correspondiente se establezcan.
En el ejercicio de su autonomía para administrar estos recur-
sos, los Centros estarán sometidos a las disposiciones vigen-
tes que regulan el proceso de contratación y de realización y
justificación del gasto. 

4. La Consejería de Educación y Ciencia prestará especial
apoyo a aquellos Centros que, en virtud de acuerdos de cola-
boración con otros organismos e Instituciones, estén autoriza-
dos a desarrollar programas que permitan atender a personas
adultas que se encuentren en situaciones que requieran una
intervención específica desde el punto de vista educativo.
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TITULO III

ORGANOS DE GOBIERNO 

CAPITULO I 

Disposiciones generales

Artículo 14. Organos unipersonales y colegiados.
De conformidad con lo establecido en el artículo 9 de la

Ley Orgánica 9/1995, de 20 de noviembre, los Institutos
Provinciales de Formación de Adultos tendrán los siguientes
órganos de gobierno:

a) Unipersonales:

Director o Directora, Vicedirector o Vicedirectora, Jefe o
Jefa de Estudios y Secretario o Secretaria.

En estos Centros se podrán establecer Jefaturas de Estu-
dios adjuntas que dependerán directamente del Jefe o Jefa de
Estudios.

Asimismo, la Consejería de Educación y Ciencia podrá
dotar a los Institutos Provinciales de Formación de Adultos del
Administrador o Administradora a que se refiere el artículo 58
de la Ley Orgánica 1/1990, de 3 de octubre. En este caso no
existirá el Secretario o Secretaria.

b) Colegiados:

Consejo Escolar y Claustro de Profesores.

CAPITULO II

Organos unipersonales de gobierno

Artículo 15. El Equipo directivo.
1. Los órganos unipersonales de gobierno constituyen el

Equipo directivo del Centro y trabajarán de forma coordinada
en el desempeño de sus respectivas funciones.

2. La composición del Equipo directivo será la siguiente:

a) Un Director o Directora, un Vicedirector o Vicedirectora,
un Jefe o Jefa de Estudios y un Secretario o Secretaria o, en
su caso, un Administrador o Administradora. Asimismo, con-
tarán con un Jefe o Jefa de Estudios adjunto para atender las
enseñanzas de la modalidad presencial.

b) Asimismo, en Institutos Provinciales que cuenten con
más de treinta y cinco profesores o profesoras, existirá un Jefe
o Jefa de Estudios adjunto.

3. El Equipo directivo tendrá las siguientes funciones:

a) Velar por el buen funcionamiento del Instituto Provincial.
b) Estudiar y presentar al Claustro de Profesores y al

Consejo Escolar propuestas para facilitar y fomentar la parti-
cipación de toda la comunidad educativa en la vida del Instituto
Provincial.

c) Promover procedimientos de evaluación de las distin-
tas actividades y colaborar en las evaluaciones externas del
Instituto Provincial.

d) Proponer a la comunidad educativa actuaciones de
carácter preventivo que favorezcan las relaciones entre los dis-
tintos colectivos que la integran y que mejoren la convivencia
en el Instituto Provincial.

e) Adoptar las medidas necesarias para la ejecución coor-
dinada de las decisiones del Consejo Escolar y del Claustro de
Profesores en el ámbito de sus respectivas competencias.

f) Establecer los criterios para la elaboración del proyecto
de presupuesto del Instituto Provincial.

g) Coordinar la elaboración del Proyecto de Centro, del
Plan Anual de Centro y de la Memoria Final de Curso.

h) Elaborar la propuesta de Reglamento de Organización
y Funcionamiento.

i) Impulsar las relaciones del Instituto Provincial con los
Centros de Educación de Adultos de su provincia y difundir las
enseñanzas que se imparten.

j) Colaborar con la Administración educativa en aquellos
órganos de participación que, a tales efectos, se establezcan.

k) Colaborar con el Consorcio para la enseñanza abierta
y a distancia de Andalucía «Fernando de los Ríos» en aquellas
actividades que reglamentariamente se establezcan.

l) Colaborar, favorecer e impulsar las relaciones del Instituto
Provincial con las Instituciones provinciales o locales.

m) Facilitar la organización y participación del alumnado
y del profesorado en las actividades complementarias y de
extensión cultural que se organicen en el Instituto Provincial.

Artículo 16. Elección y nombramiento del Director o
Directora.

1. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 17 de la Ley
Orgánica 9/1995, de 20 de noviembre, el Director o Directora
será elegido por el Consejo Escolar y nombrado por el Delegado
o Delegada Provincial por un período de cuatro años.

2. La votación se efectuará mediante sufragio directo y
secreto. La elección se producirá por mayoría absoluta de los
miembros del Consejo Escolar en la reunión extraordinaria de
dicho Consejo que a tal efecto se convoque.

3. Si en primera votación no se produjera la mayoría abso-
luta, se procederá a una nueva convocatoria en el plazo de cua-
renta y ocho horas. En el caso de que haya concurrido más de
un candidato o candidata, el más votado en la primera vota-
ción figurará como único candidato o candidata en la segunda.
En cualquier caso la elección se producirá, también, por mayo-
ría absoluta.

4. El nombre del candidato o candidata que obtenga la
mayoría absoluta será notificado por el Director o Directora del
Instituto Provincial al Delegado o Delegada Provincial para su
correspondiente nombramiento. El nombramiento y la toma de
posesión se realizarán con efectos de 1 de julio siguiente a la
celebración de las elecciones.

Artículo 17. Requisitos de los candidatos a Director o
Directora.

1. De conformidad con lo establecido en el artículo 18 de
la Ley Orgánica 9/1995, de 20 de noviembre, podrá ser can-
didato o candidata al cargo de Director o Directora cualquier
profesor o profesora, funcionario de carrera y en servicio activo,
que reúna los siguientes requisitos:

a) Tener una antigüedad de al menos cinco años en el
Cuerpo de la función pública docente desde el que se opta.

b) Haber sido profesor o profesora durante al menos cinco
años en un Centro que imparta alguna de las enseñanzas del
mismo nivel y régimen.

c) Tener destino definitivo en el Instituto Provincial con una
antigüedad en el mismo de al menos un curso académico com-
pleto.

d) Haber sido acreditado para el ejercicio de la dirección
por la Administración educativa.

2. Según lo dispuesto en el artículo 24.4 de la Ley Orgánica
9/1995, de 20 de noviembre, los Directores o Directoras podrán
desempeñar su mandato en el mismo Centro por un máximo de
tres períodos consecutivos. A estos efectos, se tendrán en cuenta
exclusivamente los períodos para los que hubieran sido desig-
nados de acuerdo con los criterios establecidos en dicha Ley.

3. No podrán presentarse como candidatos los profesores
o profesoras que, por cualquier causa, no vayan a prestar ser-
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vicio en el Instituto Provincial en el curso académico siguiente
a su toma de posesión como Director o Directora.

Artículo 18. Presentación de las candidaturas a la Dirección.
1. Cuando proceda la convocatoria de elecciones, el

Consejo Escolar fijará el plazo de presentación de candidatos
o candidatas que, en todo caso, deberá posibilitar lo estable-
cido en el apartado 2 de este artículo.

2. Los candidatos o candidatas deberán presentar por
escrito ante el Consejo Escolar, con una antelación mínima de
quince días hábiles respecto a la fecha de la elección, su pro-
grama de dirección y sus méritos profesionales.

3. De conformidad con lo establecido en el artículo 17.4
de la Ley Orgánica 9/1995, de 20 de noviembre, el programa
de dirección deberá contener, al menos:

a) La propuesta, en su caso, de los órganos unipersona-
les de gobierno que forman la candidatura.

b) La justificación de haber sido acreditado para el ejer-
cicio de la función directiva.

c) Un análisis del funcionamiento del Instituto Provincial
y de los principales problemas y necesidades del mismo.

d) Los objetivos que pretende alcanzar durante su man-
dato y el programa para conseguirlos.

4. El Claustro de Profesores deberá ser informado de las
candidaturas y conocer los programas presentados.

5. El Consejo Escolar valorará los programas de dirección
presentados y los méritos profesionales de los candidatos o
candidatas.

Artículo 19. Designación del Director o Directora por la
Administración.

1. De conformidad con lo establecido en el artículo 20 de
la Ley Orgánica 9/1995, de 20 de noviembre, en ausencia de
candidatos o cuando éstos no hubieran obtenido la mayoría
absoluta, el Delegado o Delegada Provincial, oído el Consejo
Escolar del Instituto Provincial, nombrará a un Director o
Directora que reúna, al menos, los requisitos a), b) y d) dis-
puestos en el artículo 17.1 de este Reglamento. El nombra-
miento podrá recaer sobre un profesor o profesora del Instituto
Provincial o de otro ubicado en el ámbito de la Delegación
Provincial correspondiente para que, en comisión de servicios,
desempeñe la función directiva. El Director o Directora desig-
nará, en su caso, a los restantes cargos unipersonales del
Equipo directivo. La duración del mandato del Director o
Directora así nombrado será de cuatro años.

2. En el caso de Institutos Provinciales que por cualquier
circunstancia, no dispusieran de profesorado con todos los
requisitos establecidos en el artículo 17.1 de este Reglamento,
el Delegado o Delegada Provincial, oído el Consejo Escolar del
Centro, nombrará Director o Directora, por un período de tres
años y de acuerdo con lo dispuesto en el apartado 1 de este
artículo, a un profesor o profesora que reúna los requisitos a),
b) y d) establecidos en el artículo 17.1 de este Reglamento.

Artículo 20. Competencias del Director o Directora.
De conformidad con lo regulado en el artículo 21 de la Ley

Orgánica 9/1995, de 20 de noviembre, son competencias del
Director o Directora:

a) Dirigir y coordinar todas las actividades del Instituto
Provincial, de acuerdo con las disposiciones vigentes y sin per-
juicio de las competencias atribuidas a los órganos colegiados
de gobierno.

b) Ostentar la representación del Centro y representar a
la Administración educativa en el Centro, sin perjuicio de las
atribuciones de las demás autoridades educativas.

c) Cumplir y hacer cumplir las leyes y demás disposicio-
nes vigentes.

d) Colaborar con los órganos de la Administración edu-
cativa en todo lo relativo al logro de los objetivos del Instituto
Provincial, así como formar parte de los órganos consultivos
de la Delegación Provincial que se establezcan.

e) Ejercer la jefatura de todo el personal adscrito al Instituto
Provincial.

f) Autorizar los gastos de acuerdo con el presupuesto del
Instituto Provincial y ordenar los pagos.

g) Visar las certificaciones y documentos oficiales del
Instituto Provincial.

h) Designar y proponer, en su caso, el nombramiento y
cese de los restantes miembros del Equipo directivo salvo, en
su caso, el Administrador o Administradora.

i) Proponer el nombramiento y cese de los Jefes o Jefas
de Departamento y de los tutores o tutoras, de acuerdo con el
procedimiento establecido en este Reglamento.

j) Fomentar y coordinar la participación de los distintos
sectores de la comunidad educativa y proporcionar los medios
precisos para una eficaz ejecución de sus respectivas compe-
tencias, garantizando el derecho de reunión del profesorado,
del alumnado y del personal de administración y servicios.

k) Impulsar y coordinar los Planes Educativos que desa-
rrolle el Instituto Provincial.

l) Convocar y presidir los actos académicos y las reunio-
nes del Consejo Escolar, del Claustro y del Equipo Técnico de
Coordinación Pedagógica del Instituto Provincial y ejecutar los
acuerdos adoptados en el ámbito de su competencia.

m) Firmar convenios de colaboración con centros de tra-
bajo, una vez informados por el Consejo Escolar.

n) Favorecer la convivencia en el Instituto Provincial y garan-
tizar el procedimiento seguido para imponer las correcciones
que correspondan, de acuerdo con lo establecido en el Decreto
85/1999, de 6 de abril, en el Reglamento de Organización y
Funcionamiento y en los criterios fijados por el Consejo Escolar.

ñ) Realizar las contrataciones de obras, servicios y sumi-
nistros de acuerdo con lo que, en aplicación del artículo 13 del
presente Reglamento, se determine a tales efectos.

o) Favorecer la evaluación de todos los proyectos y activi-
dades del Instituto Provincial y colaborar con la Administración
educativa en las evaluaciones externas que se lleven a cabo.

p) Cualesquiera otras que le sean atribuidas por la nor-
mativa vigente.

Artículo 21. Cese del Director o Directora.

1. El Director o Directora del Instituto Provincial cesará en
sus funciones al término de su mandato o al producirse alguna
de las causas siguientes:

a) Renuncia motivada, aceptada por el Delegado o Dele-
gada Provincial, oído el Consejo Escolar.

b) Destitución o revocación acordada por el Delegado o
Delegada Provincial, oído el Consejo Escolar, en los términos
previstos en los apartados 2 y 3 de este artículo.

c) Cuando, por cualquier circunstancia, el Director o
Directora deje de prestar servicios efectivos en el Instituto
Provincial.

2. No obstante, de acuerdo con el artículo 22.2 de la Ley
Orgánica 9/1995, de 20 de noviembre, el Delegado o Delegada
Provincial podrá cesar o suspender al Director o Directora antes
de la finalización de su mandato cuando incumpla gravemente
sus funciones, previo informe razonado del Consejo Escolar y
audiencia del interesado o interesada, mediante la instrucción
del correspondiente expediente.

3. Asimismo, el Delegado o Delegada Provincial, a pro-
puesta razonada del Consejo Escolar, acordada por mayoría
de dos tercios de sus miembros, podrá revocar el nombramiento
del Director o Directora mediante el oportuno expediente de
revocación y audiencia al interesado o interesada.
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4. Si el Director o Directora cesara antes de terminar su
mandato por cualquiera de las circunstancias enumeradas en
los anteriores apartados de este artículo, el Delegado o Delegada
Provincial nombrará, oído el Consejo Escolar, un Director o
Directora hasta la nueva elección en la primera convocatoria
ordinaria que se realice.

5. Cuando el Director o Directora haya obtenido, aunque
sea provisionalmente, traslado a otro Centro o cuando le reste
menos de un año para alcanzar la edad de jubilación, se cele-
brarán nuevas elecciones en la primera convocatoria ordinaria
que se realice. El Director o Directora elegido tomará posesión
con fecha de 1 de julio siguiente, momento en que cesará en
su cargo, a todos los efectos, el Director o Directora anterior.

Artículo 22. Designación y nombramiento del Vicedirector
o Vicedirectora, del Jefe o Jefa de Estudios y del Secretario o
Secretaria.

1. Según lo dispuesto en el artículo 23 de la Ley Orgánica
9/1995, de 20 de noviembre, el Vicedirector o Vicedirectora,
el Jefe o Jefa de Estudios, el Secretario o Secretaria y, en su
caso, los Jefes o Jefas de Estudios adjuntos serán profesores
o profesoras, funcionarios o funcionarias de carrera en situa-
ción de servicio activo, con destino definitivo en el Instituto
Provincial, designados por el Director o Directora, previa comu-
nicación al Consejo Escolar, y nombrados por el Delegado o
Delegada Provincial.

En situaciones excepcionales y con autorización expresa
del Delegado o Delegada Provincial, podrá ser designado un
profesor o profesora del Instituto Provincial que no tenga des-
tino definitivo en el mismo. A estos efectos, el Director o
Directora, oído el Consejo Escolar, podrá elevar una propuesta
razonada a la correspondiente Delegación Provincial para su
nombramiento.

2. No podrán ser nombrados Vicedirector o Vicedirectora,
Jefe o Jefa de Estudios, Secretario o Secretaria, ni Jefes o Jefas
de Estudios adjuntos los profesores o profesoras que se hallen
en la situación prevista en el artículo 17.3 de este Reglamento.

3. En el caso de Institutos Provinciales que por ser de
nueva creación, no dispusieran de profesorado con los requi-
sitos establecidos en el apartado 1 de este artículo, el Director
o Directora del Instituto Provincial podrá proponer a profesores
o profesoras del mismo que no tengan destino definitivo en el
Instituto Provincial y que serán nombrados por el Delegado o
Delegada Provincial, oído el Consejo Escolar si lo hubiese.

4. La duración del mandato del Vicedirector o Vicedirectora,
del Jefe o Jefa de Estudios, del Secretario o Secretaria y, en su
caso, de los Jefes o Jefas de Estudios adjuntos será la que
corresponda al Director o Directora que los hubiera designado,
salvo que, en el caso de los Jefes o Jefas de Estudios adjun-
tos, como consecuencia de una modificación de las circuns-
tancias del Instituto Provincial, no procediera la existencia de
alguno de ellos de conformidad con lo establecido en el artículo
15 de este Reglamento.

5. El Director o Directora del Instituto Provincial remitirá
al Delegado o Delegada Provincial la propuesta de nombra-
miento del profesorado por él designado para ocupar los car-
gos de Vicedirector o Vicedirectora, Jefe o Jefa de Estudios,
Secretario o Secretaria y, en su caso, los Jefes o Jefas de
Estudios adjuntos. El nombramiento y la toma de posesión se
realizarán con los mismos efectos que para el Director o
Directora, salvo aquellos supuestos en que la designación se
produjera en fecha distinta, en cuyo caso el nombramiento será
en dicha fecha.

Artículo 23. Competencias del Vicedirector o Vicedirectora.

Son competencias del Vicedirector o Vicedirectora:

a) Colaborar con el Director o Directora del Centro en el
desarrollo de sus funciones.

b) Sustituir al Director o Directora en caso de ausencia o
enfermedad.

c) Mantener, por delegación del Director o Directora, las
relaciones administrativas con la Delegación Provincial y pro-
porcionar la información que le sea requerida por las autori-
dades educativas competentes.

d) Promover las relaciones con los Centros de trabajo que
afecten a la formación del alumnado y a su inserción profe-
sional.

e) Promover, organizar y coordinar la realización de Planes
Educativos y de actividades complementarias y de extensión
cultural en colaboración con la Diputación Provincial, los
Ayuntamientos y otras Instituciones, así como con los Departa-
mentos didácticos del Centro, dentro del marco del Proyecto
de Centro y en coherencia con las Finalidades Educativas.

f) Promover e impulsar las relaciones del Instituto Provincial
con las Instituciones de la provincia y facilitar la adecuada coor-
dinación con otros servicios educativos tanto provinciales como
locales.

g) Facilitar la información sobre la vida del Instituto
Provincial a los distintos sectores de la comunidad educativa.

h) Fomentar la participación de los distintos sectores de
la comunidad educativa, especialmente en lo que se refiere al
alumnado, facilitando y orientando su organización.

i) Cualesquiera otras que le sean atribuidas por la nor-
mativa vigente y por el Reglamento de Organización y Funcio-
namiento del Instituto Provincial.

Artículo 24. Competencias del Jefe o Jefa de Estudios.

Son competencias del Jefe o Jefa de Estudios:

a) Ejercer, por delegación del Director o Directora y bajo
su autoridad, la jefatura del personal docente en todo lo rela-
tivo al régimen académico y controlar la asistencia al trabajo
del mismo.

b) Coordinar las actividades de carácter académico y de
orientación.

c) Elaborar, en colaboración con los restantes órganos uni-
personales, el horario general del Instituto Provincial, teniendo
en cuenta todas las modalidades de enseñanza que se impar-
ten en el mismo y, los horarios académicos del alumnado y
del profesorado, de acuerdo con los criterios incluidos en el
Plan Anual de Centro, así como velar por su estricto cumpli-
miento.

d) Coordinar las actividades de los Jefes o Jefas de
Departamento.

e) Coordinar y dirigir la acción de los tutores o tutoras, de
acuerdo con el Plan de Orientación y de Acción Tutorial, con
la colaboración del Departamento de Orientación.

f) Coordinar la acción entre los Departamentos didácticos
y el Departamento de comunicación educativa y recursos.

g) Coordinar la realización de las actividades de perfec-
cionamiento del profesorado que, de acuerdo con el plan de
formación, organice el Equipo Técnico de Coordinación
Pedagógica.

h) Organizar los actos académicos.

i) Cualesquiera otras que le sean atribuidas por la nor-
mativa vigente y por el Reglamento de Organización y Funciona-
miento del Instituto Provincial.

Artículo 25. Competencias del Secretario o Secretaria.

Son competencias del Secretario o Secretaria:

a) Ordenar el régimen administrativo del Instituto Provincial,
de conformidad con las directrices del Director o Directora.

b) Actuar como secretario de los órganos colegiados de
gobierno del Instituto Provincial, levantar acta de las sesiones
y dar fe de los acuerdos con el visto bueno del Director o
Directora.
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c) Custodiar los libros oficiales y archivos del Instituto
Provincial.

d) Expedir, con el visto bueno del Director o Directora, las
certificaciones que soliciten las autoridades y los interesados
o interesadas.

e) Realizar el inventario general del Instituto Provincial y
mantenerlo actualizado.

f) Adquirir el material y el equipamiento del Centro, cus-
todiar, coordinar y gestionar la utilización del mismo y velar por
su mantenimiento en todos los aspectos, de acuerdo con la
normativa vigente y las indicaciones del Director o Directora.

g) Ejercer, por delegación del Director o Directora y bajo
su autoridad, la jefatura del personal de administración y ser-
vicios adscrito al Instituto Provincial y controlar la asistencia al
trabajo del mismo.

h) Elaborar, en colaboración con los restantes órganos uni-
personales, el horario del personal de administración y servi-
cios, así como velar por su estricto cumplimiento.

i) Elaborar el anteproyecto de presupuesto de ingresos y
gastos del Instituto Provincial.

j)  Ordenar el régimen económico del Instituto Provincial,
de conformidad con las instrucciones del Director o Directora,
realizar la contabilidad y rendir cuentas ante las autoridades
correspondientes.

k) Cualesquiera otras que le sean atribuidas por la nor-
mativa vigente y por el Reglamento de Organización y Funcio-
namiento del Instituto Provincial.

Artículo 26. Cese del Vicedirector o Vicedirectora, del Jefe
o Jefa de Estudios y del Secretario o Secretaria.

1. El Vicedirector o Vicedirectora, el Jefe o Jefa de Estudios
y el Secretario o Secretaria cesarán en sus funciones al término
de su mandato o al producirse alguna de las circunstancias
siguientes:

a) Renuncia motivada aceptada por el Delegado o Delegada
Provincial, previo informe razonado del Director o Directora,
oído el Consejo Escolar.

b) Cuando por cese del Director o Directora que los pro-
puso, se produzca la elección del nuevo Director o Directora.

c) Cuando dejen de prestar servicios efectivos en el Instituto
Provincial.

d) A propuesta del Director o Directora, mediante escrito
razonado, previa audiencia al interesado o interesada y comu-
nicación al Consejo Escolar.

2. Asimismo, y de acuerdo con lo establecido en el artículo
23.3 de la Ley Orgánica 9/1995, de 20 de noviembre, el Dele-
gado o Delegada Provincial cesará o suspenderá al Vicedirector
o Vicedirectora, al Jefe o Jefa de Estudios o al Secretario o
Secretaria antes del término de su mandato, cuando incum-
plan gravemente sus funciones, previo informe razonado del
Director o Directora, dando audiencia al interesado o intere-
sada y oído el Consejo Escolar.

3. Cuando cesen el Vicedirector o Vicedirectora, el Jefe o
Jefa de Estudios o el Secretario o Secretaria por alguna de las
causas señaladas en los apartados anteriores de este artículo
a excepción de la letra b) del apartado 1, se estará a lo dis-
puesto en el artículo siguiente, sin perjuicio de que el Director
o Directora designe, si procede, a un nuevo profesor o profe-
sora para cubrir el puesto vacante, notificándolo al Consejo
Escolar.

Artículo 27. Sustitución de los miembros del Equipo
directivo.

1. En caso de ausencia o enfermedad del Director o
Directora, se hará cargo provisionalmente de sus funciones el
Vicedirector o Vicedirectora y, en su ausencia, el Jefe o Jefa de
Estudios.

2. En caso de ausencia o enfermedad del Jefe o Jefa de
Estudios, se hará cargo provisionalmente de sus funciones el
profesor o profesora que designe el Director o Directora, que
informará de su decisión al Consejo Escolar. Dicha designa-
ción recaerá en uno de los Jefes de Estudios adjuntos en aque-
llos Institutos Provinciales donde existan estos cargos.

3. Igualmente, en caso de ausencia o enfermedad del
Secretario o Secretaria, cuando lo hubiere, se hará cargo de
sus funciones el profesor o profesora que designe el Director o
Directora que, asimismo, informará al Consejo Escolar.

Artículo 28. El Administrador o Administradora.
En los Institutos Provinciales de Formación de Adultos que,

por sus características específicas, determine la Consejería de
Educación y Ciencia, existirá un Administrador o Administradora
quien, bajo la dependencia del Director o Directora, asumirá
las competencias establecidas en el artículo siguiente de este
Reglamento. En estos casos no existirá Secretario.

Artículo 29. Competencias del Administrador o Adminis-
tradora.

Además de las previstas en el artículo 25 de este Regla-
mento Orgánico son competencias del Administrador o Admi-
nistradora:

a) Asegurar la gestión de los medios materiales del Instituto
Provincial de acuerdo con las instrucciones de Director o
Directora.

b) Cualesquiera otras que le sean atribuidas por la nor-
mativa vigente y por el Reglamento de Organización y Funciona-
miento del Centro.

Artículo 30. Jefaturas de Estudios adjuntas.
Las jefaturas de Estudios adjuntas se regularán de la

siguiente forma:

1. El procedimiento para la designación, nombramiento y
cese de los Jefes o Jefas de Estudios adjuntos será el mismo
que establecen los artículos 22 y 26 del presente Reglamento
para el Vicedirector o Vicedirectora, el Jefe o Jefa de Estudios
y el Secretario o Secretaria.

2. Las funciones del Jefe o Jefa de Estudios adjunto serán
las que, supervisadas por el Director o Directora, en él delegue
el Jefe o Jefa de Estudios.

3. No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, el Jefe
o Jefa de Estudios adjunto que atiende las enseñanzas de la
modalidad presencial será el encargado de la coordinación de
dichas enseñanzas que se impartan en el Instituto Provincial.

4. Los Jefes o Jefas de Estudios adjuntos formarán parte
del Equipo directivo.

CAPITULO III

Organos Colegiados de Gobierno

Artículo 31. Organos Colegiados de Gobierno.
De conformidad con lo establecido en el artículo 9 de la

Ley Orgánica 9/1995, de 20 de noviembre, de la Participación,
la Evaluación y el Gobierno de los Centros docentes, los órga-
nos colegiados de gobierno de los centros docentes públicos
son el Consejo Escolar y el Claustro de Profesores, así como
los que determine reglamentariamente la Consejería de
Educación y Ciencia al respecto.

Artículo 32. Participación en los Centros.
1. La comunidad educativa participará en el gobierno de

los Institutos Provinciales de Formación de Adultos a través del
Consejo Escolar. El profesorado lo hará también a través del
Claustro de Profesores, según lo dispuesto en el artículo 2.1
de la Ley Orgánica 9/1995, de 20 de noviembre.
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2. Asimismo, la Consejería de Educación y Ciencia refor-
zará la participación de los alumnos y alumnas a través del
apoyo a sus representantes en el Consejo Escolar del Instituto
Provincial, según lo dispuesto en el artículo 2.2 segundo párrafo
de la Ley Orgánica 9/1995, de 20 de noviembre.

Artículo 33. Fomento y garantía de participación demo-
crática.

La Consejería de Educación y Ciencia fomentará y garan-
tizará el ejercicio de la participación democrática de los dife-
rentes sectores de la comunidad educativa, de acuerdo con lo
establecido en el artículo 2.3 de la Ley Orgánica 9/1995.

Artículo 34. Carácter del Consejo Escolar.
El Consejo Escolar de los Institutos Provinciales de Forma-

ción de Adultos es el órgano de participación en el mismo de
los diferentes sectores de la comunidad educativa.

Los Institutos Provinciales deberán desarrollar los meca-
nismos necesarios que garanticen la participación del alum-
nado de ambas modalidades de enseñanzas, semipresencial
o a distancia y presencial.

Artículo 35. Competencias del Consejo Escolar.
El Consejo Escolar de estos Institutos Provinciales tendrá

las siguientes competencias:

a) Establecer las directrices para la elaboración del Proyecto
de Centro, aprobarlo y evaluarlo, sin perjuicio de las compe-
tencias que el Claustro de Profesores tiene atribuidas en rela-
ción con la planificación y organización docente. Asimismo,
establecer los procedimientos para su revisión cuando su eva-
luación lo aconseje.

b) Elegir al Director o Directora del Instituto Provincial.
c) Informar a la Administración educativa acerca de la

designación del Director o Directora del Instituto Provincial en
el supuesto de que éste deba ser designado por la misma.

d) Proponer la revocación del nombramiento del Director
o Directora.

e) Decidir sobre la admisión de alumnos y alumnas, con
sujeción estricta a lo establecido en la normativa vigente.

f) Aprobar el Reglamento de Organización y Funcionamiento
del Instituto Provincial.

g) Resolver los conflictos e imponer las correcciones con
finalidad pedagógica que correspondan a aquellas conductas
del alumnado que perjudiquen gravemente la convivencia en
el Instituto Provincial, de acuerdo con la normativa vigente.

h) Aprobar el proyecto de presupuesto del Instituto
Provincial y la ejecución del mismo.

i) Promover la renovación de las instalaciones y equipa-
miento escolar, así como vigilar su conservación.

j) Aprobar y evaluar el Plan Anual de Centro, respetando,
en todo caso, los aspectos docentes que competen al Claustro
de Profesores.

k) Aprobar y evaluar la programación de los Planes Educa-
tivos que se desarrollen en el Instituto Provincial, salvo en los
aspectos docentes, así como, en su caso, de las actividades
complementarias y de extensión cultural.

l) Fijar las directrices para la colaboración con fines cul-
turales, educativos y asistenciales del Instituto Provincial, con
otros Centros, entidades, organismos e instituciones.

m) Analizar y evaluar el funcionamiento general del Instituto
Provincial, especialmente la eficacia en la gestión de los recur-
sos, así como la aplicación de las normas de convivencia y ela-
borar un informe de dicha aplicación que se incluirá en la
Memoria Final de Curso.

n) Analizar y evaluar la evolución del rendimiento acadé-
mico general del Instituto Provincial.

ñ) Analizar y valorar los resultados de la evaluación que
del Instituto Provincial realice la Administración educativa o
cualquier informe referente a la marcha del mismo.

o) Aprobar la Memoria Final de Curso del Instituto Pro-
vincial.

p) Conocer e impulsar las relaciones del Instituto Provincial
con las instituciones provinciales y locales.

q) Cualesquiera otras que les sean atribuidas por la nor-
mativa vigente.

Artículo 36. Composición del Consejo Escolar.

El Consejo Escolar de los Institutos Provinciales de Forma-
ción de Adultos estará compuesto por los siguientes miembros:

a) El Director o Directora del Instituto Provincial, que será
su presidente.

b) El Jefe o Jefa de Estudios.

c) Ocho profesores o profesoras cuando el Instituto Pro-
vincial cuente con mil o más de mil alumnos o alumnas entre
los inscritos y matriculados, y seis profesores o profesoras
cuando cuente con menos de mil alumnos o alumnas entre
los inscritos y matriculados.

d) Ocho alumnos o alumnas en Institutos Provinciales con
mil o más de mil alumnos o alumnas y seis alumnos o alum-
nas en Institutos Provinciales con menos de mil alumnos o
alumnas, en ambos casos se establecerá una proporción en
función del número de alumnos o alumnas que cursan cada
modalidad de enseñanza. En caso de que no haya suficientes
candidaturas de alumnos o alumnas en alguna modalidad de
enseñanza, se podrá completar con el alumnado procedente
de la modalidad donde se hayan presentado las candidaturas.

e) Un representante del Ayuntamiento del municipio en
cuyo término se encuentre radicado el Centro.

f) Un representante del personal de administración y ser-
vicios.

g) En el caso de Institutos Provinciales en los que al menos
haya 4 unidades de Formación Profesional Específica para
Adultos o en los que el 25 por ciento o más del alumnado esté
cursando dichas enseñanzas, un representante propuesto por
las organizaciones empresariales o instituciones laborales pre-
sentes en el ámbito de acción del Instituto Provincial, con voz
y sin voto.

h) El Secretario o Secretaria del Instituto Provincial o, en
su caso, el Administrador o Administradora, que actuará como
Secretario del Consejo Escolar, con voz y sin voto.

Artículo 37. Régimen de funcionamiento del Consejo
Escolar.

1. Las reuniones del Consejo Escolar deberán celebrarse
en el día y con el horario que posibiliten la asistencia de todos
sus miembros. En las reuniones ordinarias, el Secretario o
Secretaria del órgano colegiado, por orden del Presidente, con-
vocará con el correspondiente orden del día a los miembros
del Consejo Escolar, con una antelación mínima de una semana
y pondrá a su disposición la correspondiente información sobre
los temas incluidos en el mismo. Podrán realizarse, además,
convocatorias extraordinarias con una antelación mínima de
cuarenta y ocho horas, cuando la naturaleza de los asuntos
que hayan de tratarse así lo aconseje.

2. El Consejo Escolar será convocado por su Presidente,
por propia iniciativa o a solicitud de, al menos, un tercio de sus
miembros. En todo caso, se reunirá, como mínimo, una vez al
trimestre y será preceptiva una sesión a principio de curso y
otra al final del mismo.

3. El Consejo Escolar adoptará los acuerdos por mayoría
simple salvo en los casos siguientes:

a) Elección del Director o Directora que requerirá mayoría
absoluta, de acuerdo con lo establecido en los apartados 2 y 3
del artículo 17 de la Ley Orgánica 9/1995, de 20 de noviembre.

b) Aprobación del presupuesto y de la ejecución del mismo,
que se realizará por mayoría absoluta.
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c) Aprobación del Proyecto de Centro y del Reglamento de
Organización y Funcionamiento, así como sus modificaciones,
que se realizará por mayoría de dos tercios.

d) Propuesta de revocación de nombramiento del Director
o Directora, que, de acuerdo con el apartado 1.b) del artículo
11 y el apartado 3 del artículo 22 de la Ley Orgánica 9/1995,
requerirá mayoría de dos tercios.

e) Otros acuerdos en los que para su adopción sean exi-
gibles determinadas mayorías, de acuerdo con la normativa
vigente.

Artículo 38. Elección y renovación del Consejo Escolar.
1. El procedimiento de elección de los miembros del

Consejo Escolar se desarrollará, cuando corresponda, durante
el primer trimestre del curso académico.

2. El Consejo Escolar se renovará por mitades cada dos
años, afectando sucesivamente las distintas renovaciones a los
siguientes miembros:

a) Primera mitad:

El 50% de los representantes del profesorado y del alum-
nado. Cuando ese porcentaje en alguno de los sectores no
fuera número entero, será el número entero inmediatamente
superior.

b) Segunda mitad:

El resto de representantes del profesorado y del alumnado
y el representante del personal de administración y servicios,
cuando lo haya.

3. Cuando se proceda por primera vez a la constitución
del Consejo Escolar, de acuerdo con lo establecido en el pre-
sente Reglamento, se elegirán todos los miembros de cada sec-
tor de una vez. Los electores de cada uno de los sectores repre-
sentados harán constar en su papeleta, como máximo, tantos
nombres como puestos a cubrir. En la primera renovación par-
cial, posterior a la constitución del Consejo Escolar, se elegi-
rán los puestos correspondientes a la primera mitad estable-
cida en el apartado 2.a) de este artículo, afectando a aquellos
representantes que hubieran obtenido menos votos en la elec-
ción anterior.

4. En el supuesto del apartado d) del artículo 36 cuando
no esté equilibrada la representación del alumnado de ambas
modalidades, la renovación parcial de los representantes de
este sector restablecerá, en la medida de lo posible, la pro-
porción establecida en dicho artículo.

Artículo 39. Procedimiento para cubrir vacantes en el
Consejo Escolar.

1. Aquel representante que, antes de la renovación que le
corresponda, dejara de cumplir los requisitos necesarios para
pertenecer al Consejo Escolar, producirá una vacante que será
cubierta por el siguiente candidato o candidata de acuerdo con
el número de votos obtenidos. Para la dotación de las vacan-
tes que se produzcan, se utilizará la relación del acta de la
última renovación parcial, independientemente de que la vacante
a cubrir corresponda a una renovación parcial anterior. En el
caso de que no hubiera más candidatos para cubrir la vacante,
quedaría sin cubrir hasta la próxima renovación del Consejo
Escolar.

2. Las vacantes que no se hayan cubierto se dotarán
mediante elección en la siguiente renovación parcial. Las vacan-
tes que se produzcan a partir del mes de septiembre inme-
diatamente anterior a cualquier renovación parcial se cubrirán
en dicha renovación y no por sustitución.

3. En caso de que en una renovación parcial haya vacan-
tes que pertenezcan a la renovación parcial anterior, los pues-
tos de la renovación actual se cubrirán con los candidatos más

votados, y las vacantes con los siguientes en número de votos.
Estas últimas se renovarán en la siguiente elección parcial.

Artículo 40. Junta Electoral.
A efectos de organización del procedimiento de elección,

se constituirá en cada Instituto Provincial una Junta Electoral,
compuesta por los siguientes miembros: el Director o Directora
del Instituto Provincial que actuará como presidente, un pro-
fesor o profesora que actuará como secretario y levantará acta
de las sesiones, un alumno o alumna y, en su caso, un repre-
sentante del personal de administración y servicios, siendo
designados por sorteo público los tres últimos, así como sus
respectivos suplentes.

Artículo 41. Competencias de la Junta Electoral.
1. Serán competencias de la Junta Electoral las siguientes:

a) Aprobar y publicar los censos electorales, que com-
prenderán nombre y apellidos de los electores, documento
nacional de identidad de los mismos, así como su condición
de profesores, alumnos o personal de administración y servicios.

b) Concretar el calendario electoral, de acuerdo con lo
establecido en el artículo 38 del presente Reglamento.

c) Organizar el proceso electoral.
d) Admitir y proclamar las candidaturas, así como con-

cretar en cada Instituto Provincial el número máximo de can-
didatos que pueden ser votados por cada elector.

e) Promover la constitución de las distintas Mesas electo-
rales.

f) Resolver las reclamaciones presentadas contra las deci-
siones de las Mesas electorales.

g) Proclamar los candidatos y candidatas elegidos y remi-
tir las correspondientes actas a la Delegación Provincial de la
Consejería de Educación y Ciencia.

2. Contra las decisiones de la Junta Electoral, en lo rela-
tivo a la proclamación de candidatos, cabe recurso de alzada
ante el Delegado o Delegada de la Consejería de Educación y
Ciencia correspondiente, cuya resolución pondrá fin a la vía
administrativa.

Artículo 42. Procedimiento para cubrir los puestos de desig-
nación.

1. En la primera constitución y siempre que proceda o se
produzca una vacante en los puestos de designación, la Junta
Electoral solicitará la designación del representante al Ayunta-
miento correspondiente.

2. En aquellos Institutos Provinciales a los que se refiere
la letra g) del artículo 36 del presente Reglamento, la Junta
Electoral solicitará a la institución sociolaboral que determine
en cada caso la correspondiente Delegación Provincial de la
Consejería de Educación y Ciencia, la designación de su repre-
sentante en el Consejo Escolar.

Artículo 43. Elección de los representantes de los profe-
sores o profesoras.

1. Los representantes del profesorado en el Consejo Escolar
serán elegidos por el Claustro de entre sus miembros. El voto
será directo, secreto y no delegable. Los profesores o profeso-
ras de las Secciones formarán parte del Claustro en igualdad
de derechos y obligaciones.

2. Serán electores todos los miembros del Claustro. Será
elegible el profesorado que haya presentado su candidatura.

3. El Director o Directora acordará la convocatoria de un
Claustro, de carácter extraordinario, en el que, como único
punto del orden del día, figurará el acto de elección y procla-
mación de profesores o profesoras electos.

4. En la sesión del Claustro extraordinario, se constituirá
una Mesa electoral. Dicha Mesa estará integrada por el Director
o Directora del Instituto Provincial que actuará de presidente,
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el profesor o profesora de mayor antigüedad y el de menor anti-
güedad en el Instituto Provincial que actuará de secretario de
la Mesa. Cuando coincidan varios profesores o profesoras de
igual antigüedad, formarán parte de la Mesa el de mayor edad
entre los más antiguos y el de menor edad entre los menos
antiguos.

5. El quórum será la mitad más uno de los componentes
del Claustro. Si no existiera quórum, se efectuará nueva con-
vocatoria veinticuatro horas después de la señalada para la pri-
mera. En este caso, no será preceptivo el quórum señalado.

6. Cada profesor o profesora podrá hacer constar en su
papeleta, como máximo, tantos nombres de la relación de can-
didatos y candidatas como puestos a cubrir. Serán elegidos los
profesores o profesoras con mayor número de votos. Si en la
primera votación no hubiese resultado elegido el número de
profesores que corresponda, se procederá a realizar en el mismo
acto sucesivas votaciones hasta alcanzar dicho número, sin
perjuicio de lo dispuesto en el artículo 48.2 de este Reglamento.

7. No podrán ser elegidos como representantes del profe-
sorado en el Consejo Escolar los que desempeñen los cargos
de Director, Secretario y Jefe de Estudios.

Artículo 44. Elección de los representantes del alumnado.

1. Serán elegibles aquellos alumnos y alumnas que se
hayan presentado como candidatos y hayan sido admitidos
por la Junta Electoral. Las Asociaciones de Alumnos legalmente
constituidas podrán presentar candidaturas diferenciadas, que
quedarán identificadas en la correspondiente papeleta de voto
en la forma que se determine.

2. La elección estará precedida por la constitución de la
Mesa electoral que estará integrada por el Director o Directora
del Instituto Provincial que actuará de presidente, y dos alum-
nos o alumnas designados por sorteo de entre los electores,
tanto si cursan enseñanzas en la modalidad presencial como
en la modalidad semipresencial o a distancia, actuando de
secretario de la Mesa el de menor edad entre ellos.

3. El voto será directo, secreto y no delegable. Cada alumno
o alumna hará constar en su papeleta, como máximo, tantos
nombres de candidatos como puestos a cubrir. La votación se
efectuará de acuerdo con las instrucciones que dicte la Junta
Electoral.

4. Podrán actuar de supervisores de la votación los alum-
nos y alumnas que sean propuestos por una Asociación de
Alumnos del Instituto Provincial o avalados por la firma de diez
electores.

5. El alumnado que curse enseñanzas en el Instituto
Provincial podrá emitir su voto por correo, para lo cual la Junta
Electoral establecerá los mecanismos necesarios para su rea-
lización.

Artículo 45. Elección del representante del personal de
administración y servicios.

1. El representante del personal de administración y ser-
vicios será elegido por el personal que realiza en el Instituto
Provincial funciones de esta naturaleza, siempre que esté vin-
culado al mismo o, en su caso, al organismo o institución local
correspondiente, por relación jurídico-administrativa o laboral.
Serán elegibles aquellos miembros de este personal que se
hayan presentado como candidatos y hayan sido admitidos
por la Junta Electoral.

2. Para la elección del representante del personal de admi-
nistración y servicios, se constituirá una Mesa electoral inte-
grada por el Director o Directora que actuará de presidente, el
Secretario o persona que asuma las funciones de Secretario
del Instituto Provincial que actuará como Secretario, y un miem-
bro del citado personal con más antigüedad en el Instituto
Provincial. En el supuesto de que el número de electores sea
inferior a cinco, la votación se realizará ante la Mesa electoral
del profesorado en urna separada.

3. La votación se efectuará mediante sufragio directo,
secreto y no delegable. En los casos en que exista un solo elec-
tor, será éste el representante del personal de administración y
servicios en el Consejo Escolar, siempre que sea ésa su voluntad.

Artículo 46. Escrutinio de votos y elaboración de actas.

1. En cada uno de los actos electorales, una vez finalizada
la votación, se procederá por la Mesa electoral correspondiente
al escrutinio de los votos, incluidos los votos emitidos por correo.
Efectuado el recuento de los mismos, que será público, se
extenderá un acta, firmada por todos los componentes de la
Mesa, en la que se hará constar el nombre de los represen-
tantes elegidos, y el nombre y el número de votos obtenidos
por cada uno de los candidatos presentados. El acta será
enviada a la Junta Electoral del Instituto Provincial a efectos de
la proclamación de los distintos candidatos elegidos.

2. En los casos en que se produzca empate en las vota-
ciones, la elección se dirimirá por sorteo, sin perjuicio de la
proporción establecida por modalidades de enseñanza que
figura en el artículo 36 letra d) del presente Reglamento,
debiendo quedar este hecho y el resultado del mismo refleja-
dos en el acta.

3. Contra las decisiones de las mesas electorales se podrá
presentar reclamación dentro de los tres días siguientes a su
adopción ante la correspondiente Junta Electoral que resolverá
en el plazo de cinco días.

Artículo 47. Proclamación de candidatos electos y recla-
maciones.

1. El acto de proclamación de los candidatos electos se
realizará por la Junta Electoral del Instituto Provincial, tras el
escrutinio realizado por las mesas electorales y la recepción de
las correspondientes actas.

2. En la proclamación de candidatos electos como repre-
sentantes del alumnado se mantendrá en todo momento la
proporción establecida de acuerdo con el artículo 36 del pre-
sente Reglamento.

3. Contra las decisiones de la Junta Electoral, sobre apro-
bación de los censos electorales, admisión y proclamación de
candidaturas y de proclamación de miembros electos se podrá
interponer recurso de alzada ante el Delegado o Delegada
Provincial de la Consejería de Educación y Ciencia, cuya reso-
lución pondrá fin a la vía administrativa.

Artículo 48. Constitución del Consejo Escolar.

1. En el plazo de diez días a contar desde la fecha de pro-
clamación de los miembros electos, el Director o Directora acor-
dará convocar la sesión de constitución del nuevo Consejo
Escolar.

2. Si alguno de los sectores de la comunidad educativa
no eligiera o designara a sus representantes en el Consejo
Escolar por causas imputables al propio sector, este hecho no
invalidará la constitución de dicho órgano colegiado.

Artículo 49. Comisiones del Consejo Escolar.

1. El Consejo Escolar constituirá una Comisión Económica
integrada por el Director o Directora, un profesor o profesora y
un alumno o alumna, elegidos por cada uno de los sectores
de entre sus representantes en el Consejo Escolar. Las com-
petencias y el funcionamiento de esta Comisión se determi-
narán en el Reglamento de Organización y Funcionamiento del
Instituto Provincial.

2. El Consejo Escolar constituirá una Comisión de Conviven-
cia en la forma en que se determine en el Reglamento de
Organización y Funcionamiento del Instituto Provincial, en la
que, al menos estarán presentes el Director o Directora, el Jefe
o Jefa de Estudios, dos profesores o profesoras y dos alumnos
o alumnas uno por cada modalidad de enseñanza. Esta Comi-
sión informará al Consejo Escolar sobre la aplicación de las
normas de convivencia.
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3. Asimismo, podrán constituirse otras Comisiones para
asuntos específicos, en la forma y con las competencias que
determine el Reglamento de Organización y Funcionamiento
del Instituto Provincial.

4. Las Comisiones informarán al Consejo Escolar sobre
todos aquellos aspectos relacionados con sus atribuciones y
su posterior aplicación.

Artículo 50. Carácter y composición del Claustro de Pro-
fesores.

1. El Claustro de Profesores, órgano propio de participa-
ción de éstos en el Instituto Provincial, tiene la responsabilidad
de planificar, coordinar, decidir e informar sobre todos los aspec-
tos educativos del mismo.

2. El Claustro de Profesores será presidido por el Director o
Directora del Instituto Provincial y estará integrado por la totali-
dad del profesorado que preste servicios en el mismo. Actuará
como secretario en el Claustro el Secretario o Secretaria del Instituto
Provincial o el Administrador o Administradora, si lo hubiera.

Artículo 51. Competencias del Claustro de Profesores.

El Claustro de Profesores tendrá las siguientes compe-
tencias:

a) Formular propuestas dirigidas al equipo directivo para
la elaboración del Proyecto de Centro y del Plan Anual del
mismo.

b) Establecer los criterios para la elaboración del Proyecto
Curricular de Centro, aprobarlo, evaluarlo y decidir las posibles
modificaciones posteriores del mismo, conforme al Proyecto
de Centro.

c) Aprobar los aspectos docentes del Plan Anual del Centro,
conforme al Proyecto de Centro e informarlo antes de su presen-
tación al Consejo Escolar, así como de la Memoria Final de Curso.

d) Promover iniciativas en el ámbito de la experimentación
y de la innovación educativas.

e) Promover iniciativas para el desarrollo de Planes Edu-
cativos.

f) Promover iniciativas para el desarrollo de actividades
complementarias y de extensión cultural.

g) Elegir a sus representantes en el Consejo Escolar del
Instituto Provincial.

h) Conocer las candidaturas a la dirección y los progra-
mas presentados por los candidatos.

i) Coordinar las funciones referentes a la orientación, tuto-
ría, evaluación y a las necesidades educativas del alumnado.

j) Analizar y valorar los resultados de la evaluación que del
Instituto Provincial realice la Administración educativa o cual-
quier información referente a la marcha del mismo.

k) Analizar y evaluar los aspectos docentes del Proyecto
de Centro y del Plan Anual del mismo.

l) Promover iniciativas en la formación del profesorado del
Instituto Provincial, teniendo en cuenta las características espe-
cíficas del mismo, tanto en lo referente al alumnado como a
las modalidades de enseñanza que se imparten.

m) Aprobar los criterios pedagógicos para la elaboración
del horario general del Instituto Provincial, de los horarios del
alumnado y de los horarios del profesorado.

n) Aprobar la planificación general de las sesiones de eva-
luación.

ñ) Analizar y valorar trimestralmente la situación econó-
mica del Centro.

o) Analizar y valorar la evolución del rendimiento acadé-
mico general del Instituto Provincial a través de los resultados
de las evaluaciones y de cuantos otros medios se consideren.

p) Conocer las relaciones del Instituto Provincial con las
Instituciones de su provincia.

q) Cualesquiera otras que les sean atribuidas en la nor-
mativa vigente.

Artículo 52. Régimen de funcionamiento del Claustro de
Profesores.

1. Las reuniones del Claustro de Profesores deberán cele-
brarse en el día y con el horario que posibiliten la asistencia
de todos sus miembros. En las reuniones ordinarias, el
Secretario o Secretaria del Claustro, por orden del Director o
Directora, convocará con el correspondiente orden del día a los
miembros del mismo, con una antelación mínima de cuatro
días y pondrá a su disposición la correspondiente información
sobre los temas incluidos en él. Podrán realizarse, además,
convocatorias extraordinarias con una antelación mínima de
cuarenta y ocho horas, cuando la naturaleza de los asuntos
que hayan de tratarse así lo aconseje.

2. El Claustro de Profesores será convocado por el Director
o Directora, por propia iniciativa o a solicitud de, al menos, un
tercio de sus miembros. En todo caso, se reunirá, como mínimo,
una vez al trimestre y será preceptiva una sesión a principio de
curso y otra al final del mismo. La asistencia a las sesiones del
Claustro de Profesores será obligatoria para todos sus miem-
bros.

TITULO IV

ORGANOS DE COORDINACION DOCENTE

CAPITULO I

Disposiciones generales

Artículo 53. Organos de coordinación docente.

1. En los Institutos Provinciales de Formación de Adultos
existirán los siguientes órganos de coordinación docente:

a) Departamento de Orientación.

b) Departamentos Didácticos.

c) Departamento de Comunicación Educativa y recursos.

d) Equipo Técnico de Coordinación Pedagógica.

e) Equipo Educativo.

f) Tutores o tutoras de grupo.

2. En función de las enseñanzas que imparta el Centro,
existirán los siguientes Departamentos didácticos:

a) Institutos Provinciales que impartan sólo Educación
Secundaría Obligatoria para Adultos y Bachillerato para Adultos,
donde se constituirán los de Lengua Castellana y Literatura,
Inglés, Francés, Biología y Geología, Física y Química, Geografía
e Historia, Latín, Griego, Dibujo y Artes Plásticas, Filosofía y
Matemáticas.

b) Institutos Provinciales que además impartan Formación
Profesional Específica para Adultos, donde se constituirán
Departamentos de familia profesional que agruparán a los pro-
fesores o profesoras que impartan Formación Profesional
Específica en ciclos formativos de una misma familia profe-
sional y que no pertenezcan a otro Departamento.

La Consejería de Educación y Ciencia podrá adaptar lo
dispuesto en este apartado a las peculiaridades de los Institutos
Provinciales, de acuerdo con su plantilla orgánica y las ense-
ñanzas que impartan.

CAPITULO II

Departamento de Orientación

Artículo 54. Composición del Departamento de Orientación.

El Departamento de Orientación estará compuesto por:
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a) Al menos, un orientador u orientadora, perteneciente
al Cuerpo de Profesores de Enseñanza Secundaria de la espe-
cialidad de Psicología y Pedagogía.

b) En los Institutos Provinciales en los que se imparta
Formación Profesional Específica se incorporarán al Departa-
mento de orientación, en su caso, los profesores o profesoras
que tengan a su cargo la formación y orientación laboral.

c) En los Institutos Provinciales que atiendan a personas
adultas con discapacidades sensoriales o motoras se incorpo-
rarán al Departamento de orientación los funcionarios docen-
tes del Cuerpo de Maestros o de Profesores de Educación
Secundaria que la Consejería de Educación y Ciencia deter-
mine, de acuerdo con las necesidades peculiares de cada
Instituto Provincial.

d) Asimismo, podrán incorporarse al Departamento de
orientación los tutores o tutoras de grupo en la forma que se
establezca en el plan de orientación y de acción tutorial.

Artículo 55. Funciones de los orientadores u orientadoras.
El orientador u orientadora ejercerá, al menos, las siguien-

tes funciones:

a) Desarrollar las actuaciones necesarias para el aseso-
ramiento y orientación psicopedagógica con objeto de facilitar
y apoyar las labores de tutoría y orientación de los alumnos o
alumnas.

b) Asistir a aquellas sesiones de evaluación que se deter-
minen de acuerdo con el Proyecto Curricular del Centro, pres-
tando asesoramiento en relación con la permanencia del alum-
nado en cada uno de los ciclos o módulos del nivel de la
Educación Secundaria Obligatoria para Adultos.

c) Participar en la elaboración y la evaluación de la Prueba
de Valoración Inicial.

d) Colaborar con el profesorado en el ajuste de la actua-
ción docente a las necesidades y características del alumnado.

e) Contribuir a la elaboración, evaluación y seguimiento
de las medidas educativas complementarias encaminadas a
conseguir la adecuación del proceso educativo al ritmo de
aprendizaje del alumno o alumna.

f) En su caso, impartir la materia de Psicología, de acuerdo
con lo que, a tales efectos, se establezca por la Administración
educativa.

g) Asesorar y fomentar los cauces que permitan desarro-
llar dentro de la programación, la autoevaluación, las técnicas
de estudio, de autoestima y de motivación.

h) Cualesquiera otras que le sean atribuidas por la nor-
mativa vigente.

Artículo 56. Funciones del Departamento de orientación.
El Departamento de orientación asumirá las siguientes

funciones:

a) Elaborar, de acuerdo con las directrices establecidas
por el Equipo Técnico de Coordinación Pedagógica y en cola-
boración con los tutores o tutoras, la propuesta de plan de
orientación y de acción tutorial, y elevarla a dicho Equipo para
su discusión y posterior inclusión en el Proyecto Curricular de
Centro.

b) Elaborar las actividades correspondientes al Departa-
mento para su inclusión en el Plan Anual de Centro.

c) Contribuir al desarrollo del plan de orientación y de
acción tutorial, así como llevar a cabo la evaluación de las acti-
vidades realizadas y elaborar las correspondientes propuestas
de mejora, como parte integrante de la Memoria Final de curso,
sin perjuicio de las competencias que corresponden al Consejo
Escolar en esta materia.

d) Colaborar con los Departamentos didácticos, bajo la
coordinación del Jefe o Jefa de Estudios, en la elaboración de
las medidas educativas complementarias encaminadas a con-
seguir la adecuación del proceso educativo al ritmo de apren-

dizaje del alumno o alumna y de las medidas de refuerzo nece-
sarias para la superación de problemas de aprendizaje.

e) Colaborar con los Departamentos didácticos en el segui-
miento del proceso de enseñanza-aprendizaje del alumnado
tanto de la modalidad presencial como de la semipresencial o
a distancia.

f) Formular propuestas al Equipo Técnico de Coordinación
Pedagógica sobre los aspectos psicopedagógicos del Proyecto
Curricular de Centro.

g) Promover la innovación educativa y proponer activida-
des de formación.

h) Asesorar y colaborar con el Departamento de comuni-
cación educativa y recursos en la documentación que se ela-
bore para la orientación del alumnado.

Artículo 57. Designación del Jefe o Jefa del Departamento
de orientación.

1. El Jefe o Jefa del Departamento de orientación será
nombrado por el Delegado o Delegada Provincial y desempe-
ñará su cargo durante dos cursos académicos, sin menoscabo
de lo establecido en el artículo siguiente.

2. La Jefatura del Departamento de orientación será desem-
peñada por un profesor o profesora del mismo de la especia-
lidad de Psicología y Pedagogía con la condición de catedrá-
tico y con destino definitivo en el Centro. Cuando exista más
de un profesor o profesora con la condición de catedrático, la
jefatura recaerá en aquél que proponga el Departamento.

3. Cuando en el Departamento no haya profesorado con
la condición de catedrático, o habiéndolo se hubiera producido
la circunstancia señalada en el apartado 3 del artículo 58 de
este Reglamento, la jefatura será desempeñada por cualquier
otro profesor o profesora de la especialidad de Psicología o
Pedagogía.

4. Si en el Departamento no hubiera profesorado de la
especialidad de Psicología o Pedagogía, o habiéndolo se hubiere
producido la circunstancia señalada en el apartado 3 del artículo
58 de este Reglamento, la Jefatura del Departamento será
desempeñada por cualquier otro profesor o profesora que per-
tenezca al mismo.

5. Si las circunstancias señaladas en los dos apartados
anteriores concurrieran en más de un profesor o profesora, los
pertenecientes al Departamento de orientación procederán a
proponer al Jefe o Jefa del mismo de entre los que reunieran
los requisitos establecidos.

6. En todos los casos, el Director elevará la oportuna pro-
puesta a la correspondiente Delegación Provincial de la
Consejería de Educación y Ciencia para su nombramiento.

Artículo 58. Cese del Jefe o Jefa del Departamento de
orientación.

1. El Jefe o Jefa del Departamento de orientación cesará
en sus funciones al producirse alguna de las circunstancias
siguientes:

a) Cuando finalice su mandato.
b) Renuncia motivada aceptada por el Delegado o Delegada

Provincial, previo informe razonado del Director o Directora.
c) A propuesta del Director o Directora, mediante informe

razonado, oído el Claustro, con audiencia del interesado o inte-
resada.

d) Cuando, por cualquier circunstancia, deje de prestar
servicios efectivos en el Instituto Provincial.

2. Asimismo, podrá ser propuesto su cese por el Director
o Directora del Instituto Provincial, a petición de la mayoría
absoluta de los miembros del Departamento, en informe razo-
nado dirigido al Director o Directora, y con audiencia del inte-
resado o interesada.

3. Producido el cese, el Director o Directora del Instituto
Provincial procederá a proponer el nombramiento de un nuevo

Página núm. 11.912 BOJA núm. 77 Sevilla, 2 de julio 2002



Jefe o Jefa de Departamento, de acuerdo con lo establecido
en el artículo 57 de este Reglamento. En cualquier caso, si el
cese se ha producido por cualquiera de las circunstancias seña-
ladas en los párrafos b) y c) del apartado 1 y en el apartado 2
de este artículo, el nombramiento no podrá recaer en el mismo
profesor o profesora.

Artículo 59. Competencias del Jefe o Jefa del Departamento
de orientación.

Son competencias del Jefe o Jefa del Departamento de
orientación:

a) Coordinar la elaboración, planificación y ejecución del
plan de orientación y acción tutorial.

b) Dirigir y coordinar las actividades del Departamento,
bajo la coordinación del Jefe o Jefa de Estudios.

c) Convocar y presidir las reuniones del Departamento y
levantar acta de las mismas.

d) Coordinar la organización de espacios e instalaciones,
proponer la adquisición del material y el equipamiento especí-
fico asignado al Departamento y velar por su mantenimiento.

e) Promover la evaluación de los distintos proyectos y acti-
vidades del Departamento.

f) Colaborar en las evaluaciones que, sobre el funciona-
miento y las actividades del Instituto Provincial, promuevan los
órganos de gobierno del mismo o la Administración educativa.

g) Representar al Departamento en el Equipo Técnico de
Coordinación Pedagógica.

h) Velar por el cumplimiento del plan de actividades del
Departamento.

i) Colaborar con el Secretario o con el Administrador, si lo
hubiere, en la realización del inventario de los recursos mate-
riales del Departamento.

CAPITULO III

Departamentos didácticos

Artículo 60. Carácter y composición de los Departamentos
didácticos.

1. Los Departamentos didácticos son los órganos básicos
encargados de organizar y desarrollar las enseñanzas propias
de las áreas, materias o módulos profesionales que tengan
asignados en el Instituto Provincial y las actividades que se les
encomienden, dentro del ámbito de sus competencias.

2. A cada Departamento didáctico pertenecerán los pro-
fesores o profesoras de las especialidades que impartan las
enseñanzas propias de las áreas, materias o módulos profe-
sionales asignados al Departamento. Estarán adscritos a un
Departamento, los profesores o profesoras que, aun pertene-
ciendo a otro, impartan algún área, materia o módulo profe-
sional del primero.

3. Cuando en un Instituto Provincial se impartan materias
o módulos profesionales que o bien no están asignados a un
Departamento por la normativa vigente, o bien pueden ser
impartidas por el profesorado de distintos Departamentos y la
prioridad de su atribución no esté establecida por la legislación
correspondiente, el Director o Directora, a propuesta del Equipo
Técnico de Coordinación Pedagógica, adscribirá estas ense-
ñanzas a uno de dichos Departamentos didácticos.

Artículo 61. Funciones de los Departamentos didácticos.

Son funciones de los Departamentos didácticos:

a) Elaborar los aspectos docentes del Plan Anual de Centro
correspondientes al Departamento.

b) Formular propuestas al Equipo Técnico de Coordinación
Pedagógica relativas a la elaboración o modificación del Proyecto
Curricular de Centro.

c) Elaborar, antes del comienzo del curso académico, tanto
para la modalidad presencial como para la modalidad semi-
presencial o a distancia, la programación didáctica de las ense-
ñanzas correspondientes a las áreas, materias o módulos pro-
fesionales integrados en el Departamento, bajo la coordinación
y dirección del Jefe o Jefa del mismo, y de acuerdo con las
directrices generales establecidas por el Equipo Técnico de
Coordinación Pedagógica. La programación didáctica incluirá,
para cada etapa, los aspectos señalados en el artículo 12 de
este Reglamento.

d) Proponer la realización de actividades complementa-
rias o culturales en relación con las áreas, materias o módu-
los profesionales que tienen asignados.

e) Promover la innovación educativa y proponer al Jefe o
Jefa de Estudios actividades de formación del profesorado.

f) Mantener actualizada la metodología científico-didáctica.

g) Elaborar, realizar y evaluar la Prueba de Valoración Inicial
del Alumno que acceda por vez primera al nivel de Educación
Secundaria Obligatoria para Adultos.

h) Elaborar, realizar y evaluar las pruebas de acceso para
los ciclos formativos de Formación Profesional Específica para
Adultos.

i) Resolver en primera instancia las reclamaciones deri-
vadas del proceso de evaluación que el alumnado formule al
Departamento y emitir los informes pertinentes.

j) Llevar a cabo la evaluación de las actividades realizadas
y elaborar las correspondientes propuestas de mejora, como
parte integrante de la Memoria Final de Curso, sin perjuicio de
las competencias que corresponden al Consejo Escolar en esta
materia.

k) Proponer la oferta de materias optativas dependientes
del Departamento, que serán impartidas por el profesorado del
mismo, y elaborar las correspondientes programaciones
didácticas.

l) Realizar el seguimiento del grado de cumplimiento de la
programación didáctica y proponer medidas de mejora que se
deriven del mismo.

m) Evaluar la práctica docente y los resultados del pro-
ceso de enseñanza-aprendizaje en las áreas, materias o módu-
los profesionales integrados en el Departamento, tanto en la
modalidad presencial como en la modalidad semipresencial o
a distancia.

Artículo 62. Designación de los Jefes o Jefas de los Departa-
mentos didácticos.

1. Los Jefes o Jefas de los Departamentos didácticos serán
nombrados por el Delegado o Delegada Provincial y desem-
peñarán su cargo durante dos cursos académicos, sin menos-
cabo de lo establecido en el artículo siguiente.

2. La jefatura del Departamento será desempeñada por
un profesor o profesora que pertenezca al mismo con la con-
dición de catedrático con destino definitivo en el centro. Cuando
en un departamento haya más de un profesor o profesora con
la condición de catedrático, la jefatura del mismo recaerá en
aquél que proponga el Departamento.

3. Cuando en un Departamento no haya profesor o pro-
fesora alguno con la condición de catedrático, o habiéndolo se
hubiera producido la circunstancia señalada en el apartado 2
del artículo 63 de este Reglamento, la jefatura del mismo
recaerá en aquel miembro con destino definitivo que proponga
el Departamento. Cuando no haya profesorado con destino
definitivo en el Centro, la jefatura podrá ser desempeñada por
cualquier miembro del Departamento.

4. En todos los casos, el Director o Directora elevará la
oportuna propuesta a la correspondiente Delegación Provincial
de la Consejería de Educación y Ciencia para su nombramiento.
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Artículo 63. Cese de los Jefes o Jefas de los Departamentos
didácticos.

1. Los Jefes o Jefas de los Departamentos didácticos cesa-
rán en sus funciones al producirse alguna de las circunstan-
cias siguientes:

a) Cuando finalice su mandato.

b) Renuncia motivada aceptada por el Delegado o Delegada
Provincial, previo informe razonado del Director o Directora.

c) A propuesta del Director o Directora, mediante informe
razonado, oído el Claustro, con audiencia del interesado o inte-
resada.

d) Cuando, por cualquier circunstancia, dejen de prestar
servicios efectivos en el Instituto Provincial.

2. Asimismo, podrá ser propuesto el cese de los Jefes o
Jefas de los Departamentos didácticos por el Director o Directora
del Instituto Provincial, a petición de la mayoría absoluta de los
miembros del Departamento, en informe razonado dirigido al
Director o Directora, y con audiencia del interesado o interesada.

3. Producido el cese de cualquier Jefe de Departamento
didáctico, el Director del Instituto Provincial procederá a desig-
nar al nuevo Jefe del Departamento, de acuerdo con lo esta-
blecido en el artículo 62 de este Reglamento. En cualquier caso,
si el cese se ha producido por cualquiera de las circunstancias
señaladas en los párrafos b) y c) del apartado 1 y en el apar-
tado 2 de este artículo, el nombramiento no podrá recaer en
el mismo profesor o profesora.

Artículo 64. Competencias de los Jefes o Jefas de los
Departamentos didácticos.

1. Son competencias de los Jefes o Jefas de los Departa-
mentos didácticos:

a) Coordinar la elaboración de los aspectos docentes del
Plan Anual de Centro y de la programación didáctica de las
áreas, materias o módulos profesionales que se integran en el
Departamento.

b) Dirigir y coordinar las actividades académicas del
Departamento, bajo la coordinación del Jefe o Jefa de Estudios.

c) Convocar y presidir las reuniones del Departamento y
levantar acta de las mismas.

d) Realizar las convocatorias, cuando corresponda, de los
exámenes para el alumnado de Bachillerato para Adultos o
ciclos formativos de Formación Profesional Específica para
Adultos con materias o módulos profesionales pendientes de
evaluación positiva, en coordinación con el Jefe o Jefa de
Estudios.

e) Velar por el cumplimiento de la programación didáctica
del Departamento y la correcta aplicación de los criterios de
evaluación.

f) Coordinar la realización de la Prueba de Valoración Inicial
del Alumno, así como la evaluación de la misma, en lo refe-
rente al área o áreas correspondientes.

g) Coordinar la organización de espacios e instalaciones,
proponer la adquisición del material y equipamiento específico
asignado al Departamento y velar por su mantenimiento.

h) Promover la evaluación de la práctica docente de su
Departamento y de los distintos proyectos y actividades del
mismo.

i) Colaborar en las evaluaciones que, sobre el funciona-
miento y las actividades del Instituto Provincial, promuevan los
órganos de gobierno del mismo o la Administración educativa.

j) Representar al Departamento en el Equipo Técnico de
Coordinación Pedagógica.

k) Colaborar con el Jefe o Jefa del Departamento de comu-
nicación educativa y recursos en la planificación necesaria para
las enseñanzas en la modalidad semipresencial o a distancia.

l) Asistir a las reuniones de coordinación y hacer el segui-
miento de las pruebas de acceso a la universidad con los res-
ponsables de las mismas.

m) Velar por el grado de adecuación de las enseñanzas
de las áreas, materias o módulos profesionales integrados en
el Departamento al Proyecto Curricular y, en su caso, ordenar
las modificaciones oportunas.

n) Impulsar la actualización científico-didáctica del Departa-
mento a través de la formación.

ñ) Colaborar con el Secretario o, en su caso, con el Admi-
nistrador, en la realización del inventario de los recursos mate-
riales del Departamento.

2. Los Jefes o Jefas de los Departamentos de familia pro-
fesional tendrán, además de las especificadas en el apartado
1 anterior, las siguientes competencias:

a) Coordinar la programación de los ciclos formativos.

b) Coordinar la elaboración, realización y evaluación de
las pruebas de acceso a los ciclos formativos de Formación
Profesional Específica para Adultos.

c) Colaborar con el Director o Directora en el fomento de
las relaciones con las empresas e Instituciones públicas y pri-
vadas que participen en la formación de los alumnos y alum-
nas en los Centros de trabajo.

CAPITULO IV

Departamento de comunicación educativa y recursos

Artículo 65. Funciones del Departamento de comunica-
ción educativa y recursos.

1. El Departamento de comunicación educativa y recur-
sos se encargará de promover, organizar, coordinar y gestionar
la distribución de los materiales y los recursos adecuados para
las enseñanzas en la modalidad semipresencial o a distancia
que se impartan en el Instituto Provincial.

2. A tales efectos, el Jefe o Jefa del Departamento de comu-
nicación educativa y recursos desempeñará sus funciones en
colaboración con los Jefes o Jefas de los Departamento didác-
ticos.

Artículo 66. Designación del Jefe o Jefa del Departamento
de comunicación educativa y recursos.

1. La jefatura del Departamento será desempeñada por
un profesor o profesora que imparta enseñanzas en la moda-
lidad semipresencial o a distancia, con destino definitivo en el
Instituto Provincial a propuesta del Director oído el Claustro de
Profesores. Será nombrado por el Delegado o Delegada Provin-
cial y desempeñará su cargo durante dos cursos académicos,
sin menoscabo de lo establecido en el artículo siguiente.

2. El Director del Instituto Provincial elevará la oportuna
propuesta a la correspondiente Delegación Provincial de la
Consejería de Educación y Ciencia para su nombramiento.

Artículo 67. Cese del Jefe o Jefa del Departamento de
comunicación educativa y recursos.

1. El Jefe o Jefa del Departamento de comunicación edu-
cativa y recursos cesará en sus funciones al producirse alguna
de las circunstancias siguientes:

a) Cuando finalice su mandato.

b) Renuncia motivada aceptada por el Delegado o Delegada
Provincial, previo informe razonado del Director o Directora.

c) A propuesta del Director o Directora, mediante informe
razonado, oído el Claustro, con audiencia del interesado o inte-
resada.

d) Cuando, por cualquier circunstancia, deje de prestar
servicios efectivos en el Instituto Provincial.
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2. Producido el cese del Jefe o Jefa del Departamento de
comunicación educativa y recursos, el Director o Directora del
Instituto Provincial procederá a designar al nuevo Jefe o Jefa
del Departamento, de acuerdo con lo establecido en el artículo
66 de este Reglamento. En cualquier caso, si el cese se ha pro-
ducido por cualquiera de las circunstancias señaladas en los
párrafos b) y c) del apartado 1 de este artículo, el nombra-
miento no podrá recaer en el mismo profesor o profesora.

Artículo 68. Competencias del Jefe o Jefa del Departamento
de comunicación educativa y recursos.

Son competencias del Jefe o Jefa del Departamento de
comunicación educativa y recursos:

a) Dirigir y coordinar las actividades del Departamento,
bajo la coordinación del Jefe o Jefa de Estudios.

b) Representar al Departamento en el Equipo Técnico de
Coordinación Pedagógica.

c) Colaborar con los respectivos Departamentos didácti-
cos en la elaboración del material didáctico necesario para la
actividad docente.

d) Organizar la distribución de los materiales didácticos y
coordinar la utilización de los recursos materiales impresos y
no impresos, así como su actualización.

e) Promover y estructurar programaciones y guías didác-
ticas de acuerdo con la programación realizada por los Departa-
mentos didácticos que permitan el estudio independiente del
alumnado, colaborando con éste en la superación de las difi-
cultades propias del autoaprendizaje.

f) Coordinar y organizar el material didáctico al principio
de curso o, en su caso, cuatrimestre, así como las orientacio-
nes y actividades.

g) Colaborar con los Departamentos didácticos en la ela-
boración de documentación que permita ayudar al alumnado
que cursa enseñanzas en la modalidad semipresencial o a dis-
tancia.

h) Agilizar el intercambio de comunicación entre el profe-
sorado y el alumnado y velar por el cumplimiento de los calen-
darios previstos.

i) Promover la innovación educativa sobre medios y recur-
sos en las enseñanzas de la modalidad semipresencial o a dis-
tancia y proponer al Jefe o Jefa de Estudios actividades de per-
feccionamiento del profesorado en la teleformación.

j) Coordinar la evaluación de los materiales y recursos uti-
lizados para las enseñanzas en la modalidad semipresencial
o a distancia, así como proponer medidas de mejora que se
deriven de dicha evaluación.

k) Colaborar con el Secretario o, en su caso, con el
Administrador del Instituto Provincial, en la realización del inven-
tario de los recursos materiales del Departamento.

CAPITULO V

Equipo Técnico de Coordinación Pedagógica

Artículo 69. Composición.

El Equipo Técnico de Coordinación Pedagógica estará inte-
grado por el Director, que será su Presidente, el Vicedirector,
el Jefe de Estudios y los Jefes de los distintos Departamentos.
Actuará como secretario el Jefe de Departamento que designe
el Director.

Artículo 70. Competencias del Equipo Técnico de Coordina-
ción Pedagógica.

El Equipo Técnico de Coordinación Pedagógica tendrá las
siguientes competencias:

a) Establecer las directrices generales para la elaboración
del Proyecto Curricular de Centro y sus modificaciones.

b) Coordinar la elaboración del Proyecto Curricular de
Centro y su posible modificación, y asegurar su coherencia con
el Proyecto de Centro y sus modificaciones.

c) Establecer las directrices generales para la elaboración
y revisión de las programaciones didácticas de los Departa-
mentos, del plan de orientación y de acción tutorial, del plan
de formación del profesorado y de los materiales y recursos
didácticos.

e) Fomentar la colaboración y coordinación entre Departa-
mentos desde un punto de vista curricular y didáctico.

f) Organizar, bajo la coordinación del Jefe o Jefa de Estu-
dios, la realización de las actividades de perfeccionamiento del
profesorado de acuerdo con el plan de formación.

g) Elaborar la propuesta de criterios y procedimientos para
atender al alumnado que precise atención diferenciada.

h) Proponer al Claustro de Profesores el Proyecto Curricular
de Centro para su aprobación.

i) Velar por el cumplimiento y posterior evaluación del
Proyecto Curricular de Centro.

j) Proponer al Claustro de Profesores la planificación gene-
ral de las sesiones de evaluación y el calendario de exámenes
o pruebas extraordinarias de acuerdo con el Jefe o Jefa de
Estudios.

k) Proponer al Claustro de Profesores el plan para evaluar
el Proyecto Curricular de Centro, los aspectos docentes del
Proyecto de Centro y del Plan Anual del mismo, la evolución
del aprendizaje y el proceso de enseñanza.

l) Fomentar la evaluación de todas las actividades y pro-
yectos que el Instituto Provincial realice, colaborar con las eva-
luaciones que se lleven a cabo a iniciativa de los órganos de
gobierno o de la Administración educativa e impulsar planes
de mejora en caso de que se estime necesario, como resul-
tado de dichas evaluaciones.

CAPITULO VI

Equipo educativo

Artículo 71. Composición y régimen de funcionamiento del
equipo educativo.

1. El equipo educativo es el conjunto de profesores o pro-
fesoras que imparten áreas, materias o módulos a un grupo
de alumnos o alumnas bien sea en la modalidad presencial o
en la modalidad semipresencial o a distancia y será coordi-
nado por su tutor o tutora.

2. El equipo educativo se reunirá según lo establecido en
la normativa sobre evaluación y siempre que sea convocado
por el Jefe o Jefa de Estudios, a propuesta del tutor o tutora
del grupo.

Artículo 72. Funciones del equipo educativo.
Las funciones del equipo educativo serán:

a) Garantizar que cada profesor o profesora proporcione
al alumnado información relativa a la programación, con espe-
cial referencia a los objetivos, los mínimos exigibles y los cri-
terios de evaluación.

b) Llevar a cabo la evaluación y el seguimiento global del
alumnado del grupo, estableciendo las medidas necesarias
para mejorar su aprendizaje en los términos establecidos por
la legislación específica sobre evaluación.

c) Establecer las actuaciones necesarias para mejorar el
clima de convivencia del grupo.

d) Tratar coordinadamente las dificultades que surjan en
el seno del grupo, estableciendo las medidas adecuadas para
resolverlas.

e) Procurar la coordinación de las actividades de ense-
ñanza y aprendizaje que se propongan al alumnado del grupo.

f) Cualquier otra que establezca el Reglamento de Organiza-
ción y Funcionamiento del Instituto Provincial.
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CAPITULO VII

Tutores o tutoras de grupo

Artículo 73. Tutoría y designación de tutores o tutoras.

1. Cada grupo de alumnos o alumnas tanto en la moda-
lidad presencial como en la modalidad semipresencial o a dis-
tancia tendrá un tutor o tutora que será designado por el Director
o Directora, oído el Claustro de Profesores, a propuesta del Jefe
o Jefa de Estudios, entre los profesores o profesoras que impar-
tan docencia al grupo.

2. El nombramiento de los tutores o tutoras se efectuará
para un curso académico.

Artículo 74. Funciones del tutor o tutora.

1. Los profesores o profesoras tutores de grupo ejercerán
las siguientes funciones:

a) Desarrollar las actividades previstas en el plan de orien-
tación y de acción tutorial.

b) Coordinar el proceso de evaluación del alumnado de
su grupo, curso o módulo y adoptar, junto con el Equipo edu-
cativo, la decisión que proceda acerca de la promoción de los
alumnos y alumnas de acuerdo con los criterios que, al res-
pecto, se establezcan en el Proyecto Curricular.

c) Coordinar, organizar y presidir el Equipo educativo y las
sesiones de evaluación de su grupo, curso o módulo de
alumnos.

d) Orientar y asesorar al alumnado sobre sus posibilida-
des académicas y profesionales, así como facilitar su integra-
ción en las actividades del Instituto Provincial, en colaboración
con el Departamento de orientación.

e) Ayudar a resolver las demandas e inquietudes del alum-
nado y mediar, en colaboración con el delegado y subdelegado
del grupo, ante el resto del profesorado y el Equipo educativo.

f) Coordinar las actividades complementarias de los alum-
nos del grupo, curso o módulo.

g) Informar al profesorado y al alumnado del grupo, curso
o módulo de todo aquello que les concierna en relación con
las actividades docentes, con las complementarias y con el
rendimiento académico.

h) Cumplimentar la documentación académica individual
del alumnado a su cargo.

2. En el caso de los ciclos formativos de Formación
Profesional Específica para Adultos, el tutor o tutora de cada
grupo asumirá también, respecto a los módulos profesionales
de formación en Centros de trabajo y proyecto integrado, las
siguientes funciones:

a) Coordinar la elaboración de los programas formativos
y la organización y el seguimiento de estos módulos profesio-
nales, a fin de unificar criterios para su desarrollo.

b) Coordinar la toma de decisiones sobre los alumnos que
deban realizar los citados módulos profesionales, una vez eva-
luados los asociados a la competencia y los socioeconómicos.

c) Establecer la relación inicial con el responsable desig-
nado por el centro de trabajo para el seguimiento del programa
formativo, a fin de contribuir a que dicho programa se ajuste
a la cualificación que se pretende.

d) Organizar y coordinar la atención al alumnado en el
Instituto Provincial durante el período de realización de ambos
módulos profesionales.

e) Coordinar a los profesores o profesoras que tuvieran
asignados el módulo profesional de proyecto integrado y el de
formación en centros de trabajo en el seguimiento del desa-
rrollo de dichos módulos.

f) Formalizar la documentación derivada de los convenios
de colaboración entre el Instituto Provincial y el centro de trabajo.

g) Orientar y coordinar el proceso de evaluación y califi-
cación de dichos módulos profesionales.

TITULO V

EVALUACION DE LOS INSTITUTOS PROVINCIALES

Artículo 75.- Evaluación interna de los Institutos Provinciales.
1. Los Institutos Provinciales de Formación de Adultos eva-

luarán su propio funcionamiento, cada uno de los programas
y actividades que se lleven a cabo y los resultados alcanzados
al final de curso.

2. Los órganos de gobierno y de coordinación docente del
Instituto Provincial impulsarán, en el ámbito de sus compe-
tencias, la realización de la evaluación interna.

3. Al término de cada curso, el Consejo Escolar del Instituto
Provincial evaluará, por medio de la Memoria Final prevista en
el artículo 11 de este Reglamento, el Plan Anual de Centro, res-
petando, en todo caso, los aspectos docentes que son com-
petencia exclusiva del Claustro de Profesores.

4. La Memoria Final de Curso recogerá el resultado del
proceso de evaluación interna que el Centro realice sobre su
funcionamiento, previamente definido en el Proyecto de Centro
y en el Plan Anual de Centro.

Artículo 76. Evaluación externa de los Institutos Provinciales.
1. La Consejería de Educación y Ciencia establecerá pro-

gramas de evaluación periódica de los Institutos Provinciales
de Formación de Adultos, que se llevarán a cabo principalmente
por la Inspección Educativa, y que deberán tomar en conside-
ración las circunstancias en las que se desarrollen las activi-
dades educativas de los mismos y los recursos humanos y
materiales con los que cuenten.

2. La evaluación de los Institutos Provinciales deberá tener
en cuenta las conclusiones obtenidas en las anteriores eva-
luaciones, los resultados de la evaluación interna, así como el
contexto socioeconómico del Centro y los recursos de que dis-
pone. La evaluación se efectuará sobre los procesos educati-
vos y sobre los resultados obtenidos, tanto en lo relativo a la
organización, gestión y funcionamiento, como al conjunto de
las actividades de enseñanza y aprendizaje.

3. Los resultados de la evaluación realizada serán comu-
nicados al Consejo Escolar y al Claustro de Profesores de cada
Instituto Provincial y las conclusiones generales derivadas de
dichos resultados se harán públicas.

TITULO VI

PARTICIPACION DEL ALUMNADO

CAPITULO I

Junta de delegados y delegadas de alumnos y alumnas

Artículo 77. Composición y régimen de funcionamiento de
la Junta de delegados y delegadas.

1. En los Institutos Provinciales de Formación de Adultos
existirá una Junta de delegados y delegadas integrada por repre-
sentantes de los distintos módulos, cursos o grupos de alum-
nos y alumnas tanto en la modalidad presencial como en la
modalidad semipresencial o a distancia y por los representantes
del alumnado en el Consejo Escolar.

2. La Junta de delegados y delegadas podrá reunirse en
pleno o, cuando la naturaleza de los temas a tratar afecte exclu-
sivamente a un sector del alumnado, en comisiones, cuyo régi-
men de funcionamiento será establecido por la propia Junta.
En todo caso se reunirá en pleno antes y después de cada una
de las sesiones que celebre el Consejo Escolar.

3. El Jefe o Jefa de Estudios facilitará a la Junta de dele-
gados y delegadas un espacio adecuado para que pueda cele-
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brar sus reuniones y los medios materiales necesarios para su
correcto funcionamiento.

4. Los miembros de la Junta de delegados y delegadas,
en ejercicio de sus funciones, tendrán derecho a conocer y con-
sultar las actas de las sesiones del Consejo Escolar y cualquier
otra documentación administrativa del Instituto Provincial, salvo
aquélla cuya difusión pudiera afectar al derecho a la intimidad
de las personas.

Artículo 78. Funciones de la Junta de delegados y dele-
gadas de alumnos y alumnas.

La Junta de delegados y delegadas tendrá las siguientes
funciones:

a) Elevar al equipo directivo propuestas para la elabora-
ción del Proyecto de Centro, del Plan de Anual de Centro y de
la Memoria Final de Curso.

b) Informar a los representantes del alumnado en el
Consejo Escolar de los problemas de cada módulo, curso o
grupo.

c) Recibir información de los representantes del alumnado
en el Consejo Escolar, sobre los temas tratados en el mismo,
así como de organizaciones de estudiantes legalmente consti-
tuidas.

d) Elaborar informes para el Consejo Escolar a iniciativa
propia o a petición de éste.

e) Elaborar propuestas de modificación del Reglamento
de Organización y Funcionamiento, dentro del ámbito de su
competencia.

f) Informar al alumnado de las actividades de la propia
Junta.

g) Formular propuestas para el desarrollo de Planes
Educativos.

h) Realizar, en su caso, propuestas para el desarrollo de
actividades complementarias y de extensión cultural en el
Instituto Provincial.

i) Otras actuaciones y decisiones que afecten de modo
específico al alumnado.

CAPITULO II

Delegados o delegadas de alumnos y alumnas

Artículo 79. Delegados o delegadas de alumnos y alumnas.
1. Cada grupo de alumnos y alumnas elegirá, por sufra-

gio directo y secreto, por mayoría simple, durante el primer mes
del curso académico, un delegado o delegada que formará
parte de la Junta de delegados y delegadas. Se elegirá tam-
bién un subdelegado o subdelegada, que sustituirá al delegado
o delegada en caso de ausencia o enfermedad de éste y lo apo-
yará en sus funciones.

2. Las elecciones de delegados o delegadas serán orga-
nizadas y convocadas por el Vicedirector o Vicedirectora, en
colaboración con los tutores o tutoras de grupos y los repre-
sentantes del alumnado en el Consejo Escolar.

3. Los delegados y delegadas y subdelegados y subdele-
gadas podrán ser revocados, previo informe razonado dirigido
al tutor o tutora de grupo, por la mayoría absoluta del alum-
nado que los eligió. En este caso, se procederá a la convoca-
toria de nuevas elecciones, en un plazo de quince días y de
acuerdo con lo establecido en el apartado anterior.

4. Los delegados o delegadas no podrán ser sancionados
por el ejercicio de las funciones que les encomienda el pre-
sente Reglamento.

Artículo 80. Funciones de los delegados o delegadas de
alumnos y alumnas.

Corresponde a los delegados o delegadas de alumnos y
alumnas:

a) Asistir a las reuniones de la Junta de delegados y dele-
gadas y participar en sus deliberaciones.

b) Exponer a los órganos de gobierno y de coordinación
docente las sugerencias y reclamaciones del grupo de alum-
nos y alumnas que representan.

c) Fomentar la convivencia entre el alumnado del grupo.

d) Colaborar con el tutor o tutora y con el Equipo educa-
tivo en los temas que afecten al funcionamiento del grupo.

e) Colaborar con el profesorado y con los órganos de
gobierno del Centro para el buen funcionamiento del mismo.

f) Fomentar la adecuada utilización del material y de las
instalaciones del Centro.

g) Participar en las sesiones de evaluación en la forma
que establezca el Reglamento de Organización y Funciona-
miento.

h) Todas aquellas funciones que establezca el Reglamento
de Organización y Funcionamiento.

TITULO VII

ASOCIACIONES DE ALUMNOS Y ALUMNAS

Artículo 81. Asociaciones de Alumnos y Alumnas.

1. En los Institutos Provinciales de Formación de Adultos
podrán existir Asociaciones de Alumnos y Alumnas, según lo
establecido en el Decreto 28/1988, de 10 de febrero, que regula
las Asociaciones de Alumnos de centros docentes no universi-
tarios.

2. Las Asociaciones de Alumnos y Alumnas constituidas
en cada Instituto Provincial podrán:

a) Elevar al Consejo Escolar propuestas para la elabora-
ción del Proyecto de Centro.

b) Informar al Consejo Escolar de todas aquellos aspec-
tos de la marcha del Instituto Provincial que consideren
oportuno.

c) Informar a todos los miembros de la comunidad edu-
cativa de sus actividades.

d) Recibir información del Consejo Escolar sobre los temas
tratados por el mismo, así como recibir el orden del día de las
reuniones de dicho Consejo antes de su realización, con el
objeto de poder elaborar propuestas.

e) Elaborar informes para el Consejo Escolar a iniciativa
propia o a petición de éste.

f) Formular propuestas para la realización de actividades
complementarias y de extensión cultural y colaborar en el desa-
rrollo de las mismas.

g) Conocer los resultados académicos globales y la valo-
ración que de los mismos realice el Consejo Escolar.

h) Recibir un ejemplar del Proyecto de Centro y de sus
modificaciones, así como del Plan Anual de Centro y de la
Memoria Final de curso.

i) Recibir información sobre los materiales didácticos y los
libros de texto adoptados por el Instituto Provincial.

j) Fomentar la colaboración entre todos los miembros de
la comunidad educativa.

k) Utilizar las instalaciones del Instituto Provincial en los
términos que establezca el Consejo Escolar.
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CONSEJERIA DE OBRAS PUBLICAS Y TRANSPORTES

ORDEN de 28 de mayo de 2002, de aprobación de
los Pliegos de Cláusulas Administrativas Particulares,
modelo-tipo, para la contratación de obras por procedi-
miento abierto mediante la forma de subasta y por pro-
cedimiento negociado sin publicidad.

Por Orden de 29 de diciembre de 2000, de esta Consejería,
fueron aprobados los Pliegos de Cláusulas Administrativas
Particulares, Modelos-Tipo, que habrían de regir la contrata-
ción de diversas clases de contratos, en los distintos procedi-
mientos y formas legalmente establecidos.

La entrada en vigor del Reglamento General de la Ley de
Contratos de las Administraciones Públicas, aprobado por Real
Decreto 1098/2001, de 12 de octubre, ha originado la nece-
sidad de adaptar los Pliegos de Cláusulas Administrativas
Particulares aprobados a las innovaciones sustanciales que se
han introducido en la normativa contractual. 

Por ello, en aras del principio de eficacia se ha conside-
rado conveniente la aprobación de nuevos Modelos-Tipo de
Pliegos de Cláusulas Administrativas Particulares, que, mediante
una adecuada sistematización, coordinación y unificación de
criterios, a la vez que agilicen la tramitación, permitan una
plena objetividad en el proceso de licitación y adjudicación de
los contratos públicos.

A estos fines, previo informe del Gabinete Jurídico de la
Junta de Andalucía, y en virtud de las atribuciones conferidas
por el artículo 49.3 del Real Decreto Legislativo 2/2000, de 16
de junio, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley
de Contratos de las Administraciones Públicas, y el artículo 39
de la Ley 6/1983, de 21 de julio, del Gobierno y la Administra-
ción de la Comunidad Autónoma de Andalucía,

D I S P O N G O

Primero. Aprobar el Pliego de Cláusulas Administrativas
Particulares, Modelo-Tipo, para la contratación de obras por el
procedimiento abierto mediante la forma de subasta, que se
adjunta como Anexo I de la presente Orden.

Segundo. Aprobar el Pliego de Cláusulas Administrativas
Particulares, Modelo-Tipo, para la contratación de obras por el
procedimiento negociado sin publicidad, que se adjunta como
Anexo II de la presente Orden.

Tercero. Los Pliegos de Cláusulas Administrativas Parti-
culares que se ajusten a los que se aprueban por la presente
Orden no requerirán el informe previo del Gabinete Jurídico de
la Junta de Andalucía.

Cuarto. Los Pliegos de Cláusulas Administrativas Particu-
lares, Modelos-Tipo, a los que se refiere la presente Orden,
podrán ser de aplicación a los expedientes de contratación que
se inicien a partir de su aprobación, así como a aquellos expe-
dientes en los que, habiéndose iniciado antes del 26 de abril
de 2002, con anterioridad a dicha fecha no se hubiera publi-
cado la correspondiente convocatoria de licitación del contrato
o no se hubiera cursado la correspondiente invitación en los
procedimientos negociados sin publicidad.

Sevilla, 28 de mayo de 2002

CONCEPCION GUTIERREZ DEL CASTILLO

Consejera de Obras Públicas y Transportes

ANEXO I

PLIEGO DE CLAUSULAS ADMINISTRATIVAS PARTICULARES,
MODELO-TIPO, PARA LA CONTRATACION DE OBRAS

POR EL PROCEDIMIENTO ABIERTO MEDIANTE LA FORMA
DE SUBASTA

I. ELEMENTOS DEL CONTRATO.
1. Régimen jurídico del contrato.
2. Objeto del contrato.
3. Documentos que revisten carácter contractual.
4. Presupuesto base de licitación.
5. Existencia del crédito.
6. Plazo de ejecución de las obras.
7. Garantías.
7.1. Garantía provisional.
7.2. Garantía definitiva.

II. ADJUDICACION DEL CONTRATO.
8. Forma de adjudicación.
9. Lugar y forma de presentación de las proposiciones.
9.1. Lugar de presentación de proposiciones.
9.2. Forma de presentación de las proposiciones.
9.2.1. Sobre núm. 1. Título: Documentación Administrativa.
9.2.2. Sobre núm. 2. Título: Proposición Económica.
10. Procedimiento de adjudicación.
11. Precio del contrato.
12. Revisión de precios.
13. Actuaciones previas a la formalización del contrato.
14. Formalización del contrato.

III. EJECUCION DEL CONTRATO.
15. Actuaciones previas a la iniciación de las obras.
15.1. Plan de Seguridad y Salud en el Trabajo.
15.2. Seguros.
15.3. Licencias, autorizaciones y tributos.
15.4. Maquinaria, medios auxiliares y servicios, personal,

mano de obra y subcontratas.
16. Iniciación de las obras.
17. Programa de trabajo.
18. Inspección y dirección de las obras.
19. Prescripciones para la ejecución de las obras.
19.1. Obligaciones laborales y sociales.
19.2. Ensayos y análisis de materiales y unidades de obra.
19.3. Productos industriales de empleo en la obra.
19.4. Recepción y recusación de materiales y productos.
19.5. Instalaciones provisionales y obras accesorias.
19.6. Publicidad de obra.
19.7. Obligación de sigilo.
20. Mejoras propuestas por el contratista.
21. Modificación del contrato.
22. Subsanación de errores materiales.
23. Cumplimiento de los plazos y penalidades por demora.
24. Unidades de obra defectuosas, mal ejecutadas o no

ajustadas al proyecto.
25. Precios.
26. Medición y abono de la obra ejecutada.
26.1. Mediciones de la obra ejecutada.
26.1.1. Criterios a seguir.
26.1.2. Mediciones a considerar en las certificaciones.
26.1.3. Obras y partes ocultas.
26.2. Abono de la obra ejecutada.
26.3. Abonos a cuenta por materiales acopiados, instala-

ciones y equipos.
26.4. Intereses de demora.
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27. Abono de las unidades de Seguridad y Salud.

28. Alta de las instalaciones, maquinarias y servicios y
equipos.

29. Recepción de las obras.

30. Certificación final.

31. Resolución del contrato.

32. Plazo de garantía y liquidación del contrato.

33. Gastos derivados de las obligaciones del contrato.

34. Prerrogativas de la administración y vía jurisdiccional
procedente.

Cuadro Resumen. Cuadro Resumen del contrato.

Anexo núm. 1. Modelo de proposición económica.

Anexo núm. 2. Titulación y cualificación de los profesio-
nales adscritos a la obra.

Anexo núm. 3. Justificación de la capacidad ecónomica,
financiera y técnica o profesional.

Anexo núm. 4. Solvencia complementaria para empresas
clasificadas.

Anexo núm. 5. Operaciones preparatorias susceptibles de
abono a cuenta.

I. ELEMENTOS DEL CONTRATO

1. Régimen jurídico del contrato.

El contrato a que se refiere el presente Pliego es de natu-
raleza administrativa y se regirá por el Texto Refundido de la
Ley de Contratos de las Administraciones Públicas, aprobado
mediante Real Decreto Legislativo 2/2000, de 16 de junio (en
adelante TRLCAP) y demás disposiciones reglamentarias de
desarrollo.

Asimismo el referido contrato estará sujeto a lo estable-
cido por las normas de Derecho comunitario que le sean de
aplicación.

2. Objeto del contrato.

El contrato tiene por objeto la ejecución de las obras que
comprende el proyecto aprobado por la Administración, cuya
denominación y codificación se especifican en el Cuadro Resu-
men del presente Pliego.

Se especifican en el mismo Cuadro Resumen, letra B), las
necesidades administrativas que se pretenden satisfacer
mediante el contrato, así como los factores de todo orden a
tener en cuenta.

3. Documentos que revisten carácter contractual.

El presente Pliego, que incluye el Cuadro Resumen, junto
con los Planos, Pliego de Prescripciones Técnicas Particulares,
Cuadros de Precios, Memoria del Proyecto y demás documentos
del proyecto en que así se establezca por Ley, revestirán carác-
ter contractual. En caso de discordancia entre el presente Pliego
y cualquiera del resto de los documentos contractuales, pre-
valecerá el Pliego de Cláusulas Administrativas Particulares, en
el que se contienen los derechos y obligaciones de los licita-
dores y adjudicatario.

En caso de discrepancia entre los documentos del pro-
yecto, se atenderá al orden de prelación que se fije en el Pliego
de Prescripciones Técnicas Particulares que forma parte del
proyecto.

4. Presupuesto base de licitación.

El presupuesto base de licitación del contrato será el que
figura en el Cuadro Resumen, letra C).

5. Existencia del crédito.

5.1. Existe el crédito suficiente para atender las obligacio-
nes económicas que se deriven para la Administración del con-
trato a que se refiere el presente Pliego.

5.2. El expediente de contratación se podrá tramitar anti-
cipadamente de acuerdo con las normas vigentes que le sean
de aplicación. En tal caso se hará constar tal circunstancia de
forma expresa en el Cuadro Resumen, letra M). 

Cuando el contrato se formalice en ejercicio anterior al de
la iniciación de la ejecución, la adjudicación quedará sometida
a la condición suspensiva de existencia de crédito adecuado y
suficiente para financiar las obligaciones derivadas del contrato
en el ejercicio correspondiente.

6. Plazo de ejecución de las obras.

6.1. El plazo total de ejecución de las obras será el fijado
en la letra E) del Cuadro Resumen. 

6.2. Los plazos parciales, correspondientes a los capítu-
los o fases en que se divida la obra, serán, en su caso, bien
los que consten igualmente en el citado Cuadro Resumen, letra
E), o bien, los fijados en la aprobación del programa de tra-
bajo, y se considerarán como plazo máximo de cada uno de
ellos.

6.3. Asimismo, en el Cuadro Resumen, letra E), se seña-
larán, en su caso, los plazos parciales que darán motivo a las
recepciones parciales a que se refiere el art. 147.5 del TRLCAP.

7. Garantías.

7.1. Garantía provisional.

En los contratos de cuantía igual o superior a la fijada en
el artículo 135.1 del TRLCAP, o inferior, cuando se indique en
la letra F) del Cuadro Resumen, se aportará una garantía pro-
visional equivalente al 2% del presupuesto del contrato, en la
cuantía que se indica en la citada letra F) del Cuadro Resumen.

En todo caso, la constitución de la garantía global eximirá
de la constitución de la garantía provisional.

Conforme al artículo 162.6 de la Ley de Sociedades Coope-
rativas Andaluzas, dichas Cooperativas gozarán de una reduc-
ción al 25% en dichas garantías.

En el caso de uniones temporales de empresarios, las
garantías provisionales podrán constituirse por una o varias de
las empresas participantes, siempre que en conjunto se alcance
la cuantía que figure en el Cuadro Resumen, y garantice soli-
dariamente a todos los integrantes de la unión temporal.

7.2. Garantía definitiva.

El adjudicatario del presente contrato estará obligado a
constituir una garantía definitiva, y en su caso, adicional, por
el/los importe/s establecidos en las letras G) y H) del Cuadro
Resumen.

Cuando la adjudicación se realice en favor del empresa-
rio cuya proposición hubiera estado incursa inicialmente en
presunción de temeridad, se exigirá al mismo una garantía defi-
nitiva del 20% del presupuesto base de licitación, de confor-
midad con lo dispuesto por el artículo 36.4 del TRLCAP.

Conforme al artículo 162.6 de la Ley de Sociedades
Cooperativas Andaluzas, dichas Cooperativas gozarán de una
reducción al 25% en tales garantías.

Cuando a consecuencia de una modificación del contrato,
experimente variación el precio del mismo, se reajustará la
garantía constituida para que guarde la debida proporción con
el precio del contrato resultante de su modificación.

En todo caso la constitución de la garantía global eximirá
de la constitución de la garantía definitiva.

II. ADJUDICACION DEL CONTRATO

8. Forma de adjudicación.

El contrato de obra se adjudicará mediante el procedi-
miento abierto de licitación y la forma de subasta, en los tér-
minos establecidos legal y reglamentariamente.
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9. Lugar y forma de presentación de las proposiciones.
Cada licitador no podrá presentar más de una sola pro-

posición, de acuerdo con el proyecto aprobado por la Admi-
nistración.

9.1. Lugar de presentación de proposiciones.
Las proposiciones, junto con la documentación precep-

tiva, se presentarán dentro del plazo señalado en el anuncio
en el Registro que en el mismo se especifique. 

Cuando las proposiciones se envíen por correo la remisión
de la misma podrá anunciarse por correo electrónico, siempre
que así se establezca en la letra Q) del Cuadro Resumen del
presente Pliego. En este caso, el envío del anuncio por correo
electrónico sólo será válido si existe constancia de la transmi-
sión y de su recepción, de sus fechas y del contenido íntegro
de las comunicaciones, y se identifiquen fidedignamente al
remitente y al destinatario.

La presentación de las proposiciones presume la acepta-
ción incondicionada por parte del licitador de las cláusulas de
este Pliego.

9.2. Forma de presentación de las proposiciones.
Los licitadores presentarán dos sobres, firmados y cerra-

dos de forma que se garantice el secreto de su contenido, seña-
lados con los números 1 y 2. En cada uno de los sobres figu-
rará externamente el nombre del licitador, persona o personas
de contacto, domicilio social, teléfono y fax, a efectos de comu-
nicaciones, así como el título de la obra, número o clave del
expediente, e incluirá en original o copias auténticas o auten-
ticadas la documentación que a continuación se indica:

9.2.1. Sobre núm. 1. Título: Documentación Administrativa.
La certificación de la inscripción en el Registro de Licitado-

res de la Comunidad Autónoma de Andalucía exime a los lici-
tadores en él incluidos de la presentación de la documenta-
ción relativa a los extremos registrados en el mismo, siempre
que vaya acompañada de declaración responsable de no alte-
ración de los datos en él registrados.

a) Documentación acreditativa de la constitución de garan-
tía provisional.

En los contratos en los que sea exigible, se aportará docu-
mento justificativo de haber constituido garantía provisional a
favor del órgano de contratación, en cualquiera de las formas
previstas en el artículo 35.1 del TRLCAP.

Las garantías provisionales se constituirán:

1. En las Cajas Provinciales de Depósitos establecidas en
las Delegaciones Provinciales de la Consejería de Economía y
Hacienda, cuando se trate de garantías en metálico o en valo-
res públicos o privados, debiéndose acreditar su constitución
mediante la entrega al órgano de contratación del resguardo
expedido por aquéllos.

2. Cuando se trate de aval o seguro de caución, ante el
órgano de contratación incorporándose la garantía al expediente
de contratación, sin perjuicio de que su ejecución se efectúe
por los órganos señalados en el párrafo anterior.

En el supuesto de constituirse la garantía por alguno de
los medios señalados en este apartado 2, deberá constar en
los citados documentos el visado que acredite el previo bas-
tanteo del poder otorgado por la entidad avalista o asegura-
dora, efectuado por el Gabinete Jurídico de la Junta de
Andalucía, que se obtendrá en las Delegaciones Provinciales
de la Consejería de Economía y Hacienda.

b) Documentos acreditativos de la personalidad del empre-
sario:

1. Si el licitador fuere persona jurídica, deberá presentar
la escritura de constitución o de modificación, en su caso, ins-
critas en el Registro Mercantil, cuando este requisito fuera exi-
gible conforme a la legislación mercantil que le sea aplicable.
Si no lo fuere, la acreditación de la capacidad de obrar se rea-

lizará mediante la escritura o documento de constitución, esta-
tutos, o acta fundacional, en la que constaren las normas por
las que se regula su actividad, inscritos, en su caso, en el corres-
pondiente registro oficial.

2. Para los licitadores individuales será obligatoria la pre-
sentación del Documento Nacional de Identidad o el docu-
mento que, en su caso, haga sus veces.

3. Para los empresarios no españoles de Estados miem-
bros de la Comunidad Europea, o signatarios del Acuerdo sobre
el Espacio Económico Europeo, bastará con acreditar su ins-
cripción en los Registros o presentar las certificaciones que se
indican en el Anexo I del Real Decreto 1098/2001, de 12 de
octubre, por el que se aprueba el Reglamento general de la Ley
de Contratos de las Administraciones Públicas (en adelante
RGLCAP).

4. Los demás empresarios extranjeros deberán acreditar
su capacidad de obrar con un informe de la respectiva Misión
Diplomática Permanente u Oficina Consular de España del
lugar del domicilio de la empresa, en el que se hará constar,
previa acreditación por la empresa, que figura inscrita en el
Registro local profesional, comercial o análogo o, en su defecto,
que actúan con habitualidad en el tráfico local en el ámbito de
las actividades a las que se extiende el objeto del contrato. 

Además deberá acompañarse informe de la Misión
Diplomática Permanente de España o de la Secretaría General
de Comercio Exterior del Ministerio de Economía sobre la con-
dición de Estado signatario del Acuerdo sobre Contratación
pública de la Organización Mundial de Comercio, siempre que
se trate de contratos de cuantía igual o superior a la señalada
en el artículo 135.1 del TRLCAP, o, en caso contrario, el infome
de reciprocidad a que se refiere el artículo 23.1 del TRLCAP.

c) Documentos acreditativos de la representación:

Los que comparezcan o firmen proposiciones en nombre
de otro presentarán documentación acreditativa de la repre-
sentación debidamente bastanteada por el Gabinete Jurídico
de la Junta de Andalucía.

Igualmente, la persona con poder bastante a efectos de
representación, deberá acompañar su Documento Nacional de
Identidad, o el documento que, en su caso, haga sus veces.

d) Documento acreditativo de la clasificación de la empresa
o documentos que acreditan la solvencia económica, finan-
ciera y técnica o profesional.

En los contratos de presupuesto igual o superior al esta-
blecido en el artículo 25.1 del TRLCAP, deberá aportarse docu-
mentación acreditativa de la clasificación exigida en el Cuadro
Resumen, letra K), sin perjuicio de lo previsto en el artículo
25.2 del mismo texto legal, para empresarios no españoles de
Estados miembros de la Comunidad Europea que no se halla-
sen clasificados. Además, cuando así se indique en el Anexo
núm. 4, deberá aportarse compromiso de adscribir a la eje-
cución del contrato los medios personales o materiales sufi-
cientes para ello, que deberán concretarse en la oferta.

En los contratos para los que no se exija clasificación, la
acreditación de la solvencia económica, financiera, técnica o
profesional se realizará por los medios previstos en el Anexo
núm. 3, que serán evaluados de acuerdo con los criterios de
selección que constan en el mismo.

e) Uniones de empresarios constituidos temporalmente.

Cuando dos o más empresas acudan a una licitación cons-
tituyendo unión temporal de empresarios, cada una de los que
la componen deberá acreditar su capacidad y su solvencia con-
forme a lo establecido en el presente Pliego, acumulándose a
efectos de la determinación de la solvencia de la unión tem-
poral, las características acreditadas para cada uno de los inte-
grantes de la misma, sin perjuicio de lo que para la clasifica-
ción se establece en el artículo 52 del RGLCAP. 
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Los empresarios que deseen concurrir integrados en la
unión temporal, deberán indicar los nombres y circunstancias
de los que la constituyan, la participación de cada uno de ellos
y que asumen el compromiso de constituirse formalmente en
unión temporal, caso de resultar adjudicatarios.

El licitador que suscriba individualmente una proposición,
no podrá hacerlo en unión temporal con otros, ni podrá figu-
rar en más de una unión temporal.

f) Para las empresas extranjeras, declaración de someterse
a la jurisdicción de los Juzgados y Tribunales españoles de cual-
quier orden, para todas las incidencias que de modo directo o
indirecto pudieran surgir del contrato, con renuncia, en su caso,
al fuero jurisdiccional extranjero que pudiera corresponder al
licitador.

Para las empresas extranjeras, será necesario que tengan
abierta sucursal en España, con designación de apoderados
o representantes para sus operaciones y que estén inscritas en
el Registro Mercantil. 

g) Declaración responsable de tener capacidad de obrar
y no estar incurso en prohibición de contratar, conforme a los
artículos 15 a 20 del TRLCAP.

La declaración responsable a que se refiere el párrafo ante-
rior comprenderá expresamente la circunstancia de hallarse al
corriente del cumplimiento de las obligaciones tributarias y con
la Seguridad Social impuestas por las disposiciones vigentes,
sin perjuicio de que la justificación acreditativa de hallarse al
corriente de dichas obligaciones, deba exigirse antes de la adju-
dicación al que vaya a resultar adjudicatario del contrato, a
cuyo efecto se les concederá un plazo máximo de cinco días
hábiles.

Las personas físicas, mediante declaración responsable,
o los administradores de las personas jurídicas, mediante la
oportuna certificación expedida por su órgano de dirección o
representación competente, deberán acreditar que no están
incursos en los supuestos a que se refiere la Ley 12/1995, de
11 de mayo, de Incompatibilidades de los miembros del
Gobierno de la Nación y de los de Altos Cargos de la Administra-
ción General del Estado; Ley 5/1984, de 24 de abril, modifi-
cada por Ley 4/1990, de 23 de abril, de la Comunidad Autó-
noma de Andalucía, sobre Incompatibilidades de Altos Cargos
y Ley 53/1984, de 26 de diciembre, de Incompatibilidades del
personal al servicio de las Administraciones Públicas.

h) Declaración responsable de no haber participado en la
elaboración de las especificaciones técnicas del proyecto que
se licita, aprobado por la Administración, en los términos del
artículo 52.3 del TRLCAP.

i) Documento en el que la empresa se comprometa a tener
como Jefe de Obra, con dedicación plena durante el tiempo
de ejecución de la obra, a un técnico con capacidad suficiente
para representarla en todo cuanto se refiera a la ejecución de
la misma y con la titulación, cualificación y especialización ade-
cuadas a la naturaleza de la obra licitada conforme con lo esta-
blecido en el Anexo núm. 2 del presente Pliego.

j) Compromiso de establecer y mantener durante el periodo
de vigencia del contrato, una Oficina ubicada en la Comunidad
Autónoma de Andalucía, en la que exista un representante legal
de la empresa con poderes bastantes para el pleno desarrollo
y ejecución del contrato, caso de que resulte adjudicatario de
las obras.

k) Relación de empresas pertenecientes al mismo grupo
en los términos establecidos en el apartado 1 del artículo 86
del RGLCAP y relación de los socios del apartado 2 del mismo
artículo, con indicación de los que se presentan a la licitación.

l) La documentación contenida en este sobre deberá ir
precedida por un índice realizado en hoja independiente en el
que constará el contenido del mismo enunciado numérica-
mente.

9.2.2. Sobre núm. 2. Título: Proposición Económica.

Proposición económica, formulada conforme al modelo
que figura en el Anexo núm. 1 del presente Pliego, debidamente

firmada y fechada, y con pronunciamiento expreso, en su caso,
sobre la adscripción a la ejecución de los medios personales
o materiales concretos exigidos en el Anexo núm. 4.

No se aceptarán aquellas proposiciones que tengan omi-
siones, errores o tachaduras que impidan conocer claramente
todo aquello que la Administración estime fundamental para
la oferta, o que, cuando sean exigibles, no concreten los medios
personales o materiales a adscribir a la ejecución de la obra.

10. Procedimiento de adjudicación.

El procedimiento de adjudicación se desarrollará conforme
a los términos previstos legal y reglamentariamente, con las
siguientes particularidades:

a) La existencia de defectos u omisiones subsanables en
la documentación presentada, se comunicará a los interesa-
dos verbalmente. Asimismo, la Mesa de Contratación podrá
solicitar aclaraciones sobre los certificados y documentos pre-
sentados o requerirle para la presentación de otros comple-
mentarios, en los términos del artículo 22 del RGLCAP. Tales
circunstancias se harán públicas en el tablón de anuncios que
se establece en el Cuadro Resumen, letra R).

b) Por resolución motivada del órgano de contratación,
excepcionalmente, atendiendo al objeto del contrato y cir-
cunstancias del mercado, podrá acordarse la reducción en un
tercio de los porcentajes establecidos reglamentariamente para
considerar, en principio, temerarias o desproporcionadas las
ofertas presentadas. Dicha circunstancia se hará constar en la
letra X) del Cuadro Resumen.

11. Precio del contrato.

11.1. El precio del contrato será el que resulte de la adju-
dicación definitiva adoptada por el órgano de contratación, de
acuerdo con la oferta económica realizada en base al presu-
puesto base de licitación que figura en la letra C) del Cuadro
Resumen.

A todos los efectos, se entenderá que el precio del con-
trato comprende también el IVA, todos los gastos que deban
realizarse para el cumplimiento de la prestación, y demás tri-
butos que sean de aplicación, así como todos los gastos que,
con arreglo al presente Pliego, sean de cuenta del adjudicatario.

11.2. Los precios unitarios que regirán durante la ejecu-
ción de las obras serán los del proyecto aprobado, afectados
por el coeficiente de adjudicación resultante de la oferta eco-
nómica realizada.

12. Revisión de precios.

El precio del presente contrato se revisará de acuerdo con
la fórmula polinómica establecida en el Cuadro Resumen, letra
L). No procederá la revisión de precios en los casos en los que,
de acuerdo con la normativa vigente, así se acuerde mediante
resolución motivada que obre en el expediente, y así se indi-
que en la citada letra L) del Cuadro Resumen.

13. Actuaciones previas a la formalización del contrato.

13.1. Documentación acreditativa de la constitución de
garantía definitiva.

Antes de la formalización del contrato y en el plazo máximo
de 15 días, contados desde la recepción por el contratista de
la notificación de la adjudicación, éste deberá presentar res-
guardo acreditativo de haber constituido, por cualquiera de los
medios establecidos en el artículo 36 del TRLCAP y de acuerdo
con la cláusula 9.2.1.a) del presente Pliego, una garantía defi-
nitiva, y en su caso, una garantía adicional, por los importes
que se indican en el Cuadro Resumen, letras G) y H), a dis-
posición del órgano de contratación, en las Cajas Provinciales
de Depósitos, radicadas en las Delegaciones Provinciales de la
Consejería de Economía y Hacienda de la Junta de Andalucía.
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13.2. Abono de anuncios.
El adjudicatario con carácter previo a la firma del contrato

deberá presentar ante el órgano de contratación la acredita-
ción documental oportuna de haber abonado el importe del
anuncio de licitación, en Diarios Oficiales y/o prensa u otros
medios de difusión, como gasto que corresponde al adjudi-
catario.

El importe máximo de dichos gastos de publicación se
indica en el Cuadro Resumen, letra Ñ) del Pliego.

13.3. Escritura de formalización de la Unión de Empre-
sarios.

Con carácter previo a la firma del contrato y para el caso
de que el mismo hubiera sido adjudicado a una Unión de
Empresarios que se constituyan temporalmente, habrá de apor-
tarse la escritura pública de constitución de la misma.

13.4. Incumplimiento de obligaciones que impiden la for-
malización del contrato.

Cuando por falta de cumplimiento de las obligaciones esta-
blecidas en los apartados anteriores o por cualquier otra causa
imputable al contratista, no pudiera formalizarse el corres-
pondiente contrato, se procederá conforme a lo establecido en
el artículo 54 del TRLCAP.

14. Formalización del contrato.
Simultáneamente con la firma del contrato, deberán ser

firmados por el adjudicatario el Pliego de Cláusulas Administra-
tivas Particulares y los documentos del proyecto, supervisados
y aprobados por la Administración, que revistan carácter con-
tractual.

III. EJECUCION DEL CONTRATO

15. Actuaciones previas a la iniciación de las obras.
15.1. Plan de Seguridad y Salud en el Trabajo.
El Plan de Seguridad y Salud en el Trabajo, cuando fuere

exigible, deberá ser presentado por el contratista al órgano ges-
tor de la Administración al que esté adscrita la obra, en el plazo
que se fije para ello en la notificación de adjudicación del con-
trato, y en su defecto, con al menos quince días de antelación
al acto de comprobación del replanteo.

Si se incumple dicho plazo y, debido a ello, la aprobación
del Plan no se produce antes de la comprobación del replan-
teo, aunque se autorice el inicio de la obra, para el comienzo
efectivo de la misma será condición imprescindible la aproba-
ción del referido Plan. Por tanto, se retrasa el inicio efectivo de
la obra, pero no así el inicio del cómputo del plazo de ejecu-
ción, por cuanto en dicho supuesto el plazo contractual empe-
zará a contar con la firma del Acta de comprobación del
replanteo, en la que se dejará constancia de los extremos men-
cionados.

El autor del Plan de Seguridad y Salud deberá ser técnico
con la titulación exigida legalmente.

El contratista vendrá obligado a recoger en el Plan de
Seguridad y Salud, y por lo tanto a realizar e implantar en la
obra, todas las medidas y elementos necesarios para cumplir
lo estipulado al respecto por la legislación vigente sobre la mate-
ria y por las normas de buena construcción, y por las especi-
ficaciones y prescripciones recogidas en el Estudio de Seguridad
y Salud, sean o no suficientes las previsiones económicas con-
templadas en éste, sin que tenga derecho a recibir más importe
que el fijado en el Estudio de Seguridad y Salud afectado de
la baja de adjudicación en su caso. 

Los locales y servicios para higiene y bienestar de los tra-
bajadores que vengan obligados por el Estudio de Seguridad y
Salud o por las disposiciones vigentes sobre la materia habrán
de ser ubicados, siempre que sea posible, en la propia obra y,
en todo caso, serán para uso exclusivo del personal adscrito a
la obra.

Cualquier variación que se plantee de las características
y emplazamiento de dichos locales y servicios, una vez apro-
bado el Plan, requerirá la previa modificación del mismo, así
como su posterior informe y aprobación en los términos esta-
blecidos por las disposiciones vigentes.

Los referidos locales y servicios deberán estar dispuestos
desde el inicio de la obra.

15.2. Seguros.
15.2.1. El contratista, en caso de estimarlo necesario el

órgano de contratación, está obligado a concertar a su costa
y hasta la finalización del plazo de garantía, el seguro contra
incendios de las obras, antes del inicio de éstas, por el importe
del presupuesto de contrata del proyecto aprobado, debiendo
figurar como beneficiaria, en caso de siniestro, la Consejería
de Obras Públicas y Transportes.

15.2.2. El contratista deberá tener suscritos los Seguros
Obligatorios, así como un Seguro de Responsabilidad Civil no
sólo por daños a terceros, tanto a personas como a cosas, sino
también por daños producidos a la Administración, o al per-
sonal dependiente de la misma durante la vigencia del con-
trato, con el límite mínimo de siniestro y características que
consten, en su caso, en el Cuadro Resumen, letra N).

15.2.3. La documentación a que se refieren los apartados
anteriores, deberá presentarse por el contratista ante la
Administración en el plazo que se fije para ello en la notifica-
ción de la adjudicación del contrato, y, en su defecto, con al
menos quince días de antelación al acto de comprobación del
replanteo.

Si se incumple dicho plazo sin que se aporte la docu-
mentación requerida antes de la comprobación del replanteo,
aunque se autorice el inicio de la obra, para el comienzo efec-
tivo de la misma será imprescindible la presentación de dicha
documentación. Por tanto, se retrasa el inicio efectivo de la
obra, pero no así el inicio del cómputo del plazo de ejecución,
que empezará a contar con la firma del acta de comprobación
del replanteo, en la que se dejará constancia de los extremos
mencionados.

15.3. Licencias, autorizaciones y tributos.
1. El contratista está obligado a gestionar el otorgamiento

de cuantas licencias, tributos y autorizaciones municipales y
de cualquier otro organismo público o privado sean necesarias
para la iniciación, ejecución de las obras y entrega al uso o ser-
vicio de las mismas, solicitando de la Administración los docu-
mentos que para ello sean necesarios, sin perjuicio de la actua-
ción que a ésta última le corresponda.

2. Asímismo, el contratista estará obligado a abonar en
los plazos voluntarios establecidos, el importe de los gastos y
exacciones derivados de los tributos, licencias y autorizaciones
referidas anteriormente y cualesquiera que graven la ejecución
y posterior ocupación de la obra, gastos que serán de cuenta
del contratista dando conocimiento inmediatamente a la
Administración de haber cumplido dichos trámites.

El importe de estas cargas que se deriven de la obra forma
parte de los gastos asumidos por la oferta económica y con-
forme a esta estipulación contractual se traslada la obligación
de pago al adjudicatario del contrato celebrado, cuando dicho
pago corresponda a esta Consejería.

3. Si entendiera que las liquidaciones practicadas no se
ajustan a Derecho, el contratista deberá comunicar, en su caso,
la interposición de los recursos pertinentes a la Administración
contratante.

15.4. Maquinaria, medios auxiliares y servicios, personal,
mano de obra y subcontratas.

Antes de dar comienzo las obras, el contratista presentará
a la Administración, a través de la Dirección Facultativa, rela-
ción detallada de los siguientes extremos:

a) Maquinaria, medios auxiliares y servicios, instalaciones
y construcciones provisionales que habrán de emplear en la
ejecución de los trabajos.
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b) Técnico con la titulación adecuada o, en su caso, la exi-
gida en el Anexo núm. 2, designado por el contratista para la
ejecución de la obra, que quedará adscrito permanentemente
a la misma, comunicando esta designación al órgano gestor
para su aceptación y a la Dirección Facultativa para su cono-
cimiento. El Técnico quedará adscrito en calidad de Jefe de
Obra y deberá permanecer durante las horas de trabajo a pie
de obra.

c) Relación numerada por oficios y categorías del perso-
nal que pondrá al servicio de las obras, así como, en su caso,
del equipo técnico a adscribir a la obra, conforme a lo esta-
blecido en el Anexo núm. 2.

d) En su caso, partes de la obra a realizar mediante sub-
contratas, con indicación del presupuesto de las mismas a los
efectos prevenidos en el artículo 115 del TRLCAP y nominación
de los subcontratistas.

Los datos anteriores deberán ser autorizados expresamente
por el órgano gestor, que podrá autorizar su modificación
mediante propuesta motivada de la dirección facultativa,
debiendo, en todo caso, ajustarse como mínimo a los aporta-
dos por el contratista para la licitación.

16. Iniciación de las obras.
En los casos en que el Cuadro Resumen, letra M), indique

que la tramitación del expediente es ordinaria, se procederá a
efectuar la comprobación del replanteo dentro del plazo que
se consigne en el contrato, autorizándose, en su caso, la ini-
ciación de las obras.

Cuando indique que la tramitación es urgente, la com-
probación del replanteo y la iniciación de las obras deberán
realizarse a partir de la adjudicación del contrato y constitu-
ción, en su caso, de la garantía definitiva, aunque no se haya
formalizado el correspondiente documento público o contrato
administrativo, siempre que sea requerido por el órgano gestor.

17. Programa de trabajo.
El contratista estará obligado, cuando así se establezca

en el Cuadro Resumen, letra P), a presentar al órgano gestor
un programa de trabajo en los términos establecidos en la legis-
lación de contratos de las Administraciones Públicas, y deberá
ajustarse, como mínimo, al que conste en el proyecto apro-
bado por la Administración, salvo que ésta autorice la modifi-
cación del mismo.

18. Inspección y dirección de las obras.
Incumbe a la Administración ejercer de una manera con-

tinuada y directa la inspección de la obra durante su ejecución,
a través de la Dirección de la obra, sin perjuicio de que pueda
confiar tales funciones, de un modo complementario, a cual-
quier otro de sus órganos y representantes.

En el Cuadro Resumen, letra S), constará la especifica-
ción de la dirección de la ejecución del presente contrato, la
cual cursará las instrucciones para su cumplimiento a través
del «Libro de órdenes».

19. Prescripciones para la ejecución de las obras.
19.1. Obligaciones laborales y sociales.
El contratista está obligado al cumplimiento de las dispo-

siciones vigentes en materia laboral, de Seguridad Social y
Seguridad y Salud en el trabajo, por lo que con independencia
de que haya Estudio de Seguridad y Salud, y sea exigible el
Plan correspondiente, vendrá obligado a disponer las medidas
en esta materia exigidas por tales disposiciones, siendo a su
cargo el gasto que ello origine.

19.2. Ensayos y análisis de materiales y unidades de obra.
Todos los gastos que se originen como consecuencia de

la realización de ensayos y análisis de materiales y unidades
de obras o de informes específicos sobre los mismos serán de
cuenta de la Administración.

Los gastos de ensayos y pruebas destinados a informa-
ción, verificación o comprobación de unidades de obra mal eje-
cutadas por la contrata adjudicataria, serán abonados por ésta
en su totalidad, sea cual sea su importe.

El contratista deberá facilitar los cometidos de la Dirección
Facultativa y de las entidades acreditadas asesoras de ésta,
relativos a los ensayos, pruebas y controles de calidad que esti-
men pertinentes, a cuyos efectos proporcionará los medios que
sean necesarios para su desarrollo, tales como medios auxi-
liares, productos, energía y agua. Asimismo, habrá de dispo-
ner un lugar apropiado, habilitado al efecto de la obra, para
los instrumentos de medida de dimensiones, temperatura,
humedad y velocidad del viento, que habrán de mantenerse
en condiciones para cumplir sus funciones. En dicho lugar, se
guardarán las muestras de materiales y productos aceptados
por la Dirección Facultativa, debiendo ser custodiados por el
contratista. Los gastos que todo ello origine serán de cuenta
del contratista.

19.3. Productos industriales de empleo en la obra.

Los materiales, elementos, máquinas y equipos a emplear
en las obras habrán de reunir las calidades y características
marcadas en los documentos contractuales del proyecto y en
las normas de obligado cumplimiento. Por tanto, el contratista
deberá proveerse de los suministradores cuyos productos se
ajusten a tales requisitos, sea cual fuere el lugar, zona o loca-
lidad de donde hayan de provenir.

Si en los documentos contractuales figurase alguna marca,
modelo o denominación específicos de un producto industrial
para designar a éste, se entenderá que tal mención se cons-
triñe a las calidades y características de dicho producto,
pudiendo el contratista utilizar productos de otras marcas o
modelos que sean equivalentes.

19.4. Recepción y recusación de materiales y productos.

El contratista sólo puede emplear los materiales y pro-
ductos en la obra previo examen y aceptación por la Dirección
Facultativa en los términos y forma que ésta señale para el
correcto cumplimiento de las condiciones convenidas.

Si la Dirección Facultativa no aceptase los materiales y
productos sometidos a su examen deberá comunicarlo por
escrito al contratista, señalando las causas que motiven la deci-
sión. El contratista podrá reclamar ante la Administración con-
tratante en el plazo de diez días, contados a partir de la noti-
ficación.

En éste último caso, y si las circunstancias o el estado de
los trabajos no permitieren esperar la resolución por la
Administración de la reclamación deducida, la Dirección
Facultativa podrá imponer al contratista el empleo de los mate-
riales que juzgue oportunos.

En todo caso, la recepción de los materiales y productos
por la Dirección Facultativa no exime al contratista de su res-
ponsabilidad de cumplimiento de las características exigidas
para los mismos en el Pliego de Prescripciones Técnicas
Particulares del proyecto y demás documentos de éste.

19.5. Instalaciones provisionales y obras accesorias.

Se considerarán incluidos en los costes indirectos y, por
tanto, en los precios de las unidades de obra del proyecto, todos
aquellos gastos que no sean directamente imputables a uni-
dades concretas sino al conjunto o a una parte de la obra, por
lo que se hallarán comprendidos en dichos gastos, entre otros,
los relativos a las instalaciones y dotaciones provisionales y
obras accesorias de todo tipo que se precisen para la ejecu-
ción de la obra contratada, cualquiera que sea la forma de
suministro o aprovisionamiento, así como los gastos que con-
lleve la realización de gestiones, pago de tasas, cánones, arbi-
trios y todos aquellos que fueran necesarios para la consecu-
ción de las mismas.

19.6. Publicidad de obras.

Con independencia de las señalizaciones de obras que
estará obligado a instalar el contratista conforme al proyecto y
Estudio de Seguridad y Salud o por las disposiciones aplica-
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bles, vendrá igualmente obligado a instalar y conservar durante
toda la duración de la vigencia del contrato, los carteles con-
forme al número, modelo, dimensiones y características deter-
minados por la Administración, en los lugares que le sean orde-
nados. En dichos carteles se harán constar las circunstancias
que considere el órgano de contratación.

19.7. Obligación de sigilo.

El contratista queda obligado a guardar sigilo respecto a
los datos o antecedentes que, no siendo públicos o notorios,
estén relacionados con el objeto del contrato, de los que tenga
conocimiento con ocasión del mismo, salvo que expresamente
se dispense de tal obligación en el Cuadro Resumen, letra U).

20. Mejoras propuestas por el contratista.

El contratista podrá proponer, siempre por escrito, a la
Dirección Facultativa, la sustitución de una unidad de obra por
otra que reúna mejores condiciones, el empleo de materiales
de más esmerada preparación o calidad que los previstos en
proyecto, la ejecución de cualquier unidad de obra con mayo-
res dimensiones que las fijadas en proyecto o, en general, cual-
quier otra mejora de naturaleza análoga que juzgue beneficiosa
para la obra. Es decir, cambios de tipo cualitativo, que afecten
a las cualidades y características de las unidades contratadas,
o de tipo cuantitativo, que afecten a las mediciones previstas
en proyecto.

Si la Dirección Facultativa estimase conveniente, aun
cuando no necesaria, la mejora propuesta podrá, previo cono-
cimiento y aceptación del órgano gestor de la Administración
al que está adscrita la obra, manifestada en el plazo de quince
días, autorizarla por escrito, pero el contratista no tendrá dere-
cho a indemnización alguna, sino sólo al abono de lo que le
correspondería si hubiese efectuado la obra con estricta suje-
ción al proyecto aprobado. Es decir, se aplicarán los precios
previstos en proyecto para las unidades sustituidas o mejora-
das, o se efectuará la medición de las partidas de que se trate,
con las dimensiones del proyecto, según se trate de variación
cualitativa o cuantitativa. 

De las actuaciones anteriormente reseñadas, relaciona-
das con las mejoras, deberá dejarse constancia documental
en el expediente de la obra, según el siguiente trámite proce-
dimental:

- Escrito del contratista en el que se detalle el alcance y
contenido de la mejora y se indique de modo expreso que renun-
cia a percibir indemnización alguna por no tener derecho a ello.

- Comunicación escrita de la Dirección Facultativa al órgano
gestor de la Administración, al que se encuentra adscrita la
obra de la mejora propuesta.

- Aceptación de éste, por escrito, en el plazo de quince
días, de la mejora propuesta. 

- Autorización, por escrito, de la Dirección Facultativa al
contratista en la que se detallen las mejoras y se manifieste,
de manera expresa, que se aceptan, como tales mejoras, con
la condición de que el contratista no tendrá derecho a indem-
nización o compensación alguna.

De la documentación anterior se dará traslado a la
Administración para su archivo en el expediente.

En el caso de que surgieran modificaciones por necesi-
dades nuevas o causas imprevistas que dieren lugar al corres-
pondiente proyecto modificado, se incluirían en el mismo las
fotocopias de los documentos reseñados, recogiéndose las
mejoras de que se trate, según las condiciones indicadas.

Los empresarios ejecutores de mejoras no autorizadas en
las obras respecto a los proyectos por los que se rijan, y ten-
gan conocimiento de esa irregularidad, no tendrán derecho al
abono de las mismas, viniendo obligados a su demolición si
así se les ordena y a indemnizar a la Administración, en todo
caso, por los daños y perjuicios que su conducta ocasione.

21. Modificación del contrato.

El presente contrato podrá ser objeto de modificación, de
conformidad con lo previsto en el TRLCAP, por razones de inte-
rés público debidas a necesidades nuevas o causas imprevis-
tas debidamente justificadas.

Los costes de los componentes de materiales, mano de
obra y maquinaria a aplicar para la formación de los nuevos
precios a establecer, en su caso, serán, en cuanto resulten de
aplicación, los fijados en las descomposiciones de los precios
unitarios del proyecto aprobado que sirve de base al contrato
y, en su defecto, los que correspondiesen a los vigentes de mer-
cado en la fecha de adjudicación del contrato. A estos efectos
se tomarán, cuando existan, de las descomposiciones de los
precios correspondientes a los bancos de precios, que en su
caso, hayan sido aplicados al proyecto, vigentes en la fecha
referida.

Los nuevos precios unitarios descompuestos se confec-
cionarán siguiendo la estructura de costes adoptada para los
precios del proyecto. De modo que para el cálculo y descom-
posición de precios, determinación de cantidades de compo-
nentes, conceptos imputables a costes directos y conceptos a
considerar en los precios de los componentes se aplicarán igua-
les criterios que para los precios de proyecto. Por tanto, para
elaborar los nuevos precios, se tomarán, cuando resulten de
aplicación y siempre que no existan errores en los mismos, las
cantidades de materiales y rendimientos de mano de obra y
maquinaria que figuren en las descomposiciones de los pre-
cios del proyecto o en sus Anexos o, en su defecto, cuando
existan, en el Banco de Precios a que se refieren éstos.

El porcentaje de costes indirectos a aplicar será el mismo
que el del proyecto aprobado.

22. Subsanación de errores materiales.

Cuando durante el curso de las obras se detecte que las
previsiones establecidas en el presupuesto o en el proyecto
aprobado son erróneas, insuficientes o incompletas, o bien en
el caso de haberse previsto en los planos, memoria o Pliego
de Prescripciones Técnicas del proyecto determinadas solu-
ciones constructivas o características técnicas cuyo alcance
económico no se haya contemplado en el presupuesto o se
hayan medido, diseñado o calculado incorrectamente, se pro-
cederá a la subsanación y rectificaciones pertinentes en el
correspondiente expediente sin perjuicio de lo establecido en
el artículo 149, d) del TRLCAP, sin que en ningún caso se admi-
tan soluciones que puedan obviar el procedimiento previsto
para el ejercicio por la Administración de su prerrogativa de
modificación contractual.

Si debido a ello fuere preciso acordar nuevos precios, se
estará a lo dispuesto en el artículo 146.2 del TRLCAP y a lo
establecido anteriormente, respecto a los precios contradictorios.

23. Cumplimiento de los plazos y penalidades por demora.

El contratista queda obligado al cumplimiento del plazo
de ejecución del contrato y de los plazos parciales señalados
para su ejecución sucesiva.

En los supuestos de incumplimiento de los plazos parcia-
les establecidos en su caso en el Cuadro Resumen, letra E), la
Administración tendrá las facultades que le atribuye el artículo
95 del TRLCAP y con el alcance establecido en dicho artículo.

El importe de las penalidades no excluye la indemnización
a que pueda tener derecho la Administración por daños y per-
juicios originados por la demora del contratista.

Si el retraso fuera por motivos no imputables al contra-
tista, se estará a lo dispuesto en el artículo 96.2 del TRLCAP.

Cuando se produzca un retraso en las obras por causa
imputable al contratista, del que se deduzca el incumplimiento
de las anualidades contractuales, con independencia de las
penalidades antes establecidas, la Administración podrá pro-
ceder al reajuste de las anualidades para adecuar la anualidad
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al ritmo real de las obras, en los términos previstos legal y regla-
mentariamente.

24. Unidades de obras defectuosas, mal ejecutadas o no
ajustadas al proyecto.

Se considerarán unidades de obra defectuosas, mal eje-
cutadas o no ajustadas al proyecto aquellas que no cumplan
estrictamente con las características cualitativas y cuantitati-
vas definidas para las mismas en las descripciones de sus pre-
cios unitarios, con las especificaciones de los planos de con-
junto y de detalles o con las prescripciones establecidas en el
Pliego de Prescripciones Técnicas Particulares del proyecto, de
manera que pueden dar lugar a variaciones de tipo cualitativo
o cuantitativo en relación con las previsiones del proyecto.

Se considerarán los siguientes dos niveles de obras defec-
tuosas o mal ejecutadas:

I. Cuando no se comprometa la funcionalidad ni la dura-
bilidad o la capacidad total de la obra o parte de obra de que
se trate. Es decir cuando las obras defectuosas o mal ejecu-
tadas no afecten a requisitos esenciales, tales como: Salubridad,
estanqueidad, estabilidad, durabilidad y seguridad, confort
termo-acústico, accesibilidad, protección contra incendios y
funcionalidad.

II. Cuando se pueda comprometer la funcionalidad o se
rebaje la durabilidad o la capacidad total o parcial de las obras
o existan indicios de que puedan afectar a los requisitos esen-
ciales mencionados o bien, se impida conseguir la funcionali-
dad, durabilidad y capacidad de la obra o cuando se afecten
a los requisitos esenciales señalados.

Las obras del nivel I podrán ser recibidas, aunque no cum-
plan estrictamente las condiciones contratadas, contando con
la autorización previa de la Administración. En este caso, la
Dirección Facultativa deberá proponer a la Administración la
aceptación de las mismas con la consiguiente rebaja de los
precios de las unidades afectadas.

Para formular la propuesta de precios rebajados la Direc-
ción aplicará una penalización, sobre los precios contratados
de las unidades mal ejecutadas, igual al doble del porcentaje
de desviación respecto del valor específico. Dicha penalización
será como mínimo del 20% del precio de las unidades de obra
defectuosas o mal ejecutadas.

En cualquier caso, en la propuesta de precios rebajados
se razonarán y justificarán dichos precios en base a las canti-
dades de componentes y a los precios asignados a èstos que
figuren en las descomposiciones de precios del proyecto y, en
su defecto, en los que figuren, en su caso, en el Banco de
Precios que se haya tomado como referencia. Los precios reba-
jados serán fijados, finalmente, por la Administración a la vista
de la propuesta de la Dirección Facultativa, quedando el con-
tratista obligado a aceptar los mismos, a no ser que prefiera
demoler, reconstruir o sustituir las unidades defectuosas, por
su cuenta y con estricta sujeción a las condiciones del con-
trato.

En el caso de las obras defectuosas del nivel II, la Dirección
Facultativa, deberá ordenar, durante el curso de la obra y siem-
pre antes de la recepción, las correcciones que sean precisas,
siempre que las mismas sean factibles sin alterar las condi-
ciones estructurales, funcionales o estéticas y sin que afecten
desfavorablemente a otras unidades de obra, o bien las susti-
tuciones, demoliciones y reconstrucciones que sean necesa-
rias, siendo de cuenta del contratista el coste correspondiente
y sin que ello suponga una ampliación del plazo contractual.

Cuando las obras defectuosas o mal ejecutadas del nivel
I se originen por haber efectuado con mayores dimensiones
que las establecidas en proyecto determinadas piezas o ele-
mentos constructivos, la Dirección Facultativa podrá proponer
la aceptación de las mismas con las cotas y dimensiones que
figuren en planos, quedando el contratista obligado a aceptar

las mismas, a no ser que prefiera demoler, reconstruir o sus-
tituir las unidades defectuosas, por su cuenta, y con estricta
sujeción al proyecto.

La Dirección Facultativa ordenará cuantas operaciones o
acciones considere precisas para comprobar la existencia de
mala ejecución o defectos, siendo de cuenta del contratista los
gastos que ello origine.

Si la Dirección Facultativa tuviese fundadas razones para
creer en la existencia de vicios ocultos de construcción impu-
tables a la ejecución de las obras, ordenará efectuar en cual-
quier momento, antes de la recepción, los análisis, pruebas o
ensayos, destructivos o no, que crea necesarios para recono-
cer los trabajos que suponga defectuosos, dando cuenta de
ello, con carácter previo, y a su terminación, al órgano de con-
tratación.

25. Precios.

En los precios unitarios descompuestos únicamente reves-
tirán carácter contractual la definición y descripción de la unidad
de obra mediante su epígrafe correspondiente y su resultado
final. Por lo que los precios unitarios del proyecto condicionarán
la ejecución de las unidades de obra a que se refieran, de
acuerdo con lo definido y descrito en sus epígrafes, comple-
tado y complementado, en cualquier caso, con lo especificado
en el resto de los documentos del proyecto, sea cual fuere el
importe asignado a los mismos, y aunque sus descomposi-
ciones, que tendrán mero carácter informativo, presenten erro-
res, omisiones e imprevisiones.

En el orden económico-contractual tendrá prevalencia lo
definido en la descripción de los precios unitarios, en cuanto
se refiere a las características técnicas de la unidad de obra,
frente a lo especificado para las mismas unidades en cualquier
otro documento del proyecto, caso de darse discrepancias. En
caso de dudas, omisiones e indefiniciones en las descripcio-
nes de los precios unitarios y ante posibles contradicciones
entre el resto de los documentos del proyecto, se seguirá el
orden de prelación establecido al respecto en el Pliego de
Prescripciones Técnicas del proyecto.

Todos los trabajos, medios auxiliares y materiales que sean
necesarios para la correcta ejecución y acabado de cualquier
unidad de obra, conforme a las características técnicas y pres-
cripciones establecidas en el proyecto y a las normas de buena
construcción, se considerarán incluidos en el precio de la
misma, aunque no figuren todos ellos especificados en la des-
composición o descripción de los precios.

Todos los gastos que por su concepto sean asimilables a
los que forman parte de los costes indirectos, según la estruc-
tura de costes adoptada en el proyecto, o que siendo necesa-
rios para la ejecución de la obra o parte de ésta, no sean direc-
tamente imputables a unidades concretas, sino al conjunto o
a una parte de la obra, se considerarán siempre incluidos en
el porcentaje aplicado de costes indirectos y, por tanto, en los
precios del proyecto. Por todo ello, se hallarán comprendidos
en dichos gastos, entre otros, los relativos a los medios auxi-
liares, instalaciones y dotaciones provisionales, servicios y obras
accesorias de todo tipo que se precisen para la ejecución de
la obra comprendida en el proyecto, cualquiera que sea la forma
de suministro o aprovisionamiento, así como los gastos que
conlleve la realización de gestiones, pago de tasas, cánones,
arbitrios y todos aquellos que fuesen necesarios para la con-
secución de los mismos.

En todos los precios unitarios se considerarán compren-
didos los materiales, mano de obra y maquinaria, medios auxi-
liares y servicios necesarios para los trabajos y actividades rela-
tivos a: Replanteos, limpiezas previas, preparación del tajo e
implantación de medios precisos para la ejecución; realización
de la unidad de obra; repasos de acabado y terminación, lim-
pieza final del tajo, retirada de residuos, escombros, máqui-
nas, herramientas y medios utilizados y los concernientes al
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mantenimiento y conservación de la unidad de obra terminada
hasta la recepción y entrega de la obra.

En todos los precios relativos a redes de instalaciones,
máquinas y equipos o cualquier elemento que lo precise, para
verificar su funcionamiento, se considerará siempre que la uni-
dad de obra se entregará instalada, legalizada con las autori-
zaciones administrativas requeridas legalmente, con las prue-
bas de funcionamiento y rendimiento necesario, por lo que
cualquier actividad precisa para ello, se considerará incluida
en los precios del proyecto, independientemente de que, desde
la instalación o ejecución de la unidad y su puesta en marcha,
pueda transcurrir un tiempo dilatado.

Los precios de los productos, los auxiliares y los unitarios
del proyecto se considerarán válidos, para cualquiera que sea
el tipo de tecnología o procedimiento que haya de utilizarse
para su elaboración o ejecución, se realicen en la propia obra
o lleguen a ésta ya elaborados, a menos que en la descripción
de los mismos se especifique una procedencia concreta o un
procedimiento determinado de elaboración o ejecución, en cuyo
caso, su ámbito de aplicación se limitará a dichas concreciones.

Los precios de los materiales y productos del proyecto se
considerarán válidos para cualesquiera de las marcas comer-
ciales, modelos o denominaciones específicas industriales que
se ajusten a las características técnicas descritas para los mis-
mos y que cumplan con las prescripciones exigidas en el Pliego
de Prescripciones Técnicas Particulares, sea cual fuere el lugar,
zona o localidad de donde hayan de provenir, sin perjuicio de
lo previsto en el artículo 161 del RGLCAP.

Aunque no figure expresamente indicado en la descripción
de los precios correspondientes, para aquellos materiales suje-
tos a normas de obligado cumplimiento promulgadas por la
Administración que versen sobre condiciones generales u homo-
logación, habrá de entenderse que su precio presupone la ade-
cuación a tales exigencias, sin perjuicio de las que indepen-
dientemente puedan establecerse en las prescripciones técnicas
del proyecto.

26. Medición y abono de la obra ejecutada.

26.1. Mediciones de la obra ejecutada.

26.1.1. Criterios a seguir.

Sólo se podrán recoger en las certificaciones las unidades
de obra ejecutadas con estricta sujeción al proyecto aprobado,
entendiendo como tal el que esté vigente en cada momento,
comprendido por el que sirvió de base a la licitación, y por las
modificaciones aprobadas, en su caso. 

También podrán recogerse, en su caso, las unidades de
obra defectuosas para las que, con carácter previo, se hubie-
ran fijado los correspondientes precios rebajados, tramitados
de la forma establecida en este Pliego.

Los criterios de medición a seguir serán los establecidos
en el Pliego de Prescripciones Técnicas Particulares del pro-
yecto aprobado, teniendo prevalencia, dentro del mismo, los
fijados específicamente para cada unidad de obra frente a los
establecidos con carácter general. En su defecto, se adopta-
rán los fijados en el Pliego de Prescripciones Técnicas Generales
al que se haya hecho referencia expresa en aquel. En caso de
dudas, olvidos u omisiones en los anteriores, se atenderá al
siguiente orden de prelación:

- Criterios marcados, en su caso, en las descripciones de
los precios unitarios.

- Criterios establecidos por el Banco de Precios que, en su
caso, haya servido de base a los precios del proyecto.

- Criterios seguidos en las mediciones del proyecto.

En ningún caso servirán de base o referencia, para reali-
zar las mediciones de la obra ejecutada, los errores, excesos,
imprevisiones o criterios equivocados que pudieran presentar
las mediciones del proyecto, ni podrán considerarse los exce-

sos debidos a errores de ejecución, obras defectuosas o mal
ejecutadas o refuerzos de éstas.

Se tomarán las dimensiones de lo realmente ejecutado,
cuando sean inferiores a las que figuran en planos del proyecto
vigente aprobado, y las cotas de planos, cuando las corres-
pondientes a la obra realmente ejecutada sean mayores, salvo
que se trate de las variaciones que consistan en alteración del
número de unidades realmente ejecutadas sobre las previstas
en las mediciones del proyecto.

En cualquier caso, cuando para determinadas unidades
de obra se establezca el criterio de medición sobre dimensio-
nes teóricas de planos, se tomaran estas últimas, salvo que
sean mayores que las de la obra realmente ejecutada.

De todos modos habrán de tenerse en cuenta las pres-
cripciones que se establecen en el apartado siguiente.

Cuando el contratista hubiera propuesto, en su caso, a la
Dirección Facultativa, la ejecución de cualquier unidad de obra,
con mayores dimensiones que las fijadas en proyecto, por juz-
garla beneficiosa para ella, y la Dirección hubiere estimado
aceptable, aunque no necesaria la mejora propuesta, se efec-
tuará la medición de las partidas de que se trate, según las
dimensiones del proyecto, sin que en ningún caso se admitan
soluciones que puedan obviar el procedimiento previsto para
el ejercicio por la Administración de su prerrogativa de modifi-
cación contractual.

26.1.2. Mediciones a considerar en las certificaciones.

En las certificaciones ordinarias, sólo se podrán recoger
las mediciones que correspondan a unidades de obras com-
pletas, según la descripción de sus precios unitarios, pudién-
dose recoger, como acopios, los materiales constitutivos de la
unidades incompletas.

Unicamente se podrá recoger mayor medición que la que
figure en el proyecto aprobado para cada partida en el supuesto
regulado en el artículo 160 del RGLCAP.

Cuando la medición real de una partida sea menor que
la que figura en proyecto, se considerará la medición real.

26.1.3. Obras y partes ocultas.

Cuando la medición pueda afectar a obras tales como
acondicionamiento del terreno, cimentaciones, canalizaciones
y conductos empotrados o enterrados, demoliciones y obras
análogas, cuyas características y dimensiones hayan de que-
dar posterior y definitivamente ocultas, como lógico desarrollo
del proceso constructivo, el contratista deberá avisar por escrito
y con la suficiente antelación a la Dirección Facultativa, a fin
de que ésta pueda realizar las correspondientes mediciones,
comprobaciones, tomas de datos y planos que las definan,
antes de que queden ocultas, debiendo el contratista suscribir
dicha documentación en prueba de conformidad, a los efec-
tos de su incorporación al expediente de la obra para su con-
sideración en las certificaciones y en la liquidación.

A falta de dicho aviso anticipado, cuya existencia corres-
ponde probar al contratista y de la documentación cumpli-
mentada de la forma indicada anteriormente, quedará obligado
el mismo a aceptar las decisiones del órgano de contratación
sobre el particular.

26.2. Abono de la obra ejecutada.

El contratista tendrá derecho al abono de la obra que real-
mente ejecute con estricta sujeción al proyecto aprobado, en
los términos del TRLCAP y del contrato, y con arreglo al precio
convenido.

El pago de la obra ejecutada se realizará de acuerdo con
lo establecido en el artículo 145 del TRLCAP y su desarrollo
reglamentario. En todo caso, las certificaciones se expedirán
mensualmente y habrán de ser conformadas por los servicios
técnicos correspondientes de la Administración contratante. 

Cualquiera que sea el importe de la obra ejecutada, de las
certificaciones expedidas o el que figure en el programa de tra-
bajo aprobado y aceptado por la Administración, el contratista
no tendrá derecho a percibir en cada año una cantidad mayor

Página núm. 11.926 BOJA núm. 77 Sevilla, 2 de julio 2002



que la consignada en la anualidad correspondiente, afectada
por el coeficiente de adjudicación.

La Administración tiene la facultad de modificar las anua-
lidades aprobadas sin consentimiento del contratista, siempre
que las nuevas anualidades sean reflejo del programa de tra-
bajo y del correspondiente calendario de obra aprobado. 

26.3. Abonos a cuenta por materiales acopiados, instala-
ciones y equipos.

El contratista tendrá derecho a percibir abonos a cuenta
por materiales acopiados, instalaciones y equipos necesarios
para la obra, en los términos previstos reglamentariamente.

26.4. Intereses de demora.

El abono, en su caso, por la Administración de intereses
de demora procederá transcurridos dos meses desde la expe-
dición de las certificaciones de obras o, respecto de aquéllas
extendidas excediendo del importe de las anualidades que rijan
en el contrato, desde la fecha en la que con arreglo a las con-
diciones convenidas y programas de trabajo aprobados, debe-
rían haberse producido, cuando en dichos plazos no hubieran
sido abonadas. El interés de demora consistirá en el interés
legal del dinero, incrementado en 1.5 puntos, de las cantida-
des adeudadas.

27. Abono de las unidades de Seguridad y Salud.

De contemplarse la Seguridad y Salud como partida inde-
pendiente del presupuesto aprobado, el abono de las unida-
des de Seguridad y Salud en el trabajo se efectuará de forma
porcentual sobre el importe de las unidades de obra a certifi-
car. El porcentaje a aplicar será el que resulte de dividir el
importe del presupuesto vigente de ejecución material de Segu-
ridad y Salud entre el importe del presupuesto de ejecución
material de las unidades de obra, también vigente en cada
momento, multiplicado por cien.

Dicho tanto por ciento será el que se aplique de forma fija
sobre el importe de ejecución material de las unidades de obra
a recoger en cada certificación mensual, como obra ejecutada.
Para que sea procedente el referido abono porcentual, se reque-
rirá que hayan sido ejecutadas y dispuestas en obra, de acuerdo
con las previsiones establecidas en el Plan, las unidades de
seguridad y salud que correspondan al periodo a certificar.

Cuando durante el curso de las obras la Administración
resolviere modificar el proyecto aprobado, y, como consecuencia
de ello, fuere necesario alterar el Plan de Seguridad y Salud
aprobado, el importe económico del nuevo Plan, que podrá
variar o ser coincidente con el inicial, se dividirá entre la suma
del presupuesto de ejecución material primitivo de la obra y el
que originen, en su caso, las modificaciones de éstas multi-
plicado por cien, obteniéndose el porcentaje a aplicar para efec-
tuar el abono de las partidas de seguridad y salud, de acuerdo
con el criterio establecido con anterioridad. Dicho porcentaje
será el que se aplique a origen a la totalidad del presupuesto
de ejecución material de las unidades de obras en las certifi-
caciones sucesivas, deduciéndose lo anteriormente certificado.

Con independencia del citado abono, podrán efectuarse
abonos a cuenta por materiales acopiados de seguridad y salud
con las mismas cautelas y garantías exigidas para los abonos
a cuenta por materiales acopiados para la obra de referencia.

Para el abono de las partidas correspondientes a forma-
ción especifica de los trabajadores en materia de seguridad y
salud, reconocimientos médicos y seguimiento y control interno
de la seguridad en obra, será requisito imprescindible la pre-
via justificación al responsable del seguimiento del Plan de que
se han cumplido las previsiones establecidas en el mismo al
respecto, para lo que será preceptivo que el contratista aporte
la acreditación documental correspondiente. 

Caso de no figurar la seguridad y salud como partida inde-
pendiente en el presupuesto del proyecto aprobado, se consi-
derará incluida entre los Costes Indirectos y Gastos Generales
de Estructura derivados de las obligaciones del contrato, por
lo que al efectuar el abono de las unidades de obra, se enten-

derá comprendido el correspondiente a los medios de seguri-
dad y salud.

28. Alta de las instalaciones, maquinarias y servicios y
equipos.

Será de cuenta y a costa del contratista la realización de
las gestiones, pagos de todos los gastos, tasas, arbitrios, redac-
ción y visado de los proyectos que haya que presentar en los
organismos y compañías competentes, a efectos de obtener el
alta y permiso del funcionamiento adecuado y legalizado de
las instalaciones, máquinas y servicios y equipos, aunque hayan
de ser tituladas a nombre de la Administración o de la persona
o entidad que ésta designe y aún cuando las reglamentacio-
nes de las ordenanzas municipales vigentes o normas de las
compañías suministradoras exijan que las acometidas se hagan
por cada una de las infraestructuras, viviendas y demás loca-
les que, en su caso, comprenda el proyecto.

Entre los gastos anteriormente reseñados se considerarán
incluidos los relativos a derechos de acometidas, verificación
y enganche, de acuerdo con las disposiciones vigentes sobre
acometidas eléctricas, así como los concernientes a cuales-
quiera otras redes o instalaciones. Asimismo, será de cuenta
del contratista la realización de las gestiones necesarias para
conseguir de las compañías suministradoras las dotaciones
que éstas vengan obligadas a proporcionar y ejecutar, según
establecen las disposiciones vigentes que regulan la materia.

29. Recepción de las obras.

29.1. El contratista deberá facilitar al Director de la obra
los datos y documentos necesarios para la elaboración de la
documentación de la obra ejecutada, y deberá entregar a la
Administración, una vez terminada la obra y antes del acto de
la recepción: Las instrucciones, manuales de uso, manteni-
miento y conservación y garantías, en su caso, de todos los
productos, equipos, aparatos y máquinas instalados; la rela-
ción detallada de los suministradores y subcontratistas que
han intervenido en la ejecución de la obra con indicación de
nombre, y dirección de los mismos, y de la procedencia u ori-
gen, marca comercial, modelo y tipo de los productos sumi-
nistrados, que le sean requeridos por la Administración; los
boletines de los instaladores autorizados, certificados de las
instalaciones, permisos y autorizaciones necesarios para la
contratación de los servicios y suministros correspondientes y
para el uso y puesta en servicios de los equipos, aparatos e
instalaciones que lo requieran, según las disposiciones vigentes. 

Dichos documentos deberán ser titulados a nombre de la
Administración o de la persona o entidad que ésta designe.

Con el acta de recepción se acompañará un «Estado de
dimensiones y características de la obra ejecutada», que defina
con detalle las obras realizadas tal como se encuentran en el
momento de su recepción.

El contratista deberá acreditar que la póliza de seguro con-
tra incendios, cuando se hubiera exigido, tiene vigencia por el
periodo de garantía de la obra y que la prima correspondiente
al mismo se encuentra pagada.

29.2. La recepción y la correspondiente liquidación, se
realizarán en la forma y plazos que establecen el artículo 147
del TRLCAP y, en su caso, el presente Pliego en el Cuadro
Resumen, letra V).

30. Certificación final.

30.1. Recibidas las obras se procederá seguidamente a su
medición general con asistencia del contratista, formulándose
por el Director de la obra, en el plazo de un mes, o excepcio-
nalmente en el que figure en el Cuadro Resumen, letra T), con-
tado desde la recepción, la medición de las realmente ejecu-
tadas de acuerdo con el proyecto. Todo ello en los términos
establecidos reglamentariamente. 

30.2. Para la aprobación de la certificación final de las
obras ejecutadas, que se realizará en la forma prevista legal y
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reglamentariamente, se aportará la documentación técnica,
gráfica y escrita que justifique las diferencias entre el proyecto
aprobado y la obra realmente ejecutada.

30.3. El contratista tendrá derecho al abono, con arreglo
a los precios convenidos, de la obra que realmente ejecute con
sujeción al proyecto aprobado y a las órdenes dadas por escrito
por la Administración, siempre que no respondan a la correc-
ción de deficiencias imputables al contratista. Consecuen-
temente, cuando se hubiesen realizado unidades de obra con
mayores dimensiones que las reflejadas en los planos del pro-
yecto aprobado, sin la preceptiva autorización, salvo que se
trate de las variaciones que consistan en alteración del número
de unidades realmente ejecutadas sobre las previstas en las
mediciones del proyecto, se tomarán las de estos últimos, y si
resultasen menores dimensiones que las que figuran en pla-
nos, se tomarán las correspondientes a lo realmente ejecutado. 

30.4. Los criterios técnicos a seguir para la medición de
la obra realmente ejecutada serán los establecidos en la cláu-
sula 26.1 del presente Pliego.

30.5. En base a lo estipulado en la cláusula 15.1 del pre-
sente Pliego no procederá recoger en la certificación final de
las obras variaciones de las unidades de seguridad y salud,
contempladas en el Plan vigente en el momento de la recepción.

31. Resolución del contrato.
Serán causas de resolución del contrato, además de las

previstas en los artículos 111 y 149 del TRLCAP, las especiales
que se fijan a continuación con los efectos que se establecen
en la normativa vigente:

a) El incumplimiento por parte del contratista de la obli-
gación de guardar sigilo respecto a los datos o antecedentes
que, no siendo públicos o notorios, estén relacionados con el
objeto del contrato, de los que tenga conocimiento con oca-
sión del mismo, salvo que se le dispense expresamente de tal
obligación en el Cuadro Resumen, letra U), del presente Pliego. 

b) El abandono por parte del contratista de la prestación
objeto del contrato. Se entenderá producido el abandono cuando
la prestación haya dejado de desarrollarse, no se desarrolle con
la regularidad adecuada o con los medios humanos o materia-
les precisos para la normal ejecución del contrato en plazo. No
obstante, cuando se dé este supuesto, la Administración, antes
de proceder a la resolución, requerirá al contratista para que
regularice la situación en el plazo de cinco días a contar desde
el requerimiento, salvo que su ejecución exija un plazo menor.

c) Incurrir el contratista, durante la vigencia del contrato
en alguna de las prohibiciones de contratar previstas en el
artículo 20 del TRLCAP o en supuesto de incompatibilidad, sin
la obtención inmediata de la correspondiente resolución de
compatibilidad.

d) Las reiteradas deficiencias en la ejecución del contrato.
e) El incumplimiento de algunos de los compromisos ofer-

tados
f) El incumplimiento del pago de los anuncios de licitación

en el plazo establecido en el artículo 54 del TRLCAP.

32. Plazo de garantía y liquidación del contrato.
32.1. Plazo de garantía.
El plazo de garantía será el fijado en el Cuadro Resumen,

letra I) y comenzará a contarse a partir de la recepción.
Durante el plazo de garantía, el contratista queda obligado

a su costa a la conservación y policía de las obras, siendo res-
ponsable de los daños que en ella se produzcan.

El contratista vendrá obligado a conservar a su costa, en
su caso, durante el periodo de garantía las obras de jardine-
ría, realizando a tales efectos y para su debido desarrollo los
cuidados, trabajos y reposiciones que sean necesarios.

En todo caso, será de cuenta y a costa del contratista el
mantenimiento del servicio de guardería de la obra durante el
plazo de garantía, salvo que expresamente sea relevado de tal

obligación por la Administración, por haber sido entregadas al
uso o al servicio correspondiente las obras objeto del contrato.

32.2. Liquidación del contrato.

32.2.1. Dentro del plazo de quince días anteriores al cum-
plimiento del plazo de garantía, previa comunicación al órgano
de contratación, el director facultativo de la obra, de oficio o a
instancia del contratista, redactará un informe sobre el estado
de las obras. Si éste fuera favorable, el contratista quedará rele-
vado de toda responsabilidad, salvo lo dispuesto en el artículo
148 del TRLCAP, procediéndose a la devolución o cancelación
de la garantía y a la liquidación, en su caso, de las obligacio-
nes pendientes, según lo establecido en las disposiciones regla-
mentarias, aplicándose al pago de estas últimas lo dispuesto
en la cláusula 26.4 del presente Pliego. En el caso de que el
informe no fuera favorable y los defectos observados se debie-
sen a deficiencias en la ejecución de la obra y no al uso de lo
construido durante el plazo de garantía, el director facultativo
procederá a dictar las oportunas instrucciones al contratista
para la debida reparación de lo construido, concediéndole un
plazo para ello durante el cual continuará encargado de la con-
servación de las obras, sin derecho a percibir cantidad alguna
por ampliación del plazo de garantía.

En la liquidación del contrato, que será aprobada por la
Administración, previos los informes correspondientes, podrán
recogerse, como obligaciones pendientes, entre otras, las rela-
tivas a revisiones de precio a las que no hayan podido aplicarse
en su momento los índices de precios definitivos por no estar
aún publicados.

A los efectos de la elaboración y tramitación de la liqui-
dación del contrato, se estará a lo dispuesto en las disposi-
ciones legales y reglamentarias que sean de aplicación.

32.2.2. En el caso de resolución del contrato por causas
imputables al contratista, para establecer el saldo de liquida-
ción de obras se restará de la valoración correspondiente a la
obra ejecutada, que sea de recibo, el importe de las certifica-
ciones cursadas.

Como obra ejecutada, a los efectos de su valoración, sólo
se tendrá en cuenta la que corresponda a unidades de obra
terminadas por completo de acuerdo con el proyecto aprobado,
considerando como tales las definidas en la descripción de
cada precio unitario, y, dentro de ellas, únicamente las que no
presenten defectos o deterioros y estén correctamente ejecu-
tadas.

Las obras auxiliares o accesorias, los acopios de mate-
riales y la maquinaria e instalaciones no podrán considerarse
en el caso referido.

32.2.3. Cuando se trate de causas de resolución de con-
trato imputables a la Administración, el contratista adjudica-
tario tendrá derecho al valor de las obras efectivamente reali-
zadas y a la indemnización prevista en el artículo 151 del
TRLCAP. Como obras efectivamente realizadas se considerarán,
de una parte, las correspondientes a unidades de obra termi-
nadas completas o incompletas, que sean de recibo, tomán-
dose como base, para valorar estas últimas, las descom-
posiciones de los precios unitarios o el correspondiente cuadro
de precios, salvo que se adviertan errores, defectos u omisio-
nes en las mismas, en cuyo caso, se obtendrán de las nece-
sidades y recursos que realmente se deduzcan de la obra eje-
cutada.

De otro lado, se considerarán también como obras efec-
tivamente realizadas las accesorias e instalaciones provisio-
nales de obra que formen parte de los costes indirectos, en la
forma que reglamentariamente se determine, y los acopios
situados a pie de obra.

La valoración de las obras accesorias e instalaciones pro-
visionales de obra se fijará en base al desglose de porcentajes,
que dentro del total de costes indirectos, corresponda a cada
uno de tales conceptos, según se haya establecido o conside-
rado en el proyecto, bien de modo expreso o por referencia a
norma o publicación que verse sobre la materia.
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33. Gastos derivados de las obligaciones del contrato.

Todos los gastos que no figuren entre los costes directos
e indirectos de ejecución, y que se originen para el contratista
adjudicatario como consecuencia del cumplimiento de las obli-
gaciones del contrato recogidas en el presente Pliego y, en su
defecto, en el Pliego de la Cláusulas Administrativas Generales
para la Contratación de Obras del Estado y demás legislación
aplicable de contratos de las Administraciones Públicas, se
considerarán incluidos en el porcentaje de Gastos Generales
de Estructura del proyecto aprobado que inciden sobre el con-
trato, por lo que al efectuar el pago del precio del contrato se
considerarán comprendidos en el mismo, y, por lo tanto, abo-
nados tales gastos.

34. Prerrogativas de la administración y vía jurisdiccional
procedente.

El órgano de contratación ostenta la prerrogativa de inter-
pretar los contratos administrativos y resolver las dudas que

ofrezca su cumplimiento. Igualmente podrá modificar los con-
tratos celebrados y acordar su resolución, dentro de los lími-
tes y con sujeción a los requisitos y efectos señalados en el
TRLCAP y sus disposiciones de desarrollo.

Los acuerdos que dicte el órgano de contratación, previo
informe jurídico, en su caso, del órgano competente, en el ejer-
cicio de sus prerrogativas de interpretación, modificación y reso-
lución, serán inmediatamente ejecutivos.

Las cuestiones litigiosas surgidas sobre la interpretación,
modificación, resolución y efectos de los contratos adminis-
trativos, serán resueltas por el órgano de contratación compe-
tente, cuyos acuerdos pondrán fin a la vía administrativa, y con-
tra los mismos se podrá interponer el oportuno recurso
contencioso-administrativo.

POR LA CONSEJERIA DE OBRAS EL ADJUDICATARIO

PUBLICAS Y TRANSPORTES

Fdo. Fdo.
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ANEXO II

PLIEGO DE CLAUSULAS ADMINISTRATIVAS PARTICULARES,
MODELO-TIPO, PARA LA CONTRATACION DE OBRAS POR

EL PROCEDIMIENTO NEGOCIADO SIN PUBLICIDAD

I. ELEMENTOS DEL CONTRATO.
1. Régimen jurídico del contrato.
2. Objeto del contrato.
3. Documentos que revisten carácter contractual.
4. Presupuesto base de licitación.
5. Existencia del crédito.
6. Plazo de ejecución de las obras.
7. Garantías.
7.1. Garantía provisional.
7.2. Garantía definitiva.

II. ADJUDICACION DEL CONTRATO.
8. Forma de adjudicación.
9. Lugar y forma de presentación de las proposiciones.
9.1. Lugar de presentación de proposiciones.
9.2. Forma de presentación de las proposiciones.
A) Documentación Administrativa.
B) Proposición Técnica y Económica.
10. Procedimiento de adjudicación.
10.1. Recepción de documentación.
10.2. Certificación y calificación de documentos.
10.3. Adjudicación del contrato.
11. Precio del contrato.
12. Revisión de precios.
13. Actuaciones previas a la formalización del contrato.
14. Formalización del contrato.

III. EJECUCION DEL CONTRATO.
15. Actuaciones previas a la iniciación de las obras.
15.1. Plan de Seguridad y Salud en el Trabajo.
15.2. Seguros.
15.3. Licencias, autorizaciones y tributos.
15.4. Maquinaria, medios auxiliares, personal, mano de

obra y subcontratas.
16. Iniciación de las obras.
17. Programa de trabajo.
18. Inspección y dirección de las obras.
19. Prescripciones para la ejecución de las obras.
19.1. Obligaciones laborales y sociales.
19.2. Ensayos y análisis de materiales y unidades de obra.
19.3. Productos industriales de empleo en la obra.
19.4. Recepción y recusación de materiales y productos.
19.5. Instalaciones provisionales y obras accesorias.
19.6. Publicidad de obra.
19.7. Obligación de sigilo.
20. Mejoras propuestas por el contratista.
21. Modificación del contrato.
22. Subsanación de errores materiales.
23. Cumplimiento de los plazos y penalidades por demora.
24. Unidades de obra defectuosas, mal ejecutadas o no

ajustadas al proyecto.
25. Precios.
26. Medición y abono de la obra ejecutada.
26.1. Mediciones de la obra ejecutada.
26.1.1. Criterios a seguir.
26.1.2. Mediciones a considerar en las certificaciones.
26.1.3. Obras y partes ocultas.
26.2. Abono de la obra ejecutada.
26.3. Abonos a cuenta por materiales acopiados, instala-

ciones y equipos.
26.4. Intereses de demora.
27. Abono de las unidades de Seguridad y Salud.
28. Alta de las instalaciones, maquinarias y servicios y

equipos.

29. Recepción de las obras.
30. Certificación final.
31. Resolución del contrato.
32. Plazo de garantía y liquidación del contrato.
33. Gastos derivados de las obligaciones del contrato.
34. Prerrogativas de la administración y vía jurisdiccional

procedente.

Cuadro Resumen del contrato.
Anexo núm. 1. Modelo de proposición económica.
Anexo núm. 2. Titulación y cualificación de los profesio-

nales adscritos a la obra.
Anexo núm. 3. Justificación de la capacidad económica,

financiera y técnica o profesional.
Anexo núm. 4. Documentación técnica acreditativa de los

aspectos que en su caso serán objeto de negociación y aspectos
técnicos y económicos que podrán ser objeto de negociación.

Anexo núm. 5. Solvencia complementaria para empresas
clasificadas.

Anexo núm. 6. Operaciones preparatorias susceptibles de
abonos a cuenta.

I. ELEMENTOS DEL CONTRATO

1. Régimen jurídico del contrato.
El contrato a que se refiere el presente Pliego es de natu-

raleza administrativa y se regirá por el Texto Refundido de la
Ley de Contratos de las Administraciones Públicas, aprobado
mediante Real Decreto Legislativo 2/2000, de 16 de junio (en
adelante TRLCAP), y demás disposiciones reglamentarias de
desarrollo.

Asimismo el referido contrato estará sujeto a lo estable-
cido por las normas de Derecho comunitario que le sean de
aplicación.

2. Objeto del contrato.
El contrato tiene por objeto la ejecución de las obras que

comprende el proyecto aprobado por la Administración, cuya
denominación y codificación se especifican en el Cuadro
Resumen del presente Pliego.

Se especifican en el mismo Cuadro Resumen, letra B), las
necesidades administrativas que se pretenden satisfacer
mediante el contrato, así como los factores de todo orden a
tener en cuenta.

3. Documentos que revisten carácter contractual.
El presente Pliego, que incluye el Cuadro Resumen, junto

con los Planos, Pliego de Prescripciones Técnicas Particulares,
Cuadros de Precios, Memoria del Proyecto y demás documentos
del proyecto en que así se establezca por Ley, revestirán carác-
ter contractual. En caso de discordancia entre el presente Pliego
y cualquiera del resto de los documentos contractuales, pre-
valecerá el Pliego de Cláusulas Administrativas Particulares, en
el que se contienen los derechos y obligaciones de los licita-
dores y adjudicatario.

En caso de discrepancia entre los documentos del pro-
yecto, se atenderá al orden de prelación que se fije en el Pliego
de Prescripciones Técnicas Particulares que forma parte del
proyecto.

4. Presupuesto base de licitación.
El presupuesto base de licitación del contrato será el que

figura en el Cuadro Resumen, letra C).

5. Existencia del crédito.
5.1. Existe el crédito suficiente para atender las obligacio-

nes económicas que se deriven para la Administración del con-
trato a que se refiere el presente Pliego.

5.2. El expediente de contratación se podrá tramitar anti-
cipadamente de acuerdo con las normas vigentes que le sean
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de aplicación. En tal caso se hará constar tal circunstancia de
forma expresa en el Cuadro Resumen, letra M). 

Cuando el contrato se formalice en ejercicio anterior al de
la iniciación de la ejecución, la adjudicación quedará sometida
a la condición suspensiva de existencia de crédito adecuado y
suficiente para financiar las obligaciones derivadas del contrato
en el ejercicio correspondiente.

6. Plazo de ejecución de las obras.
6.1. El plazo total de ejecución de las obras será el fijado

en la letra E) del Cuadro Resumen. 
6.2. Los plazos parciales, correspondientes a los capítulos

o fases en que se divida la obra, serán, en su caso, bien los
que consten igualmente en el citado Cuadro Resumen, letra E),
o bien, los fijados en la aprobación del programa de trabajo, y
se considerarán como plazo máximo de cada uno de ellos.

6.3. Asimismo, en el Cuadro Resumen se señalarán, en
su caso, los plazos parciales que darán motivo a las recepcio-
nes parciales a que se refiere el art. 147.5 del TRLCAP.

7. Garantías.
7.1. Garantía provisional.
En los contratos de cuantía igual o superior a la fijada en

el artículo 135.1 del TRLCAP, o inferior, cuando se indique en
la letra F) del Cuadro Resumen, se aportará una garantía pro-
visional equivalente al 2% del presupuesto del contrato, en la
cuantía que se indica en la citada letra F) del Cuadro Resumen.

En todo caso, la constitución de la garantía global eximirá
de la constitución de la garantía provisional.

Conforme al artículo 162.6 de la Ley de Sociedades
Cooperativas Andaluzas, dichas Cooperativas gozarán de una
reducción al 25% en dichas garantías.

En el caso de uniones temporales de empresarios, las
garantías provisionales podrán constituirse por una o varias de
las empresas participantes, siempre que en conjunto se alcance
la cuantía que figure en el Cuadro Resumen, y garantice soli-
dariamente a todos los integrantes de la unión temporal.

7.2. Garantía definitiva.
El adjudicatario del presente contrato estará obligado a

constituir una garantía definitiva, y en su caso, adicional, por
el/los importe/s establecidos en las letras G) y H) del Cuadro
Resumen.

Cuando la adjudicación se realice en favor del empresa-
rio cuya proposición hubiera estado incursa inicialmente en
presunción de temeridad, se exigirá al mismo una garantía defi-
nitiva del 20% del presupuesto base de licitación, de confor-
midad con lo dispuesto por el artículo 36.4. del TRLCAP.

Conforme al artículo 162.6 de la Ley de Sociedades
Cooperativas Andaluzas, dichas Cooperativas gozarán de una
reducción al 25% en tales garantías.

Cuando a consecuencia de una modificación del contrato,
experimente variación el precio del mismo, se reajustará la
garantía constituida para que guarde la debida proporción con
el precio del contrato resultante de su modificación.

En todo caso la constitución de la garantía global eximirá
de la constitución de la garantía definitiva.

II. ADJUDICACION DEL CONTRATO

8. Forma de adjudicación.
El contrato de obra se adjudicará mediante el procedi-

miento negociado sin publicidad previa por concurrir la cir-
cunstancia prevista en el artículo 141 del TRLCAP, conforme
se indica en el Cuadro Resumen, letra J), en los términos esta-
blecidos legal y reglamentariamente.

9. Lugar y forma de presentación de las proposiciones.
Cada licitador no podrá presentar más de una sola pro-

posición, de acuerdo con el proyecto aprobado por la Admi-
nistración.

9.1. Lugar de presentación de proposiciones.
Las proposiciones, junto con la documentación precep-

tiva, se presentarán en el Registro designado por el órgano de
contratación, en los términos que se indiquen en la solicitud
cursada por la Administración.

La presentación de las proposiciones presume la acepta-
ción incondicionada por parte del licitador de las cláusulas de
este Pliego.

9.2. Forma de presentación de las proposiciones.
Los licitadores presentarán un sobre, firmado por los mis-

mos o sus representantes y cerrado, de forma que se garan-
tice el secreto de su contenido. En el sobre figurará el nombre
del licitador, persona o personas de contacto, domicilio social,
teléfono y fax, a efectos de comunicaciones, así como el título
de la obra, número o clave del expediente, e incluirá en origi-
nal o copias auténticas o autenticadas la documentación que
a continuación se indica:

A) Documentación Administrativa.
La certificación de la inscripción en el Registro de Licitado-

res de la Comunidad Autónoma de Andalucía exime a los lici-
tadores en él incluidos de la presentación de la documenta-
ción relativa a los extremos registrados en el mismo, siempre
que vaya acompañada de declaración responsable de no alte-
ración de los datos en él registrados.

a) Garantía provisional.
En los contratos en los que sea exigible, se aportará docu-

mento justificativo de haber constituido garantía provisional a
favor del órgano de contratación, en cualquiera de las formas
previstas en el artículo 35.1 del Texto Refundido de la Ley de
Contratos de las Administraciones Públicas.

Las garantías provisionales se constituirán:

1. En las Cajas Provinciales de Depósitos establecidas en
las Delegaciones Provinciales de la Consejería de Economía y
Hacienda, cuando se trate de garantías en metálico o en valo-
res públicos o privados, debiéndose acreditar su constitución
mediante la entrega al órgano de contratación del resguardo
expedido por aquéllos.

2. Cuando se trate de aval o seguro de caución, ante el
órgano de contratación incorporándose la garantía al expediente
de contratación, sin perjuicio de que su ejecución se efectúe
por los órganos señalados en el párrafo anterior.

En el supuesto de constituirse la garantía por alguno de
los medios señalados en este apartado 2, deberá constar en
los citados documentos el visado que acredite el previo bas-
tanteo del poder otorgado por la entidad avalista o asegura-
dora, efectuado por el Gabinete Jurídico de la Junta de Andalu-
cía, que se obtendrá en las Delegaciones Provinciales de la
Consejería de Economía y Hacienda.

b) Documentos acreditativos de la personalidad del empre-
sario:

1. Si el licitador fuere persona jurídica, deberá presentar
la escritura de constitución o de modificación, en su caso, ins-
critas en el Registro Mercantil, cuando este requisito fuera exi-
gible conforme a la legislación mercantil que le sea aplicable.
Si no lo fuere, la acreditación de la capacidad de obrar se rea-
lizará mediante la escritura o documento de constitución, esta-
tutos, o acta fundacional, en la que constaren las normas por
las que se regula su actividad, inscritos, en su caso, en el corres-
pondiente registro oficial.

2. Para los licitadores individuales será obligatoria la pre-
sentación del Documento Nacional de Identidad o el docu-
mento que, en su caso, haga sus veces.

3. Para los empresarios no españoles de Estados miem-
bros de la Comunidad Europea, o signatarios del Acuerdo sobre
el Espacio Económico Europeo, bastará con acreditar su ins-
cripción en los Registros o presentar las certificaciones que se
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indican en el Anexo I del Real Decreto 1098/2001, de 12 de
octubre, por el que se aprueba el Reglamento General de la
Ley de Contratos de las Administraciones Públicas (en adelante
RGLCAP).

4. Los demás empresarios extranjeros deberán acreditar
su capacidad de obrar con un informe de la respectiva Misión
Diplomática Permanente u Oficina Consular de España del
lugar del domicilio de la empresa, en el que se hará constar,
previa acreditación por la empresa, que figura inscrita en el
Registro local profesional, comercial o análogo o, en su defecto,
que actúan con habitualidad en el tráfico local en el ámbito de
las actividades a las que se extiende el objeto del contrato. 

Además deberá acompañarse informe de la Misión Diplo-
mática Permanente de España o de la Secretaría General de
Comercio Exterior del Ministerio de Economía sobre la condi-
ción de Estado signatario del Acuerdo sobre Contratación pública
de la Organización Mundial de Comercio, siempre que se trate
de contratos de cuantía igual o superior a la señalada en el
artículo 135.1 del TRLCAP, o, en caso contrario, el infome de
reciprocidad a que se refiere el artículo 23.1 del TRLCAP.

c) Documentos acreditativos de la representación:

Los que comparezcan o firmen proposiciones en nombre
de otro presentarán documentación acreditativa de la repre-
sentación debidamente bastanteada por el Gabinete Jurídico
de la Junta de Andalucía.

Igualmente, la persona con poder bastante a efectos de
representación, deberá acompañar su Documento Nacional de
Identidad, o el documento que, en su caso, haga sus veces.

d) Documento acreditativo de la clasificación de la empresa
o documentos que acrediten la solvencia económica, finan-
ciera y técnica o profesional.

En los contratos de presupuesto igual o superior al esta-
blecido en el artículo 25.1 del TRLCAP, deberá aportarse docu-
mentación acreditativa de la clasificación exigida en el Cuadro
Resumen, letra K), sin perjuicio de lo previsto en el artículo
25.2 del mismo texto legal, para empresarios no españoles de
Estados miembros de la Comunidad Europea que no se halla-
sen clasificados. Además, cuando así se indique en el Anexo
núm. 5, deberá aportarse compromiso de adscribir a la eje-
cución del contrato los medios personales o materiales sufi-
cientes para ello, que deberán concretarse en la oferta.

En los contratos para los que no se exija clasificación la
acreditación de la solvencia económica, financiera, técnica o
profesional se realizará por los medios previstos en el Anexo
núm. 3, que serán evaluados de acuerdo con los criterios de
selección que constan en el mismo.

e) Uniones de empresarios constituidos temporalmente.

Cuando dos o más empresas acudan a una licitación cons-
tituyendo unión temporal de empresarios, cada una de las que
la componen deberá acreditar su capacidad y su solvencia con-
forme a lo establecido en el presente Pliego, acumulándose a
efectos de la determinación de la solvencia de la unión tem-
poral, las características acreditadas para cada uno de los inte-
grantes de la misma, sin perjuicio de lo que para la clasifica-
ción se establece en el artículo 52 del RGLCAP. 

Los empresarios que deseen concurrir integrados en la
unión temporal, deberán indicar los nombres y circunstancias
de los que la constituyan, la participación de cada uno de ellos
y que asumen el compromiso de constituirse formalmente en
unión temporal, caso de resultar adjudicatarios.

El licitador que suscriba individualmente una proposición,
no podrá hacerlo en unión temporal con otros, ni podrá figu-
rar en más de una unión temporal.

f) Para las empresas extranjeras, declaración de someterse
a la jurisdicción de los Juzgados y Tribunales españoles de cual-
quier orden, para todas las incidencias que de modo directo o
indirecto pudieran surgir del contrato, con renuncia, en su caso,

al fuero jurisdiccional extranjero que pudiera corresponder al
licitador.

Para las empresas extranjeras, será necesario que tengan
abierta sucursal en España, con designación de apoderados
o representantes para sus operaciones y que estén inscritas en
el Registro Mercantil. 

g) Declaración responsable de tener capacidad de obrar
y no estar incurso en prohibición de contratar, conforme a los
artículos 15 a 20 del TRLCAP.

La declaración responsable a que se refiere el párrafo ante-
rior comprenderá expresamente la circunstancia de hallarse al
corriente del cumplimiento de las obligaciones tributarias y con
la Seguridad Social impuestas por las disposiciones vigentes,
sin perjuicio de que la justificación acreditativa de hallarse al
corriente de dichas obligaciones, deba exigirse antes de la adju-
dicación al que vaya a resultar adjudicatario del contrato, a
cuyo efecto se le concederá un plazo máximo de cinco días
hábiles.

Las personas físicas, mediante declaración responsable,
o los administradores de las personas jurídicas, mediante la
oportuna certificación expedida por su órgano de dirección o
representación competente, deberán acreditar que no están
incursos en los supuestos a que se refiere la Ley 12/1995, de
11 de mayo, de Incompatibilidades de los miembros del
Gobierno de la Nación y de los de Altos Cargos de la Admi-
nistración General del Estado; Ley 5/1984, de 24 de abril,
modificada por Ley 4/1990, de 23 de abril, de la Comunidad
Autónoma de Andalucía, sobre Incompatibilidades de Altos
Cargos y Ley 53/1984, de 26 de diciembre, de Incompati-
bilidades del personal al servicio de las Administraciones
Públicas.

h) Declaración responsable de no haber participado en la
elaboración de las especificaciones técnicas del proyecto que
se licita, aprobado por la Administración, en los términos del
artículo 52.3 del TRLCAP.

i) Documento en el que la empresa se comprometa a tener
como Jefe de Obra, con dedicación plena durante el tiempo
de ejecución de la obra, a un técnico con capacidad suficiente
para representarla en todo cuanto se refiera a la ejecución de
la misma y con la titulación, cualificación y especialización ade-
cuadas a la naturaleza de la obra licitada conforme con lo esta-
blecido en el Anexo núm. 2 del presente Pliego.

j) Compromiso de establecer y mantener durante el periodo
de vigencia del contrato, una Oficina ubicada en la Comunidad
Autónoma de Andalucía, en la que exista un representante legal
de la empresa con poderes bastantes para el pleno desarrollo
y ejecución del contrato, caso de que resulte adjudicatario de
las obras.

k) La documentación contenida en este sobre deberá ir
precedida por un índice realizado en hoja independiente en el
que constará el contenido del mismo enumerado.

B) Proposición Técnica y Económica.

La documentación acreditativa de los aspectos técnicos y
económicos que, en su caso, hayan de ser objeto de negocia-
ción con las empresas, de conformidad con lo establecido en
el Anexo núm. 4.

Proposición económica, formulada conforme al modelo
que figura en el Anexo núm. 1 del presente Pliego, debidamente
firmada y fechada, y con pronunciamiento expreso, en su caso,
sobre la adscripción a la ejecución de los medios personales
o materiales concretos exigidos en el Anexo núm. 5.

No se aceptarán aquellas proposiciones que tengan omi-
siones, errores o tachaduras que impidan conocer claramente
todo aquello que la Administración estime fundamental para
la oferta, o que, cuando sean exigibles, no concreten los medios
personales o materiales a adscribir a la ejecución de la obra.

La documentación contenida en este sobre deberá ir pre-
cedida de un índice realizado en hoja independiente, en el que
conste el contenido del mismo enumerado.
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10. Procedimiento de adjudicación.
El procedimiento de adjudicación se desarrollará conforme

a los términos previstos legal y reglamentariamente, con las
siguientes particularidades:

a) La intervención de Mesa de Contratación en el proce-
dimiento de contratación, se determina en el Cuadro Resumen,
letra N) del presente Pliego.

b) La existencia de defectos u omisiones subsanables en
la documentación presentada, se comunicará a los interesa-
dos verbalmente. Asimismo, la Mesa de Contratación o el
órgano de contratación, podrán solicitar aclaraciones sobre los
certificados y documentos presentados o requerirle para la pre-
sentación de otros complementarios, en los términos del artículo
22 del RGLCAP. Tales circunstancias se harán públicas en el
tablón de anuncios que se establece en el Cuadro Resumen,
letra R).

11. Precio del contrato.
11.1. El precio del contrato será el que resulte de la adju-

dicación definitiva adoptada por el órgano de contratación, de
acuerdo con la oferta económica realizada en base al presu-
puesto base de licitación que figura en la letra C) del Cuadro
Resumen.

A todos los efectos, se entenderá que el precio del con-
trato comprende también el IVA, todos los gastos que deban
realizarse para el cumplimiento de la prestación, y demás tri-
butos que sean de aplicación, así como todos los gastos que,
con arreglo al presente Pliego, sean de cuenta del adjudicatario.

11.2. Los precios unitarios que regirán durante la ejecu-
ción de las obras serán los del proyecto aprobado, afectados
por el coeficiente de adjudicación resultante de la oferta eco-
nómica realizada o, en su caso, por el resultado de la nego-
ciación.

12. Revisión de precios.
El precio del presente contrato se revisará de acuerdo con

la fórmula polinómica establecida en el Cuadro Resumen, letra
L). No procederá la revisión de precios en los casos en los que,
de acuerdo con la normativa vigente, así se acuerde mediante
resolución motivada que obre en el expediente, y así se indi-
que en la citada letra L) Cuadro Resumen.

13. Actuaciones previas a la formalización del contrato.
13.1. Documentación acreditativa de la constitución de

garantía definitiva.
Antes de la formalización del contrato y en el plazo máximo

de 15 días, contados desde la recepción por el contratista de
la notificación de la adjudicación, éste deberá presentar res-
guardo acreditativo de haber constituido, por cualquiera de los
medios establecidos en el artículo 36 del TRLCAP y de acuerdo
con la cláusula 9.2.1.a) del presente Pliego, una garantía defi-
nitiva, y en su caso, una garantía adicional, por el importe que
se indica en el Cuadro Resumen, letras G) y H), a disposición
del órgano de contratación, en las Cajas Provinciales de
Depósitos, radicadas en las Delegaciones Provinciales de la
Consejería de Economía y Hacienda de la Junta de Andalucía.

13.2. Escritura de formalización de la Unión de Empre-
sarios.

Con carácter previo a la firma del contrato y para el caso
de que el mismo hubiera sido adjudicado a una Unión de
Empresarios que se constituya temporalmente, habrá de apor-
tarse la escritura pública de constitución de la misma.

13.3. Incumplimiento de obligaciones que impiden la for-
malización del contrato.

Cuando por falta de cumplimiento de las obligaciones esta-
blecidas en los apartados anteriores o por cualquier otra causa
imputable al contratista, no pudiera formalizarse el corres-
pondiente contrato, se procederá conforme a lo establecido en
el artículo 54 del TRLCAP.

14. Formalización del contrato.

Simultáneamente con la firma del contrato, que incorpora
las condiciones de la negociación realizada, deberán ser fir-
mados por el adjudicatario los documentos del proyecto, super-
visados y aprobados por la Administración, que revistan carác-
ter contractual.

III. EJECUCION DEL CONTRATO

15. Actuaciones previas a la iniciación de las obras.

15.1. Plan de Seguridad y Salud en el Trabajo.

El Plan de Seguridad y Salud en el Trabajo, cuando fuere
exigible, deberá ser presentado por el contratista al órgano ges-
tor de la Administración al que esté adscrita la obra, en el plazo
que se fije para ello en la notificación de adjudicación del con-
trato, y en su defecto, con al menos quince días de antelación
al acto de comprobación del replanteo.

Si se incumple dicho plazo y, debido a ello, la aprobación
del Plan no se produce antes de la comprobación del replan-
teo, aunque se autorice el inicio de la obra, para el comienzo
efectivo de la misma será condición imprescindible la aproba-
ción del referido Plan. Por tanto, se retrasa el inicio efectivo de
la obra, pero no así el inicio del cómputo del plazo de ejecución,
por cuanto en dicho supuesto el plazo contractual empezará a
contar con la firma del Acta de comprobación del replanteo,
en la que se dejará constancia de los extremos mencionados.

El autor del Plan de Seguridad y Salud deberá ser técnico
con la titulación exigida legalmente.

El contratista vendrá obligado a recoger en el Plan de
Seguridad y Salud, y por lo tanto a realizar e implantar en la
obra, todas las medidas y elementos necesarios para cumplir
lo estipulado al respecto por la legislación vigente sobre la mate-
ria y por las normas de buena construcción, y por las especi-
ficaciones y prescripciones recogidas en el Estudio de Seguridad
y Salud, sean o no suficientes las previsiones económicas con-
templadas en éste, sin que tenga derecho a recibir más importe
que el fijado en el Estudio de Seguridad y Salud afectado de
la baja de adjudicación en su caso. 

Los locales y servicios para higiene y bienestar de los tra-
bajadores que vengan obligados por el Estudio de Seguridad y
Salud o por las disposiciones vigentes sobre la materia habrán
de ser ubicados, siempre que sea posible, en la propia obra y,
en todo caso, serán para uso exclusivo del personal adscrito a
la obra.

Cualquier variación que se plantee de las características
y emplazamiento de dichos locales y servicios, una vez apro-
bado el Plan, requerirá la previa modificación del mismo, así
como su posterior informe y aprobación en los términos esta-
blecidos por las disposiciones vigentes.

Los referidos locales y servicios deberán estar dispuestos
desde el inicio de la obra.

15.2. Seguros.

15.2.1. El contratista, en caso de estimarlo necesario el
órgano de contratación, está obligado a concertar a su costa
y hasta la finalización del plazo de garantía, el seguro contra
incendios de las obras, antes del inicio de éstas, por el importe
del presupuesto de contrata del proyecto aprobado, debiendo
figurar como beneficiaria, en caso de siniestro, la Consejería
de Obras Públicas y Transportes.

15.2.2. El contratista deberá tener suscritos los Seguros
Obligatorios, así como un Seguro de Responsabilidad Civil no
sólo por daños a terceros, tanto a personas como a cosas, sino
también por daños producidos a la Administración, o al per-
sonal dependiente de la misma durante la vigencia del con-
trato, con el límite mínimo de siniestro y características que
consten, en su caso, en el Cuadro Resumen, letra N).

15.2.3. La documentación a que se refieren los apartados
anteriores, deberá presentarse por el contratista ante la
Administración en el plazo que se fije para ello en la notifica-
ción de la adjudicación del contrato, y, en su defecto, con al
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menos quince días de antelación al acto de comprobación del
replanteo.

Si se incumple dicho plazo sin que se aporte la docu-
mentación requerida antes de la comprobación del replanteo,
aunque se autorice el inicio de la obra, para el comienzo efec-
tivo de la misma será imprescindible la presentación de dicha
documentación. Por tanto, se retrasa el inicio efectivo de la
obra, pero no así el inicio del cómputo del plazo de ejecución,
que empezará a contar con la firma del acta de comprobación
del replanteo, en la que se dejará constancia de los extremos
mencionados.

15.3. Licencias, autorizaciones y tributos.

1. El contratista está obligado a gestionar el otorgamiento
de cuantas licencias, tributos y autorizaciones municipales y
de cualquier otro organismo público o privado sean necesarias
para la iniciación, ejecución de las obras y entrega al uso o ser-
vicio de las mismas, solicitando de la Administración los docu-
mentos que para ello sean necesarios, sin perjuicio de la actua-
ción que a ésta última le corresponda.

2. Asímismo, el contratista estará obligado a abonar en
los plazos voluntarios establecidos, el importe de los gastos y
exacciones derivados de los tributos, licencias y autorizaciones
referidas anteriormente y cualesquiera que graven la ejecución
y posterior ocupación de la obra, gastos que serán de cuenta
del contratista dando conocimiento inmediatamente a la
Administración de haber cumplido dichos trámites.

El importe de estas cargas que se deriven de la obra forma
parte de los gastos asumidos por la oferta económica y con-
forme a esta estipulación contractual se traslada la obligación
de pago al adjudicatario del contrato celebrado, cuando dicho
pago corresponda a esta Consejería.

3. Si entendiera que las liquidaciones practicadas no se
ajustan a Derecho, el contratista deberá comunicar, en su caso,
la interposición de los recursos pertinentes a la Administración
contratante.

15.4. Maquinaria, medios auxiliares y servicios, personal,
mano de obra y subcontratas.

Antes de dar comienzo las obras, el contratista presentará
a la Administración, a través de la Dirección Facultativa, rela-
ción detallada de los siguientes extremos:

a) Maquinaria, medios auxiliares y servicios, instalaciones
y construcciones provisionales que habrán de emplear en la
ejecución de los trabajos.

b) Técnico con la titulación adecuada o, en su caso, la exi-
gida en el Anexo núm. 2, designado por el contratista para la
ejecución de la obra, que quedará adscrito permanentemente
a la misma, comunicando esta designación al órgano gestor
para su aceptación y a la Dirección Facultativa para su cono-
cimiento. El Técnico quedará adscrito en calidad de Jefe de
Obra y deberá permanecer durante las horas de trabajo a pie
de obra.

c) Relación numerada por oficios y categorías del perso-
nal que pondrá al servicio de las obras, así como, en su caso,
del equipo técnico a adscribir a la obra, conforme a lo esta-
blecido en el Anexo núm. 2.

d) En su caso, partes de la obra a realizar mediante sub-
contratas, con indicación del presupuesto de las mismas a los
efectos prevenidos en el artículo 115 del TRLCAP y nominación
de los subcontratistas.

Los datos anteriores deberán ser autorizados expresamente
por el órgano gestor, que podrá autorizar su modificación
mediante propuesta motivada de la dirección facultativa,
debiendo, en todo caso, ajustarse como mínimo a los aporta-
dos por el contratista para la licitación.

16. Iniciación de las obras.

En los casos en que la letra M) del Cuadro Resumen indi-
que que la tramitación del expediente es ordinaria, se proce-

derá a efectuar la comprobación del replanteo dentro del plazo
que se consigne en el contrato, autorizándose, en su caso, la
iniciación de las obras.

Cuando indique que la tramitación es urgente, la com-
probación del replanteo y la iniciación de las obras deberán
realizarse a partir de la adjudicación del contrato y constitu-
ción, en su caso, de la garantía definitiva, aunque no se haya
formalizado el correspondiente documento público o contrato
administrativo, siempre que sea requerido por el órgano gestor.

17. Programa de trabajo.

El contratista estará obligado, cuando así se establezca
en el Cuadro Resumen, letra P), a presentar al órgano gestor
un programa de trabajo en los términos establecidos en la legis-
lación de contratos de las Administraciones Públicas, y deberá
ajustarse, como mínimo, al que conste en el proyecto apro-
bado por la Administración, salvo que la ésta autorice la modi-
ficación del mismo.

18. Inspección y dirección de las obras.

Incumbe a la Administración ejercer de una manera con-
tinuada y directa la inspección de la obra durante su ejecución,
a través de la Dirección de la obra, sin perjuicio de que pueda
confiar tales funciones, de un modo complementario, a cual-
quier otro de sus órganos y representantes.

En el Cuadro Resumen, letra S), constará la especifica-
ción de la dirección de la ejecución del presente contrato, la
cual cursará las instrucciones para su cumplimiento a través
del «Libro de órdenes».

19. Prescripciones para la ejecución de las obras.

19.1. Obligaciones laborales y sociales.

El contratista está obligado al cumplimiento de las dispo-
siciones vigentes en materia laboral, de Seguridad Social y
Seguridad y Salud en el trabajo, por lo que con independencia
de que haya Estudio de Seguridad y Salud, y sea exigible el
Plan correspondiente, vendrá obligado a disponer las medidas
en esta materia exigidas por tales disposiciones, siendo a su
cargo el gasto que ello origine.

19.2. Ensayos y análisis de materiales y unidades de obra.

Todos los gastos que se originen como consecuencia de
la realización de ensayos y análisis de materiales y unidades
de obras o de informes específicos sobre los mismos serán de
cuenta de la Administración.

Los gastos de ensayos y pruebas destinados a informa-
ción, verificación o comprobación de unidades de obra mal eje-
cutadas por la contrata adjudicataria, serán abonados por ésta
en su totalidad, sea cual sea su importe.

El contratista deberá facilitar los cometidos de la Dirección
Facultativa y de las entidades acreditadas asesoras de ésta,
relativos a los ensayos, pruebas y controles de calidad que esti-
men pertinentes, a cuyos efectos proporcionará los medios que
sean necesarios para su desarrollo, tales como medios auxi-
liares, productos, energía y agua. Asimismo, habrá de dispo-
ner un lugar apropiado, habilitado al efecto de la obra, para
los instrumentos de medida de dimensiones, temperatura,
humedad y velocidad del viento, que habrán de mantenerse
en condiciones para cumplir sus funciones. En dicho lugar, se
guardarán las muestras de materiales y productos aceptados
por la Dirección Facultativa, debiendo ser custodiados por el
contratista. Los gastos que todo ello origine serán de cuenta
del contratista.

19.3. Productos industriales de empleo en la obra.

Los materiales, elementos, máquinas y equipos a emplear
en las obras habrán de reunir las calidades y características
marcadas en los documentos contractuales del proyecto y en
las normas de obligado cumplimiento. Por tanto, el contratista
deberá proveerse de los suministradores cuyos productos se
ajusten a tales requisitos, sea cual fuere el lugar, zona o loca-
lidad de donde hayan de provenir.
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Si en los documentos contractuales figurase alguna marca,
modelo o denominación específicos de un producto industrial
para designar a éste, se entenderá que tal mención se cons-
triñe a las calidades y características de dicho producto,
pudiendo el contratista utilizar productos de otras marcas o
modelos que sean equivalentes.

19.4. Recepción y recusación de materiales y productos.

El contratista sólo puede emplear los materiales y pro-
ductos en la obra previo examen y aceptación por la Dirección
Facultativa en los términos y forma que ésta señale para el
correcto cumplimiento de las condiciones convenidas.

Si la Dirección Facultativa no aceptase los materiales y
productos sometidos a su examen deberá comunicarlo por
escrito al contratista, señalando las causas que motiven la deci-
sión. El contratista podrá reclamar ante la Administración con-
tratante en el plazo de diez días, contados a partir de la noti-
ficación.

En éste último caso, y si las circunstancias o el estado de
los trabajos no permitieren esperar la resolución por la Adminis-
tración de la reclamación deducida, la Dirección Facultativa
podrá imponer al contratista el empleo de los materiales que
juzgue oportunos.

En todo caso, la recepción de los materiales y productos
por la Dirección Facultativa no exime al contratista de su res-
ponsabilidad de cumplimiento de las características exigidas
para los mismos en el Pliego de Prescripciones Técnicas
Particulares del proyecto y demás documentos de éste.

19.5. Instalaciones provisionales y obras accesorias.

Se considerarán incluidos en los costes indirectos y, por
tanto, en los precios de las unidades de obra del proyecto, todos
aquellos gastos que no sean directamente imputables a uni-
dades concretas sino al conjunto o a una parte de la obra, por
lo que se hallarán comprendidos en dichos gastos, entre otros,
los relativos a las instalaciones y dotaciones provisionales y
obras accesorias de todo tipo que se precisen para la ejecu-
ción de la obra contratada, cualquiera que sea la forma de
suministro o aprovisionamiento, así como los gastos que con-
lleve la realización de gestiones, pago de tasas, cánones, arbi-
trios y todos aquellos que fueran necesarios para la consecu-
ción de las mismas.

19.6. Publicidad de obras.

Con independencia de las señalizaciones de obras que
estará obligado a instalar el contratista conforme al proyecto y
Estudio de Seguridad y Salud o por las disposiciones aplica-
bles, vendrá igualmente obligado a instalar y conservar durante
toda la duración de la vigencia del contrato, los carteles con-
forme al número, modelo, dimensiones y características deter-
minados por la Administración, en los lugares que le sean orde-
nados. En dichos carteles se harán constar las circunstancias
que considere el órgano de contratación.

19.7. Obligación de sigilo.

El contratista queda obligado a guardar sigilo respecto a
los datos o antecedentes que, no siendo públicos o notorios,
estén relacionados con el objeto del contrato, de los que tenga
conocimiento con ocasión del mismo, salvo que expresamente
se dispense de tal obligación en el Cuadro Resumen, letra U).

20. Mejoras propuestas por el contratista.

El contratista podrá proponer, siempre por escrito, a la
Dirección Facultativa, la sustitución de una unidad de obra por
otra que reúna mejores condiciones, el empleo de materiales
de más esmerada preparación o calidad que los previstos en
proyecto, la ejecución de cualquier unidad de obra con mayo-
res dimensiones que las fijadas en proyecto o, en general, cual-
quier otra mejora de naturaleza análoga que juzgue beneficiosa
para la obra. Es decir, cambios de tipo cualitativo, que afecten
a las cualidades y características de las unidades contratadas,
o de tipo cuantitativo, que afecten a las mediciones previstas
en proyecto.

Si la Dirección Facultativa estimase conveniente, aun
cuando no necesaria, la mejora propuesta podrá, previo cono-
cimiento y aceptación del órgano gestor de la Administración
al que está adscrita la obra, manifestada en el plazo de quince
días, autorizarla por escrito, pero el contratista no tendrá dere-
cho a indemnización alguna, sino sólo al abono de lo que le
correspondería si hubiese efectuado la obra con estricta suje-
ción al proyecto aprobado. Es decir, se aplicarán los precios
previstos en proyecto para las unidades sustituidas o mejora-
das, o se efectuará la medición de las partidas de que se trate,
con las dimensiones del proyecto, según se trate de variación
cualitativa o cuantitativa. 

De las actuaciones anteriormente reseñadas, relaciona-
das con las mejoras, deberá dejarse constancia documental
en el expediente de la obra, según el siguiente trámite proce-
dimental:

- Escrito del contratista en el que se detalle el alcance y
contenido de la mejora y se indique de modo expreso que renun-
cia a percibir indemnización alguna por no tener derecho a ello.

- Comunicación escrita de la Dirección Facultativa al órgano
gestor de la Administración, al que se encuentra adscrita la
obra de la mejora propuesta.

- Aceptación de éste, por escrito, en el plazo de quince
días, de la mejora propuesta. 

- Autorización, por escrito, de la Dirección Facultativa al
contratista en la que se detallen las mejoras y se manifieste,
de manera expresa, que se aceptan, como tales mejoras, con
la condición de que el contratista no tendrá derecho a indem-
nización o compensación alguna.

De la documentación anterior se dará traslado a la Adminis-
tración para su archivo en el expediente.

En el caso de que surgieran modificaciones por necesi-
dades nuevas o causas imprevistas que dieren lugar al corres-
pondiente proyecto modificado, se incluirían en el mismo las
fotocopias de los documentos reseñados, recogiéndose las
mejoras de que se trate, según las condiciones indicadas.

Los empresarios ejecutores de mejoras no autorizadas en
las obras respecto a los proyectos por los que se rijan, y ten-
gan conocimiento de esa irregularidad, no tendrán derecho al
abono de las mismas, viniendo obligados a su demolición si
así se les ordena y a indemnizar a la Administración, en todo
caso, por los daños y perjuicios que su conducta ocasione.

21. Modificación del contrato.

El presente contrato podrá ser objeto de modificación, de
conformidad con lo previsto en el TRLCAP, por razones de inte-
rés público debidas a necesidades nuevas o causas imprevis-
tas debidamente justificadas.

Los costes de los componentes de materiales, mano de
obra y maquinaria a aplicar para la formación de los nuevos
precios a establecer, en su caso, serán, en cuanto resulten de
aplicación, los fijados en las descomposiciones de los precios
unitarios del proyecto aprobado que sirve de base al contrato
y, en su defecto, los que correspondiesen a los vigentes de mer-
cado en la fecha de adjudicación del contrato. A estos efectos
se tomarán, cuando existan, de las descomposiciones de los
precios correspondientes a los Bancos de Precios, que en su
caso, hayan sido aplicados al proyecto, vigentes en la fecha
referida.

Los nuevos precios unitarios descompuestos se confec-
cionarán siguiendo la estructura de costes adoptada para los
precios del proyecto. De modo que para el cálculo y descom-
posición de precios, determinación de cantidades de compo-
nentes, conceptos imputables a costes directos y conceptos a
considerar en los precios de los componentes se aplicarán igua-
les criterios que para los precios de proyecto. Por tanto, para
elaborar los nuevos precios, se tomarán, cuando resulten de
aplicación y siempre que no existan errores en los mismos, las
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cantidades de materiales y rendimientos de mano de obra y
maquinaria que figuren en las descomposiciones de los pre-
cios del proyecto o en sus Anexos o, en su defecto, cuando
existan, en el Banco de Precios a que se refieren éstos.

El porcentaje de costes indirectos a aplicar será el mismo
que el del proyecto aprobado.

22. Subsanación de errores materiales.
Cuando durante el curso de las obras se detecte que las

previsiones establecidas en el presupuesto o en el proyecto
aprobado son erróneas, insuficientes o incompletas, o bien en
el caso de haberse previsto en los planos, memoria o Pliego
de Prescripciones Técnicas del proyecto determinadas solu-
ciones constructivas o características técnicas cuyo alcance
económico no se haya contemplado en el presupuesto o se
hayan medido, diseñado o calculado incorrectamente, se pro-
cederá a la subsanación y rectificaciones pertinentes en el
correspondiente expediente sin perjuicio de lo establecido en
el artículo 149, d) del TRLCAP, sin que en ningún caso se admi-
tan soluciones que puedan obviar el procedimiento previsto
para el ejercicio por la Administración de su prerrogativa de
modificación contractual.

Si debido a ello fuere preciso acordar nuevos precios, se
estará a lo dispuesto en el artículo 146.2 del TRLCAP y a lo
establecido anteriormente, respecto a los precios contradictorios.

23. Cumplimiento de los plazos y penalidades por demora.
El contratista queda obligado al cumplimiento del plazo

de ejecución del contrato y de los plazos parciales señalados
para su ejecución sucesiva.

En los supuestos de incumplimiento de los plazos parcia-
les establecidos en su caso en el Cuadro Resumen, letra E), la
Administración tendrá las facultades que le atribuye el artículo
95 del TRLCAP y con el alcance establecido en dicho artículo.

El importe de las penalidades no excluye la indemnización
a que pueda tener derecho la Administración por daños y per-
juicios originados por la demora del contratista.

Si el retraso fuera por motivos no imputables al contra-
tista, se estará a lo dispuesto en el artículo 96.2 del TRLCAP.

Cuando se produzca un retraso en las obras por causa
imputable al contratista, del que se deduzca el incumplimiento
de las anualidades contractuales, con independencia de las
penalidades antes establecidas, la Administración podrá pro-
ceder al reajuste de las anualidades para adecuar la anualidad
al ritmo real de las obras, en los términos previstos legal y regla-
mentariamente.

24. Unidades de obras defectuosas, mal ejecutadas o no
ajustadas al proyecto.

Se considerarán unidades de obra defectuosas, mal eje-
cutadas o no ajustadas al proyecto aquellas que no cumplan
estrictamente con las características cualitativas y cuantitati-
vas definidas para las mismas en las descripciones de sus pre-
cios unitarios, con las especificaciones de los planos de con-
junto y de detalles o con las prescripciones establecidas en el
Pliego de Prescripciones Técnicas Particulares del proyecto, de
manera que pueden dar lugar a variaciones de tipo cualitativo
o cuantitativo en relación con las previsiones del proyecto.

Se considerarán los siguientes dos niveles de obras defec-
tuosas o mal ejecutadas:

I. Cuando no se comprometa la funcionalidad ni la dura-
bilidad o la capacidad total de la obra o parte de obra de que
se trate. Es decir cuando las obras defectuosas o mal ejecu-
tadas no afecten a requisitos esenciales, tales como: Salubridad,
estanqueidad, estabilidad, durabilidad y seguridad, confort
termo-acústico, accesibilidad, protección contra incendios y
funcionalidad.

II. Cuando se pueda comprometer la funcionalidad o se
rebaje la durabilidad o la capacidad total o parcial de las obras

o existan indicios de que puedan afectar a los requisitos esen-
ciales mencionados o bien, se impida conseguir la funcionali-
dad, durabilidad y capacidad de la obra o cuando se afecte a
los requisitos esenciales señalados.

Las obras del nivel I podrán ser recibidas, aunque no cum-
plan estrictamente las condiciones contratadas, contando con
la autorización previa de la Administración. En este caso, la
Dirección Facultativa deberá proponer a la Administración la
aceptación de las mismas con la consiguiente rebaja de los
precios de las unidades afectadas.

Para formular la propuesta de precios rebajados la
Dirección aplicará una penalización, sobre los precios contra-
tados de las unidades mal ejecutadas, igual al doble del por-
centaje de desviación respecto del valor específico. Dicha pena-
lización será como mínimo del 20% del precio de las unidades
de obra defectuosas o mal ejecutadas.

En cualquier caso, en la propuesta de precios rebajados
se razonarán y justificarán dichos precios en base a las canti-
dades de componentes y a los precios asignados a éstos que
figuren en las descomposiciones de precios del proyecto y, en
su defecto, en los que figuren, en su caso, en el Banco de Pre-
cios que se haya tomado como referencia. Los precios rebajados
serán fijados, finalmente, por la Administración a la vista de la
propuesta de la Dirección Facultativa, quedando el contratista
obligado a aceptar los mismos, a no ser que prefiera demoler,
reconstruir o sustituir las unidades defectuosas, por su cuenta
y con estricta sujeción a las condiciones del contrato.

En el caso de las obras defectuosas del nivel II, la Dirección
Facultativa, deberá ordenar, durante el curso de la obra y siem-
pre antes de la recepción, las correcciones que sean precisas,
siempre que las mismas sean factibles sin alterar las condi-
ciones estructurales, funcionales o estéticas y sin que afecten
desfavorablemente a otras unidades de obra, o bien las susti-
tuciones, demoliciones y reconstrucciones que sean necesa-
rias, siendo de cuenta del contratista el coste correspondiente
y sin que ello suponga una ampliación del plazo contractual.

Cuando las obras defectuosas o mal ejecutadas del nivel
I se originen por haber efectuado con mayores dimensiones
que las establecidas en proyecto determinadas piezas o ele-
mentos constructivos, la Dirección Facultativa podrá proponer
la aceptación de las mismas con las cotas y dimensiones que
figuren en planos, quedando el contratista obligado a aceptar
las mismas, a no ser que prefiera demoler, reconstruir o sus-
tituir las unidades defectuosas, por su cuenta, y con estricta
sujeción al proyecto.

La Dirección Facultativa ordenará cuantas operaciones o
acciones considere precisas para comprobar la existencia de
mala ejecución o defectos, siendo de cuenta del contratista los
gastos que ello origine.

Si la Dirección Facultativa tuviese fundadas razones para
creer en la existencia de vicios ocultos de construcción impu-
tables a la ejecución de las obras, ordenará efectuar en cual-
quier momento, antes de la recepción, los análisis, pruebas o
ensayos, destructivos o no, que crea necesarios para recono-
cer los trabajos que suponga defectuosos, dando cuenta de
ello, con carácter previo, y a su terminación, al órgano de con-
tratación.

25. Precios.

En los precios unitarios descompuestos únicamente reves-
tirán carácter contractual la definición y descripción de la unidad
de obra mediante su epígrafe correspondiente y su resultado
final. Por lo que los precios unitarios del proyecto condiciona-
rán la ejecución de las unidades de obra a que se refieran, de
acuerdo con lo definido y descrito en sus epígrafes, comple-
tado y complementado, en cualquier caso, con lo especificado
en el resto de los documentos del proyecto, sea cual fuere el
importe asignado a los mismos, y aunque sus descomposi-
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ciones, que tendrán mero carácter informativo, presenten erro-
res, omisiones e imprevisiones.

En el orden económico-contractual tendrá prevalencia lo
definido en la descripción de los precios unitarios, en cuanto
se refiere a las características técnicas de la unidad de obra,
frente a lo especificado para las mismas unidades en cualquier
otro documento del proyecto, caso de darse discrepancias. En
caso de dudas, omisiones e indefiniciones en las descripcio-
nes de los precios unitarios y ante posibles contradicciones
entre el resto de los documentos del proyecto, se seguirá el
orden de prelación establecido al respecto en el Pliego de
Prescripciones Técnicas del proyecto.

Todos los trabajos, medios auxiliares y materiales que sean
necesarios para la correcta ejecución y acabado de cualquier
unidad de obra, conforme a las características técnicas y pres-
cripciones establecidas en el proyecto y a las normas de buena
construcción, se considerarán incluidos en el precio de la
misma, aunque no figuren todos ellos especificados en la des-
composición o descripción de los precios.

Todos los gastos que por su concepto sean asimilables a
los que forman parte de los costes indirectos, según la estruc-
tura de costes adoptada en el proyecto, o que siendo necesa-
rios para la ejecución de la obra o parte de ésta, no sean direc-
tamente imputables a unidades concretas, sino al conjunto o
a una parte de la obra, se considerarán siempre incluidos en
el porcentaje aplicado de costes indirectos y, por tanto, en los
precios del proyecto. Por lo que se hallarán comprendidos en
dichos gastos, entre otros, los relativos a los medios auxiliares,
instalaciones y dotaciones provisionales, servicios y obras acce-
sorias de todo tipo que se precisen para la ejecución de la obra
comprendida en el proyecto, cualquiera que sea la forma de
suministro o aprovisionamiento, así como los gastos que con-
lleve la realización de gestiones, pago de tasas, cánones, arbi-
trios y todos aquellos que fuesen necesarios para la consecu-
ción de los mismos.

En todos los precios unitarios se considerarán compren-
didos los materiales, mano de obra y maquinaria, medios auxi-
liares y servicios necesarios para los trabajos y actividades rela-
tivos a: Replanteos, limpiezas previas, preparación del tajo e
implantación de medios precisos para la ejecución; realización
de la unidad de obra; repasos de acabado y terminación, lim-
pieza final del tajo, retirada de residuos, escombros, máqui-
nas, herramientas y medios utilizados y los concernientes al
mantenimiento y conservación de la unidad de obra terminada
hasta la recepción y entrega de la obra.

En todos los precios relativos a redes de instalaciones,
máquinas y equipos o cualquier elemento que lo precise, para
verificar su funcionamiento, se considerará siempre que la uni-
dad de obra se entregará instalada, legalizada con las autori-
zaciones administrativas requeridas legalmente, con las prue-
bas de funcionamiento y rendimiento necesario, por lo que
cualquier actividad precisa para ello, se considerará incluida
en los precios del proyecto, independientemente de que, desde
la instalación o ejecución de la unidad y su puesta en marcha,
pueda transcurrir un tiempo dilatado.

Los precios de los productos, los auxiliares y los unitarios
del proyecto se considerarán válidos, para cualquiera que sea
el tipo de tecnología o procedimiento que haya de utilizarse
para su elaboración o ejecución, se realicen en la propia obra
o lleguen a ésta ya elaborados, a menos que en la descripción
de los mismos se especifique una procedencia concreta o un
procedimiento determinado de elaboración o ejecución, en cuyo
caso, su ámbito de aplicación se limitará a dichas concreciones.

Los precios de los materiales y productos del proyecto se
considerarán válidos para cualesquiera de las marcas comer-
ciales, modelos o denominaciones específicas industriales que
se ajusten a las características técnicas descritas para los mis-
mos y que cumplan con las prescripciones exigidas en el Pliego
de Prescripciones Técnicas Particulares, sea cual fuere el lugar,
zona o localidad de donde hayan de provenir, sin perjuicio de

lo previsto en el artículo 161 del Reglamento General de la Ley
de Contratos de las Administraciones Públicas (en adelante
RGLCAP).

Aunque no figure expresamente indicado en la descripción
de los precios correspondientes, para aquellos materiales suje-
tos a normas de obligado cumplimiento promulgadas por la
Administración que versen sobre condiciones generales u homo-
logación, habrá de entenderse que su precio presupone la ade-
cuación a tales exigencias, sin perjuicio de las que indepen-
dientemente puedan establecerse en las prescripciones técnicas
del proyecto.

26. Medición y abono de la obra ejecutada.

26.1. Mediciones de la obra ejecutada.

26.1.1. Criterios a seguir.

Sólo se podrán recoger en las certificaciones las unidades
de obra ejecutadas con estricta sujeción al proyecto aprobado,
entendiendo como tal el que esté vigente en cada momento,
comprendido por el que sirvió de base a la licitación, y por las
modificaciones aprobadas, en su caso. 

También podrán recogerse, en su caso, las unidades de
obra defectuosas para las que, con carácter previo, se hubie-
ran fijado los correspondientes precios rebajados, tramitados
de la forma establecida en este Pliego.

Los criterios de medición a seguir serán los establecidos
en el Pliego de Prescripciones Técnicas Particulares del pro-
yecto aprobado, teniendo prevalencia, dentro del mismo, los
fijados específicamente para cada unidad de obra frente a los
establecidos con carácter general. En su defecto, se adopta-
rán los fijados en el Pliego de Prescripciones Técnicas Generales
al que se haya hecho referencia expresa en aquel. En caso de
dudas, olvidos u omisiones en los anteriores, se atenderá al
siguiente orden de prelación:

- Criterios marcados, en su caso, en las descripciones de
los precios unitarios.

- Criterios establecidos por el Banco de Precios que, en su
caso, haya servido de base a los precios del proyecto.

- Criterios seguidos en las mediciones del proyecto.

En ningún caso servirán de base o referencia, para reali-
zar las mediciones de la obra ejecutada, los errores, excesos,
imprevisiones o criterios equivocados que pudieran presentar
las mediciones del proyecto, ni podrán considerarse los exce-
sos debidos a errores de ejecución, obras defectuosas o mal
ejecutadas o refuerzos de éstas.

Se tomarán las dimensiones de lo realmente ejecutado,
cuando sean inferiores a las que figuran en planos del proyecto
vigente aprobado, y las cotas de planos, cuando las corres-
pondientes a la obra realmente ejecutadas sean mayores, salvo
que se trate de las variaciones que consistan en alteración del
número de unidades realmente ejecutadas sobre las previstas
en las mediciones del proyecto.

En cualquier caso, cuando para determinadas unidades
de obra se establezca el criterio de medición sobre dimensio-
nes teóricas de planos, se tomarán estas últimas, salvo que
sean mayores que las de la obra realmente ejecutada.

De todos modos habrán de tenerse en cuenta las pres-
cripciones que se establecen en el apartado siguiente.

Cuando el contratista hubiera propuesto, en su caso, a la
Dirección Facultativa, la ejecución de cualquier unidad de obra,
con mayores dimensiones que las fijadas en proyecto, por juz-
garla beneficiosa para ella, y la Dirección hubiere estimado
aceptable, aunque no necesaria la mejora propuesta, se efec-
tuará la medición de las partidas de que se trate, según las
dimensiones del proyecto, sin que en ningún caso se admitan
soluciones que puedan obviar el procedimiento previsto para
el ejercicio por la Administración de su prerrogativa de modifi-
cación contractual.
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26.1.2. Mediciones a considerar en las certificaciones.

En las certificaciones ordinarias, sólo se podrán recoger
las mediciones que correspondan a unidades de obras com-
pletas, según la descripción de sus precios unitarios, pudién-
dose recoger, como acopios, los materiales constitutivos de la
unidades incompletas.

Unicamente se podrá recoger mayor medición que la que
figure en el proyecto aprobado para cada partida en el supuesto
regulado en el artículo 160 del RGLCAP.

Cuando la medición real de una partida sea menor que
la que figura en proyecto, se considerará la medición real.

26.1.3. Obras y partes ocultas.

Cuando la medición pueda afectar a obras tales como
acondicionamiento del terreno, cimentaciones, canalizaciones
y conductos empotrados o enterrados, demoliciones y obras
análogas, cuyas características y dimensiones hayan de que-
dar posterior y definitivamente ocultas, como lógico desarrollo
del proceso constructivo, el contratista deberá avisar por escrito
y con la suficiente antelación a la Dirección Facultativa, a fin
de que ésta pueda realizar las correspondientes mediciones,
comprobaciones, tomas de datos y planos que las definan,
antes de que queden ocultas, debiendo el contratista suscribir
dicha documentación en prueba de conformidad, a los efec-
tos de su incorporación al expediente de la obra para su con-
sideración en las certificaciones y en la liquidación.

A falta de dicho aviso anticipado, cuya existencia corres-
ponde probar al contratista y de la documentación cumpli-
mentada de la forma indicada anteriormente, quedará obligado
el mismo a aceptar las decisiones del órgano de contratación
sobre el particular.

26.2. Abono de la obra ejecutada.

El contratista tendrá derecho al abono de la obra que real-
mente ejecute con estricta sujeción al proyecto aprobado, en
los términos del TRLCAP y del contrato, y con arreglo al precio
convenido.

El pago de la obra ejecutada se realizará de acuerdo con
lo establecido en el artículo 145 del TRLCAP y su desarrollo
reglamentario. En todo caso, las certificaciones se expedirán
mensualmente y habrán de ser conformadas por los servicios
técnicos correspondientes de la Administración contratante. 

Cualquiera que sea el importe de la obra ejecutada, de las
certificaciones expedidas o el que figure en el programa de tra-
bajo aprobado y aceptado por la Administración, el contratista
no tendrá derecho a percibir en cada año una cantidad mayor
que la consignada en la anualidad correspondiente, afectada
por el coeficiente de adjudicación.

La Administración tiene la facultad de modificar las anua-
lidades aprobadas sin consentimiento del contratista, siempre
que las nuevas anualidades sean reflejo del programa de tra-
bajo y del correspondiente calendario de obra aprobado. 

26.3. Abonos a cuenta por materiales acopiados, instala-
ciones y equipos.

El contratista tendrá derecho a percibir abonos a cuenta
por materiales acopiados, instalaciones y equipos necesarios
para la obra, en los términos previstos reglamentariamente.

26.4. Intereses de demora.

El abono, en su caso, por la Administración de intereses
de demora procederá transcurridos dos meses desde la expe-
dición de las certificaciones de obras o, respecto de aquéllas
extendidas excediendo del importe de las anualidades que rijan
en el contrato, desde la fecha en la que con arreglo a las con-
diciones convenidas y programas de trabajo aprobados, debe-
rían haberse producido, cuando en dichos plazos no hubieran
sido abonadas. El interés de demora consistirá en el interés
legal del dinero, incrementado en 1.5 puntos, de las cantida-
des adeudadas.

27. Abono de las unidades de Seguridad y Salud.

De contemplarse la Seguridad y Salud como partida inde-
pendiente del presupuesto aprobado, el abono de las unida-

des de seguridad y salud en el trabajo se efectuará de forma
porcentual sobre el importe de las unidades de obra a certifi-
car. El porcentaje a aplicar será el que resulte de dividir el
importe del presupuesto vigente de ejecución material de segu-
ridad y salud entre el importe del presupuesto de ejecución
material de las unidades de obra, también vigente en cada
momento, multiplicado por cien.

Dicho tanto por ciento será el que se aplique de forma fija
sobre el importe de ejecución material de las unidades de obra
a recoger en cada certificación mensual, como obra ejecutada.
Para que sea procedente el referido abono porcentual, se reque-
rirá que hayan sido ejecutadas y dispuestas en obra, de acuerdo
con las previsiones establecidas en el Plan, las unidades de
seguridad y salud que correspondan al periodo a certificar.

Cuando durante el curso de las obras la Administración
resolviere modificar el proyecto aprobado, y, como consecuencia
de ello, fuere necesario alterar el Plan de Seguridad y Salud
aprobado, el importe económico del nuevo Plan, que podrá
variar o ser coincidente con el inicial, se dividirá entre la suma
del presupuesto de ejecución material primitivo de la obra y el
que originen, en su caso, las modificaciones de éstas multi-
plicado por cien, obteniéndose el porcentaje a aplicar para efec-
tuar el abono de las partidas de seguridad y salud, de acuerdo
con el criterio establecido con anterioridad. Dicho porcentaje
será el que se aplique a origen a la totalidad del presupuesto
de ejecución material de las unidades de obras en las certifi-
caciones sucesivas, deduciéndose lo anteriormente certificado.

Con independencia del citado abono, podrán efectuarse
abonos a cuenta por materiales acopiados de seguridad y salud
con las mismas cautelas y garantías exigidas para los abonos
a cuenta por materiales acopiados para la obra de referencia.

Para el abono de las partidas correspondientes a forma-
ción especifica de los trabajadores en materia de seguridad y
salud, reconocimientos médicos y seguimiento y control interno
de la seguridad en obra, será requisito imprescindible la pre-
via justificación al responsable del seguimiento del Plan de que
se han cumplido las previsiones establecidas en el mismo al
respecto, para lo que será preceptivo que el contratista aporte
la acreditación documental correspondiente. 

Caso de no figurar la seguridad y salud como partida inde-
pendiente en el presupuesto del proyecto aprobado, se consi-
derará incluida entre los Costes Indirectos y Gastos Generales
de Estructura derivados de las obligaciones del contrato, por
lo que al efectuar el abono de las unidades de obra, se enten-
derá comprendido el correspondiente a los medios de seguri-
dad y salud.

28. Alta de las instalaciones, máquinas, servicios y equipos.

Será de cuenta y a costa del contratista la realización de
las gestiones, pagos de todos los gastos, tasas, arbitrios, redac-
ción y visado de los proyectos que haya que presentar en los
organismos y compañías competentes, a efectos de obtener el
alta y permiso del funcionamiento adecuado y legalizado de
las instalaciones, máquinas y equipos, aunque hayan de ser
tituladas a nombre de la Administración o de la persona o enti-
dad que ésta designe y aún cuando las reglamentaciones de
las ordenanzas municipales vigentes o normas de las compa-
ñías suministradoras exijan que las acometidas se hagan por
cada una de las infraestructuras, viviendas y demás locales
que, en su caso, comprenda el proyecto.

Entre los gastos anteriormente reseñados se considerarán
incluidos los relativos a derechos de acometidas, verificación
y enganche, de acuerdo con las disposiciones vigentes sobre
acometidas eléctricas, así como los concernientes a cuales-
quiera otras redes o instalaciones. Asimismo, será de cuenta
del contratista la realización de las gestiones necesarias para
conseguir de las compañías suministradoras las dotaciones
que éstas vengan obligadas a proporcionar y ejecutar, según
establecen las disposiciones vigentes que regulan la materia.
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29. Recepción de las obras.

29.1. El contratista deberá facilitar al Director de la obra
los datos y documentos necesarios para la elaboración de la
documentación de la obra ejecutada, y deberá entregar a la
Administración, una vez terminada la obra y antes del acto de
la recepción: Las instrucciones, manuales de uso, manteni-
miento y conservación y garantías, en su caso, de todos los
productos, equipos, aparatos y máquinas instalados; la rela-
ción detallada de los suministradores y subcontratistas que
han intervenido en la ejecución de la obra con indicación de
nombre, y dirección de los mismos, y de la procedencia u ori-
gen, marca comercial, modelo y tipo de los productos sumi-
nistrados, que le sean requeridos por la Administración; los
boletines de los instaladores autorizados, certificados de las
instalaciones, permisos y autorizaciones necesarios para la
contratación de los servicios y suministros correspondientes y
para el uso y puesta en servicio de los equipos, aparatos e ins-
talaciones que lo requieran, según las disposiciones vigentes.

Dichos documentos deberán ser titulados a nombre de la
Administración o de la persona o entidad que ésta designe.

Con el acta de recepción se acompañará un «Estado de
dimensiones y características de la obra ejecutada», que defina
con detalle las obras realizadas tal como se encuentran en el
momento de su recepción.

El contratista deberá acreditar que la póliza de seguro con-
tra incendios, cuando se hubiera exigido, tiene vigencia por el
periodo de garantía de la obra y que la prima correspondiente
al mismo se encuentra pagada.

29.2. La recepción y la correspondiente liquidación, se
realizarán en la forma y plazos que establecen el artículo 147
del TRLCAP y, en su caso, el presente Pliego en el Cuadro
Resumen, letra V).

30. Certificación final.

30.1. Recibidas las obras se procederá seguidamente a su
medición general con asistencia del contratista, formulándose
por el Director de la obra, en el plazo de un mes, o excepcio-
nalmente en el que figure en el Cuadro Resumen, letra T), con-
tado desde la recepción, la medición de las realmente ejecu-
tadas de acuerdo con el proyecto. Todo ello en los términos
establecidos reglamentariamente.

30.2. Para la aprobación de la certificación final de las
obras ejecutadas, que se realizará en la forma prevista legal y
reglamentariamente, se aportará la documentación técnica,
gráfica y escrita que justifique las diferencias entre el proyecto
aprobado y la obra realmente ejecutada.

30.3. El contratista tendrá derecho al abono, con arreglo
a los precios convenidos, de la obra que realmente ejecute con
sujeción al proyecto aprobado y a las órdenes dadas por escrito
por la Administración, siempre que no respondan a la correc-
ción de deficiencias imputables al contratista. Consecuente-
mente, cuando se hubiesen realizado unidades de obra con
mayores dimensiones que las reflejadas en los planos del pro-
yecto aprobado, sin la preceptiva autorización, salvo que se
trate de las variaciones que consistan en alteración del número
de unidades realmente ejecutadas sobre las previstas en las
mediciones del proyecto, se tomarán las de estos últimos, y si
resultasen menores dimensiones que las que figuran en pla-
nos, se tomarán las correspondientes a lo realmente ejecutado. 

30.4. Los criterios técnicos a seguir para la medición de
la obra realmente ejecutada serán los establecidos en la cláu-
sula 26.1 del presente Pliego.

30.5. En base a lo estipulado en la cláusula 15.1 del pre-
sente Pliego no procederá recoger en la certificación final de
las obras variaciones de las unidades de seguridad y salud,
contempladas en el Plan vigente en el momento de la recepción.

31. Resolución del contrato.

Serán causas de resolución del contrato, además de las
previstas en los artículos 111 y 149 del TRLCAP, las especiales

que se fijan a continuación con los efectos que se establecen
en la normativa vigente:

a) El incumplimiento por parte del contratista de la obli-
gación de guardar sigilo respecto a los datos o antecedentes
que, no siendo públicos o notorios, estén relacionados con el
objeto del contrato, de los que tenga conocimiento con oca-
sión del mismo, salvo que se le dispense expresamente de tal
obligación en el Cuadro Resumen, letra U), del presente Pliego.

b) El abandono por parte del contratista de la prestación
objeto del contrato. Se entenderá producido el abandono cuando
la prestación haya dejado de desarrollarse, no se desarrolle
con la regularidad adecuada o con los medios humanos o mate-
riales precisos para la normal ejecución del contrato en plazo.
No obstante, cuando se dé este supuesto, la Administración,
antes de proceder a la resolución, requerirá al contratista para
que regularice la situación en el plazo de cinco días a contar
desde el requerimiento, salvo que su ejecución exija un plazo
menor.

c) Incurrir el contratista, durante la vigencia del contrato
en alguna de las prohibiciones de contratar previstas en el
artículo 20 del TRLCAP o en supuesto de incompatibilidad, sin
la obtención inmediata de la correspondiente resolución de
compatibilidad.

d) Las reiteradas deficiencias en la ejecución del contrato.

e) El incumplimiento de algunos de los compromisos ofer-
tados

f) El incumplimiento del pago de los anuncios de licitación
en el plazo establecido en el artículo 54 del TRLCAP.

32. Plazo de garantía y liquidación del contrato.

32.1. Plazo de garantía.

El plazo de garantía será el fijado en el Cuadro Resumen,
letra I) y comenzará a contarse a partir de la recepción.

Durante el plazo de garantía, el contratista queda obligado
a su costa a la conservación y policía de las obras, siendo res-
ponsable de los daños que en ella se produzcan.

El contratista vendrá obligado a conservar a su costa, en
su caso, durante el periodo de garantía las obras de jardine-
ría, realizando a tales efectos y para su debido desarrollo los
cuidados, trabajos y reposiciones que sean necesarios.

En todo caso, será de cuenta y a costa del contratista el
mantenimiento del servicio de guardería de la obra durante el
plazo de garantía, salvo que expresamente sea relevado de tal
obligación por la Administración, por haber sido entregadas al
uso o al servicio correspondiente las obras objeto del contrato.

32.2. Liquidación del contrato.

32.2.1. Dentro del plazo de quince días anteriores al cum-
plimiento del plazo de garantía, previa comunicación al órgano
de contratación, el director facultativo de la obra, de oficio o a
instancia del contratista, redactará un informe sobre el estado
de las obras. Si éste fuera favorable, el contratista quedará rele-
vado de toda responsabilidad, salvo lo dispuesto en el artículo
148 del TRLCAP, procediéndose a la devolución o cancelación
de la garantía y a la liquidación, en su caso, de las obligacio-
nes pendientes, según lo establecido en las disposiciones regla-
mentarias, aplicándose al pago de estas últimas lo dispuesto
en la cláusula 26.4. del presente Pliego. En el caso de que el
informe no fuera favorable y los defectos observados se debie-
sen a deficiencias en la ejecución de la obra y no al uso de lo
construido durante el plazo de garantía, el director facultativo
procederá a dictar las oportunas instrucciones al contratista
para la debida reparación de lo construido, concediéndole un
plazo para ello durante el cual continuará encargado de la con-
servación de las obras, sin derecho a percibir cantidad alguna
por ampliación del plazo de garantía.

En la liquidación del contrato, que será aprobada por la
Administración, previos los informes correspondientes, podrán
recogerse, como obligaciones pendientes, entre otras, las rela-
tivas a revisiones de precio a las que no hayan podido aplicarse
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en su momento los índices de precios definitivos por no estar
aún publicados.

A los efectos de la elaboración y tramitación de la liqui-
dación del contrato, se estará a lo dispuesto en las disposi-
ciones legales y reglamentarias que sean de aplicación.

32.2.2. En el caso de resolución del contrato por causas
imputables al contratista, para establecer el saldo de liquida-
ción de obras se restará de la valoración correspondiente a la
obra ejecutada, que sea de recibo, el importe de las certifica-
ciones cursadas.

Como obra ejecutada, a los efectos de su valoración, sólo
se tendrá en cuenta la que corresponda a unidades de obra
terminadas por completo de acuerdo con el proyecto aprobado,
considerando como tales las definidas en la descripción de
cada precio unitario, y, dentro de ellas, únicamente las que no
presenten defectos o deterioros y estén correctamente ejecu-
tadas.

Las obras auxiliares o accesorias, los acopios de mate-
riales y la maquinaria e instalaciones no podrán considerarse
en el caso referido.

32.2.3. Cuando se trate de causas de resolución de con-
trato imputables a la Administración, el contratista adjudica-
tario tendrá derecho al valor de las obras efectivamente reali-
zadas y a la indemnización prevista en el artículo 151 del
TRLCAP. Como obras efectivamente realizadas se considerarán,
de una parte, las correspondientes a unidades de obra termi-
nadas completas o incompletas, que sean de recibo, tomán-
dose como base, para valorar estas últimas, las descomposi-
ciones de los precios unitarios o el correspondiente cuadro de
precios, salvo que se adviertan errores, defectos u omisiones
en las mismas, en cuyo caso, se obtendrán de las necesida-
des y recursos que realmente se deduzcan de la obra ejecutada.

De otro lado, se considerarán también como obras efec-
tivamente realizadas las accesorias e instalaciones provisio-
nales de obra que formen parte de los costes indirectos, en la
forma que reglamentariamente se determine, y los acopios
situados a pie de obra.

La valoración de las obras accesorias e instalaciones pro-
visionales de obra se fijará en base al desglose de porcentajes,
que dentro del total de costes indirectos, corresponda a cada

uno de tales conceptos, según se haya establecido o conside-
rado en el proyecto, bien de modo expreso o por referencia a
norma o publicación que verse sobre la materia.

33. Gastos derivados de las obligaciones del contrato.
Todos los gastos que no figuren entre los costes directos

e indirectos de ejecución, y que se originen para el contratista
adjudicatario como consecuencia del cumplimiento de las obli-
gaciones del contrato recogidas en el presente Pliego y, en su
defecto, en el Pliego de la Cláusulas Administrativas Generales
para la Contratación de Obras del Estado y demás legislación
aplicable de contratos de las Administraciones Públicas, se
considerarán incluidos en el porcentaje de Gastos Generales
de Estructura del proyecto aprobado que inciden sobre el con-
trato, por lo que al efectuar el pago del precio del contrato se
considerarán comprendidos en el mismo, y, por lo tanto, abo-
nados tales gastos.

34. Prerrogativas de la administración y vía jurisdiccional
procedente.

El órgano de contratación ostenta la prerrogativa de inter-
pretar los contratos administrativos y resolver las dudas que
ofrezca su cumplimiento. Igualmente podrá modificar los con-
tratos celebrados y acordar su resolución, dentro de los lími-
tes y con sujeción a los requisitos y efectos señalados en el
TRLCAP y sus disposiciones de desarrollo.

Los acuerdos que dicte el órgano de contratación, previo
informe jurídico, en su caso, del órgano competente, en el ejer-
cicio de sus prerrogativas de interpretación, modificación y reso-
lución, serán inmediatamente ejecutivos.

Las cuestiones litigiosas surgidas sobre la interpretación,
modificación, resolución y efectos de los contratos adminis-
trativos, serán resueltas por el órgano de contratación compe-
tente, cuyos acuerdos pondrán fin a la vía administrativa, y
contra los mismos se podrá interponer el oportuno Recurso
Contencioso-administrativo.

POR LA CONSEJERIA DE OBRAS EL ADJUDICATARIO

PUBLICAS Y TRANSPORTES

Fdo. Fdo.
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ORDEN de 10 de junio de 2002, de aprobación de
los Pliegos de Cláusulas Administrativas Particulares,
modelo-tipo, para la contratación de consultoría y asis-
tencia por procedimiento abierto mediante la forma de
concurso con o sin variantes y por procedimiento nego-
ciado sin publicidad.

La entrada en vigor del Reglamento General de la Ley de
Contratos de las Administraciones Públicas, aprobado por Real
Decreto 1098/2001, de 12 de octubre, ha originado la nece-
sidad de adaptar los Pliegos de Cláusulas Administrativas
Particulares aprobados como Modelos-Tipo por Orden de esta
Consejería de 29 de diciembre de 2000, a las innovaciones
sustanciales que se han introducido en la normativa contractual. 

Este proceso de adaptación ha sido iniciado con la Orden
de 28 de mayo de 2002, por la que se aprobaron, como Modelos-
Tipo, los Pliegos de Cláusulas Administrativas Particulares que
han de regir la contratación de obras por procedimiento abierto
mediante la forma de subasta y por procedimiento negociado
sin publicidad. 

Por ello, en aras del principio de eficacia, se ha considerado
conveniente proseguir el proceso de adaptación a la normativa
contractual en vigor, con la aprobación de nuevos Modelos-Tipo
de Pliegos de Cláusulas Administrativas Particulares, referidos a
otras figuras contractuales que, mediante una adecuada siste-
matización, coordinación y unificación de criterios, a la vez que
agilicen la tramitación, permitan una plena objetividad en el pro-
ceso de licitación y adjudicación de los contratos públicos.

A estos fines, previo informe del Gabinete Jurídico de la
Junta de Andalucía, y en virtud de las atribuciones conferidas
por el artículo 49.3 del Real Decreto Legislativo 2/2000, de 16
de junio, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley
de Contratos de las Administraciones Públicas, y el artículo 39
de la Ley 6/1983, de 21 de julio, del Gobierno y la Administra-
ción de la Comunidad Autónoma de Andalucía,

D I S P O N G O

Primero. Aprobar el Pliego de Cláusulas Administrativas
Particulares, Modelo-Tipo, para la contratación de consultoría
y asistencia por el procedimiento abierto mediante la forma de
concurso con o sin variantes, que se adjunta como Anexo I de
la presente Orden.

Segundo. Aprobar el Pliego de Cláusulas Administrativas
Particulares, Modelo-Tipo, para la contratación de consultoría
y asistencia por el procedimiento negociado sin publicidad, que
se adjunta como Anexo II de la presente Orden.

Tercero. Los Pliegos de Cláusulas Administrativas Particu-
lares que se ajusten a los que se aprueban por la presente
Orden no requerirán el informe previo del Gabinete Jurídico de
la Junta de Andalucía.

Cuarto. Los Pliegos de Cláusulas Administrativas Particu-
lares, Modelos-Tipo, a los que se refiere la presente Orden,
podrán ser de aplicación a los expedientes de contratación que
se inicien a partir de su aprobación, así como a aquellos expe-
dientes en los que, habiéndose iniciado antes del 26 de abril
de 2002, con anterioridad a dicha fecha no se hubiera publi-
cado la correspondiente convocatoria de licitación del contrato
o no se hubiera cursado la correspondiente invitación en los
procedimientos negociados sin publicidad.

Sevilla, 10 de junio de 2002

CONCEPCION GUTIERREZ DEL CASTILLO

Consejera de Obras Públicas y Transportes

ANEXO I

PLIEGO DE CLAUSULAS ADMINISTRATIVAS PARTICULARES,
MODELO-TIPO, PARA LA CONTRATACION DE CONSULTORIA

Y ASISTENCIA POR EL PROCEDIMIENTO ABIERTO
MEDIANTE LA FORMA DE CONCURSO CON

O SIN VARIANTES

I. ELEMENTOS DEL CONTRATO.

1. Régimen jurídico del contrato.

2. Objeto del contrato.

3. Documentos que revisten carácter contractual.

4. Presupuesto base de licitación.

5. Existencia de crédito adecuado y suficiente.

6. Plazo de ejecución.

7. Garantías.

7.1. Garantía provisional.

7.2. Garantía definitiva.

II. ADJUDICACION DEL CONTRATO.

8. Procedimiento y forma de adjudicación.

9. Lugar, plazo y forma de presentación de proposiciones.

9.1. Lugar y plazo de presentación de proposiciones.

9.2. Forma de presentación de proposiciones.
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I. ELEMENTOS DEL CONTRATO

1. Régimen jurídico del contrato.
El contrato a que se refiere el presente Pliego es de natu-

raleza administrativa y se regirá por el Texto Refundido de la
Ley de Contratos de las Administraciones Públicas aprobado
mediante Real Decreto Legislativo 2/2000, de 16 de junio (en
adelante TRLCAP), y demás disposiciones reglamentarias de
desarrollo.

Asimismo el referido contrato estará sujeto a lo estable-
cido por las normas de Derecho comunitario que le sean de
aplicación.

2. Objeto del contrato.
El contrato tiene por objeto la prestación de la consultoría

y asistencia que se especifica en el Cuadro Resumen del pre-
sente Pliego.

De acuerdo con lo establecido en el Cuadro Resumen,
letra A), los trabajos podrán ser ofertados por lotes, debiendo
especificarse claramente, en este caso por los licitadores, los
lotes a los que concurren.

En el Cuadro Resumen, letras D) y F) se detallan el pre-
supuesto base de licitación o, en su caso, estimativo, y las
anualidades que para el contrato o, en su caso, para cada lote,
ha señalado el órgano de contratación.

Se especifican en el mismo Cuadro Resumen, letra C), las
necesidades administrativas que se pretenden satisfacer
mediante el contrato, así como los factores de todo orden a
tener en cuenta.

3. Documentos que revisten carácter contractual.
El presente Pliego, que incluye el Cuadro Resumen, junto

con el Pliego de Prescripciones Técnicas Particulares y demás
documentos Anexos revestirán carácter contractual. En caso
de discordancia entre el presente Pliego y cualquiera del resto
de los documentos contractuales, prevalecerá el Pliego de
Cláusulas Administrativas Particulares, en el que se contienen
los derechos y obligaciones de los licitadores y adjudicatario.

4. Presupuesto base de licitación.
El presupuesto base de licitación del contrato o, en su

caso, de cada lote, será el que figura en el Cuadro Resumen,
letra D). 

5. Existencia de crédito adecuado y suficiente. 
5.1. Existe el crédito suficiente para atender las obligacio-

nes económicas que se deriven para la Administración del con-
trato a que se refiere el presente Pliego.

5.2. El expediente de contratación se podrá tramitar anti-
cipadamente de acuerdo con las normas vigentes que le sean
de aplicación. En tal caso se hará constar tal circunstancia de
forma expresa en el Cuadro Resumen, letra Ñ).

Cuando el contrato se formalice en ejercicio anterior al de
la iniciación de la ejecución, la adjudicación del contrato que-
dará sometida a la condición suspensiva de existencia de cré-
dito adecuado y suficiente para financiar las obligaciones deri-
vadas del contrato en el ejercicio correspondiente.

6. Plazo de ejecución.
6.1. El plazo total de duración del contrato o de ejecución

de los trabajos objeto del mismo será el fijado en el Cuadro
Resumen, letra G) y comenzará a partir del día siguiente al de
la firma del contrato y, en su caso, autorización del inicio de
los mismos.

6.2. Los plazos parciales correspondientes a los capítulos
o fases en que se dividan los trabajos, serán, en su caso, los
fijados igualmente en el citado Cuadro Resumen, letra G), y se
considerarán como plazo máximo de cada uno de ellos.

6.3. En los contratos que sean complementarios de con-
tratos de obras o suministros, el plazo de ejecución estará vin-

culado al de éstos últimos, de conformidad con lo previsto en
el art. 198.2 del TRLCAP.

En estos casos, se determinará en el Cuadro Resumen,
letra H), el contrato principal al que están vinculados.

7. Garantías.
7.1. Garantía provisional.
En los contratos de cuantía igual o superior a la fijada en

el artículo 203.2 del TRLCAP, o inferior, cuando se indique en
la letra I) del Cuadro Resumen, se aportará una garantía pro-
visional equivalente al 2% del presupuesto del contrato, en la
cuantía que se indica en la citada letra I) del Cuadro Resumen.

En todo caso, la constitución de la garantía global eximirá
de la constitución de la garantía provisional.

Conforme al artículo 162.6 de la Ley de Sociedades
Cooperativas Andaluzas, dichas Cooperativas gozarán de una
reducción al 25% en dichas garantías.

En el caso de uniones temporales de empresarios, las
garantías provisionales podrán constituirse por una o varias de
las empresas participantes, siempre que en conjunto se alcance
la cuantía que figure en el Cuadro Resumen y garantice soli-
dariamente a todos los integrantes de la unión temporal.

En el caso de existencia de lotes, la garantía provisional
se presentará por cada uno de los lotes a los que se licita.

7.2. Garantía definitiva.
El adjudicatario del presente contrato estará obligado a

constituir una garantía definitiva, y en su caso, adicional, por
el/los importe/s establecidos en las letras J) y K) del Cuadro
Resumen, salvo que, conforme al artículo 37 del TRLCAP se
haya dispensado tal obligación, debiendo motivarse en el expe-
diente de contratación las causas de tal dispensa. La exigen-
cia o no de garantía definitiva se determinará expresamente en
el Cuadro Resumen, letra J).

Cuando la adjudicación se realice en favor de un empre-
sario cuya proposición hubiera estado incursa inicialmente en
presunción de temeridad, se exigirá al mismo una garantía defi-
nitiva del 20% del presupuesto base de licitación cuando el pre-
cio del contrato se determine por precios unitarios o el 20% del
importe de adjudicación en el resto de los casos, de confor-
midad con lo dispuesto por el artículo 36.4. del TRLCAP.

Conforme al artículo 162.6 de la Ley de Sociedades
Cooperativas Andaluzas, dichas Cooperativas gozarán de una
reducción al 25% en tales garantías.

Cuando a consecuencia de una modificación del contrato
experimente variación el precio del mismo, se reajustará la
garantía constituida para que guarde la debida proporción con
el precio del contrato resultante de su modificación.

En todo caso la constitución de la garantía global eximirá
de la constitución de la garantía definitiva.

II. ADJUDICACION DEL CONTRATO

8. Procedimiento y forma de adjudicación.
8.1. El contrato se adjudicará mediante el procedimiento

abierto de licitación y la forma de concurso, en los términos
establecidos legal y reglamentariamente.

8.2. En caso de admitirse la presentación de variantes,
dicha circunstancia se especificará en el Cuadro Resumen,
letra M) del presente Pliego, determinándose a su vez en el
Anexo núm. 7, los elementos y las condiciones para la pre-
sentación de las variantes.

9. Lugar, plazo y forma de presentación de las proposi-
ciones.

9.1. Lugar y plazo de presentación de proposiciones.
Las proposiciones, junto con la documentación precep-

tiva, se presentarán dentro del plazo señalado en el anuncio,
en el Registro que en el mismo se especifique. 

Cuando las proposiciones se envíen por correo la remisión
de la misma podrá anunciarse por correo electrónico, siempre
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que así se establezca en el Cuadro Resumen, letra U) del pre-
sente Pliego. En este caso, el envío del anuncio por correo elec-
trónico sólo será válido si existe constancia de la transmisión
y de su recepción, de sus fechas y del contenido íntegro de las
comunicaciones, y se identifica fidedignamente al remitente y
al destinatario.

La presentación de las proposiciones presume la acepta-
ción incondicionada por parte del licitador de las cláusulas de
este Pliego.

9.2. Forma de presentación de las proposiciones.

Los licitadores presentarán tres sobres, cerrados y firma-
dos por los mismos o sus representantes, señalados con los
números 1, 2 y 3. En caso de admitirse variantes, la docu-
mentación correspondiente se presentará en sobre indepen-
diente señalado con el número 4.

En cada uno de los sobres figurará externamente el nom-
bre del licitador, persona o personas de contacto, domicilio
social, teléfono y fax, a efectos de comunicaciones, así como
el título de la consultoría y asistencia, número o clave del expe-
diente y lote o lotes, en su caso, a los que concurre, e incluirá
en original o copias auténticas o autenticadas la documenta-
ción que a continuación se indica:

9.2.1. Sobre núm. 1 Título: Documentación Administrativa.

La certificación de la inscripción en el Registro de Licita-
dores de la Comunidad Autónoma de Andalucía exime a los
licitadores en él incluidos de la presentación de la documen-
tación relativa a los extremos registrados en el mismo, siem-
pre que vaya acompañada de declaración responsable de no
alteración de los datos en él registrados.

a) Documentación acreditativa de la constitución de garan-
tía provisional.

En los contratos en los que sea exigible, se aportará docu-
mento justificativo de haber constituido garantía provisional a
favor del órgano de contratación, en cualquiera de las formas
previstas en el artículo 35.1 del TRLCAP.

Las garantías provisionales se constituirán:

1. En las Cajas Provinciales de Depósitos establecidas en
las Delegaciones Provinciales de la Consejería de Economía y
Hacienda, cuando se trate de garantías en metálico, o en valo-
res públicos o privados, debiéndose acreditar su constitución
mediante la entrega al órgano de contratación del resguardo
expedido por aquéllos.

2. Cuando se trate de aval o seguro de caución, ante el
órgano de contratación, incorporándose la garantía al expe-
diente de contratación, sin perjuicio de que su ejecución se
efectúe por los órganos señalados en el párrafo anterior.

En el supuesto de constituirse la garantía por alguno de
los medios señalados en este apartado 2, deberá constar en
los citados documentos el visado que acredite el previo bas-
tanteo del poder otorgado por la entidad avalista o asegura-
dora, efectuado por el Gabinete Jurídico de la Junta de
Andalucía, que se obtendrá en las Delegaciones Provinciales
de la Consejería de Economía y Hacienda.

b) Documentos acreditativos de la personalidad del empre-
sario:

1. Si el licitador fuere persona jurídica, deberá presentar
la escritura de constitución o de modificación, en su caso, ins-
critas en el Registro Mercantil, cuando este requisito fuera exi-
gible conforme a la legislación mercantil que le sea aplicable.
Si no lo fuere, la acreditación de la capacidad de obrar se rea-
lizará mediante la escritura o documento de constitución, esta-
tutos, o acta fundacional, en la que constaren las normas por
las que se regula su actividad, inscritos, en su caso, en el corres-
pondiente registro oficial.

2. Para los licitadores individuales será obligatoria la pre-
sentación del Documento Nacional de Identidad o el docu-
mento que, en su caso, haga sus veces.

3. Para los empresarios no españoles de Estados miem-
bros de la Comunidad Europea, o signatarios del Acuerdo sobre
el Espacio Económico Europeo, bastará con acreditar su ins-
cripción en los Registros o presentar las certificaciones que se
indican en el Anexo I del Real Decreto 1098/2001, de 12 de
octubre, por el que se aprueba el Reglamento general de la Ley
de Contratos de las Administraciones Públicas (en adelante
RGLCAP).

4. Los demás empresarios extranjeros deberán acreditar
su capacidad de obrar con un informe de la respectiva Misión
Diplomática Permanente u Oficina Consular de España del
lugar del domicilio de la empresa, en el que se hará constar,
previa acreditación por la empresa, que figura inscrita en el
Registro local profesional, comercial o análogo o, en su defecto,
que actúan con habitualidad en el tráfico local en el ámbito de
las actividades a las que se extiende el objeto del contrato.

Además deberá acompañarse informe de la Misión Diplo-
mática Permanente de España o de la Secretaría General de
Comercio Exterior del Ministerio de Economía sobre la condi-
ción de Estado signatario del Acuerdo sobre Contratación pública
de la Organización Mundial de Comercio, siempre que se trate
de contratos de cuantía igual o superior a la señalada en el
artículo 203.2 del TRLCAP, o , en caso contrario, el infome de
reciprocidad a que se refiere el artículo 23.1 del TRLCAP.

c) Documentos acreditativos de la representación:

Los que comparezcan o firmen proposiciones en nombre
de otros presentarán documentación acreditativa de la repre-
sentación debidamente bastanteada por el Gabinete Jurídico
de la Junta de Andalucía.

Igualmente, la persona con poder bastante a efectos de
representación, deberá acompañar su Documento Nacional de
Identidad, o el documento que, en su caso, haga sus veces.

d) Documentos que acreditan la solvencia económica,
financiera y técnica o profesional.

La acreditación de la solvencia económica, financiera y
técnica o profesional se realizará por los medios previstos en
el Anexo núm. 2, que serán evaluados de acuerdo con los cri-
terios de selección que constan en el mismo.

Las empresas extranjeras acreditarán su solvencia eco-
nómica, financiera y técnica o profesional de acuerdo con lo
dispuesto en el artículo 25 del TRLCAP y 9 del RGLCAP.

e) Uniones de empresarios constituidos temporalmente.

Cuando dos o más empresas acudan a una licitación cons-
tituyendo unión temporal de empresarios, cada una de las que
la componen deberá acreditar su capacidad y su solvencia con-
forme a lo establecido en el presente Pliego, acumulándose, a
efectos de la determinación de la solvencia de la unión tem-
poral, las características acreditadas para cada uno de los inte-
grantes de la misma, sin perjuicio de lo que para la clasifica-
ción se establece en el artículo 52 del RGLCAP.

Los empresarios que deseen concurrir integrados en la
unión temporal, deberán indicar los nombres y circunstancias
de los que la constituyan, la participación de cada uno de ellos
y que asumen el compromiso de constituirse formalmente en
unión temporal, caso de resultar adjudicatarios.

El licitador que suscriba individualmente una proposición,
no podrá hacerlo en unión temporal con otros, ni podrá figu-
rar en más de una unión temporal.

f) Declaración de empresas extranjeras de sometimiento
a jurisdicción.

Las empresas extranjeras deberán presentar declaración
de someterse a la jurisdicción de los Juzgados y Tribunales
españoles de cualquier orden, para todas las incidencias que
de modo directo o indirecto pudieran surgir del contrato, con
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renuncia, en su caso, al fuero jurisdiccional extranjero que
pudiera corresponder al licitador.

g) Declaración responsable en relación con la capacidad
de obrar y con las prohibiciones de contratar.

Declaración responsable de tener capacidad de obrar y
no estar incurso en prohibición de contratar, conforme a los
artículos 15 a 20 del TRLCAP.

La declaración responsable a que se refiere el párrafo ante-
rior comprenderá expresamente la circunstancia de hallarse al
corriente del cumplimiento de las obligaciones tributarias y con
la Seguridad Social impuestas por las disposiciones vigentes,
sin perjuicio de que la justificación acreditativa de tal requisito,
deba exigirse antes de la adjudicación al que vaya a resultar
adjudicatario del contrato, a cuyo efecto se le concederá un
plazo máximo de cinco días hábiles.

Las personas físicas, mediante declaración responsable,
o los administradores de las personas jurídicas, mediante la
oportuna certificación expedida por su órgano de dirección o
representación competente, deberán acreditar que no están
incursos en los supuestos a que se refiere la Ley 12/1995, de
11 de mayo, de Incompatibilidades de los miembros del
Gobierno de la Nación y de los Altos Cargos de la Administración
General del Estado; Ley 5/1984, de 24 de abril, modificada
por Ley 4/1990, de 23 de abril, de la Comunidad Autónoma
de Andalucía, sobre Incompatibilidades de Altos Cargos y Ley
53/1984, de 26 de diciembre, de Incompatibilidades del per-
sonal al servicio de las Administraciones Públicas.

En el caso de licitadores afectados por incompatibilidad
conforme a la Ley 53/1984, de 26 de Diciembre, se aportará
Certificado expedido por el órgano al que aquellos estén vin-
culados de concesión de la compatibilidad en el caso de resul-
tar adjudicatario del concurso.

h) Declaración del artículo 52.3 del TRLCAP.
Declaración responsable de no haber participado en la

elaboración de las especificaciones técnicas del contrato que
se licita, en los términos del artículo 52.3 del TRLCAP.

i) Declaración del artículo 197.3 del TRLCAP.
En los contratos que tengan por objeto la vigilancia, super-

visión, control y dirección de la ejecución de obras e instala-
ciones, deberá presentarse declaración responsable de no for-
mar parte de la empresa adjudicataria del correspondiente
contrato de obras, ni de empresas a ésta vinculadas conforme
al artículo 197.3. del TRLCAP.

j) Compromiso de oficina ubicada en la Comunidad
Autónoma de Andalucía.

Compromiso de establecer y mantener durante el periodo
de vigencia del contrato, una Oficina ubicada en la Comunidad
Autónoma de Andalucía, en la que exista un representante legal
de la empresa con poderes bastantes para el pleno desarrollo
y ejecución del contrato, caso de que resulte adjudicatario de
los trabajos.

k) Relación de empresas pertenecientes a un mismo grupo.
Relación de empresas pertenecientes al mismo grupo en

los términos establecidos en el apartado 1 del artículo 86 del
RGLCAP y relación de los socios del apartado 2 del mismo
artículo, con indicación de los que se presentan a la licitación.

l) Indice de la documentación.
La documentación contenida en este sobre deberá ir pre-

cedida por un índice realizado en hoja independiente en el que
constará el contenido del mismo enunciado numéricamente.

9.2.2. Sobre núm. 2. Título: Proposición Técnica.
Se acompañará un sobre núm. 2 en el que se incluirán,

en originales, sellados y firmados, o mediante copias auténti-
cas o autenticadas, los documentos que se indican en el Anexo
núm. 3, a efectos de valoración de los criterios objetivos para
la adjudicación del concurso.

9.2.3. Sobre núm. 3. Título: Proposición Económica.
Proposición económica, formulada conforme al modelo

que figura en el Anexo núm. 1 del presente Pliego, debidamente
firmada y fechada.

No se aceptarán aquellas proposiciones que tengan omi-
siones, errores o tachaduras que impidan conocer claramente
todo aquello que la Administración estime fundamental para
la oferta.

Cuando así se indique en el Cuadro Resumen, letra Y), o
en el anuncio de licitación, se acompañará oferta económica
detallada por capítulos y partidas básicas de trabajo de acuerdo
con el sistema de determinación del precio y según lo especi-
ficado en el Pliego de Prescripciones Técnicas Particulares.

De admitirse variantes, además de la oferta base, deberá
aportarse, en su caso, la proposición económica referida a las
mismas, formulada igualmente con arreglo al Anexo núm. 1.

En el caso de que una empresa licite a más de un lote
deberá especificarse de forma expresa en su proposición eco-
nómica la oferta realizada por cada lote, adjuntándose una
relación de precios de los equipos y elementos ofertados por
cada lote.

En el caso de establecerse presupuesto base de licitación,
la oferta no podrá superar en ningún caso el citado presupuesto
y cuando se pida oferta detallada, la suma de los precios por
capítulos o partidas no podrá superar el total del presupuesto.
Si el presupuesto base de licitación consignado en el Cuadro
Resumen, letra D), figura desglosado en capítulos o partidas,
los importes de los capítulos o partidas ofertadas no podrán
exceder de los allí indicados unitariamente.

9.2.4. Sobre núm. 4. Título: Variantes.

En caso de admitirse la presentación de variantes, éstas
se contendrán en el sobre núm. 4 expresándose los elemen-
tos y condiciones de las mismas, tal y como establece el Anexo
núm. 7, e indicándose el lote o lotes, en su caso, a que se
refieren.

10. Procedimiento de adjudicación.

El procedimiento de adjudicación se desarrollará conforme
a lo previsto legal y reglamentariamente, con las siguientes par-
ticularidades:

a) La existencia de defectos u omisiones subsanables en
la documentación presentada se comunicará a los interesados
verbalmente. Asimismo, la Mesa de Contratación podrá solici-
tar a éstos aclaraciones sobre los certificados y documentos
presentados o requerirles para la presentación de otros com-
plementarios, en los términos del artículo 22 del RGLCAP. Tales
circunstancias se harán públicas en el tablón de anuncios que
se indica en el Cuadro Resumen, letra V).

b) El Presidente de la Mesa de Contratación, en el día y
hora señalados en el anuncio y en acto público, manifestará
el resultado de la calificación de los documentos presentados,
con expresión de las proposiciones admitidas, de las rechaza-
das y causa o causas de inadmisión de éstas últimas, proce-
diéndose a la apertura de los sobres núm. 2.

c) La Mesa de Contratación remitirá la documentación
incluida en los sobres núm. 2 a la Comisión Técnica constituida
al efecto a fin de que dicha Comisión realice un estudio por-
menorizado de las distintas ofertas, que suscribirán todos los
miembros de dicha Comisión, en el cual se contendrá la valo-
ración de las proposiciones presentadas por los licitadores admi-
tidos. A tal efecto, los criterios que se tendrán en cuenta para
la referida valoración serán los indicados en el Anexo núm. 4.

Las variantes que presenten los licitadores se valorarán
como una oferta independiente, aplicándole a cada una de
ellas los criterios y puntuaciones establecidos en el Anexo núm.
4 del presente Pliego.

El estudio pormenorizado de la Comisión Técnica deberá
estar suficientemente motivado en la medida necesaria para
su análisis y valoración por la Mesa de Contratación, a la que,
se elevará junto con toda la documentación de los sobres,
pudiendo ésta, o cualquiera de sus miembros, requerir de la
Comisión Técnica la aclaración o concreción sobre su contenido.
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d) Con anterioridad al acto de apertura de las proposicio-
nes económicas deberá haber sido entregado el informe téc-
nico al Secretario de la Mesa de Contratación.

e) Cuando un licitador no alcance los umbrales mínimos
de puntuación que se hayan exigido, en su caso, en el Anexo
núm. 5, no podrá continuar en el proceso de selección. 

f) Por la Presidencia de la Mesa de Contratación, en el día
y hora señalado en el anuncio, y en acto público, se procederá
a la apertura de los sobres núm. 3, y los sobres núm. 4, en su
caso, de aquellas empresas que continúen en el proceso de
selección, según lo establecido en el párrafo anterior.

g) Por la Mesa de Contratación se procederá a la valora-
ción de las proposiciones económicas pudiendo, a tal efecto,
recabar la asistencia de la Comisión Técnica.

h) En el caso en que existan licitadores supuestamente
incursos en temeridad, de acuerdo con los criterios del Anexo
núm. 6, la Mesa de Contratación les notificará tal circunstan-
cia, solicitándoles información a los efectos previstos en el
artículo 83.3 del TRLCAP.

En dicho anexo se fijan los criterios para la valoración de
las proposiciones formuladas por un mismo grupo.

i) A la vista del informe técnico, y la valoración de las pro-
posiciones presentadas, la Mesa de Contratación, en acto
público, adoptará el oportuno acuerdo sobre la propuesta de
adjudicación, actuando conforme a lo establecido reglamen-
tariamente.

11. Precio del contrato.
11.1. El precio del contrato será el que resulte de la adju-

dicación definitiva adoptada por el órgano de contratación, de
acuerdo con la oferta económica realizada.

A todos los efectos, se entenderá que el precio del con-
trato comprende también el IVA, todos los gastos que deban
realizarse para el cumplimiento de la prestación, y demás tri-
butos que sean de aplicación, así como todos los gastos que,
con arreglo al presente Pliego, sean de cuenta del adjudicatario.

11.2. El sistema de determinación del precio del contrato
será el establecido en el Cuadro Resumen, letra E), de acuerdo
con lo fijado en el Pliego de Prescripciones Técnicas Particulares.

11.3. En los supuestos de no revisión de precios y en caso
de prorrogarse el contrato, de conformidad con lo dispuesto en
la cláusula 24, por un periodo superior a seis (6) meses, el pre-
cio del contrato podrá actualizarse, según conste en el Cuadro
Resumen, letra Q), aplicándole la variación experimentada por
el IPC nacional en el periodo de los doce meses anteriores a
dicha prórroga o en el número de meses correspondientes al
plazo de ejecución del contrato si este fuere menor a doce,
contados desde la resolución del inicio del expediente de
prórroga.

12. Revisión de precios.
El precio del presente contrato se revisará de acuerdo con

el método establecido en el Cuadro Resumen, letra N). No pro-
cederá la revisión de precios en los casos en los que, conforme
a la normativa vigente, así se haya acordado mediante resolu-
ción motivada que obre en el expediente, y se indique en la
citada letra N) del Cuadro Resumen.

13. Actuaciones previas a la formalización del contrato.
13.1. Documentación acreditativa de la constitución de

garantía definitiva.
Cuando fuese exigible de conformidad con el Cuadro

Resumen, letras J) y K), antes de la formalización del contrato
y en el plazo máximo de 15 días, contados desde la recepción
por el contratista de la notificación de la adjudicación, éste
deberá presentar resguardo acreditativo de haber constituido,
por cualquiera de los medios establecidos en el artículo 36 del
TRLCAP y de acuerdo con la cláusula 9.2.1.a) del presente
Pliego, una garantía definitiva, y en su caso, una garantía adi-
cional, por los importes que se indican en las citadas letras del

Cuadro Resumen, a disposición del órgano de contratación,
en las Cajas Provinciales de Depósitos, radicadas en las
Delegaciones Provinciales de la Consejería de Economía y
Hacienda de la Junta de Andalucía.

De establecerse expresamente en el Cuadro Resumen,
letra J), del presente Pliego, la garantía definitiva podrá llevarse
a cabo en forma de retención del precio.

13.2. Abono de los anuncios.
El adjudicatario con carácter previo a la firma del contrato

deberá presentar ante el órgano de contratación la acreditación
documental oportuna de haber abonado el importe del anun-
cio de licitación en Diarios Oficiales y/o prensa, u otros medios
de difusión como gasto que corresponde al adjudicatario.

El importe máximo de dichos gastos de publicación se
indica en el Cuadro Resumen, letra R).

13.3. Escritura de formalización de la Unión de Empre-
sarios.

Con carácter previo a la firma del contrato y para el caso
de que el mismo hubiera sido adjudicado a una Unión de
Empresarios que se constituya temporalmente, habrá de apor-
tarse la escritura pública de constitución de la misma.

13.4. Incumplimiento de obligaciones que impiden la for-
malización del contrato.

Cuando por falta de cumplimiento de las obligaciones esta-
blecidas en los apartados anteriores o por cualquier otra causa
imputable al contratista, no pudiera formalizarse el corres-
pondiente contrato, se procederá conforme a lo establecido en
el artículo 54 del TRLCAP.

14. Formalización del contrato.
Simultáneamente con la firma del contrato deberá ser fir-

mado por el adjudicatario el Pliego de Cláusulas Administrativas
Particulares y el de Prescripciones Técnicas Particulares.

Los colaboradores del adjudicatario, en ningún caso, serán
parte del contrato.

III. EJECUCION DEL CONTRATO

15. Director de la Consultoría y Asistencia.
15.1. La Administración designará, en su caso, y cuando

así se establezca en el Cuadro Resumen, letra X), un Director
de la consultoría y asistencia, con las facultades que el Pliego
de Cláusulas Administrativas Generales para la Contratación
de Estudios y Servicios Técnicos, atribuye al allí denominado
«Director del estudio o servicio», en el entendimiento de que
el ejercicio o no por el mismo de sus facultades, no eximirá en
ningún caso al contratista de la correcta ejecución del objeto
del contrato, salvo que la deficiencia o incorrección en la eje-
cución sea debida a una orden o instrucción directa del mismo,
con expresa reserva escrita hecha por el contratista al Director
de la consultoría y asistencia, y con remisión de copia por el
propio contratista al órgano de contratación.

15.2. El nombramiento del Director será comunicado al
contratista en el plazo de quince días a contar desde la fecha
de formalización del contrato y, en su caso, su sustitución, en
idéntico plazo, desde la fecha en que se hubiera producido.

15.3. Durante la ejecución de los trabajos el Director y los
Servicios Técnicos de la Administración contratante podrán ins-
peccionar los mismos para su mejor desarrollo. 

15.4. El contratista facilitará a la Administración, sin coste
adicional alguno, asistencia profesional en las reuniones expli-
cativas o de información, que ésta estime necesarias para el
aprovechamiento de la consultoría y asistencia.

16. Ejecución del contrato.
16.1. El contrato se ejecutará a riesgo y ventura del con-

tratista, con estricta sujeción a las cláusulas del presente Pliego,
al Pliego de Prescripciones Técnicas Particulares que sirve de
base al mismo, y a las Ordenes e instrucciones que en inter-
pretación de éstos diera la Administración.
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El contratista será responsable de la calidad técnica de
los trabajos que desarrolle y de las prestaciones y servicios rea-
lizados, así como de las consecuencias que se deduzcan para
la Administración o para terceros de las omisiones, errores,
métodos inadecuados o conclusiones incorrectas en la ejecu-
ción del contrato.

16.2. El contratista queda obligado a adscribir los equipos
técnicos y material, así como los medios auxiliares, humanos
ofertados; todo ello en número y grado preciso para la reali-
zación del objeto del contrato a satisfacción y en los mismos
términos en que se hubiesen ofertado. 

Los técnicos o especialistas que intervengan deberán estar
en posesión de la correspondiente titulación y colegiación para
poder, en su caso, nominar y firmar el trabajo realizado. 

Cuando la participación de un técnico o especialista sea
esencial para la realización de la Consultoría y Asistencia, el
contratista deberá aportar compromiso firmado por el mismo
en orden a su participación. 

La no intervención de cualquier persona comprometida
facultaría a la Administración para resolver el contrato por causa
imputable al contratista. No obstante, la Administración podrá
optar por exigir al contratista la adscripción a los trabajos de
otro técnico o especialista de similares características. Al efecto,
el contratista deberá formular la correspondiente propuesta
acompañando los datos profesionales y las referencias que per-
mitan juzgar su preparación, capacidad y experiencia. Igual-
mente, la Administración podrá exigir del contratista la susti-
tución de cualquier técnico o persona que no desarrolle los
trabajos debidamente, sin que el ejercicio o no de esta facul-
tad exima al contratista de ejecutar el objeto del contrato a
satisfacción.

16.3. El contratista para utilizar tecnología, procedimien-
tos, materiales y equipos, así como cualquier derecho de pro-
piedad industrial o intelectual de tercero, deberá obtener las
cesiones, permisos y autorizaciones necesarios de sus res-
pectivos titulares, siendo de su cuenta el pago de los derechos
e indemnizaciones por tales conceptos. El contratista será res-
ponsable de las reclamaciones, y deberá mantener indemne
a la Administración de los daños y perjuicios que para la misma
puedan derivarse de la formulación de reclamaciones.

16.4. El contratista queda obligado a guardar sigilo res-
pecto a los datos o antecedentes que, no siendo públicos o
notorios, estén relacionados con el objeto del contrato, de los
que tenga conocimiento con ocasión del mismo, cuando así
se establezca en el Cuadro Resumen, letra Z).

Asimismo, queda obligado a garantizar la confidencialidad
e integridad de los datos manejados y de la documentación
facilitada.

En este sentido, deberá sujetarse a los preceptos legales
en materia de protección de datos personales recogidos en la
«Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de
Datos de Carácter Personal», y en los Reales Decretos que la
desarrollan, en concreto en el Real Decreto 1332/1994, de 20
de junio, que desarrolla aspectos de la LORTAD, y en el Real
Decreto 994/1999, de 11 de junio, que establece el «Regla-
mento de Medidas de Seguridad de los ficheros automatiza-
dos que contengan datos de carácter personal».

16.5. El contratista estará obligado, cuando así se esta-
blezca en el Cuadro Resumen, letra T), a presentar un pro-
grama de trabajo para la ejecución del contrato al órgano ges-
tor en el plazo de 15 días desde la firma del contrato, que
deberá ser aprobado por la Administración.

16.6. En el supuesto de dirección de obras, el contratista
se obliga a la redacción de los proyectos modificados de la eje-
cución de obras cuando éstos resulten necesarios, en los tér-
minos previstos legal y reglamentariamente.

Asimismo, y en el supuesto de dirección de obras, el con-
tratista queda obligado al cumplimiento de las obligaciones
establecidas para la dirección de obras por las disposiciones
legales y reglamentarias, en los plazos establecidos al efecto,

teniendo presente que cuando el incumplimiento de dichas
obligaciones pueda determinar demora en el pago de la obra
u otras graves consecuencias indemnizatorias en el seno del
contrato de obras (mediciones, valoraciones, certificaciones,
modificaciones, etc.), el contratista estará obligado a indem-
nizar a la Administración en la misma cuantía que los perjui-
cios a aquélla causados.

16.7. En los contratos que tengan por objeto la dirección,
supervisión y control de la ejecución y mantenimiento de obras
e instalaciones, con una antelación de al menos 15 días a la
emisión del informe favorable sobre el estado de las obras, que
deberá efectuar el Director facultativo de conformidad con el
artículo 147.3 del TRLCAP, el citado Director facultativo deberá
dar conocimiento de dichas circunstancias a la Administración,
a efectos de recibir, en su caso, de ésta las instrucciones y
directrices pertinentes para la elaboración de dicho informe.
Una vez emitido el citado informe, se dará traslado del mismo
a la Administración, en todo caso con anterioridad a la termi-
nación del plazo de garantía.

16.8. Cuando el contratista, o personas de él dependien-
tes, incurran en actos u omisiones que comprometan o per-
turben la buena marcha del contrato, el órgano de contrata-
ción podrá exigir la adopción de medidas concretas para
conseguir o restablecer el buen orden en la ejecución de lo
pactado.

17. Obligaciones Laborales, Sociales y Económicas del
contratista.

17.1. El personal adscrito a los trabajos dependerá exclu-
sivamente del contratista, el cual tendrá todos los derechos y
deberes inherentes a su calidad de empresario respecto del
mismo.

17.2. En general, el contratista responderá de cuantas obli-
gaciones le vienen impuestas en su carácter de empleador, así
como del cumplimiento de cuantas normas regulan y desa-
rrollan la relación laboral o de otro tipo, existente entre aquél,
o entre sus subcontratistas, y los trabajadores de uno y otro,
sin que pueda repercutir contra la Administración ninguna
multa, sanción o cualquier tipo de responsabilidad que por
incumplimiento de alguna de ellas pudieran imponerle los orga-
nismos competentes.

17.3. En cualquier caso, el contratista indemnizará a la
Administración de toda cantidad que se viere obligada a pagar
por incumplimiento de las obligaciones aquí consignadas, aun-
que ello le venga impuesto por resolución judicial o adminis-
trativa.

18. Seguros.

Cuando así se establezca en el Cuadro Resumen, letra P),
el contratista deberá tener suscritos los Seguros Obligatorios,
así como un Seguro de Responsabilidad Civil no sólo por daños
a terceros, tanto a personas como a cosas, sino también por
daños producidos a la Administración, o al personal depen-
diente de la misma, durante la vigencia del contrato, con el
límite mínimo de siniestro y características que consten, en su
caso, en el citado Cuadro Resumen.

Esta documentación deberá presentarse por el contratista
ante la Administración en el plazo que se fije para ello en la
notificación de la adjudicación del contrato, siendo su presen-
tación requisito para la iniciación de la ejecución del contrato.

Si se incumple dicho plazo sin que se aporte la docu-
mentación requerida, aunque se autorice el inicio de la pres-
tación, para el comienzo efectivo de la misma será imprescin-
dible la presentación de dicha documentación. Por tanto, se
retrasa el inicio efectivo de la prestación, pero no así el inicio
del cómputo del plazo de ejecución, que empezará a contar
desde la autorización para la ejecución de los trabajos.
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19. Cumplimiento del plazo y penalidad por demora.
19.1. El contratista está obligado a cumplir tanto el plazo

final como los plazos parciales que, en su caso, hayan sido
fijados.

19.2. Si el contratista, por causas imputables al mismo,
hubiera incurrido en demora respecto de los plazos parciales
o total se estará a lo dispuesto en el artículo 95 y siguientes
del TRLCAP.

19.3. Cuando la Administración opte por la imposición de
penalidades concederá la ampliación del plazo que se estime
necesario, si bien nunca la prórroga podrá sobrepasar la fecha
en que la Administración precise, de forma perentoria, las pres-
taciones objeto del contrato

19.4. Los importes de las penalidades por demora se harán
efectivos mediante deducción de los mismos en las certifica-
ciones o facturas que se produzcan. En todo caso, la garantía
definitiva responderá de la efectividad de aquellas en los tér-
minos establecidos en el artículo 43.2.a) del TRLCAP.

19.5. Cuando la elaboración de la prestación dependa o
esté en función de otros trabajos o factores ajenos al contra-
tista, de forma que haya de ajustarse a los plazos de realiza-
ción o disponibilidad de éstos, los retrasos debidos a ello no
darán lugar a la aplicación de la penalidad. Todo ello, sin per-
juicio de lo previsto para los casos de suspensión.

19.6. Si el retraso fuera por motivos no imputables al con-
tratista, se estará a lo dispuesto en el artículo 96.2 del TRLCAP.

20. Penalidades por defectuoso cumplimiento de la pres-
tación.

El órgano de contratación exigirá al contratista la subsa-
nación de los defectos, insuficiencias técnicas, errores mate-
riales, omisiones e infracciones de preceptos legales o regla-
mentarios que le sean imputables, otorgándole al efecto un
plazo prudencial que no podrá exceder de un mes, con carác-
ter general, y de dos meses, en el caso del contrato cuyo objeto
sea elaboración de proyectos de obras.

De persistir el incumplimiento en cuanto a la ejecución
parcial de las prestaciones objeto del contrato, la Administración
podrá optar indistintamente, por su resolución o por computar
el tiempo requerido para las correcciones de los trabajos defec-
tuosos o mal ejecutados a efectos de sanción por retrasos, de
acuerdo con lo establecido en la cláusula 19.

No obstante lo anterior, respecto a la subsanación de erro-
res y responsabilidades en el contrato de elaboración de pro-
yectos de obras, se estará a lo dispuesto en los artículos 217
y siguientes del TRLCAP.

21. Abono.
21.1. El contratista tiene derecho al abono, conforme a los

precios convenidos, de la consultoría y asistencia real y debi-
damente ejecutada, a satisfacción de la Administración. 

21.2. El pago del precio del contrato se efectuará de
acuerdo con lo indicado en el Cuadro Resumen, letra O).

21.3. El adjudicatario tendrá derecho a percibir a la ini-
ciación de la ejecución del contrato hasta un 20 por 100 del
importe total del mismo, como abono a cuenta para la finan-
ciación de las operaciones preparatorias, si así se establece en
el Anexo núm. 8, debiéndose asegurar el referido pago mediante
la prestación de garantía.

Las operaciones preparatorias, como instalaciones y adqui-
sición de equipo y medios auxiliares, susceptibles de abono a
cuenta, así como los criterios y formas de valoración, se indi-
can en el Anexo núm. 8 del presente Pliego.

En todo caso, estos abonos requerirán petición expresa
del contratista y se incluirán como «abonos a cuenta por ope-
raciones preparatorias» en las correspondientes valoraciones.

El reintegro de los abonos a cuenta se efectuará dedu-
ciendo de las certificaciones que se expidan a partir de la fecha
de concesión de aquellos la cantidad que proporcionalmente
resulte, según la cuantía del abono a cuenta y la cantidad que

falte por ejecutar de los trabajos a que corresponda el anticipo
en el momento de su concesión.

Las deducciones en las certificaciones para estos reinte-
gros son totalmente independientes de otros descuentos que
pudieran efectuarse sobre aquellas por cualquier concepto.

En caso de resolución del contrato será inmediatamente
exigible el reintegro total del abono a cuenta concedido, cual-
quiera que sea la causa de aquella.

21.4. En los contratos que sean de tracto sucesivo, el
Director de la consultoría, o el representante del órgano de con-
tratación, a la vista de los trabajos y de los precios contrata-
dos, redactará las correspondientes valoraciones en los perío-
dos que se establezcan en el Cuadro Resumen, letra W) del
Pliego.

Las certificaciones para el abono de los trabajos efectua-
dos se expedirán tomando como base la valoración corres-
pondiente y se tramitarán por el Director de la consultoría, o el
representante del órgano de contratación, dentro de los diez
días siguientes al periodo de tiempo a que correspondan.

21.5. El órgano de contratación podrá autorizar las valo-
raciones y certificaciones parciales por trabajos efectuados
antes de que se produzca la entrega parcial de los mismos, en
los términos y con los requisitos establecidos en el artículo 200
del RGLCAP.

21.6. El abono, en su caso, por la Administración de inte-
reses de demora procederá transcurridos dos meses desde la
expedición de las certificaciones o los documentos que acre-
diten la realización total o parcial del contrato o, respecto de
aquellas extendidas excediendo del importe de las anualida-
des que rijan en el contrato, desde la fecha en la que con arre-
glo a las condiciones convenidas y programas de trabajo apro-
bados deberían producirse, sin que hubieran sido pagadas,
consistiendo dichos intereses en el interés legal del dinero incre-
mentado en 1,5 puntos, de las cantidades adeudadas.

22. Anualidades.

22.1. El contratista podrá desarrollar los trabajos con cele-
ridad mayor que la necesaria para la realización de la consul-
toría y asistencia en el tiempo prefijado en el contrato. Sin
embargo, no tendrá derecho a percibir en cada año, cualquiera
que sea el importe de lo ejecutado o de las certificaciones expe-
didas, una cantidad mayor que la consignada en la anualidad
correspondiente.

En las certificaciones que se extiendan excediendo del
importe de las anualidades que rijan en el contrato no se con-
tará el plazo previsto en el artículo 99.4 del TRLCAP desde la
fecha de su expedición, sino desde aquella otra posterior en la
que con arreglo a las condiciones convenidas y programas de
trabajo aprobados deberían producirse.

22.2. En caso de ser necesario un reajuste de anualida-
des, la Administración actuará de conformidad con los pre-
ceptos legales y reglamentarios que resulten de aplicación.

23. Entrega y recepción.

La recepción del objeto del contrato se efectuará de con-
formidad con lo dispuesto en el artículo 213 del TRLCAP y
artículos 203 y 204 del RGLCAP, debiéndose expedir por el
Director de la misma, o el representante del órgano de con-
tratación, certificación de conformidad en aquellos casos en
los que la prestación no sea susceptible de un acto formal de
recepción. En los supuestos en que la prestación realizada sea
susceptible de recepción física la misma será efectuada
mediante un acto formal y positivo que se expresará en acta
extendida al efecto, en el lugar de prestación del objeto de la
consultoría y asistencia establecido en el Cuadro Resumen,
letra S). A partir de este acto de recepción empezará el cóm-
puto del período de garantía del contrato siempre que se deter-
mine dicho período en el citado Cuadro Resumen, letra L).

Página núm. 11.976 BOJA núm. 77 Sevilla, 2 de julio 2002



24. Prórroga del contrato.

De conformidad con el artículo 67.1 del TRLCAP, la posi-
bilidad o no de prorrogar el contrato y alcance de la prórroga,
se establece en el Cuadro Resumen, letra Q).

Esta cláusula sólo será aplicable, en su caso, a los con-
tratos de consultoría y asistencia cuyo objeto esté determinado
en función de una actividad o los que sean de tracto sucesivo,
sin perjuicio de lo establecido en el artículo 96 TRLCAP.

25. Propiedad de los trabajos realizados.

25.1. El resultado de la consultoría y asistencia contratada,
en su totalidad o en cualquiera de sus fases, será propiedad
de la Administración, y ésta, en consecuencia, podrá recabar
en cualquier momento las entregas de los documentos o mate-
riales que la integren, con todos sus antecedentes, datos o pro-
cedimientos.

25.2. Los trabajos que constituyan objeto de propiedad
intelectual, se entenderán expresamente cedidos en exclusiva
por el contratista o, en su caso, éste cuidará de que se cedan
por terceros en exclusiva a la Administración, por el tiempo
máximo que la legislación permita, sin que puedan ser repro-
ducidos total o parcialmente sin previa y expresa autorización
de la Administración. Cuando para la realización del objeto del
contrato se precisen derechos de propiedad intelectual pree-
xistente, el contratista deberá aportar con su oferta la corres-
pondiente cesión de su titular a los efectos del cumplimiento
del contrato, teniendo en cuenta la anterior previsión; aunque,
en tal caso, la cesión puede no ser con carácter exclusivo.

25.3. El contratista tendrá la obligación de proporcionar a
la Administración todos los datos, cálculos, procesos y proce-
dimientos empleados durante la elaboración de los trabajos.
Quedarán, sin embargo, exceptuados de entrega aquellos cuya
propiedad se haya reservado el contratista en los documentos
contractuales. No obstante, en estos casos se entenderán con-
cedidas a la Administración las autorizaciones o licencias de
uso convenientes para el aprovechamiento de la consultoría y
asistencia, prestándole los procedimientos, sistemas y mate-
riales precisos.

26. Modificación.

El presente contrato podrá ser objeto de modificación de
conformidad con lo previsto en el TRLCAP por razones de inte-
rés público debidas a necesidades nuevas o causas imprevis-
tas debidamente justificadas.

27. Resolución del contrato.

27.1. Son causas de resolución del contrato las previstas
en los artículos 111 y 214 del TRLCAP, con los efectos que se
establecen en la normativa de aplicación.

27.2. Asimismo, serán causas de resolución del contrato
imputables al contratista:

a) El incumplimiento por parte del contratista de la obli-
gación de guardar sigilo respecto a los datos o antecedentes
que, no siendo públicos o notorios, estén relacionados con el
objeto del contrato, de los que tenga conocimiento con oca-

sión del mismo, salvo que la Administración lo autorice expre-
samente.

b) El abandono por parte del contratista de la prestación
objeto del contrato. Se entenderá producido el abandono cuando
la prestación haya dejado de desarrollarse o no se desarrolle
con la regularidad adecuada o con los medios humanos o mate-
riales precisos para la normal ejecución del contrato en plazo.
No obstante, cuando se dé este supuesto, la Administración,
antes de proceder a la resolución, requerirá al contratista para
que regularice la situación en el plazo de cinco días a contar
desde el requerimiento salvo que su ejecución exija un plazo
menor.

c) El incurrir el contratista, durante la vigencia del contrato
en alguna de las prohibiciones de contratar previstas en el
artículo 20 del TRLCAP o en supuesto de incompatibilidad, sin
la obtención inmediata de la correspondiente resolución de
compatibilidad.

d) Las reiteradas deficiencias en la ejecución del contrato.
e) El incumplimiento de la obligación del aviso previo a la

Administración, dentro del plazo establecido al efecto en la
cláusula 16.7, para la emisión, por parte del contratista, del
informe sobre el estado de las obras.

f) El incumplimiento de las instrucciones y directrices reci-
bidas de la Administración para la elaboración del informe al
que se refiere la cláusula 16.7 del presente Pliego.

g) El incumplimiento de alguno de los compromisos ofer-
tados.

h) El incumplimiento del pago de los anuncios de licita-
ción en el plazo establecido en el artículo 54 del TRLCAP.

i) El incumplimiento, en su caso, de la presentación de la
documentación relativa a los seguros a que se refiere la cláu-
sula 18 del presente Pliego.

28. Prerrogativas de la Administración y jurisdicción com-
petente.

28.1. El órgano de contratación ostenta la prerrogativa de
interpretar el contrato administrativo y resolver las dudas que
ofrezca su cumplimiento. Igualmente podrá modificarlo y acor-
dar su resolución, dentro de los límites y con sujeción a los
requisitos y efectos señalados en el TRLCAP y demás disposi-
ciones reglamentarias de desarrollo.

28.2. Los acuerdos que dicte el órgano de contratación,
previo informe de los Servicios Jurídicos, en su caso, en el ejer-
cicio de sus prerrogativas de interpretación, modificación y reso-
lución pondrán fin a la vía administrativa, y serán inmediata-
mente ejecutivos.

28.3. Las cuestiones litigiosas surgidas sobre la interpre-
tación, modificación, resolución y efectos de los contratos admi-
nistrativos, serán resueltos por el órgano de contratación com-
petente de la Administración, y contra los mismos podrá
interponerse el oportuno recurso contencioso- administrativo,
conforme a la legislación en vigor.

POR LA CONSEJERIA DE OBRAS EL ADJUDICATARIO
PUBLICAS Y TRANSPORTES

Fdo. Fdo.
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ANEXO II

PLIEGO DE CLAUSULAS ADMINISTRATIVAS PARTICULARES,
MODELO-TIPO, PARA LA CONTRATACION DE CONSULTORIA

Y ASISTENCIA POR EL PROCEDIMIENTO NEGOCIADO
SIN PUBLICIDAD

I. ELEMENTOS DEL CONTRATO.
1. Régimen jurídico del contrato.
2. Objeto del contrato.
3. Documentos que revisten carácter contractual.
4. Presupuesto base de licitación.
5. Existencia de crédito adecuado y suficiente.
6. Plazo de ejecución.
7. Garantías.
7.1. Garantía provisional.
7.2. Garantía definitiva.

II. ADJUDICACION DEL CONTRATO.
8. Procedimiento y forma de adjudicación.
9. Lugar y forma de presentación de proposiciones.
9.1. Lugar de presentación de proposiciones.
9.2. Forma de presentación de proposiciones.
9.2.1. Documentación Administrativa.
9.2.2. Proposición Técnica y Económica.
9.2.3. Indice.
10. Procedimiento de adjudicación.
11. Precio del contrato.
12. Revisión de precios.
13. Actuaciones previas a la formalización del contrato.
14. Formalización del contrato.

III. EJECUCION DEL CONTRATO.
15. Director de la Consultoría y Asistencia.
16. Ejecución del Contrato.
17. Obligaciones laborales, sociales y económicas del con-

tratista.
18. Seguros.
19. Cumplimiento del plazo y penalidad por demora.
20. Penalidades por defectuoso cumplimiento de la pres-

tación.
21. Abono.
22. Anualidades.
23. Entrega y recepción.
24. Prórroga del contrato.
25. Propiedad de los trabajos realizados.
26. Modificación.
27. Resolución del contrato.
28. Prerrogativas de la Administración y jurisdicción com-

petente.

Cuadro resumen del contrato.
Anexo núm. 1. Modelo de proposición económica.
Anexo núm. 2. Justificación de la solvencia económica,

financiera y técnica o profesional.
Anexo núm. 3. Documentación técnica acreditativa de los

aspectos que en su caso serán objeto de negociación y aspec-
tos técnicos y económicos que podrán ser objeto de negociación.

Anexo núm. 4. Operaciones preparatorias susceptibles de
abono a cuenta.

I. ELEMENTOS DEL CONTRATO

1. Régimen jurídico del contrato.
El contrato a que se refiere el presente Pliego es de natu-

raleza administrativa y se regirá por el Texto Refundido de la
Ley de Contratos de las Administraciones Públicas aprobado
mediante Real Decreto Legislativo 2/2000, de 16 de junio (en
adelante TRLCAP), y demás disposiciones reglamentarias de
desarrollo.

Asimismo el referido contrato estará sujeto a lo estable-
cido por las normas de Derecho comunitario que le sean de
aplicación.

2. Objeto del contrato.
El contrato tiene por objeto la prestación de la consultoría

y asistencia que se especifica en el Cuadro Resumen del pre-
sente Pliego.

De acuerdo con lo establecido en el Cuadro Resumen,
letra A), los trabajos podrán ser ofertados por lotes, debiendo
especificarse claramente, en este caso, por los licitadores, los
lotes a los que concurren.

En el Cuadro Resumen, letras D) y F) se detallan el presu-
puesto, los importes y las anualidades que para el contrato o, en
su caso, para cada lote, ha señalado el órgano de contratación.

Se especifican en el mismo Cuadro Resumen, letra C), las
necesidades administrativas que se pretenden satisfacer
mediante el contrato, así como los factores de todo orden a
tener en cuenta.

3. Documentos que revisten carácter contractual.
El presente Pliego, que incluye el Cuadro Resumen, junto

con el Pliego de Prescripciones Técnicas Particulares y demás
documentos Anexos revestirán carácter contractual. Asimismo,
revestirá carácter contractual el acuerdo adoptado por las par-
tes en la negociación del contrato. En caso de discordancia
entre el presente Pliego y cualquiera del resto de los docu-
mentos contractuales, prevalecerá el Pliego de Cláusulas
Administrativas Particulares, en el que se contienen los dere-
chos y obligaciones de los licitadores y adjudicatario.

4. Presupuesto base de licitación.
El presupuesto base de licitación del contrato o, en su

caso, de cada lote, será el que figura en el Cuadro Resumen,
letra D).

5. Existencia de crédito adecuado y suficiente.
5.1. Existe el crédito suficiente para atender las obligacio-

nes económicas que se deriven para la Administración del con-
trato a que se refiere el presente Pliego.

5.2. El expediente de contratación se podrá tramitar anti-
cipadamente de acuerdo con las normas vigentes que le sean
de aplicación. En tal caso se hará constar tal circunstancia de
forma expresa en el Cuadro Resumen, letra Ñ).

Cuando el contrato se formalice en ejercicio anterior al de
la iniciación de la ejecución, la adjudicación del contrato que-
dará sometida a la condición suspensiva de existencia de cré-
dito adecuado y suficiente para financiar las obligaciones deri-
vadas del contrato en el ejercicio correspondiente.

6. Plazo de ejecución.
6.1. El plazo total de ejecución de los trabajos objeto del

contrato será el fijado en el Cuadro Resumen, letra G) y comen-
zará a partir del día siguiente al de la firma del contrato y, en
su caso, autorización del inicio de los mismos.

6.2. Los plazos parciales correspondientes a los capítulos
o fases en que se dividan los trabajos, serán, en su caso, los
fijados igualmente en el citado Cuadro Resumen, letra G), y se
considerarán como plazo máximo de cada uno de ellos.

6.3. En los contratos que sean complementarios de con-
tratos de obras o suministros, el plazo de ejecución estará vin-
culado al de éstos últimos, de conformidad con lo previsto en
el art. 198.2 del TRLCAP.

En estos casos, se determinará en el Cuadro Resumen,
letra H), el contrato principal al que están vinculados.

7. Garantías.
7.1. Garantía provisional.
En los contratos de cuantía igual o superior a la fijada en

el artículo 203.2 del TRLCAP, o inferior, cuando se indique en
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la letra I) del Cuadro Resumen, se aportará una garantía pro-
visional equivalente al 2% del presupuesto del contrato, en la
cuantía que consta en la citada letra.

En todo caso, la constitución de la garantía global eximirá
de la constitución de la garantía provisional.

Conforme al artículo 162.6 de la Ley de Sociedades
Cooperativas Andaluzas, dichas Cooperativas gozarán de una
reducción al 25% en dichas garantías.

En el caso de uniones temporales de empresarios, las
garantías provisionales podrán constituirse por una o varias de
las empresas participantes, siempre que en conjunto se alcance
la cuantía que figure en el Cuadro Resumen y garantice soli-
dariamente a todos los integrantes de la unión temporal.

En el caso de existencia de lotes, la garantía provisional
se presentará por cada uno de los lotes a los que se licita.

7.2. Garantía definitiva.

El adjudicatario del presente contrato estará obligado a
constituir una garantía definitiva, y en su caso, adicional, por
el/los importe/s establecidos en las letras J) y K) del Cuadro
Resumen, salvo que, conforme al artículo 37 del TRLCAP se
haya dispensado tal obligación, debiendo motivarse en el expe-
diente de contratación las causas de tal dispensa. La exigen-
cia o no de garantía definitiva se determinará expresamente en
el Cuadro Resumen, letra J).

Cuando la adjudicación se realice en favor de un empre-
sario cuya proposición hubiera estado incursa inicialmente en
presunción de temeridad, se exigirá al mismo una garantía defi-
nitiva del 20% del presupuesto base de licitación, de confor-
midad con lo dispuesto por el artículo 36.4 del TRLCAP.

Conforme al artículo 162.6 de la Ley de Sociedades
Cooperativas Andaluzas, dichas Cooperativas gozarán de una
reducción al 25% en tales garantías.

Cuando a consecuencia de una modificación del contrato
experimente variación el precio del mismo, se reajustará la
garantía constituida para que guarde la debida proporción con
el precio del contrato resultante de su modificación.

En todo caso la constitución de la garantía global eximirá
de la constitución de la garantía definitiva.

II. ADJUDICACION DEL CONTRATO

8. Procedimiento y forma de adjudicación.

El contrato se adjudicará mediante el procedimiento nego-
ciado sin publicidad previa por concurrir la circunstancia pre-
vista en el artículo 210 del TRLCAP, conforme se indica en el
Cuadro Resumen, letra M), en los términos establecidos legal
y reglamentariamente.

9. Lugar y forma de presentación de las proposiciones.

9.1. Lugar de presentación de proposiciones.

Las proposiciones, junto con la documentación precep-
tiva, se presentarán en el Registro designado por el órgano de
contratación, en los términos que se indiquen en la solicitud
cursada por la Administración.

La presentación de las proposiciones presume la acepta-
ción incondicionada por parte del licitador de las cláusulas de
este Pliego.

9.2. Forma de presentación de proposiciones.

Los licitadores presentarán un sobre, firmado por los mis-
mos o sus representantes y cerrado, de forma que se garan-
tice el secreto de su contenido. En el sobre figurará externa-
mente el nombre del licitador, persona o personas de contacto,
domicilio social, teléfono y fax, a efectos de comunicaciones,
así como el título de la consultoría y asistencia, número o clave
del expediente, lote o lotes, en su caso, a los que concurra, e
incluirá en original o copias auténticas o autenticadas la docu-
mentación que a continuación se indica:

9.2.1. Documentación Administrativa.

La certificación de la inscripción en el Registro de Licitado-
res de la Comunidad Autónoma de Andalucía exime a los lici-
tadores en él incluidos de la presentación de la documenta-
ción relativa a los extremos registrados en el mismo, siempre
que vaya acompañada de declaración responsable de no alte-
ración de los datos en él registrados.

a) Documentación acreditativa de la constitución de garan-
tía provisional.

En los contratos en los que sea exigible, se aportará docu-
mento justificativo de haber constituido garantía provisional a
favor del órgano de contratación, en cualquiera de las formas
previstas en el artículo 35.1 del TRLCAP.

Las garantías provisionales se constituirán:

1. En las Cajas Provinciales de Depósitos establecidas en
las Delegaciones Provinciales de la Consejería de Economía y
Hacienda, cuando se trate de garantías en metálico o en valo-
res públicos o privados, debiéndose acreditar su constitución
mediante la entrega al órgano de contratación del resguardo
expedido por aquéllos.

2. Cuando se trate de aval o seguro de caución, ante el
órgano de contratación, incorporándose la garantía al expe-
diente de contratación, sin perjuicio de que su ejecución se
efectúe por los órganos señalados en el párrafo anterior.

En el supuesto de constituirse la garantía por alguno de
los medios señalados en este apartado 2, deberá constar en
los citados documentos el visado que acredite el previo bas-
tanteo del poder otorgado por la entidad avalista o asegura-
dora, efectuado por el Gabinete Jurídico de la Junta de Andalu-
cía, que se obtendrá en las Delegaciones Provinciales de la
Consejería de Economía y Hacienda.

b) Documentos acreditativos de la personalidad del empre-
sario:

1. Si el licitador fuere persona jurídica, deberá presentar
la escritura de constitución o de modificación, en su caso, ins-
critas en el Registro Mercantil, cuando este requisito fuera exi-
gible conforme a la legislación mercantil que le sea aplicable.
Si no lo fuere, la acreditación de la capacidad de obrar se rea-
lizará mediante la escritura o documento de constitución, esta-
tutos, o acta fundacional, en la que constaren las normas por
las que se regula su actividad, inscritos, en su caso, en el corres-
pondiente registro oficial.

2. Para los licitadores individuales será obligatoria la pre-
sentación del Documento Nacional de Identidad o el docu-
mento que, en su caso, haga sus veces.

3. Para los empresarios no españoles de Estados miem-
bros de la Comunidad Europea, o signatarios del Acuerdo sobre
el Espacio Económico Europeo, bastará con acreditar su ins-
cripción en los Registros o presentar las certificaciones que se
indican en el Anexo I del Real Decreto 1098/2001, de 12 de
octubre, por el que se aprueba el Reglamento general de la Ley
de Contratos de las Administraciones Públicas (en adelante
RGLCAP).

4. Los demás empresarios extranjeros deberán acreditar
su capacidad de obrar con un informe de la respectiva Misión
Diplomática Permanente u Oficina Consular de España del
lugar del domicilio de la empresa, en el que se hará constar,
previa acreditación por la empresa, que figura inscrita en el
Registro local profesional, comercial o análogo o, en su defecto,
que actúan con habitualidad en el tráfico local en el ámbito de
las actividades a las que se extiende el objeto del contrato.

Además deberá acompañarse informe de la Misión
Diplomática Permanente de España o de la Secretaría General
de Comercio Exterior del Ministerio de Economía sobre la con-
dición de Estado signatario del Acuerdo sobre Contratación
pública de la Organización Mundial de Comercio, siempre que
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se trate de contratos de cuantía igual o superior a la señalada
en el artículo 203.2 del TRLCAP, o, en caso contrario, el informe
de reciprocidad a que se refiere el artículo 23.1 del TRLCAP.

c) Documentos acreditativos de la representación:

Los que comparezcan o firmen proposiciones en nombre
de otro presentarán documentación acreditativa de la repre-
sentación, debidamente bastanteada por el Gabinete Jurídico
de la Junta de Andalucía.

Igualmente, la persona con poder bastante a efectos de
representación, deberá acompañar su Documento Nacional de
Identidad, o el documento que, en su caso, haga sus veces.

d) Documentos que acreditan la solvencia económica,
financiera y técnica o profesional.

La acreditación de la solvencia económica y financiera, y
técnica o profesional se realizará por los medios previstos en
el Anexo núm. 2, que serán evaluados de acuerdo con los cri-
terios de selección que constan en el mismo. 

Las empresas extranjeras acreditarán su solvencia eco-
nómica, financiera y técnica o profesional de acuerdo con lo
dispuesto en el artículo 25 del TRLCAP y 9 del RGLCAP.

e) Uniones de empresarios constituidos temporalmente.

Cuando dos o más empresas acudan a una licitación cons-
tituyendo unión temporal de empresarios, cada una de las que
la componen deberá acreditar su capacidad y su solvencia con-
forme a lo establecido en el presente Pliego, acumulándose a
efectos de la determinación de la solvencia de la unión tem-
poral las características acreditadas para cada uno de los inte-
grantes de la misma, sin perjuicio de lo que para la clasifica-
ción se establece en el artículo 52 del RGLCAP.

Los empresarios que deseen concurrir integrados en la
unión temporal, deberán indicar los nombres y circunstancias
de los que la constituyan, la participación de cada uno de ellos
y que asumen el compromiso de constituirse formalmente en
unión temporal, caso de resultar adjudicatarios.

El licitador que suscriba individualmente una proposición,
no podrá hacerlo en unión temporal con otros, ni podrá figu-
rar en más de una unión temporal.

f) Declaración de empresas extranjeras de sometimiento
a jurisdicción.

Las empresas extranjeras deberán presentar declaración
de someterse a la jurisdicción de los Juzgados y Tribunales
españoles de cualquier orden, para todas las incidencias que
de modo directo o indirecto pudieran surgir del contrato, con
renuncia, en su caso, al fuero jurisdiccional extranjero que
pudiera corresponder al licitador.

g) Declaración responsable en relación con la capacidad
de obrar y con las prohibiciones de contratar.

Declaración responsable de tener capacidad de obrar y
no estar incurso en prohibición de contratar, conforme a los
artículos 15 a 20 del TRLCAP.

La declaración responsable a que se refiere el párrafo ante-
rior comprenderá expresamente la circunstancia de hallarse al
corriente del cumplimiento de las obligaciones tributarias y con
la Seguridad Social impuestas por las disposiciones vigentes,
sin perjuicio de que la justificación acreditativa de tal requisito,
deba exigirse antes de la adjudicación al que vaya a resultar
adjudicatario del contrato, a cuyo efecto se le concederá un
plazo máximo de cinco días hábiles.

Las personas físicas, mediante declaración responsable,
o los administradores de las personas jurídicas, mediante la
oportuna certificación expedida por su órgano de dirección o
representación competente, deberán acreditar que no están
incursos en los supuestos a que se refiere la Ley 12/1995, de
11 de mayo, de Incompatibilidades de los miembros del
Gobierno de la Nación y de los altos cargos de la Administración
General del Estado; Ley 5/1984, de 24 de abril, modificada
por Ley 4/1990, de 23 de abril, de la Comunidad Autónoma
de Andalucía, sobre Incompatibilidades de altos cargos y Ley

53/1984, de 26 de diciembre, de Incompatibilidades del per-
sonal al servicio de las Administraciones Públicas.

En el caso de licitadores afectados por incompatibilidad
conforme a la Ley 53/1984, de 26 de diciembre, se aportará
certificado expedido por el órgano al que aquellos estén vin-
culados de concesión de la compatibilidad en el caso de resul-
tar adjudicatario del concurso.

h) Declaración del artículo 52.3 del TRLCAP.

Declaración responsable de no haber participado en la
elaboración de las especificaciones técnicas del contrato que
se licita, en los términos del artículo 52.3 del TRLCAP.

i) Declaración del artículo 197.3 del TRLCAP.

En los contratos que tengan por objeto la vigilancia, super-
visión, control y dirección de la ejecución de obras e instala-
ciones, deberá presentarse declaración responsable de no for-
mar parte de la empresa adjudicataria del correspondiente
contrato de obras, ni de empresas a ésta vinculadas conforme
al artículo 197.3. del TRLCAP.

j) Compromiso de oficina ubicada en la Comunidad
Autónoma de Andalucía.

Compromiso de establecer y mantener durante el periodo
de vigencia del contrato, una Oficina ubicada en la Comunidad
Autónoma de Andalucía, en la que exista un representante legal
de la empresa con poderes bastantes para el pleno desarrollo
y ejecución del contrato, caso de que resulte adjudicatario de
los trabajos.

k) Relación de empresas pertenecientes a un mismo grupo.

Relación de empresas pertenecientes al mismo grupo en
los términos establecidos en el apartado 1 del artículo 86 del
RGLCAP y relación de los socios del apartado 2 del mismo
artículo, con indicación de los que se presentan a la licitación.

l) Indice de la documentación.

La documentación contenida en este sobre deberá ir pre-
cedida por un índice realizado en hoja independiente en el que
constará el contenido del mismo enunciado numéricamente.

9.2.2. Proposición Técnica y Económica.

La documentación acreditativa de los aspectos técnicos y
económicos que, en su caso, hayan de ser objeto de negocia-
ción con las empresas de conformidad con lo establecido en
el Anexo núm. 3.

Proposición económica, formulada conforme al modelo
que figura en el Anexo núm. 1 del presente Pliego, debidamente
firmada y fechada.

No se aceptarán aquellas proposiciones que tengan omi-
siones, errores o tachaduras que impidan conocer claramente
todo aquello que la Administración estime fundamental para
la oferta.

Cuando así se indique en el Cuadro Resumen, letra Y), se
acompañará oferta económica detallada por capítulos y parti-
das básicas de trabajo, de acuerdo con el sistema de deter-
minación del precio, según lo especificado en el Pliego de
Prescripciones Técnicas Particulares.

La oferta no podrá superar en ningún caso el presupuesto
previamente aprobado, y cuando se pida oferta detallada, la
suma de los precios por capítulos o partidas no podrá superar
el total del presupuesto. 

9.2.3. Indice de la documentación.

La documentación contenida en este sobre deberá ir pre-
cedida de un índice realizado en hoja independiente, en el que
constará enumerado el contenido del mismo.

10. Procedimiento de adjudicación.

El procedimiento de adjudicación se desarrollará conforme
a lo previsto legal y reglamentariamente, con las siguientes par-
ticularidades:

a) La intervención de Mesa de Contratación en el proce-
dimiento de contratación, se determina en el Cuadro Resumen,
letra R) del presente Pliego.
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b) La existencia de defectos u omisiones subsanables en
la documentación presentada se comunicará a los interesados
verbalmente. Asimismo, la Mesa de Contratación o el órgano
de contratación, podrán solicitar aclaraciones a éstos sobre los
certificados y documentos presentados o requerirles para la
presentación de otros complementarios, en los términos del
artículo 22 del RGLCAP. Tales circunstancias se harán públi-
cas en el tablón de anuncios que se indica en el Cuadro
Resumen, letra V).

11. Precio del contrato.

11.1. El precio del contrato será el que resulte de la adju-
dicación definitiva adoptada por el órgano de contratación, de
acuerdo con la oferta económica realizada.

A todos los efectos, se entenderá que el precio del con-
trato comprende también el IVA, todos los gastos que deban
realizarse para el cumplimiento de la prestación, y demás tri-
butos que sean de aplicación, así como todos los gastos que,
con arreglo al presente Pliego, sean de cuenta del adjudicatario.

11.2. El sistema de determinación del precio del contrato
será el establecido en el Cuadro Resumen, letra E), de acuerdo
con lo fijado en el Pliego de Prescripciones Técnicas Particulares.

11.3. En los supuestos de no revisión de precios y en caso
de prorrogarse el contrato, de conformidad con lo dispuesto en
la cláusula 24, por un periodo superior a seis (6) meses, el pre-
cio del contrato podrá actualizarse, según conste en el Cuadro
Resumen, letra Q), aplicándole la variación experimentada por
el IPC nacional en el periodo de los doce meses anteriores a
dicha prórroga o en el número de meses correspondientes al
plazo de ejecución del contrato si éste fuere menor a doce,
contados desde la resolución del inicio del expediente de
prórroga.

12. Revisión de precios.

El precio del presente contrato se revisará de acuerdo con
el método establecido en el Cuadro Resumen, letra N). No pro-
cederá la revisión de precios en los casos en los que, conforme
a la normativa vigente, así se haya acordado mediante resolu-
ción motivada que obre en el expediente, y se indique en la
citada letra N) del Cuadro Resumen.

13. Actuaciones previas a la formalización del contrato.

13.1. Documentación acreditativa de la constitución de
garantía definitiva.

Cuando fuese exigible de conformidad con el Cuadro
Resumen, letra J) y K), antes de la formalización del contrato
y en el plazo máximo de 15 días, contados desde la recepción
por el contratista de la notificación de la adjudicación, éste
deberá presentar resguardo acreditativo de haber constituido,
por cualquiera de los medios establecidos en el artículo 36 del
TRLCAP y de acuerdo con la cláusula 9.2.1.a) del presente
Pliego, una garantía definitiva, y en su caso, una garantía adi-
cional, por los importes que se indican en las citadas letras del
Cuadro Resumen, a disposición del órgano de contratación,
en las Cajas Provinciales de Depósitos, radicadas en las Delega-
ciones Provinciales de la Consejería de Economía y Hacienda
de la Junta de Andalucía.

De establecerse expresamente en el Cuadro Resumen,
letra J), del presente Pliego, la garantía definitiva podrá llevarse
a cabo en forma de retención del precio.

13.2. Escritura de formalización de la Unión de Empre-
sarios.

Con carácter previo a la firma del contrato y para el caso
de que el mismo hubiera sido adjudicado a una Unión de
Empresarios que se constituya temporalmente, habrá de apor-
tarse la escritura pública de constitución de la misma.

13.3. Incumplimiento de obligaciones que impiden la for-
malización del contrato.

Cuando por falta de cumplimiento de las obligaciones esta-
blecidas en los apartados anteriores o por cualquier otra causa

imputable al contratista, no pudiera formalizarse el corres-
pondiente contrato, se procederá conforme a lo establecido en
el artículo 54 del TRLCAP.

14. Formalización del contrato.
Simultáneamente con la firma del contrato deberá ser fir-

mado por el adjudicatario el Pliego de Cláusulas Administrativas
Particulares y el de Prescripciones Técnicas Particulares.

Los colaboradores del adjudicatario, en ningún caso, serán
parte del contrato.

III. EJECUCION DEL CONTRATO

15. Director de la Consultoría y Asistencia.
15.1. La Administración designará, en su caso, y cuando

así se establezca en el Cuadro Resumen, letra X), un Director
de la consultoría y asistencia, con las facultades que el Pliego
de Cláusulas Administrativas Generales para la contratación
de Estudios y Servicios Técnicos, atribuye al allí denominado
«Director del estudio o servicio», en el entendimiento de que
el ejercicio o no por el mismo de sus facultades, no eximirá en
ningún caso al contratista de la correcta ejecución del objeto
del contrato, salvo que la deficiencia o incorrección en la eje-
cución sea debida a una orden o instrucción directa del mismo,
con expresa reserva escrita hecha por el contratista al Director
de la consultoría y asistencia, y con remisión de copia por el
propio contratista al órgano de contratación.

15.2. El nombramiento del Director será comunicado al
contratista en el plazo de quince días a contar desde la fecha
de formalización del contrato y, en su caso, su sustitución, en
idéntico plazo, desde la fecha en que se hubiera producido.

15.3. Durante la ejecución de los trabajos el Director y los
Servicios Técnicos de la Administración contratante podrán ins-
peccionar los mismos para su mejor desarrollo. 

15.4. El contratista facilitará a la Administración, sin coste
adicional alguno, asistencia profesional en las reuniones expli-
cativas o de información, que ésta estime necesarias para el
aprovechamiento de la Consultoría y Asistencia.

16. Ejecución del contrato.
16.1. El contrato se ejecutará a riesgo y ventura del con-

tratista, con estricta sujeción a las cláusulas del presente Pliego,
al Pliego de Prescripciones Técnicas Particulares que sirve de
base al mismo, y a las Ordenes e instrucciones que en inter-
pretación de éstos diera la Administración.

El contratista será responsable de la calidad técnica de
los trabajos que desarrolle y de las prestaciones y servicios rea-
lizados, así como de las consecuencias que se deduzcan para
la Administración o para terceros de las omisiones, errores,
métodos inadecuados o conclusiones incorrectas en la ejecu-
ción del contrato.

16.2. El contratista queda obligado a adscribir los equipos
técnicos y material, así como los medios auxiliares, humanos
ofertados; todo ello en número y grado preciso para la reali-
zación del objeto del contrato a satisfacción y en los mismos
términos en que se hubiesen ofertado. 

Los técnicos o especialistas que intervengan deberán estar
en posesión de la correspondiente titulación y colegiación para
poder, en su caso, nominar y firmar el trabajo realizado. 

Cuando la participación de un técnico o especialista sea
esencial para la realización de la Consultoría y Asistencia, el
contratista deberá aportar compromiso firmado por el mismo
en orden a su participación. 

La no intervención de cualquier persona comprometida
facultaría a la Administración para resolver el contrato por causa
imputable al contratista. No obstante, la Administración podrá
optar por exigir al contratista la adscripción a los trabajos de otro
técnico o especialista de similares características. Al efecto, el
contratista deberá formular la correspondiente propuesta acom-
pañando los datos profesionales y las referencias que permitan
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juzgar su preparación, capacidad y experiencia. Igualmente, la
Administración podrá exigir del contratista la sustitución de cual-
quier técnico o persona que no desarrolle los trabajos debida-
mente, sin que el ejercicio o no de esta facultad exima al con-
tratista de ejecutar el objeto del contrato a satisfacción.

16.3. El contratista para utilizar tecnología, procedimien-
tos, materiales y equipos, así como cualquier derecho de pro-
piedad industrial o intelectual de tercero, deberá obtener las
cesiones, permisos y autorizaciones necesarios de sus res-
pectivos titulares, siendo de su cuenta el pago de los derechos
e indemnizaciones por tales conceptos. El contratista será res-
ponsable de las reclamaciones, y deberá mantener indemne
a la Administración de los daños y perjuicios que para la misma
puedan derivarse de la formulación de reclamaciones.

16.4. El contratista queda obligado a guardar sigilo res-
pecto a los datos o antecedentes que, no siendo públicos o
notorios, estén relacionados con el objeto del contrato, de los
que tenga conocimiento con ocasión del mismo, cuando así
se establezca en el Cuadro Resumen, letra Z).

En este sentido, deberá sujetarse a los preceptos legales
en materia de protección de datos personales recogidos en la
Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de
Datos de Carácter Personal, y en los Reales Decretos que la
desarrollan, en concreto en el Real Decreto 1332/1994, de 20
de junio, que desarrolla aspectos de la LORTAD, y en el Real
Decreto 994/1999, de 11 de junio, que establece el Regla-
mento de Medidas de Seguridad de los ficheros automatiza-
dos que contengan datos de cararácter personal.

16.5. El contratista estará obligado, cuando así se esta-
blezca en el Cuadro Resumen, letra T), a presentar un pro-
grama de trabajo para la ejecución del contrato al órgano ges-
tor en el plazo de 15 días desde la firma del contrato, que
deberá ser aprobado por la Administración.

16.6. En el supuesto de dirección de obras, el contratista
se obliga a la redacción de los proyectos modificados de la eje-
cución de obras cuando éstos resulten necesarios, en los tér-
minos previstos legal y reglamentariamente. 

Asimismo, y en el supuesto de dirección de obras, el con-
tratista queda obligado al cumplimiento de las obligaciones
establecidas para la dirección de obras por las disposiciones
legales y reglamentarias, en los plazos establecidos al efecto,
teniendo presente que cuando el incumplimiento de dichas
obligaciones pueda determinar demora en el pago de la obra
u otras graves consecuencias indemnizatorias en el seno del
contrato de obras (mediciones, valoraciones, certificaciones,
modificaciones, etc.), el contratista estará obligado a indem-
nizar a la Administración en la misma cuantía que los perjui-
cios a aquélla causados.

16.7. En los contratos que tengan por objeto la dirección,
supervisión y control de la ejecución y mantenimiento de obras
e instalaciones, con una antelación de al menos 15 días a la
emisión del informe favorable sobre el estado de las obras, que
deberá efectuar el Director facultativo de conformidad con el
artículo 147.3 del TRLCAP, el citado Director facultativo deberá
dar conocimiento de dichas circunstancias a la Administración,
a efectos de recibir, en su caso, de ésta las instrucciones y
directrices pertinentes para la elaboración de dicho informe.
Una vez emitido el citado informe, se dará traslado del mismo
a la Administración, en todo caso con anterioridad a la termi-
nación del plazo de garantía.

16.8. Cuando el contratista, o personas de él dependien-
tes, incurran en actos u omisiones que comprometan o pertur-
ben la buena marcha del contrato, el órgano de contratación
podrá exigir la adopción de medidas concretas para conseguir
o restablecer el buen orden en la ejecución de lo pactado.

17. Obligaciones laborales, sociales y económicas del con-
tratista.

17.1. El personal adscrito a los trabajos dependerá exclu-
sivamente del contratista, el cual tendrá todos los derechos y

deberes inherentes a su calidad de empresario respecto del
mismo.

17.2. En general, el contratista responderá de cuantas obli-
gaciones le vienen impuestas en su carácter de empleador, así
como del cumplimiento de cuantas normas regulan y desa-
rrollan la relación laboral o de otro tipo, existente entre aquél,
o entre sus subcontratistas, y los trabajadores de uno y otro,
sin que pueda repercutir contra la Administración ninguna
multa, sanción o cualquier tipo de responsabilidad que por
incumplimiento de alguna de ellas pudieran imponerle los orga-
nismos competentes.

17.3. En cualquier caso, el contratista indemnizará a la
Administración de toda cantidad que se viere obligada a pagar
por incumplimiento de las obligaciones aquí consignadas, aun-
que ello le venga impuesto por resolución judicial o adminis-
trativa.

18. Seguros.

Cuando así se establezca en el Cuadro Resumen, letra P),
el contratista deberá tener suscritos los Seguros Obligatorios,
así como un Seguro de Responsabilidad Civil no sólo por daños
a terceros, tanto a personas como a cosas, sino también por
daños producidos a la Administración, o al personal depen-
diente de la misma, durante la vigencia del contrato, con el
límite mínimo de siniestro y características que consten, en su
caso, en el citado Cuadro Resumen.

Esta documentación deberá presentarse por el contratista
ante la Administración en el plazo que se fije para ello en la
notificación de la adjudicación del contrato, siendo su presen-
tación requisito para la iniciación de la ejecución del contrato.

Si se incumple dicho plazo sin que se aporte la docu-
mentación requerida, aunque se autorice el inicio de la pres-
tación, para el comienzo efectivo de la misma será imprescin-
dible la presentación de dicha documentación. Por tanto, se
retrasa el inicio efectivo de la prestación, pero no así el inicio
del cómputo del plazo de ejecución, que empezará a contar
desde la autorización para la ejecución de los trabajos. 

19. Cumplimiento del plazo y penalidad por demora.

19.1. El contratista está obligado a cumplir tanto el plazo
final como los plazos parciales que, en su caso, hayan sido
fijados.

19.2. Si el contratista, por causas imputables al mismo,
hubiera incurrido en demora respecto de los plazos parciales
o total se estará a lo dispuesto en el artículo 95 y siguientes
del Texto Refundido de la Ley de Contratos de las Adminis-
traciones Públicas.

19.3. Cuando la Administración opte por la imposición de
penalidades concederá la ampliación del plazo que se estime
necesario, si bien nunca la prórroga podrá sobrepasar la fecha
en que la Administración precise, de forma perentoria, las pres-
taciones objeto del contrato

19.4. Los importes de las penalidades por demora se harán
efectivos mediante deducción de los mismos en las certifica-
ciones o facturas que se produzcan. En todo caso, la garantía
definitiva responderá de la efectividad de aquellas en los tér-
minos establecidos en el artículo 43.2.a) del TRLCAP.

19.5. Cuando la elaboración de la prestación dependa o
esté en función de otros trabajos o factores ajenos al contra-
tista, de forma que haya de ajustarse a los plazos de realiza-
ción o disponibilidad de éstos, los retrasos debidos a ello no
darán lugar a la aplicación de la penalidad. Todo ello, sin per-
juicio de lo previsto para los casos de suspensión.

19.6. Si el retraso fuera por motivos no imputables al con-
tratista, se estará a lo dispuesto en el artículo 96.2 del TRLCAP.

20. Penalidades por defectuoso cumplimiento de la pres-
tación.

El órgano de contratación exigirá al contratista la subsa-
nación de los defectos, insuficiencias técnicas, errores mate-
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riales, omisiones e infracciones de preceptos legales o regla-
mentarios que le sean imputables, otorgándole al efecto un
plazo prudencial que no podrá exceder de un mes, con carác-
ter general, y de dos meses, en el caso del contrato cuyo objeto
sea elaboración de proyectos de obras.

De persistir el incumplimiento en cuanto a la ejecución
parcial de las prestaciones objeto del contrato, la Administración
podrá optar indistintamente, por su resolución o por computar
el tiempo requerido para las correcciones de los trabajos defec-
tuosos o mal ejecutados a efectos de sanción por retrasos, de
acuerdo con lo establecido en la cláusula 19.

No obstante lo anterior, respecto a la subsanación de erro-
res y responsabilidades en el contrato de elaboración de pro-
yectos de obras, se estará a lo dispuesto en los artículos 217
y siguientes del TRLCAP.

21. Abono.

21.1. El contratista tiene derecho al abono, conforme a los
precios convenidos, de la consultoría y asistencia real y debi-
damente ejecutada, a satisfacción de la Administración. 

21.2. El pago del precio del contrato se efectuará de
acuerdo con lo indicado en el Cuadro Resumen, letra O).

21.3. El adjudicatario tendrá derecho a percibir a la ini-
ciación de la ejecución del contrato hasta un 20 por 100 del
importe total del mismo, como abono a cuenta para la finan-
ciación de las operaciones preparatorias, si así se establece en
el Anexo núm. 4, debiéndose asegurar el referido pago mediante
la prestación de garantía. 

Las operaciones preparatorias, como instalaciones y adqui-
sición de equipo y medios auxiliares, susceptibles de abono a
cuenta, así como los criterios y formas de valoración, se indi-
can en el Anexo núm. 4 del presente Pliego.

En todo caso, estos abonos requerirán petición expresa
del contratista y se incluirán como «abonos a cuenta por ope-
raciones preparatorias» en las correspondientes valoraciones.

El reintegro de los abonos a cuenta se efectuará dedu-
ciendo de las certificaciones que se expidan a partir de la fecha
de concesión de aquellos la cantidad que proporcionalmente
resulte, según la cuantía del abono a cuenta y la cantidad que
falte por ejecutar de los trabajos a que corresponda el anticipo
en el momento de su concesión.

Las deducciones en las certificaciones para estos reinte-
gros son totalmente independientes de otros descuentos que
pudieran efectuarse sobre aquéllas por cualquier concepto.

En caso de resolución del contrato será inmediatamente
exigible el reintegro total del abono a cuenta concedido, cual-
quiera que sea la causa de aquélla.

21.4. En los contratos que sean de tracto sucesivo, el
Director de la consultoría, o el representante del órgano de con-
tratación, a la vista de los trabajos y de los precios contrata-
dos, redactará las correspondientes valoraciones en los perío-
dos que se establezcan en el Cuadro Resumen, letra W) del
Pliego.

Las certificaciones para el abono de los trabajos efectua-
dos se expedirán tomando como base la valoración corres-
pondiente y se tramitarán por el Director de la consultoría, o el
representante del órgano de contratación, dentro de los diez
días siguientes al periodo de tiempo a que correspondan.

21.5. El órgano de contratación podrá autorizar las valo-
raciones y certificaciones parciales por trabajos efectuados
antes de que se produzca la entrega parcial de los mismos, en
los términos y con los requisitos establecidos en el artículo 200
del RGLCAP.

21.6. El abono, en su caso, por la Administración de inte-
reses de demora procederá transcurridos dos meses desde la
expedición de las certificaciones o los documentos que acre-
diten la realización total o parcial del contrato o, respecto de
aquellas extendidas excediendo del importe de las anualida-
des que rijan en el contrato, desde la fecha en la que con arre-
glo a las condiciones convenidas y programas de trabajo apro-

bados deberían producirse, sin que hubieran sido pagadas,
consistiendo dichos intereses en el interés legal del dinero incre-
mentado en 1,5 puntos, de las cantidades adeudadas.

22. Anualidades.

22.1. El contratista podrá desarrollar los trabajos con cele-
ridad mayor que la necesaria para la realización de la consul-
toría y asistencia en el tiempo prefijado en el contrato. Sin
embargo, no tendrá derecho a percibir en cada año, cualquiera
que sea el importe de lo ejecutado o de las certificaciones expe-
didas, una cantidad mayor que la consignada en la anualidad
correspondiente.

En las certificaciones que se extiendan excediendo del
importe de las anualidades que rijan en el contrato no se con-
tará el plazo previsto en el artículo 99.4 del TRLCAP desde la
fecha de su expedición, sino desde aquella otra posterior en la
que con arreglo a las condiciones convenidas y programas de
trabajo aprobados deberían producirse.

22.2. En caso de ser necesario un reajuste de anualida-
des, la Administración actuará de conformidad con los pre-
ceptos legales y reglamentarios que resulten de aplicación.

23. Entrega y recepción.

La recepción del objeto del contrato se efectuará de con-
formidad con lo dispuesto en el artículo 213 del TRLCAP y
artículos 203 y 204 del RGLCAP, debiéndose expedir por el
Director de la misma, o el representante del órgano de con-
tratación, certificación de conformidad en aquellos casos en
los que la prestación no sea susceptible de un acto formal de
recepción. En los supuestos en que la prestación realizada sea
susceptible de recepción física la misma será efectuada
mediante un acto formal y positivo que se expresará en acta
extendida al efecto, en el lugar de prestación del objeto de la
consultoría y asistencia establecido en el Cuadro Resumen,
letra S). A partir de este acto de recepción empezará el cóm-
puto del período de garantía del contrato siempre que se deter-
mine dicho período en el citado Cuadro Resumen, letra L).

24. Prórroga del contrato.

De conformidad con el artículo 67.1 del TRLCAP la posi-
bilidad o no de prorrogar el contrato y alcance de la prórroga,
se establece en el Cuadro Resumen, letra Q).

Esta cláusula sólo será aplicable, en su caso, a los con-
tratos de consultoría y asistencia cuyo objeto esté determinado
en función de una actividad o los que sean de tracto sucesivo,
sin perjuicio de lo establecido en el artículo 96 del TRLCAP.

25. Propiedad de los trabajos realizados.

25.1. El resultado de la consultoría y asistencia contratada,
en su totalidad o en cualquiera de sus fases, será propiedad
de la Administración, y ésta, en consecuencia, podrá recabar
en cualquier momento las entregas de los documentos o mate-
riales que la integren, con todos sus antecedentes, datos o pro-
cedimientos.

25.2. Los trabajos que constituyan objeto de propiedad
intelectual, se entenderán expresamente cedidos en exclusiva
por el contratista o, en su caso, éste cuidará de que se cedan
por terceros en exclusiva a la Administración, por el tiempo
máximo que la legislación permita, sin que puedan ser repro-
ducidos total o parcialmente sin previa y expresa autorización
de la Administración. Cuando para la realización del objeto del
contrato se precisen derechos de propiedad intelectual pree-
xistente, el contratista deberá aportar con su oferta la corres-
pondiente cesión de su titular a los efectos del cumplimiento
del contrato, teniendo en cuenta la anterior previsión; aunque,
en tal caso, la cesión puede no ser con carácter exclusivo.

25.3. El contratista tendrá la obligación de proporcionar a
la Administración todos los datos, cálculos, procesos y proce-
dimientos empleados durante la elaboración de los trabajos.
Quedarán, sin embargo, exceptuados de entrega aquellos cuya
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propiedad se haya reservado el contratista en los documentos
contractuales. No obstante, en estos casos se entenderán con-
cedida a la Administración las autorizaciones o licencias de
uso convenientes para el aprovechamiento de la consultoría y
asistencia, prestándole los procedimientos, sistemas y mate-
riales precisos.

26. Modificación.
El presente contrato podrá ser objeto de modificación de

conformidad con lo previsto en el TRLCAP por razones de inte-
rés público debidas a necesidades nuevas o causas imprevis-
tas debidamente justificadas.

27. Resolución del contrato.
27.1. Son causas de resolución del contrato las previstas

en los artículos 111 y 214 del TRLCAP, con los efectos que se
establecen en la normativa de aplicación.

27.2. Asimismo, serán causas de resolución del contrato
imputables al contratista:

a) El incumplimiento por parte del contratista de la obli-
gación de guardar sigilo respecto a los datos o antecedentes
que, no siendo públicos o notorios, estén relacionados con el
objeto del contrato, de los que tenga conocimiento con oca-
sión del mismo, salvo que la Administración lo autorice expre-
samente.

b) El abandono por parte del contratista de la prestación
objeto del contrato. Se entenderá producido el abandono cuando
la prestación haya dejado de desarrollarse, no se desarrolle
con la regularidad adecuada o con los medios humanos o mate-
riales precisos para la normal ejecución del contrato en plazo.
No obstante, cuando se dé este supuesto, la Administración,
antes de proceder a la resolución, requerirá al contratista para
que regularice la situación en el plazo de cinco días a contar
desde el requerimiento salvo que su ejecución exija un plazo
menor.

c) El incurrir el contratista, durante la vigencia del contrato
en alguna de las prohibiciones de contratar previstas en el
artículo 20 del TRLCAP o en supuesto de incompatibilidad, sin
la obtención inmediata de la correspondiente resolución de
compatibilidad.

d) Las reiteradas deficiencias en la ejecución del contrato.

e) El incumplimiento de la obligación del aviso previo a la
Administración, dentro del plazo establecido al efecto en la
cláusula 16.7, para la emisión, por parte del contratista, del
informe sobre el estado de las obras.

f) El incumplimiento de las instrucciones y directrices reci-
bidas de la Administración para la elaboración del informe al
que se refiere la cláusula 16.7 del presente Pliego.

g) El incumplimiento de alguno de los compromisos ofer-
tados.

h) El incumplimiento del pago de los anuncios de licita-
ción en el plazo establecido en el artículo 54 del TRLCAP.

i) El incumplimiento de la presentación de la documenta-
ción relativa a los seguros a que se refiere la cláusula 18 del
presente Pliego. 

28. Prerrogativas de la administracion y jurisdicción com-
petente.

28.1. El órgano de contratación ostenta la prerrogativa de
interpretar el contrato administrativo y resolver las dudas que
ofrezca su cumplimiento. Igualmente podrá modificarlo y acor-
dar su resolución, dentro de los límites y con sujeción a los
requisitos y efectos señalados en el TRLCAP y demás disposi-
ciones reglamentarias de desarrollo.

28.2. Los acuerdos que dicte el órgano de contratación,
previo informe de los Servicios Jurídicos, en su caso, en el ejer-
cicio de sus prerrogativas de interpretación, modificación y reso-
lución pondrán fin a la vía administrativa, y serán inmediata-
mente ejecutivos.

28.3. Las cuestiones litigiosas surgidas sobre la interpre-
tación, modificación, resolución y efectos de los contratos admi-
nistrativos, serán resueltos por el Organo de Contratación com-
petente de la Administración, y contra los mismos podrá
interponerse el oportuno recurso contencioso-administrativo,
conforme a la legislación en vigor.

POR LA CONSEJERIA DE OBRAS EL ADJUDICATARIO
PUBLICAS Y TRANSPORTES

Fdo. Fdo.
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